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ACUERDOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Acuerdo  nombrando  Conjueces  para  d  año  mil  ochocientos 

setenta  y  cinco. 

En  Buenos  Aires  á  siete  de  Enero  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  cinco,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos  los  Señores 
Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Fe- 
deral con  el  objeto  de  nombrar  conjueces  para  el  corriente 
año,  de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  arl.  23  de  la  Ley 
de  Procedimientos,  acordaron  nombrar  á  los  Sres.  Doctores 
D.  Dalmacio  Velez  Sarñeld,  D.  Juan  José  Alsina,  D.  Lorenzo 
Torres,  D.  Ángel  Navarro,  D.  Miguel  Esteves  Sagui,  D.  Fe- 
derico Pinedo,  D.  José  Antonio  Acosta,  D.  Víctor  Martínez, 
D.  Eduardo  Carranza  Viamont,  D.  Félix  Sánchez  de  Zeliz, 
D.  Felipe  Coronell,  D.  Carlos  Tejedor,  D.  Juan  María  Gu- 
tiérrez, D.  Alfredo  Lahite,  D.  Juan  Manuel  Terrero,  D.  J. 
Francisco  López,  D.  Manuel  Obarrio,  D.  Antonio  E.  Ma- 
laver,  D.  Salustiano  J.  Zavalfa,  D.  Wenceslao  Pacheco,  Don 
José  María  Zuviria,  D.  Vicente  Marlinez,  D.  Garlos  Saavedra 
Zavaleta,  D.  Honorio  Martel  y  D.  Amancio  Alcorta.  Todo 
lo  cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  registrase  en 
^el  libro  correspondiente  y  se  publicase,  firmándolo  ante  mí. 

Salvador  M**  dsl  Carril.— Francisco 

Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
j.  b.  gorrostiaga. — j.  domínguez. 

iV.  Rojo. 

Secretario. 


—  TI  -• 


Acuerdo  de  la  Suprema  Corte  referente  al  fallecimiento  del 
Dr.  D.  Francisco  Pioo^  Procurador  General. 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires  á  diez  y  siete  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco^  reunidos  estraordinaria- 
mente  en  su  sala  de  acuerdos,  el  Sr.  Presidente  de  la  Su- 
prema Corte,  Dr.  D.  Salvador  Maria  del  Carril,  y  los  Señores 
Vocales,  Dres.  D.  José  Barros  Pazos,  D.  José  Benjamín 
Gorostiaga  y  D.  José  Dominguez,  dijeron :  que  habiendo 
tenido  lugar  la  muerte  del  Procurador  General  de  la  Suprema 
Corte,  Dr.  D.  Francisco  Pico,  y  debiendo  honrar  la  memo- 
ria Áe  este  majistrado  que  tan  importantes  servicios  ha 
prestado  á  la  República  en  el  desempeño  de  sus  funciones, 
debian  acordar  y  acordaban  se  dier^  noticia  oñcial  de  tan 
lamentable  acontecimiento  al  Sr.  Presidente  de  la  Uepública , 
para  que  se  sirva  dictar  los  medidas  convenientes,  al  efecto 
de  honrar  la  memoria  del  ilustre  finado;  se  asista  por  la 
Suprema  Corte  en  dos  coches  enlutados  á  la  inhumación 
del  cadáver,  invitándose  á  los  Sres.  Jueces  de  Sección  y 
Procurador  Fiscal  de  esta  Provincia,  y  que  se  pase  una 
nota  de  pésame  á  la  Señora  Viuda  del  Dr.  Pico,  significán- 
dole el  profundo  sentimiento  que  ocasiona  á  los  miembros 
de  la  Suprema  Corte  la  pérdida  de  tan  digno  y  recto  ma- 
jistrado; debiéndose  al  mismo  tiempo  procurar  los  medios 
para  obtener  un  retrato  de  aquel  para  colocarlo  en  la  Sala 
de  Acuerdos  del  Tribunal.  Todo  lo  cual  dispusieron  y  orde- 
naron, mandando  se  rejistrase  en  el  libro  de  acuerdos,  y  se 
publicase,  firmando  ante  mi.  > 

Salvador  M.  del  Carril*  — José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Goros- 
TiAGA.  — J.  Domínguez. 

Antonio  Tamassi. 

Secretario. 


—  vn  — 

Acuerdo  de  la  Suprema  Corte ^  referente  al  fallecimiento  del 
Dr.  D.  Francisco  Delgado^  mienéro  de  la  misma. 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires  á  doce  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  reunidos   estraordinaria- 
mente  en  su  Sala  de  Acuerdos  el  Sr.  Presidente  de  la  Supre» 
ma  Corte  de  Justicia  Federal,  Dr.  D.  Salvador  María  del  Carril, 
y  los  Sres.  Vocales  Doctores  D.  José  Barros  Pazos,  D.  José  Ben- 
jamín Gorostiaga  y  D.  José  Domínguez;  dijeron:  Que  habiendo 
tenido  lugar  la  muerte  del  Dr.  D.  Francisco  Delgado,  Miembro 
de  la  Suprema  Corte,  y  debiendo  honrar  la  memoria  de  este 
magistrado  que  tan  importantes  servicios  ha    prestado  á  la 
República  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  debian  acordar  y 
acordaron :  se  diera  noticia  oficial  de  tan  lamentable  aconte- 
cimiento alSr.  Presidente  de  la  República,  para  que  se  sirva 
dictar  las  medidas  convenientes,  al  efecto  de  honrar  la  me- 
moria del  ilustrado  flnado  ;  que  la  Suprema  Corte  en  cuerpo 
asista  en  dos  coches  enlutados  á  la  inhumación  del  cadáver, 
invitándose  á  los  Sres.  Jueces  de  Sección  y  Procurador  Fiscal 
de  esta  Provincia,  y  que  se  pase  una   nota  de  pésame  á  la 
familia  del  Dr.  Delgado,  signiflcándole  el  profundo  sentimiento 
que  causa  á  los  miembros  de  la  Suprem?  Corte  la  pérdida 
de  tan  digno  y  recto  magistrado,  debiéndose  al  mismo  tiempo 
procurar  los  medios  para  obtener  un  retrato  de  aquel  para 
colocarlo  en  la  Sala  de  Acuerdos  del  Tribunal.   Todo  lo  cual 
dispusieron  y  ordenaron,  mandando  se  registrase  en  el  libro 
correspondiente  y  que  se  publicase,  firmando  ante  mi. 

Salvador   M*    del    Carail.  —  José 
Barros  Pazos. — J .  B.  Gorostiaga. 

—  J.  Domínguez. 

AnUmio  Tamassi. 

Secretario: 


/ 


FU  DE  M  SePREli  GOME 

DE  JUSTICIA  NAQONAL 

CON  LA  RKUCION  DK  SUS  RKSPECTIYAS  CAUSAS 


CONTINUACIÓN  DEL  ANO  1874. 


Cü^USü.  CULILIII 


D.  Ernesto  de  las  Carreras^  oriental^  contra  la  Provincia  de 
Corrientes^  por  devolución  de  pesos  i  inconstitucionalidad  de 

una  ley  de  impuestos. 


Sumario.  —  Basta  el  solo  hecho  estrfnseco  de  que  se  de- 
mande una  provincia  por  un  estrangero  para  deducir  que  el 
conocimiento  de  la  causa  corresponde  á  la  Suprema  Corte. 


Caso.  —  La  Municipalidad  del  Departamento  Lavalle  en 
Corrientes,  exigió  al  Saladero  c  Ricon  de  Soto  >  adminis- 
trado por  D.  Ernesto  de  las  Carreras  la  suma  de  2678  ^ 
y  28  cts.  fuertes  á  título  de  impuesto  sobre  frutos  expor- 
tados. 
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Carreras  resistió  el  pag^o  y  ocurrió  al  Gobierno  de  la 
Provincia  pidiendo  revocatoria  de  la  resolución  al  respecto. 
La  provincia  no  hizo  lugar  á  esa  solicitud  por  no  mezclar- 
se en  asuntos  provinciales,  y  tuvo  que  hacerse  por  Carreras 
el   abono  de  la  suma  indicada. 

Carreras  demandó  en  seguida  ante  la  Suprema  Corte  á 
la  Provincia  de  Corrientes  pidiendo  se  declarara  inconsti- 
tucional y  nula  la  resolución  recaida  contra  el  Saladero, 
se  declarara  no  ser  estensiva  la  ley  municipal  de  impues- 
tos al  cobro  de  derechos  de  importación  y  exportación  y 
se  condenara  á  la  provincia  á  la  devolución  de  dicha  suma 
y  sus  intereses. 

La  provincia  declinando  de  jurisdicción,  dijo  que  no  era  ella 
demandable  sino  la  Municipalidad,  por  tratarse  de  una  ley 
municipal  y  que  el  derecho  cobrado  no  era  de  exportación,  sino 
un  impuesto  sobre  remoción  de  frutos  ó  un  derecho  de  piso. 

Conferido  traslado  de  la  excepción.  Carreras  pidió  se  de- 
sechara con  costas. 

Dijo  :  que  la  Municipalidad  ejerció  esta  cobranza  por 
delegación  del  Gobierno ;  que  se  trataba  de  un  verdadero 
derecho  de  exportación;  que  este. derecho  era  inconstitu- 
cional por  no  poder  las  provincias  establecer  aduanas  in- 
teriores ;  que  el  conocimiento  en  la  causa  correspondía 
á  la  Suprema  Corle,  tanto  por  razón  de  las  personas 
con  arreglo  á  los  artículos  100  y  101  déla  Constitución 
y  1^  de  la  ley  sobre  competencia  de  los  Tribunales  Nacio- 
nales, como  por  razón  de  la  materia  con  arreglo  á  los  artí- 
culos 67  inc.    lo,  100  y  101  de  la  Constitución. 

El  Sr.  Procurador  General,  evacuando  la  vista  que  se  le 
confirió,  dictaminó  que  la  Suprema  Corte  debia  declararse 
competente,  bastando  para  establecer  tal  competencia  el 
solo  hecho  do  haber  sido  demandada  una  provincia  por  ,un 
estrangero. 
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Palto  de  to  SiipreMuí  Corte. 

Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1874. 

Vistos  :  —  De  conrormidad  con  )o  espuesto  y  pedido  por 

el  Señor  Procurador   General  eo    su  precedente   vista,  no 

'  ha  lugar  á  la  declinatoria   de  jurisdicción  deducida  por  el 

representante  de  la  Provincia  de  Corrientes,  y  conteste  la 

denaanda  en  el  térnnino  de  la  ley. 

'  Salvador  M.  del  Garbil. —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
J.  Domínguez. 


GAUeA.  CULULIT 


Loi  Sres.  üriburu  y  Ca.  contra  D.  Tomás  Piettaneraj 

por  cobro  de  pes<ñ. 


Sumario.  —  I"".  El  requisito  de  permanecer  el  buque  por 
quince  dias  en  el  puerto  en  que  se  contrajo  la  deuda 
exigida  por  el  inciso  6""  del  articulo  1006  del  Código  de 
Gomeroio  para  que  tenga  lugar  la  presoripcion  de  un  año 
de  los  suministros  hechos  á  un  buque,  no  tiene  otro 
objeto,  sino  hacer  efectiva  la  acción  de  los  acreedores  en 
el  mismo  lugar  y  contra  el  buque  obligado. 

2o.  Por  conaiguientei  vendido  judicialmente  el  buque  y 
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hecho  imposible  su  regreso,  y  cesando  de  ser  garantía 
de  los  acreedores,  no  pueden  estos  acogerse  á  la  dispo- 
sición del  indicado  inciso  6"^,  no  pudiendo  perpetuarse  su 
acción  contra  la  manifiesta  intensión  de  la  ley. 

3<>.  En  tal  caso  y  tratándose  de  suministros  hechos  á  un 
buque  sin  documento,  la  prescripción  de  estos  queda  com- 
prendida en  la  regla  general  del  articulo  1004  del  Código 
de  Comercio.  < 

i"*.  Un  documento  de  fecha  posterior  á  una  cuenta  ob- 
jeto de  la  demanda  y  sin  ninguna  conexión  con  ella,  no 
puede  alterar,  ni  modificar  su  carácter. 


Caso.  —  En  la  causa  promovida  por  los  Sres.  Casares, 
Cichero  y  otros  contra  D.  Tomás  Pietranera  como  gerente 
del  vapor  c  Gran  Chaco  »  por  importe  de  artículos  su- 
ministrados á  dicho  vapor,  se  resolvió  por  fallo  de  la  Su- 
prema Corte  de  Octubre  9  de  1866  que  la  responsabilidad 
de  Pietranera  era  limitada  al  remanente  del  producto  del 
vapor  vendido  en  pública  almoneda,  á  instancia  de  la  tri- 
pulación. 

Otro  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  4  de  Agesto  de  1868 
absolvió  á  Pietranera  de  la  demanda  de  los  Sres.  Casares, 
Cichero  y  otros  por  no  haber  remanente  del  indicado  pro- 
ducto. 

En  Diciembre  de  1866  los  Sres.  Uriburu  y  Ca.,  deman- 
daron á  Pietranera  en  la  indicada  calidad  de  gerente  por 
el  pago  de  803  pfls.  importe  de  suministros  hechos  á- 
D.  José  Lavarello   capitán  del  vapor. 

Esta  demanda  fué  rechazada  con  sentencia  del  Juez  de 
Sección,  confirmada  por  el  Fallo  de  la  Suprema  Corte  de 
18  de  Junio  de  1868,  reservándose  á  los  Sres.  Üriburu 
y  Ca.,  sus  acciones  por  las  cantidades  suplidas  á  D.  Án- 
gel Basso  sucedido  á  Lavarello  como  capitán  del  vapor. 
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En  Octubre  22  de  1870,  los  Sres.  Uriburu  demandaron 
á  Pietranera  por  el  pago  de  597  pfts,  importe  de  sumi- 
nistros que  dijeron  haber  hecho  al  referido  Basso  en  virtud 
de  la  carta  de  recomendación  que  Piatranera  les  dirijió, 
y  del  poder  legal  y  amplio  del  mismo  Basso  para  repre- 
sentar á  la  empresa  del  vapor. 

Conferido  traslado,  pidió  Pietranera  se  desechara  la  de* 
manda  con  costas. 

Dijo :  que  no  habia  autorizado  á  los  demandantes  para 
el  desembolso  hecho  2  Basso  ;  que  no  constaba  la  ver- 
dad de  esto ;  que  aun  siendo  cierto  el  crédito  estaría 
prescrito;  que  aun  no  estando  prescrito,  no  seria  él 
responsable  de  su  pago  en  virtud  de  los  mencionados 
fallos  de  la  Suprema  Corte  de  Octubre  de  1866  y  de  Agos- 
to de  1868. 

El  Juez  para  mejor  proveer  ordenó  exhibiera  Pietranera 
las  cuentas  remitidas  á  él  por  los  Sres.  Uriburu. 

Se  exhibieron  y  reconocieron  dichas  cuentas  con  al- 
gunas esplicaciones  de  una  otra  y  parte  y  se  dictó  el  si- 
guiente :  .    ^ 


Fallo  del  Jíaes  de  Seeeloi 


Buenos  Aires,  Setiembre  24,tde  1873. 

Vistos: — Estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  José  Uri- 
buru y  Ca.|  contra  D.  Tomás  Pietranera,  los  primeros 
vecinos  de  la  Provincia  de  Salta  y  el  segundo  vecino  de 
esta,  por  cobro  de  cantidad  de  pesos  que  se  dice  sumi. 
nistrada  al  director  de  la  empresa  del  vapor  c  Gran  Chaco  » 
y  resultando  : 

1^  Que  la  demanda  deducida  contra  Pietranera  se  fun- 
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da  tío  <(ue  este,  como  director  y  propietario  de  la  empresa 
del  vapor  c  Oran  Gh^co  t  ouya  administraoioD  estaba  ooo-* 
fiada  al  capitán  D.  José  Lavarelloi  se  dirigió  á  los  Sres. 
osó  Uriburu  y  Ca.  en  3  de  Febrero  de  i  864  para  reco«- 
mendarles  á  D.  Aogal  Basso  que  iba  con  el  encargo  de 
tomar  la  dirección  de  la  empresa,  provisto  de  amplio  y 
legal  poder  para  representarla  y  en  que,  en  mérito  del 
citado  poder  que  fué  exhibido  por  Basso,  y  de  la  ireco- 
mendacion  que  á  su  favor  se  hacia,  fué  reconocido  como 
director  de  la  empresa  en  representación  de  Pieiranera  y 
auxiliado  con  dinero,  aparte  de  otro  género  de  cooperación 
que  se  le  prestó  para  la  ejecución  del  mandato  reoi-r 
bidoi  siendo  las  cantidades  auplidas  con  dicho  objeto  las 
que  constituyen  el  crédito  materia  de  esta  demanda  (es- 
crito de  f.  3  y  9  reproducido  en  el  def.2!20). 

S"*  Que  PíetruQ^a  ha  pedido  que  e\  Ju9ga4o  repeliora 
la  demanda.  QQqdenaudQ  en  coatas  al  demwdaatei  y  epoe 
niendo  contra  aquella  las  siguientes  escepciones: 

4*  La  de  no  ser  responsable  personalmente  délas  deti^ 
é^B  del  vapor  c  Gran  .Gbaco  >  ó  de  la  compañía  de  na-^ 
vegacion  del  Bermejo,  como  lo  es  la  que  ha  dado  mar- 
gen al  presente  juicio,  fundando  la  citada  irresponsabili- 
dad en  que  así  lo  habia  declarado  la  Suprema  Corte  de 
Justicia,  en  sentencia  que  deben  conocer  los  demandantes, 
y  segua  U  Qual  los  acreedores  deben  dirijirse  contra  el 
remanente  del  precio  de  venta  del  vapor,  única  propiedad 
de  la  oompañia,  y  porque  también,  en  asuntos  con  los 
Sres.  Casares,  la  misma  Suprema  Corte  declaró  que  no  ha- 
bia remanente  de  este  aprecio,  por  estar  todo  invertido  en 
deudas   legitimas  y  privilegiadas. 

ga.  La  de  no  estar  justifioada  la  deuda  por  documento 
de  Basso  ni  otro  alguno,  y  no  poder  admitirse  su  justi- 
ficación por  testigos^  por  ser  contrario   á  la  ley  comercial. 
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3*.  Que  aunque  estuviese  documentada  la  obligación  por 
Baaso,  y  prescindiendo  de  las  declaraciones  de  la  Supre- 
ma Corte,  tampoco  está  obligado  á  abonar  las  cantidades 
que  hubiesen  sido  entregadas  á  Basso,  porque  no  habia 
autorizado  dichos  anticipos,  ni  eran  necesarios,  por  cuanto 
Basso  llevaba  los  fondos  necesarios  para  llenar  su  man- 
dato, y  los  tenia  en  poder  del  mismo  Uriburu  y  Ga., 
según   cuenta  de  estos  en  Marzo  de  1864. 

4*.  Que  aun  prescindiendo  de  las  escepciones  anterio- 
res, la  deuda  estaría  proscripta. 

Y  considerando : — I''.  Que  procediendo  como  se  pre- 
tende, el  crédito  reclamado  de  sumas  de  dinero  anticipa- 
das ó  entregadas  por  orden  del  gerente  6  director  de  la 
empresa  del  vapor  <  Gran  Chaco  >  y  en  su  carácter  de 
tal,  y  principalmente  de  provisiones  suministradas  para  di- 
cho vapor,,  según  resulta  de  la  cuenta  exhibida,  es  evi- 
dente que  se  trata  de  un  crédito  contra  la  referida  em- 
presa, y  que  por  consecuencia  debe  considerarse  como 
tal   para  los  efectos  entre  acreedores  y  deudores. 

i"".  Que  no  se  opone  á  lo  espuesto  en  el  precedente 
considerando,  el  que  Pietranera,  en  carta  de  13  de  Se- 
tiembre de  1863,  en  que  recomendaba  al  capitán  Lava- 
relio,  se  dirigiese  con  tal  objeto  á  los  demandantes,  como 
director  y  propietario  de  la  empresa  del  vapor  c  Gran  Cha- 
co f ,  pues  no  solo  su  calidad  (Je  propietario  no  escluia 
la  concurrencia  de  otros  propietarios,  interesados  en  la 
misma  empresa,  sino  que  por  el  hecho  de  decirse  direc- 
tor de  ella  müma,  implícitamente  se  confesaba  que  ha- 
bia otros  mas  á  quienes  afectaban  las  operaciones  y  el 
éxito  de  la  empresa,  desde  que,  'en  la  hipótesis  de  ser  el 
único  prppietario  é  interesado  responsable,  era  evidente 
que  tendría  su  esclusiva  dirección,  y  por  consecuencia, 
al  decirse  director,  siendo  propietario  y  único  interesado, 
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• 

habría  dicho  una  cosa  sin  sentido,  lo  que  no  debe  presu- 
mirse, á  lo  cual  se  agrega  por  otra  parte  que,  según 
consta  de  Iqs  agregados,  Pietranera  tenia  socios  en  la 
misma  empresa,  y  que  lo  eran  el  capitán  Lavarello  y 
D.  Ángel  Basso,  lo  cual  esduye  evidentemente  la  hipóte- 
sis de  ser  aquel  único  propietario  de  la  empresa  del  va- 
por  c  Gran  Chaco  ». 

3o  Que  en  la  hipótesis  de  estar  justificada  la  deuda  que 
se  cobra  en  los  presentes  autos,  habría  que  averiguar  por  quien 
fué  contraída,  si  por  el  armador  ó  por  el  capitán  del 
c  Gran  Chaco  »,  y  decidir  si  dicha  obligación  está  regida 
por  el  aríctulo  1039  del  Código  de  Comercio  que  permite  en 
ciertos  casos  á  los  dueños  de  buques  exhonerarse  de  las 
deudas,  toda  vez  que  hagan  abandono  del  buque  con 
todas  sus  pertenencias,  y  de  los  fletes  ganados  ó  que 
debieran .  percibirse. 

i"*.  Que  aunque  no  puede  sostenerse,  que  Fietranera 
hubiese  contraido  directamente  la  obligación,  cuyo  cum- 
plimiento se  exige  en  estos  autos,  puesto  que  no  se  pre- 
tende que  él  en  persona  ha  sido  quien  recibió  las  can- 
tidades que  se  dicen  prestadas  por  los  demandantes  y  que 
la  carta  de  13  de  Febrero  de  1864  no  importaba  una  ver- 
dadera carta  de  crédito  en  los  términps  del  articulo  625  del 
Código  de  Comercio,  sino  una  simple  carta  de  introduc- 
ción que,  en  los  del  632  del  mismo  Código,  no  produce 
acción  ni  obligación,  sin  embargo,  habiendo  sido  contraida 
por  D.  Ángel  Basso  en  virtud  del  amplio  poder  que  te- 
nia para  representar  á  la  empresa,  poder  otorgado  por 
Pietranera,  debe  considerarse  como  contraida  por  este  en 
su  carácter  de  director  y  por  intermedio  de  su  represen- 
tante, y  por  consecuencia  contraida  por  el  director  de  la 
empresa  de  navegación  del  Bermejo  y  que  hacia  las  ve- 
ces de  armador  del  c  Gran  Chaco  f. 
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5o  Que  dando  por  establecido  el  hecho,  de  que  Pietra- 
nera  contrajo  la  deuda  á  cuyo  pago  se  trata  de  compeler* 
sele  por  esta  demanda,  es  llegado  el  caso  de  averiguar 
si  puede  eximirse  de  ella,  mediante  el  abandono  del  bu- 
que, ó  sea,  si  puede  aplicarse  el  articulo  1039  del  Código 
de  Comercio. 

6^  Que  no  se  puede  citar  articulo  alguno  del  Código 
de  Comercio  que  exonere  al  armador,  propietario,  ó  par- 
ticipe'de  un  buque,  de  las  obligaciones  que  en  tal  carác- 
ter hubiera  contraido,  pues  el  articulo  aludido  se  refiere 
únicamente  á  la  responsabilidad  que  contraen  los  propie- 
tarios ó  participes,  por  los  hechos  ó  contratos  del  capi- 
tán en  todo  lo  que  haga  relación  con  el  buque  ó  su  es- 
pedicion,  de  suerte  que  no  trata  de  las  obligaciones  di- 
rectamente contraidas  por  dichos  propietarios  ó  participes, 
lo  que  se  corrobora  ademas  por  el  artículo  siguiente  1040, 
que  no  permite  el  abandono  al  propietario  ó  participe 
que  fuese  al  mismo  tiempo  capitán  del  buque ;  de  todo 
lo  cual  se  deduce  :  1^  Que  el  derecho  de  abandono  solo 
se  concede  como  un  beneficio  á  los  propietarios  que  no 
pudiendo  encargarse  de  la  dirección  y  gobierno  de  su 
buque,  se  vean  obligados  á  confiarlo  á  otra  persona  que 
debe  estar  revestida  de  los  poderes  bastantes  para  llenar 
su  comisión,  pero  que,  á  virtud  de  no  poder  fiscalizar 
los  actos  de  su  mandatario,  es  justo  limitar  sus  poderes, 
y  solo  estenderlos  hasta  comprometer  el  valor  del  buque 
y  no  mas.  2o.  Que  si  el  capitán  propietario  no  puede 
abandonar  el  buque  no  es  por  otra  razón  que  porque 
se  trata  de  deudas  contraidas  por  él,  y  por  consecuencia 
la  misma  doctrina  debe  aplicarse,  esto  es,  que  el  pro- 
pietario de  un  buque  no  puede  abandonarlo  para  exi- 
mirse del  pago  de  deudas  contraídas  por  él  mismo  ;  lo 
cual  está,  por  otra  parte,  de  acuerdo  con  la'  doctrina  co- 
T.  vn.  2 
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muo,  según    la  cual    el  deudor    responde   con   todos  sus 
bienes. 

7°.  Que  la  legislación  comercial  sobre  este  punto,  ó  la 
disposición  contenida  en  el  artículo  1039,  ha  venido  á  de- 
cidir la  controversia  de  los  jurisconsultos^  unos  de  los 
cuales  sostenian  la  responsabilidad  ilimitada  de  los  dueños 
y  copartícipes  por  los  hechos  del  capitán,  y  los  otros  la 
limitaban  al  valor  del  buque,  siendo  esta  última  opinión 
la  adoptada  por  el  Código  ;  y  por  consiguiente,  cuando  se 
trata  de  los  hechos  ó  contratos  del  capitán  ó  de  su  man- 
datario en  forma  como  igualmente  cuando  hubieren  ra- 
tificado los  hechos  ó  contratos  del  capitán,  es  ¡limitada 
la  responsabilidad  del  propietario  ó  partícipe,  sin  mas  limi- 
tación, que  la  que  en  el  último  caso  puede  resultar  de  la 
naturaleza  de  la  sociedad  formada  por  los  copartícipes 
( Vouget,  principio^  de  derecho  marítimo,  2*^  parte,  cap.  38 
y  decisiones  y   autores  citados  por  el  mismo). 

8"".  Que  aunque  según  lo  espuesto  en  los  precedentes 
considerandos,  el  armador  propietario  tiene  responsabilidad 
ilimitada  por  los  hechos  ó  contratos  que  tuviesen  rela- 
ción con  el  buque  y  en  que  hubiese  intervenido  ;  sin  em- 
bargo, constituyéndose  una  sociedad,  cuando  hay  varios 
condóminos  que  hacen  uso  común  del  buque,  sociedad 
que  está  sometida  á  las  reglas  generales  (art.  1035  del 
Código  de  Comercio)  establecidas  para  las  sociedades  en 
el  título  3o,  libro  2^,  debe,  previamente,  para  fijarse  la 
responsabilidad  de  cada  copartícipe,  averiguarse  qué  clase 
de  sociedad  es  la  que  forman  dichos  copartícipes,  y  el  carác- 
ter que  revestía  el  que  intervino  por  ella  en  el  hecho  6 
contrato    que  envuelva   una   responsabilidad. 

9o.  Que  aunque  en  los  autos  seguidos  por  la  tripula- 
ción del  vapor  a  Gran  Chaco »  sobre  venta  del  mismo  para 
el  pago  de  sus  salarios  con  el  contrato  de  sociedad,  se- 
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gun  lo  espresa  una  sentencia  de  la  Suprema  Corte  que 
corre  en  los  cuerpos  agregados,  el  Juzgado  no  ha  podido 
tenerla  á  la  vista  á  pesar  del  empeño  que  para  ello  ha 
puesto,  por  habérsele  informado  verbalmente  por  el  actua- 
rio, que  estaba  en  poder  de  arbitros  nombrados  para  di- 
rinair  contiendas  de  los  socios  y  de  no  haber  podido  re- 
cogerlos ni  aún  por  horas  ;  sin  embargo,  no  habiendo  el 
demandado  fundado  su  escepcion  de  irresponsabilidad 
8Íoó  en  la  sentencia  de  la  Corle,  y  no  deduciendo  la  del 
contrato  de  sociedad,  debe  presumirse  que  este  no  se  liga 
con  la  cuestión  de  responsabilidad  limitada  y  que  por 
consecuencia  Pietranera  por  lá  naturaleza  de  la  sociedad 
ó  por  falta  de  alguna  formalidad,  responde  ilimitadamente 
hacia  los  terceros  por  los  contratos  que  hubiese  celebra- 
do personalmente  ó  por  medio  de  apoderado. 

10.  Que  en  la  hipótesis  de  no  ser  aplicable  al  caso  el 
artículo  1039  del  Código  de  Comercio,  que  permite  el^aban- 
dono,  habría  que  averiguar  si  la  deuda  cuyo  pago  se  exi- 
ge, está  justificada,  y  en  caso  de  no  estarlo,  si  la  ley  per- 
mite la  justificación  poi*  medio  de    la    prueba  testimonial. 

11.  Que  no  está  justificada  directamente  la  deuda  que  co- 
bran Uriburu  y  Ca.,  pues  no  existe  contesion  de  la  misma, 

ni  hay  documento  de  Pietranera  ó  de  Basso  que  la  prue- 
ben, ni  hay  otro  justificativo,  que  la  remisión  de  las  cuen- 
tas por  conducto  de  Basso  y  recibo  de  las  mismas  por 
Pietranera,  quien  las  ha  presentado  en  este  juicio,  y  de 
todo  lo  cual  instruyen  estas  cuentas  y  las  cartas  de  15 
de  Marzo  y  18  de  Mayo  de  1864  que  originales  corren  á 
f.  15  y  f.  234  á  237.  , 

12.  Que  aunque  las  citadas  piezas  no  constituyen  por  ser 
una  prueba  de  la  verdad  del  saldo  que  las  mismas  arro- 
jan, ni  de  que  Pietranera  hubiese  reconocido  su  exactitud; 
sin    embargo,  hechos  posteríores,   6  la  omisión  de  los  ne- 
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cesarios  para  repelerla,  pueden  constituir  una  verdadera 
aceptación,  como  seria  el  caso  en  que  el  que  recibió  la 
cuenta  hubiese  posteriormente  aceptádola  y  procedido  en 
consecuencia,  ó  el  otro  casó,  en  que  dejase  trascurrir  un 
mes  sin  devolverlas  observadas,  lo  que  en  los  términos  del 
articulo  86  del  Código  de  Comercio,  importa  la  presun- 
ción  de  exactitud  de   la  cuenta,    salvo    prueba  contraria. 

13.  Que  no  habiéndose  hecho  observaciones  por  Pie- 
tranera,  dentro  del  plazo  espresado  en  el  precedente  con- 
siderando, ó  por  lo  menos,  no  habiendo  expuesto  tal 
hecho  en  su  contestación  á  la  demanda ;  debe  presumir- 
se que  ha  reconocido  implícitamente  la  exactitud  de  la 
cuenta  de  lo  suministrado  á  Basso,  tanto  mas  cuanto  que 
en  la  dicha  carta  de  18  de  Mayo  de  1864, |  refiriéadose* 
á  aquella  cuenta,  observa  una  partida  por  estar  duplicada, 
sin  decir  una  palabra  sobre  su  contenido  general,  y  salvo 
el  caso  en  que  produjere  prueba  en  contrario;  y  por 
consecuencia  no  es  de  cargo  de  Uriburu  y  Ca.  el  probar 
la  exactitud  de  la  cuenta,  sino  el  de  su  contraparte  el 
justificar  la  falsedad  de  aquella. 

14.  Que  sin  embargo,  la  cuenta  de  lo  suministrado  á 
D.  Ángel  Basso,  solo  arroja  un  saldo  de  ps.  597.77  ots. 
metálico,  ó  de  17  en  onza  ;  y  de  ese  mismo'  saldo  hay 
que  deducir  ps.  96  cargados  de  mas  por  estar  duplicada 
la  de  la  misma  cantidad  que  pur  flete  de  8  cargas  se  dice 
abonada  al  arriero  conductor  de  las  mismas,  hecho  sobre  el 
cual  observó  oportunamente  la  parte  de  Pietranera  en  su 
varias  veces  citada,  carta  de  18  de  Mayo    de  1864. 

15.  Que  para  destruir  el  citado  saldo  seria  necesario  que 
Pietranera  justifícase  que  es  falso,  y  esta  prueba  no  re- 
sulta de  autos. 

16.  Que  no  habiendo  por  otra  parte  Pietranera  afirma- 
do  categóricamente  que  el  saldo  es  falso,  pues  en  su  con- 
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testación  á  la  demanda,  que  coiTe  á  foja  222,  ni  al  con- 
testar á  la  primera,  nada  se  dice  categóricamente,  limi- 
tándose á  avanzar  la  hipótesis  de  que  no  sea  cierto  que 
Basso  hubiese  contraído  una  obligación  como  mandatario 
suyo;  hipótesis  que  además  de  estar  contradicha  por  el 
hecho  de  haberle  sido  entregada  la  cuenta  por  el  mismo. 
Basso  sin  que  aparezca  negada  por  éste,  no  permite  al 
Juzgado  señalar  un  término  para  justificar,  lo  que  haya 
sobre  el  particular,  porque  la  prueba  debe  recaer  sobre 
hechos  que  resulten  categóricamente  afirmados  por  una  par- 
te y  negados  por  la  otra. 

47.  Que  en  cuanto  respecta  á  la  excepción  de  prescrip- 
ción puesta  también  por  Pietranera,  en  términos  tan  va- 
gos que  no  se  ha  citado  la  disposición  legal  que  la  rije 
ni  los  hechos  que  la  hayan  consumado,  deber  es  sin  em- 
bargo del  Juzgado,  una  vez  espuesta,  investigar  cual  es  la 
ley  que  la  rije  y  si  los  autos  arrojan  la  prueba  bastante 
de  los   hechos  necesarios  para  que  se  efectué. 

18.  Que  constando  de  la  cuenta  y  carta  de  Uriburu 
corrientes  á  fojas  234  y  236  que  la  deuda  procede  de 
provisiones  suministradas  al  vapor  c  Gran  ChacQ  »  para 
su  viaje  de  regreso  del  puerto  c  Colonia  Rivadavia  >  al 
de  Buenos  Aires,  la  prescripción  de  la  acción  para  co- 
brarla, está  rejida  por  el  inciso  6'',  del  artículo  1006 
del  Código  de  Comercio,  que  señala  el  plazo  de  un  año, 
contado  desde  el  dia  de  la  entrega  de  las  provisiones, 
siempre  que  dentro  del  dicho  año  hubiese  estado  fondea- 
do el  buque  en  el  puerto  donde  se  contrajo  la  deuda  por 
el  espacio  de  quince  dias,  contados  desde  la  última  en- 
trega, y  cuando  esto  último  no  hubiese  ocurrido  conser- 
vará el  acreedor  su  acción  aun  después  de  Irascurrido  el 
año  hasta  quince  dios  después  de  haber  fondeado  el  buque 
de  nuevo,  en  dicho  puerto. 
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49.  Que  le  parte  dePietranera  no  ha  espuesto  al  con- 
testar á  la  demanda,  que  el  buque  «^  vapor  c  Gran  Chaco» 
hubiese  permanecido  en  el  puerto  donde  recibió  las  pro- 
visiones, quince  dias,  contados  desde  la  entrega,  ni  tam- 
poco que  hubiese  regresado  al  mismo  puerto,  á  lo  que 
se  agrega  además  que  según  la  caria  de  Uriburu  á  Pie- 
tranera,  de  quince  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  cuatro  (foja  23i)  el  vapor  ¿ebió  salir  inmediatamente 
de  recibir  tas  provisiones  y  por  consecuencia  sin  espe- 
rar, los  dichos  quince  dias,  y  que  de  los  autos  agrega- 
dos consta,  que  el  vapor  fué  vendido  en  este  puerto  sin 
regresar  á  los  del  Bermejo  y  por  consecuencia  deba  con- 
venirse que  no  concurrieron  los  hechos  exijidos  por  e^ 
inciso  6^,  del  citado  artículo  1006  del  Código  de  Co- 
mercio. 

20.  Que  sin  embargo,  no  puede  admitirse  que  el  plazo 
para  prescribir  deudas  provenientes  de  aprovisionamiento 
de  buques  esté  pendiente  del  hecho  de  que  dichos  bu- 
ques á  quienes  se  suministraron  provisiones,  regresen  ó 
no  al  puerto  donde  las  recibieron,  porque  tal  suspensión 
seria  contraria  á  los  principios  que  rijen  en  materia  de 
prescripciones,  los  que,  á  lo  mas,  establecen  un  mayor 
tiempo  para  las  prescripciones  entre  ausentes  que  para 
los  entre  presentes,  de  lo  cual  se  deduce  natural  y  for- 
zosamente que  la  prescripción  puede  consumarse  también 
respecto  á  dichos  créditos  independieniemente,  de  que  el 
buque  regrese  ó  no  al  puerto  donde  recibió  las  provisiones. 

21.  Que  lo  que  se  deduce  del  precedente  considerando 
es  que  la  prescripción  siempre  estará  rejida  por  el  citado 
inciso  6o,  del  artículo  1006  al  menos  en  cuanto  al  plazo 
necesario  para  efectuar  la  prescripción,  el  que  á  lo  mas 
deberla  doblarse,  cuando  se  tratase  de  prescripción  contra 
ausentes.     > 
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22.  Que  la  doclrÍDa  espuesta  eh  el  precedente  consi- 
derando debe  admitirse  con  mayor  razón  cuando  el  acre- 
edor no  solo  conoce  el  domicilio  del  deudor,  sino  que  tiene 
conocimiento  de  que  el  buque  no  regresará  al  puerto  donde 
recibió  las  provisiones,  y  que  aunque  regresase  no  tendria 
el  acreedor  un  crédito  real  contra  el  buque  por  haberse 
vendido  judicialmente  en  almoneda  (art.  1025  del  Código 
de  Comercio),  y  especialmente  si  el  acreedor  ha  estado 
presente  en  el  domicilio  del  deudor,  primero  personal- 
mente y  después  por  medio  de  un  mandatario  constituido  es* 
presamnte  para  gestionar  este  crédito,  que  es  el  caso  actual, 
en  que  D.  José  Uriburu  y  Ca.,  ha  estado  en  esta  piudad 
á  saber  en  6  de  Octubre  de  1866,  fecha  en  que  consti^ 
tuyo  su  apoderado  especial  para  este  negocio  á  D.  José 
Evaristo  Uriburu,  vecino  do  esta,  como  consta  del  testimo- 
nio que  corre  á  foja  dos,  de  estos  autos  y  que  ha  deJl>ido 
saber  por  lo  menos  desde  Marzo  de  1867,  que  el  vapor 
c  Gran  Chaco  >  habia  sido  vendido  judicialmente  mucho 
tiempo  antes  por  haberlo  asi  manifestado  en  estos  mis* 
mos  autos  la   parte  de  Pietranera. 

23.  Que  la  deuda  fué  contraida  en  Marzo  de  1864  y 
su  pago  exijido  judicialmente  en  Diciembre  de  1866,  á  la 
vez  que  el  de  otro  crédito  según  consta  de  estos  mismos 
autos,  habiéndose  reservado  al  demandante  por  la  sen- 
tencia de  foja  123,  su  derecho  para  cobrar  este  crédito, 
y  por  consecuencia,  los  plazos  para  la  prescripción  del 
mismo,  deben  contarse  desde  que  dicha  sentencia  hubiese 
pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada  ó  sea  desde  Junio 
de  1868,  en  que  fué  confirmada  por  la  Suprema  Corte 
y  notificada  al  representante  de  Uriburu. 

24.  Que  por  consiguiente  entablada  la  nueva  demanda 
en  Octubre  de  1870  ó  sea  á  los  veinte  y  siete  meses 
después  de  ejecutoriada  la  sentencia  que  salvó  á  Uriburu 
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SU  derecho  para  reclamar  este  crédito,  á  pesar  de  estar 
en  esta  el  representante  del  demadante,  la  prescripción 
ha  quedado  cumplida  con  arreglo  á  la  disposición  citada 
del  Código  de  Comercio,  tanto  mas  cuanto  que,  según 
el  articulo  1004  del  mismo  Código,  el  derecho  para  reclamar 
el  pago  de  mercaderias  fiadas  sin  documento  firmado 
por  el  deudor,  se  prescribe  por  dos  años,  teniendo  el 
deudor  su  domicilio  en  el  estado  como  lo  ha  tenido  Pie- 
tranera,  domiciliado  en  la  misma  ciudad  donde  estaba 
domiciliado  el  apoderado  constituido  especialmente  para 
este  crédito  por  el  demandante. 

25.  Que  de  los  precedentes  considerandos  resulta  que, 
no  ha  habido  temeridad  de  parte  del  demandante  dedu- 
ciendo una '  acción  que  solo  ha  sido  destruida  por  la  ex- 
cepción de  prescripción,  admitida  no  en  virtud  de  una 
ley  espresa,  sino  por  interpretación. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  absolviendo  á  D.  Tomás 
Pietranera  de  la  demanda  que  contra  él  han  deducido  los 
Sres.  José  Uríburu  y  Ca.,  sin  especial  condenación  en 
costas.  Repónganse  los  sellos  y  notiflquese  con  el  ori- 
ginal. 

Manuel  Zavaleta. 

Los  Sres.  Uriburu  y  Ca.  apelaron,  y  concedido  el  re- 
curso libremente,  espresaron  agravios,  exhibiendo  una  letra 
girada  á  ellos  por  Basso  con  fecha  posterior  á  la  de  la  cuenta 
reclamada,  y  pidiendo  se  revocara  con  condenación  en  las 
costas  la  sentencia  apelada  por  reconocerse  en  los  16 
primeros  considerandos  de  ella  la  justicia  de  su  acción  y 
por  no  poderse  admitir  la  prescripción  interpretativa  con- 
tenida, con  ejemplo  nuevo  para  este  foro,  en  los  demás  con- 
siderandos. 

Conferido  traslado,  Pietranera  se  adhirió  á  la  apelación 
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en  cuaato  la  sentencia  apelada  no  condenaba  á  los  de- 
mandantes en  las  costas  y  pidió  se  confirmara  en  cuanto 
á  la  absolución   de  la  demanda. 

Dijo  que  no  podia  consentir  que  la  absolución  de  la 
demanda  se  fundara  en  la  sola  prescripción  ;  que  Basso 
no  tenia  poder  sino  para  sostituirse  á  Lavarello  en  el 
mando  del  buque  ;  que  entonces  la  supuesta  deuda  de 
Basso  sería  contraída  por  él  como  capitán  del  buque  y  él 
seria  exonerado  de  ella  en  virtud  del  artículo  i039  del  Có- 
digo de  Comercio ;  que  se  trataba  además  de  una  sociedad 
9ui  generiSt  cuyos  socios  en  virtud  de  los  indicados  fallos 
habian  sido  declarados  exonerados  de  toda  responsabilidad, 
afectándose  solamente  al  pago  de  las  deudas  sociales  el 
valor  del  buque. 

Conferido  y  evacuando  el  traslado  de  la  adhesión,  se 
dictó  el  siguiente: 


Fallo  de  1»  Suprema  C7apte< 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1874. 

Vistos :  por  las  razones  espuestas  en  los  cosiderandos 
cuarto  y  siguientes  de  la  sentencia  apelada  ;  y  considerando 
además  acerca  de  la  escepcion  de  prescripción,  que  el 
requisito  de  permanecer  el  buque  por  quince  días  en  el 
puerto  en  que  contrajo  la  deuda,  exijido  por  el  inciso  ses- 
to  del  artículo  mil  seis  del  Código  de  Comercio,  para  que 
tenga  lugar  la  prescripción  de  un  año,  tiene  por  objeto 
que  la  acción  de  los  acreedores  pueda  intentarse  en  aquel 
lugar  y  hacerse  efectiva  contra  el  buque  obligado  ;  que 
con  la  venta  judicial  del  vapor  c  Gran  Chaco  >,  quedó  es- 
tinguida  toda  acción  y  todo  previlegio  sobre  el  mismo  (ar- 
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ticulo  mil  veinte  y  cinco);  y  desde  entonces  vino  á  ser 
imposible  su  regreso  al  puerto  de  la  obligación  en  condi- 
ciones de  servir  de  garantía  á  los  acreedores  y  de  dar- 
les ocasión  para  ejercitar  sus  acciones;  que  por  consi- 
guiente, una  vez  verificada  la  venta  judicial,  Uriburu  y 
Ga.,  no  han  podido  contar  con  el  regreso  del  vapor  á  la 
Provincia  de  Salta,  ni  creerse  con  derecho  á  acogerse  á 
la  disposición  final  del  inciso  sesto  citado;  que  esto,  en 
ua  caso  como  el  presente,  equivaldría  á  perpetuar  la  ac- 
ción, contra  la  manifiesta  intención  de  la  ley  ;  que  en  tal 
situación  todo  lo  que  han  podido  pretender  los  deman- 
dantes es  que  solo  se  contase  el  término  desde  la  venta 
del  vapor,  ó,  lo  que  seria  ma^  favorable  para  ellos,  que 
se  considerase  comprendido  el  caso  en  la  regla  general 
del  articulo  nú\  cuatro  para  los  créditos  por  mercaderías 
fiadas  sin  documento ;  y  en  ^mbos  casos  estarian  vencidos 
los  términos  á  la  fecha  de  la  presente  demanda,  como  se 
demuestra  en  la  misma  sentencia.  Considerando  por  úl- 
timo que  el  documento  presentado  en  esta  instancia  á 
foja  doscientos  ochenta  y  nueve  es  de  fecha  posterior  á 
la  cueqt^  de  foja  doscientos  treinta  y  siete  que  es  la  re- 
clamada, y  á  la  carta  de  foja  doscientos  treinta  y  cuatro 
de  las  cuales  resulta  que  el  crédito  procede  de  provisiones 
para  el  buque.  Se  confirma  dicha  sentencia  tanto  en  lo 
principal  como  en  cuanto  á  las  costas  y  satisfechas  las  de 
esta  instancia,   devuélvanse. 

Salvador  W  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.  — J. 
B.  GoRosTiAGA. —  J.  Domínguez. 
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CAMJ^A  I 


/J'.  Petrona  González,   cmíra  /)..  Femando  Echevestej  sobre 

ejecución  de  un  contrato. 


Sumario. —  No  espresando  agravios  el  apelante  en  el  tér- 
mino de  la  ley,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 
rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Caso. —  En  autos  seguidos  ante  el  Juez  Federal  en  Buenos 
Aires  entre  D*  Petrona  González  y  D.  Fernando  Echeveste 
sobre  ejecución  de  un  contrato,  Echeveste  apeló  del  fallo 
del  Juez  y  el  recurso  se  le  otorgó  libremente,  pero  no 
espresó  agravios  en  el  término  de  la  ley,  por  lo  que  la 
contraparle  le  acusó  rebeldía. 
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Fallo  úm  1»  Snpremai  Corte 


Buenos  Aires,  Enero  16  de  1875 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  diez  y  siete  de 
la  ley  de  procedimientos,  declárase  desierto  el  recurso  de 
apelación,  y  devuélvanse  los  autos  al  Juez  de  Sección^  previo 
pago  de  costas  y  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  M'  del  Carril  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— 
J.  Domínguez. 


CÍ1.U8Í1.  II 


D.  Roberto  Lange,  contra  D.  Pablo  Romero,  ¡tobre  cumplimiento 

de  un  contrato. 


Sumario. —  1^  Guando  en  un  contrato  de  compra-venta  de 
bienes  raices  el  comprador  se  reserva  objetar  las  escrituras 
en  plazo  fijo,  *el  contrato  queda  irrevocablemente  celebrado, 
si  vence  el   plazo  sin  que  se  haga  objeción. 

2o  Tomada  por  el  compradorMa  posesión  de  la  cosa  ven- 
dida y  pagada  una  cuota  del  precio  conforme  á  lo  estipulado, 
la  escrituración  queda  en  el  caso  de  una  obligación  de  bater 
por  parte  del  vendedor. 

3o    Los  hechos  establecidos  por  el  demandante  y  no  con- 
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tradichos    por  el  demandadoi   se  toman  como  confesados 
por  este. 

4"*  En  la  venta  de  inmuebles,  en  el  caso  de  resultar 
menor  área  que  la  vendida,  no  procede  la  resolucioa  del 
contrato  si  esa  diferencia  no  escede  de  una  vigésima  del 
área  total. 

Caso.—  En  28  de  Febroro  de  1874,  D.  Roberto  Lange, 
estrangero,  se  presentó  ante  el  Juzgado  Federal  en  Buenos 
Aires,  esponiendo :  que  en  Diciembre  28  del  1872  vendió  á 
I).  Pablo  Romero,  argentino,  un  terreno  en  las  Lomas  de 
Zamora  en  450,000  pesos  m/c,  pagaderos  200,000  al  otor- 
garse la  escritura  que  debia  hacerse  á  los  12  dias  de  la  fecha 
del  boleto  y  los  250,000  á  los  6  meses  con  ^l  interés  del  6  Yo 
al  año.  Que  los  200,000  pesos  fueron  recibidos  por  el  esponen- 
le,  y  las  escrituras  examinadas  previamente  por  el  comprador. 
Que  no  habiendo  podido  conseguir  amistosamente  que  Romero 
cumpliese  con  el  pago  de  los  otros  250,000  pesos,  no  obstante 
haber  trascurrido  mas  de  un  año  y  haber  estado  siempre 
dispuesto  á  otorgar  la  escritura,  se  veia  en  la  necesidad  de 
demandarlo.  Pidió  se  condenase  á  I).  Pablo  Romero  á  pa* 
garle  los  250»000  ^  adeudados  con  los  intereses  y  las  costas. 

Corrido  traslado,  Romero  contestó  y  contrademandó  á 
Lange  diciendo:  Que  conforme  á  lo  estipulado  en  el  boleto 
habia  examinado  los  títulos  y  encomendado  á  un  agrimensor 
que  midiese  estrajudicialmente  el  terreno  ;  que  hecha  la  men- 
sura resultó  uñ  gran  déñcit  en  el  área  medida.  Que  ha- 
biéndole hecho  presente  á  Lange  la  falta,  este  habia  con- 
testado que  eso  no  podia  ser,  y  que  al  mismo  tiempo  le 
pidió  la  entrega  del  primer  plazo  prometiéndole  que  muy 
pronto  se  estenderia  la  escritura  y  se  salvaría  toda  diñcultad. 
Que  no  tuvo  inconveniente  en  acceder  y  con  el  fin  de  no 
desnaturalizar  el  contrato,  le  dio  una  letra  á  un  breve  plazo, 
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suíteíente  pftfe  que  Leoge  pudiera  oumpltr  la  condición  ^e 
^  la  escritura.  Que  trascurrido  algún  tiempo,  y  despueá  de 
una  oonfefeneia,  Lange  eonvino  en  hacer  ta  mensura  ju- 
dicial del  terreno  y  en  este  sentido  presentó  un  escrito 
proponiendo  a^^imensor.  Que  atentos  estos  antecedentes, 
Lange  no  tiene  derecho  de  exigir  el  precio  mientras  ' 
no  entregue  integra  la  cosa  vendida  y  otorgue  la  escritura. 
Oue  la  demora  en  otorgar  la  escritura  y  hacer  la  en- 
trega total  de  la  cosa  vendida,  le  ha  ocasionado  graves  per- 
.  juicios  por  valor  de  300,000  pesos,  de  lo  que  es  respon- 
sable Lange,  por  no  haber  cumplido  con  las  obligaciones 
contraidas  en  el  boleto.  Que  en  consecuencia  contrademan- 
dándole  por  los  espresados  perjuicios  y  la  rescisión  del  con-* 
W^Of  pedia  no  se  hiciera  lugar  á  la  demanda,  con 
costas. 

Corrido  traslado  de  la  reconvención,  Lange  contestó  :  que 
Romero  recibió  los  títulos,  los  estudió  y  pegó  la  mitad  del 
precio  mucho  tiempo  después  del  plato  (ijado.  Que  si  pagó 
la  mitad  del  precio  fué  porque  habia  perdido  el  derecho 
á  objetar  los  títulos  y  porque  estaba  conforme  con  ellos, 
puesto  que  teniendo  doce  dias  para  examinarlos,  no  ha- 
bria  pagado  mucho  tiempo  después  sí  no  hubiesen  sido 
.  buenos.  Que  ademas  de  esto.  Romero  se  habia  quedado 
con  los  títulos  en  su  poder  sin  devolverlos  y  habia  re*^ 
cibido  la  cosa  vendida  administrándola,  usufructuándola  y 
percibiendo  Jas  rentas  que  producía.  Que  importando  la 
tradición  de  la  cosa  y  el  pago  del  precio,  la  aoeptaoion 
«  de  los  títulos  y  la  consumación  de  la  venta,  el  comprador 
ha  perdido  todo  derecho  á  reclamar  ja  resolución  del  con- 
trato, no  habiéndose  reservado  ese  derecho,  únioo  eeso  en  que 
podma  hacerlo  valer,  según  la  lejislacion  vigente.  Que  Romero 
jamáá  ha  dicho  que  no  estuviese  íntegra  el  área  vendida ; 
que  Iq  único  que  ha  habido   al  respecto    es  que  Romero 
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le  presentó  para  que  firmara  un  escrito  pidiendo  mensura 
lo  que  no  tuvo  dificultad  de  haoer,  puesto  que  los  títulos 
estaban  todavía  á  su  favor. 

Con  un^s  posiciones  absueltas  por  Romero   se  dictó  el 

Vullo  úml  Juca  de  9eeei#iÉ. 

Buenos  Aires,  Setiembre  14  de  1874. 

Vistos  estos  autos  seg;uidos  por  D.  Roberto  Lange  contra 
0.  Pablo  Romero,  por  cobro  de  pesos,  provenientes  de  un 
contrato  de  venta  de  unos  terrenos,  y  contrademanda  de 
este  último  por  daños  y  perjuicios  de  la  falta  de  ejecución, 
y  resultando : 

i  o  Que  con  fechp  28  de  Diciembre  de  1872  celebra- 
ron entre  los  litigantes  un  contrato  de  vMta  de  unos  ter- 
renos en  las  Lomas  de  Zamora,  bajo  la  condición  de  que 
se  perfeccionaría  la  compra  si  las  escrituras  eran  buenas. 

2o  Que  la  escrituración  debia  hacerse  á  los  doce  dias 
de  la  celebración  del  contrato  y  al  mismo  tiempo  el  pago 
de  una  parte  del  precio  y  la  otra  parte,  de  ciento  cincuenta  mil 
pesos  m/c.  á  seis  meses  de  plazo  con  el  interés  del  seis  por 
ciento  anual,  según  consta  todo  del  documento  corriente  á  f.  1  a. 

3""  Que  la  primera  parte  del  precio  fué  pagada  y  en* 
tregado  el  terreno  según  el  escrito  de  demanda  de  f.  2 
y  lo  confiesa  el  demandado  absolviendo  posiciones  á  f.  30. 

4^  Que  el  demandado  contradeinanda  por  los  perjuicios 
provenientes  de  no  habérsele  éstendido  las  escrituras,  ni 
tener  el  campo  la  ostensión  comprada. 

5o  Que  Romero  ha  confesado  al  absolver  posiciones  á 
f.  30  que  no  ha  reclamado  sobre  la  falta  de  ostensión  y 
que  lo  ha  poseído  y  lo  posee  desde  la  venta,  aprovechando 
sus  arrendamiento^. 
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6o  Que  cl  demandado  tuvo  eo  su  poder  desde  el  mo- 
mento del  contrato  las  escrituras  de  Lange  y  aun  las  con- 
serva en  su  poder. 

Y  considerando :  \^  Que  la  reserva  dé  objetar  las  es- 
crituras, era  solo  una  condición  resolutoria,  sujeta  al  plazo 
de  doce  días  fijados  para  que  se  estendiese  la  escritura  y 
que  ese  plazo  venció,  sin  que  fueran  objetadas,  por  lo  que 
la  compra  quedó  irrevocablemente  celebrada  de  conformi- 
dad á  los  arts.  28,  tít.  5,  sec.  1%  lib.  2o  del  Código  Civil, 
y  51,  tit.  2f\  sec.  3'  del  mismo   libro. 

2o  Que  el  hecho  de  haber  recibido  y  poseido  los  campos 
comprados,  sin  objeción  ni  reclamo  hasta  hoy,  prueba  que 
el  vendedor  ha  cumplido  con  los  deberes  que  le  impone  la 
venta  (art.  88,  sec.  3"",  til.  3o)  y  tiene  por  tanto  el  derecho 
de^  reclamar  el  pago  del  precio. 

3o  Que  establecida  la  escrituración  como  previa  ai  pago 
de  la  primera  cuota  del  precio,  el  hecho  de  haberse  veri- 
ficado este  pago  sin  exijirse  las  escrituras  de  venta  prueba 
suficientemente  que  se  ha  renunciado  á  esa  condición  y 
desde  entonces  queda  la  escrituración  en  el  caso  de  una 
obligación  de  hacer  que  dá  acción  al  acreedor  para  pedir 
simplemente  que  se  otorgue  la  escritura  bajo  pena  de  resolver- 
se la  obligación  (art.  51,  tit.  1"",  sec.  3*,  Lib.  2,  Código  Civil). 

4o  Que  lejos  de  haberse  hecho  esta  requisicioa  por  la 
escritura,  el  demandante  ha  aseverado  que  se  ha  ofrecido 
á  estenderla  sin  que  el  demandado  le  haya* contradicho,  lo 
que  importa  una  confesión  de  no  haberse  negado  á  este  acto, 
de  conformidad  al  art.  80  de  la  ley  de  enjuiciamiento, 
pues  el  hecho  de  alegar  que  no  habia  recibido  las  escri- 
turas, no  importa  sino  una  evasiva  para  no  contestar  si  se 
habia  ó  no  rehusado  á  que  se  estendiesen. 

5°  Que  esta  confesión  se  corrobora  por  el  hecho  ale- 
gado de  que  no  tenian  los  campos  la  ostensión  vendida  y 
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no  es  de  presumirse  que  quisiera  en  esas  condiciones  con- 
sumar la  venta  con  la  escrituración. 

6o  Que  es  falso  el  hecho  de  faltar  al  campo  la  osten- 
sión vendida,  pues  absolviendo  la  tercera  pregunta  de  las 
posiciones  confiesa  el  demandado  que  no  lo  ha  hecho  medir 
y  por  lo  tanto  no  puede  saber  su  ostensión,  y  aun  en  el 
caso  de  ser  cierto  no  ha  hecho  reclamación  alguna  sobre 
esta  falta,  como  lo  confiesa  en  su  respuesta  á  la  primera 
pregunta  de  las  posiciones,  ni  por  la  entrega  de  la  escritura 
absolviendo  la  octava. 

7o  Que  aun  cuando  resultase  menor  área  que  la  ven- 
dida, no  procedia  la  resolución  de  la  venta,  sino  en  caso  en 
que  la  diferencia  entre  el  área  real  y  la  espresada  en  el 
contrato  fuese  mayor  de  una  vijésima  del  total  ( art.  25, 
tít.  8o,  sec.  3^,  Lib.  2,  Código  Civil)  hecho  que  no  se  ha 
alegado  y  por  tanto  ni  puede  ser  tomado  en  considera- 
ción ni  menos  abrirse  á  prueba. 

8^  Que  contestando  en  la  respuesta  á  la  cuarta  posición 
que  ha  escusado  el  pago  por  haberse  encargado  al  Sr.  Don 
D.  Rocha  del  asunto,  confiesa  que  ha  habido  reclamación 
por  el  precio,  y  tanto  en  esta  vez;  como  al  absolver  la  octava 
posición  en  que  dice  que  no  ha  reclamado  las  escrituras, 
se  pone  en  contradicción  con  los  fundamentos  de  la  contra? 
demanda  y  escepcion  que  son  habérsele  negado  esas  es- 
crituras y  no  haber  pagado  el  precio  por  falta  de  terreno 
en  el  vendido,  lo  que  hace  maliciosa  su  oposición. 

Por  estas  consideraciones,  fallo,  que  D.  Pablo  Romero 
pague  á  D.  Roberto  Lange  á  los  diez  días  de  ser  notificado, 
la  cantidad  de  doscientos  cincuenta  mil  pesos  y  sus  inte- 
reses convenidos  y  las  costas  de  este  juicio,  quedando 
absuelto  este  último  de  la  contrademanda  deducida  por 
Romero.  Repóngadse  los  sellos  y  notifíquese  con  el  orijinal. 

Iridoro  Albarracin. 
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Habiendo  apelado  Romero,  se  dictó  este 

Fallo  de  la  §uprenia  Corte. 


Buenos  Aires,  Enero  21  de  1875. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  fuja  treinta  y  nueve  vuelta  ;  satisfechas  las 
de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M"  del  Carril.— Francisco 

Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
J.  Domínguez. 


M<afMi«»^ 


CAUSil.  II1« 


Don  Juan  Yackson  con  López  y  Rodrigitez  sobre  comignacion. 


Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  pri- 
mera rebeldía  que  acusa  el  apelado. 
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Caso.  —  En  los  autos  8eg;uidos  por  D.  Juan  Yackson 
cootra  los  señores  López  y  Rodríguez  sobre  consignación, 
ante  el  Juzgado  Federal  de  Santa-Fé,  no  habiendo  aquel 
mejorado  el  recurso  dentro  del  término  de  la  ley,  á  soli- 
citud de  los  señores  López  y  Rodríguez,  se  dictó  el  si- 
guiente 


fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires^  Enero  21  de  1875. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  catorce  de  la  ley 
de  procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación,  devuél- 
vanse en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y 
reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  M.  del  Carril. —  Francisco 

Delgado. — José  Barros  Pazos. — 

.  J.  B.  GoROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 


36  FALLOS  DB   LA   SUPRBMA  CORTE 


CAUSii.   iir< 


ü.  Luis  Carbone  contra  D.  Ángel  Caff arena,  sobre  nulidad 

de    un    laudo. 


Sumario,  —  1**  Todo  asunto  que  no  sea  de  los  escep- 
tuados  por  la  ley  24  tít.  4?'',  P.  3^.,  puede  ser  comprometido 
en   arbitros. 

2^  La  escritura  de  compromiso,  es  la  que  determina  la 
calidad  de  los  arbitros,  la  causa  sometida  á  su  resolucioni 
y  la  forma  del  procedimiento. 

3""  Los  arbitros  c  amigables  , componedores  •  no  están 
sujetos  á  forma  alguna,  y  solo  deben  laudar  dentro  del 
término,  según  su  ^aber  y  entender. 

4**  La  nulidad  de  un  laudo  puede  proceder  solo  de  vicio 
en  la  forma,  y  no  de  injusticia  en  el  laudo. 

5^  No  constituye  vicio  en  la  forma,  la  falta  de  acepta- 
ción jurada  del  cargo,  y  no  haber  los  arbitros  traido  á  la 
vista  algunos  antecedentes  para  laudar. 


Caso.  -—  Los  señores  D.  Luis  Carbono  y  D.  Ángel  GafFa- 
rena  comprometieron  en  arbitro  una  cuestión  que  el  pri- 
mero habia    suscitado   contra  el  segundoi  sobre   falta  de 
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cumplimiento  de  un  contrato  de  fletamento ;  y  nombraron 
^  por  escritura  de  compromiso  á  arbitros  amigables  compo- 
nedores, para  resolver  en  la  contraversia  dentro  de  15  dias, 
debiendo  ser  inapelable  su  fallo. 

Los  árbitos  dictaron  el  laudo  dentro  del  término,  y  D. 
Luis  Carbone  reclamó  de  él,  pidiendo  ante  el  Juez  de  Sec- 
ción de  Entre-Rios  se  declarara  nula  la  resolución  arbitral 
por  haber  sido  dictado  sin  que  los  arbitros  jurasen  previa- 
mente el  cargo,  y  sin  haber  traido  á  la  vista  los  antece- 
dentes que  demostraban  la  injusticia  de  la  misma. 


Fallo  del  Summ  de  Sección. 


Paraná,  Octubre  14  de  1874. 

Vistos,  que  de  los  presentes  autos  resulta :  que  D.  Luis 
Carbono  tactor  demandante»,  con  fecha  cinco  de  Julio  del 
sesenta  y  Hete^  interpuso  demanda,  ante  el  Juzgado  de  Paz 
de  Gualeguay,  contra  D.  Ángel  Gaffarena  padre  de  D.  Beni- 
to GaíFarena  patrón  de  la  goleta  driunfante*  reclamando 
los  daños  y  perjuicios  que  se  le  habian  causado  por  falla 
de  cumplimiento  á  lo  estipulado  en  un  contrato  de  fleta- 
mento para  conducir  en  dicha  goleta  á  Buenos  Aires,  ciento 
setenta  piezas  c madera  de  algorrobo»;  que  por  arreglo, 
ante  el  mismo  Juzgado  de  Paz,  terminó  la  querella,  entre- 
gando Gaffarena  á  Garbone  doscientos  pesos  fuertes  por  tran- 
sacción f .  1  á  2  y  f .  13 ;  que  posteriormente  con  fecha  8 
de  Agosto  del  citado  año,  denunciado  Gaffarena,  por  medio 
de  apoderado  constituido,  se  presentó  á  reclamar  de  tal 
arreglo,  ante  el  mismo  Juez  de  Paz,  exijiendo  la  devolución 
de'  los  doscientos  pesos  fuertes  entregados  á  Garbone,  fun- 
dándose en  que  para  hacer  aquel  arreglo  había  sido  sorpren- 
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didoQMi  el  AocuoidDto  <({ue  se  reji&tra  á  f.  i2»  docuniento 
falso  como  se  comprobaba  «según  d¡)0>  con  el  que  presentó 
y  que  aparece  á  f.  9;  que  de  esta  reclamación,  á  que  con  tostó 
Carbono,  por  medio  también  de  apoderado  legal,  vino  á  resul- 
tar el   00  acorta  miento  de  sujetar  el  asuntp  «todo»  al  juicio 
de  arbitros  amigables  componedores,  fojas  17,  23  y  24,  que 
con  libre  y  voluntario   convenio   se   hizo   por    cada    una 
de  las  partes  el  nombramiento  de  dichos  ávbitros,  y  que 
aceptado   por  los  nombrados  el  cargo  fojas  25  á  26,  se  es- 
tendió la  escritura  compromisoria  de  fojas  27  á  28;  en  cuyo 
mérito  habiéndoseles   pasado  la   escritura   con  los    demás 
antecedentes   referentes   á  la  cuestión  sujeta  á  juicio    ar- 
bitral se  pronurvció  por  eUos  el  ImiA^  de  feJM  29  á  30  ;  que 
hecha  saber    la    resulucion,   la    parte  de  Carbono,    en  el 
mismo  dia  que    le  fué  notificada,  reclamó  de  ella  en  dis- 
conformidad, entregando  á  la  vez  la  multa  de  que  reza    el 
articulo  2''  de  la  escritura,  fs.  27  y  28  citadas,  que  traída  el 
asunto  •  en  apelación  •    á  este  juzgado,   dieiéndose  de  nu* 
lidad  del  Laudo  por  féJia  ée  forma  y  reelamándoaa  adeinás 
de  los  daños  y  perjuicios  por  injusticia  y  falta  de  icnpar^ 
cialidad   en  los   a^bitradores   »  escruto  de  f.  4  »   fué>  aaep- 
tada   la  acción  por  providencia   que  obra*  al  fin  del  mismo 
escrito :  que  espresáodose  Ips  agravios  con  la  misma  incul- 
cación  t  de  nulidad  »  y  de  injusticia  con  reclamo  de  per- 
juicios, fs.  36  á  3B,  y  eorridose  traslado  á  la  parte  de  Ca* 
ífarena,  esta  sin  caatfaerse  á  contestar  sobre  lo  esencial 
del   asunto,  declinó  de  juriadiccioa,M]ioiendo  dtf   «incom- 
petencia en  el  Juzgado  »  escrito  de  fls.  62  á  66 ;  y  por  auto 
de  fs.  71  vta.   á  72  se  declaró  la  incompetencia  para  co- 
nocer del  recurso  :  que  habiéndose  apelado  dé  este  auto  por 
Garbone,  la  Suprema  Corte  de  Xutticia  Nacional   dictó   el 
fallo  de  f.  92,   disponiendo  deber  el  Juzgado  de  Sección 
conocer  de  la  demanda  en  primera  instancia  :  que  en  esta 
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eonfonnidad  se  dio  curso  al  juicio  y  se  declaró  caída  en 
rebeldía  la  parte  de  Caffarena  por  no  haber  comparecido  á 
conlestar,  según  lo  exijido  por  el  escrito  de  F.  100:  que  en  tal 
estado  t  para  mejor  proveer  »  conforme  á  lo  que  prescribe  el 
articulo  186  dé  la  ley  de  procedimientos,  se  recibió  la  causa 
á  prueba,   «  auto  de  f.   121  vta.  y  el  de  f.  122.  * 

Siendo  esta  la  historia  fiel  del  espediente  relatado  para 
el  mejor  y  mas  claro  conocimiento  del  origen,  naturaleza 
y  clase  de  la  cuestión  y  del  jiio  que  ha  seguido,  hasta 
que   se  ha  llamado  <  autos  pa«a  resolver  »  y  considerando: 

1^.  Que  toda  cuestión  entre  partes,  cualquiera  que  sea 
su  estado,  á  escepcion  de  las  que  do  pueden  ser  objeto 
de  arbitramente,  según  la  ley,  24,  tit.  4^,  part.  3^,  puede  so- 
meterse á  la  resolución  de  arbitradores  ó  amigables  com- 
ponedores para  que  la  decidan  por  su  leal  saber  y  enten- 
der ;  que  por  lo  tanto,  la  presente  que  nos  ocupa  no  ha- 
lláadose  comprendida  entre  las  de  aquella  excepción  de 
la  ley  citada,  pudo  sujetarse  al  juicio  arbitrario  de  ami- 
gaUes  componedores,  cualquiera  que  fuese  su  e9tado  ó 
juzgado  en  que,  por  conformidad  de  partes,  pendiera. 

2o.  Que  de  lo  concertado  ó  determinado  por  la  escritura 
compromisoria  que  sujeta  al  fallo  de  arbitros  un  asunto, 
es  de  donde  resulta  el  conocimiento  de  la  clase  y  eondi- 
cien  de  los  arbitros,  de  lo  que  les  corresponde  conocer  y 
resolver,  y  de  la  forma  á  que  deben  ajustar  sus  procedi- 
mientos c  Curia  Filípica,  lib.  2**,  cap.  i4,  párrafo  14,  y 
LL.  23  y  27,  tít.  4^  part.  3*.» 

3o.  Que  en  el  presente  caso  los  arbitros  nombrados, 
son  llamados  espresamente  por  la  escritura  compromisoria 
de  f.  27,  c  amigables  componedores  >  en  cuya  condición  no 
han  estado  ni  podido  estar  obligados  á  seguir  el  orden  del  de- 
recho como  los  arbitros  juris  sino  á  decidir  en  tiempo  ( sin 
sujeción  á  forma )  por  su  saber  y  entender  c  leyes  citadas  > . 
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4''.  Que  no  se  ha  laudado  previa  aceptación  jurada  del 
cargo  conferido,  fs.  25  y  26,  sin  vista  y  conocimiento  de 
los  antecedentes  referentes  á  la  cuestión,  como  se  espresa 
en  el  mismo  laudo,  pero  se  ha  juzgado  y  sentenciado  sobre 
todo  el  asunto  sometido  á  la  deliberación  arbitral,  conforme  á 
la  escritura  de  la  que  aparece  :  4o.  El  nombre,  apellido 
y  vecindad  de  los  interesados ;  2^.  El  asunto  sobre  que 
versa  la  cuestión  y  3o,  el  nombre  apellido  y  vecindad  de 
los  arbitros  nombrados,  únicas  faltas  esenciales  que  po- 
drían hacer   vicioso  el  compromiso,  Leyes  citadas. 

5^  Que  por  tales  principios,  de  derecho  y  de  ley,  no 
aparece  causa  alguna  de  nulidad,  por  defecto  de  tomar  en 
la  resolución  arbitratoria,  de  que^  se  reclama  por  el  de- 
mandante, ningún  vicio  que  dé  lugar  á  ello,  L.  32  tít.  4"", 
part.  3V 

G''.  Que  con  respecto  á  lo  alegado,  injusticia  ó  falta  de 
imparcialidad-  en  los  arbitradores  reclamando  daños  y  per- 
juicios, resulta  que,  á  pesar  de  haberse  recibido  la  causa 
á  prueba  cauto  de  f.  121  y  de  f.  123  vta.»  en  conformi- 
dad á  lo  que  4  para  mejor  proveer  >  dispone  el  art.  156  de 
la  ley  de  procedimientos,  no  aparece  sino  :  I"",  el  certifi- 
cado f.  136  c  del  permiso  que  fué  pedido  por  Carbone, 
para  cargar  en  la  goleta  c  Triunfante  »  ciento  sesenta 
piezas  c  madera  de  algarrobo  » ,  en  el  cual  se  manifiesta 
por  el  cumplido  no  haberse  cargado  sino  cuarenta  pie- 
zas, lo  que  no  prueba  por  esto  la  obligación  indispensa- 
ble de  haber  debido  precisamente  cargarse  en  dicha  go- 
leta las  ciento  sesenta  piezas;  puesto  que  habiendo  sido 
Carbone  quien,  como  cargador,  habia  pedido  el  indicado 
permiso,  debió  por  lo  mismo  conocer  el  cumplido  y  á  pesar 
de  que  no  hizo  entonces  ningún  reclamo  ;  2o,  los  documentos 
testimoniados  traidos  de  fs.  129  á  130  de  fs.  132  á  134 
que  constatan  una  declaración  que  nada  arguye  para  acre- 


DE  iÚSTIGIA  NACIONAL  41 

dítar  el  deber  en  que  hubiese  estado  el  patrón  de  la  re- 
ferida i^oleta,  por  haber  cargado  precisamente  las  ciento 
sesenta  piezas  de  madera,  desde  que  la  comprobación  de 
ese  deber  solo  ha  podido  justiñcarse  con  la  presentación 
del  contrato  c  de  flete  >  que  no  aparece,  ni  consta  que  los 
arbilradores  lo  hayan  conocido;  y  tercero,  las  posiciones 
pedidas  y  consentidas,  escrito  de  f.  124,  y  providencia  re- 
caida,  y  que  han  quedado  sin  efecto  por  falta  de  citación, 
no  obstante  el  exhorto  despachado  para  hacerla  f.  124  vta. 
T"".  Que  por  otra  parte  las  leyes  22  y  85,  tft.  18,  part.  3*., 
citadas  por  el  demandante  c  escrito  de  fojas  36  á  39 » 
son  refentes  á  las  cartas  de  gracia  dada  por  las  leyes, 
por  lo  tanto  inaplicables  al  caso  en  cuestión ;  y  que  la 
ley  116  del  mismo  título  y  partida  que  también  se  cita, 
siendo  esplicatorias  del  modo  de  hacer  los  compromisos  en 
los  asuntos  puestos  en  mano  de  arbitradores,  demuestra 
cabalmente  lo  que  apoya  la  validez  del  laudo  atento  el 
compromiso  otorgado. 

8^  Que  sobre  todo,  aun  cuando  las  causas  alegadas,  para 
atacar  la  justicia  del  fallo  ó  resolución  arbitral,  se  hallaran 
justificadas,  ellas  cuando  mas,  darán  lugar  á  pedir  repa. 
ración  de  agravios ;  pero  de  ninguna  manera  podrían  ser 
concurrentes  á  la  demostración  de  la  nulidad  procedente  por 
falta  de  formas,  que  es  la  que  constituye  precisamente  la 
causa  de  nulidad,  «  articuo  233  de  la  ley  de  procedimientos 
concordante  con  las  leyes  de  partidas  ya  citadas.  Por  es- 
tos fundamentos,  no  se  hace  lugar  con  costas  á  los  recur- 
sos interpuestos ;  y  llévese  á  debido  efecto  el  laudo  de 
fs.  29  y  30,  repóngase  los  sellos ;  notiflquese,  y  practi- 
quese  esta  diligencia  con  el  demandado  caido  en  rebeldfa, 
en  la  forma  que  determina  el  artículo  190  de  la  ley  de 
procedimiento. 

Antonio  Zarco, 
T.  vn.  4 
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Apelada  por  Garbone  esta  sentencia,  se  dictó  el  siguiente 

Fallo  de  te  Supram»  Corte. 


Buenos  Aires,  Enero  28  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  cofinrma,  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  ciento  treinta  y  ocho  satisfechas  las 
dé  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delcado. — José  Barros  Pazos. 
— J.B.  GoROSTUGA.  — J.  Domínguez. 


CA^USÜ.   V. 


Criminal,  por  rebelión  contra  Alejo  M.  Abeleyra  y  Víctor  Robert, 
incidente  sobre  escarcelacion  bajo  fianza. 


Sumario. —  ío  Los  delitos  penados  por  la  ley  con  destierro 
y  multa  dan  lagar  á  escarcelacion  bajo  fianza. 
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So  En  estos  casos  la  encarcelación  puede  decretarse  aun 
cuando,  la  cau^a  efeté  %n  ftifíiiM4o. 

3°  La  escarcelacion  debe  decretarse  con  audiencia  del 
Procurador  Fiscal. 


Cmo.-^D.  Alejo  M.  Abeileyra  y  D.  ViolorRobert  fueron  pro- 
cesados por  el  delito  de  rebelión,  durante  la  cual»  se  decia, 
habian  obtenido  autoridad,  el  primero  como  luee  de  Paz 
del  Partido  de  las  Flores,  y  el  segundo  como  Juez  de  Paé 
y  comandante  del  Partido   de  Alvear. 

Encontrándose  ia  causa  en  sumario,  los  presos  pidieron 
su  escarcelacion  bajo  fianza,  alegando  que  en  ningún  caso  la 
pena  podria  ser  otra  que  destierro  -y  multa. 

El  Juez  de  Sección  concedió  la  escarcelacion  bajo  la  ñanze 
de  tres  mil  pesos  fuertes  porcada  uno  de  los  peticionarios  y 
otorgadas  las  correspondientes  escrituras,  se  libró  oñcio  á  la 
Inspección  General  de  Armas  para  que  se  les  pusiera  en  libertad. 

En  este  estado  se  presentó  el  Procurador  Fiscal,  pidiendo 
revocatoria  ó  apelación  en  subsidio.  Dijo  que  la  escar- 
celacion se  habia  decretado  sin  su  citación  ni  conocimiento; 
que  el  principio  sentado  por  el  Juez  era  contrario  á  la 
jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema  Corte;  que  el  pro- 
cedimientQ  del  sumario  en  el  Juzgado  Nacional  debia  su- 
bordinarse al  observado  en  la  Prorincia,  según  el  art.  352 
de  la  ley  de  Procedimientos;  que  en  Buenos  Aires  es  práctica 
inconcusa  que  el  4utliario  sea  secreto,  y  que  los  encausados 
no  sean  oidos  respecto  á  petición  alguna,  hasta  que  la  causa 
entre  al  plenario;  que  la  escarcelacion  en  ningún  caso 
podria  decretarse  sin  audiencia  del  Procurador  Fiscal,  según 
los  tratadistas  de  derecho  criminal;  que  los  procesados  es^- 
taban  sindicados  de  delitos  comunes,  conexos  con  el  de 
rebelión,  por  )ó  que  no  podia  saberse,  cuál  seria  la  pena 
qne  merecieran,   haista  que  el  auúiario  no  se  concldryese. 
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Fall«  del  #umi  de  flieeeleM. 


Buenos  Aires,  Enero  18  de  1875. 

Proveyendo  en  lo  principal  y  otrosi  de  la  solicitud,  que 
contiene  la  precedente  vista  del  Procarador  Fiscal,  y  con- 
siderando :  lo  Que  los  procesados  Alejo  H.  Abeleyra  y  Víctor 
Robert  lo  son  por  el  delito  de  rebelión,  durante  la  cual, 
se  dice  haber  obtenido  autoridad,  el  primero  como  Juez 
de  Paz  en  el  partido  de  Las  Flores,  y  el  segundo  como  Juez 
de  Paz  y  comandante  del  partido  Alvear. 

2''  Que  este  delito  deGnido  y  penado  por  el  art.  15  de 
la  ley  penal  con  destierro  y  multa,  es  de  los  que  dan  lugar 
á  la  escarcelacion  bajo  de  fianza  según  el  sentir  unánime 
de  los  autores  prácticos  y  la  jurisprudencia  uniforme  sentada 
por  los  Fallos  de  Suprema  Corte  y  muy  especialmente  en 
la  causa  de  Toribio  Urruti,  pág.  385. 

«{o  Que  no  obstante  estar  recien  iniciado  el  sumario, 
es  procedente  la  escarcelacion  bajo  fianza,  por  ser  el  objeto 
del  proceso  el  delito  de  rebelión,  que,  como  se  ha  dicho 
mas  arriba,  no  trae  consigo  ninguna  pena  corporal  ó  si 
se  considera  tal  la  de  destierro  es  por  su  naturaleza  tal, 
que  no  hace  indispensable  la  detención  del  procesado. 

4o  Que  los  casos  resueltos  por  la  Suprema  Corte  y  citados 
para  demostrar  la  jurisprudencia  establecida,  de  que  la  es- 
carcelacion bajo  de  fianza  solo  puede  obtenerse  después 
de  terminado  el  sumario,  son  inconducentes  á  este  objeto, 
siéndolo  solamente  para  demostrar  que  la  rebelión  es  un 
delito  en  que  procede  la  escarcelacion^  y       , 

5^  Que  por  el  contrario,  los  prácticos  criminalistas  esta- 
blecen terminantemente  la  doctrina  contraria  de  ser  pro- 
cedente la  soltura  bajo  fianza  en    cualquier  estado   de  la 
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causa,  Gutiérrez,  cap.  6o  c  de  la  prisioD  ó  cárcel  >  g  2^, 
Tejedor,  cap.  I"",  escarcelacion,  §  378  y  Goyena,  tomo  5o, 
§  357;  por  estos  fundamentosi  no  ha  lugar  á  la  revo- 
catoria que  se  solicita  del  auto  que  dispone  la  escarcelacion 
bajo  fianza  de  los  procesados  Alejo  Abeleira  y  Víctor  Robert; 
pero  en  atención  del  asunto,  proximidad  del  Tribunal  Su- 
perior y  á  que  según  la  doctrina  citada  de  Tejedor  y  Goyena, 
este  auto  es  apelable,  concédese  la  que  se  entabla  en  sub- 
sidio por  el  Procurador  Fiscal,  en  ambos  efectos  y  en  re- 
lación ;  en  su  consecuencia,  líbrese  oficio  á  la  Inspección 
General  de  Armas  á  erecto  de  que  suspenda  entretanto  dar 
cumplimiento  á  la  orden  de  libertad  librada,  y  formándose 
espediente  de  las  solicitudes  de  los  procesados,  providencias 
relativas,  de  la  vista  del  Procurador  Fiscal  y  de  la  presente 
resolución,  y  elévese  en  la  forma  de  estilo  á  la  Suprema  Corte. 


Fall«  de  1»  Suprenuí  C^rte. 


Buenos  Aires,  Enero  28  de  1875. 

Vistos :  por  los  fundamentos  del  auto  de  foja  siete,  se 
confirman  los  de  su  referencia  de  foja  primera  vuelta  y 
tres  vuelta,  con  declaración  que  la  escarcelacion  de  los  pro-, 
cesados  ha  debido  decretarse  con  audiencia  del  Procurador 
Fiscal,  y  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  — José 
Barros  Pazos. —  J.  B.  Goros- 
TIA6A.— J.  Domínguez. 


¥^^ 


4.6         PALLQB  DE  VA  SUPaWfA  GORTE 


cüLiieü.  VI. 


El  capitán^  armadores^  y  aseguradores  del  buque  ^  Joven,  Emilia 
emtra  LQvarello  B''  por  [choque.  Incidente  sobre  falta  de 

instrucciones  para  contestar. 


Sumario. — 1^  Los  términos  judiciales  no  pueden  alterarse 
cuando  no  hay  facultad  espresa  que  asi  lo  consigne. 

2®  La  escepcion  de  falla  de  instrucciones  del  mandante, 
no  puQdeq  alegarsQ  como,  dilatoi^io  por  el  mandatario. 


Caso. —  El  Procurador  Doyhienard  en  representación  del 
Capitán,  armadores  y  aseguradiores  de  la  corbeta  española 
c  Joven  Emilia»,  demandó  ante  el  Juez  Federal  en  Buenos 
Aires  á  la  compañía  Lavarello,  por  la  suma^  de  40,000  ps.  fts. 
valor  que  atribuia  á  dicha  corbeta  que  se  habia  ido  á  pique 
en  aguas,  argentinas  en  la  noche  del  17  de  Setiembre 
de  1873.  La  denxanda  se  fundó  en  que  la  pérdida  del  bu- 
que habia  sido  ocasionada  por  choque  con  el  vapor  c  Es- 
preso >  de  la  compañía  de  Lavarello,  cuyo  capitán  ni  habia 
tomado  la  derecha  del  canal,  ni  llevaba  vigía,  ni  habia  he- 
cho caso  de  las  señales  oportunas  que  se  le  hicieron. 
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Corrido  traslado,  D.  Juan  Lavarello,  espuso  que  carecia 
de  instrucciones  de  la  Compañía  para  contestar ;  que  la 
Compañía  recidia  en  Genova  y  él  no  era  mas  que  un  simple 
agente.  Pidió  se  le  acordase  un  término  para  contestar,  si 
el  demandante  no  prefería  ejercitar  sus  acciones  en  Genova, 
domicilio  de  la  compañía  demandada. 

Corrido  traslado  del  artículo,  Doyhienard  contestó  que  la 
escepcion  opuesta,  no  estaba  comprendida  entre  las  dilato- 
rias que  enumera  la  ley  de  Procedimientos,  únicas  que 
pueden  oponerse  en  la  justicia  federal. 

Pidió  se  rechazase  el  artículo  con  espresa  condenación 
en  costas. 


Fallo  del  #uea  de  SeeetoM. 


Buenos  Aires,  Diciembre  20  de  1874. 

Vistos  y  considerando  :  I"*  Que  los  demandados  si  bien 
alegan  que  no  tienen  las  instrucciones  y  documentos  nece- 
serios  para  contestar  la  demanda,  no  niegan  la  represen- 
tación personal,  en  virtud  de  la  cual  se  les  demanda.  2^  Que 
los  términos  judiciales  no  pueden  alterarse  cuando  no  hay 
facultad  espresa  que  así  lo  consigne  y  3^  Que  la  escepcion 
alegada  no  se  haya  emprendido  entre  las  dilatorias  que  la 
ley  permite  en  el  artículo  73  de  la  ley  de  Procedimientos 
nacional,  —  no  ha  lugar  á  la  escepcion  alegada  de  próroga 
y  conteste  el  demandado  derechamente. 

Albarracin. 
Habiendo  apelado  Lavarello,  se  dictó  este: 
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WtMm  de  1»  SapreniA  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1875. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  nueve;  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  Delgado  .  — José  Barros 
Pazos.— J.  Domínguez. 


CAUSÜ.    ¥11. 


D^  Joufa  GalqTtaga  de  Avalos  y  D^  Encamación  Avalo$  con* 
tra  D.  Carlos  Avaios^  sobre  rendición  de  cuenías  i  incom- 
petencia. 


Sumario.  —  lo  Los  incidentes  de  un  juicio  testamentario 
deben  ser  sometidos  al  conocimiento  de  los  Tribunales  de 
Provincia. 

2o  Es  incidente  de  una  testamentaria  la  rendición  de 
cuentas  de  la  sociedad,  de  la  que  era  miembro  el  causante 
de  aquella. 
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3o  Presentada  en  la  testamentaria  del  socio  fallecido  la 
liquidación  social  por  los  demás  socios,  no  pueden  estos 
pedir  ante  Juez  distinto  contra  el  socio  administrador  la 
rendición  de  cuentas  de  algunos  negocios  que  pertenecen  á 
la^jmisma  sociedad. 

Caso.  —  D*  Josefa  Galarraga  de  Avalos  acordó  con  su 
esposo  D.  Ramón  Avalos  la  separación  de  la  vida  común, 
encargando  al  hijo  D.  Garlos  Avalos,  la  administración  de  los 
bienes  gananciales  al  tercio  de  utilidades,  bajo  la  razón  de 
Ramón  Avalos  é  hijos. 

Fallecido  D.  Ramón  Avalos,  su  hijo  y  albacea  D.  Garlos 
Avalos  promovió  el  juicio  de  testamentaria ;  y  se  presentó 
en  él  la  liquidación  de  la  administración  de  los  bienes  so- 
ciales. 

La  viuda  D^  Josefa  Galarraga,  y  su  hija  D^  Encarnación 
Avalos  aflrmando  que  en  la  liquidación  no  se  habia  dado 
cuenta  de  algunos  negocios  pertenecientes  á  esa  adminis- 
tración, pidieron  ante  el  Juez  de  Sección  de  Gorrientes  que 
se  condenara  á  D.  Garlos  Avalos  á  rendirlas. 

Fundaron  la  competencia  del  Juzgado  Federal  en  que  las 
actores  eran  vecinas  de  Buenos  Aires,  y  el  demandado  lo 
era  de  Gorrientes. 

D.  Garlos  Avalos  opuso  la  incompetencia  del  Juzgado,  y 
sustanciado  el  artículo  se  dictó  el : 


WmUm  úmlí  Summ  de  flieael«M. 


Corrientes,  Julio  20  de  1874. 

Y  vistos  :  D.  Ángel  Ghiesa,   apoderado  de  Da  Josefa  Ga- 
larraga de  Avalos  y  D^  Encarnación  Avalos,  hija  lejitima  de 
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aquella,  demanda  á  D.  Garlos  Avalos  para  que  rinda  cuenta 
de  los  bienes  que  administró,  perlenecientes  á  la  sociedad 
Ramón  Avalos  é  hijos,  formada  del  modo  siguiente :  habiendo 
sobrevenido  disgustos  de  familia  entre  los  esposos  legiümos 
D.  Ramón  Avalos  y  D^  Josefa  Ga tarraga  de  Avalos,  convi- 
nieron en  separarse  y  confiar  la  administración  de  sus 
bienes  (que  declaran  ser  adquiridos  durante  el  matrimonio) 
á  su  hijo  D.  Garlos  Avalos,  asignándole  la  tercera  parte  de 
las  utilidades,  según  aparece  de  los  documentos  de  f.  1* 
hasta  f.  4.  Gorrido  traslado  de  la  demanda,  Avalos  opone 
escepcion  de  incompetencia  de  este  Juzgado  :  1^  porque 
las  cuentas  que  se  piden  pertenecen  al  juicio  de  la  testa- 
mentaria de  D.  Ramón  Avalos,  que  por  el  art.  12,  inciso  1<> 
de  la  ley  nacional  de  competencia,  corresponde  al  Juez  de 
Provincia  y  2^  porque  habiendo  ya  rendido  cuentas  ante 
el  mismo  Juez  de  la  administración  que  tuvo  á  su  cargo  y 
faltando  solo  que  entregar  algunos  saldos,  hay  respecto  de 
esto  litis-pendencia;  sustanciado  el  artículo,  se  pidieron 
para  mejor  proveer  los  autos  de  la  testamentaria  de  D.  Ra- 
món Avalos  ad  efíectum  videndi.  —  Y  considerando :  1^  Que 
aún  en  el  supuesto  de  que  los  contratos  entre  los  esposos 
D.  Ramón  ,  Avalos  y  la  señora  Galarraga  de  Avalos  fuesen 
válidos  y  debiesen  producir  efectos  jurídicos,  aunque  no 
aparece  haber  mediado  divorcio  ordenado  por  autoridad 
competente,  siempic^  resulta  que  el  juicio  intentado  perte- 
nece á  la  testamentaria  del  socio  fallecido,  por  cuanto  el 
art.  6o,  inciso  1^,  tít.  1^,  de  las  sucesiones,  G.  Givil,  esta- 
blece que  pertenece  á  este  juicio  las  demandas^  sobre  los 
bienes  hereditarios,  hasta  la  partición  inclusive  cuando  son 
puestas  por  algunos  de  bs  mcezores  universales  contra  sus 
coherederos,  como  sucede  en  este  caso,  en  que  D*  Encarna- 
ción demanda  á  su  hermano,  sobre  rendición  de  cuentas  de 
bienes  perteneoientas  al  finada  Avalos,  de  la  cual  es  además 
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albaoea  ;  y  si  «bien  se  dice  que  D^  Joaefa  Galarraga  de  Ava- 
les es  también  socia,  aun  admitiéndola  como  una  persona 
estrena  que  no  tuviera  parte  en  la  testamentaria  de  su 
legitimo  esposo,  que  por  la  ley  ha  sido  administrador  legal 
de  los  bienes  del  matrimonio,  resultaría  obligado  á  some- 
terse al  Juez  competente  de  la  testamentaria  para  que  no  se 
dividala  continencia  de  la  causa,  art.  10,  inc.  I"*  de  la  ley 
de  competencia.  Que  examinando  ios  autos  testamentarios 
por  muerte  del  finado  Avales  se  encuentra  á  f.  88  un  escrito 
firmado  por  D.  Garlos  Avales  y  D.  Pedro  Igarzábal,  apode- 
rado legal  de  D»  Josefa  Galarraga  de  Avales  y  su  hija  En- 
carnación, presentando  de  común  acuerdo  para  su  apro- 
bación, la  liquidación  de  la  testamentaria,  en  el  cual  se 
dice  que  se  ha  practicado  la  liquidación  de  sociedad  en  los 
varios  ramos  que  administraba  D.  Carlos  Avalos  según  el 
balanee  que  se  acompaña  bajo  el  número  lo,  notándose  ade- 
más que  los  bienes  que  administraba  aquel,  han  sido 
distribuidos  entre  los  herederos  y  que  se  ha  rendido 
cuenta  del  negocio  de  las  cami^eta^^  según  aparece  á  foja 
80,  de  todo  lo  que  se  deduce  que  el  Juez  que  conoce 
áela  liquidación  y  distribución  d^  los  bienes  testamentarios, 
es  también  competente  pars»  oonocer,  de  las  cuentas  que  debe 
rendir  el  que  los  administró,  sin  que  pueda  exigirse  ante 
otro  Juez  rendición  de  cuentas  de  algunos  negocios  que 
pertenezcan  á  esa  administración ;  pues,  todas  ellas  son 
dependientes  de  la  causa  principal  de  testamentaria  y  pro- 
ducirían por  resultado  aumentar  ó  disminuir  los  bienes 
testamentarios,  siendo  además  principio  reconocido  por  la 
Suprema  Górte,  que  el  Juez  que  conoce  de.  lo  principal  debe 
conocer  también  de  lo  accesorio. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  este  Juzgado  es 
incompetente  para  entender  en  la  causa  promovida  por 
Ghieza,  pidiendo  que  D.  Garlos  Avalos  rinda  cuenta  de  las 
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negociaciones  que  espresa,  con  costas. — Hágase  saber  y 
repóngase  los  sellos  del  documento  de  f.  1*  con  el  sello 
correspondiente,  devolviéndose  los  autos  pedidos  al  Juzgado 
de  su  radicación. 

Carlos  Luna. 

La  parte  de  las  actores  apeló,  y  ante  la  Suprema  Corte 
pidió  la  venia  para  escribir  en  derecho. 


Falto  de  to  SupreuMi  C^rto. 

Buenos  Aires,  Febrero  11  de  1875. 

Vistos:  sin  hacerse. lugar  al  permiso  solicitado  para  es- 
cribir en  derecho,  por  no  tener  la  cuestión  el  carácter 
requerido  por  el  artículo  doscientos  diez  y  ocho  de  la  ley  de 
procedimientos,  se  confirma  por  sus  fundamentos  el  auto  ape- 
lado de  foja  veinte  y  tres,  con  costas,  y  satisfechas  éstas  y 
repuestos   los  sellos  devuélvanse. 

Francisco  Delgado. — José  Barros 
Pazos. — J.  Domínguez. 
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CÁUSÜ.  TIII< 


D.  Juan  Baudacio  cmtra  Solaris  Girondo  y  O,  por  cobro 

de  pesos. 


Süffiario.  —  lo  El  porteador  solo  es  responsable  de  los 
daños  y  perjuicios  que  ocasione  cuando  la  demora  escede 
un  doble  del  tiempo  fijado  en  el  contrato. 

2^  Los  hechos  consignados  en  una  protesta  notificada  al 
demandado  y  repetidos  en  la  demanda  rin  que  sean  con- 
tradichos, se  dan  por  reconocidos. 


Caso. — El  Dr.  D.  Luis  Fasulo  en  representación  de  D. 
Juan  Baudacio  se  presentó  ante  el  Juez  de  Sección  en 
Buenos  Aires  esponiendo :  —  Que  el  dia  4  de  Agosto  de 
1873,  su  poderdante  alquiló  una  lancha  á  D.  Agustín  Solari 
para  acarrear  carbón  de  la  barca  «Espresso»  al  vapor 
cEduard  Everet»,  tomando  á  bordo  30  toneladas;  que  llega- 
do al  costado  del  cBduardo  Everet»  este  se  negó  á  recibir  el 
carbón,  por  tener  ya  toda  la  carga  comisionada  á  Solari.  Que 
habiendo  por  esta  causa  tenido  en  su  lancha  el  carbón  hasta 
el  dia  12  del  mes,  demandaba  á  Solari  por  1,650  pesos  de 
lanchage  y  3,500  pesos  por  7  dias  de  estadías,  todo  con 
arreglo  á  tarifa  con  mas  las  costas  del  juicio.  Acompañó 
á  la    demanda,    una  protesta   formulada  el    dia    12    de 


A        ^ 
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Agosto  ante  el  Escribano  de  Marina  y  notificada  á  Solari, 
fundándose  en  los  mismos  hechos  de  la  demanda. 

Corrido  traslado,  el  Procurador  Julio  M.  Joñas,  por  So- 
lari  Girondo  y  G*,  contestó  y  contrademandó  diciendo  :  que 
no  era  cierto  que  Baudacio  hubiese  tratado  de  cumplir  con 
su  obligación  de  entregar  el  carbón  á  bordo  del  cEveret»  ; 
que  al  contrario,  el  dia  en  que  debió  hacer  la  entrega  se 
lo  buscó  en  su  lancha  c Herminia»  y  no  estaba  en  ella, 
por  cuya*  razón  el  vapor  que  no  podia  demorar  su  salida, 
se  fué  sin  haber  recibido  el  carbón.  Que  la  falta  de  cum- 
plimiento por  parte  de  Baudacio  le  ha  ocasionado  un  perjuicio 
de  61  pesos  fuertes  20  centavos  que  tuvo  que  sufrir  por  dife- 
rencia del  precio  á  que  tenia  vendido  el  carbón  del  cEduard 
Everet»  y  el  que  obtuvo  después. 

Pidió  se  rechazara  la  demanda  por  estadías  y  se  dedujera 
los  61  pesos  fuertes  20  centavos  del  importe  del  flete. 

Contestando  la  reconvención  Fasulo  pidió  se  rechazara 
con  costas,  fundándose  en  que,  si  no  entregó  el  carbón  al 
vapor,  fué  porque  no  quizo  recibirlo. 

Con  la  prueba  producida  por  los  partes  se  dictó  el : 


tfalto  diel  #ttes  de  Secel#ii 


Buenos  Aires,  Octubre  22  de  1874. 

Vistos  estos  autos,  en  que  el  señor  Fasulo,  por  D.  Juan 
Baudacio,  demanda  á  D.  Agustín  Solari  por  cobro  de  fletes 
y  sobre-estadías  de  la  barca  «Herminia»  y  éste  contrade- 
manda por  daños  y  perjuicios  provenientes  de  falta  de  en- 
trega oportuna  de  la  carga  porteada,  —  y  considerando  : 

1°  Que  el  A  de  Agosto  Solari  encargó  al  patrón  de  )a 
lancha  c Herminia»  que  tomase  carbón  de  la  barca  italiana 
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cEspresso»  y  lo  llevase  al  vapor  cEduard  Everet»  en  la  can- 
tidad y  por  el  flete  que  se  halla  especificado  en  la  demanda 
de  f.  6,  que  no  ha  sido  contradicha,  y  antes  por  el  contra- 
rio corroborada  por  la  protesta  de  f.  2,  notificada  á  Solari, 
lo  que  comprueba  plenamente  al  contrato  de  acarreo  (art. 
86,  ley  de  enjuiciamiento) ; 

2o  Que  no  habiendo  mediado  estipulación  sobre  el  plazo 
para  la  entrega,  el  porteador  solo  pudo  ser  responsable  por 
los  daños  y  perjuicios  de  la  demora,  si  esta  hubiera  esce-r 
dido  en  un  doble  término  del  fijado  en  el  contrato,  lo  que 
ni  se  ha  alegado  ni  menos  probado  (inciso  2"",  art.  178, 
Código  de  Comercio  ) ; 

3^  Que  en  vez  de  probar  la  culpa  ó  demora  culpable  de 
la  lancha  cHerniinia»,  los  testigos  presentados  por  el  de- 
mandado á  f.  42  y  43,  declarando  que  el  5  de  Agosto,  antes 
de  la  una  de  la  tarde  llamaron  á  la  c Herminia  i  que  estaba 
cargada  á  una  cuadra  del  cEveret»  para  entregar  el  carbón, 
han  contribuido  á  probar  que  ese  dia  atracó  á  ese  objeto, 
como  declaran  que  lo  presenciaron  los  testigos  Catoni  y 
Monvidelli,  f.  39  y  40,  y  Estella  f.  45; 

4^  Que  asegurando  Monvidelli  que  el  6  de  Agosto  volvió 
á  encontrar  aún  ala  cHerminia»  atracada  al  cEveret»,  se 
deduce  que,  no  saliendo  el  vapor  sino  á  la  tarde,  como 
se  ha  reconocido,  han  tenido  tiempo  bastante  para  hacerse 
la  descarga,  pues,  otro  tanto  ó  mayor  carga  recibieron  de 
otras  embarcaciones  con  carbón  en  menos  tiempo ; 

5^  Que  dado  el  hecho  de  haber  sido  llamado  por  Ca- 
puano,  lo  que  induce  á  creer  que  llegaba  en  tiempo  para  ^ 
la  descarga,  y  el  de  atracar,  no  puede  dudarse  que  si  no 
lo  hizo,  fué  porque  no  se  le  quizo  recibir  la  carga,  lo  que 
se  halla  corroborado  por  la  protesta  de  f.  2,  que,  notificada 
á  Solari,  no  fué  objetada,  quedando  asi  reconocida  ; 

6®  Que  no  habiéndose  objetado  el  monto  de  las  indem- 
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nizaciones  contenidas  en  la  demanda  de  f.  6  deben  darse 
por  consentidas  (art.  86,  ley  de  enjuiciamiento).  Por  estas 
consideraciones  fallo  que  D.  Agustin  Solari  pague  á  D. 
Juan  Baudacio  á  los  diez  dias  de  notificado  la  cantidad  de 
pesos  5,1 50  m/c,  y  los  intereses  legales  desde  el  dia  de  la 
demanda  con  las  costas  de  este  juicio.  —  Repónganse  los  se* 
líos  y  notifíquese  con  el  original. 

lúioro  AUbarraein. 

Habiendo  apelado  el  demandado  se  dictó  este 


nilto  de  la  Suprenuí  Corte 


Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  noventa  y  seis;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M"  dbl  Carril.— Francisco 

Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
J.  B.  GoROSTiAGA  —  J.  Domínguez. 
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Cü^UíSü.  IX 


Criminal,  contra  D.  Miguel    Cosentino  por  desacato  y  retís- 

tencia  á  la  autoridad. 


Sumario.  —  El  desaca  lo  contra  la  autoridad  que  con- 
siste en  insulto,  es  penado  con  prisión  de  dos  á  doce  me- 
ses, ó  una  multa  de  40  á  400  pesos  fuertes,  ó  una  y 
otra  juntamente. 

Caso. — D.  Miguel  Gosentino,  patrón  de  la  ballenera 
cFlor  Argentina»,  fué  puesto  preso  el  7  de  Mayo  de  1874 
con  motivo  de  haber  insultado  y  amenazado  al  encargado 
del  desembarque  de  inmigrantes,  quien  le  habia  hecho  al- 
gunas advertencias  relativas  al  desembarque  de  los  que 
venian  con  el  vapor  c  Pampa  •.. 

Iniciado  el  proceso,  y  tomadas  las  declaraciones  nece- 
sarias, se  dictó  el  siguiente 

Fallo  der^nes  de  Secelon. 

i 

Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1875 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  Miguel  Gosentino, 
por  desacato  y  resistencia  á  la  autoridad,  y  resultando  de 
T.  vn.  5 
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ellos  por  las  declaraciones  de  los  testigos  Tomás  Pinero 
y  Alcalde  f.  10  vta.  y  Pedro  H.  Gcanelli  f.  26,  que  el  pro- 
cesado Miguel  Gos^otino  insultó  y  aiúenazó  al  encargado 
de  la  inmigración  D.  Julio  Campos,  en  el  momento  en 
que  ejercía  este  sus  funciones  de  tal,  disponiendo  el  de- 
sembarque de  los  inmigrantes  del  vapor  c  Pampa  >  y  por 
motivo  de  una  orden  dada  para  mejor  disposición  en  el 
desembarque,  resistiendo  en  seguida  la  prisión  que  por 
este  motivo  le  intimó  el  marinero  de  servicio  D.  Tomás 
Pinero  y  Alcalde ;  y, 

Considerando  I""  Que  los  insultos  dirijidos  en  las  cir- 
cunstancias espresadas  constituyen  el  delito  de  desacato 
definido  por  el  artículo  treinta,  inciso  cuarto  y  penado 
por  el  artículo  treinta  y  dos  de  la  ley  penal,  y  2o  Que 
la  resistencia  al  ájente  de  la  autoridad  que  le  intimó  la 
prisión  es  una  circunstancia  agravante  del  delito  anterior 
que  exije  la  aplicación  del  máximun  de  la  pena  según 
el  articulo  treinta  y  ocho  de  la  misma  ley. 

Por  estos  fundamentos  fallo  declarando  al  procesado  Mi- 
guel Cosentino,  confeso  y  convicto  del  delito  de  desacato  y 
resistencia  á  la  autoridad,  condenándole  en  su  consecuen- 
cia, de  acuerdo  á  los  artículos  citados,  á  la  pena  de  doce 
meses  de  prisión ;  debiéndosele  computar  el  tiempo  que 
lleva  sufrido  de  prisión  desde  el  7  de  Mayo  del  año  próximo 
pasado  y  al  pago  de  las  costas.  Hágase  saber  y  repónganse 
los  sellos. 

Andrés  ügarriza. 

Apelada  en  relación  por  parte  de  Cosentino  la  senten- 
cia anterior,  esta  fué  revocada  por  el 
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Fallo  de  te  Swpream  €mnm. 


Buenos  Aires,  Febrero  27  de  1875. 

Vistos :  por  lo  que  resulta  del  presente  proceso,  se  revoca 
la  sentencia  apelada  de  foja  treinta  y  nueve  vuelta,  y  se 
declara  compurgada  la  pena  con  la  prisión  sufrida,  y  de- 
vuélvanse. 

Salvador  M«  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.  —  J. 
B.  GoROSTiAGA. —  J.  Domínguez. 


■*'«MpV*<* 


CAUSü.  X 


Los  herederos  de  ,D.  José  B.  Molina  con  D.  Dionisio  Várela, 

sobre  daños  y  perjuicios. 


Sumario. — No  mejorándose  la  apelación  en  el  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso,  á  la  pri- 
mera rebeldía  que  acuse  el  apelado. 
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Caso.'— En  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  Nacional  de 
Mendoza,  entre  los  herederos  de  D.  José  R.  Molina  con  D. 
Dionisio  Várela  sobre  daños  y  perjuicios,  el  apoderado  de 
los  primeros  acuso  rebeldía  al  segundo,  por  no  haber  me- 
jorado la  apelación  dentro  del  término  de  emplazamiento. 


IWlo  do  te  Snprenuí  Oorie. 

Buenos  Aires,  Marzo  2  de  1875. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  catorce  de  la  ley  de 
Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación ;  devuélvanse 
en  consecuencia  los  autos  previo  pago  de  costas  y  reposición 
de  sellos,  por  el  apelante. 

Salvador  M«  del  Carril.  —  Fran- 
cisco J)elgado.  —  José  Barros 
Pazos.  — J.  B.  Gorostuga. — 
J.  Domínguez. 
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CiAU^A  ILI 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  del  Crimen  de  San 
Juan  y  el  Comandante  en  Gefe  del  Ejército  del  Interior. 


Sumario.  —  4*  El  juzgamiento  délos  crímenes  comunes 
cometidos  por  individuos  particulares,  que  no  tienen  grado 
militar  ni  pertenecen  al  ejército,  aun  cuando  se  encuentren 
desempeñando  una  comisión  militar,  no  corresponde  al  con- 
sejo de  guerra,  sino  á  la  justicia  ordinaria  provincial. 

2^  Aunque  el  delincuente  sea  militar,  no  habiéndose  co- 
metido  el  delito  dentro  de  cuartel  ni  en  campamento,  cae 
bajo  la  jurisdicción  ordinaria. 

Coio.  —  En  Diciembre  de  1874,  el  Comandante  en  Gefe 
del  Ejército  del  Interior,  General  D.  Julio  Roca,  nombró  á 
D.  Ignacio  Sarmiento,  vecino  de  San  Juan,  comandante  de 
las  fuerzas  que  pudiese  reunir  en  el  Departamento  de  Cau- 
cóte para  hostilizar  al  enemigo  y  proveer  al  Ejército  Nacio- 
nal de  los  elementos  que  pudiese  necesitar. 

De  una  indagatoria  levantada  en  la  Subdelegacion  de 
Caucóte,  resultó  que  el  dia  8  de  Diciembre  el  Subdelegado 
D.  Timoteo  Salas  iba  al  frente  de  los  vecinos  que  habia 
reunido  con  el  objeto  de  cuidar  el  Departamento ;  que   D. 
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Ifnaeío  Sarmiento  lo  alcanzó  eon  on  grupo  de  gente  arma- 
da^ con  el  objeto  de  que  Salas  le  entregase  los  hombres  que 
llevaba ;  que  habiéndose  negado  Salas,  Sarmiento  le  hizo 
faríof  tiros  de  revolver,  inAríéndole  dos  heridas  de  las  que 
murió  un  instante  después. 

Decretada  la  prisión  de  SarmientOi  éste  declinó  la  juris- 
dicción provincial,  alegando  que  el  suceso  que  originaba 
su  prisión,  habia  sido  ocasionado  con  motivo  del  cumpli- 
miento de  la  comisión  militar  que  desempeñaba,  pues  tra- 
tando de  juntar  la  gente  necesaria  para  repeler  un  ataque 
que  te  le  habia  anunciado,  Salas  resistió  entregarle)la  gente 
que  le  acompañaba. 

El  Juez  del  Crimen,  no  hizo  lugar  á  la  declinatoria,  des- 
pués de  lo  cual  Sarmiento  ocurrió  al  General  en  Gefe  del 
Ejército,  pidiéndole  que  promoviera  contienda  de  compe- 
tencia al  Juez  del  Crimen,  invocando  el  art.  B"",  tít.  2o,  trat. 
8o  de  las  ordenanzas  militares. 

Habiendo  el  General  del  Ejército  declarado  que  el  juz- 
gamiento del  cato  correspondia  á  la  juridiccion  militar,  y 
sosteniendo  el  Juez  de  Provincia,  su  competencia  en  el  asun- 
to, se  elevaron  loi  autos  é  la  Suprema  Corte  para  que 
reíolviera  la  contienda. 

La  Suprema  Corte  dio  vista  al  Procurador  General,  quien 
diotamino  lo  siguiente : 

c  El  Procurador  General  en  vista  de  la  competencia  susci- 
tada entro  el  Juei  del  Crimen  de  San  Juan  y  la  jurisdicción 
militar  sobre  la  causa  seguida  é  D.  Ignacio  Sarmiento  por 
homicidio  dto^ :  Que  en  au  opinión  no  puede  haber  duda  en 
que  el  juagamiento  de  esta  causa  compete  al  Juez  Provincial 
del  Crimen  ». 

«  D«  Ignacio  Sarmiento  no  tiene  grado  militar  alguno,  ni 
pertaneee  al  ejército :  es  un  simple  ciudadano  de  San  Juan, 
como  lo  oaUfloa  el  General  Roet  en  la  aota  en  qae  lo  co- 
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misionó  para  reunir  gente  f.  18  >.  c  De  consiguiente  no  pue- 
de sugetársele  á  un  consejo  de  guerra  por  el  asesinato  que 
cometió  >. 

c  Pero  aunque  realmente  fuera  militar,  no  habiéndose  co- 
metido el  delito  dentro  de  un  cuartel,  ni  en  campamento, 
sino  en  las  calles  de  la  población  de  Gaacete,  y  no  siendo 
él  un  crimen  militar,  sino  común  por  su  naturaleza,  es  indu- 
dable que  cae  bajo  la  jurisdicción  ordinaria.  Por  estas  ra- 
zones soy  de  dictamen  que  V.  B.  deba  declarar  que  eljuz* 
gamiento  de  esta  causa  compete  al  Juez  de  la  Provincia  y  no 
á  la  jurisdicción  militar  >. 

Buenos  Aires,  1°  de  Marzo  de  1875. 

Francisco  Pico. 


Vallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires.  Marzo  6  de  1875. 

Vistos  :  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  declárase  competente  para  entender  en 
la  causa  al  Juzgado  de  la  Provincia,  y  remitánsele  estos  au- 
tos, avisándose  por  medio  de  oflcio  al  señor  General  Don 
Julio  Roca. . 

Salvador  M"  del  Carril.  ---  Francisco 
Delgado.  —  Jo3É  Barros  Pazos.  — 
J.  B.  GoROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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CA^UÍSA.    ILII. 


D.  Gregorio  Rodríguez  contra  D.   Rafael  Gallina  (hijo)  por 

priiion  ilegal  y  daños  y  perjuicios. 


Sumario. — I""  Los  TribuaaleB  Nacionales  tienen  el  deber 
de  examinar  ante  todo,  si  el  asunto  que  se  les  presenta 
es  de  su  competencia,  é  inhibirse  de  entender  en  él,  en  caso 
de  no  serlo,  aunque  las  partes  no  lo  soliciten. 

2o  En  materia  criminal,  la  competencia  de  los  Jueces  de 
Sección  se  limita  á  los  casos  especificados  en  el  articulo  3^ 
de  la  ley  sobre  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales. 

3^  Los  Jueces  competentes  para  conocer  de  la  acusación 
contra  un  ciudadano  por  actos  practicados  en  desempeño  de 
un  empleo  provincial  son  los  de  la  Provincia. 

4o  El  artículo  45  de  la  ley  nacional  penal,  comprende  solo 
á  los  que  libran  orden  de  prisión,  debiendo  ser  y  no  siendo 
autoridad  nacional  competente,  ó  que,  siéndolo,  omiten  es- 
pedirla por  escrito  • 

Caso. — D.  Rafael  Gallino  (hijo},  siendo  Juez  de  Paz  de 
Mercedes,  Departamento  de  la  Provincia  de  Corrientes,'  le- 
vantó un  sumario  contra  D.  Gregorio  Rodríguez,  Administra- 
dor de  Correos  Nacionales  en  ese  punto,  y  lo  puso  preso, 
siendo  la  causa  de  ello  el  haber  D.  Gregorio  Rodríguez  dis- 


DE  JUSTICIA  NAGlONilL  65 

tribuido  y  hecho  circular  impresos,  que  el  Juez  de  Paz  con- 
sideró subversivos  y  peligrosos  al  orden  de  la  Provincia, 
amenazada  por  la  rebelión  que  habia  estallado  en  Entre- 
Rios. 

Pasó  el  sumario  y  el  preso  al  Juez  del  Crimen  de  la  Pro- 
vincia, quien  á  su  vez  lo  pasó  al  de  Sección,  creyendo  que 
el  asunto  era  de  competencia  federal. 

El  Juez  de  Sección  mandó  poner  en  libertad  á  Rodríguez. 

Este  destituido  de  su  empleo,  acusó  criminalmente  ante 
el  Juez  de  Sección  á  D.  Rafael  Gallino  que  ya  habia  dejado 
de  ser  Juez  de  Paz,  por  haberlo  reducido  á  prisión  ilegal  y 
arbitrariamente,  pidiendo  se  le  aplicara  la  pena  establecida 
por  los  artículos  45  y  49  de  la  ley  nacional  penal,  y  se  le 
condenara  al  pago  de  ocho  mil  pesos  fuertes  en  que  estima- 
ba los  daños  y  perjuicios  que  le  había  causado  la  prisión. 

El  Juez  de  Sección  ordenó  la  prisión  de  Gallino  y  llevó 
adelante  el  proceso  criminal  hasta  concluir  el  sumario. . 

Deducida  la  acusación  en  forma  por  D.  Manuel  A.  Gómez, 
procurador  de  Rodríguez/  el  defensor  de  Gallino  antes  de 
contestarla,  promovió  articulo  de  falta  de  personeria  en  el 
procurador  Gómez,  cuyo  articulo  fué  resuelto  por  el  si- 
guiente : 

Fallo  del  ^aes  úm  0eeeloB» 

'  Corrientes^  Julio  28  de  1874. 

Vista  la  escepcion  de  falta  de  personeria  deducida  por  el 
defensor  del  procesado  D.  Rafael  Gallino  (bijo),  fundado  en 
que  habiendo  sido  acusado  este  por  apoderado  de  un 
delito  en  que  puede  imponerse  pena  corporis  a/lietivat  y 
absteniéndose  el  Procurador  Fiscal  de  entablar  acusación, 
por  creer  que  su  defendido  es  inocente,  carece  dicho  apo- 
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derado  de  personería  bastante  por  ouanto  la  ley  13,  tit.  5o 
'  p.  3*,  prohibe  acusar  por  medio  de  apoderado,  delitos  en  que 
pueda  ioiponerse  aquella  paúa,  con  lo  espuesto  por  el  apo- 
derado del  acusador  y  el  Procurador  Fiscal. — Y  considerando: 
i  o  Que  la  ley  12  citada,  que  prohibe  tanto  al  acusado 
como  al  acusador  defenderse  por  medio  de  procurador,  se 
funda  en  el  antiguo  principio  :  de  que  el  apoderado  hacía 
suyo  el  pleito,  como  se  deduce  de  la  razón  que  da  la  misma 
para  tal  prohibioion  «porque  la  justicia  non  se  podría  facer 
c  derechamente  en  otro,  si  non  en  aquel  que  fizo  el  yerro 
c  cuando  le  fuese  elprobado,  ó  en  acusador  cuando  acusase 
c  á  tuerto  i  y  según  lo  observan  los  últimos  anotadores  de  las 
partidas  y  traductores  de  los  comentarios  de  Gregorio  López 
en  la  adición  á  la  nota  69,  el  usb  y  la  costumbre  desestimaron 
tal  razón  y  la  ley  que  en  tan  débil  fundamento  se  basaba, 
agregando  á  continuación:  cY  en  efecto  desterrado  de  la 
jurisprudencia  aquel  caduco  principio  con  todas  sus  conae- 
cuencias,  se  (ídmiten  en  el  dia  hs  procuradores  de  los  acusa- 
dores de  los  no  presentes.  —  De  donde  resulta  que  siendo 
completamente  inútil  que  el  acusado  siga  por  si  mismo  la 
acusación,  puesto  que  la  resolución  final  que  la  declarase 
calumniosa  le  perjudicaría  aunque  tenga  apoderado  que  lo 
represente,  dicha  práctica  es  legitima  y  conforme  con  la  ley 
10,  tit.  17,  lib.  4^R.  G.  que  ordena  que  los  Jueces  procedan 
y  fallen  sabida  la  verdad  sin  sujetarse  á  las  estrictas  formali- 
dades; 2^  Que  aún  dado  caso  que  la  ley  de  Partida  citada 
estuviese  en  vigencia,  solo  podría  aplicarse  á  los  casos  de- 
signados en  la  misma,  y  no  á  todo  los  casos  en  que  pudiese 
venir  al  reo  pena  corporis  afiiciita^  puesto  que  no  teniendo 
objeto  la  restricción  que  impone  á  la  libertad,  que  cada  uno 
tiene  de  hacerse  representar  por  medio  de  apoderado,  debia 
interpretarse  restrictamente,  y  mucho  mas,  cuando  el  acusa 
dor  le  querella  de  injuria  hecha  i  él,  en  que  la  ley  concede 
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mas  libertad  al  ofendido ;  3o  Que  en  el  caso  presente  y  en 
el  estado  en  que  se  halla  el  proceso,  no  puede  decirse  que  el 
delito  de  que  es  acusado  Gallino  sea  de  aquellos  que  merez- 
can pena  corporis  aflictiva]  pues  el  Juzgado  estimando  los* 
méritos  del  proceso,  le  ha  concedido  la  escarcelacion  bajo 
de  fianza,  por  creer  que  en  caso  de  imponérsele  alguna  pena 
por  la  definitiva,  no  seria  corporal  sino  pecuniaria,  y  si  bien 
el  procesado  no  ha  querido  presentar  fiador  llano  y  abonado 
para  salir  déla  prisión,  esto  no  varia  la  naturaleza  de  la  causa. 
Por  estos  fundamentos  no  ha  lugar  á  la  escepcion  de 
falta  de  personería,  deducida  por  el  defensor  de  Gallino  y  en 
su  consecuencia  conteste  derechamente  el  traslado  de  la 
acusación  entablada  contra  su  defendido.— «Hágase  saber  y 

repónganse  en  oportunidad. 

Carlos  Luna. 

Apelada  esta  sentencia,  fué  declarado  nulo  todo  el  procO'*' 
so  por  el  siguiente 

Fallo  de  la  Sapreina  Carie. 


Buenos  Aires,  Marzo  9  de  1875, 

La  resolución  de*  este  recurso  no  ofrecería  dificultud,  si 
hubiera  de  considerarse  solamente  la  cuestión  de  personería 
que  lo  motiva. 

Pero  los  Tribunales  Nacionales,  como  todos  los  que  ejer- 
cen una  jurisdicion  limitada  é  improrogable,  tienen  el  deber 
de  examinar  ante  todo,  si  el  asunto  que  se  les  presenta  es 
ó  no  de  su  competencia,  y  en  caso  de  no  serlo,  inhibirse  de 
entender  en  él ,  aunque  las  partes  no  lo  soliciten.  El  Juez 
de  Sección  ha  hecho  sin  duda  este  examen,  y  por  el  hecho 
de  admitir  la  acusación  y  sustanciarla  hasta  su  estado 
actual  sin  inhibirse,  se  vé  que  ha  entendido  ser  competente. 
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Pero  ¿  cuál  puede  ser  la  razón  de  su  competencia  ? 

En  materia  criminal,  la  jurisdicción  de  los  Jueces  de  Sec- 
ción, se  limita  á  los  casos  especificados  en  el  artículo  tercero 
déla  ley  sobre  jurisdicción. 

¿A  cuál  de  ellos  puede  adscribirse  el  presente  ? 

Don  Rafael  Gallino  (hijo)  siendo  Juez  de  Paz  en  uno  de 
los  Departamentos  de  la  Provincia  de  Corrientes,  puso  en 
prisión  á  Don  Gregorio  Rodríguez,  Administrador  de  Correos 
entonces  en  la  misma  localidad,  por  considerarlo  culpable 
de  actos  que  comprometían  el  orden  y  seguridad  de  la 
Provincia;  y  con  el  sumario  respectivo,  puso  el  preso  á  dis- 
posicion[del  Juez  del  Crimen  Provincial.  Creyendo  éste  que 
el  asunto  era  de  la  jurisdicción  nacional,  lo  pasó  al  Juez  de 
Sección,  quien  en  vista  del  sumario,  mandó  poner  en  liber- 
tad á  Rodríguez. 

Destituido  éste  de  su  empleo,  acusa  críminalmente  á  Ga  • 
llino,  que  ha  dejado  también  de  ser  Juez  de  Paz,  por  haberlo 
reducido  á  prisión,  ilegal  y  arbitrariamente. 

Es  pues  en  resumen  un  ex-empleado  de  Correos  que  acusa 
críminalmente  á  un  ciudadano  de  Corrientes  por  actos  prac- 
ticados siendo  Juez  de  Paz,  y  en  desempeño  de  su  empleo. 
Y  por  consiguiente,  los  Jueces  competentes  para  conocer  de 
esa  acusación  no  son  otros  que  los  de  la  Provincia  de  Cor- 
rientes. 

No  hay  ninguna  razón  especial  para  que  corresponda  al 
fuero  nacional.  El  acusador  era  un  empleado  nacional  al 
tiempo  de  ser  preso ;  pero  el  motivo  de  la  prisión  no  fué 
nada  concerniente  á  su  empleo :  fué  el  hecho  de  distribuir 
y  hacer  circular* impresos,  que  el  Juez  de  Paz  consideró  sub- 
versivos y  peligrosos  al  orden  de  la  Provincia,  amenazado 
por  la  rebelión  que  habia  estallado  en  Entre-Rios. 

Para  hacer  entrar  el  caso  en  los  del  inciso  tercero  del  ar- 
ticulo tercero  antes  citado,  el  acusador  pretende  haber  sido 
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violado  los  artículos  cuarenta  y  cinco  y  el  cuarenta  y  nueve 
de  la  ley  penal,  cuya  aplicación  solicita. 

Pero  el  articulo  cuarenta  y  nueve  habla  de  los  que  deípojan 
á  un  conductor  de  correspondencia^  de  toda  ó  parte  de  ella ; 
y  Gallino  no  es  acusado  de  nada  semejante.  Y  el  artículo 
cuarenta  y  cinco  aunque  habla  de  prisiones  ilegales  ó  irre- 
gulares, debe  circunscribirse  solo  á  lo  nacional;  es  decir,  á 
los  que  libran  orden  de  prisión  ó  arresto,  debiendo  ser  y 
no  siendo  autoridad  nacional  competente;  ó  que  aún  sién- 
dolo, omiten  espedirla  por  escrito.  Pero  si  esto  mismo  sucede 
en  el  orden  provincial,  y  con  motivo  de  actos  sujetos  á  la 
jurisdicción  provincial,  como  los  atribuidos  á  Rodríguez, 
entonces  los  Tribunales  nacionales  nada  tendrían  que  hacer 
y  el  artículo  cuarenta  y  cinco  no  les  daría  jurisdicción. 
De  otro  modo  seria  preciso  concluir  que  toda  prisión  ó 
arresto  ordenado  en  cualquier  punto  de  la  República  sin 
orden  escríta;  ó  por  autoridad  incompetente,  nacional  ó 
provincial,  es  delito  de  la  jurisdicción  nacional ;  lo  que  seria 
un  error  evidente.  Para  los  efectos  de  competencia,  el  caso 
es  el  mismo  que  si  un  empleado  nacional  hubiese  sido 
preso  por  homicidio  ú'  otro  cualquier  delito  ordinario,  co- 
metido en  una  Provincia. 

No  siendo  pues,  competente  el  Juez  de  Sección  para  co- 
nocer de  la  acusación  entablada  contra  Gallino,  la  Corte, 
de  conformidad  con  lo  pedido  por  el  señor  Procurador 
General  declara  nulo  y  sin  efecto  este  proceso.  —  Satisfe- 
chas las  costas  y  repuestos  ios  sellos,  devuélvanse  y  notifí- 
quese  con  el  original. 

Salvador  M'  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado.  —  José  BaIuíos  Pazos.  — 
J.  B.  Gorostiaga.  —  J.  Domínguez. 
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CAUSA    XIII. 


Criminal,  contra  el  Gobernador  de  la  Provincia  de  Corrientes^ 
su  Ministro  y  Ge  fe  Político  por  delito  de  sedición^  sobre 

competencia. 


Sumario. —  1°.  Las  autoridades  provinciales  no  pueden 
por  si  escarcelar  á  los  que  se  hallen  presos  por  orden  de  los 
Tribunales  Federales/ aunque  se  trate  de  empleados  al  ser- 
vicio de  la  Provincia. 

2o.  Producido  el  hecho  de  la  escarcelacion,  las  exigen- 
cías  de  la  Administración  de  justicia  quedan  satisfechas  con 
la  reposición  de  las  cosas  á  su  estado  anterior. 

3^  Si  ese  hecho  ha  tenido  lugar  por  cuestión  de  jurisdic- 
ción y  no  por  hostilidad  á  la  autoridad  Nacional,  no  existe 
delito  de  sedición  y  debe  desecharse  in  íimine  la  acusación 
que  se  deduzca  al  respecto. 

4o.  Los  juzgados  de  sección  no  tienen  jurisdicción  para 
procesar  criminalmente  á  las  personas  que  ejercen  el  Go- 
bierno de  una  'Provincia  por  hechos  practicados  en  su  ca- 
rácter oficial. 

5o.  Equiparar  con  los  subalternos  del  juzgado  á  los  Gober- 
nadores y  Ministros  de  las  Provincias  obrando  como  tales,  y 
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creerse  facultado  un  juez  de  sección  para  corregirles  can 
multas,  es  una  confusión  de  ideas  deplorable  é  insostenible. 

Ca«o.— Deducida  por  D.  Gregorio  Rodríguez  la  acusación 
criminal  contra  D.  Rafael  Gallino  (hijo),  de  que  se  trata  en 
la  causa  que  precede,  el  juez  de  sección  ordenó  la  prisión 
de  Gallino  y  pidió  informe  al  Gobernador  de  la  Provincia  de 
Corrientes. 

El  Gobernador  contestó  que  Gallino  al  procesar  y  poner 
preso  á  Rodríguez  habia  cumplido  sus  órdenes,  se  declaró 
responsable  de  su  conducta,  y  pidió  que  siendo  inculpable 
Gallino  se  le  pusiera  en  libertad. 

Pasó  en  seguida  otra  nota  al  Juez  de  Sección,  pidiendo  que 
por  la  parte  que  le  cabia  en  el  juicio,  se  diera  interven- 
ción al  Fiscal  General  de  la  Provincia. 

Con  nota  posterior  reiteró  el  pedido,  y  manifestó  que  des- 
conocia  la  jurisdicción  del  juez  para  procesar  á  uno  de  sus 
empleados  por  el  hecho  de  haber  cumplido  sus  órdenes,  y 
que  habia  puesto  á  Gallino  en  libertad,  asignándole  la  ciu- 
dad por  cárcel  hasta  la  conclusión  del  juicio. 

El  Juez  de  Sección  exigió  la  restitución  del  preso  á  la 
cárcel,  y  recibiendo  contestación  negativa,  pidió  ausiíio  al 
Gobierno  Nacional  que  puso  á  disposición  del  juez  la  fuer- 
za necesaria. 

El  Gobierno  de  la  Provincia,  conocido  el  hecho,  mandó 
restituir  á  Gallino  á  su  prisión,  manifestando  al  juez  los  ma- 
yores deseos  de  proceder  en  armonía  con  las  autoridades  na- 
cionales ;  y  el  Gefe  de  Policía  dio  cuenta  que  Gallino  se 
encontraba  ya  en  la  cárcel  á  disposición  del  Juzgado. 

Pasados  todos  estos  antecedentes  al  Procurador  Fscal,  pi- 
dió éste  que  no  se  diera  intervención  al  Fiscal  de  la  Provin- 
cia, y  en  cuanto  al  hecho  de  la  escarcelacion  de  Gallino, 
acusó  al  Sr.  Gobernador  de  la  Provincia  D.  Miguel  Gela- 
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bert,  á  su  Ministro  D.  José  M.  Gabral  y  Meló,  y  al  Gefe  Po- 
lítico D.  Sebastian  Alegre  por  el  delito  de  sedición,  y  pidió 
que,  formándose  incidente  por  separado,  se  condenara  á  los 
dos  primeros  á  la  mulla  de  8,000  pesos  fuertes,  y  al  últi- 
mo á  la  de  1,000  pesos  fuertes,  con  arreglo  al  artículo  20, 
inciso  %  y  artículos  SI  y  22  de  la  ley  Nacional  penal. 


Fallo  del  ^«es  de  Seeeion. 


Corrientes,  Julio  13  de  1874. 

Vista  la  acusación  criminal  entablada  por  el  procurador 
fiscal  especial  en  la  causa  que  se  sigue  á  D.  Rafael  Gallino 
( hijo ),  por  prisión  ilegal  al  Administrador  de  Correos  nacio- 
nales de  Mercedes,  contra  el  Gobernador  de  esta  Provincia 
D.  Miguel  V.  Gelabert,  su  Ministro  D.  José  María  Cabral  y 
Meló  y  el  Gefe  de  Policía  D.  Sebastian  Alegre,  por  delito  de 
sedición  que  dice  han  cometido  poniendo  en  libertad  de  pro- 
pia autoridad  á  dicho  Gallino,  preso  por  orden  de  ese  Juz- 
gado, según  aparacece  de  las  notas  pasadas  por  el  Gobierno 
y  Gefe  de  Policía,  corrientes  á  fs.  78  y  fs.  83,  pidiendo  en 
consecuencia  se  aplique  á  los  dos  primeros  la  multa  de 
Jffts.  3,000  á  cada  uno  y  mil  al  segundo,  de  conformidad 
á  los  artículos  21  y  22  de  la  ley  penal  Nacional. — Y  con- 
siderando: I''  Que  siendo  el  sistema  de  gobierno  que  nos  ri- 
ge un  gobierno  de  la  ley  y  no  de  la  fuerza  ó  violencia,  y 
teniendo  el  Juzgado,  la  misión  de  interpretar  y  aplicar  la  ley 
á  los  casos  que  ocurran  y  se  sometan  á  su  decisión  por  ele- 
vada que  sea  la  posición  de  los  que  fuesen  acusados,  con- 
viene fijar  la  cuestión  en  el  presente  caso,  examinando  si  los 
Gobernadores  de  Provincia  y  sus  Ministros  pueden  ser  acu- 
sados mientras  ejerzan  sus  funciones,  ante  los  Juzgados  Na- 
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ciooales  por  delitos  6  faltas,  violando  las  leyes  penales  de  la 
misma,  antes  de  haber  sido  acusados  por  la  Cámara  Le- 
gislativa y  juzgados  por  el  Tribunal  competente,  de  confor- 
midad á  al  artículo  38,  inciso  33  y  articulo  86  de  la  Cons- 
titueion  Provincial;  i""  Como  debe  ser  calificado  el  hecho  que 
motiva  la  acusación.  3^  Que  relativamente  al  primer  punto, 
el  Juzgado  cree  que  los  Gobernadores  y  sus  Ministros  no 
gozan  del  juicio  político  cuando  son  acusados  por  violación 
de  las  leyes  penales  de  la  Nación:  ío  porque  la  Constitución 
Nacional,  las  leyes  que  en  sii  consecuencia  se  dieren  y  los 
tratados  son  la  ley  suprema  de  la  Nación  y  las  autoridades 
de  cada  Provincia  están  obligadas  á  conformarse  á  ellas  no 
obstante  cualquier  disposición  en  contrario  que  contengan 
las  leyes  ó  constituciones  provinciales,  artículo  31  de  la 
Constitución  Nacional,  y  mal  podrian  ser  la  Constitución  y 
leyes  la  ley  suprema,  si  los  Tribunales  Nacionales,  creados 
por  la  misma  con  jurisdicción  propia  y  determinada,  tanto 
para  las  causas  3iviles  y  criminales,  no  pudiesen  proceder  á 
conocer  y  decidir  las  causas  que  nacen  de  violación  de  le- 
yes penales  Nacionales,  cuando  el  que  las  viola  fuese  Go- 
bernador de  la  Provincia,  pues  en  tal  caso  quedarían  pen- 
dientes de  la  buena  ó  mala  disposición  de  la  Cámara  Legis- 
lativa de  lá  Provincia.  2o  Que  la  Constitución  Nacional  en 
su  articulo  45  establece  que  la  Cámara  do  Diputados  Na^ 
cionales,  ejerce  el  derecho  de  acusar  ante  el  Senado  al  Pre- 
sidente y  Vice-Presidente^  sus  Ministros  y  á  los  miembros 
de  la  Corte  Suprema  y  demás  Tribunales  inferiores  de  la  Na- 
ción, entre  los  designados  no  nombra  á  los  Gobernadores 
de  Provincia  y  sus  ministros,  y  siendo  la  jurisdicción  de  los 
Tribunales  Nacionales  general  para  todos  los  casos  de  su 
competencia,  no  pueden  estar  esceptuadas  otras  personas  ó 
funcionarios  que  los  espresamente  designados  en  ella,  pues, 
aunque  es  verdad  que  las  Provincias  son  soberanas  é  inde- 
T.  vn.  6 
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pendientes,  se  dan  sus  propias  instituciones  y  eligen  sus 
Gobernadores  y  funcionarios  sin  intervención  del  Gobierno 
Nacional,  no  lo  es  menos  que  no  conservan  el  poder  dele- 
gado á  la  Nación,  y  uno  de  los  poderes  delegados  es  el  es- 
tablecimiento de  los  Tribunales  Nacionales,  con  jurisdicción 
para  entender  en  las  causas  que  nacen  de  la  Constitución  y 
leyes  del  Congreso. 

Porfln,  el  articulo  102  de  la  Constitución  Nacional  esta- 
blece que  todos  los  juicios  criminales  ordinarios  que  no  se 
deriven  del  derecho  de  acusación  concedido  á  la  Cámara  de 
Diputados,  serán  terminados  por  jurados,  luego  que  se  es- 
tablezcan en  la  República;  y  no  habiendo  concedido,  como 
se  ha  visto  á  dicha  Cámara  el  derecho  de  acusar  á  los  Go- 
bernadores de  Provincia,  se  sigue  que  los  juicios  que  se  pro- 
muevan contra  estos  funcionarios  por  violación  de  las  leyes 
de  la  Nación  deben  ser  terminados  en  la  forma  establecida 
para  cualquier  otro  ciudadano ;  3^  Que  entrando  al  fondo 
de  la  causa,  resulta,  que  el  Gobierno  de  la  Provincia  por  su 
propia  autoridad  y  desconociendo  la  jurisdicción  de  este 
juzgado,  mandó  poner  en  libertad  con  la  ciudad  por  cár- 
cel al  procesado  D.  Rafael  Gallino  ( hijo )  y  el  Gefe  de 
Policfa  cumplió  la  orden,  según  aparece  de  las  notas  cor- 
rientes á  fs.  78  y  83,  y  solo  después  que  el  Gobierno  Nacio- 
nal resolvió  remitirá  disposición  del  Juzgado  la  fuerza  ne- 
cesaria se  presentó  dicho  procesado  á  la  prisión,  según  lo 
ha  comunicado  el  Gefe  de  Policía  por  la  nota  de  fs.  91, 
manifestando  al  mismo  tiempo  el  Gobierno  que  está  dispuesto 
á  armonizar  con  los  Poderes  Públicos  establecidos  por  la 
Constitución  Nacional,  de  cuyos  antecedentes  resulta  que 
habiendo  vuelto  las  cosas  en  el  estado  que  antes  tenian,  no 
se  debe  proceder  por  la  via  ordinaria  á  conocer  del  delito 
acusado,  pues  la  legislación  de  los  diversos  paises  es  varia 
relativamente  al  caso  de  que  intimados  loa  que  cometen  sedi-< 
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cionsa  disuelven  y  desisten  de  su  empeño,  declarando  unas 
que  quedan  exentos  de  pena  y  otras  que  se  les  imponga  pena 
menor,  y  el   artículo  26   de   la  Ley    Nacional  guarda  si* 
lencio  al  respecto,  debiendo  por  otra  parte  esperarse  que 
las  autoridades  provinciales  guarden  en  lo  sucesivo  la  línea 
de  conducta  que  marcan  la  Constiliicion  y  las  leyes,  haciendo 
valer  sus  derechos  en  la  forma  debida,  y  no  contrariando  vio- 
lentamente las  resoluciones  judiciales,  i^'  Que  por  el  artículo 
19  de  la  ley  de  competencia,  se  dá  facultad  á  la  Corte  Suprema 
y  á  los  Jueces  de  Sección,  para  corregir  con  multas  que  no 
escedan  de  jfles.  50,  ó  prisión  que  no  pase  de  ocho  dias 
las  faltas  de  respeto  que  se  cometieren  contra  su  dignidad 
en  los  alegatos.  .  .  y  las  que  sus  subalternos  ú  otras  per- 
sonas cometieran  contra  su  autoridad  obstruyendo  el  curso 
de  la  justicia  ó  en  daños  de  las  partes,  y  en  el  caso  pre- 
sente el  Gobierno  de  la  Provincia,  ultrapasando  los  límites 
de  su  autoridad  ha  contrariado  abiertamente  las  providen- 
cias de  este  Juzgado,  poniendo  en  libertad  al  procesado  Ga- 
llino    y  el  Gefe  de  Policía  ha  cumplido  esta  orden  ilegal, 
todo  lo  que  contribuiría  á  menoscabar  la  independencia   y 
autoridad  del  Juzgado  Nacional,  sino  corrigiese,  como  es  de 
su  deber,  estos  abusos.     Por  estos  fundamentos  se  declara 
que  no  ha  lugar  á  la  acusación  entablada  por  el  Procurador 
Fiscal,  por  delito  de  sedición,  y  usando  de  la  facultad  que 
le  concede  la  ley,  se  condena  al  Sr.  Gobernador  de  la  Pro- 
bincia,  D.  Miguel  V.  Gelabert,  á  su  minietro  D.  José  María 
Cabral  y  Meló  y  al  Gefe  de  Policía  D.  Sebastian  Alegre  á  la 
multa  de  jfles.  50  á  cada  uno. —  Comuniqúese  esta  resolu- 
ción por  oficio  y  hágase  saber  al  Procurador  Fiscal  en  el  ori- 
ginal. 

Cárlot  Luna. 

El  Gefe  de  Policía  apeló  de  esta  sentencia  y  se  concedió 
el  recurso  en  relación.    Al  mismo  tiempo  el  Poder  Ejecutivo 
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de  la  Provincia  de  Corrientes  remitió  la  copia  de  aquella  á 
la  Suprema  Corte  para  que  dictara  su  resolución. 

La  Suprema  Corte  pasó  el  proceso  en  vista  al  Sr.  Procu- 
rador General. 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROGURiDOR  GENERAL. 

D.  Gregorio  Rodríguez  no  tenia  contra  GaUino  sino  la 
acción  civil  jpor  daños  y  perjuicios.  No  se  sabe  con  que 
fundamento  el  Juez  de  Sección  habia  seguido  un  juicio  cri- 
minal reduciendo  á  prisión  al  Juez  de  Paz  D.  Rafael  Gallino. 
Este  juicio  y  esta  prisión  son  esencialmente  nulos,  porque 
no  se  apoyan  en  ley  alguna. 

El  Gobernador  de  Corríenles  no  podia  permitir  que  el 
Juez  de  Sección  prendiera  á  los  jueces  de  la  Provincia  é  hi- 
zo poner  en  libertad  á  Gallino. 

Este  hecho  dio  motivo  al  Juez  de  Sección  para  seguir 
una  causa  criminal  contra  el  Gobernador  y  su  ministro,  con- 
denándoles á  una  multa ;  y  en  esto  habia  obrado  sin  juris- 
dicción. Ninguna  autoridad,  aun  la  mas  alta,  que  es  el  Con- 
greso, tieae  facultad  de  seguir  una  acción  criminal  contra 
el  Gobernador  de  una  Provincia  porque  esto  seria  vio- 
lar su  independencia  ;  y  en  este  principio  se  fundó  la 
enmienda  que  se  hizo  á  la  antigua  Constitución,  la  que 
quitó  á  la  Cámara  de  Diputados  la  facultad  de  acusar  á  los 
Gobernadores  de  Provincia  ante  el  Senado.  Esta  enmienda 
está  muy  lejos  de  importar,  como  lo  pretende  el  Juez  de 
Sección,  que  los  Gobernadores  se  hallen  sujetos  á  la  justicia 
ordinaria  en  las  causas  criminales. 

Un  Gobernador  puede  solo  ser  demandado  civilmente,  y 
ante  la  Suprema  Corte;  y  por  consiguiente  todo  el  procedi- 
miento del  Juez  de  Sección  es  nulo  por  falta  de  jurisdicción, 
y  así  debe  declararse,  ordenándose  también  la  escarcela- 
clon  de  Gallino  por  ser  su  actual  prisión,  ilegal  y  arbitraría. 

Francisco  Pico. 
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Fallo  4e  1»  üapreina  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  9  de  1875. 

Vista  esta  causa  seguida  contra  el  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia de  Corrientes  D.  Miguel  V.  Gelabert^  su  ministro 
D.  José  M.  Gabral  y  Meló  y  el  Gefe  de  Policía  D.  Sebastian 
Alegre,  resulta  que  ella  tiene  por  origen  los  siguientes  he- 
chos : —  Habiendo  acusado  crin)inalmente  D.  Gregorio  Ro- 
dríguez al  ex-Juez  de  Paz  de  aquella  Provincia  D.  Rafael  Ga- 
llino  (hijo)  por  haberlo  reducido  injustamante  á  prisión  mien- 
tras se  hallaba  al  frente  de  la  Administración  de  Correos,  el 
Juez  de  Sección  ordenó  la  prisión  del  espresado  Gallino,  co- 
misionando al  Jefe  de  Policía  Alegre  para  efectuarla  ;  y  pidió 
informe  al  Gobierno  de  la  Provincia.  El  Gobierno  infor- 
mando oficialmente,  espuso  que  Gallino  no  habia  hecho  mas 
que  cumplir  sus  órdenes  al  arrestar  á  Rodríguez ;  que  él 
asuroia  la  responsabilidad  del  hecho,  y  que  siendo  inculpa- 
ble Gallino,  debia  ser  puesto  en  ^libertad.  En  nota  poste- 
terior  el  Gobierno  pidió  al  Juez,  que  por  la  parte  que  le  ca- 
bia  en  el  juicio  diese  intervención  en  él  al  Fiscal  Gene- 
ral de  la  provincia ;  y  mas  tarde,  habiendo  pasado  esta  no- 
ta en  vista  al  Procurador  Fiscal  de  aquella  Sección,  pasó 
nuevo  oficio  reiterando  su  pedido,  desconociendo  la  juris- 
dicción del.  Juez  para  procesar  á  uno  de  sus  subalternos 
por  haber  cumplido  sus  órdenes,  y  comunicándole  que  habia 
puesto  en  libertad  á  Gallino,  dándole  la  ciudad  por  cárcel 
hasta  la  terminación  del  juicio.  El  Juez  de  Sección  exijió  la 
restitución  del  preso  á  la  Cárcel  de  Policía,  y  previno  al  Go- 
bierno de  la  Provincia  que  en  caso  de  negativa,  pediría  au- 
silio  al  Nacional  para  hacer  respetar  su  autoridad  y  sus 
resoluciones.  Y  siendo  en  efecto  negativa  la  contestación  del 
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Gobierno  de  Corrientes,  el  Juez  pidió  ausilio  al  Ejecutivo 
Nacional,  que  lo  acordó,  mandando  poner  á  disposición  del 
Juez  la  fuerza  necesaria. 

Puesto  esto  en  conocimiento  del  Gobierno  de  la  Provin- 
cia, mandó  inmediatamente  restituir  á  Gallino  á  su  prisión, 
manifestando  al  Juez  los  mayores  deseos  de  proceder  en 
armonía  con  las  autoridades  nacionales  ;  y  el  Jefe  de  Policía 
á  la  vez,  comunicó  hallarse  de  nuevo  el  preso  en  la  Cárcel 
de  Policía,  á  la  disposición  del  Juzgado. 

Con  esto  debió  quedar  de  todo  punto  concluido  el  inci- 
dente. El  Gobernador  de  la  Provincia  no  habla  procedido 
justiñcadamenle  al  escarcelar  á  un  individuo  preso  por  or- 
den del  Juez  de  Sección.  GaHino  no  era  ya  un  empleado 
de  su  administración,  porque  había  dejado  de  ser  Juez  de 
Paz;  pero  aunque  lo  fuese,  no  era  esa  la  actitud  que  al  Go- 
bierno Provincial  correspondía  asumir,  sino  dejar  que  el 
acusado  se  defendiese  ante  el  Juez  que  lo  procesaba,  usando 
en  caso  necesario  de  los  recursos  legales  para  ante  la  Cor- 
te Suprema;  y  limitarse  por  su  parte  á  suministrar  los  in- 
formes que  fuesen  del  caso.  Pero  desde  que,  prevenido 
del  conflicto  á  que  iba  á  dar  lugar,  se  apresuró  á  restituir 
la  cosas  á  su  anterior  estado,  quedando  respetadas  y  cum- 
plidas las  providencias  del  Juez,  las  exigencias  de  la  admi- 
nistración da  justicia,  estaban  satisfechas. 

El  Procurador  Fiscal  sin  embargo,  encontró  culpable 
de  sedición  al  Gobernador  y  su  ministro,  por  haber  ordenado 
la  soltura  del  preso,  y  al  Jefe  Político  por  haber  cumplido 
la  orden  ;  y  se  creyó  en  el  caso  de  acusarlos  criminalmente, 
invocando  para  ello  tos  artículos  veinte,  veinte  y  uno  y 
veinte  y  dos  de  la  ley  penal  de  la  Nación. 

Esto  fué  evidentemente  una  mala  apreciación  de  los  he- 
chos, y  una  equivocada  aplicación  de  las  disposiciones  ci- 
tadas. 


\ 
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El  Gobierno  de  Corrientes  no  se  alzó,  publicamente  en  el 
sentido  del  artículo  veinte  para  impedir  la  ejecución  y  cumplí, 
miento  de  las  providencias  del  Juez  de  Sección,  Todo  bien  con- 
siderado, no  hubo  otra  cosa  que  una  cuestión  de  jurisdicción, 
por  negar  aquel  Gobierno  la  competencia  del  Juez  para  pro- 
cesar á  un  empleado  provincial,  que  habia  obrado  bajo  sus 
órdenes,  y  cuya  conduela  habia  merecido  su  aprobación :  y 
la  facilidad  con  que  se  prestó  á  abandonar  el  camino  que 
habia  adoptado,  muestra  que,  sí  estaba  en  error  ;  equivo- 
caba !os  medios,  su  intención  no  era  hostil  á  la  autoridad 
Nacional. 

El  Juez  por  eso,  desechó  in  limine  la  acusación,  sin  sus- 
tanciarla, y  sin  citar  tan  solo  á  los  acusados. 

Pero  habia  otra  cuestión  que  debia  tomar,  y  tomó  eji  efec- 
to en  consideración  antes  de  resolver  sobre  el  fondo :  y  era 
si  un  Jaez  de  Sección  tenia  jurisdicción  para  procesar  cri- 
minalmente á  las  personas  que  ejercen  el  Gobierno  de  una 
Provincia,  por  hechos  practicados  en  su  carácter  oñcial. 

El  Juez  ha  decidido  afirmativamente,  dando  por  razón  que 
al  someter  la  ley  á  los  Jueces  de  Sección  el  conocimiento, 
de  los  causas  de  sedición,  no  ha  hecho  distinciones,  ni  ha 
escepluado  personas,  por  encumbrada  que  fuese  su  posición. 

Pero  la  distinción  en  este  caso,  está  en  la  naturaleza  de  las 
instituciones  federales,  en  las  cuales  es  de  esencia  la  inde- 
pendencia de  los  Gobiernos  provinciales,  y  la  seguridad  ó  in- 
violabilidad de  sus  Poderes  públicos;  y  todo  eso  dejaria  de 
existir,  desde  que  esos  Poderes  fuesen  responsables  criminal- 
mente por  sus  actos  oficiales,  en  la  misma  forma  que  los  in- 
dividuos particulares. 

Esta  diferencia  entre  un  Poder  público  y  un  particular,  no 
ha  debido  escapar  al  Procurador  Fiscal,  al  deducir  la  acusa- 
ción; pues  no  ha  pedido  la  prisión   de  los  acusados,  como 
hubiera  debido  hacerlo  en  un  caso  ordinario;  ni  tampoco  la 
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pena  legal  del  delito,  que  es  la  de  estrañamiento,  limitán- 
dose á  pedir  la  pecuniaria,  que  solo  es  impuesta  por  la  ley 
acesoriaroente,  y  por   via  de  reagravación  de  la  principal. 

El  Juez  mismo,  al  adoptar  un  procedimiento  estraordi- 
nario,  decidiendo  la  cuestión  de  jurisdicción  y  sentenciando 
al  mismo  tiempo  la  causa,  sin  citar  ni  oir  á  la  parte  inte- 
resada, ha  debido  sentir  también  que  no  era  lo  mismo  que 
cualquier  otro  caso,  el  de  procesar  al  Poder  Ejecutivo  de  una 
Provincia,  constituirlo  en  prisión  y  desterrarlo  tal  vez,  que- 
dando esa  Provincia  sin  gobierno  por  el  solo  mandamiento 
de  un  Juez  de  Sección. 

Ante  diFerencias  tan  fundamentales,  el  Juez  no  ha  debido 
buscar  disposiciones  que  sacaran  el  caso  de  su  jurisdicción, 
sino  disposiciones  que  lo  sometiesen  á  ella;  y  entonces  no  las 
habría  encontrado,  y  su  resolución  habría  sido  mas  acertada. 

Esa  misma  diferencia  ha  debido  retraer  al  Juez,  del  uso 
que  ba  hecho  de  la  facultad  disciplinaria  que  le  confiere  el 
artículo  diez  y  nueve  de  la  ley  de  jurísdiccion  y  competen- 
cia para  corregir  á  los  subalternos  y  otras  fersonas  que  estor- 
ban el  curso  de  la  justicia.  Equiparar  con  los  subalternos 
del  Juzgado á  los  Gobernadores  y  ministros  délas  Provin- 
cias, obrando  como  tales,  y  creerse  facultado  un  Juez  de  Sec- 
ción para  corregirlos  con  multas  es  uña  confusión  de  ideas 
verdaderamente  deplorable  é  insostenible. 

La  Suprema  Corte  en  consecuencia,  y  de  conformidad  con 
lo  pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  declara  nulo  por 
falta  de  jurisdicción  este  proceso.  Satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvase.  Potinqúese  con  el  orijinal. 

Salvador  M^  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pazos. 
— J.B.  GoROSTiAGA.— J.  Domínguez. 
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CülUSA.  miV. 


jD.  Nicolás  B.  Cerruti,  contra  la  compafüa  de  Seguro^  Mutuos 
Fluviales  por  cobro  de  seguros  y  sobre  escepciones  dilatorias. 


Sumario,  —  Las  escepciones  dilatorias  no  pueden  opo- 
nerse fuera  del  término  del  artículo  72  de  la  ley  nacional  de 
Procedimientos. 


C^«o. —Resueltas  las  cuestiones  de  competencia,  y  las 
escepciones  dilatorias  sobre  insaculación  de  arbitros,  por 
los  fallos  de  la  Suprema  Corte  de  24  de  Abril,  19  de  Julio 
y  16  de  Octubre  de  1873,  se  citó  á  las  partes  á  comparendo 
y  exhibido  el  libro  de  actas  de  la  Gompañia,  Gerruti  opuso 
que  el  acta  de  13  Octubre  de  1872  era  nula,  y  pidió  se 
declarara  ésta  nula  y  falsa  y  se  convocara  á  Asamblea  para 
el  nombramiento  de  los  siete  arbitros  que  debian  insacu- 
larse. 

Conferido  traslado,  la  Compañia  sin  contestarlo,  pidió 
que  siendo  estrangero  Cerruti  y  sin  domicilio  6jo,  se  le 
mandara  arraigar  el  juicio  con  arreglo  al  artículo  74  de  la 
ley  de  procedimientos. 


S2  FALLOS  hE  ul  Suprema  corte 


Fallo  dd  Summ  de  Sección. 


Buenos  Aires;  Enero  30  de  1875. 

Siendo  dilatoria  la  escepoion  alegada,  y  de  conformidad 
al  articulo  72  de  la  ley  de  procedimientos,  no  ha  lugar  por 
estemporánea,  y  •contéstese  el  traslado  pendiente. 

Albarracin. 

La  Compañía  apeló,  y  se  le  concedió  el  recurso  en  re- 
acion. 


Fallo  de  lo  ftiipremo   Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  15  de  1875. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  e 
auto  apelado  de  fojas  ciento  ochenta  y  siete,  y  satisfechas 
las  costas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.  —  J. 
B.  GoROSTiAGA.  — J.  Domínguez. 
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Cl%U9ilL  TL\. 


D.  Juan  Dufour,  D.  Juan  Malcolm  y  D.  Carlos  Lumh, 
albacea  de  la  testamentaria  de  D.  Eduardo  Lumb,  contra 
el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Btienos  Aires^  sobre  pago  de 
un  terreno  é  indemnización  de  perjuicios. 


5ttmarto.— Siendo  falsos  los  hechos  en  que  se  funda  una 
demanda,  esta  debe  ser  rechazada  con    costas. 


Caso. — D.  J.  Dufour,  D.  Juan  Malcolm  y  D.  Carlos  Lumb, 
como  albacea  de  la  testamentaria  de  D.  Eduardo  Lumb, 
estranjeros,  se  presentaron  ante  la  Suprema  Corte  esponiendo: 
que  en  el  año  1871  sus  propiedades,  ubicadas  en  el  Ira*- 
yeoto  del  Ferro-carril  de  la  Chacarita,  Irabian  sido  invadidas 
por  agentes  y  fuerza  de  la  autoridad,  quienes  habían  abierto 
los  cercos,  destruido  sus  alambrados  y  postes,  y  arrazado 
jardines,  arboledas  y  alfalfares;  que  en  seguida,  por  una 
traza  arbitraría  para  el  camino  de  fierro,  en  que  ni  se 
habia  oído  al  Departamento  Topográfico,  sus  terrenos,  que- 
daron destrozados  en  fracciones,  sin  valor  y  sin  servir  para 
el  objeto  de  la  adquisición ;  que  en  seguida  se  habia  cons- 
truido el  ferro-carril  por  el  que,  desde  entonces,  se  con- 
ducen los  cadáveres  á  la  Chacarita. 
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Que  todos  estos  hechos  ejecutados  por  el  Gobierno  de 
la  Provincia  importan  ¿in  verdadero  despojo  contrario  á 
todo  principio  de  justicia.  Que  hacia  dos  años  ha  que  ve- 
nian  cobrando  al  Gobierno  de  la  Provincia  el  valor  de  sus 
tierras  ocupadas  y  el  de  las  indemnizaciones  por  los  per- ' 
juicios  causados.  Que  el  Gobiermo,  al  principio,  parecia 
dispuesto  á  entrar  en  un  arreglo  amigable,  porque  hacia 
un  año  que,  según  la  conducta  observada,  se  habian 
convencido  que  sus  derechos  no  serian  atendidos,  pues 
que  dia  á  dia  se  les  decia  en  el  Ministerio  de  Gobierno 
que  el  ministro  relenia  el  espediente  en  su  carpeta  sin  des- 
pacharlo. 

Fundados  en  estos  antecedentes  é  invocando  el  artículo  17 

4 

de  la  Constitución  Nacional,  entablaron  formal  demanda 
contra  el  Gobierno  de  la  Provincia,  á  fin  de  que  fuera  con- 
denado á  abonar  el  precio  de  sus  terrenos  según  tasación, 
y  ademas  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios,  cuyo 
mínimum  avaluaron    en  $fts.  12,000. 

El  Fiscal  General  contestando  pidió  que  se  desestimara  con 
costas  la  demanda.  Que  de  autos  consta  que  el  ferro- 
carril á  la  Chacarita,  ha  sido  establecido  en  una  calle  pú- 
blica que  es  la  prolongación  de  la  de  Corrientes.  Que  no 
debe  confundirse  la  traza  y  apertura  de  la  calle  con  el 
establecimiento  del  ferro-carril.  Lo  primero  fué  incum- 
bencia de  la  Municipalidad  de  Flores  y  lo  segundo  del  Go- 
bierno. Que  la  prolongación  de  la  calle  de  Corrientes  fué 
un  hecho  fatal  que  se  habría  realizado  dia  mas  ó  dia 
menos,  con  ó  sin  ferro-carril.  Qué  en  el  espediente  consta 
también  que  los  mismos  demandantes  fueron  los  que  pro- 
movieron la  apertura  de  la  calle  y  aprobaron  el  proyecto 
de  delincación,  según  el  informe  de  la  Municipalidad  de 
Flores.  Que  respecto  á  los  perjuicios  por  lo  que  los  deman- 
dantes llaman  la  espropiacion  para  el  ferro-carril,  debo  decir: 
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lo  Que  en  el  sapuesto  de  que  se  hayan  causado  daño» 
y  que  al  Gobierno  le  corresponde  abonarlos,  él  no  ha  dic- 
tado ninguna  resolución,  ni  inferido  lesión  alguna  al  de- 
recho con  que  se  consideran  investidos  los  demandantes 
que  pueda  justifícar  el  recurso  á  los  medios  coercitivos  de 
la  justicia,  para  compelerlo  al  cumplimiento  de  un  deber 
que  no  le  ha  sido  posible  reconocer  ni  negar,  precisa- 
mente porque  el  asunto  corría  los  trámites  necesarios  ante 
él  para  arribar  á  uno  ú  otro  resultado. 

2o  Que  habiendo  los  demandantes  pedido  ante  el  Go- 
bierno el  pago  de  lo  que  creen  que  se  les  debia,  no  han 
debido  abandonai'  ese  camino  sin  una  respuesta  categórica. 
Que  la  demora  es  debida  en  parte  á  la  tramitación  que 
naturalmente  tiene  todo  espediente  ante  el  Gobierno  y  en 
parte  también  á  no  haber  los  demandantes  evacuado  la 
vista  que  se  les  confirió  con  fecha  9  de  Enero  de  1873. 

3°  Que  no  puede  suponerse,  sin  ofender  á  las  personas 
que  desempeñan  el  P.  E.  de  la  provincia,  que  hayan  tenido 
el  propósito  de  demorar  indefínidamente  la  resoluciqn  de 
este  negocio  para   eludir  el  pago. 

4^  Finalmente,  que  el  Gobierno  de  la  Provincia  no  puede 
ni  debe  admitir  responsabilidad  alguna  ni  por  razón  del  ter- 
reno ocupado  por  el  ferro-carril  que  hace  parte  de  una 
calle  pública,  ni  por  razón  de  los  árboles  ú  oirás  mejoras, 
dado  caso  que  sean  cierto?,  que  hayan  quedado  compren- 
didas dentro  de  los  limites  que  la  delincación  competen- 
lemente  practicada  asignó  á  la  prolongación  de  la  calle  de 
Corrientes.  Que  en  todo  caso,  habria  otra  autoridad  de- 
mandable  pues  que  la  causa  determinante  de  los  daños 
estaría  en  el  establecimiento  de  la  calle,  no  siendo  el  ferro- 
carríl  mas  que  una  incidencia. 
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Acompañó  los  espedientes  sej^uidos  por  los  demandanles 
ante  el  Gobierno   de  la  Provincia. 


Fallo  de  1»  f  uprenuí  C^rte. 

Buenos  Aires^  Marzo  11  de  1875. 

Vistos  estos  autos,  iniciados  por  Don  Juan  Dufour,  Don 
Juan  Malcolm  y  Don  Garlos  P.  Lumb,  como  albacea  de  la 
testamentaría  de  Don  Eduardo  Lumb,  oontra  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  por  cobro  del  valor  de  unos  terrenos, 
ocupados  por  e\  Ferro-carril  de  la  Ghacarita,  y  conside- 
rando : 

Primero.  Que  por  los  informes  de  los  ingenieros  del  Fer* 
ro-carril  del  Oeste,  y  de  la  Municipalidad  de  San  José  de  Fio* 
res,  y  por  el  informe  de  esta  misma  Municipalidad  que  cor- 
ren á  fojas  diez  y  seis  y  diez  y  siete  vuelta,  y  diez  y  nueve, 
del  espediente  presentado  ad  efectum  videndi  por  el  Fiscal 
General  del  Gobierno  déla  Provinciu  de  Buenos  Aires,; que 
no  han  sido  contradichos  por  los  demandantes,  consta, 
que  el  Ferro-carril  de  la  Ghacarita,  fué  construido  sobre 
una  calle  pública  de  treinta  varas  de  ancho,  trazada  y  man- 
dada abrir,  en  los  límites  de  su  jurisdicion,  por  la  Muni- 
cipalidad de  San  José  de  Flores. 

Segundo.  Que  la  traza  y  apertura  de  esta  calle,  fué  so- 
licitada por  varios  vecinos  de  aquel  Partido,  entre  los  cuales 
se  encuentran  los  mismos  demandantes  Don  Garlos  Lumb, 
como  apoderado  de  su  padre  Don  Eduardo  Lumb  y  Don  Juan 
Malcolm,  siendo  convenido  por  ellos  con  dicha  Municipa- 
lidad, que  esta  calle  se  abriera  simultáneamente,  desde 
la  prolongación  de  la  calle  de  Gorrientes  hasta  la  Ghaca- 
rita, y  8in  indemnización  por  la  parte  de  terrenos  que  pu^ 
diera  darse  al  tránsito  público. 
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Tercero.  Que  no  se  ha  lomado  por  coDsiguiente,  en  la 
construcción,  durante  la  epidemia  de  mil  ochocientos  setenta 
y  uno,  del  Ferro-carril  de  la  Chacarita,  terreno  alguno  de 
propiedad  particular  que  debiera  ser  espropiado^  y  previa- 
mente indemnizado. 

Por  estos  motivos  y  de  conformidad  con  lo  pedido  por 
el  Señor  Procurador  General  (1)  se  absuelve  á  la  Provincia  de 
Buenos  Aires  de  la  demanda  interpuesta  contra  ella,  por 
Don  Juan  Dufour,  Don  Carlos  Lumb  y  Don  Juan  Malcolm, 
con  condenación  en  costas  á  los  demandantes,  satifechas 
las  cuales  y  repuestos  los  sellos,  archívense  los  autos,  previa 
devolución  de  los  espedientes  presentados  y  pedidos  ad  efec* 
tum  videndi. 

Salvador  M'  dill  Carril.— FRANciáco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
J.  B.  GoROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 


(1)    La  vista  del  Sr.  Procurador  General,  está  en  la  p&fina  461  del 
tomo  6*. 
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CAUSA.    1L¥I. 


9 

Criminal  contra  D.  Julián  Aguirre,  por  rebelión.  Incidente 

sobre  escarcelacion  bajo  fianza. 


Sumario.  —  Los  reos  de  delitos  que  do  se  castigan  con 
pena  corporal,  pueden  ser  escarcelados^  bajo  fianza. 


^  Caso. — En  23  de  Enero  de  1875.  D.  Julián  Aguirre  preso 
en  el  cuartel  de  Policía  de  Mendoza,  por  estar  sindicado  del 
delito  de  rebelión,  como  Gefe  del  7o  Regimiento  de  Guar- 
dias Nacionales  al  servicio  del  General  Arredondo,  se  pre- 
sentó ante  el  Juez  de  Sección  esponiendo.  Que  no  resul- 
tando del  proceso  cargo  alguno  contra  él,  por  el  que  pudiese 
imponérsele  pena  corporal,  y  encontrándose  ademas  bastante 
enfermo,  incapaz  de  resistir  á  la  falta  de  los  cuidados  de 
familia,  pedia  que  previo  el  informe  de  médico  y  el  otor- 
gamiento de  la  fianza  correspondiente,  se  decretara  su  es- 
carcelacion. 

Dada  vista  al  Procurador  Fiscal,  este  espuso  que  por 
haber  sido  principal  y  no  subalterno  el  empleo  desem- 
peñado por  el  procesado,  no  procedia  su  escarcelacion  bajo 
fianza,  comprendido  como  estaba  en  el  artículo  15  de  la  ley 
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penal  nacional,  pudiendo  sin  embargo  ser  trasladado  al 
Hospital  de  la  Provincia,  si  del  informe  médico  resultaba 
necesario. 

El  Juzgado  para  mejor  proceder  pidió  informe  á  los  Dres. 
DayyBenitez,  quienes  dijeron  que  Aguírre  padecia  de  una 
enfermedad  constitucional  en  su  forma  secundaria,  agre- 
gando Dayque  el  enfermo  necesitaba  para  su  curación,  un 
Iratamientolargo  y  prolijo,  ayudado  con  buenas  condiciones 
hijiénicas  y  con  cuidados  que  únicamente  en  su  casa  podría 
proporcionarse. 


Vall9  del  JTuea  de  Seceft^n. 


Mendoza,  Febrero  11  de  1875. 

Vista  la  presente  solicitud  de  escarcelacion  interpuesta 
por  el  procesado  D.  Julián  Aguirre,  y  considerando :  Que 
no  obstante  lo  espuesto  por  el  Procurador  Fiscal,  los  cargos 
determinados  en  la  demanda  que  da  lugar  al  presente  pro- 
ceso, aun  probados,  no  son  de  aquellos  que  motiven  la 
imposición  de  pena  de  muerte  ú  otra  corporal,  atenta  su 
naturaleza,  sin  que  del  sumario  resulte  tampoco  impu- 
tado al  procesado  ninguna  que  dé  lugar  á  tal  pena. 

Que  los  reos  de  delitos  que  no  merecen  pena  corpo- 
ral, pueden  ser  escarcelados  bajo  fianza,  de  acuerdo  con  la 
prescripción  del  artículo  18  de  lá  Constitución  Nacional,  que 
prohibe  retener  en  la  cárcel  á  los  procesados,  cuando  ella 
deja  de  ser  un  medio  necesario  de  seguridad. 

Que  este  es  también  la  práctica  constante  observada  en 

los  Tribunales  Nacionales,  como  se  comprueba   por  di  ver- 

versos  fallos  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia.     Por  estas 

consideraciones  y  el  mérito  de  los  informes   médicos  cor-. 

T.  vn.  ^ 
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rientes  á  f.  ooneédese  la  escarcelaeícMi  salioHada,  pro- 
vio  otorgamiento  de  la  oorrespondieBle  escritura  de  fianza 
carcelera  y  de  juzg;ada  y  sentenciada  en  persona  de  sufi- 
ciente responsabilidad,  por  ser  propietario  de  bienes  inmue- 
bles ó  pagar  al  tesoro  provincial  como  contribuyente  una 
suma  anual  no  menor  de  diez  pesos  bolivianos.  Agregúese 
á  los  autos  principales  la  oorrespoadiente  constancia ;  re- 
póngase el  papel ;  satisfáganse  las  Qostais  y  comuniqúese  k 
quienes  eoirresponda. 

C.  S.  de  la  Torre. 

Habiendo  apelado  el  Procurador  Fiscal,  se  dictó  este  — 


WmUm  de  I»  Sapreai»  €)«i*te. 


Buenos  Aires,  Abril  3  ^9  1875. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  se  confirma  el   auto  apela- 
do de  foja  siete  y  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.  -^  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
J.  B.  GoRosTiAGA. -^  J.  Domínguez. 
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c/iusA  :kvii 


Achembach  y  C*.  con  la  Sfunidpatidad  de  la  ciudad  de  Bue- 
nos Aires,  par  cobro  de  pesos. 


Sumario. -^íio  mejorándose  la  apelación  en  el  término 
del  emplazamiento^  se  declara  desierto  el  recurso  á  la 
primera  rebeldía  que  acusa  el  apelado. 


Caso. — En  los  autos  entre  Achembach  y  G>.  contra  la 
MuaicipaUdad  de  la  oiudad  de  Bueaoa  Aires  porooJbro  de 
pesos,  á  escrito  de  aqueUoe,  acusando  rebeldía  por  ne  ha- 
beHBe  mejoriido  el  veeurso  de  apelieieion  por  la  oorporaüien, 
se  dictó  el  siguiente 


Fallo  de  1»  fluprenuí  Corte 


Buenos  Aires,  Abril  8  de  1875. 

Por  lo  que  resulta  del  preoedeote  certiBcadov  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  ea<  el  articulo  doscientos  eaterce  de  la  Uy 
de  procedimientos,  declárase  desiepto  el  reounio  de  apelar 
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cíon. — Devuélvanse  en  consecuencia  ios  autos,  previo  pa- 
go de  costas  y  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — J. 
B,  GoROSTiAGA.— i.  Domínguez. 


CAÍJS/k  X.¥I1I. 


El  Revertndo  Frag  Lorenzo  Morales^  de  la  arden  de  la  Mer- 
ced^ contra  la  Provincia  de  Catamarca,  por  reivindicación. 
Sobre  falta  de  personería j  litUpendenda  y  defectos  de  for^ 
ma  en  la  demanda. 


Sumario — lo  La  patente  de  Provincial  de  una  orden  re- 
ligiosa, tiene  que  ser  presentada  al  Gobierno  de  la  Repú- 
blica para  obtener  el  pase. 

2^  Sin  este  requisito  no  puede  tener  valor  alguno  en 
juicio,  ni  acreditar  la  personería  legitima  de  la  persona 
á  cuyo  favor  ha  sido  espedida. 
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3^  Todo  convento  que  tenga  menos  de  ocho  frailes  que- 
da estinguido  ipso  jute. 

4o  Estinguido  un  convento,  nadie  puede  tomar  su  re- 
presentasion  para  reivindicar  sus  bienes. 

5o  El  restablecimiento  de  un  convento  es  materia  re- 
servada al  Congreso. 

&^  El  Gobierno  Nacional  no  puede  ser  privado  por  los 
Tribunales,  de  bienes  que  posee  sin  su  consentimiento  y 
audiencia  en  forma. 

7o  No  corresponde  á  la  Suprema  Corte  el  conocimiento 
originario  del  delito  cometido  por  haberse  asumido  el  título 
de  Provincial  de  una  orden  y  ejercido  sus  funciones  sin  el 
pase  del  P.  E. 


Ca$o.—E\  Reverendo  Padre  Fray  Lorenzo  Morales,  de 
la  orden  de  Mercedarios  residente  en  Córdoba,  se  pre- 
sentó en  Diciembre  de  1872  al  Gobierno  de  Catamarca, 
en  calidad  de  Provincial  de  la  orden,  redamando  la  de- 
volución del  convento  y  bienes  que  pertenecieron  á  di- 
cha orden,  y  que  se  hallaban  ocupados  por  el  Colegio 
Nacional. 

El  Gobierno  de  Catamarca  decretó  que  ocurriera  á 
donde  corresponde  por  estar  los  bienes  en  poder  del  Go- 
bierno Nacional. 

En  Julio  3  de  1873  el  Padre  Morales  presentó  la  mis- 
ma petición  al  Gobierno  Nacional,  quien  confirió  vista  al 
Sr.  Procurador   General. 

VISTA  DBL   SEÑOR  PROCURADOR   GENERAL. 

Buenos  Aires,  Jalio  7  de  1813. 

Esta  solicitud  tiene  por  objeto  que  se  entregue  al  Pro- 
vincial de  la  Merced,  el  edificio  en   que  está   establecido 
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el  Colegio  Naeíonal  da  Gatamaroa,  y  las  fincas  que  sir- 
ven á  su  sosten,  para  establecer  una  comunidad  de  frai* 
Jes. 

El  fundamento  de  esta  estrena  petición  es,  que  estas 
propiedades  perteoecien  á  los  frailes  de  la  Merced. 

Pero  según  lo  reconoce  el  mismo  peticionario,  esta  or- 
den ee  extinguió  es  Gatamarca  en  1826  por  la  muerte 
del  último  fraile.  Fray  Hilarión  Correa. 

Y  restablecerla  hoy,  seria  crear  una  nueva  religión  que 
no  existe  y  esto  no  puede  hacerse  sin  permiso  especial 
del  Congreso,  según  está  prevenido  por  la  GonsUtucion 
en  el  inciso  20,  art.  67.  , , 

Escuso  por  tanto  entrar  á  discutir  los  derechos  que  se 
alegan,  hasta  que  obtenido  el  permiso  del  Congreso  ten- 
ga el  reclamante  personería  para  reclamar  por  una  Comu- 
nidad que  boy  no  existe,  ni  debe  existir* 

Francisco  Pico. 

m 

El  Poder  Ejecutivo  decretó  c  ocurra  donde  corresponde  • 

^1  Padre  Morales  representado  por  el  Dr.  D.  Adolfo 
Cano  pidió  al  P.  E.  N.  el  permiso  para  interponer  de- 
manda de  reivindicación  ante  el  juzgado  de  sección  de 
Gatamarca,  y  el  P.  E.  se   lo  negó. 

Se  presentó  entonces  ante  la  Suprema  Corte  deman- 
dando  á  la  Provincia  de  Gatamarca  por  la  restitueion  del 
convento  y  bienes  de  su  dependencia,  indemnización  de 
frutos,  y  pago   de    costas. 

Dijo  que  la  orden  de  la  Merced  fué  fundada  en  Es- 
paña en  1218  con  beneplácito  del  Rey  D.  Jaime  de  León 
y  le  fué  reconocida  personería  jurídica  para  adquirir  y 
administrar  bienes. 

Qup  descubierta  la  América,  esa  orden  se  estableció 
aqui  con  los  mismos  derechos  qué  tenia  en  España  y  adqui* 
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rió  bknett  y  fundó  convestos  en  vañaft  Provincias,  los 
que  ftieroa  habitados  la  mayor  parte  de  ellos  hasta  1820| 
y  algunos  hasta  hoy,  como  la  Rioja,  Córdoba  y  Mendoza. 

Que  el  convento  fundado  y  bienes  adquiridos  por  la 
orden  en  Gataraarca,  fueron  poseidos  por  ella  hasta  1822 
ó  1826,  y  en  seguida  porcia  Iglesia  en  representación  de 
la  orden  haala  1864,  en  cuya  época  el  Gobierno  de  Ga« 
tamarca  etnpeeó  á  desconocer  los  derechos  de  ella. 

Que  en  1844  la  Legislatura  usando  de  facultades  es- 
traordínarías  resolvió  que  los  bienes  de  la  Merced  pasa- 
ran á  la  Compañía  de  Jesús  para  la  educación  de  la  ju- 
ventud. 

Que  espulaadoe  ios  jesuitas  en  1848,  la  Legislatura  por 
ley  de  Setiembre  de  dicho  año  eetableció  con  esod  bie- 
nes  la  fundación  de  un  colegio,  con  cargo  de  ponerse 
de   acuerdo  el  Poder  Civil  y  el  Gobernador   Eclesiástico. 

Que  el  Gobierno  de  la  Provincia  pidió  y  obtuvo  la 
venia  del  Vicario  Capitular  de  la  diócesis,  bajo  la  condi- 
ción de  qué  el  Colegio  fuera  un  Seminario  Conciliar. 

Qltte  la  Iglesia  continuó  interviniendo  en  la  administra- 
ción del  Colegio  y  sus  bienes  hasta  1864,  en  cuya  época 
el  Gobierno  de  la  Provincia  tuvo  bajo  su  dependencia  el 
Colegio,  hasta  que  cedió  en  1868  el  usufructo  del  con- 
vento y  parte  de  sus  bienes  á  la  Nación >  para  el  Cole- 
gio Nacional. 

Que  no  habiendo  sido  estinguida  por  ley  alguda  la  ór* 
den  de  la  Merced,  que  por  lo  demás  existia  en  la  Rioja, 
Córdoba  y  Mendoza»  se  veriñcaba  su  presencia  corporal 
en  Catamarcs,  por  cuanto  todos  los  conventos  de  una 
Nación  forman  una  provincia  religiosa,  el  Provincial  de  la 
orden  tenia  derecho  y  personería  para  reclamar  el  con- 
vento y  bienes  que  le  pertenecen. 

Conferido  traelado,  el  Representante  del  Gobierno  de  Ca- 
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tamaroa  síd  contestarlo,  opuso  las  escepciones  de  incom- 
petencia, falta  de  personería,  litispendencia  y  defectos  de 
forma  en  la  demanda. 

Antes  de  fundar  las  escepciones,  refirió  que  la  orden 
de  la  Merced  fué  fundada  en  Catamarca  á  mediados  del 
siglo  pasado,  sin  autorización  real ;  que  sin  embargo  por 
la  influencia  del  P.  Reynal  su  fundador  y  la  piedad  de 
los  vecinos,  se  le  otorgaron  escrituras  de  donación  de  va- 
rios bienes  con  la  condición  de  fundar  un  convento ;  que 
se  fundó  el  convento,  y  estuvo  en  posesión  de  los  bie- 
nes donados  hasta  después  de  nuestra  emancipación  en 
que,  estinguida  de  hecho  la  comunidad,  la  Lejislatura  de 
la  Provincia  por  ley  de  1822  dedicó  el  convento  y  sus  bienes 
á  la  fundación  de  un  Colegio. 

Que  la  estincion  de  la  comunidad  tuvo  lugar  varios  años 
antes  de  1822,  por  carecer  el  convento  del  número  de 
ocho  conventuales  según  el  tenor  de  las  cédulas  reales 
al  respecto. 

Que  el  convento  na  volvió  á  establecerse  y  la  autoridad 
civil  dispuso  desde  entonces  sin  reclamo  y  libremente  de 
los  bienes. 

Fiando  en  seguida  las  esoepciones,  y  respecto  de  la  pri- 
mera, dijo,  que  la  Provincia  de  Catamarca  venia  demanda- 
da no  como  persona  jurídica,  sino  como  entidad  política 
por  actos  del  Poder  Lejislavo  y  P.  E.  anteriores  á  la  Consti- 
tución General ;  que  el  Padre  Morales  ejercitaba  los  dere- 
chos del  convento  de  Catamarca,  que  como  persona  jurí- 
dica, debia  considerarse  como  vecino  de  la  Provincia;  que 
el  asunto  había  sido  tratado  por  via  administrativa  sin  re- 
serva de  acciones ;  y  que  la  reivindicación  no  podía  ejercitarse 
sino  contra  la  Nación  que  era  la  que  poseía  los  bienes. 

Respecto  de  la  segunda  escepcion,  dijo,  que  desde  el 
sigb  XVI  se  exigió  para  la  fundación  de  nuevos  conven- 
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tos  la  autorización  del  Poder  Civil,  cuya  autorización  á 
fines  de  un  siglo  fué  reservada  al  Rey;  que  por  consi- 
guiente no  era  exacto  que  la  orden  de  la  Merced  se  esta- 
bleció en  América  con  el  mismo  derecho  que  en  España ; 
qu¿9  según  narra  Solorzano,  un  convento  de  la  misma  or- 
den de  la  Merced  fué  mandado  demoler  á  costa  del  Yirey 
Conde  de  Muterey  por  haber  concedido  licencia  de  fundarlo 
sin  autorización  real,  y  hay  numerosas  cédulas  reales  que 
prescriben  no  se  consienta  convento  que  carezca  de  ocho 
religiosos,  cuya  disposición  está  de  acuerdo  con  las  del  con- 
cilio de  Trento  y  una  Constitución  del  Papa  Clemente  VIH 
de  1759;  que  la  revolución  de  la  independencia  transfirió  á 
los  Poderes  Públicos  de  la  República  las  antiguas  regalías 
de  la  Corona  de  España ;  y  según  nuestras  instituciones  no 
puede  permitirse  que  los  conventos  dependan  de  superiores 
residentes  en  el  estrangero,  ni  que  aquellos  tengan  perso- 
nería jurídica,  sin  la  correspondiente  autorización;  que  por 
consiguiente  el  convento  demandante  no  tiene  personería 
porque  no  existe,  y  el  Padre  Morales  que  se  titula  Provin- 
cial de  la  orden,  por  la  patente  espedida  por  un  Padre  Ro- 
dríguez residente  en  Roma,  que  á  su  vez  se  titulaba  Vicario 
General  de  la  orden  en  ejercicio  de  facultades  estraordina- 
rias  pontificias,  no  ha  justificado  ninguno  de  esos  títulos  y 
facultades,  ni  ha  presentado  el  pase  de  la  autoridad  de  la 
República  respecto  de  unos  y  otros. 

Respecto  de  la  tercera  escepcion,  dijo,  que  esta  cuestión 
se  encuentra  aun  en  estadorde  demanda,  en  la  via  adminis- 
trativa en  la  que  ha  sido  iniciada  formalmente,  sin  reserva 
de  acciones ;  que  los  decretos  de  t  ocurra  donde  corres- 
ponde >  afectan  la  forma  y  no  el  fondo ;  y  que  la  demanda 
en  via  administrativa  causa  instancia. 

Respecto  de  la  cuarta,  dijo,  que  la  reivindicación  no  pue- 
de entablarse   con  eficacia,   sino  contra  el  poseedor  de  los 


98  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

bienes,  quenoera  laProviDcia  demandada;  yqueademfts  varios 
de  los  documentos  que  la  acompañaban  no  eran  auténticos. 

El  representante  del  P.  Morales  contestando  á  las  es^ 
cepciones  opuestas  dijo,  respecto  de  la  primera,  que  la  or- 
den de  la  Merced  reconocida  como  persona  jurídica  en  Es- 
paña en  12i8,  pasó  á  América  con  todos  sus  derechos,  y 
consignado  en  la  Constitución  el  derecho  de  patronato, 
continuó,  como  todas  las  demás  órdenes,  su  existencia  le- 
gal bajo  la  autorización  tácita  del  Gobierno  Nacional ;  que 
la  persona  jurídica  no  se  estingué  por  el  fallecimiento  de  sus 
miembros ;  que,  siendo  las  relaciones  de  la  Iglesia  con  el 
Estado  del  resorte  esdusivo  de  los  Poderes  Nacionales,  la 
Legislatura  de  Catamarca  no  pudo  en  1868  disponer  de  los 
bienes  de  la  orden,  siendo  inconstitucional  la  ley  de  31  de 
Julio  de  dicho  año ;  y  que  la  verdadera  poseedora  de  los 
bienes,  es  la  Provincia,  que  se  babia  reservado,  la  propiedad 
y  la  Nación  no  poseía  sino  en  nombre  de  la  Provincia. 

Respecto  de  la  segunda,  dijo,  que  jamás  se  habia  objetado 
la  existencia  legal  del  convento  de  Catamarca,  cuya  perso- 
nalidad jurídica  existe  hasta  hoy;  que  las  personas  jurídi- 
cas según  el  artículo  15,  De  las  Personas  Jurídicas,  Código 
CivíUienen  el  domicilio  donde  se  hallan  sus  directores  ó  ad- 
ministradores, y  este  era  el  Padre  Morales  que  residía  en 
Córdoba  ;  que  el  nombramiento  de  este  no  necesitaba  el 
pase  porque  el  derecho  de  patronato  no  se  estiende  á  las 
relaciones  privadas  de  las  Comunidades  Religiosas. 

Respecto  de  la  tercera,  dijo  que  nada  habia  pendiente 
ni  iniciade  ante  la  autoridad  administrativa,  porque  esta 
se  habia  declarado  incompetente. 

Respecto  de  la  cuarta  escepcion,  dijo,  que  la  aecion 
reivindicatoria  puede  ejercerse  contra  la  persona  en  cuyo 
nombre  se  poseen  los  bienes  que  se  reivindican,  y  que  los 
documentos  acompañados  son  todos  válidos  y  legales. 
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Pasados  los  autos  al  6r.  Procurador  General,    presentó 
la  aigoíeiite  vista 


SUPREMA  CORTE  OK  JUSTICIA. 


Buenos  Aires^  Julio  5  de  de  1875. 

El  Procurador  Jeneral,  en  vista  de  la  demanda  que  un 
Traile  que  se  titula  Provincial  de  la  orden  de  la  Merced,  ha 
instaurado  contra  la  provincia  de  Gatamaroa  para  que  se 
le  entrai^ue  un  edificio  en  que  hoy  está  establecido  el  Go* 
l^gio  Nacional,  para  poner  en  él  un  convento  de  frailes, 
por  la  razón  de  que  antiguamente  residia  en  él  un  convento 
<]e  la  orden  de  ia  Merced,  que  por  haber  fallecido  todos 
sus  frailes  quedó  estinguido  en  1822,  dice :  que  esta  de- 
nanda  tiene  tales  defectos  que  Y.  E.  no  puede  tomarla  en 
<3onsideraoion. 

El  demandante  pretende  justiñcar  su  calidad  de  provin- 
cial de  la  orden  de  la  Merced,  con  la  copia  simple,  sin  au- 
tenticidad alguna  de  una  patente  espedida  en  Roma  por  el 
Ceneral  de  la  orden,  en  que  se  le  nombra  por  tal  Provin- 
cial, pero  fuera  de  que  ese  documento  no  tiene  autenticidad, 
^1  no  puede  hacerse  valer  en  juicio,  porque  no  ha  sido  pre- 
sentado al  Gobierno  ni  obtenido  el  pase^  que  es  indispen- 
sable para  darle  valor. 

Dice  el  demandante  que  ese  documento  no  necesita  el 
pue  del  Gobierno,  porque  él  se  refiere  al  régimen  interior 
del  convento.  En  esto  se  equivoca, porque  un  Provincial  tiene 
jurisdicción  sobre  todos  los  conventos  de  la  orden,  situados 
tn  la  República  y  la  jurisdicción  no  puede  ejercerse  sin  per- 
miso del  Gobierno. 
Asi  es  que  la  ley  64,  título  14,  libro  1"",  de  la  Recopilación 
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de  Indias,  dice  expresamente:  t Cualquier  Provincial  ó  Vi- 
sitador, Prior,  Guardian  ú  otro  Prelado  que  sea  nombrado, 
y  elejido  en  el  Estado  de  las  Indias,  antes  que  sea  admiti- 
do á  hacer  su  oficio  dé  noticia  al  Yirey,  Presidente,  Audien- 
cia ó  Gobernador  que  tuviese  la  superior  gobernación  de  la 
Provincia  y  l^e  muestre  la  patente  de  su  nombramiento  y 
elección,  para  que  se  imparta  el  auxilio  necesario  al  uso  y 
ejercicio  de  ella  »  y  lo  mismo  disponen  las  leyes  1*  y  8^,  ti- 
tulo 9,  libro  lo,  y  las  41  53  y  54,  título  14,  del  mismo 
libro. 

Asi  es  que  el  titulo  de  Provincial  sin  el  pase  de  Gobier- 
no/ de  nada  vale,  y  el  que  lo  ha  pretendido  hacer  valer,  ha  co- 
metido un  crimen  previsto  y  penado  por  la  ley  penal  de  la 
República. 

A  la  incapacidad  del  demandante,  se  agrega  que  se  preten- 
de hacer  valer  los  derechos  de  un  convento  que  no  existe. 
Todo  convento  qué  tenga  monos  de  ocho  frailes,  queda  extin- 
guido ipso  jure,  y  habiendo  muerto  en  1822  el  último  frai- 
le del  convento  de  Catamarca,  claro  es  que  quedó  extingui- 
do de  hecho. 

Por  consiguiente,  nadie  puede  hoy  tomar  su  representa- 
ción para  reivindicar  sus  bienes. 

Ademas,  el  objeto  de  la  demanda,  que  es  el  restableci- 
miento en  Gatamarca,  del  convento  extinguido,  no  es  ma- 
teria en  que  puedan  resolver  los  tribunales  de  Justicia.  Por 
la  Constitución,  está  reservada  al  Congreso  expresamente 
en  el  inciso  20  articulo  67. 

Fuera  de  todas  estas  irregularidades,  los  bienes  que  per- 
tenecieron al  convento  de  Gatamarca,  están  hoy  en  poder 
del  Gobierno  Nacional  para  sostener  el  Colegio,  y  no  puede 
un  Tribunal  privarlo  de  ellos,  sin  su  consentimiento  y  su 
audiencia  en  forma. 

Por  todo  lo  cual,  pido  á  V.  E.  se  sirva  tío  haoer   lugar 
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á  esta  demanda  ^  abstenerse  de  sentenciar  en  ella ;  con  ex- 
presa condenación  en  costas. 

Francisco  Pico. 

Otrosí   dice:  que  habiendo  Fray  Lorenzo  Morales,  asu-' 
mido  el  titulo  de  Provincial    de  la  orden  de  la  Merced,  y 
ejercido  sus  funciones  sin  obtener  previamente  el  pase  ne- 
cesario del  P.  E.,  se  ha  de  servir  V.  E.  previa  audiencia, 
imponerle  la  pena  establecida  á  este  delito  en  el  artículo  5""  de 

la  ley  penal  de  la  República. 

Francisco  Pico. 


l^allo  de  to  Suprema  Corie. 

Buenos  Aires,  Julio  13  de  1875. 

Vistos,  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  sobre  lo 
principal  por  el  Sr.  Procurador  General  en  su  precedente 
vista,  no  ha  lugar  á  la  demanda  entablada  por  el  apodera- 
do de  Fray  Lorenzo  Morales  contra  la  Provincia  de  Cata- 
marca,  ni  á  lo  solicitado  en  el  otrosi  por  no  corresponder 
á  la  Suprema  Corte  el  conocimiento  originario  del  juicio 
criminal  que  en  él  se  promueve,  Satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  archívense  los  autos. 

Salvador  M*  del  Carril.— Francisco 

Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
J.  B.  GoROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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G^US^  XIIL. 


Criminal  contra  D.  Jorge  Santander.  Incidente  sobre 

escarcelacion  bajo  punza. 


Sumario.  —  No  imputándose  al  procesado  hechos  c^e 
den  lugar  á  la  imposición  de  pena  corporal,  debe  este  ser 
puesto  en   libertad  bajo  ñanza. 


Caso'. —  D.  Jorge  Santander  preso  en  ía  Policia  de  Men- 
doza por  orden  del  Juzgado  Federal,  se  presentó  ante  el 
mismo  esponiendo  : 

Que  siendo  la  causa  porque  se  le  sumaria  de  aquellas 
en  que  el  acusado  guede  ser  escarcelado  bajo  fianza,  pedia 
su  escarcelacion  baío  fianza  de  juzgado  y  sentenciado,  qfre- 
ciendo  como  fiador  á  D.  José  M.  Segura. 

Del  sumario  resulta  que  el  Procurador  Fiscal,  acusó  cri- 
minalmente á  D.  Jorge  Santander  y  á. otros  como  cómplices 
de  robo  de  ganado  vacuno  que  se  dice  hecho  por  fuerzas 
rebeldes  y  pidió  la  prisión  del  denanciado. 

Corrida  vista  al  Procurador  Fiscal,  este  espuso  :  que  las 
penas  correspondientes   á  los  autores .  cómplices  y  encu- 
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bridores  del  delito  de  robo  que  es  el  que  se  per$i|;ue  en 
esta  causa,  son  de  naturaleza  corporal  y  no  consienten 
escarcelacion.  Que  como  la  causa  estaba  en  sumario  y 
durante  esta  podía  agravarse  la  condición  del  procesado, 
no  podia  dar  dictamen  sobre  la  escarcelacion,  mucho  mas 
encontrándose  el  sumario  tan  poco  adelantado,  que  no  podia 
saberse  el  grado  de  criminalidad  de  los  acusados,  aun  cuan- 
do con  respecto  á  Santander  tenia  noticias  estrajudiciales, 
de  que  es  inculpable  por  lo  que  hace  á  los  hechos  perse- 
guidos en  este  proceso. 


Fallo  del  Juez  de  Secelon. 


Mendoza^  Enero  26  de  1875. 

Vista  la  presente  solicitud  de  escarcelacion,  y  conside- 
rando : 

Qué  ni  de  la  demanda  flscal  de  f.  3,  ni  de  las  declara- 
ciones del  sumario,  aparecen  imputados  al  procesado  hechos 
que  den  lugar  á  la  imposición  de  pena  corporal. 

Qué  con  la  fianza  carcelera  y  de  juzgado  y  sentenciado 
ofrecida,  quedan  asi  completamente  garantidos  los  resultados 
del  juicio,  especialmente  si  se  tiene  en  cuenta  que  el  fia- 
dor propuesto  es  persona  arraigada  y  perfectamente  abo- 
nada :  por  estos  fundamentos  se  concede  la  escarcelacio- 
que  se  solicita,  previo  el  otorgamiento  de  la  fianza  car- 
celera y  de  juzgado  y  sentenciado  ofrecida  en  la  persona 
de  D.  José  Síiguel  Segura,  repóngase  el  papel. 

Caliste  S.  de  la  Torre. 
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El  Procurador  Fiscal  apeló. 

Fallo   de  la  Suprema  Coarta 


Buenos  Aires,  Abril  15  de  1875. 

Vistos:  por  sus  fuadamentos  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  dos  vuelta  y  devuélvanse. 

Salvador  M"  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 

J.  B.  GOROSTIAGA.  — 'J.   DomNGCEZ. 


CAUS^  "KJL 


D.  Juan  Jakson  y  López  y  Rodríguez  ^   contra  los  capitanes 
de  los  buques  t  Cristina 9  y  tFerway^  sobre  consignación. 


Sumario.  —  1®  El  hecho  de  presentar  un  individuo  en  el 
puerto  de  la  descarga  el  contrato  de  fletamento  de  un  bu- 
que, no  es  bastante  para  acreditar  que  le  está  consignado. 

2o  No  presentándose  un  consignatario  debidamente  nom- 
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brado,  el  capitán  tiene  derecho  para  consignar  su  buque 
á  quien  le  parezca  mas  conveniente. 


Ca9o. — En  31  de  Julio  de  1874,  D.  Juan  Jackson  se 
presentó  ante  el  Juez  de  Sección  de  Santa-Fé,  esponiendo  : 
que  era  el  consignatario  de  los  buques  cGristina»  y  cFer- 
way»  llegados  al  puerto  con  cargamento  para  el  ferro-carril 
de  Córdoba  á  Tucuman,  y  fletados  en  Londres  por  la  casa 
Lumb,  Wanklyn  y  G^.  •  Que  en  el  contrato  de  fletamento  se 
estipuló  espresameote  que  los  buques  serian  consignados 
en  el  puerto  de  su  destino  á  los  agentes  de  los  fletadores. 
Que  la  casa  fletadora  de  Londres  era  representada  en  Bue- 
nos Aires  por  la  de  Lumb  H"^',  quienes  lo  habian  cons- 
tituido su  agente  en  el  Rosario  para  la  consignación  de 
estos  dos  buques  y  todos  los  demás  fletados  por  dichas 
casas.  Que  en  uso  de  las  facultades  mencionadas,  se  habia 
presentado,  á  la  llegada  de  estos  dos  buques,  á  sus  capitanes 
D.  Guillermo  Griflish  y  D.  Juan  Rees,.  quienes  no  sólo  lo 
habian  desconocido  en  su  carácter  de  agente  de  sus  buques, 
sino  que  también  habian  entregado  á  otro  sus  papeles, 
irrogándole  con  esto  serios  perjuicios.  Que  en  mérito  de 
lo  espuesto,  entablaba  demanda  ordinaria  contra  los  men- 
cionados capitanes,  á  fin  de  que  fuesen  condenados  á 
abonar  la  comisión  asignada  en  la  carta  de  fletamento 
y   los  perjuicios  que  hubiesen  causado  á  la  casa  cargadora.^ 

La  discusión  de  la  causa  y  las  pruebas  producidas  se 
encuentran  bien  esplicadas  en  el  siguiente : 


T.  vn.  S 
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Fallo  dml  Jíues  de  SeeeloB. 


Rosario,  Diciembre  3  de  1874. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  entre  D.  Juan  Jaksoo  y 
los  capitanes  de  los  buques  c Cristina»  y  cFerway»,  D. 
Guillermo  Griffish  y  D.  Juan  Rees;  adhiriéndose  á  estos 
los  señores  López  y  Rodríguez ;  de  los  que  resulta  lo  si- 
guiente : 

Los  señores  José  Telfener,  Garlos  Lumb  y  Guillermo 
Matti,  celebraron  una  sociedad  para  la  construcción  de  un 
ferrO'Carril  á  Tucuman;  habiéndose  encargado  el  primero 
de  la  parte  técnica  ó  de  construcción,  y  los  segundos  de 
la  contabilidad,  compra  de  materiales,  remisión  desde  In^ 
glaterra  y  demás  concerniente  al  negocio. 

£n  tal  virtud  Lumb  y  Matti  eligieron  en  Inglaterra  á  la 
casa  Lumb,  Wanklyn  y  C*,  para  que  remitiese  los  ma- 
teriales ;  fletando  como  era  consiguiente  los  buques  nece- 
sarios, todo  lo  que  debia  pagarse  por  los  comitentes  Telfe* 
ner  y  Cfi. 

Gomo  principiasen  á  llegar  á  Buenos  Aires  los  buques 
cargados,  se  hacia  indispensable  que  en  el  Rosario  hubiese 
un  encargado  de  recibir  su  cargamento ;  con  cuyo  motivo 
los  socios  Matti  y  Lumb  nombraron  á  D.  Pedro  L.  Ramayo, 
según  este  dice,  y  D.  Juan  Jackson,  según  él  lo  espone  á 
f.  10  V.  fué  nombrado  perla  casa  fletadora,  consignatario 
de  los  buques  que  conducian  los  materiales ;  sin  que  conste 
en  parte  alguna  dichos  nombramientos,  ni  la  ostensión  de 
las  atribuciones  de  los  nombrados. 

En  Diciembre  17  del  año  pasado  y  en  Marzo  27  del 
presente,  Lumb,  Wanklyn  y  G*  de  Inglaterra,  fletaron  los  bu- 
ques cFerway»    y  c Cristina», ^remitiéndolos  cargados,  sin 
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espresar  en  los  contratos  de  fletamento  el  nombre  del 
consignatario,  diciendo  tan  solo  que  los  buqties  serán  con-' 
signados  en  el  estrangero  á  los  agentes  de  los  fletadores^ 
pagando  una  comisión  de  dos  y  medio  por  ciento,  siendo 
los  agentes  de  dichos  fletadores  en  Buenos  Aires,  la  casa 
de  Lumb  H^^os  y  Q*^  según  lo  dicen  ellos  mismos  á  f.  12, 
en  documento  acompañado  por  el  mismo  Jackson. 

Mientras  los  buques  estaban  en  camino  se  disolvió  la 
sociedad  de  D.  José  Telfener,  Matti  y  Lumb,  quedando  el 
primero  absolutamente  dueño  del  activo  y  pasivo,  y  sin  que 
al  disolverse  nada  se  hubiese  estipulado  respecto  de  los 
consignatarios  de  los  buques  y  carga  que  conducian. 

Tan  luego  de  disuelta  la  sociedad,  Telfener  nombró  á  los 
señores  López  y  Rodríguez  f.  para  que  como  representantes 
de  la  empresa  constructora  del  ferro-carril  á  Tucuman,  de 
que  era  dueño  esclusivo,  reciban  y  efectúen  los  despachos 
de  los  artículos  que  vengan  destinados  á  dicha  empresa, 
cesando  el  señor  Ramayo  en  la  representación  que  antes 
tenia  acordada  por  la  sociedad  disuelta,  sin  que  tampoco 
en  este  nombramiento  á  López  y  Rodríguez  se  hubiese 
espresado  nada  respecto  á  consignación  de  buques. 

Llegados  estos  á  este  puerto  en  Julio  28,  los  capitanes 
demandados,  no  reconociendo  á  Jackson  personería  alguna 
como  consignatario  de  los  buques,  por  no  ser  nombrado 
como  tal  en  el  contrato  de  fletamento,  ni  tener  otro  nom- 
bramiento de  la  casa  fletadora  en  Londres,  pues  solo  tenia 
en  su  poder,  por  todo  ducumento,  uno  de  dichos  contratos 
de  fletamento  que  le  habia  sido  remitido  ide  Buenos  Aires, 
por  la  casa  de  Lumb  H^os  y  Q*^  consignaron  voluntaria- 
mente sus  buques  á  P.  López  y  Rodríguez,  que  por  otra 
parte  eran  los  apoderados  de  Telfener  para  recibir  el  car- 
gamento  y  como  tales,  depositarios  de  su  confianza. 

Y  fué  con  tal  motivo  que  Jackson,  asumiendo  el  rol  de 
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consigDatario,  entabló  demanda  contra  dichos  capitanes, 
adhiriéndose  á  los  demandados,  por  común  consentimiento, 
los  señores  Lopes  y  Rodríguez  que  también  se  dicen  con- 
signatarios. 

Y  considerando :  1^  Que  D.  Juan  Jackson  pretende  la  con- 
consignacion  de  dichos  buques,  alegando  solo  el  hecho 
de  ser  agentes  de  los  fletadores  que  son  Lumb,  Wanklyn  y 
G*  de  Londres ; 

2o  Que  no  ha  presentado  título  alguno,  ni  aún  una 
carta  que  acredite  un  nombramiento  directo  de  dicha  casa, 
por  no  poseerlo,  según  él  lo  confiesa  al  absolver  la  2* 
posición  á  f .  ;  y  sin  tener  tampoco  otro  titulo  en*  su 
poder,  que  los  contratos  de  fletamento,  recibido  el  uno 
con  posteridad  á  la  demanda,  que  le  fué  remitido  por  J.  B. 
Wanklyn  de  Buenos  Aires,  como  representante  éste  de  la 
casa  Lumb  H>^os  y  C*  de  Buenos  Aires ;  no  estando  probado 
tampoco  en  parte  alguna,  que  esta  casa  sea  la,  misma  de 
Lumb,  Wanklyn  y  G*  de  Londres;  puesjiran  bajo  diferen- 
tes razones  sociales,  y  el  mismo  Jackson  ignora  que  sean 
una  misma  casa,  según  lo  confiesa  en  las  posiciones  absueltas 

3""  Que  lejos  de  presentar  2  titulo  y  nombramiento,  la 
carta  de  f....  de  J.  B.  Wanklyn,  firmada  á  nombre  de 
Lumb  ü^^^  y  G*  de  Buenos  Aires,  y  el  telegrama  de  f.  61 , 
de  la  misma,  presentados  por  el  mismo  Jackson,  comprueban 
que  esa  casa  y  no  él  eran  los  consignatarios  de  Lumb, 
Wanklyn  y  G*  de  Londres,  siendo  por  tanto  dicho  Jackson 
solo  un  mero  encargado  de  la  casa  de  Buenos  Aires ;  sin 
que  tampoco  haya  presentado  un  solo  documento  de  fecha 
anterior  á  la  demanda  que  lo  acredite  en  este  carácter ; 
de  donde  resulta,  que  fué  encargado  verbalmente;  pues 
en  caao  contrario,  no  se  concibe  su  omisión  de  presentar 
algún  documento  de  este  género,  que  acredite  su  nombra- 
miento. 
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4o  Que  en  tal  concepto,  la  declaración  posterior  á  la 
demanda,  corriente  á  f.  23,  y  diametralmente  contradicto- 
ria con  la  predicha  carta  y  telegrama  es  de  todo  punto 
incierta,  por  cuanto  en  ella  asegura  D.  J.  B.  Wanklyn:  — 
c  Que  sabe  y  le  consta  que  D.  Juan  Xackson,  vecino  y  del 
comercio  de  la  ciudad  del  Rosario  de  Santa-Fé,  es  el 
agente  comercial  ó  encargado  en  ese  dedtino  de  la  ca  sa  de 
comercio  que  jira  en  la  ciudad  de  Londres  bajo  la  razón  de 
Lumb,  Wanklyn  y  G*.  > ;  pues  ni  aun  siquiera  consta  en  el 
poder  transcripto  á  f.  23,  que  los  señores  Lumb,  Hao»  y  G* 
de  Buenos  Aires,  que  apoderaron  á  J.  B.  Wanklyn  para  los 
fines  que  acredita  el  poder,  hubiesen  autorizado  á  éste  para 
nombrar  agente  en  el  Rosario  á  Jackson ;  de  donde  resulta 
que  éste  no  tiene  autorización  de  ningún  genero,  fuera  de 
la  concedida  posteriormente  á  la  demanda,  por  dichos 
señores  Lumb  Hnos  y  G^  de  Buenos  Aires. 

5^  Que  el  estar  los  contratos  de  fletamento  en  poder  de 
Jackson,  no  prueba  en  manera  alguna  que  fuese  consigna- 
tario de  Lumb,  Wanklyn  y  G&  de  Londres;  pues  esta  cir- 
cunstancia se  esplica  fácilmente,  si  como  es  indudable 
ellos  hubiesen  sido  remitidos  por  los  fletadores  en  Londres 
á  Lumb  Hi^os  y  G^  ¿q  Buenos  Aires  y  por  estos  á  Jackson; 
como  tampoco  es  prueba  de  ello  que  dichos  fletadores  de 
Londres  aceptasen  en  tiempo  atrás  un  giro  de  Jackson, 
por  flete  de  otro  buque,  desde  que  él  fuese,  como  lo  fué, 
con  la  aprobación  de  la  casa  de  Buenos  Aires,  según  él 
lo  espresa  al  absolver  las  posiciones :  pues  ningunas  rela- 
ciones directas  ha  probado  tener  con  la  de  Londres  que 
autoriza  ese  giro  y  aceptación. 

6o  Que  aun  cuando  las  pólizas  de  fletamento  por  el  arti- 
culo 1187  del  Código  de  Gomercio  valgan  como  instrumento 
públioo,  en  las  presentadas  no  se  dice  otra  cosa  respecto 
á  la  cuestión,  sino  que  loi  buques  serán  consignadle  en  el 


liO       FALLOS  DB  LA  SUPREMA  CORTE 

estrangero  á  los  agenta  de  bs  fletadora,  no  pudiéndose  de- 
ducir de  ello  que  Jacksoo  sea  ese  agente,  pues  do  ha  pre- 
sentado documento  alguno  que  le  dé  tal  carácter. 

7"  Que  tampoco  los  señores  López  y  Rodrí^ez  han 
acreditado  ser  oonsignatarios  de  los  fletadores  para  recibir 
tos  buques,  ni  aun  de  D.  José  Telfener,  pues  su  mandato  se 
reduce  á  la  consignación  da  los  cargamentos  que  coaduzcan. 

8°  Que  en  tal  virtud,  los  capitanes  no  estaban  obligados 
á  consignar  sus  buques  h  Jackson,  ni  tampoco  á  Lofoz  y  Ito- 
drtguez ;  habiendo  elegido  voluntariamente  á  éstos,  quedan 
sugetos,  oomo  es  consiguiente  á  la  responsabilidad  consi- 
guiente si  hubiesen  proeedido  mal,  para  con  los  dueños 
fletantes  de  los  buques  de  quienes  son  meros  encargados 
para  el  comando  de  ellos;  procedimiento  tanto  mas  esplica- 
ble  en  ellos,  cuanto  que  á  su  llegada  á  Buenos  Aires  en- 
contraron disuelta  la  sociedad  José  Telfener  y  G*  por  cuya 
cuenta  y  orden  se  fletaron  y  cargaron  los  buques,  pre- 
sentándoseles además  en  esta  ciudad  del  Rosario  los  señores 
Rodríguez  y  López,  como  únicos  representantes  y  apoderados 
de  D.  José  Telfener,  dueño  del  activo  y  pasivo  de  la  socie- 
dad disuelta. 

9"  Que  no  pueden  aplicarse  las  prácticas  comerciales 
que  se  invocan,  propias  de  un  orden  regular  de  cosas,  á 
un  caso  absolutamente  raro,  por  las  circunstancias  que  lo 
acompañan,  y  que  no  existiendo  previsto  en  la  legislación 
mercantil,  debe  regirse  por  la  buena  rasen,  y  según  la 
Hegla  General  \l,  pág.  3',  Código  de  Comercio,  por  lo$ 
principÍo$  generaUi  del  derecho,  contiieradas  la»  drcunttan- 
cias;  siendo  por  tanto  improcedente  la  Regla  10  y  el  arU- 

0  297  del  mismo  Código ;  que  determinan  sujetarse  á  lo 

3  es  de  uso  y  práctica  en  tales  casos,  entre  los  comercian- 

,  como  es  igualmente  inaplicable  el  artículo  Í260  que 

la  dice  al  respecto. 
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10.  Que  tampoco  Xackson  ha  presentado,  como  lo  pro- 
metió hacer  brevemente,  el  poder  correspondiente  de  la 
casa  fletadora,  f.  10  v.  sin  que  pueda  reputarse  tal  el  que 
le  ha  sido  otorgado  por  X.  B.  Wankiyn  á  nombre  de  la 
casa  Lumb  ü^^^  y  G*  de  Buenos  Aires,  que  no  es  la  fle- 
tadora. 

Por  estos  fundamentos,  y  demás  que  ver  convino,  no 
habiendo  probado  Jackson  su  carácter  de  consignatario  de 
los  buques  cGristina»  y  cFerway»,  como  tampoco  lo  han 
hecho  los  señores  López  y  Rodriguez,  se  absuelve  de  la 
demanda  á  los  capitanes  D.  Guillermo  Griflish  y  D.  Juan 
Bees,  siendo  éstos  responsables  para  quien  haya  lugar  de 
su  procedimiento  al  designar  como  consignatarios  á  los 
señores  López  y  Rodriguez. 

Hágase  saber  y  repuesto  los  sellos,  archivóse. 

Fenelon  Zuviría. 
Habiendo  apelado  la  parte  de  Jackson,  se  dictó  este : 


Fallo  de  la  Suprema  €orie. 

Buenos  Aires,  Abril  17  de   1875. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  la 
sentencia  apelada  de  foja  noventa  y  ocho  ;  satisfechas  las 
de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

Salvador  M»  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  — J.  B.  Gorostiaga. — 
J.  Domínguez. 
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CAUSA  %JLW 


El  Dr.  D.  Ángel  Floro  Costa,  contra  D.  Federico  Valle  y  C. 

por  cobro  de  honorarios. 


Sumario. -^LdíS  causas  entre  dos  estranjeros  y  por  cobro 
de  servicios  profesionales,  no  corresponden  á  la  justicia 
nacional. 

Caso.  —  El  Dr.  D.  Ángel  Floro  Costa,  demandó  ante  el 
Juez  de  Sección  en  Buenos  Aires  á  D.  Federico  Valle  y 
G"  la  suma  de  8000  ps.  m/c.  por  honorarios  que  decia  de- 
vengados en  el  año  de  1874,  en  asuntos  seguidos  unos  ante 
el  Juez  de  Sección  y  otros  aunque  no  de  carácter  nacional 
en  que  habia  sido  consultado  por  repetidas  ocasiones. 

Corrido  .traslado^  D.  Federico  Valle,  promovió  artículo  de 
previo  pronunciamiento,  oponiendo  entre  otras  escepciones, 
la  de  incompetencia  de  jurisdicción^ 

Dijo  á  este  respecto,  que,  siendo  el  demandante  y  el  ex- 
ponente ciudadanps  estranjeros,  y  no  siendo  la  causa  por 
su  naturaleza  de  fuero  nacional,  el  Juez  era  incompetente 
para  conocer  en  ella.  Que  según  los  términos  mismos  de 
la  demanda,  tampoco  pedia  alegarse  que  ella  fuera  un  inci- 
dente de  juicios  radicados  ante  el  Juez  de  Sección,  sino  que 
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se  cobra  honorarios  que  se  dicen  devengados  en  todo  el  año 
de  1874,  en  toda  clase  de  nej^ocios  judiciales  y  extra-judi- 
ciales, ante  los  tribunales  nacionales  y  de  provincia. 

Pidió  que  el  Juzgado  se  declarase  incompetente,  con  es- 
presa condenación  en  costas  al  actor. 

Corrido  traslado  del  articulo,  el  Dr.  Costa  contestó,  en 
cuanto  á  la  escepcion  de  incompetencia,  que  no  siendo  su 
ánimo  hacer  pleitos  inútiles,  y  que  aun  cuando  podría  sos- 
tener la  competencia  del  Juzgado  en  razón  de  ser  casi  todos 
sus  trabajos  en  espedientes  que  han  tramitado  por  él,  no  se 
oponia  á  la  declinatoria  y  á  que  se  pasaran  los  autos  al  Jui&- 
gado  Civil  correspondiente. 


Fallo  del  #ues  de  Sección. 


Buenos  Aires,  Marzo  19  de  1875. 

Y  vistos  estos  autos  en  lo  relativo  al  incidente  promovido 
por  la  parte  de  D.  Federico  Valle  sobre  incompetencia ;  por 
común  consentimiento  de  las  partes  y.  resultando,  que  sien- 
do cada  uno  de  ellos  estranjero  no  corresponde  el  conoci- 
miento de  este  asunto  á  la  Justicia  Nacional  ni  por  su  natu- 
raleza ni  por  la  calidad  de  las  personas :  declárase  bien 
fundada  la  escepcion  deducida,  y  previo  el  pago  de  costas 
que  se  declara  corresponder  en  su  totalidad  al  demandante : 
remítanse  los  obrados  al  Juzgado  de  Provincia  que  corres- 
ponda.  Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

El  Dr.  Costa  apeló  en  la  parte  del  auto  en  que  se  le  con- 
dena en  costas. 

T.  vn.  9 
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Fallo  de  la  SvpreBta  Cterte. 

Buenos  Aires,  Abril  24  de  1875. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  de  foja  veinte  y  dos  vuelta,  en  la  parle  apelada ;  sa- 
tisfechas las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellpSi  devuél- 
vanse. 

Salvador  M»  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — J. 

4  B.  GoROSTlAGA.—  J.  DOMINGUESS. 


■*-• 


CÜlUSA  ILXII. 


D.   Constanlino    Cosla^    contra  D.    Guillermo  Andenon  por 
abordaje  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


« 
Sumario. — lo  El  arriendo  y  fletamento  de  un  buque  debe 

probarse  por  escrito. 

2o  Entre  los  hechos  de  los  Capitanes  de  que  son 
responsables  los  armadores  y  dueños  del  buque,  se  com- 
prenden los  que  envuelven  culpa  ó  negligencia  d^  aquellos. 
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So  Asi  lo  gOD  de  los  daños  resultantes  del  abordage  atri- 
buido á  impericia  ó  negligencia  del  Capitán. 

i**  El  derecho  de  dirigir  la  acción  de  un  tercero  contra 
el  buque,  no  hace  cesar  las  responsabilidades  personales  del 
deudor. 

5°  Solo  cesan  estas  con  el  abandono  del  buque  y  fletes. 


Caso. — El  vapor  c  Anita  i  de  propiedad  de  D.  Guillermo 
Anderson,  abordó  en  30  de  Abril  de  1873  á  la  goleta  cBian- 
cadora  >  de  propiedad  de  D.  Constantino  Costa. 

Deducida  demanda  por  este  por  los  danos  y  perjuicios, 
y  alegando  Aoderson  que  no  estaba  obligado  á  contestar 
por  haber  vendido  el  buque,  por  haberlo  tenido  arrendado 
en  la  fecha  del  abordaje  á  un  Sr.  Lamorvonais,  y  por  ser 
personalmente  responsable  el  Capitán,  por  cuya  culpa  tuvo 
lugar  el  abordage,  se  dictó,  después  de  producidas  las  prue- 
bas, el  siguiente: 


Fall«  del  JTnes  de  íleeeleM. 

Buenos  Aires,  Febrero  1^  de  1875. 

Vistos  estos  autos  iniciados  por  el  Dr.  D.  Luis  Fazulo  por 
D.  Constantino  Costa  contra  D.  William  Anderson  por  ha- 
ber echado  á  pique  el  vapor  f  Anita  i  de  propiedad  del 
último,  á  la  goleta  c  Biancadora  »  de  propiedad  del  primero. 

Y  resultando : 

Que  deducida  demanda  por  abordage  se  negó  Anderson 
á  contestar  y  nombrar  arbitros  alegando:  1^  no  ser  propio* 
tario  del  vapor  c  Anita  ».  2®  Haberlo  tenido  arrendado  en 
Abril  del  año  73,  época  del  abordage.  3<^  Porque  en  el 
caso  actual  de  abordaje  por  culpa  del  Capitán,  como  lo  di- 
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ce  el  demandante,  el  Capitán  es  responsable  única  y  directa- 
mente 

*  Y  considerando:  —  1®  Que  si  bien  se  ha  probado  la  ven* 
ta  del  vapor  c  Anita  »  en  trece  de  Diciembre  de  1873|  se* 
gun  la  copia  de  escrituras  agreg;ada  á  f.  20,  no  se  ha  pro- 
bado en  manera  alguna  el  arrendamiento  del  f  Anita »  al 
Sr.  Lamorvonais  en  la  época  del  siniestro ;  pues  la  única 
prueba  deducida,  el  certiflcado  del  .escribano  Munita  á  f.  27, 
no  es  mas  que  la  repetición  de  lo  alegado  por  la  parte  misma, 
y  á  estar  á  esa  misma  declaración  no  es  propiamente  un 
arrendamiento  sino  un  fletamento,  desde  que  no  se  ha  ale- 
gado se  hubiese  nombrado  por.  Lamorvonais,  ni  cambiado 
el  capitán  ó  tripulación,  y  tampoco  porque,  uno  como  otro 
caso  han  debido  probarse  por  escrito  (arts.  194  y  1185  G. 
de  Comercio )  y  no  se  ha  hecho. 

2^  Que  como  mandantes  del  capitán,  los  dueños  del  bu- 
que son  responsables  á  las  indemnizaciones  civiles  de  los  he* 
chos  del  capitán  en  lo  relativo  á  la  espedicion  ( artículo 
1 ,037  Código  de  Comercio )  y  lo  son  también  de  las  culpas 
de  los  que  subrogan  al  capitán  (art.  1,038  Código  de  Co- 
mercio ],  de  lo  que  se  deduce  que  entre  los  hechos  de  los 
capitanes  de  que  son  responsables  los  armadores  deben  com- 
prenderse los  que  envuelven  culpa  ó  negligencia  y  no  limi- 
tarlos al  é'uidado  de  la  carga ;  como  es  el  que  motiva  la 
reclamación  de  Costa  contra  los  dueños  del  buque. 

3o  Que  esta  responsabilidad  está  mas  claramente  fijada 
en  el  articulo  1068,  que  al  fijar  las  obligaciones  de  los  espi- 
nes dá  á  los  dueños  ó  armadores  derecho  para  indemnizar- 
se de  los  daños  ó  gastos  ocasionados  por  la  impericia  del 
capitán  ó  negligencia;  de  todo  lo  que  se  desprende  que 
de  estas  culpas  de  los  capitanes,  á  que  se  refiere  el  abor- 
dage  acusado,  responden  los  dueños  del  buque. 
4"*  Que  en  esta  inteligencia  deben  entenderse  las  res- 
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ponsabilidades  civiles  impuestas  por  el  Código  de  Comercio 
en  el  articulo  invocado,.  1423,  y  en  otros  en  que  se  impo- 
nen en  su  condición  calificada  de  capitán  y  no  personal- 
mente. 

5o  Que  el  derecho  6  privilegio  de  dirigir  la  acción  de 
un  tercero  contra  el  buque,  en  su  calidad  de  tal,  no  hace 
cesar  Ma  responsabilidad  personal  del  deudor,  sino  que 
como  privilegio,  puede  renunciarse;  y  solo  cesar  estas 
responsabilidades  por  el  abandono  del  buque  y  fletes  en 
la  expedición  en  que  se  contrajeron  (art«  1039),  abandona 
que  no  se  ha  hecho  ni  alegado. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  á 
la  escepcion  de  no  contestar,  alegada  por  parte  del  deman- 
dado y  ordenando  en  consecuencia  que  comparezcan  las 
partes  á  proponer  arbitros  de  conformidad  al  articulo  1424  del 
Código  de  Comerek),    Notifiquese  original  y  repóngaletse  los 

sellos. 

Isidoro  Albarraein. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

'  Buenos  Aires,  Abril  29  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  treinta  y  seis  vuelta,  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M^  del  Carril.— José 
Barros  Pazos.— J.  B,  Gorostiaga. 
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CAVmA  XXIII. 


Criminal,  contra  D.  Guillermo  Olivar,  par  eompliddad  en  el 
delito  de  rebelión]  —  sobre  fianza  de  juzgado  y  sentenciado 

y  desacato. 


jStfmano  — lo  La  igualdad  ante  la  ley  consiate  en  que  no 
se  establezcan  escepciones  ó  privilegios  que  escluyan  á  unos 
de  lo  que  se  concede  á  otros  en   iguales    circunstancias. 

2^  Es  admisible  la  fianza  de  juzgado  y  sentenciado  para 
dejar  sin  efecto  h  prohibición  impuesta  al  procesado  de 
salir  de  la  ciudad. 

3o  Las  palabras  inconvenientes  consignadas  en  un  es- 
crito importan  falta  de  respeto,  pero  no  delito  de  desacato, 


Caso. — Don  Guillermo  Olivar,  consejero  del  Banco  de  Men* 
doza,  fué  acusado  por  el  Procurador  Fiscal  como  cóm- 
plice en  la  rebelión  de  1874  por  haber  entregado  al  Ejér- 
cito rebelde  grandes  sumas  de  dinero  de  dicho  Banco. 

£1  Juez  de  Sección  admitió  la  querella,  ordenó  se  le- 
vantara el  sumario,  y  mandó  notificar  á  Olivar  no  se  ausentara 
de  la  ciudad  de  Mendoza  basta  segunda  orden  del  Juzgado. 

Olivar  reclamó  de  esta  orden  con  términos  irrespetuo- 
sos, y  el  juez  lo  apercibió. 
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El  Procurador  Fiscal  redamó  de  lo  inisnio,  pero  en  el 
sentido  de  que  debía  ordenarse  la  prisión  de  Olivar,  por- 
que asi  se  habia  hecho  con  otros  acusados  por  compli- 
cidad en  la  rebelión. 

Olivar  ofreció  flansa  de  juzgado  y  sentenciado,  para  que 
se  dejara  sin  efecto  la  orden. 

Pasada  vista  al  Fiscal,  se  opuso  á  la  petición  de  Olivar 
y  pidió  además  se  le  procesara  por  el  delito  de  desacato 
contra  la  autoridad  nacional  del  Juzgado. 

WmUm  del  Jfues  ém  Me— í#m. 


Mendoza,  Febrero  6  de  1875. 

Vistos:  en  cuanto  á  la  reposición  solicitada — Siendo 
legal  y  aceptada  por  la  jurisprudencia  en  el  estado  aotual 
de  la  causa,  la  prohibición  contenida  en  el  proveído  recurrido, 
sin  que  ella  importe,  como  inconvenientemente  la  clasifi- 
ca el  Procurador  Fiscal,  una  distinción  odiosa  y  un  derro* 
tero  arbitrario  en  la  aplicación  de  las  leyes,  pues  el  principio 
de  la  igualdad  de  todas  las  personas  ante  la  ley,  según  la 
ciencia  y  el  espíritu  de  nuestra  Constitución,  no  es  otra 
cosa  que  el  derecho  á  que  no  se  establezcan  escepciones 
ó  privilegios  que  escluyan  á  unos  de  lo  que  se  concede  á 
otros  en  iguales  circunstancias,  de  donde  se  sigue  forzosa- 
mente que  la  verdadera  igualdad  consiste  en  aplicar  en  los 
caBos  ocurrentes  la  ley  según  las  diferencias  constituti- 
vas de  ellos,  y  que  cualquiera  otra  inteligencia  ó  acep- 
ción de  este  derecho  es  contraria  á  su  propia  naturaleza  é 
interés  social :  no  ha  lugar  á  la  reposición  solicitada,  y  se 
concede  en  relación  el  recurso  de  apelación  interpuesto 
con  citación  y  emplazamiento  de  las  partes,  para  que  en 
el  término  de   cuarenta    días  '  comparezcan  ante  la   Su- 
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prema  Corte  á  hacer  uso  de  su8  derechos,  remitiéndose 
á  aquella  en  testimonio  á  ñn  de  no  perjudicar  la  prose- 
cución de  la  causa,  las  piezas  relativas  del  procedimiento. 
En  cuanto  á  la  fianza  de  juzgado  y  sentenciado  ofrecida, 
existiendo  términos  hábiles  para  ella  por  cuanto  el  auto 
recurrido  importa  señalar  al  acusado  la  ciudad  por  cárcel, 
y  considerando  además  que  es  producente  en  derecho  por 
cuanto  de  autos  no  resultan  hasta  la  fech^  cargos  que 
den  lugar  á  la  imposición  de  una  pena  corporal :  se  de- 
clara sin  efecto  la  prohibición  impuesta  en  el  proveído 
de  fs.  19  vta.  en  cuanto  al  acusado  Olivar,  siempre  que 
previamente  otorgue  la  correspondiente  fianza  carcelera  y 
de  Juzgado  y  sentenciado  en  la  persona  de  D.  Santiago 
Frugoni  que  indica  para  el  efecto.  En  cuanto  al  otrosi 
del  dictamen  Fiscal,  el  juzgado  declara  que  no  importan 
á  su  juicio  los  hechos  á  que.se  refiere  aquel,  el  desa- 
cato previsto  por  el  arlido  treinta  de  la  ley  penal,  sino 
una  falta  de  respeto  á  la  dignidad  del  mismo  Juzgado,  que 
encuentra  bastantemente  corregida  con  el  aperdbi miento  im- 
puesto yá.    Repóngase  el  j^apel. 

C.  J.de  la  Torre. 

Fallo  4lm  I»  Suprenuí  Corte. 

Buenos  Aires,  Mayo  !<>  de  4875. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  ap  e 
lado  de  foja  treinta  y  siete,  y  satisfechas  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M'  del  Carril. -— Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos.^^ 
J.  B.  GoROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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Criminal  contra  D.    Joaquín  GordomZf  por  complicidad  en 
hurtos  cometidos  por  lo$  rebeldes  y  sobre  fianza  carcelera. 


Sumario. — No  apareciendo  imputados  al  procesado  he- 
chos que  merezcan  pena  corporal,  es  admisible  la  fianza 
carcelera  y  de  juzgado  y  sentenciado. 


Caso.  —  D.  Joaquin  Gordoniz  y  D.  Jorge  Santander  fberon 
acusados  por  separado,  por  oréenseles  cómplices  en  la  com- 
pra de  cueros  robados  por  los  rebeldes  de  1874.  Consti- 
tuido en  prisión  Gordoniz,  pidió  ser  escaroelado  bajo 
fianza. 

El  Procurador  Fisoal  se  opuso,  manifestando  que  se  habia 
opuesto  también  á  una  petición  igual  de  Santander,  y 
reprodujo  las  razones  de  su  oposición  alegadas  en  el  caso 
de  este  último. 

Fallo  del  Jnes  úm  %9mmkmm. 

Mendoza,  Febrero  5  de  1875. 

Y  vistos:  considerando  que  en  esta  misma  causa  y  con 
fecha  26  de  Enero  último,  el  Juzgado  resolvió  lo  siguiente : 
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Vista  la  presente  solicitud  de  escarcelacion,  y  considerando  : 
que  ni  de  la  demanda  fiscal  de  f.  3,  ni  de  las  declaracio- 
nes del  sumario,  aparecen  imputados  al  procesado  hechos 
que  den  lugar  á  la  imposición  de  pena  corporal ;  que  con 
la  ñanza  carcelera  y  de  juzgado  y  sentenciado  ofrecida, 
quedan  asi  completamente  garantidos  Mos  resultados  del 
juicio,  especialmente  si  se  tiene  en  cuenta  que  el  fiador 
propuesto  es  persona  arraigada  y  perfectamente  abonada. 
Por  estos  fundamentos,  se  concede  la  escarcelacion  que  se 
solicita,  previo  el  otorgamiento  de  la  fianza  carcelera  .  y  de 
juzgado  y  sentenciado  ofrecida  en  la  persona  de  D»  José 
Miguel  Segura. 

Que  las  consideraciones  fundamentales  de  esa  resolución 
son  aplicables  igualmente  respecto  al  acusado  Gordoniz* 
Concédese  la  escarcelacion  solicitada  en  los  términos  de 
la  resolución  transcripta  y  en  persona  que  acredite  poseer 
como  propietario  bienes  inmuebles  ó  pagar  anualmente 
como  contribuyente  aí  Erario  Nacional  una  suma  que  no 
baje  de  cien  pesos  bolivianos*  Déjese  en  los  autos  la  cor- 
respondiente constancia,  comoniquese  en  oportunidad  á 
quien  corresponda  y  repóngase,  el  papeK 

Calitío  S.  de  la  Tinre. 

FaUo  de  lía  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Hayo  {">  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  ape- 
lado de  foja  dos  y  devuélvanse. 

Salvador  M»  del  Carrtl. — Franc|sco 
Dei^gado. — José  Barros  Pazos  — 
J.  B.  GoRosTiAGA,— J.  Domínguez. 
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D^  Juana  Praí  de  Echeoerria,   contra  el  General  D.  Miguel 
G.  Galarza,  sobre  reivindicación  y  rendición  de  cuentas. 


Sumario. — 1°  La  prueba  de  testigoB  menores  en  námero, 
pero  cQüoordes  eo  sue  deehiraoiene»  y  dando  razón  satis- 
factoria, es  superior  á  lá  de  mayor  número  de  ellos,  peeo 
que  no  conouerdaa  ó  no  dau .  iMon  salisfaotoría  ée  sus 
dieboa. 

2^  La  cosa  adquirida  duraiKte  la  aooiedad,  pero  eoya  cau- 
sa es  adteríor  al  makrÍBEkonio  y  lo  poseído  por  alguno  de 
los  cónyuges  antes  ¿el  matrimonio,  por  titulo  vicioso  juz«* 
gado  durante  la  sociedad  conyugal,  no  pertenece  á  esta, 
sino  al  que  la  adquirió  y  poseyó. 

3^  Upa  venta,  cuya  violaooia  y  lesión  no  se  prueba,  debe 
considerarse  como  espontánea  y  justa. 

4t^  El  silencio  del  marido  guardado  hasta  su  muerte,  á 
pesar  de  haber  estado  presenciando  Is  ejecución  del  con- 
trato de  venta  hecho  por  su  mujer,  debe  reputarse  como  una 
confirmación  tácita  del  consentimiento  que  en  la  escritura 
no  firmada  por  él  se  dice  que  prestó  á  la  venta. 
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odD  <{Q6  el  demandado  diee  poseer  los  bienes  y  derechos 
reclamados  por  un  aupueiáte  despojo,  cuando  sin  ser  inquie- 
tado ha  mantenido  señorío,  dominio  y  posesión  sobre 
ellos,  por  mas  de  veintiséis  años  consecutivos ;  contrariando 
también  el  que  la  Campomanes  haya  tenido  derecho  en  la 
posesión  del  campo  c  Isletas  >,  por  ser  ó  haber  sido  ese  de- 
recho esclusivo  de  Alyamendiíy  corresponderle  únicamente 
á  la  hija  legitima  de  este  en  sus  primeras  nupcias,  la  señora 
esposa  del  General  Galarza,  como  se  le  reconoce  en  tales 
condieiooes  por  la  miemaf  demanda. 

Que  reeibida  la  causa  é  prueba  por  auto  de  f.  55  con 
designación  de  los  puntos  sobre  que  debía  versar,  en  la 
producida  por  el  demandante  con  arreglo  al  interrogatorio 
de  f.  67,  de  todo  lo  que  se  registra  de  f.  484  vta.  á  446 
y  de  f.  450  á  459  y  de  f.  43?  á  479  resulta :  que  el  testi- 
go D.  losé  AIyamendi  f.  136  deelara  ser  cierto  el  conte- 
nido de  todo  el  interrogatorio:  que  en  el  de  f.  435  la  Sra.  Gre- 
goria  Benites,  el  de  f.  448  Sra.  Petrona  de  Panelo,  el  de 
f.  445  D.  Manuel  López,  dicen  que  nada  saben:  que  el  de 
f.  437  D.  Femando  Mártinez,  espone  que  AIyamendi  tuvo 
un  campo,  que  ignora  si  lo  tidquirió  después  de  casado  con 
la  Campomanes  ó  antes :  qu6  el  precio  del  ganado  oree  que 
sería  eide  tres  pesos,  contestando  á  lo  demás  que  nadit  sabe: 
que  el  de  P.  4^  D.  José  Gavino  Barceté  ignora  lo  referente 
á  bienes  habidos  por  AIyamendi  después  6  antee  de  casado 
con  la  dé  GaimpomeDes,  pues  qué  lo  conoció  ya  casado  y 
con  bienes ;  que  no  sabe  el  valor  que  tendría  el  ganado  y 
el  campo  en  esa  época,  declarando  en  todo  lo  demás  perti- 
nente á  la  coacción  6  víoleneia  ejercida  por  Calaría  y  por 
el  General  Ui^quiza  para  desposeer  á  la  Campomanes  de  lo 
que  le  pertenecia  y  no  darle  derecho  ii  reclamo,  de  una 
manera  asertiva  pero  con  la  espfesion  de  que:  así  lo  creía ; 
así  debía  se^i  6  que  así  lo  había  oido  decir:  que  el  de  F.  443 
Sra.  Lastenia  Irigoyen  de  Plaza,  espone  haber  oido  conver- 
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sar  á  Ms  padree^  qoa  AlyameDdi  adqiiin6.1oa  ineiies  qua  ta^ 
Dia,  euaado  caaó  oon  la  Gampomnnesi  ignorando  Jo  demás, 
sobre  el  haber  oido  á  la  señora  «miamii  Gampomanes'  que- 
jarse con  lágrimas,  de  la  venta  que  babia  hecho  á  Galaraa  ; 
y, que  t#m,bidn  le.cQnstaba  que  entre  eate  y  la  Gampomanes 
00  3f  09n^.eüvó  buavia  relación   á»  amistad : .  que  el   de 
f..l5Q  GQronal  D.  Eulogio  Amarillo,  declara  que  el  General 
Urquisa  le  contó,  que  habia  comprado  la  estancia  de  Alja** 
meadi  y  sa  la  había  regalado  al  Genetal  Galarsa ;  qoe  el 
ganado  valia  ties  peMSos,  diciendo  igaMar  todo  lo  demáa : 
que  el  de  f.  147  D.  Francisco  Latorra^  dice  que  el  precio 
del  ganado  ota  de  dos  peaos  ó  veinte  reales ;  que  oa  eierto 
que  fué  encargado  por  el  General  Urquioa  para  darle  é.  Ga- 
lana aeiaeientas  pesca  coa  que  pagara  la  eatawaa  de  Al« 
yameadií  que  dicho  Galaraa  por  sí  ausmo  habia  compta^o, 
pero  que  ao  ea  oier te  que  al  General  Urqoisa  htfbiara  ,  ai»^ 
kNFizadk^  á  Galarsia  para  usurpar  la  taleetancia:  qu^al.de 
f.  173  0.  Cristóbal    Uvarlelí  sabe  quor  aF  fieaeral  Galaeza 
después  de  la  batalla  de  c  India  muerta »   se  {be  á  vivir  en 
el  establecimiento  de  Alyamendi,  por  ouyo  mpüve  la  GaoK^ 
pomane^^lo  dejó  é  híaosu  residenaia  en  el  Unigaayj  que  no 
sabe  ü  eata  le  vendió  á  dicho  Galarza*  voluntaria  ó  invoion- 
tariamente  la  estancia;  declarando  ea  tod»  lo  demás  del 
iaterrofateria  airmativamente,  porque  así  lo  creki,  porque 
asi  debia  haber  sucedido  y  porque  asi  lo  había  oido  decir : 
que  el  de  f.  176  D.  Francisco  Barú,   que  AIyamoadi  nada 
tenia  cuando  sa  caaó  aoo  la  CampomatMs ;  que  oree  por  esto 
que  todo  lo  adquirió  después  de  casado ;  que  no  le  copsta 
el  número  de  ganado  que  tendría  la  estancia,  que  tampoco 
le  consta  que  Galarza  ^e  bubiaae  poaesioBado  de  ella  á  ^au 
r^esQ  de  la  batalla  de  <  India  Ituerta  » ;  q^e  no  sabe  si  la 
Campooianes  vendió  voluqtaria  ó  involuntariamente  sus  de* 
recboa  y  l^ienea  á  Galaraa ;  peto  síreree  que  al.  Gaaeral  Ui^ 
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pontáneamente  al  General  Galarza,  hallándose  el  uno  y  el 
otro  en  buena  relaoion  y  amistad,  justificando  con  esto  el 
contrato  que  aparece  á  f. 

3^  Que  la  reclamación  sobre  el  derecho  y  justo  título  en 
la  posesión  del  campo,  como  sobre  la  mitad  de  los  bienes 
fincados  al  fallecimiento  de  Alyamendi,  reputados  en  la 
demanda  como  gananciales  y  adquiridos  durante  el  consor- 
cio matrimonial  de  dicho  Alyamendi  con  la  Gampomanes ; 
tampoco  se  halla  justificado,  pues  en  la  parte  referente  al 
campo  se  halla  contradicha  por  el  mismo  documenta  de 
f.  2  con  que  se  le  demanda,  como  igualmente  por  el  cer- 
tificado de  casamiento  de  f.  20 ;  en  atención  á  que  acredi- 
tándose por  éste,  que  la  Gampomanes  se  casó  con  Alya- 
mendi el  año  veinte  y  ocho,  y  por  aquel»  que  dicho 
Alyamendi  fué  amparado  en  la  posesión  adquirida,  dos 
añor  antes,  como  se  espresa  en  el  decreto  del  Gobierno 
que  corre  por  titulo,  en  el  cual  se  dice  terminantemente, 
que  se  ampara  á  dicho  Alyamendi  en  la  posesión,  por  ha- 
berse hallado  el  campo  en  las  condiciones  de  la  ley  al  ser 
ocupado  y  poblado ;  siendo  consiguiente  que  desde  esa 
época,  es  decir  el  año  26,  principió  á  correr  el  derecho 
posesorio,  ó  sea  el  derecho  real-personal  de  Alyamendi  sobre 
el  campo,  según  lo  dispuesto  por  la  ley  47,  ÜU  28,  part. 
4*,  y  la  la  del  tit.  30  de  la  misma  partida,  concordantes 
con  lo  que  prescribe  el  Gódigo  Givil  en  el  art.  i""  del 
tit.  2^,  lib.  3o ;  y  que  por  lo  tanto,  estándose  al  mérito  de 
tales  antecedentes  y  disposiciones,  no  se  ha  podido  recla- 
mar, ni  se  puede  declarar  como  parte  perteneciente 
á  bienes  gananciales,  el  derecho  posesorio  que  adqurió 
Alyamendi  antes  de  su  casamiento  con  la  Gampomanes,  aun 
cuando  el  titulo  sobre  dicho  derecho  posesorio  hubiese  sido 
vicioso  y  que  el  vicio  se  hubiese  purgado  durante  la  so- 
ciedad conyugal,  atento  lo  que   prescribe  el    artículo  52, 
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cap.  io,  tft.  S"*,  seo.  3»,  lib.  S""  del  Código  citado:  que  por 
Iguales  condiciones  tampoco  ha  podido  demandarse,  ni  pue- 
de disponerse  que  puedan  entrar  á  formar  parte  en  parti- 
ciones como  de  bienes  gananciales,  los  ganados  con  que 
AIyamendi  entró  á  poseer  y  poblar  el  citado  campo,  según 
lo  que  acredita  el  indicado  titulo  de  f.  2  y  ha  sido  corro- 
borado por  los  testigos  de  la  parte  demandada. 

io  Que  no  hallándose  negado  por  el  aotor  demandante 
el  hecho  de  la  celebración  ú  otorgamiento  del  contrato  par- 
ticular de  venta  que  corre  á  f.  45  y  únicamente  alegádose 
su  nulidad,  por  no  haberlo  hecho  ó  celebrado  la  Campo- 
manes  con  libre  y  espontánea  voluntad,  sino  por  temor  ó 
miedo  que  la  obligara  ;  por  lesión  enorme  en  el  precio  de 
los  bienes  vendidos,  y  por  falta  de  autorización  ó  consen- 
timiento dado  á  la  Campomanes,  por  su  segundo  esposo  D. 
Leonardo  Quiroga  para  celebrarlo;  resuelta,  en  cuanto  alo 
primero  que  no  aparece  de  autos,  comprobante  fehaciente 
que  lo  demuestre,  y  si,,  mas  bien,  que  se  halla  acreditado 
que  dicho  contrato  fué  celebrado  en  buena  armonía  y  amia* 
tad,  lo  cual  escluye  la  ftilta  de  espontaneidad ;  en  cuanto  á 
lo  segundo,  que  no  se  ha  presentado  base  fija  sobre  la  que 
pueda  computarse  el  vicio  por  lesión  enorme  en  el  valor, 
pues  que  ni  se  halla  comprobado  el  número  fijo  de  ganados, 
ni  acreditado  suficientemente  el  precio  que  estos  teoian 
cuando  se  hizo  el  contrato ;  hay  mas,  que  la  Sra.  Campo*- 
manes  no  habia  hecho  inventario,  como  le  correspondia  ha- 
berlo, hecho,  de  los  bienes  fincados  al  fallecimiento  de  AI- 
yamendi, que  tampoco  rindió  cuentas  de  la  administración 
de  ellos  á  la  heredera  por  bl  tiempo  que  estuvieron  á  su 
cargo,  todo  lo  que  también  viene  á  hacer  inoficioso  el  ale- 
gato de  rescisión  por  lesión  enorme ;  y  que  en  cuanto  á  lo 
tercero,  si  bien  no  aparece  firmado  el  citado  contrato  por 
el  segundo  esposo  de  la  Campomanes,  no  existe,  sin  em- 
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bargo,  lo  que  debiera  haberse  comprobado,  que  es  su  falta 
de  consentimiento  respecto  á  que  de  la  letra  del  contrato 
aparece  que  lo  prestó. 

h^  Que  aun  cuando  las  justas  y  prudentes  considera- 
ciones que  quedan  espuestas  no  se  encontraran  apoyadas 
en  el  hecho  y  en  el  derecho  que  legalmente  las  funda, 
la  escepcion  de  la  prescripción  que  se  ha  alegado  por  el 
demandado,  con  el  tiempo  transcurrido  de  mas  de  veinte 
y  seis  años,  que  se  han  dejado  pasar  sin  entablar  ni  ejercitar 
reclamo  alguno  (salvo  la  protesta  de  f.  que  no  importa 
un  recurso  legal)  solo  se  ha  alegado  por  el  demandante 
causa  6  motivo  en  contrario  el  temor  que  opusiera  el  po* 
der  omnímodo  del  General  Urquiza,  y  la  protección  que 
éste  mandatario  dispensara  á  Galarza,  hecho  que,  aun  dado 
por  indubitable,  solo  podria  ser  atendible,  en  cuanto  al 
tiempo  corrido,  hasta  el  año  cincuenta  y  tres,  en  que 
se  juró  la  Gonstituoion  Nacional,  y  se  establecieron  Tri- 
bunales para  garantir  los  derechos;  ó  bien,  todavia,  hasta 
el  año  sesenta  y  uno,  en  que  principió  á  regir  la  de  esta 
Provincia ;  pero  aún  mas,  hasta  el  año  sesenta  y  tres,  en 
que  se  estableció  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional 
y  los  Juzgados  de  Sección  de  cuya  independencia  y  jus- 
ticia no  ha  podido,  ni  puede  disputarse. 

6o  Que  la  prueba  traída  de  las  tachas  espuestas  en  el 
interrogatorio  de  f.  78  contra  la  aseveración  de  los  testigos 
del  demandado,  no  se  halla  en  las  condiciones  legales, 
porque  los  deponentes  que  absuelven,  no  acreditan  las 
causas  personales  sobre  las  que  se  motivan  tales  tachas. 

Por  dichos  fundamentos,  y  considerando  además  todo  lo 
que  se  ha  visto  y  deber  '  convino,  en  el  hecho  y  en  el 
derecho,  declárase,  definitivamente  juzgando  sin  valor  ni 
efecto  la  acción  interpuesta  por  la  parte  demaadante  con- 
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tra  la  demandada  con  costas ;  levántese  igualmente  el 
embargo  preventivo  que  fué  decretado;  y  repóngante  los 
sellos. 

Antonio  Zarco. 


W9Mm  de  la  ftiiprenui  Corte. 

Buenos  Aires,  Mayo  i»  de  1875. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  y  considerando  especial- 
mente con  respecto  al  vicio  objetado  contra  la  venta,  por 
no  aparecer  en  la  escritura  la  venia  del  marido  de  la  ven* 
dedora  Don  Leonardo  Quiroga,  que  el  silencio  guardado 
por  este  hasta  su  muerte,  á  pesar  de  haber  estado  presen- 
ciando la  ejecución  del  contrato,  debe  reputarse  como  una 
conformidad  tácita  de  lo  que  en  la  misma  escritura  se  es- 
presa sobre  el  particular ;  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  doscientos  treinta ;  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.—  iosi 
Barros  Pazos. — J.  B.  Goros- 
TiAGA.  —  j.  Domínguez. 
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bargo»  lo  que  debiera  haberse  comprobado^  que  es  su  falta 
de  consentimiento  respecto  á  que  de  la  letra  del  contrato 
aparece  que  lo  prestó. 

5o  Que  aun  cuando  las  justas  y  prudentes  considera- 
ciones que  quedan  espuestas  no  se  encontraran  apoyadas 
en  el  hecho  y  en  el  derecho  que  legalmente  las  funda, 
la  escepcion  de  la  prescripción  que  se  ha  alegado  por  el 
demandado,  con  el  tiempo  transcurrido  de  mas  de  veinte 
y  seisenos,  que  se  han  dejado  pasar  sin  entablar  ni  ejercitar 
reclamo  alguno  (salvo  la  protesta  de  f.  que  no  importa 
un  recurso  legal)  solo  se  ha  alegado  por  el  demandante 
causa  ó  motivo  en  contrario  el  temor  que  opusiera  el  po- 
der omnímodo  del  General  Urquiza,  y  la  protección  que 
éste  mandatario  dispensara  á  Galarza,  hecho  que,  aun  dado 
por  indubitable,  solo  podría  ser  atendible,  en  cuanto  al 
tiempo  corrido,  hasta  el  año  cincuenta  y  tres,  en  que 
se  juró  la  GonstitUi^ion  Nacional,  y  se  establecieron  Tri- 
bunales  para  garantir  los  derechos;  ó  bien,  todavia,  hasta 
el  año  sesenta  y  uno,  en  que  principió  á  regir  la  de  esta 
Provincia ;  pero  aún  mas,  hasta  el  año  sesenta  y  tres,  en 
que  se  estableció  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional 
y  los  Juzgados  de  Sección  de  cuya  independencia  y  jus- 
ticia no  ha  podido,  ni  puede  disputarse. 

6^  Que  la  prueba  traida  de  las  tachas  espuestas  en  el 
interrogatorio  de  f.  78  contra  la  aseveración  de  los  testigos 
del  demandado,  no  se  halla  en  las  condiciones  legales, 
porque  los  deponentes  que  absuelven,  no  acreditan  las 
causas  personales  sobre  las  que  se  motivan  tales  tachas. 

Por  dichos  fundamentos,  y  considerando  además  todo  lo 
que  se  ha  visto  y  deber  '  convino,  en  el  hecho  y  en  el 
derecho, declárase,  definitivamente  juzgando  sin  valor  ni 
efecto  la  acción  interpuesta  por  la  parte  demandante  con- 
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tra  la  demandada  con  costas ;  levántese  igualmente  el 
embargo  preventivo  que  fué  decretado;  y  repónganle  los 
sellos. 

Antonio  Zarco. 


Falto  de  to  ñwipretnm  €)orto. 

Buenos  Aires,  Mayo  !<>  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  y  considerando  especial- 
mente con  respecto  al  vicio  objetado  contra  la  venta,  por 
no  aparecer  en  la  escritura  la  venia  del  marido  de  la  ven- 
dedora Don  Leonardo  Quiroga,  que  el  silencio  guardado 
por  este  hasta  su  muerte,  á  pesar  de  haber  estado  presen- 
ciando la  ejecución  del  contrato,  debe  reputarse  como  una 
conformidad  tácita  de  lo  que  en  la  misma  escritura  se  es- 
presa sobre  el  particular ;  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  doscientos  treinta ;  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril. —  José 
Barros  Pazos. — J.  B.  Goros- 
TiAGA.— J.  Domínguez. 
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CJ.1UBA  :kilvi. 


El  Fisco  Nacional  contra  Uartino  y  Vignales  por 

cobro  de  derechos^ 


Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  pri- 
mera rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Oaso. —  En  los  autos  seguidos  por  el  Procurador  Fis- 
cal de  Entre-Rios  contra  Marttno  y  Vignales  por  cobro  de 
pesos,  procedentes  de  introducciones,  no  habiendo  aquellos 
señores  mejorado  el  recurso  de  apelación,  á  escrito  de 
rebeldía  del  Sr.  Procurador  General,  se  dictó  este : 


Falto  de  to  ttayreniA  €)orte. 


Buenos  Aires,  Mayo  4  de  1875. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérilo 
de  lo  dipuesto  en  el  artículo  doscientos  catorce  de  la  ley 
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de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación ;  de- 
vuélvanse en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  cos- 
tas y  reposición  de  sellos,  por  el  apelante. 

Salvador  M'  del  Carril.— Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos.— ^ 
J .  B .  GoROSTiAGA . —  J.  Domínguez  . 


CL^UeA  ILILVII 


Corti  y  Riva  contra  D,   Octavio  Podadas  por   cobro  de 
suministros  y  provisiones  i  un  buque. 


Sumario.  — i^.  Los  derechos  que  se  acuerdan  contra  los 
compradores  de  bn  buque  á  ciertos  acreedores,  son  una 
limitación  de  los   efectos   de   la   compra-venta  de   bienes 

muebles. 

ti 

2*.  Esos  derechos  se  estinguen  si  no  se  llenan  estric- 
tamente las  condiciones  bajo  las  cuales  son  reconocidos  por 
la  ley. 

3^.  Tales  son  los  de  cobrar  el  crédito  dentro  de  60  días 
de  salido  el  buque  del  puerto  por  cuenta  del  nuevo  pro- 
pietario, ó  después,  si  se  protesta  dentro  de  dicho  perfodü, 
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tidn  <{Qe  iel  demandado  diee  poseer  los '  lienes  y  derechos 
reclam«ido8  por  un  supuesto  despojo,  cuando  sin  ser  inquie- 
tado  ha  mantenido  señorío,  dominio  y  posesión  sobre 
ellos,  por  mas  de  veintiséis  años  consecutivos ;  contraríando 
también  el  que  la  Campomanes  haya  tenido  derecho  en  la 
posesión  del  campo  « Isletas  i ,  por  ser  ó  haber  sido  ese  de- 
recho esdusivo  de  Alyamendil  y  corresponderle  únicamente 
á  la  hija  legitima  de  este  en  sus  primeras  nupcias,  la  señora 
esposa  del  General  Galarza,  como  se  le  reconoce  en  tales 
condieiones  por  la  -mismar  demanda. 

Que  reeibida  la  caura  A  prueba  por  auto  de  f.  55  con 
designación  de  los  puntos  sobre  que  debia  versar,  en  la 
producida  por  el  demandante  con  arreglo  al  interrogatorio 
de  r.  G7,  do  todo  lo  que*  se  registra  de  f.  181  vta.  á  146 
y  de f.  i50á  459  y  de  f.  187  á  179  resulta :  que  el  testi- 
go D.  losé  AIyamendi  f.  136  declara  ser  cierto  el  conte- 
nido de  todo  el  interrogatorio:  que  en  e)  de  f.  135  la  Sra.  Gre- 
goria  Benitee,  el  de  f.  i42  Sra.  Petrona  de  Panelo,  el  de 
f.  145  D;  Manuel  López,  dicen  que  nada  saben:  que  el  de 
f.  437  D.  Fernando  Martínez,  éspone  que  Atjamendi  tuvo 
un  campo,  que  ignora  si  lo  trdqBfirió  después  de  casado  con 
la  Campomanes  ó  antes :  qué  el  precio  del  ganado  cree  <}ue 
sería  el  de  tres  pesos,  eontestando  á  lo  demás  que  nadii  sabe: 
que  el  de  fl'  139  D.  José  Gavino  Barcel6  ignora  lo  referente 
á  bienes  habidos  por  AIyamendi  después  6  antee  do  casado 
con  la  dé  Gampomanes,  pues  qué  lo  conoció  ya  casado  y 
con  bienes ;  que  no  sabe  el  valor  que  tendría  el  ganado  y 
el  campo  en  esa  época,  deélarando  en  todo  lodémas  perti- 
nente á  la  coacción  ó  vreieneia  ejercida  por  Galarza  y  por 
el  General  Uf quiza  para  desposeer  á  la  Campomanes  de  lo 
que  le  pertenecia' y  no  darle  derecho  i  reclamo,  de  una 
manera  asertiva  pero  oon  la  espresion  de  que:  así  lo  creia ; 
asi  debia  se^i  6  qtie  así  lo  babia  oido  decir:  que  el  de  f.  143 
Sra.  Lastenia  Irígoyen  de  Plaza,  espone  haber  oido  conver- 
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«ara  Ms  padrM^queAlynineDdi  adquivi6  loa  Uenes  fuata^ 
nia,  euaudo  casó  oon  la  Gampomanaai  ignoraodo  lo  damas, 
sobre  el  haber  oído  á  la  señora  miamii  Gampomanes'  que- 
joso OOQ  lágrimas,  do  la  venta  que  habia  hecho  á  Galaraa  ; 
y, que  también  Le.cptistaba  que  enlra  este  y  la  Gampomanes; 
no  aa  oon^ecvó  bueina  relación  d/B  amistad :  que  el  de 
f..l50  GQronetl  D.  Eulogio  Amarillo,  declara  quo  al  General 
Urqujaa  le  contó,  que  habia  comprado  la  estancia  de  Alya-* 
mendi  y  ae  la  habia  regalado  al  Ganacal  Galaraa;  que  el 
ganado  valia  tres  peisos,  dicia&do  igAOiar  lodo  1q  demáa : 
que  el  de  t.  147  D.  Francisco  Laiorroi  dice  que  el  precio^ 
del  ffanado  ^a  de  dea  peaoa  ó  vaiate  reales ;  que  es  cierto 
que  fué  encargado  por  al  General  Urquiaa  para  darle  ó.  Ga^ 
laraa  seiaeientos  pesca  coa  que  pagara  la  eatancia  da  Al* 
yamendi»  que  dicho  Galaraa  por  ai  mismo  habia  comp«a4o, 
pero  que  no  ea  cierto  que  al  Ganeaid  Urqoiaa  hubiera  .au^> 
lof izado  i  Garlarla  para  usurpar  la  talaatancia:  qu^elde 
f,  173  D.  Cristóbal  Uvarlet,  sabe  quo*  of  General  Gaiarza. 
después  de  la  batalla  de  c  India  npuarta>  ae  fuéi  vivirán 
el  establecimiento  da  AIyamendi,  por  ouyo  mptiiva  la  Gam^ 
pomanesjo  dejó  ó  hiaosu  residencia  en  el  Uruguay,;  que  no 
sabe  ai  esta  le  vendió  á  dicho  Galarza<  voluntacia  ó  involon* 
tariamente  la  estancia;  declarando  en  toda  lo  deroas  del 
interrogatorio  afirmativamcnta,  porqua  asi  lo  creía,  porque 
asi  debia  haber  sucadido  y  porque  asi  lo  habia  oido  decir: 
que  el  de  f.  176  D.  Francisco  Barú»  que  Alyamondi  nada 
tenia  cuando  se  casó  con  la  Campioiiiafies ;  que  oree  por  esto 
que  todo  lo  adquirió  después  de  casado ;  que  no  le  copeta 
al  número  de  ganado  que  tendría  la  aataocia^  qua  tampoco 
le  consta  qi^e  Galarza  aa  bubiaae  poaesiaoado.de  ella  á.au 
regreso  de  la  batalla  da  <  India  Huerta  t ;  q^e  no  aaba  si  la 
Qampoioanes  vendió  voluqtaria  ó  iayoluntariaraenta  sua  de- 
rechos y  i/íem^  á  Galaeaa;  pero  si^'C^ae  que  al.  Gtcwral  Ui^ 
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Ó  dentro  de  seis  meses  del  regreso   al   puerto  de  su  ma< 
trícula,  si  la  venta   se  hizo  estando  en  viage. 


Cmo. -:- Los  Sres.  Gorti  y  Riva  demandaron  á  D.  Octa- 
vio Posadas  propietario  del  buque  tRio  Negro»  por  pago 
de  provisiones  suministradas  á  dicho  buque  mas  de  un 
año  antes   que  fuera  comprado  por  dicho  Posadas. 

El  demandado  no  reconociendo  la  verdad  de  la  cuenta, 
contestó  que,  aun  siendo  cierta,  no  podia  ser  responsable 
por  ella. 

Falto  del  Jínes  de  fteeetoH. 


Buenos  Aires,  Abril  2  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Gorti  y  Riva 
contra  D.  Octavio  Posadas,  por  suministros  al  bergantín 
nacional    c  Rio  Negro  >  de  que  resulta : 

I"*.  Que  los  Sres.  Gorti  y  Riva  diciendo  haber  sumi- 
nistrado al  bergantin  €  Rio  Negro  >  las  provisiones  que  de- 
tallan las  cuentas  de  f.  1*  en  Marzo  de  i  873,  pretenden 
que  les  sea  pagado  su  valor  f  or  el  Sr.  D.  Octavio  Posa- 
datf,  actual  propietario  del  cRio  Negro». 

3<».  Que  corrido  traslado  el  Sr.  Posadas  se  opone  al 
pago,  desconociendo  la  verdad  de  la  cuenta  y  alegando  que 
aun  en  el  caso  de  ser  cierta,  habiendo  comprado  el  c  Rio 
Negro»  en  Octubre  de  1873  y  hecho  la  navegación  hasta 
la  fecha  á  su  nombre,  se  hallaría  estinguido  el  derecho 
que  la  ley  acuerda  á  ciertos  acreedores  contra  el  nuevo 
dueño  del  buque  por  no  haber  reclamado  en  el  tiempo 
que  fija  el  artieulo  1024  ni  protestado  en  el  término  allí 
fijado. 
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Y  considerando:  —  lo.  Que  llamado  ad  effectum  videndi 
el  espediente  en  que  se  halla  agregada  la  escritura  do 
venta  del  i  Rio  Negro  > ,  resulta  ser  cierta  esa  venta  en 
Octubre  de  1873|  lo  que  hace  que  la  demanda  se  haya 
deducido  contra  el  nuevo  propietario  después  de  un  año 
de  haberse   verificado  la  venta. 

2o.  Que  siendo  los  derechos  que  se  acuerdan  contra 
los  compradores  á  ciertos  acreedores  ( los  especificados  en 
los  artículos  1028  y  1029  Código  de  Comercio  )  una  li- 
mitación á  los  efectos  de  la  compra-venta  de  biones  mue- 
bles, como  86  consideran  los  buques  (art.  1014),  requie- 
ren para  su  conservación,  que  se  hayan  llenado  estricta- 
mente las  condiciones  bajo  las  cuales  los  acuerdan  como 
verdaderos  privilegios  que  son. 

3"^.  Que  entre  estas  condiciones  figura  la  de  cobrarlos 
dentro  de  los  sesenta  dias  después  que  el  buque  haya  sa- 
lido del  puerto  por  cuenta  del  nuevo  propietario,  ó  des- 
pués, si  se  hubiese  protestado  en  aquel  periodo  ó  hasta 
seis  meses  si  el  buque  se  hubiese  vendido  en  viage  des- 
pués de  su  regreso  al  puerto  de  su  matricula  (art.  1024 
Código  de  Comercio),  y  los  acreedores  Corti  Riva  ni  han 
protestado  ni  alegado  las  escepciones  que  se  mencionan, 
como  debieron  hacerlo  por  tratarse  de  crédito  priviligiado, 
ni  podrían  hacerlo,  desde  que  consta  del  espediente 'acón- 
panado  que  se  han  vencido  hasta  los  mayores  términos 
acordados  por  el  artículo  dicho,  antes  de  la  demanda  sin 
cuya  protesta  quedan  estinguidos  los  derechos  que  pudie- 
ran tener  contra   Posadas  oomo'  comprador. 

Por  estas  consideraciones  fallo  absolviendo  al  Sr.  D.  Oc- 
tavio Posadas  de  la  demanda  entablada  contra  él,  por  los 
Sres.  Corti  y  Riva  por  provisiones  dadas  al  bergantín  <  Rio 
Negro  '.   Repónganse  los  sellos  y  notifiquese  con  el  original- 

Isidaro  Albarraán. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Mayo  15  de  1875. 

Vistos;  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  trece;  satisfechas  las  de  la  instancia  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M"  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado.  —  ¡osé  Barros  Pazos.  — 
J.  B.  GoROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 


CAUSA  ILILTIII 


D.  Marcelino  Palacios^  contra  el  Dr.  D.  Ángel  Floro  Costa, 
$obre  cumplimiento  de  un  contrato  de  compra-venta . 


Sumario.  — lo  La  venta  de  cosa  ajena  se  consolida,  ra- 
tificándola el  propietario,  ó  sucediendo  á  este  el  vendedor 
por  título  universal  ó  singular. 

2o  Cuando  no  hay  plazo  señalado,  el  vendedor  está  obli- 
gado á  entregar  la  cosa,  al  ser  requerido  por  el  comprador. 
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3^  La  cláusula  de  deber  ser  los  títulos  á  satisfacción  del 
compador,  importa  una  condición  resolutoria  en  caso  de  ser 
nulas  aquellas,  cuando  antes  de  examinarlas  el  comprador 
entra  en  posesión. 

Ao  El  no  haber  objetado  los  títulos,  y  el  reconocimiento 
de  ser  duefio  el  causante  del  vendedor,  importa  una  confe^ 
sion  de  conformidad  con  ellos. 

h"*  Cumplido  el  oontrato  por  parte  del  vendedor,  tiene 
este  derecho  á  exijir  el  pago  del  precio. 

El  caso  se  halla  referido  en  los  resultandos  del 


'4 


WmUQ  del  Jínes  de  Seeeien. 


Buenos  Aires,  Febrero  26  de  1875. 

« 
Vistos  estos  autos  iniciados  por  D.  Marcelino  Palacios, 

ooiitra  el  Dr.  D.  Ángel  F.  Costa,  pidiendo  el  pago  del  precio 
de  un  terreno  de  San  José  de  Flores  para  proceder  á  la 
escrituración  de  su  venta  y  contrademanda  del  último  por 
la  rescisión,  con  los  daños  y  perjuicios  de  la  falta  de  cum- 
plimiento, y  de  que  resulta  :  I""  Que  en  7  de  Enero  de  1872, 
D.  Ángel  Floro  Costa  compró  á  D.  Marcelino  Palacios  un 
terreno  en  Flores  con  dimensiones  determinadas  en  la  can- 
tidad de  145,000  $  m/o.  pagaderos  al  estenderse  la  escri- 
tura, la  cual  debia  ser  libre  de  todo  vicio  ó  detecto  legal 
y  á  ytisfaccion  del  comprador,  según  se  ve  por  el  documento 
de  f.  1,  firmado  y  reconocido  por  el  Dr.  Costa. 

2^  Que  en  vista  de  esta  compra  el  Dr.  Costa  totmó  po- 
sesión del  terreno,  mandó  levantar  planos  para  edificarlo 
f.  23  y  procedió  á  cercarlo  como  lo  confiesa  en  su  contes- 
tación á  la  demanda  á  f.  26,  mandado  por  la  Municipalidad 
del  partido  que  lo  reputaba  por  único  dueño. 
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3^  Que  deducida  la  demanda  el  Dr.  Costa  se  niega  á 
oumplir  el  convenio  de  f.  1  alegando  su  nulidad  por  no 
haber  sido  Palacios  dueño  del  terreno  en  el  momento  de  la 
venta  y  pidiendo  su  rescisión  con  los  daños  y  perjuicios  por 
no  haberle  satisfecho  las  escrituras  de  propiedad,  ni  cum- 
plidósela  en  tiempo  á  pesar  de  sus  reclamaciones. 

Y  considerando:  lo  Que  aunque  en  tesis  jeneral  las  cosas 
ajenas  no  pueden  ser  vendidas,  la  venta  que  sobre  ellas 
se  formulara  queda  subsanada  por  la  ratiñcacion  que  de 
ella  hiciera  el  propietario  ó  cuando  el  vendedor  viniera  á 
ser  sucesor  universal  ó  singular  del  dueño  (art.  8^,  lít.  3®, 
cap.  i  o,  sec.  2a,  lib.  2o)  y  en  el  caso  ocurrente,  consta 
de  la  contestación  á  la  demanda  por  el  Dr.  Costa  que  el 
vas90  Pedro  N.  dueño  del  terreno  ratificaba  la  venta  de 
Palacios,  pidiéndole  su  cumplimiento,  y  consta  igualmente 
que  en  Agosto  del  74,  Palacios  era  dueño  del  terreno  por 
compra  según  la  escritura  de  f.  12  y  siguiente. 

2o  Que  el  vendedor  está  obligado  á  entregar  la  cosa 
cuando  no  hay  plazo  convenido,  tan  luego  de  ser  reclamada 
por  el  comprador  (art.  88,  tít.  y  Código  citado)  y  consta 
que  el  Dr.  Costa  tomó  posesión  del  terreno,  sin  contradic- 
ción del  dueño  y  con  conocimiento  de  que  otro  que  Palacios 
lo  era,  pues  así  se  lo  dijo  el  vasco   Pedro  N. 

3o  Que  la  cláusula  de  que  las  escrituras  habian  de  ser 
á  satisfacción  del  Dr.  Costa  habiendo  mediado  la  entrega 
de  la  cosa,  debe  estimarse  de  conformidad  al  art.  51,  Có- 
digo y  lugares  citados,  como  una  cláusula  resolutorj^  y 
no  suspensiva  de  la  venta  y  por  tanto  perfectas  estas,  hasta 
que  se  probase  que  los  títulos  eran  malos  ó  tenido   vicio. 

4^  Que  lejos  de  alegarse  estos  hechos  el  Dr.  Costa  ha 
aceptado  la  validez  y  legalidad  de  los  títulos  presentados 
por  Palacios  á  f.  12,  no  contradiciéndola,  la  que  importa 
una  confesión  de  conformidad  al  art.  86  de  la  ley  de  pro- 
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cedimientos  nacionales,  y  reconociendo  en  su  escrito  de  con- 
testación á  la  demanda  que  el  propietario  anterior  á  Palacios 
lo  era  el  vasco  Pedro  N.  por  quien  aparece  estendida  la 
escritura  en  favor  de  éste. 

5^  Que  habiendo  por  consiguiente  aceptado  la  entrega 
y  satisfechole  los  títulos  al  Dr.  Costa,  antes  de  caer  en  mora 
el  vendedor  Palacios,  tiene  el  derecho  de  pedir  el  precio 
y  el  cumplimiento,  tanto  por  el  principio  general  de  que  los 
convenios  son  ley  entre  los  contrayentes  de  la  convención 
de  f.  1^9  cuanto  porque  cumplidas  las  obligaciones  del  ven- 
dedor tiene  derecho  al  pago  del  precio. 

Por  estas  consideraciones /a//o  que  el  Dr.  D.  Ángel  Floro 
Costa  oble  en  el  Banco  Nacional  á  los  diez  días  de  notificado 
y  á  la  orden  de  este  Juzgado  la  suma  145,000  $  m/c.  como 
precio  de  la  venta  de  un  terreno  comprado  en  San  José  de 
Flores  á  D.  Marcelino  Palacios  para  que,  estendida  que  le 
sea  por  este  la  escritura  respectiva  en  el  plazo  de  tres  dias 
después  de  la  obligación,  sean  entregadas  al  vendedor  Señor 
Palacios,  con  los  intereses  legales  desde  la  demanda.  Hágase 
saber,  y  repónganse  los  sellos,  y  nolifíquese' con  el  orijinal. 

Isidoro  Albarracin. 


WmUo  úm  la  ftnprenta  Corte. 

Buenos  Aires^  Mayo  15  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  treinta  y  siete ;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
J.  B.  GoROSTiAGA. — J.  Domínguez. 
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CLA.1UBA.  ILXIIL. 


El  Síndico  del  Concurso  c  Castellanos  y  C^^  de  Córdoba^  contra 
los  Síndicos  del  Concurso    c  Castellanos  2^  C*  > ,  del  Rosario 
por  entrega  de  existencias ^   sobre  competencia. 


Sumario. — 1^  Los  tribunales  Nacionales  no  pueden  co- 
nocer de  las  causas  relativas  á  los  juicios  universales  de 
coqcurso  de  acri^edores. 

2°  La  Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  dis-- 
cernir  las  competencias  que  se  suscitan  entre  los  Tribu- 
nales de  Provincia. 


Caso. — La  casa  de  Castellanos  y  C*.  que  ^raba  en  Córdo- 
ba y  en  el  Rosario  fué  declarada  en  quiebra  en  ambos 
puntos. 

El  Juez  de  Comercio  de  Córdoba,  y  él  del  Rosario  se 
diriji'eron  oflcios  recíprocos,  para  que  los  síndicos  del 
concurso  ocuparan  las  existencias  de  los  fallidos,  sitas  res- 
pectivamente en  el  Rosario  y  en  Córdoba. 

Ambos  jueces  se  negaron  á  cumplir  los  exhortes,  sos- 
teniendo cada  uno  ser  el  juez  único  de  la  verdadera  quiebra. 

En  este  estado  de  cosas  se  presentó  un  apoderado  del 
Sindico  del  Concurso  de  Córdoba  demandando  ante  el  Juez 
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de  Sección  de  Santa-Fé  á  los  Síndicos  del  Concurso  del 
Rosario  para  la  entrega  de  las  existencias  de  este  punto. 
Los  Síndicos  demandados  formaron  articulo,  declinando 
de  la  jurisdicción  nacional.  Sustanciado  el  artículo  y  abierto 
á  prueba  sobre  la  vecindad  y  nacionalidad  de  los  acreedo- 
res de  los  dos  concursos,  se  dictó  el 


Fallo  del  Jíuea  de  fteccton 

Rosario,  Febrero  27  de  1875. 

Autos  y  vistos :  Considerando  !<>.  Que  según  los  fallos 
de  la  Suprema  Corte,  Tomo  1"",  causas  2  y  16,  corres- 
pondería indudablemente  al  Juez  de  Sección  la  resolución 
de  las  cuestiones  iniciadas  por  el  apoderado  del  Sindico 
del  concurso  formado  en  Córdoba  á  la  casa  de  t  Caste- 
llanos y  Compañía». 

S""  Que  dichos  fallos  de  la  Suprema  Corte  que  dan  *  ju- 
risdicción á  los  Juzgados  Federales  para  resolverlas  cues- 
tiones que  se  han  suscitado  en  esta  vez  entre  el  concurso 
de  una  misma  casa  en  diferentes  Provincias,  debe  racional- 
mente entenderse  que  ellos  procedan,  cuando  los  individuos 
que  forman  tales  concursos,  caigan  bajo  la  jurisdicción 
Federal,  por  las  calidades  inherentes  á  sus  personas,  pues 
de  lo  contrario  seria  suponer,  lo  que  no  es  posible,  que  la 
Suprema  Corte  en  su  elevada  inteligencia,  hubiera  desa- 
tendido el  tenor  espreso  de  la  ley  Nacional  de  14  de  Setiem- 
bre de  1863  ;  cuyo  art.  10^  terminantemente  establece  : 
c  que  la  Justicia  Federal  es  competente  en  todos  los  casos 
t  en  que  dos  ó  mas  personas  asignables,  pretendan  ejercer 
c  una  acción  solidaria,  ó  sean  demandados  por  una  ac- 
c  cion  solidaria,  atendiéndose  á  la  nacionalidad  ó  ve- 
t  cindad  de  todos  los  miembros  de  la  sociedad  ó  comunidad. 
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€  de  tal  modo,  que  será  preciso  que  cada  uno  de  ellos  indi- 
c  vidualmente  tengan  el  derecho  de  demandar,  ó  pueda  ser 
c  demandado  ante  los  Tribunales  Nacionales,  con  arreglo  á 
c  lo  dispuesto  en  el  inciso  2"^  del  art.  2o  >. 

3""  Que  esta  espresa  doctrina  ha  sido  aceptada  por  el 
apoderado  Doctor  Sosa,  al  aceptar  el  auto  de  prueba  res- 
pecto de  la  nacionalidad  y  vecindad  de  los  miembros  de 
ambos  concursos. 

4®  Que  ademas  en  la  precedente  acta,  voluntaria  y  es- 
pontáneamente ha  reconocido  que  entre  los  acreedores  de 
Córdoba,  hay  ya  nacionales,  como  estrangeros;  ya  vecinos 
de  esa  Provincia,  como  de  la  de  Buenos  Aires ;  acep- 
tando también  que  entre  los  acreedores  del  Concurso  de« 
esla   ciudad,  hay  igualmente  nacionales  y  extrangeros. 

5^  Que  según  los  principios  reconocidos  sobre  jurisdic- 
ción federal,  y  muy  respetados  fallos  de  la  Suprema 
Corte,  interpretativos  de  la  ley  de  la  materia  y  del  articulo 
100  de  la  Constitución  Nacional,  para  que  una  causa 
entre  vecinos  de  diferentes  Provincias  caiga  bajo  la  juris- 
dicción Federal,  es  necesario  que  todos  ellos  sean  argenti- 
nos^ ó  los  de  una  argentinos  y  los  de  otra  estrangeros]  sin  que 
proceda  dicha  jurisdicción  entre  estrangeros  vecinos  de  di- 
ferentes provincias;  como  sucede  en  este  caso,  respecto 
de  algunos  de  los  acreedores  de  ambos  concursos  formados 
á  la  c  casa  de  Castellanos  y  C^  » . 

6o  Que  si  bien  la  confesión  de  las  partes  respecto  á  la 
calidad  de  las  personas,  no  habria  bastado  para  acordar 
una  jurisdicción  que,  como  la  Federal,  es  improrogable  y 
escepcional,  ella  es  sin  embargo  suflciente,  cuando  por  los 
hechos  confesados  por  las  partes  interesadas,  la  hacen  im- 
posible ;  pues  que  el  Juez  contra  esos  hechos,  no  puede 
abrir  prueba  de  oficio  para  declararse  una  competencia  que 
las  partes  le  desconocen  al  confesarlo^. — Por  estos  funda- 
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mentos,  el  Juez  que  suscribe  se  declara  incompetente  para 
resolver  la  demanda  entablada  por  el  apoderado  del  Síndi- 
co del  concurso  formado  en  Córdoba  á  la  c  casa  de  Gaste- 
llanos  y  G*».    Repónganse  los  sellos. 

Fenelon  Zuviria. 


FnUo  de  te  SupresMi  €)mwim. 

Buenos  Aires,  Mayo  15  de  1875. 

Visto :  No  compitiendo  á  los  Tribunales  Nacionales  el 
conocimiento  de  las  causas  relativas  á  los  juicios  universa- 
les de  concurso  de  acreedores,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
por  el  inciso  primero,  artículo  doce  de  la  ley  sobre  compe- 
tencia de  los  Tribunales  Nacionales ;  ni  teniendo  esta  S.u- 
prema  Gorte  jurisdicción  para  derimir  las  competencias  que 
se  suscitan  entre  los  Tribunales  de  Provincia,  se  confirma 
con  costas  el  auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  ocho  y  de- 
vuélvase, previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

Salvador  M&  del  Carril. — José  Barros 
Pazos. — J.  B.  Gorostiaga.— J.  Domínguez. 


T.  vn. 
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CAUSA  XXX, 


Criminal  contra  D.  Martin  Zapata  por  rebelión.    Incidente 

sobre  escarcelacion  bajo  fianza. 


Sumario. —  Los  reos  de  delitos  que  no  merecen  pena  cor- 
poral, pueden  ser  escarcelados  bajo  fianza. 


Ca$o. —  D.  Martin  Zapata,  preso  en  la  Policia  de  Men- 
doza por  imputársele  el  delito  de  rebelión,  como  Sub- 
delegado del  Departamento  de  Lujan,  se  presentó  ante  el 
Juez  Federal  pidiendo  su  escarcelacion  bajo  fianza  de  juz- 
gado y  sentenciado,  y  ofreciendo  como  fiador  al  vecino 
D.  Demetrio  Mayorga. 
De  las  [liezas  del  sumario  remitidas  en  copia  resulta : 
El  Procurador  Fiscal  denunció  á  Zapata  y  á  otros  como 
cómplices  en  el  delito  de  rebelión ;  que  Zapata  había  sido 
Subdelegado  del  gobierno  rebelde  en  el  Departamento  dé 
Lujan,  sin  que  pudiese  imputarse  á  Zapata  hecho  alguno  cri- 
minal, aparte  de  haber  ejercido  algunos  dias  dicho  cargo ; 
que  D.  Nicolás  Morales  declaró  que  siendo  Zapata  Subde- 
legado pasó  una  circular  á  los  decuriones  para  que  reco- 
jieran  las  armas  y  caballos  pertenecientes  al  Estado ;  que 
desempeñó  el  empleo  desde  el  3  ó  4  hasta  el  12  de  No- 
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viembre  de  1874;  que  D.  Manuel  Lima  declaró  como  el 
anterior,  agregando  que  Zapata  espidió  una  orden  para  ci- 
tar á  D.  Sigifredo  Serpa  como  oñcial  de  policia ;  que  ha 
oido  que  Zapata  llevó  preso  á  la  ciudad  al  Subdelegado 
legal,  D.  Vicente  Puebla.  D.  Manuel  Echegaray  declaró  que 
Zapata  habia  reunido  un  piquete  de  ocho  hombres  y  como 
quince  caballos  para  cumplir  las  órdenes  del  gobierno  del 
rebelde.  D.  Pedro  N.  Rosas^  dijo  :  que  Zapata  le  exijió 
los  fondos  de  la  Muncipalidad  para  entregarlos  á  D.  Mar- 
celino Sejas.  D.  Sigifredo  Serpa,  dijo :  que  Zapata  le  pi- 
dió una  reunión-  de  la  Municipalidad  para  disponer  de  los 
fondos  municipales,  á  lo  que  el  declarante  se  opuso;  que 
Zapata  lo  hizo  tomar  preso  hasta  que  pareciera  otra  per-> 
sena  á  quien  dijo  que   tenia  orden  de  tomar. 

En  la  indagatoria,  Zapata,  dijo  que,  durante  la  rebe-^ 
líen  habia  sido  Subdelegado  solo  en  el  nombre,  que 
prestó  su  aceptación  el  dia  10  de  Noviembre  y  el  12  hizo 
su  renuncia  que  le  fué  aceptada  y  además  fué  destituido 
por  el  ^Gobernador  Marenco. 

FnUo  del  JTuex  de  Seeeloii. 

Hendozay  Enero  26  de  1875. 

Vista  la  presente  solicitud  de  escarcelacion  interpuesta 
por  el  procesado  D.  Martin  Zapata,  con  lo  espuesto  por 
el  Procurador  Fiscal  y  considerando: 

Que  los  cargos  determinados  en  la  demanda  fiscal,  que 
dá  logar  é  la  presente  '  causa,  aun  probados,  no  son  de 
aquellos  que*  motivan  Iti  imposición  de  pena  de  muerte 
ú  otra  corporal,  atenta  su  naturaleza  y  que  de  liys  de- 
claraciones del  sumario  tampoco  aparece  imputado  al  pro- 
ceso ninguno  que  dé  lugar  á  tal  pena. 
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Que  los  reos  de  delitos  que  no  merecen  pena  corporal 
pueden  ser  escarcelados  bajo  de  ñaoza,  de  acuerdo  con 
la  prescripción  del  art.  18  de  la  Constitución  Nacional, 
que  prohibe  retener  en  la  cárcel  á  los  procesados  cjuando 
ella  deja  de  ser  un  medio  necesario  de  seguridad. 

Que  esta  es  también  la  jurisprudencia  constante  obser- 
vada en  los  Tribunales  Nacionalesi  como  se  compruebaí 
entre  otros,  por  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  Agosto  8 
de  1868. 

Por  estas  consideraciones:  concédese  la  escarcelacioni 
que  se  solicita,  previo  el  otorgamiento  de  la  correspon- 
diente escritura  de  flanza  cardeUra  y  de  juzgado  y  senten- 
ciado en  persona  de  suficiente  responsabilidad  á  juicio  de 
este  juzgado,  y  que  no  sea  un  funcionario  nacional.  Re- 
póngase el  papel. 

Calisto  S.  de  la  Torre. 

El  Procurador  Fiscal  apeló  y  el  recurso  se  le  otorgó  en 
relación. 


Fallo  de  te  Suprema  Corte. 


Bnenos  Aires,  Mayo  18  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,   se  confirma  el  auto  ape- 
lado  de  foja  cuatro  y  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Dblgado.  -^  José  Barros  Pazos.  — 
J.  B.  Ggrostiaga.— J.  Domínguez. 


TZ 
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CAUSA.  :X.3L1L1 


D.   Tomás  Garito  contra  D,  Juan,  Lloria  y  C^  por  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios. 


Sumario,^  Qu\M  pide  un  embargo  ante  Juez  inoompe- 
tente  sin  alegar  razón  legal,  ni  funda  después  demanda 
en  forma,  y  que  además,  demandado  por  causa  de  ese 
embargo,  no  contesta  la  demanda  é  incurre  en  rebeldía, 
debe  ser  condenado  en  daños  y  perjuicios  y  costos. 


Caso. — D.  Enrique  Gallardo  en  representación  de  D.  To- 
más Garibo  se  presentó  ante  el  Juzgado  Federal  en  Buenos 
Aires  esponiendo,  que  su  comitente,  patrón  del  pailebot  c  José 
Generoso, »  habia  tomado  carga  de  lana  de  los  Sres.  Juan 
Lloria  y  Ga  en  el  Baradero  para  llevarla  á  San  Pedro.  Que 
hallándose  el  buque  en  viage,  y  al  llegar  á  la  Boca  del 
Arroyo  del  Tala,  fué  acometido  por  un  remolino  de  viento 
que  lo  echó  á  pique  instantáneamente,  por  lo  que  Garibo 
tuvo  que  volver  en  un  bote  al  Baradero  á  dar  cuenta  del 
suceso  para  ver  si  se  podia  salvar  algo,  consiguiéndose  en 
efecto  poner  el  buque  á  flote,  con  las  mercaderías  cargadas. 
Que  los  cargadores  Juan  Lloria  y  G"*  validos  de  su  influen- 
cia en  el  partido,  hicieron  embargar  el  buque  bajo  su  res- 
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ponsabilidad,  manteniendo  á  bordo  la  lana  mojada,  no  obs- 
tante habérseles  observado  que  esto  solo  bastaba  para  podrir 
las  maderas,  y  reducir  en  poco  tiempo  la  embarcación  á 
estado  de  innavegabilidad.  Que  hacia  mas  de  dos  meses 
que  el  buque  estaba  embargado  en  ese  estado,  y  según 
.  noticias  posteriores  el  buque  se  estaba  sumergiendo  á  causa 
de  la  carga  en  mal  estado  que  tenia. 

Pidió,  entablando  formal  demanda  contra  Juan  Lloría  j  G"*, 
que  estos  fuesen  condenados  al  pago  de  los  daños  y  perjui- 
cios ocasionados  en  la  forma  siguiente:  lo  La  mitad  de  los 
gastos  hechos  para  levantar  el  buque  y  salvar  la  carga; 
que  importan  la  cantidad  de  doscientos  pesos  fuertes  jF.  200. 
2o  Todos  los  demás  gastos  por  diligencias  judiciales  y  extra- 
judiciales  que  han  ocasionado  los  referidos  señores  con  el 
embargo  hecho  bajo  ñu  responsabilidad  y  que  importan 
cincuenta  pesos  fuertes.  ^F.  50.  —  8o  El  valor  del  buque 
de  cuyos  restos  se  hace  abandono  á  tos  demandados,  sino  se 
devuelve  en  el  mismo  estado  en  que  se  hallaba  cuando 
se  embargó,  mil  doscientos  pesos  fuertes.  (^F.  1.2O0  ). 
4^  El  importe  de  los  perjuicios  sufridos  por  no  poder  tra- 
bajar el  buque  desde  el  dia  del  embargo  hasta  ^l  dia  en 
que  se  entregue  en  el  mismo  estado  en  que  se  embargó  ó 
se  pague  su  valor,  cuyo  perjuicio  se  calcula  á  rason  de 
doscientos  pesos  fuertes  al  mes. 

Acompañó  á  la  demanda  varios  documentos  en  justifica- 
cacion  de  los  hechos  alegados. 

En  rebeldía  de  los  demandados  y  de  conformidad  al  al>- 
tículo  186  de  la  ley  de  procedimientos,  se  ordenó  al  de- 
mandante que  justificase  el  origen  y  estado  del  embargo, 
haber  llenado  las  diligencias  de  salvataje  y  gastos  cau- 
sados, como  el  estado  del  buque  y  flete  usual  para  em- 
barcaciones del  porte  y  condiciones  del  <  José  Genef oso  » . 

Gen  las  pruebas  producidas  se  dictó  el  siguiente  : 
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VMli»  del  JTiieB  de  Sceeion. 

»  Buenos  Aires,  Marzo  4  de  1^75. 

Vistos  estos  autos  iniciados  por  D.  Enrique  Gallardoi  por 
D.  Juan  T.  Garibo  contra  los  Sres.  Llorfa  y  G*  del  Bara- 
dero,  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios  provenientes 
de  un  embargo  del  buque  cJosé  GenerosOí»  y  seguidos 
en  rebeldía,  de  los  que  resulta: 

I*"  Que  el  patrón  del  buque  c  José  Generoso  »  salió  del 
Baraderu  el  dos  de  Enero  de  1814,  con  cargamento  de  los 
Sres.  Lloria  y  G*  para  San  Pedro,  y  al  enfrentar  á  la  Boca 
del  Tala  tuvo  un  siniestro  que  lo  hizo  naufragar,  perdién- 
dose el  buque  y  la  carga,  salvándose  solo  la  tripulación,  de 
que  avisó  á  los  cargadores  y  levantó  la  correspondiente  pro- 
testa que  corre  á  fojas  tres  y  cuatro. 

2^  Que  habiéndosele  mandado  remover  el  dicho  buque, 
óomo  obstáculo  á  la  navegación,  el  siete  de  Enero  pudo 
ponerlo  á  flote  y  traerlo  hasta  el  puerto  del  Baradero  con 
el  cargamento  averiado,  de  lo  que  levantó  el  acta  de  fs.  5 
donde  fué  solicitado  por  Llorfa  para  que  siguiese  nuevamen- 
te á  San  Pedro,  lo  que  no  quiso  hacer  si  no  se  desembar- 
gaba el  buque  y  se  le  daban  garantías  de  que  no  se  volvería 
á  embargar  al  entregar  la  carga. 

3"^  Que  tanto  por  esta  referencia  como  por  la  protesta 
de  foja  1*  é  informe  del  Juez  de  Paz  del  Baradero  de  fo- 
ja 42,  aparece  que  Lloria  y  G*  habian  pedido  y  obtenido  el 
embargo  del  buque  c  José  Generoso  >  antes  del  siete  de 
Enero,  ante  el  dicho  Juez  de  Paz,  y  sin  esperar  la  acción 
que  dedujeran  para  ello. 

4^  Que  deducida  demanda  por  los  daños  y  perjuicios  que 
se  le  originaron  por  ese  embargo,  acordado  bajo  la  raspón- 
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sabililídad  de  Llorfa  y  G^,  se  emplazó  á  estos  á  contestar 
y  no  habiendo  concurrido  se  les  intimó  la  rebeldía  que  se 
declaró  en  su  contumacia  á  foja  veinte  y  cuatro  vuelta. 

5"*  Que  en  este  estado  y  con  las  limitaciones  del  artículo 
186  de  la  ley  de  procedimientos  nacional,  se  recibió  la 
causa  á  prueba,  sobre  lo  que  dio  origen  al  embargo  y  esta- 
do de  la  causa,  haberse  llenado  las  diligencias  de  salvataje 
que  se  cobraban,  como  sobre  el  estado  del  buque  y  flete 
usual  por  embarcaciones  del  porte  y  condiciones  del  c  José 
Generoso.  » 

Y  considerando:  1^  Que  aunque  es  verdad  que  consta 
que  el  embargo  sobre  que  se  reclama  fué  pedido  por  los 
Sres.  Lloria  y  G*,  bajo  su  responsabilidad,  lo  es  también 
que  esa  responsabilidad  no  podia  hacerse  efectiva  sino  des- 
pués del  fallo  judicial  que  recayese  sobre  la  acción  entabla- 
da por  los  Sres.  Lloria  y  G^ :  ó  como  deja  comprenderlo  el 
mismo  Juez  informante  c  hasta  resolución  judicial  al  efecto  » 
esa  resolución  aun  no  se  ha  pronunciado. 

2°  Que  no  puede  decirse  de  embargo  ilegal,  desde  que 
consta  que  la  orden  ha  sido  espedida  por  Juez  competente 
y  se  han  llenado  las  formalidades  del  embargo. 

3®  Que  tampoco  puede  decirse  de  ese  embargo,  un  he- 
cho ilícito  de  que  fueran  responsables  los  Sres.  Llorfa,  tanto 
porque  el  que  ejercita  un  derecho  no  comete  un  acto  ilí- 
cito (art.  6,  Tít.  7,  Seco.  2,  Libro  2.)  y  en  el  caso  ocurren- 
te el  decreto  judicial  de  embargo,  hace  presumir  con  pre- 
sunción legal  que  9orre8pondia  el  embargo  pedido,  como 
que  no  basta  para  que  nazca  la  responsabilidad  por  actos 
ilícitos  que  se  produzca  el  daño,  sino  es  que  también  se 
pueda  imputar  á  los  agentes,  culpa  ó  negligencia  ( art.  2^ 
Tit.  8,  Seoc.  2,  Libro  2.)  que  no  se  ha  alegado  siquiera  por 
parte  de  los  demandados. 

ifi  Que  aunque  por  el  artículo  185  de  la  ley  de  Proco- 
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dimientosi  declarado  en  rebelión  el  demandado,  corresponde 
fallar  en  favor  del  actor,  es  solo  en  el  caso  de  que  resulte 
jostiflcada  la  acción  ó  se  justifique  en  la  forma  permitida  en 
el  artículo  186  y  no  se  ha  hecho  en  el  caso  ocurrente;  pues 
ni  como  delito,  ni  hecho  ilícito,  únicbs  casos  que  pudieran 
motivar  la  responsabilidad  que  se  persigue. 

Por  estas  consideraciones  Fallo  absolviendo  á  los  Señores 
Lloria  y  Compañía  de  la  demanda  entablada  en  su  contra 
por  D.  Enrique  Gallardo,  por  D.  Juan  T.  Garibo. -— Repón- 
ganse los  sellos  y  notiflquese  con  el  original. 

hidoTO  Albarradn. 

Habiendo  apelado  la  parte  de  Garibo  la  sentencia  anterior 
fué  revocada  por  el 

Fallo  de  la  Suprema  C^rle. 

Buenos  Aires,  Hayo  29  de  1875. 

Vistos :  Considerando  que  Lloria  y  C*  pidieron  ante  un 
Juez  incompetente,  y  obtuvieron  bajo  su  responsabilidad,  em- 
bargo del  buque  de  Garibo  y  que  al  pedir  el  embargo  no 
alegaron  razón  ninguna  legal,  ni  han  deducido  posterior- 
mente acciones  de  ningún  género  para  responsabilizar  al 
patrón  y  dueño  del  buque:  que  demandados  por  este  á  efec- 
to de  que  le  indemnicen  los  daños  ocasionados  por  el  em- 
bargo, lejos  de  comparecer  á  justificar  su  proceder  y  dedu- 
cir los  derechos  con  que  se  considerasen,  se  han  constituido 
en  rebeldía,  incurriendo  en  lo  dispuesto  por  el  artículo  cien- 
to ochenta  y  cinco  de  la  ley  de  procedimientos ;  que  de  los 
antecedentes  que  obran  en  autos,  resulta  qfle  el  buque  ha 
sufrido  daños  y  que  estos  han  provenido  del  embargo,  y 
^  de  la  mala  condición  en  que  durante  el  mismo  han  sido  te- 
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nidos  buque  y  oarga :  que  por  consiguiente  es  justo  que  el 
dueño  sea  indemnizado  como  lo  pide,  haciéndose  efectiva  la 
responsabilidad  del  causante  de  los  perjuicios :  por  estos  fun- 
damentos, se  revoca  la  sentencia  apelada  y  se  oondena  á 
Lloria  y  G*  á  pagar  á  Garibo,  por  via  de  indemnización,  ia 
diferencia  entre  el  valor  del  buque  en  su  estado  actual,  y 
el  que  tenia  después  del  naufragio,  al  tiempo  de  hacerse  el 
embargo,  la  que  será  determinada  por  peritos  arbitradores ; 
y  los  intereses  sobre  dicha  diferencia  desde  la  fecha  de  la 
demanda,  con  arreglo  á  la  tasa  del  Banco  Nacional,  y  satis- 
fechas las  costas  que  se  declaran   á  cargo  del  contumaz, 

devuélvanse. 

Salvador  H''  del  Garril — Franqsgo 

Delgado.— José  Barros  Pazos. — 

J.  6.  Gorostiaga.— J.  Domínguez. 


Cil.UB^  SLILIUI. 


D.  Ernesto    Tonsquist  y   C^  cotUra  Ochoa  y   C*  por  cobro 

de  averias. 


Sumario.  —  l^  La  disposición  del  segundo  párrafo  del 
arliciilo  i  246  del  Código  de  Gomercio  es  para  los  casos 
en  que  los  efectos  se  entregasen  sin  el  examen  ordenado 
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en  el  párrafo  precedente,  ó  bajo  recibo  en  que  se  declare 
el  robo^  daño  ó  disminución. 

2^  Si  se  fija  el  término  de  cuarenta  y  ocho  horas  para 
el  examen  espreso  que  debe  contarse  desde  la  descarga, 
es  porque  es  regla  general  que  ésta  debe  hacerse  por 
el  adueño  ó  consignatarip,  .precediendo  naturalmente  la 
la  entrega,  y  no  se  refiere  por  consiguiente  al  caso  en 
que  la  descarga  se  baga  por  el  capitán,  conduciendo  los 
efectos  á  los  almacenes  de  Aduana. 

3<>  Debe  ser  aceptado  un  examen  hecho  por  peritos  nom- 
brados con  conocimiento  de  las  partes. 


Cü90.  —  En  aO  de  Julio  de  1874,  D.  Ernesto  Tonsquist 
y  G*  comunicaron  por  escrito  á  los  Sres.  E.  Ochoa  y  G> 
que  habiendo  la  Aduana  dado  recibo,  como  en  mala 
condición  de  40  cascos  vino  de  los  esponentes,  venidos 
en  el  vapor  c Villa  de  Bilbao»,  de  que  Ochoa  y  G^  eran 
consignatarios,  les  pedian  asistieran  á  la  revisacion  que 
debia  hacerse  para  constatar  sí  la  merma  provenia  de 
vicio  propio  ó  por  culpa  del  buque  ó  de  los  lancheros. 

En  27  del  mismo  mes,  Tonsquist  y  C&  se  presentaron 
ante  el  Juez  de  Sección,  esponiendo  que  habiendo  Ochoa 
y  G*  negádose  á  presenciar  el  reconocimiento,  no  obstante 
haber  sido  requeridos  verbalmente  y  por  escrito,  y  no  pu- 
diendo  esparar  por  mas  tiempo  la  entrega  de  su  carga, 
pedian  que  el  Juez  nombrase  un  reconocedor,  protestando 
á  la  vez  por  los  daños  y  perjuicios  que  la  conducta  de 
Ochoa  y  C*  les  ocasionaba,  y  las  costas  que  se  originasen. 

El  Juzgado  ordenó  que  Ochoa  y  C*  manifestaran  si  esta- 
ban conformes  en  que  el  juzgado  nombrase  el  perito  que 
débia  practicar  el  reconocimiento,  y  en  caso  de  no  confor- 
midad que  propusieran  uno  por  su  parte. 
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No  habiendo  Ooboa  y  O  heobo  la  naanifestacion,  el  Juz- 
gado nombró  en  su  rebeldía,  y  por  ellos  á  D.  Enrique 
Carbono,  y  6  D.  Damián  Castro  propuesto  por  Tonsquist  y  C*. 

Los  peritos  informaron  que  hablan  encontrado  once 
pipas  con  gran  merma  producida  por  estracciones  hechas 
por  agujeros  existentes  entre  los  arcos  de  madera;  que 
según  el  guarda  en  ese  estado  fueron  recibidas  por  la  adua- 
na, lo  que  la  obligó  á  poner  sus  reservas  en  los  papeles 
de -entrada  ;  que  la  merma  extraordinaria,  deducida  la  na- 
tural que  puede  haber,  era  de  137  galones;  que  el  precio 
de  este  vino  era,  en  la  segunda  quincena  de  Julio,  de  820 
pesos  pipa  y  en  la  fecha  de  la  pericia  de  solo  750  pesos. 

Después  de  recibidas  por  Tonsquist  y  C*..  las  pipas  de  vi- 
no, estos  demandaron  á  Ochoa  y  C*.,  por  la  suma  de 
6.250  ps.  m/c.  importe  de  la  merma  constatada  y  del  per- 
juicio sufrido  por  la  falta  de  entrega  oportuna. 

Corrido  traslado,  0.  Enrique  Ochoa  yG\,  contestaron  que 
los  artfculos  1246  y  1247  del  Código  de  Comercio,  fijan  los 
plazos  perentorios  de  48  horas  para  reclamar  por  averias 
ó  disminución  visibles,  y  tres  dias  para  las  que  no  lo 
sean,  y  que  pasando  esos  términos  se  pierde  todo  de- 
recho á  reclamo.  Que  de  autos  resulta  que  los  deman- 
dantes habian  descuidado  la  observancia  de  estas  disposi- 
ciones, formulando  su  reclamo  mucho  después  de  tener 
los   efectos  en  su  poder. 

Pidieron  se  rechazara  la  demanda  con  costas. 

Fililí»  del  JTues  de  Seeeton. 


Buenos  Aires,  Marzo  31  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Ernesto  Tonsquist 
contra  los  Sres.  Ochoa  y  C*.,  como  consignatarios  del  va- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  157 

por  <  Villa  de  Bilbao »  por  cobro  de  averias  en  una  par- 
tida de  vinos  que  le  traían  á  flete  y  de  que  resulta : 

I"*.  Que  el  veinte  y  ocho  de  Marzo  de  1874  se  cargaron 
á  bordo  del  <  Villa  de  Bilbao  t  para  los  Sres.  Tonsquist 
de  Buenos  Aires  cuarenta  bordalesas  de  vino  ( conocimien- 
to  de  f.  2\ )  las  que  fueron  recibidas  en  aduana  antes  del 
veinte  de  Julio  como  en  mala  condición  ( carta  de  los  de- 
mandantes á  f.  1\) 

2o.  Que  con  fecha  veinte  y  nueve  de  Julio,  y  en  vista 
que  los  Sres.  Ochoa  no  hablan  atendido  á  las  reclamacio- 
nes estrajudiciales  de  Tonsquist,  pidió  este  el  reconoci- 
miento pericial  de  las  averias  á  cuyo  reconocimiento  no 
concurrieron  los  Sres.  OchoSi  teniendo  el  Juzgado  que  nom- 
brar uno  de  los  peritos  para  que  tuviera  lugar  el  recono-- 
címiento. 

3o.  Que  fundados  en  ese  reconocimiento  pericial  y  so- 
bre las  averias  que  reconocen  los  peritos,  de  haberse 
sustraído  parte  del  vino  de  las  bordalesas ,  los  Sres.  Tons- 
quist entablaron  su  demanda  á  f.   95. 

4^.  Que  corrido  traslado  de  la  demanda  los  Sres.  Ochoa 
se  niegan  á  pagar  la  indemnización,  fundados  en  que  no 
se  ha  hecho  el  reconocimiento  en  tiempo  y  forma,  pues 
ha  sido  deducido  después  de  los  tres  dias  y  ha  debido 
ser  judicial  y  no  privadamente  el  reclamo. 

Y  considerando  :  —  1'.  Que  está  declarado  en  repetidas 
decisiones  de  la  Corte  Suprema,  declarando  loa  artículos 
4246  y  1247,  que  el  recibo  de  mercaderías  de  sus  dueños 
sin  reclamo  alguno  por  detrimento  ó  averia,  es  una  presun- 
ción de  que  el  porteador  cumplió  con  sus  obligaciones  de  laK 

2''.  Que  lo  está  igualmente,  declarando,  los  artículos, 
citados,  que  este  reclamo  debe  ser  judicial,  y  dentro  de  los 
términos  fijados  en  los  dichos  artículos,  pasado  cuyo  plazo 
no  puede  hacerse  lugar  á  reclamación  alguna. 


158  FALLOS   DE   LA   SUPREMA   CORTE 

3o.  Que  habiéndose  recibido  lus  mercaderías  de  Tonsquist, 
con  la  anotación  c  en  mala  condición  i  solo  bá  tenido  de- 
recho á  pedir  el  reconocimiento  y  á  hacerlo  valer  para  la 
responsabilidad  del  capitán,  en  el  plazo  de  cuarenta  y  ocho 
horas  (ipciso  2o,  art.  1246,  Código  de  Comercio )  y  consta 
que  desde  que  bs  demandantes  tuvieron  noticia  según  su 
carta  de  f.  1*,  hasta  que  pidieron  el  reconocimiento  judi* 
cial,  ha  transcurrido  con  exceso  ese  término,  por  lo  que  de 
conformidad  al  articulo  citado,  no  es  admisible  reolamacion 
alguna.. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  absolviendo  á  los  Sres. 
Ochoa  y  G*.  de  la  demanda  entablada  contra  ellos  por 
los  Sres.  Tonsquist  y  G\,  por  cobro  de  averias,  y  conde- 
nando á  estos  últimos  al  pago  de  las  costas.  Repónganse 
los  sellos  y  notiñquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarraein. 
De  este  auto  apelaron  en  relación  los  demandantes. 


Buenos  Aires,  Junio  3  de  1875. 

Vistos  :  Considerando  que  la  disposición  del  segundo 
párrafo  del  articulo .  mil  doscientos  cuarenta  y  seis  del 
Código  de  Comercio  es  para  los  casos  en  que  los  efec- 
tos ie  entregaren  sin  el  examen  ordenado  en  el  párrafo  pre- 
cedente, ó  bajo,  recibo  en  que  se  declare  el  robo,  daño 
ó  disminución :  que  si  al  Ajar  el  término  de  cuarenta 
y  ocho  horas  espresas  que  debe  contarse  desde  la 
descarga,  es  porque  en  regla  general,  esta  debe,  hacerse 
por  el  dueño  ó  consignatario,  precediendo  naturalmente  la 
entrega:  que  esto  se  hace  mas  evidente  por  el  tenor  del 
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artículo  mil  doscientos  cuarenta  y  siete  en  que  se  dis. 
pone  que  los  tres  dias  que  él  prefija ,  se  cuenten  desde  que 
los  efectos  pasaron  á  manos  del  consignatario :  que  en  este 
caso  la  descarga  no  ha  sido  lícita  por  los  consignatarios, 
sino  por  el  capitán,  que  según  la  costumbre  establecida 
para  los  vapores,  hizo  conducir  los  efectos  á  los  almace- 
nes de  aduans^i  que  en  dichos  almacenes  se  encontraban 
sin  pasar  á  manos  de  los  consignatarios,  cuando  estos  re- 
quirieron por  su  carta  de  foja  primera  á  los  representantes  del 
buque  para  que  concurriesen  al  examen  de  las  barricas 
que  aparecían  én  mala  condición ;  y  cuando  se  presentaron 
judicialmente  con  el  mismo  objeto  ( foja  siete )  á  conse- 
cuencia de  no  haber  recibido  contestación  á  la  espresada 
carta  de  foja  primera ;  que  el  capitán  por  su  parte,  no  cum- 
plió el  deber  que  le  impone  el  mismo  artículo  mil  dos- 
cientos cuarenta  y  seis  del  Código,  á  pesar  de  ser  visible 
el  daño  existente  en  parte  de  la  carga,  como  lo  hicieron 
constar  tas  oficinas  de  aduana ;  considerando  por  otra  par- 
te que  no  se  ha  deducido  objeción  alguna  contra  el  resul- 
tado del  examen  de  foja  veinte,  hecho  por  peritos  nombra- 
dos al  efecto  con  conocimiento  de  la  parte  demandada  ; 
ni  contra  la  cuenta  formulada  sobre  esa  base  á  foja  veinte 
y  siete.  Se  revoca  la  sentencia  apelada  y  se  condena  á 
los  consignatarios  der  vapor  c  Villa  de  Bilbao  >  á  pagará 
Tonsquist  y  Gv,  el  importe  de  la  primera  partida  de  di- 
cha cuenta  con  sus  intereses  á  estilo  de  Banco,  desde  la 
demanda  ;   y  satisfechas  las  costas  devuélvanse. 

Salvador  M'  del  Garkil.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
].  B.  GoROSTUGA.- J.  Domínguez. 
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CJLU8A  XILXIII* 


D.  Juan  Dufour,  D.  Juan  Ualeolm  y  D.  Carlos  Lumb  con 
el  Gobierno  de  Buenos  Aires.  Incidente  sobre  revisión. 


Sumario. —  1^  El  recurso  de  revisión  solo  puede  tener 
lugar  en  los  casos  enumerados  en  el  artículo  241  de  la  ley 
de  procedimientos. 

2o  No  se  encuentra  entre  esos  casos  el  de  una  equi- 
vocada interpretación,  según  el  recurrente,  de  los  docu- 
mentos existentes  en  el  proceso. 


Caso. —  Notificada  la  sentencia  dictada  por  la  Suprema 
Corte  con  fecha  11  de  Marzo  de  1875,  en  los  autos  segui- 
dos por  D.  Juan  Dufour,  D.  Juan  Malcolm  y  D.  Garlos 
Lumb  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
los  demandantes  dedujeron  recurso  de  revisión  alegando  que 
el  Tribunal  habia  hecho  una  equivocada  apreciación  de  los 
documentos  existentes  en  los  autos  y  que  el  Gobierno  de 
Buenos  Aires  en  otro  caso  semejante  al  de  los  esponentes 
habia  reconocido  la  legalidad  de  la  reclamación,  mandando 
indemnizar  al  perjudicado. 

El  Fiscal  de  la  Provincia  contestó  que  el  recurso  de  re- 
visión solo  podia  deducirse  en  los  casos  enumerados  en  el 
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artículo  241  de  la  ley  de  procedimientos,  entre  los  que  se 
comprendia  el  alegado  ;  que  los  documentos  del  proceso 
estaban  bien  apreciados  por  la  Suprema  Corte ;  que  el 
argumento  de  que  el  Gobierno  de  Buenos  Aires  habla  man- 
dado indemnizar  en  un  caso  semejante,  no  es  procedente  y 
aunque  lo  fuera,  el  hecho  no  era  exacto. 


Baile  ée  1»  Saprenuí  €?orte. 


Baenos  Aires,  Junio  5  de  1875. 

Vistos:  No  hallándose  el  presente  recurso  de  revisión 
comprendido  en  ninguno  de  los  casos  del  articulo  doscientos 
cuarenta  y  uno  de  la  ley  de  procedimientos,  no  ha  lugar 
y  estése  á  lo  resuelto  á  foja  sesenta  y  una  vuelta. 

Salvador  M'  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado.— Jo3É  Barros  Pazos. — 
J.  B.  GoROSTiAGA.— J.  Domínguez. 


T.  va.  12 
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C^USJL    XXILIV 


Z>.  GuüUrmo  Malli  contra  D.  MarianQ  Saavedra  por  expro- 
piación. Sobre  incompetencia  ^  falta  de  personería  y  defecto 
en  la  demanda. 


Sumario --l^  La  concesión  del  ferro-carril  á  Campana, 
fué  hecha  á  D.  Guillermo  Matti  y  no  á  D.  Guillermo  Matti 
y  Ca. 

2o  El  no  acompañar  á  la  demanda  los  documentos  que 
la  instruyen,  no  da  lugar  á  una  escepcion  dilatoria. 


Caso.  —  D.  Guillermo  Matti,  suizo,  concesionario  del  fer- 
ro-carril de  Buenos  Aires  á  Campana,  demandó  á  D.  Maria- 
no Saavedra,  argentino,  para  espropiarle  la  traza  del  ferro- 
carril que  pasaba  por  su  terreno. 

Saavedra  opuso  escepcion  de  incompetencia  y  falta  de 
personería,  diciendo  que  el  concesionario  era  una  sociedad 
y  no  Matti,  que  no  podia  hacer  valer  su  nacionalidad  per- 
sonal, ni  tenia  poderes  de  la  Compañia ;  y  que  no  acom- 
pañaba á  la  demanda  el  plano  de  la  traza  y  su  aprobación. 

Sustanciado  el  articulo  se  dictó  el 
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Falto  de  Jue»  de  ííle«eioii« 


Buenos  Aires»  Abril  1  de  1875. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  D/  Guillermo  Matti  coa 
D.  Mariano  Saavedra  Zavalcta,  por  espropiacion  de  la  traza 
del  ferro-carril  á  Garopana  y  especialmente  en  las  escep- 
cienes  de  incompetencia  y  defecto  legal  en  la  demanda,  y 
considerando : 

1^  Que  aunque  es  verdad  que  por  el  artículo  lo  de  lá  ley 
provincial  de  concesión  de  dicho  ferro-carril,  de  Setiembre 
de  1870,  se  hace  relación  d^a  Sociedad  de  Guillermo  Matti 
y  C%  en  la  subsiguiente  solo  se  refiere  al  concesionario  y 
en  las  lefyes  sucesivas,  la  provincial  de  Agosto  1871  y  la 
nacional  de  Octubre  de  1870,  que  garante  el  interés  del  ca- 
pital en  esplotacion,  se  menciona  solamente  al  Sr.  Matti 
como  concesionario ;  siendo  de  aplicación  al  caso  actual  la 
de  1870  que  es  la  que  acuerda  la  espropiacion  y  las  dos 
últimas  como  posteriores  con  fuerza  sobre  la  primera,  de 
todo  lo  qpe  se  desprende,  que  el  Sr.  Matti  al  reclamarlo, 
ejerce  acciones  que  le  pertenecen  esclusiva  y  originalmente  -^ 

2o  Que  aunque  se  haya  preceptuado  por  la  ley,  que  se 
acompañen  con  la  demanda  los  documentos  que  lo  justifi- 
quen, se  halla  declarado  en  repetidos  fallos  de  la  Corte  Su- 
prema, que  esta  falta  no  importa  un  defecto  legal  en  la 
demanda  y  no  constituye  una  escepcion  dilatoria  sino  que 
impone  únicamente  al  que  no  lo  ha  hecho,  las  restricciones 
desque  habla  el  inciso  2^  del  art.  10  de  la  ley  de  proce- 
dimientos ; 

S""  Que  siendo  el  Sr.  Matti  ciudadano  suizo,  y  argentino 
el  demandado  Sr.  Saavedra  Zavaleta,  corresponde  de  con- 
formidad al  inciso  2o,  art.  2""  de  la  ley  de  jurisdicción  y  com- 
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petencia  de  los  Tribunales  Federales,  conocer  de  esta  causa 
cualquiera  que  sea  por  otra  parte  la  materia  sobre  que  ver- 
se y  el  origen  del  derecho  que  invoquen. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  á  las 
escepciones  alegadas,  y  en  su  consecuencia  rija  el  compa- 
rendo decretado  para  el  Sábado  próximo,  sino  fuera  recur- 
rida. Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Indaro  Albarracin. 


Fallo  de  la  Suprema  Carie. 

Bimos  Aires,  Janio  8  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  veinte  y  ocho ;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M&  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.  — J. 
B.  GoROSTiAGA. —  J.  Domínguez. 
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CAlUSA  tljljlt. 


D.  Estevan  Vila  contra  D.  Luis  Garda ^  por  cobro  de  pesos 

y  daños  y  perjuicios. 


Sumario. —  {o.  La  inexactitud  respecto  de  la  fecha,  no 
hace  tachable  la  declaración  del  testigo,  cuando  todas  las 
demás  circunstancias,  como  la  hora,  el  lugar,  personas  pre- 
senciales y  otros  accesorios  son  exactos  y  concordantes  con 
las  demás  declaraciones. 

2'.  Hecho  un  trabajo  de  los  que  constituyen  los  de  la 
propia  profesión,  hay  acción  á  cobrar  su  precio  contra  el 
beneficiado  por  él. 

3®.  Para  probar  la  mora  en  la  entrega  de  una  obra,  es 
necesario  probar  la  fecha  en  que  debió  concluirse,  y  la  re- 
sistencia  á  entregarla. 

4o.  Seguido  un  juicio  sobre  falta  de  cumplimiento  de  un 
contrato  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  no  puede 
dejarse  para  otro  juicio  la  apreciación  de  estos. 

5^.  Hay  derecho  de  retención  y  no  de  despojo,  cuando  el 
locador  de  una  obra  la  retiene  por  una  deuda  del  propie- 
tario proveniente  del  mismo  contrato  de  obra. 

6^.  Puede  ejercitarse  el  derecho  de  retención  en  los  in- 
muebles cuando  concurre  la  posesión  por  contrato,  la  deuda 
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del  propietario  resultante  de  este/y  la  relación  entre  el  cré- 
dito y  la  cosa,  beneñciada  por  aquel. 

Caso. — D.  Luis  García  propietario  de  un  terreno  en  el 
pueblo  c  Almirante  Brown  »  celebró  un  contrato  de  construc- 
ción de  una  casa  con  D.  Estovan  Vila  por  70  mil  pesos 
á  pagarse  por  terceras  partes,  una  después  de  colocados 
los  marcos,  otra  después  de  puesto  el  techo,  y  otra  á  la 
entrega  del  edificio. 

Al  construirse  la  obra,  el  propietario  convino  en  que  se 
diera  una  vara  mas  de  estension  al  edificio. 

Concluido  este,  García  demandó  ante  el  Juez  de  Provincia 
la  entrega  de  la  casa  ofreciendo  la  tercera  parte  que  falta- 
ba para  completar  el  precio ;  y  en  via  sumaria  se*mandó  la 
entrega. 

Al  mismo  tiempo  Yila  (español)  demandó  ante  el  juzgado 
federal  á  García  ( argentino )  para  el  pago  del  resto  del 
precio  estipulado,  y  del  importe  de  los  trabajos  hechos  de 
mas  que  estimaba  en  15.229  ps. 

Traídos  los  autos  iniciados  por  García  ante  el  Juzgado 
Civil,  sustanciada  la  demanda  y  producidas  las  pruebas,  se 
dictó  el: 

VmMm  del  Jues  ée  Secclen. 


Buenos  Aires,  Mano  1 1  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Estevan  Vila  contra 
D.  Luis  García  sobre  locación  de  obras,  pidiendo  el  pago 
de  las  verificadas  por  el  primero  y  contrademanda  por  da- 
ños y  perjuicios,  y  resultando : 

lo.  Que  en  1874  celebraron  un  contrato  D.  Luís  García 
y  D.  Estovan  Vila  por  el  cual  este  último,  como  empresa- 
rio de  obras  se  comprometió  á  edificar  para  el  primero  una 
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casa  en  el  pueblo  cAlmirante  Brown>  de  conformidad  al  pla- 
no acompañado  á  f.  4  y  demás  condiciones  que  se  estipu- 
lan en  el  contrato  de  f.  i . 

2®.  Que  concluida  la  obra  y  habiendo  el  empresario  reci- 
bido parte  del  precio,  demandó  por  el  pago  del  resto  del  precio 
convenido  y  el  de  otras  obras  practicadas  fuera  de  las  conve- 
nidas. 

3^  Que  corrido  traslado,  el  demandado  niega  la  cons- 
trucción de  las  obras  no  determinadas  en  el  planOi  y  oon- 
trademanda  por  los  daños  y  perjuicios  provenientes  de  la 
falta  de  entrega  oportuna  de  las  llaves  de  la  casa  cónduidiai. 
4^.  Que  en  este  estado  se  recibió  la  causa  á  prueba  so* 
bre  los  aumentos  hechos  en  el  edificio  contratado  y  su 
justi-precio,  convenio  ó  autorización  para  hacerlas ;  época 
de  la  conclusión  del  edificio,  interpelaciones  para  su  entrega 
y  daños  y  perjuicios  sobrevinientes  por  la  falta  de  entrega 
de  la  construcción  que  se  cobra  en  la  partida  2a. 

bo.  Que  el  aumento  se  halla  justificado  por  el  informe 
del  perito  nombrado  por  el  demandante  y  aceptado  por  el 
demandado,  en  una  vara  mas  de  ostensión  de  Este  á  Oeste, 
sobre  la  marcada  en  el  plano  ;  lo  que  especificado  y  ava- 
luado en  la  planilla  de  f.  58  vta.  importa  un  valor  de  4558 
pesos  moneda  corriente  menos  que  el  que  se  cobra  á  f.  47. 
6^.  Que  por  confesión  del  demandado  se  han  hecho  por 
su  mandato  las  construcciones  de  que  habla  la  3^  partida 
de  la  cuenta  que  se  cobra. 

7^.^  Que  para  probar  el  conocimiento  en  el  aumento  de 
una  vara  de  la  manigtud  del  edificio,  se  han  producido 
los  testimonios  de  Federico  D'Onofrio  á  f.  38  y  64  vta.  y 
de  Antonio  Kiello  á  f.  38  y  65  vta.  que  acordes  dicen  ba- 
ber  oído  juntos  á  García  dar  orden  á  Vila  de  hacer  ona 
vara  mas  y  que  él  lo  abonaría ;  sin  que  coa  relación  á  los 
otros  juntos  se  haya  producido  prueba  alguna. 
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Y  considerando: — i"".  Que  la  tacha  de  inverosimilitud  opues- 
ta al  testigo  D'Onofrio  por  haber  asegurado  que  fué  á  fines 
de  Febrero  que  oyó  á  García  ordenar  á  Vila  que  diese  al 
edificio  una  vara  mas  que  se  la  pagaría,  siendo  que  la  obra 
se  principió  en  Marzo,  no  es  admisible,  tanto  por  no  haber 
constancia  en  autos  del  tiempo  en  que  se  dio  principio  al 
trabajo;  cuanto  porqueta  circunstancia  del  tiempo  no  afecta 
al  hecho  mismo,  niel  testigo  ha  afirmado  que  estuviese  en 
principio  del  trabajo;  y  ha  podido  olvidarse  después  de  10 
meses ;  y  no  asi  las  circunstancias  que  lo  rodearon  como  la 
hora  aproximativamente,  el  local  en  que  tuvo  lugar,  y  las 
personas  que  intervinieron  y  demás  accesorios  que  relatan 
los  dos  testigos  y  que  hacen  que  sus  declaraciones  me- 
rezcan plena  fé,  (L.  36.  tit.  46,  P.  3). 

2®.  Que  coincidiendo  la  declaración  de  estos  testigos 
con  el  aumento  encontrado  por  el  perito  y  que  reconoce  el 
mismo  García,  es  de  presumirse  que  la  vara  de  mas  que 
ordenaba  hacer  García,  es  esta  misma  vara  de  edificio  que 
se  ha  construido  fuera  del  plano  y  presupuesto. 

3"".  Que  concurre  á  corroborar  la  autorización  de  orden 
de  García  á  Vila,  el  hecho  del  aumento  de  la  dimensión 
de  la  vara  dicha  en  beneficio  de  la  obra  de  García  (  co- 
mo á  informe  solicitado  por  él  lo  declara  el  perito  Cabre- 
ra á  f.  68 )  y  por  consiguiente  está  el  beneficiador  Vila  en 
el  caso  de  demandar  el  precio  por  un  servicio  ó  trabajo 
que  era  de  su  profesión  (art.  135,  tít.   4"*,  sec.  2o,  lib.  2). 

4*^.  Que  aunque  es  verdad  que  consta  que  García  fué 
puesto  en  posesión  de  la  casa  por  interpelación  judicial,  no 
lo  es  menos,  que  al  librar  orden  no  se  tuvo  en  vista  sino  la 
esposicion  de  la  parte  de  García,  sin  que  constase  la  ne- 
gativa por  parte  de  Vila,  y  se  hizo  por  un  procedimiento  su- 
mario en  que  no  se  le  dio  audiencia. 

5o.  Que  por  consiguiente,  no  habiéndose  establecido  la 
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época  de  la  conclusión  de  la  obra,  ni  la  resistencia  invo- 
cada, no  se  ha  probado  la  interperlacion  que  hacía  nacer 
la  obligación  de  los  daños  y  perjuicios  contra  el  moroso 
en  el  cumplimiento  de  su  deber. 

6o.  Que  aun  cuando  se  hubiesen  establecido  esos  términos, 
habiéndose  fijado  en  el  auto  de  prueba  los  puntos  que  ha* 
bian  de  servir  para  la  apreciación  del  monto  de  ios  perjui- 
cios, han  debido  probarse  y  no  se  ha  hecho,  y  el  Juzga- 
do no  podría  dejarlos  para  otro  juicio,  como  se  pretende, 
sin  que  esto  importara^  admitir  un  doble  juicio  sobre  la 
misma  causa*  - 

7o.  Que  aun  suponiendo  que  Vila  hubiese  retenido  la 
casa  de  García,  no  habría  cometido  despojo,  ni  habría  in- 
currido en  mora  ;  ^ues  siendo  la  deuda  que  se  cobra  pro- 
veniente, con  ocasión  déla  casa  retenida,  no  es  de  presu- 
mirse la  mora  sino  el  ejercicio  legitimo  del  derecho  de 
retención  acordado  en  el  art.  2»,  tít.  2^,  lib.  4'',  del  Có- 
digo Civil ;  tanto  por  no  haberse  alegado  provecho  ó  mali- 
cia en  Yila,  como  por  reunirse  en  ese  caso  las  tres  con- 
diciones que  autorizan  la  retension :  1^  posesión  dé  la  ca. 
sa  por  el  contrato  de  construcción  y  para  llevarla  á  cabo. 
2*"  deuda  del  propietario  proveniente  del  contrato  y  hechos 
del  contrato  como  el  aumento  de  ostensión  autorizado  y 
.S"",  relación  entre  la  deuda  y  la  casa  retenida,  como  que 
por  la  primera  habia  aumentado  el  valor  de  la  segunda. 

Por  estas  consideraciones  fallo  :  Que  D.  Luis  García  pa- 
gue á  D.  Estovan  Vila  á  los  diez  dias  de  notificado,  la  cantidad 
de  32.687  pesos  moneda  corriente  y  sus  intereses  legales 
desde  la  demanda,  quedando  absuelto  Vila  de  la  contra- 
demanda por  daños  y  perjuicios.  Hágase  saber,  repónganse 
los  sellosy  y  notiflquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 
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Apelada  b  ieoteseía  por  parte  de  YUa  por  ao  babor  atdo 
coadenado  Gar eía  ea  las  eootas,  y  por  cate  es  eoanto  á  b 
reaolocíoD,  se  dictó  él : 


< 


Buenos  Aires,  Junio  8  de  1875. 

Vistos :  Por  nm  fandameotos,  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apebdo  de  foja  noventa  y  onoy  con  decbracion 
que  b  condenación  es  sobmente  por  bs  de  esta  instan- 
cia, satisfechas  las  cuales  y  repuestos  los  sellos,  de- 
fueiránse.  ^  ^\ 


•-    j1 


Saltador  M*  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.  — 
J.  B.  GoRosTUGA.— J.  Domínguez.  ]  y^ 

:.a  1 
^  í  iiai 
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cajüLSA 


CnjittMl  €onira  D.  Manuel  Albino^  por  rebeliom^  soirr 

escarcelacion. 


L  — Mo  resultando  del  snmario  ni  de  la  acosaeion 
Ficcai  mérito  para  imponer  pena  corporal,  debe  concederse 
la  oeareelaeion  provisoria  bajo  fianza. 


Cuo, — D.  Manuel  Albino  fué  procesado  y  acusado  como 
rewipScc  en  la  rebelión  de  1874  por  baber  desempeñado 
por  altanos  dias  el  cargo  provisorio  de  subdelegado]  del 
en  la  Provincia  de  Mendoza  y  haber  lomado  para 
tar  una  partida  de  soldados  unos  caballos  que 
a  devolvió  á  sus  dueños. 
nmnle  el  proceso  pidió  ser  escarcelado  bajo  fianza,  y 
obstante  la  vista  contraria  del  Procurador  Fiscal  inte- 
concedió  la  escarcelacion  por  el  siguiente: 

■uno  del  JuM  de  Seeion. 

Mendosa,  Febrero  12  deS1875. 

T  Tinta,  la  presente   solicitud  de  escarcelacion  promo- 
por  el  procesado  Manuel  Albino,  y  considerando :  que 
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ni  de  la  demanda  Fiscal  ni  de  las  declaraciones  del  suma- 
rio aparece  imputado  al  procesado  delito  alguno  por  el  que 
merezca  imponérsele  pena  corporal. 

Que  en  tal  caso  es  de  ley  y  práctica  conceder  escarcela* 
cion  bajo  ñanza  que  asegure  tanto  la  comparecencia  del 
reo,  como  los  resultados  del  juicio :  concédese  la  escarce- 
lacion  que  se  solicita  previo  el  otorgamiento  correspon- 
diente de  la  escritura  de  fianza  carcelaria  y  de  juzgado  y 
sentenciado,  ofrecida  en  persona  de  suficiente  responsabi- 
lidad, que  deberá  acreditarse,  justificando  la  propiedad  de 
bienes  inmuebles  ó  el  abono  como  contribución  anual  al 
Erario  Provincial  de  una  suma  no  menor  de  cien  pesos 
bolivianos.  Repóngase  el  papel,  déjese  la  correspondiente 
constancia  en  autos  y  en  oportunidad  comuniqúese  á  quien 
corresponda. 

Calisto  S.  de  la  Torre. 


Fallo  de  la  Suprema  Cforte. 


Baenos  Aires,  Junio  10  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  dos  vuelta,  y  devuélvanse. 

Salvador  M»  del  Carril. —José 
Barros  Pazos. — J.  Domínguez. 


1 


/ 
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GÜLUSA   XILILVII* 


Ochoa  y  C^  contra  D.  Antonio  Comtant  Santa  Uaria  por  in- 
demnización de  daños  y  perjuidog^  sobre  falta  de  personería 
y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 


Sumario. — I""  Las  escepciones  de  falta  de  personalidad 
y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  «on  di- 
latorias. 

2*"  Fundada  la  demanda  en  el  hecho  de  la  detención  de 
un  buque,  el  actor  puede  ser  obligado  á  justificar  su  calidad 
de  consignatario  del  mismo. 

3^  El  demandado  que  debe  tener  un  ejemplar  del  con- 
trato de  fletamento,  no  puede  exigir  que  el  actor  lo  acompa- 
ñe  á  la  demanda. 


Caso. —  El  buque  c  Germen  y  Rosa,»  fletado  para  car- 
gar carne  del  Saladero  Liebig,  se  hallaba  ya  cargado  y  fue- 
ra de  amarras,  cuando  el  gerente  de  la  casa  Liebig  hizo 
saber  al  capitán  que  no  podia  entregarle  sus  despachos  por 
tener  orden  de  no  despacharlo. 

El  capitán  protestó,  y  notificada  la  protesta  al  encargado 
del  saladero  Sr.  D.  Rodolfo  Schmidt,  este  la  rechazó,  y  en 
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seguida  declaró  á  pedido  de  los  Sres.  Ocboa  y  C*  que  el 
buque  fué  detenido  por  orden  escríla  de  D.  Antonio  G. 
Santa  María  comprador  de  la  carne  cargada. 

Con  estos  antecedentes  los  Sres.  Ochoa  y  G>  diciendo 
ser  los  consignatarios  del  buque,  demandaron  ante  el  iuez 
de  Sección  de  Buenos  Aires  á  D.  Antonio  G.  Santa  María 
por  indemnización  de  daños  y  perjuicios  provenientes  de  la 
detención  indebida  del  buque. 

Santa  María  formó  articulo  previo  á  la  contestación  de  la 
demanda,  exigiendo  que  los  actores  acompañaran  el  con- 
trato  de  Detameoto  y  justificaran  así  su  personería,  con 
arreglo  al  articulo  57  de  la  ley  de  procedimientos. 


Buenos  Airea,  Abril  22  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Señores  Ochoa  y  G' 
contra  D.  Antonio  Gonstant  Santa  Maria  por  daños  y  per- 
juicios provenientes  de  la  indebida  detención  de  la  barca 
española  t  Rosa  •  y  •  Carmen,  >  y  especialmente  en  la  ar-- 
ticulacion  prumovida,  y  considerando: 

I".     Que  aunque  por  el  articulo  10  de  la  ley  de  proce- 
dimientos Nacionales  el  actor  está  en  la  obligación  de  produ- 
circón  su  demanda,  las  escrituras  y  documentos  que  justill- 
quen  su  derecho,  la   falta  de  presentación    de  estos  docu- 
mentos,   no    es    un    defecto    legal  en   el  modo  de  pro- 
r  la  demanda,   como  lo    pretende    Santa    María,    ni 
nision  autoriza    al  demandado   para   rehusarse  y  con- 
r   la    deinanda,  como   lo    tiene   declarado   la    Suprema 
1,  entre  itros  en  la  causa  9,  Tom.  4o,  2»  serio.  —Fallo  : 
iciendo  tugar  á  la  articulación  promovida  por  la  parte 
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de  Santa  María,  y  ordenando  en  consecuencia  que  el  de- 
mandado conteste  derechamente  á  la  demanda.  Repón- 
ganse los  sellos  y  notifiquese  con  el  original 

líidoro  Albarradn.    * 


■Uto  de  la  Suprem»  Corte 


Buenos  Aires,  Junio  12  de  1875. 

Vistos  :  --  Considerando  que  las  escepciones  de  falta  de 
personalidad,  y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la 
demanda  son  de  las  que  la  ley  califica  de  dilatorias  y  permite 
oponerlas  como  artículo  previo  á  la  contestación :  que  la 
casa  de  Ochoa  y  G*  no  ha  justificado  su  calidad  de  consig- 
nataria  del  bergantin  c  Rosa  y  Carmen,»  no  bastando  al 
efeto  que  un  tercero  le  haya  atribuido  esa  representación  en 
el  documento  de  foja  4 :  que  la  demanda  no  se  funda  en 
el  contrato  de  fletamento,  sino  en  el  hecho  de  la  deten- 
ción del  buque:  que  de  ese  contrato  debe  tener  un  ejem- 
plar el  demandado,  y  que  á  él  le  corresponde  exhibirlo  si 
lo  considera  necesario  para  su  defensa,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo once  de  la  ley  de  procedimientos.  —  Se  revoca  el 
auto  apelado  con  respecto  á  la  primera  escepcion,  decla- 
rándose que  Ochoa  y  G&  deben  acreditar  la  representación 
que  invocan,  y  se  confirma  en  cuanto  no  hace  lugar  á  la 
segunda  escepcion.-—  Satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril. —  José 
Barros  Pazos. — J.  B.  G  ros- 
TiAGA.— J.  Domínguez. 
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Cü^USA  XXXVI1I< 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Sección  de  Buenos 
Aires  y  el  Consejo  de  Guerra ,  para  juzgar  a  los  procesados 
General  D.  Ignacio  Rivas^  y  Coroneles  D.  Benjamin  Cal- 
vete,  D.  Emilio  Vidala  D,  Julián  Murga,  D.  Martiniano 
Charras,  D.  Jacinto  González  y  D.  Benito  Machado. 


Sumario. —  No  existiendo  causa  peodieute  en  otro  Tribu- 
nal, no  puede  haber  conflicto  de  jurisdicción,  ni  contienda 
de  competencia. 


Caso. —  Los  defensores  del  General  Rivas  y  de  los  Coro- 
neles Calvete,  Vidal,  Murga,  Charras  y  González,  nombra- 
dos por  estos  para  el  juicio  en  que  debían  responder  sobre 
su  participación  en  la  rebelión  de  4874,  que  terminó  con 
la  capitulación  de  Junin  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
se  presentaron  el  3  de  Abril  de  4875  al  Juzgado  Nacional 
de  esta  sección,  esponíendo  que  el  Sr.  Presidente  de  la  Re- 
pública habia  nombrado  una  Comisión  especial  de  Gefes 
Militares  con  la  investidura  de  Consejo  de  Guerra  Estraor- 
dinario  para  juzgar  á  aquellos ;  que  este  Tribunal  si  no  era 
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inconstitucioaaly  era  incompetente  para  conocer  del  delito 
atribuido  á  los  mismos,  y  pidieron  se  interpusiera  contienda 
de  competencia  contra  dicho  Consejo,  librándole  oficio  para 
que  se  inhibiera  en  el  conocimiento  de  la  causa. 

Los  fundamentos  de  la  petición  dividida  en  doce  capítulos, 
fueron  los  siguientes : 

Hicieron  la  historia  de  la  formación  de  los  Tribunales 
Militares,  llamados  Consejo  de  Guerra,  y  dijeron*  que  ellos 
suponen  la  existencia  de  un  fuero  personal,  ó  la  creación 
de  una  justicia  particular  para  una  clase  determinada  de 
ciudadanos ;  y  que  los  Consejos  de  Guerra  importan  la  crea- 
ción de  comisiones  especiales  con  personal  designado  ex 
post'facto  y  con  dependencia  del  Gefe  del  Ejército. 

Que  por  consiguiente  puede  cuestionarse  dichos  Tribu- 
nales, se  hallan  dentro  de  los  términos  de  nuestra  Cons- 
titución que  ha  abolido  todo  fuero  personal  y  prohibe  al 
Presidente  de  la  República  ejercer  funciones  judiciales. 

Que,  según  ellos,  el  Consejo  de  Guerra  puede  únicamente 
subsistir  como  un  tribunal  privado,  disciplinario  y  de  jus- 
ticia interna  y  no  como  tribunal  ordinario  y  de  jurisdicción 
común. 

Que  la  causa  por  razón  de  la  materia  pertenecía  á  la 
jurisdicción  nacional. 

Que  la  competencia  del  Consejo  de  Guerra,  no  puede 
fundarse  sino  en  la  razón  de  las  personas  militares ;  pero 
que  el  militar,  según  nuestras  instituciones,  se  consagra  al 
servicio  del  pueblo  y  no  del  principe,  y  el  soldado  es  un 
ciudadano,  cuya  obediencia  no  puede  ser  pasiva;  que  el 
militar  ciudadano  puede  afiliarse  á  un  partido  político,  y  el 
acto  cometido  por  el  militar  y  por  el  ciudadano  en  una 
empresa  común,  no  puede  ser  juzgado  de  una  manera  dis- 
tinta ;  que  en  efecto  nuestra  gloria  militar  es«  una  gloria 
política,  y  que  no  haj  un  nombre  venerando  en  los  anales 

T.  AU-  13 
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militares  argentinos,  como  los  de  los  Generales  San  Martin, 
Alvear,  Paz,  etc.  que  no  pueda  decirse  un  rebelde  ó  de- 
sertor, según  las  ordenanzas. 

Que  no  pueden  por  consiguiente  ser  escluidos  los  mili- 
tares del  juicio  politico  por  razón  de  las  personas. 

Que  no  obsta  á  esto  la  imputación  del  delito  militar  de 
deserción  que  está  sujeto  á  mayor  pena  que  la  rebelión, 
porque :  1^  No  habria  ya  delito  común  cometido  por  militar 
que  so  pretesto  de  deserción  no  pudiese  ser  sustraido  á  la 
jurisdicción  comon ;  2^  En  la  rebelión  de  un  militar  está 
necesariamente  compenetrada  la  separación  de  las  filas  qu^ 
sostienen  el  poder,  y  esa  separación  que  se  llama  deserción, 
no  puede,  constituir  un  delito  independiente,  sino  una  con- 
secuencia necesaria  del  otro  por  el  mero  hecho  de  ser  mi- 
litar el  delincuente ;  3^  La  ley  que  pena  la  deserción  es 
una  ley  bárbara  y  caduca  y  la  que  pena  la  rebelión,  pro- 
cede de  la  Constitución  y  de  principios  elevados ;  4^  El  de- 
lito de  deserción  comprende  á  los  soldados  que  tienen  un 
tiempo  í^o  de  servicio,  y  no  á  los  oficiales  que  pueden  pe^ 
dir  su  baja  y  pasar  á  otro  cuerpo. 

Que  por  consiguiente»  no  puede  traerse  al  Tribunal  Mi^ 
litar  el  conocimiento  del  delito  de  rebelión,  so  pretesto  del 
de  deserción. 

Distinguieron  la  rebelión  de  la  revolución,  y  dijeron  que 
como  no  debe  deducirse  del  éxito  ó  descalabro  de  un  mo- 
vimiento politico  si  este  tenga  que  considerarse  como  re- 
volución ó  rebelión,  asi  no  debe  dejarse  á  un  Tribunal  de 
guerra  compuesto  de  combatientes  de  la  víspera,  elejidos 
üd  hoe  por  el  poder  victorioso,  que  juzgue  el  hecho  en  nom- 
bre del  interés  pequeño  y  secundario  de  la  disciplina 
militar. 

Que  el  presente  juicio  es  de  materia  esclusivamente  po- 
lítica ,  y  esta  es  prima  sobre  todas  las  razones  de  personas  y 
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escepciones;  qae  la  materia  política,  es  de  orden  público 
para  determinar  la  competencia,  siendb  el  juicio  político, 
un  juicio  universal  que  atrae  todos  los  accesorios  del  hecho 
principal;  y  que  dicho  juicio  es  de  competencia  esdusiva 
de  los  Tribunales  Federales. 

Que  el  criterio  para  juzgar  si  ese  delito  es  puramente 
militar,  consiste  en  el  examen  de  si  el  hecho  es  punible, 
solo  respecto  del  militar,  como  muy  justamente  lo  establece 
el  artículo  3  de  la  ley  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  de  7 
Je  Julio  de  1823;  que  fuera  de  estos  delitos  que  solo  son 
tales  porque  son  cometidos  por  militares,  la  jurisdicción  mi- 
lita res  incompetente,  por  el  principio:  que  cualquier  hecho 
punible  por  la  ley  común  corresponde  á  los  jueces  ordinarios 
designados  por  la  ley  antes  del  hecho  de  la  causa,  y  nadie  pue- 
de ser  juzgado  sino  por  aquellos. 

Que  en  presencia  de  la  ley  nacional  penal  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  no  es  permitido  dudar:  lo  Que  el  delito 
de  rebelión  sea  justiciable  por  los  Tribunales  Federales  ; 
^^  Que  la  ley  no  distingue  las  personas  militares  de  las  no 
militares. 

Que  ademas,  el  delito  de  rebelión  es  desconocido  á  la 
justicia  militar,  cuya  ordenanza  emplea  solo  la  palabra  de 
sedición,  conspiración  ó  motín,  para  indicar  el  delito  militar 
que  comete  la  tropa,  rompiendo  los  vínculos  de  la  disciplina. 

Que  el  Consejo  de  Guerra  de  Oñciales  Generales,  no  es 
competente  para  juzgar  del  delito  de  deserción,  porque  la 
ordenanza  en  el  título  7o  en  que  enumera  los  delitos  justi- 
ciables por  ese  Consejo,  no  comprende  el  de  deserción ;  y 
que  la  ley  8,  tit.  15,  libro  8,  R.  C.  incorporada  en  la  Or- 
denanza Militar,  establece  espresamente  que  el  delito  de 
rebelión  no  puede  ser  jamás  de  la  competencia  del  Tri- 
bunal Militar,  sino  de  la  justicia  ordinaria  esclusivam'ente.  *  - 

Concluyeron  diciendo  que  lo   que  caracteriza  el  delito 
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militar  es  la  violación  de  un  deber  militar  deñnida  por  la 
ley»  y  que  un  delito  político  cometido  por  un  militar,  no  pue- 
de, por  el  hecho  de  que  el  militar  para  cometerlo  tenga 
que  violar  alguna  prescripción  militar,  ser  justiciable  por  el 
Consejo  de  Guerra,  porque  la  intención  del  delincuente  no 
es  la  de  violar  el  deber  militar,  sino  de  cometer  un  delito 
político  ;  que,  de  no  ser  asi,  tendríamos  que  un  militar  no 
podría  cometer  delito  político,  y  que  verdaderos  delitos 
políticos  vendrían  á  ser  juzgados  en  última  instancia  por  el 
Presidente  de  la  República. 

El  Juez  de  Sección  libró  oficio  al  P.  E.  haciéndole  saber 
la  contienda  de  competencia  iniciada,  y  pronunció  en  se- 
guida el 


Fallo  Ú9á  Jíumi  de  Seerton. 


Buenos  Aires,  Hayo  4  de  1875. 

Vistos,  los  fundamentos,  en  lo  principal  del  precedente 
escrito,  de  los  defensores  nombrados  á  los  procesados  mi- 
litarmente, General  D.  Ignacio  Rivs^s,  Coroneles  D.  Renja- 
min  Calvete,  Emilio  Vidal,  Julián  Murga  y  Martiniano 
Charras  al  que  se  ha  adherido  después  el  del  Coronel  D. 
Jacinto  González,  deduciéndose  competencia  contra  los 
tribunales  militares,  cuya  jurisdicción  se  declina,  acojiéndose 
á  la  ordinaria  de  este  Juzgado  y  considerando: 

1^  Que  el  recurso  que  se  deduce,  lo  fundan  los  defen- 
sores en  que,  siendo  el  motivo  del  proceso  contra  sus 
defendidos,  la  participación  que  se  les  atribuye  en  la 
revolución  del  veinte  y  cuatro  de  Setiembre  último,  el 
delito  á  juzgarse,  no  puede  4ener  otra  clasificación  que  el  de 
rebelión,  definido  por  el  artículo  14  de  la  Ley  Penal,  cuyo 
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conocimieato  corresponde  á  la  Justicia  ordioaría ;  no  obs- 
tante la  calidad  de  militares  de  sus  defendidos,  desde 
que  la  competencia  debe  resolverse  en  este  caso  por  la  natu- 
raleza de  la  causa,  y  no  por  la  calidad  de  las  personas,  es- 
tando abolidos  los  fueros  personales  por  el  articulo  16  de 
la  Constitución  Nacional. 

2^  Que  el  estado  de  guerra,  ó  sea  el  imperio  de  la 
ley  marcial,  provocado  por  el  levantamiento  en  armas  de 
uno  de  los  partidos  contendientes  en  la  lucha  electoral, 
manifestando  públicamente  sus  propósitos  de  derrocar  las 
autoridades  creadas  por  la  Constitución,  quedó  terminado 
de  hecho  por  el  sometimiento  de  los  revolucionarios, 
habiendo  sido  sometidos  á  prisión  sus  autores  y  cómpli- 
ces, por  el  ejercicio  tranquilo  de  la  justicia  y  no,  en  nom- 
bre de  las  necesidades  de  la  guerra  terminada  por  el  triunfo. 

3o  Que  esta  distinción  entre  la  ley  marcial  y  la  orde- 
nanza del  ejército,  es  de  suma  importancia  y  dominante 
en  esta  mataría  para  evitar  la  confusión  que  naturalmente 
resultaria  de  aplicar,  al  asunto  stib  judice,  las  reglas  con- 
cernientes á  la  ley  marcial  que  los  éspositores  americanos 
hacen  derivar  de  la  calidad  de  comandante  en  gefe  y  di- 
rector de  la  guerra,  atribuida  por  la  Constitución,  al  Presi- 
dente de  los  Estados-Unidos,  y  que  solo  impera  durante  las 
hostilidades,  en  vez  de  las  de  la  ley  militar  que  pertenece, 
tanto  á  la  paz,  como  á  la  guerra  y  cuyo  único  objeto  es 
reglamentar  el  gobierno  del  ejército  :  esta  última  no  confiere 
facultad  alguna  al  Presidente,  diferente  de  la  que  le  corres- 
ponde para  la  aplicación  de  las  demás  leyes  de  la  Nación, 
mientras  que  la  primera  responde  al  examen  inter  armas 
silent  leges:  Pomeroy  en  su  tratado  Munic.  Law,  párrafos  697  , 
y  698  hace  resaltar  esta  diferencia  en  los  términos  siguien- 
tes :  c  Hay  mucha  incertidumbre,  dice,  y  error  sobre  este 
punto,  aún  en  obras  de  alta  reputación ;  la  ley  militar,   la 
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ley  marcial  son  enteramente  distmtas  ;  la  primera  es  el  Có- 
digo reglamentario  para  el  gobierno  de  las  tropas  solamente, 
ya  sea  en  la  paz  ó  en  la  guerra,  es  evidentemente  una  parte 
de  la  ley  civil,  aplicable  solamente  á  una  oierta  clase  de 
ciudadanos,  los  comprometidos  en  operaciones  militares,  es 
susceptible  de  ser  «reducida  á  bien  definidas  reglas  y  métodos, 
como  cualquier  otra  rama  de  la  legislación.  La  Constitución 
de  los  Estados-Unidos  requiere  que  se  dicte  por  el  Con- 
greso de  la  misma  manera,  y  con  la  misma  fuerza  y  efecto 
que  cualquier  otra  ley:  está  contenida  en  el  Código  llamado 
Artículos  de  la  guerra.  La  ley  militar  no  es  pues  la  fuente 
del  poder  estraordiuario  de  que  se  trata. 

La  ley  marcial  es  diferente  y  por  su  naturaleza  no  es  fácil 
definirla,  siendo  la  definición  mas  completa  y  exacta  que  he 
encontrado  la  que  contiene  la  revista  Norte-Americano  de  Oc* 
tubre  de  1861  y  como  un  articulo  atribuido  á  uno  de  los  dis- 
tinguidos profesores  de  derecho  en  Harvard,  y  es  como  sigue: 

La  ley  marcial  es  aquella  autoridad  ó  réjimen  militar  que 
existe  en  tiempo  de  guerra  j  es  conferido  por  las  leyes  de  la 
guerra  en  relación  á  las  personas  y  cosas,  bajo  la  acción  y 
dentro  del  objeto  de  las  operaciones  militares  activas  al 
hacer  la  guerra;  estingue  y  suspende  los  derechos  civiles  y 
los  remedios  fundados  en  ellos  mientras  exista  y  hasta 
donde  aparezcan  ser  necesarios  para  el  completo  cumpli- 
miento de  los  propósitos  de  la  guerra,  'siendo  el  que  lo  ejerce 
responsable  de  cualquier  abuso  de  la  autoridad  que  inviste. 
Es  la  aplicación  del  gobierno  militar,  el  gobierno  de  la  fuerza 
á  las  personas  y  á  las  cosas,  dentro  de  su  alcance,  de  acuerdo 
á  las  leyes  y  los  usos  de  la  guerra  y  con  esdusion  del  go- 
bierno civil  en  lo  que  este  último  puede  trabar  al  réjimen  y 
acción  militares.  «  El  mismo  autor  en  su  obra  Const.  Law. 
párrafo  711  confirma  las  ideas  espuestas,  que  son  igualmente 
las  de  los  demás  autores  que  tratan  esta  materia. 
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i?  Que  no  siendo  pues  aplicable  á  la  retoluoion  del  caso 
en  cuestión,  los  principios  y  reglas  que  derivan  del  imperio 
de  la  ley  marcial,  necesario  es  recurrir  para  encontrar  la 
solución,  á  la  legislación  que  rije  en  los  casos  de  compe- 
tencia, examinando  la  naturaleza  del  asunto  y  los  preceden- 
tes que  establecen  jurisprudencia. 

5^  Que  tratándose  en  el  proceso  militar,  de  averiguar  la 
participación  que  hayan  tenido  los  reclamantes  en  la  rebe- 
lión de  Setiembre  último,  el  delito  objeto  de  juicio  es  el  de 
rebelión,  definido  por  el  artículo  14  de  la  ley  penal,  por 
cuanto  son  bien  conocidos  y  de  notoriedad  pública  los  pro- 
pósitos y  tendencias  espresadas  públicamente  en  los  mani- 
fiestos de  la  revolución  y  el  levantamiento  en  armas, 
efectuado  para  derrocar  las  autoridades  nacionales  que  es 
lo  que  caracteriza  y  determina  el  delito  de  rebelión  en  el 
concepto  del  articulo  citado,  correspondiendo  por  lo  tanto 
8u  conocimiento  á  la  justicia  ordinaria,  con  la  única  limita- 
ción espresada  en  el  artículo  7o  de  la  ley  sobre  jurisdicción 
y  competencia. 

6o  Que  la  limitación  espresada  se  contiene  en  los  tér- 
minos siguientes  : 

c  La  jurisdicción  criminal  atribuida  por  esta  ley  á  la  jus- 
ticia nacional,  en  cada  altera  la  jurisdicción  militar  en  los 
casos  en  que,  según  las  leyes  existentes,  deba  procederse  por 
los  consejos  de  guerra »  lo  que  manifiesta  claramente  que 
no  entrando  en  los  propósitos  del  Congreso  al  sancionar 
esta  ley,  crear  ni  estender  la  jurisdicción  de  los  consejos 
de  guerra,  sino  dejarlos  limitados  al  circulo  de  acción  que 
les  competía  antes  de  la  promulgación  de  dicha  ley,  lleván- 
dolos naturalmente  estas  consideraciones  al  examen  de  la 
lejialacion  que  dominaba  esta  materia,  en  la  época  de  la 
sanción  del  Congreso. 

7o  Que  la  constitucionalidad  de  esta  ley  no  puede  poner- 
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se  en  duda,  desde  que  la  atribución  del  Congreso  para 
dictarla  deriva  directamente  de  la  facultad  con  que  el  artU 
culo  23  de  la  Constitución  lo  inviste  para  formar  regla- 
mentos y  ordenanzas  de  los  ejércitos,  lo  que  naturalmente 
implica  la  facultad  de  dejar  en  vijencia  los  existentes. 

8o  Que  las  disposiciones  de  la  ordenanza  y  demás  de 
la  lejislacion  española,  aunque  vigentes  en  su  mayor  parte, 
solo  son  aplicables  en  cuanto  no  se  hallan  en  contradicción 
del  gobierno  republicano  que  hemos  adoptado,  no  siendo 
por  lo  tanto  aplicable  á  la  resolución  del  presente  caso, 
por  cuanto  ellas  parten  del  principio  adoptado  del  fuero 
militar  personal  y  privilegiado,  abolido  entre  nosotros  por 
la  ley  de  5  de  Julio  de  1823  y  articulo  16  de  la  Gonsti* 
tucion  Nacional. 

.  9""  Que  la  ley  de  Julio  ya  citada,  siendo  la  primera  que 
abolió  los  fueros  personales,  se  ocupó  igualmente  en  des- 
lindar los  limites  entre  la  jurisdicción  ordinaria  y  la  ecle- 
siástica y  militar,  de  acuerdo  al  nuevo^  principio  establecido 
en  la  nueva  lejislacion:  principio  que  venia  á  cambiar 
los  limites  establecidos|hasta  entonces,  la  calidad  de  la  per- 
sona. Si  bien  esta  ley  no  está  revestida  de  autoridad  nacio- 
nal, habiendo  sido  dictada  solo  para  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  ha  sido  labasejde  la  nueva  jurisprudencia  establecida 
en  la  República,  y  cuyas  disposiciones  indudablemente 
debieron  tener  presente  los  lejisladores,  al  dictar  el  articulo 
séptimo  de.  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia. 

Los  dos  principios  quejsirven  de  base  á  la  ley  citada  para 
establecer  la  competencia  entre  los  tribunales  civiles  y  mili- 
tares, á  saber :  que  solo  son  delitos  militares  los  de  creación 
de  la  ordenanza,  y  los  comunes  cometidos  por  militares 
dentro  de  los  cuarteles,  en  marcha,  en  campaña  ó  en  ac- 
tos del  servicio,  son  por  otra  parte,  principio  fundamental 
en  esta  materia  y  los  únicos  compatibles  con  la  disciplina 
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necesaria  en  el  ejército  y  la  libertad  del  ciudadano  según  se 
espresa  cGhauvau  Helie»  tomo  1^,  párrafo  27,  cfuera  de  las 
filas  del  ejército  ninguno  debe  estar  sujeto  á  la  jurisdicción 

militar,  el  ciudadano  pertenece  á  la  justicia  civil los 

mismos  militares  deben  ser  considerados  bajo  dos  puntos 
de  vista  distintos ;  como  militares  han  contraido  obligacio- 
nes de  un  orden  especial:  estas  obligaciones,  cuando  se 
falta  á  ellas,  los  esponen  á  penas  particulares;  es  por  esta 
razón  que  son  reclamados  por  tribunales  de  escepcion. 

10.  Que  la  jurisprudencia  establecida  por  las  resoluciones 
de  la  Suprema  Corle,  confirman  la  distinción  establecida  por 
la  ley  citada  de  5  de  Julio,  lo  que  aún  sin  esta  autoridad  tiene 
su  fuerza  como  parte  del  derecho  común  de  esta  Provincia 
donde  se  ha  deducido  la  cuestión  de  competencia,  según  se 
desprende  déla  disposición  del  artículo  93  déla  ley  penal. 
En  el  caso  de  Juan  Pescara,  acusado  de  complicidad  en  el  de-^ 
lito  de  rebelión,  causa  undécima,  tomo  séptimo,  página  45, 
al  fallar  la  Corte,  establece  los  siguientes  considerandos : 
<  lo  que  el  cargo  que  se  formula  contra  Juan  Pescara  es 
haber  desobedecido  la[órden  del  capitán  D.  Tomás  Maure  para 
que  condujera  la  gente  perteneciente  á  su  compañia  á  Junin  á 
las  órdenes  del  Comandante  Moyano ;  y  2o  que  este  cargo 
no  tiene  otro  carácter  que  el  de  la  insubordinación  militar, 
desde  que  ni  el  acusador  ni  ninguno  de  los  testigos  le  atri- 
buyen la  intención  de  dar  acción  á  la  sublevación  de  la 
fuerza  reunida,  ñi  menos  que  lo  hubiera  hecho  con  el  ánimo 
de  favorecer  por  este  medio  la  rebelión,  circunstancia  ne- 
cesaria para  que  por  ese  hecho  se  constituyera  cómplice  de 
ella  con  arreglo  al  artículo  4^  de  la  ley  penal, ...» 

En  la  causa  treinta  y  cinco  de  los  Fallos,  tomo  séptimo, 
contra  D.  Dalmiro  Hernández,  Gefe  del  batallón  cSan-Luis», 
acusado  de  defraudador  de  dineros  nacionales,  la  Suprema 
Corte  al  fallarla  estableció  los  siguientes  precedentes : 
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cQoe  tratándose  de  malversacioa  ó  defraudación  de  cauda- 
les públicos,  la  justicia  federal  á  que  están  sometidas  las 
causas  de  hacienda,  debia  ser  competente,  pero  según  el 
modo,  forma  y  persona  que  cometen  aquellas  faltas,  cam- 
bia la  jurisdicción:  que  no  estando  prescripto  por  las  leyes 
civiles  por  ser  estreno  á  ellas  el  caso  denunciado  por  el 
Fiscal,  y  si,  considerando  que  las  leyes  militares,  según 
las  cuales,  los  individuos  del  ejército  que  suplantan  plazas, 
cobran  raciones  indebidas  ó  de  cualquier  otro  modo  se 
aprovechan  ilejitimamente  de  los  dineros  del  estado,  deben 
ser  juzgados  militarmente  por  consejos  de  guerra,  i 

En  la  causa  cincuenta  y  tres,  tomo  séptimo,  estableció 
igualmente  que  por  el  artículo  tercero  de  la  ley  sobre  ju- 
risdicción y  competencia  de  los  tribunales  nacionales,  que 
atribuye  á  los  Jueces  de  Sección,  el  conocimiento  de  las 
causas  sobre  crímenes  que  ofendan  la  soberanía  y  seguridad 
de  la  Nación,  declarándose  que  sobre  este  punto  se  hallaban 
de  acuerdo  la  jurisprudencia  y  la  ley. 

41.  Que  aplicando  estos  principios  á  la  resolución  del 
caso  en  cuestión,  y  resultando  por  la  notoriedad  pública 
que  en  el  momento  de  estallar  la  revolución  dos  de  los 
recurrentes,  el  General  D.  Ignacio  Rivas  y  Coronel  D.  Julián 
Murga,  se  encontraban  al  frente  de  sus  fuerzas  con  comisión 
directa  del  Gobierno  Nacional  y  en  servicio  activo  en  la 
frontera,  cuya  circunstancia  reviste  de  carácter  militar  los 
delitos  comunes,  cometidos  por  militares. 

Que  los  demás  reclamantes,  Coroneles  D.  Benjamin  Cal- 
vete, D,  Emilio  Vidal,  D.  Martiniano  Charras  y  D.  Jacinto 
González,  no  encontrándose  en  el  caso  de  los  anteriores  por 
carecer  en  el  momento  de  la  revolución  de  comisión  del 
Gobierno  con  mando  efectivo  de  tropas,  están  amparados  por 
el  fuero  civil,  por  la  naturaleza  del  delito,  objeto  del  juicio, 
y   sin  consideración  á  su  calidad  de  militares  desde  que 
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esta  última  no  importa  para  surtir  fuero  militar,  sino  en  los 
casos  de  delito  cometido  en  cuarteles  ó  actos  de  servi- 
cios  y 

12.  Que  contra  la  naturaleza  del  asunto  no  podría  obje- 
tarse que  la  rebelión  cometida  por  un  militar,  fuera  de  los 
casos  de  actual  servicio,  importa  insubordinación  contra  el 
Gafe  Superior  (Presidente  de  la  República)  ó  deserción  de  las 
ñlas  del  ejército,  pues  la  insubordinación  y  deserción  como 
delitos  de  creación  de  la  ordenanza  y  justiciables  siempre 
por  los  tribunales  militares,  presuponen  necesariamente  el 
servicio  actual  en  el  delincuente:  este  argumento  además 
es  tendente  á  establecer  el  fuero  personal  militar,  á  todos 
los  casos  de  delitos  cometidos  por  los  individuos  del  ejér- 
cito, desde  que  toHos  ellos  importan  una  insubordinación  en 
el  sentido  lato  de  esta  espresion. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  declarando  á  este  Juzgado  ' 
incompetente  para  juzgar  en  la  causa  concerniente  á  los 
recurrentes.  General  D.  Ignacio  Rivas  y  Coronel  D .  Julián 
Murga,  y  competente  para  la  de  los  Coroneles  D.  Benjamín 
Calvete,  D.  Emilio  Vidal,  D.  Martiniano  Charras  y  D.  Ja- 
cinto González:  en  su  consecuencia,  líbrese  oficio  al  Presi- 
dente del  Consejo  de  Guerra,  por  conducto  del  Ministro  de 
la  Guerra  con  testimonio  del  escrito  presentado  y  de  esta 
resolución,  á  efecto  de  que  suspenda  todo  procedimiento 
con  respecto  á  los  espresados  Coroneles  Calvete,  Vidal, 
Charras  y  González,  remitiendo  todo  lo  obrado  á  este  Juz- 
gado, lo  que  se  deberá  agregar  al  proceso  que  se  sigue  por 
rebelión  contra  los  autores  y  cómplices  de  la  revolución  de 
Setiembre  último,  todo  de  acuerdo  al  articulo  46  de  la  ley 
de  Procedimientos. 

Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  ügarriza. 
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Los  defensores  del  General  Rivas  y  Coronel  Murga  ape- 
laron, y  se  les  coneedió  el  recurso  en  relación. 

El  Ministerio  de  la  Guerra  contestó  el  5  de  Marzo  que  el 
Consejo  no  estaba  aun  reunido,  y  devolvia  la  providencia 
recaida  sobre  la  cuestión  de  competencia,  por  no  reconocer 
relaciones  directas  entre  el  Juzgado  y  el  Consejo. 

El  Juez  de  Sección  ordenó  en  7  de  Marzo  que  el  oficio 
dirijido  al  Presidente  del  Consejo,  se  entendiera  con  el 
Fiscal  que  habia  instruido  el  sumario. 

El  defensor  del  Coronel  Machado  ocurrió  al  Juzgado  Na- 
cional iniciando  la  contienda  de  competencia  por  los  mis- 
mos fundamentos  espuestos  por  los  otros  defensores,  y  el 
juzgado  se  declaró  competente  por  auto  de  8  de  Marzo. 

Elevados  los  autos  á  la  Suprema  Corle,  y  conferida  vista 
al  Sr.  Procurador  General,  el  Juez  de  Sección  remitió:  io 
La  contestación  del  Fiscal  Militar,  que  decia  ser  dependiente 
del  Poder  Ejecutivo  y  no  poder  entrar  en  la  discusión  de 
la  competencia  que  debia  entenderse  con  el  Poder  Ejecutivo, 
máxime  no  estando  aún  formado  el  Consejo;  2*  El  auto 
del  juzgado  declarando  que  dicha  contestación  importaba 
desconocer  la  competencia  que  estaba  dispuesto  á  sostener, 
y  reiterando  la  inhibición  decretada  con  invitación  á  remitir 
las  obradas  á  la  Corte  Suprema  para  dirimir  la  con- 
tienda. 

VISTA  DQL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL. 


Suprema  Corte  de  Jmticia: 

Buenos  Aires,  14  de  Hayo  de  1875. 

El  Procurador  General  evacuando  la  vista  que  se  le  ha 
conferido  del  incideiite  de  competencia,  formado  entre  el 
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Jaez  de  Sección  y  el  Consejo  de  Guerra  de  Oñciales  Gene- 
rales, dice: 

Que  nunca  ha  podido  comprender  el  objeto  útil  que  se 
ha  propuesto  el  Gobierno  en  sujetar  á  un  Consejo  de  Guerra 
á  los  getes  y  oficiales  que  se  sometieron  en  Junin ;  por- 
que es  evidente  que  el  Consejo  de  Guerra  nunca  podría  im- 
poner á  los  acusados  las  penas  que  la  ordenanza  señala  al 
delito  de  rebelión  de  que  son  acusados  aquellos  gefes. 

El  no  podría  imponer  la  pena  de  muerte  porque  lo  prohi- 
be la  Constitución  para  todo  crimen  político ;  y  porque  ade- 
más sus  vidas  estaban  garantidas  por  el  pacto  solemne  en 
virtud  del  cual  depusieron  las  armas. 

No  podría  tampoco  imponerles  degradación  ni  pena  de 
presidio,  porque  estaba  establecido  en  aquel  pacto  que  debe- 
ría respetarse  su  decoro. 

No  pudiendo  el  Consejo  imponer  ninguna  de  las  penas  que 
la  Ordenanza  prescribe,  el  juicio  es  completamente  inútil  y 
sin  objeto:  y  no  puede  tener  otro  resultado  que  el  muy 
pernicioso  de  traer  á  cuestión  las  razones  que  estos  gefes 
tuvieron  para  sublevarse,  razones  á  las  cuales  ellos  mismos 
habian  renunciado  en  el  acto  del  sometimiento,  reconociendo 
lejitima  la  autoridad  del  Presidente  de  la  República. 

He  creido,  pues  que  este  juicio  militar  no  ha  debido 
iniciarse,  aun  cuando '  hubiera  razón  para  sujetar  á  la  juris- 
dicción militar  el  crimen   de  rebelión. 

La  completa  impunidad  de  los  acusados,  hubiera  sido  un 
mal  mucho  menor  que  los  que  puede  causar  un  juicio  pú- 
blico sobre  este  hecho. 

Pero  ya  que  el  juicio  se  3igue,  y  que  se  ha  suscitado  esta 
competencia,  será  necesario  examinar  á  cual^de  las  dos  juris- 
dicciones compete  seguirlo,  ó  lo  qué  es  lo  mismo  si  el  crimen  de 
rebelión  es  un  crimen  militar,  cuando  es  cometido  por  militares, 
ó  meramente  civil  como  lo  clasifican  las  leyes  del  Congreso» 
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«  • 

A  es^o  está  reducida  ia  cuestión ;  porque  abolidos  los  fue- 
ros personales,  solo  ha  quedado  en  pié  el  fuero  de  causas} 
de  tal  suerte  que  los  Tribunales  Militares  no  pueden  cono- 
cer de  otros  delitos  que  de  aquellos  que  solo  pueden  ser 
cometidos  por  militares. 

Bajo  este  punto  de  vista  la  cuestión  no  ofrece  dificultad 
alg^una. 

Las  leyes  del  Congreso  obligan  á  todos  los  ciudadanos 
de  cualquier  clase  y  categoría  que  sean. 

La  ley  penal  que  ha  clasificado  los  crímenes  cometidos 
contra  la  Nación  es  una  ley  universal  que  comprende  á 
todos  los  habitantes  de  la  República,  sean  simples  ciuda- 
danos ó  militares  y  deroga  todas  las  leyes  anteriores  que 
le  están  en  oposición,  tanto  las  de  Partida  como  las  Re- 
copiladas, como  las  Ordenanzas  Militares.  Contra  ella  no 
puede  alegarse  otra  ley  alguna  anterior  ó  de  privilegio.  Siem- 
pre que  sus  disposiciones  no  estén  en  contradicción  con  la 
Consticion  Nacional,  deben  ser  respetadas  sin  réplica. 

Cuando  esta  ley  ha  clasificado  el  delito  de  rebelión 
no  ha  hecho  escepcion  alguna  en  los  que  lo  cometan, 
obliga  por  consiguiente  á  todos,  sean  simples  ciudada- 
nos ó  militares  al   mando  de  fuerza  ó  sin  él. 

La  diferencia  que  ha  hecho  el  juez  de  sección  en  so 
sentencia  entre  los  militares  que  mandaban  fuerzas  al 
tiempo  de  la  revolución  y  los  que  no  tenian  mando  aU 
guno,  no  se  apoya  en  ninguna  razón  de  derecho.  El 
mando  de  fuerzas  en  un  militar  es  una  simple  comisión 
que  en  nada  altera  ni  su  carácter  ni  sus  deberes.  La  ley 
no  ha  hecho  diferencia  alguna  y  el  juez  no  está  por  consi- 
guiente autorizado  para  hacerla. 

Los  jueces  de  sección  son  los  únicos  magistrados  que 
están  encargados  de  ejecutar  esta  ley;  y  por  consiguiente 
todo  caso  de  rebelión,  cae  bajo  su  competencia,  cualquiera 
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que  sea  el  carácter  del  delincuente,  escluyendo  á  cualquiera 
otra  jurisdicción  que  pretenda  injerirse. 

Los  reclamantes  han  tenido  razón  en  decir  que  en  este 
caso  no  se  puede  acusar  á  sus  deFendidoa  ni  por  insubor- 
dinación ni  por  deserción,  ni  por  ningún  otro  delito  mili- 
tar, y  sus  demostraciones  á  este  respecto  son  concluyentes  ; 
porque  los  acusados  no  podrían  cometer  el  delito  de  rebe* 
lion  contra  el  Presidente  de  la  República  sin  desobedeoer  las 
órdenes  de  este  Presidente  y  sin  desertar  de  su  obediencia. 

Ellos  no  no  han  incurrido  en  otras  penas  que  las  que 
señala  la  ley  penal  de  1863. 

Estas  penas  serán  las  únicas  que  el  Juez  podrá  aplicar 
á  los  simples  ciudadanos  comprendidos  en  la  rebelión,  y  no 
puede  admitirse  sin  un  trastorno  completo  de  los  principios 
de  justicia,  que  los  militares  que  han  cometido  el  mismo 
crimen  sean  castigados  con  diversas  penas. 

En  esta  virtud  pido  á  Y  E.  se  sirva  conñrmar  la  senten- 
cia del  juez  de  sección  en  la  parte  que  se  declara  competente 
para  juzgar  á  algunos  de  los  acusados  y  revocarla  en  cuan- 
to se  ha  declarado  incompetente  para  juzgar  al  General  Ri- 
vas  y  al  Coronel  Murga;  pues  que  tratándose  de  un  mismo 
delito,  todos  están  sujetos  á  su  jurisdicción  y  todos  deben 

ser  juzgados  por  ella. 

Francisco  Pico. 

Se  pasó  también  al  Sr.  Procurador,  el  incidente  con  el 
Fiscal  Militar,  y  se  espidió  en  los  términos  siguientes : 

Suprema  Corte  de  Justicia : 

Buenos  Aires,  17  de  Hayo  de  1875. 

£1  Plrocorador  General  en  vista  del  conflicto  acaecido  entre 
el  Juez  de  Sección  y  el  Teniente  Coronel  D.  Miguel  Ochaga- 
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via,  fiscal  de  un  consejo  de  guerra,  sobre  competencia ;  dice: 
Que  según  expresa  dicho  Fiscal  en  su  nota,  él  no  se  con- 
sidera un  magistrado  independiente,  porque  solo  ejerce  una 
comisión  del  Presidente  de  la  República,  y  se  halla  some- 
tido á  sus  órdenes. 

En  efecto,  el  fiscal  es  nombrado  por|el  Gobierno  y  como 
el  nombramiento  del  Consejo  tiene  el  mismo  orijen,  mien- 
tras él  no  esté  constituido  en  Tribunal,  solo  el  Gobierno 
puede  suspender  su  formación  ó  discutir  su  competencia. 
Estos  puntos  no  entran  en  las  funciones  del  fiscal,  y  él  tiene 
mucha  razón  en  decir  que  el  Juez  debe  dirigirse  al  Poder 
Ejecutivo,  de  quien  únicamente  depende  la  continuación  del 
juicio  militar. 

El  Juez  no  ha  debido  dirijirse  para  entablad  la  competen- 
cia, ni  al  presidente  de  un  Consejo  de  Guerra,  que  aún  no 
existe,  ni  al  Fiscal  militar,  que  no  puede  suspender  su 
reunión.  Desde  el  principio  ha  debido  dirijirse  al  Presi- 
dente de  la  República,  que  es  la  única  autoridad  que  pue- 
de resolver  sobre  lo  competencia  de  aquel  Tribunal,  mien- 
tras él  no  se  reúna,  y  pueda  resolver  sobre  este  punto. 

TaUes  mi  parecer  en  este  asunto,  habiendo  puesto  un 
dictamen  separado  del  que  di  en  el  espediente  sobre  com- 
petencia de  jurisdicción,  porque  este  lo  di  en  14  del  cor- 
riente, un  dia  antes  del  auto  en  que  se  me  confiere  vista 
del  presente. 

Francisco  Pico. 

Uno  de  los  defensores  pidió  informar  en  derecho  —  se  le 
concedió  la  venia  otorgámdosele  15  días  que  empezaron  á 
correr  desde  el  13  de  Mayo. 

Pasada  la  causa  al  relator,  el  juez  de  sección  elevó  á  la 
Suprema  Corte  los  originales  y  testimonios  de  algunos  ofi- 
cios, y  entre  ellos  uno  det  juzgado,  al  Ministerio  de  la  Guerra 
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para  la  suspensión  de  los  procedimientos  y  remisión  de  lo 
obrado  á  la  Suprema  Corte,  ante  la  cual  se  hallaban  las 
actuaciones  del  Juzgado  Federal ;  y  otro  del  Ministerio  de 
la  Guerra,  contestando  que  el  Gefe  de  los  Ejércitos  había 
mandado  juzgar  en  Consejo  de  Guerra  á  los  militares  de 
que  se  trataba  por  delitos  de  insubordinación,  inobediencia 
é  indisciplina,  atentados  contra  la  autoridad  militar,  etc.  etc. 
con  entera  prescindencia  de  su  carácter  político :  que  no 
habia  razón  para  entregarlos  á  otra  jurisdicción;  que  la 
competencia  sostenida  por  el  juzgado  lo  habia  sido  sip  a\i^ 
diencia  de  los  representantes  del  Gobierno ;  que  por  otras 
causas  no  militares,  los  reos  serian  pasados  oportunamente 
al  Tribunal  Federal ;  que  si  se  quería  avocar  la  causa  pro- 
movida contra  los  Gefes  Militares,  militarmente  culpables, 
el  Gobierno  desconooe  la  competencia  del  juez  de  sección ; 
y  que  habiéndose  el  juez  desprendido  de  los  autos  por  la 
apelación  concedida,  su  contestación  era  debida  á  deferen- 
cia y  por  abundar  en  razones  sobre  el  derecho  que  asistía 
al  Poder  Ejecutivo  en  esta  cuestión. 

Presentado  el  informe  en  derecho  á  último  de  Mayo  y  vista 
la  causa  el  3  de  junio  de  1875  se  dictó  el  siguiente  ; 


WmUm  de  1»  flunnresaii  Cowim 


Buenos  Aires,  Junio  12  de  1875. 

Vistos  estos  autos  sobre .  competencia  del  Juez  Nacio- 
nal de  esta  Sección,  promovidos  por  los  defensores  del 
General  Don  Ignacio  Rivas  y  de  los  Coroneles  Don  Bejamin 
Calvete,  Don  Emilio  Vidal,  Don  Julián  Murga,  Don  Martiniano 
Charras,  Don  Jacinto  González  y  Don  Benito  Machado,  pro- 
cesados todos  ante  un  Consejo  de  Guerra  extraordinario,  por 
T.  vil.  14 
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órd^n  del  Presideale  de  la  República,  y  de  ios  cuales  re- 
sulta : 

Que  por  auto  de  cuatro  de  Mayo  á  foja  ciento  ocho,  el 
Juez  Nacional  de  Sección  se  declaró  competente  para  cono- 
cer en  la  causa  de  los  Goron^es  Don  Benjamín  Calvete,  Don 
Emilio  Vidal,  Don  Julián  Murga,  Don  Martiniano  Charras  y 
Don  Jacinto  González,  y  por  resolución  posterior  en  la  del  Go«- 
ronel  Don  Benito  Machado,  librando  en  consecuencia  oficio  de 
inhibición  al  Ministerio  de  la  Guerra  y  al  Consejo  de  Oficiales 
Generales,  y  remitiendo  por  denegación  de  estos,  todo  lo 
obrado  ante  su  Juzgado,  á  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
para  la  decisión  de  la  competencia  suscitada. 

Que  habiéndose  declarado  por  el  mismo  auto,  que  no  cor- 
respondia  al  Juzgado  de  Sección  el  conocimiento  de  la  causa 
que  se  seguia  al  General  Don  Ignacio  Rivas  y  al  Coronel  Don 
Julran  Murga,  y  habiendo  sus  defensores  apelado  de  esta  re- 
solución, el  recurso  se  hallaba  pendiente  ante  esta  Suprema 
Corte. 

Que  el  Ministerio  de  la  Guerra  y  el  Consejo  de  Oficiales 
Generales  han  sostenido,  que  siendo  militares  los  delitos  de 
que  eraii  acusados  los  procesados,  oorrespondia  privativa'- 
menteal  Consejo  de  Guerra,  el  conocimiento  de  ellos;  y  que 
sin  suspender  sus  procedimientos,  y  sin  reconocer  la  facul- 
tad que  la  ley  confiere  á  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  para 
decidir  las  competencias  que  se  susciten  á  instancias  de 
parte,  sobre  jurisdicción  de  los  Jueces  Nacionales,  el  Con- 
sejo de  Guerra  ha  sentenciado  definitivamente  la  causa,  y  el 
Poder  %eculivo  ha  aprobado  esa  sentencia,  conmutando  á 
algunos',  é  indultando  á  otros  de  las  penas  impuestas  por 
ella,  y  la  ha  ejecutado  inmediatamente,  según  consta  de  los 
testimonios  fehacientes  agregados  á  fojas  doscientos  treinta 
y  ocho  y  siguientes. 

Considerando,  que  es  un  principio  de  derecho,  que  no 
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existiendo  causa  peadiente  en  otro  TribuDal,  no  puede  haber 
conflicto  de  jurisdicción,  ni  contienda  de  competencia  : 

Se  declara  no  haber  lugar,  en  el  estado  actual  de  este 
asunto,  á  decidir  la  competencia  deducida.  ^ 

Satisfechas  en  consecuencia  las  costas  y  repuestos  los  se- 
llos, devuélvase  los  autos,  para  que  las  partes  usen  de  su 
derecho  ante  quien  corresponda,  y  según  creyeren  conve- 
nirles. 

Salvador  M*  del  Carril — Francisco 

Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
J.  B.  GoROSTUGA.  —  J.  Domínguez. 


CÍ1.U8A    3E.3Il1U!1 


Criminal  contra  D,  Ruperto  Recio,  por  complicidad  en  ¡a 

rebeliony  sobre  escarcelacion. 


Sumario, — No  procediendo  la  imposición  de  pena  corpo- 
ral, puede  concederse  la  escarcelacion  bajo  ñanza. 

Caio,  *—  D.  Ruperto  Recio  fué  acusado  por  complicidad 
en  la  rebelión  de  1874   en   la  Provincia  de  Mendoza,  por 
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haber  desempeñado  durante  ella  el  puesto  de  comandante 
del  primer  batallón  de  reserva  por  nombramiento  del  Go- 
bernador de  Mendoza. 

Recio  pidió  su  escarcelacion  bajo  fianza,  y  no  obstante  la 
oposición  del  Procurador  Fiscal  interino,  se  dictó  el  : 


Fftlto  del  JTuMi  de  Seeelen. 


Mendoza,  Marzo  5  de  1875. 

Y  vistos :  no  procediendo  legalmente  la  imposición  de 
pena  corporal  en  el  presente  caso,  según  lo  ha  considera- 
do y  resuelto  este  Juzgado  en  diversos  otros  casos  análogos  : 
no  obstante  lo  espuesto  por  el  Procurador  Fiscal,  concédese 
la  escarcelacion  solicitada.  Comuniqúese  en  oportunidad  á 
quienes  corresponda  ;  repóngase  el  papel ;  satisfáganse  las 
costas  y  déjese  constancias  en  autos. 

Calisto  S.  de  la  Torre. 

Apelado  este  auto  por  el  procurador  fiscal,  fué  confirma- 
do por  el : 


Falle  de  le  Supreme  Certe. 

Buenos  Aires,  Junio  15  de  1875. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  dos  vuelta  y  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.— Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — 

J.  B.  GoROSTIAGA. —  J.    DOBIINGUBZ. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  197 


CAUSA    %Mj 


Criminal^  úontra  los  prauníos  cómplices  en  la  fuga  del  preso^ 

General  D.  José  Af.  Arredondo. 


Sumario. —  Gorrespoode  á  la  jurisdicción  militar  el  juz- 
gamiento de  los  cómplices  en  la  fuga  de  un  militar,  sugeto  á 
un  consejo  de  guerra. 

Caso. — En  Febrero  de  1875,  el  Procurador  Fiscal  déla  Sec- 
ción de  Mendoza,  se  presentó  al  Juzgado  de  Sección,  exitándolo 
á  proceder  criminalmente  contra  los  autoresi  cómplices  y 
encubridores  de  la  fuga  del  General  D.  José  M.  Arredondo, 
procesado  militarmente,  denunciando  como  tales  á  los  ve- 
cinos D.  José  Guitiño  y  D.  Francisco  Galle,  á  los  militares 
D.  Eliseo  Acevedo,  Goronel  Racedo  y  General  Roca,  y  auna 
mujer,  cocinera  que  habia  sido  del  prótugo. 

WsMú  del  JTuMi  de  SéeeleM. 

Mendoza,  Febrero  18  de  1875. 

Prescribiendo  el  articulo  7®,  de  la  ley  de  li  de  Setiem- 
bre de  1863,  que  la  Jurisdicción  criminal  atribuida  á  la 
Justicia  Nacional  por  la  ley  penal  del  Gongreso,  de  la  misma 
fecha,  en  nada  altera  la  jurisdicción  militar  en  los  casos 
en  que,  según  las  leyes  existentes,  deba  precederse  por  con- 
sejos de  guerra. 
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Y  considerando :  —  Que  en  el  presente  caso  :  evasión  de 
un  cuerpo  de  guardia  de  un  individuo  preso  y  sometido  á 
juicio  por  la  jurisdicción  militar,  según  aparece  de  la  pro- 
pia esposicion  del  Procurador  Fiscal  y  de  los  documentos 
á  que  ella  se  refiere.  Se  traía  de  un  delito  esencialmente  mi- 
litar previsto  y  penado  por  las  ordenanzas  generales  del 
ejército,  al  cual  es,  por  lo  mismo,  inaplicable  la  jurisdicción 
nacional  etí  e)  orden  común,  cuya  acción  por  otra  parte  está 
estrictamente  circunscrita  á  los  casos  especialmente  deter- 
minados por  la  Constitución  y  leyes  nacionales. 

Que  concurre  á  dar  mayor  fuerza  á  esta  consideración , 
el  hecho  de  hallarse  gravemente  complicados  en  el  delito 
cuya  averiguación  se  pretende,  según  lo  espresa  el  Pro- 
curador Fiscal,  los  propios  gefes  superiores  del  Ejército, 
jueces  udos  y  encargados  otros  de  la  custodia  del  preso 
evadido,  por  cuanto  no  obstante  la  abolición  de  todo  fue- 
ro personal  que  estableoe  el  artículo  16  de  la  Constitución 
General,  tratándose  de  hechos  cometidos  por  aquellos  en  ser- 
vicio activo  y  que  pertenecen  ó  afectan  directamente  á  la 
disciplina,  orden  y  organización  del  Ejército,  el  fuero  de 
causa  los  hace  judioiables  militarmente.  Por  tanto  el  Juzgado 
de  Sección  se  declara  incompetente  para  entender  y  resol- 
ver en  la  presente  causa.  Hágase  saber  y  archívese. 

C.  S.dela  Torre. 

Habiéndpse  elevado  los  autos  por  apelación  del  Procu- 
rador Fiscal,  se  dio  vista  al  Sr.  Procurador  General,  quien 
se  espiáió  en  los   términos  siguientes  : 

Suprema  Corte  de  Justicia : 

Buenos  Aires»  Mayo  H  de  1875. 
El  Procurador  General,  evacuando  la  vista  que  se  le  ha 
conferido,  de  la  causa  inicida  en  Mendoza  contra  varios  indi- 
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viduosy  por  suponerlos  cómplices  en  la  fuga  del  General  Ar- 
redondo dice: 

Que  en  este  caso  no  hay  que  tomar  en  consideración 
si  la  causa  del  General  Arredondo  competía  á  los  Tribuna- 
les ordinarios  ó  á  la  jurisdicción  militar. 

El  hecho  es  que  él  estaba  sujeto  á  un  Consejo  de  Guerra, ' 
y  en  esa  situación  es  que  ha  fugado  de  la  prisión.  Por  con- 
siguiente, es  á  esta  jurisdicción  á  que  compete  perseguirlo, 
aprehenderlo,  y  juzgar  á  lodos  los  que  hayan  sido  cómpli- 
ces de  su  evasión.  La  justicia  ordinaria  no  puede  mez- 
clarse en  ninguno  de  estos  actos,  sin  interrumpir  los  proce- 
deres de  la  justicia  militar,  no  habiendo  formado  com- 
petencia de  jurisdicción,  ni  hallándose  por  consiguiente 
suspensa  la  del  Tribunal  que  conoció  de  la   causa. 

Por  consiguiente,  creo  que  el  Juez  de  Sección  ha  hecho 
bien  en  declararse  incompetente  en  este  incidente,  y  pido 
á  y.  E.,  se  sirva  confirmar  la  sentencia  apelada. 

Francisco  Pico.  . 


Fulto  de  1»  Supremn  Corle. 

Buenos  Aires,  Junio  19  de  i  875. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General,  en  su  precedente  vista,  se  con- 
firma el  auto  apelado  de  foja  cinco  vuelta  y  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
^  J.  B.  GoROSTiAGA.  — J.  Domínguez. 
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Cil^USü.   JLEAi. 


Fels  y  C\  contra  d  Capitán  del  vapor  c  Rio  de  la  Plata  », 
por  entrega  de  un  bulto  ó  pago  de  $u  valor. 


Sumario. — I""  Es  de  práctica  que  las  agencias  de  los  va- 
pores espidan  recibos  de  la  carga  embarcada,  sin  que  el 
capitán  firme  conocimientos  en  otra  forma. 

2®    Dichos  recibos  obligan  al  capitán. 

3o  La  declaración  sobre  el  contenido  de  un  bulto  re- 
clamado y  su  valor,  hecha  por  el  cargador  y  no  contradicha 
por  el  capitán  se  considera   verdadera. 


Caso. — En  Junio  de  1874,  los  Sres.  FeU  y  G*  deman- 
daron ante  el  Juez  de  Sección  en  Buenos  Aires  al  capitán 
del  vapor  cRio  de  la  Plata  i  la  entrega  de  un  bulto  que 
hablan  embarcado  en  Montevideo  con  destino  á  Buenos  Aires, 
cuyo  bulto  con  tenia  30  docenas  pañuelos  fulares,  valor  de 
450  pesos  fuertes.  Acompañaron  á  la  demanda  el  recibo 
espedido  por  la  Agencia  del  vapor  en  Montevido. 

Corrido  traslado,  D.  Ramón  Calderón,  por  el  capitán^  pidió 
se  rechazara  la  demanda  con  espresa  condenación  en  cos- 
tas. Dijo  que  no  podía  ejercitarse  acción  alguna  por  un  car- 
gador de   un  buque  contra  el  capitán,  sino  se  presentaba 
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alguno  de  los  ejemplares  del  conooimiento  original.  Que  el 
recibo  de  f.  l\  no  es  el  conocimiento  firmado  por  el  ca- 
pitán á  que  se  refiere  el  Código  de  Comercio. 


WmMm  «leí  Summ  úo  Atecd^M 


Buenos  Aires,  Mano  3  de  1875. 

Vistos  estos  autos  iniciados  por  D.  José  M.  Huergo,  en 
representación  de  Fels  y  C*,  contra  el  capitán  del  vapor 
cRio  de  la  Plata»  por  entrega  de  un  bulto  embarcado  en 
Montevideo  á  consignación  de  sus  representados  y  de  que 
resulta : 

1^  Que  el  6  de  Abril  de  1874,  se  entregó  para  los  se- 
ñoree Fels  y  C*  ün  bulto,  forrado  en  lata,  en  la  Agencia 
de  la  Compañía  Saltona  de  Navegación  á  Vapor,  y  se  firmó 
por  un  Sr.  Asme  por  el  agente,  un  documento  de  haber 
sido  recibido  á  bordo  del  vapor   cRio  de  la  Plata». 

2^  Que  basados  en  este  documento  los  Sres.  Fels  y  C*  de- 
mandan al  capitán  y  piden  la  entrega  del  bulto,  y  este  se  niega 
diciendo,  que  no  es  un  conocimiento  el  documento  dicho, 
y   que  sin  este  no  puede  establecerse  demanda. 

Y  considerando :  i<>  Que  la  prohibición  de  no  admitirse 
enjuicio  ninguna  acción,  y  menos  por  tanto  la  de  entrega, 
entre  el  capitán  y  cargadores,  sino  se  acompaña  uno  de 
los  ejemplares  der  conocimiento  original  (art.  1211  Código 
Comercio)  es  absoluta,  no  admitiéndose  para  entablar  esa 
acción  ni  los  recibos  provisorios  dados  por  sobrecargo  ó 
empleados  del  capitán;  y  en  el  caso  ocurrente,  no  se  ha  pre- 
sentado el  conocimiento.  2o  Que  la  única  escepcion  ad- 
misible para  admitir  la  demanda,  sin  ese  documento,  es  pro- 
bar que  se  le  negó  al  cargador  y  que  hizo  diligencias  por 
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obtenerlo  y  qw  protestó  habiendo  salido  el  baque  sin  dársele 
en  los  tres  dias  siguientes,  (inc.  S"",  avV  citado)  y  esa  re-* 
sistencia  y  protesta  no  ha  sido  alegados.  3o  Que  los  recibos 
de  una  agencia  obligan  á  esta  por  la  entrega  de  la  carga, 
pero  no  al  capitán;  pues  aunque  aquella  puede  serlo  del 
armador,  este  se  responsabiliza  por  los  hechos  del  capitán, 
como  su  mandatario,  pero  no  el  capitán  por  los  hechos  del 
mandante. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  absolviendo  al  capitán  del 
cRio  de  la  Plata,»  de  la  demanda  entablada  contra  él  por 
los  Sres.  Fels  y  G*  por  la  entrega  del  bulto  á  que  se  reflere 
el  documento  de  f.  1,  con  costas  al  demandante.  Hágase 
saber,  notifíquese  con  el  original,  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarradn. 

Los  demandantes  que  apelaron,  pidieron  ante  la  Suprema 
Corte  que  el  capitán  absolviera  unas  posiciones  las  que 
fueron  declarados  confesas,  en  rebeldía  del  capitán  que  no 
compareció. 

WtMm  de  la  Snpremn  €)»rSe 

Buenos  Aires,  Junio  19  de  1875. 

Vistos :  Considerando  que  el  documento  de  foja  una  es 
el  que  se  acostumbra  dar  por  los  efectos  que  fee  entregan 
en  las  agencias  de  los  paquetes  á  vapor,  para  ser  cargados 
en  estos  :  que  los  capitanes  no  acostumbran  firmar  conoci- 
mientos en  otra  forma  por  esos  efectos  :  que  según  resulta 
de  las  posiciones  de  foja  ochenta  y  dos,  que  en  rebeldía  del 
capitán  del  vapor  cRio  de  la  Plata i,  se  han  mandado  tener 
por  absueltas,  la  agencia  de  la  nueva  compañía  saltona  de 
navegación  á  vapor,  era  la  encargada  de  recibir  la  carga  para 
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el  cRio  de  la  Plata»  y  cobrar  el  flete ;  y  que  el  documento 
de  foja  una  ha  sido  espedida  por  dicha  agencia  :  que  la 
declaración  de  la  casa  de  Fels  y  G*  acerca  del  contenido  del 
cajón,  cuya  entrega  se  acredita  por  el  espresado  documento 
y  de  su  valor,  no  ha  sido  contradicha  por  parte  del  capitán. 
Se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  veinte  y  una  y  se 
condona  al  capitán  del  cRío  de  la  Plata»  á  entregar  el  cajón 
demandado,  y  en  su  defecto  á  pagar  dentro  de  diez  dias,  la 
cantidad  de  cuatrocientos  cincuenta  pesos  fuertes,  como  im- 
porte de  las  treinta  docenas  de  pañuelos  que  contenia.  Sa- 
tisfechas las  costas  y  repuesto  los  sellos  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— 
].  B.  GoROSTiAGA.  -  J.  Domínguez. 


GAUSil.  3E.L.I. 


D.  Vicente  Casares  ¿  hijos,  contra  la  Compañía  de  Tramways 
i  Ciudad  de  Buenos  Aires  ^^  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.— E\  lanchage  por  coches  de  tramways,  que  no 
escedan  de  una  y  media  tonelada  de  peso  es  de  dos  pesos 
y  medio  por  pié  cúbico. 
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Caso. — El  caso  está  referido  en  el 


Fulla  uta  JíoMi  ém  tteeeioM. 


Buenos  Aires,  Abril  6  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Vicente  Casares  con- 
tra la  Compañía  de  Tramways  de  la  c Ciudad  de  Buenos  Aires» , 
de  que  resulta : 

i""  Que  los  Sres.  Casares  han  descargado  en  sus  lanchas 
para  la  compañiade  Tramways  de  la  cCiudad  de  Buenos  Ai- 
res», la  cantidad  de  coches  para  el  servicio  de  sus  tramways 
á  4ue  se  refiere  la  cuenta  de  f.  1*. 

2®  Que  al  proceder  á  esa  descarga  lo  han  hecho  asi  por 
haberse  impuesto  á  los  cargadores  por  el  capitán  la  obliga- 
ción de  la  descarga  por  medio  de  las  lanchas  de  los  Sres. 
Casares  según  se  contiene  en  la  contestación  á  la  demanda. 

S"*  Que  la  compañia  de  tramways  reconociendo  todas  las 
partidas  de  la  cuenta  de  f.  1*  limita  su  oposición  al  pre- 
cio de  dos  y  medio  pesos  m/c.  por  pié  cúbico,  que  dice  ser 
excesivo  y  ser  contra  la  práctica  comercial,  y  protesta  estar 
dispuesto  á  pagar  el  justo  precio  á  tasación  de  peritos  ó  per- 
sonas competentes. 

Y  considerando :  1®  Que  la  única  objeción  al  pago  de 
la  cuenta  de  f.  1^  es  la  que  se  refiere  al  pago  de  dos  y  me- 
dio pesos  m/c.  por  pié  cúbico  de  capacidad  de  los  coches 
y  que  las  partes,  de  acuerdo  con  lo  resuelto  por  repetidos 
fallos  de  la  Corte  Suprema,  conviene  en  que  debe  pagarse  el 
que  sea  de  práctica. 

2®  Que  esta  práctica  está  acreditada  por  el  informe  de  la 
Cámara  Sindical  de  f.  19  donde  asevera  ser  dos  y  medio 
pesos  m/c.  por  pié  cúbico  el  lanchage  que  se  cobra  por  co- 
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ches  de   tramways,  siempre  que  no  escedan  estos  de  una  y 
media  tonelada  de  peso  en  cuyo  caso  es  convencional. 

S"*  Que  la  cuenta  que  se  cobra,  está  ajustada  á  esa  prác- 
tica, desde  que  no  cobra  mas  que  el  mínumum  dedos 
y  medio  pesos  m/c. 

Por  estas  consideraciones,  fallo:  que  la  compañía  tramways 
•  Ciudad  de  Buenos  Aires  »  pague  á  D.. Vicente  Casares  á  los 
diez  dias  de  notificado,  la  cantidad  de  treinta  y  ocho  mil 
cuatrocientos  treinta  y  un  pesos  m/c  de'  la  cuenta  de  f.  1* 
y  los  intereses  á  estilo  de  banco  desde  la  demanda  y  cos- 
tas de  este  juicio.  Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con 
el  original. 

Iridaro  Albarracin. 


Fallo  de  I»  Siipremii  Cowim, 

Buenos  Aires,  Junio  22  de  1875. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  veinte  y  una,  y  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

José  Barros  Pazos.-* J.  B.  Go- 
ROSTiAGA.— J.  Domínguez. 
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C4U«A    ILLilII. 


D.  Marciano   Molina  y  C^  contra  G.  y  S.  Haycroff^ 
sobre  escrituración  de  un  buque. 


Sumario.  —  l^  Debe  estimarse  confeso  el  demandado  que 
en  la  contestación,  no  contradice  los  hechos  afirmados  en 
la  demanda. 

S""  Recibido  el  precio  por  el  vendedor,  el  comprador 
adquiere  acción  para  demandar  la  entrega  en  la  forma 
que  lo  reclame  la  naturaleza  del  objeto  vendido. 

3^  Tratándose  de  un  buque  de  mas  de  seis  toneladas, 
la  transferencia  debe  hacerse  con  documento  escrito  que 
se  trascribirá  en  el    Registro  de  Marina. 

io  Trat&ndose  de  promosa  de  pagar  un  valor  que  exceda 
doscientos  pesos  fuertes,  no  es  admisible  la  prueba  tes- 
timonial, sino  se  acompaña  un  principio  de  pVueba  por 
escrito. 


Caso. — En  Abril  de  1869  los  señores  6.  y  S.  Haycroft 
vendieron  á  D.  Marciano  Molina  y  G*  el  vapor  c Rosario» 
por  la  suma  de  39,000  pesos  fuertes  pagaderos  en  letras, 
y  se  comprometieron  á  asegurarlo  al  ocho  por  ciento  por 
un   año   en   las   mismas    compañías  que  lo   estaba  antes. 
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Los  compradores  habiendo  pagado  las  letras^  y  el  valor 
del  seguro,  demandaron  á  los  vendedores  la  escrituración 
del  vapor. 

Los  señorea  HaycrofT  se  escepcionaron  diciendo  que  el 
seguro  les  había  costado  12  ""/o ;  que  Molina  y  C^  habían 
prometido  pagar  la  difereDcia  que  montaba  á  1,313  pesos 
fuertes  por  cuya  suma  dedujeron  reconvención,  ofreciendo 
la  prueba  de  estos  dos  hechos  por  testigos  y  una  carta 
que  presentaron  del  encargado  de  hacer  el  seguro. 

Molina  y  G*  negaron  que  hubiesen  ofrecido  pagar  di^ 
ferencia  alguna. 


Vfillo  del  Jiies  de  flle«el«a. 

Buenos  Aires,  Abril  10  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Marciano  Mo« 
lina  y  C^  contra  los  Sres.  G.  y  S.  Haycroff,  pidiendo  la 
escrituración  del  vapor  «Rosario»,  que  los  primeros  ha- 
blan comprado  á  estos  últimos  y  de  que  resulta : 

1<»  Que  en  Abril  de  1869  los  señores  6.  y  S.  Hay- 
crofT, vendieron  á  D.  Marciano  Molina  y  O  el  vapor 
«Rosario»,  por  la  suma  de  39,000  pesos  fuertes,  pagaderos 
en  letras  y  se  oompromóUeron  los  vendedores  á  asegurar 
el  vapor  al  ocho  por  ciento  sobre  su  valor,  en  las  mis- 
mas compañias  que  lo  estaba  antes^ 

2o  En  cumplimiento  del  contrato  los  señores  Molina 
pagaron  á  los  señores  HaycrofT  el  importe  de  la  cuenta  de 
f.  1*  todo  lo  que  ha  sido  alegado  en  la'  demanda  de  los 
primeros  y  confesado  en  la  contestación  á  la  misma  por 
los  segundos. 

S^  Que  la   contrademanda  de  Haycroff  se  basa  en  que 
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en  el  seguro  han  pagado  una  prima  mayor  que  la  convenida 
y  que  por  consiguiente,  tiene  derecho  á  deferir  la  escri- 
turación hasta  que  sean  pagados  de  esa  diferencia»  pago 
que  agregan  les  fué  prometido  al  firmar  el  saldo  de  la 
cuenta  de  f.   1'.  . 

Y  considerando :  1°  Que  el  demandado,  no  contradiciendo 
el  2o  párrafo  de  la  demanda  en  que  se  aQrma  que  los 
compradores  estaban  obligados  al  pago  del  8  o/o  &  los  ven- 
dedores á  condición  de  que  estos  asegurasen  el  vapor  en 
Londres,  en  las  mismas  compañias  por  un  año  mas,  debe 
estimarse  confeso,  de  conformidad  al  artículo  86  de  la  ley 
de  enjuiciamiento,  de  que  éste  y  no  otro  cargo  recono- 
cieron los  señores  Molina  y  G^  en  el  momento  de  celebrarse 
la  compra  del  vapor. 

2o  Que  habiendo  sido  el  ocho  por  ciento  la  prima  por 
seguro  que  pagaban  los  vendedores  antes  de  la  venta,  no 
es  de  suponerse  que  estipulasen  otra  distinta,  por  no  ser 
ésta  objeto  de  su  especulación;  ni  que  previesen  el  au- 
mento que  habia  de  tener  con  posterioridad ;  y  por  tanto 
es  de  estimarse  que  al  prometerse  el  seguro  no  se  exijió 
mas  prima  que  la  dicha. 

3^  Que  esa  prima  como  el  valor  del  vapor,  fueron  pa- 
gados á  los  compradores  que  dieron  recibo  por  saldo  de 
cuentas  á  f.  1*  y  desde  entonces  quedaron  cumplidas  las 
obligaciones  del  comprador  Molina,  lo  que  le  dá  acción 
perfecta  á  demandar  la  entrega  en  la  forma  que  lo  re- 
'Clamíise  la  naturaleza  del  objeto  vendido  (arts.  526  y  527 
Código  de  Comercio)  que,  según  el  articulo  1018,  tratándose 
dé  un  buque  de  mas  de  seis  toneladas,  como  el  vapor 
comprado,  es  por  medio  de  documento  escrito  que  se 
transcribirá  en  el  Registro  de  Marina,  que  esa  entrega 
debe  hacerse. 

4p^  Que  la  escepcion  alegada   de  habérseles  prometido  á 
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los  vendedores,  en  el  momento  de  firmar  la  chancelación 
de  f.  1*  que  se  les  pagaría  la  diferencia  de  prima,  á  ser 
cierto,  no  bastaria  para  enervar  la  acción  de  los  señores 
Molina  á  la  escrituración  que  solicitan,  por  cuanto  seria 
una  concesión  ó  convención  agena  á  la  de  la  comprar 
venta  que  quedaba  perfecta,  como  se  ha  dicho. 

5o  Que  tratándose  en  la  promesa  alegada  de  pagar  un 
valor  que  escede  de  doscientos  pesos  fuertes,  no  es  admi- 
sible la  prueba  testimonial  (art.  193  Código  de  Comercio), 
y  esta  parte  no  acompañando  siquiera  un  principio  de 
prueba  por  escrito  6  no  mencionando  con  especificación 
en  donde  se  halla,  se  halla  privado  de  hacer  uso  de  la 
prueba,  por  escrito  (inc.  ^'^  del  art.  10  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento). 

6^  Que  no  solo  se  halla  negado  por  el  comprador  el 
compromiso  que  se  invoca  y  no  puede  probarse,  según 
queda  espuesto,  sino  que  resultando  que  solo  se  supo  por 
HaycrofT  el  aumento  de  la  prima  que  cobra  por  la  carta  de 
f.  6,  mal  pudo  reclamar  y  hacérsele  una  promesa  de  pagar 
la  diferencia  de  prima  que  no  existia  el  dia  de  la  chan- 
celación, en  Abril  26,  pues  que  recien  se  avisaba  de 
Londres  en  Junio  y  pudo  tenerse  noticia  en  Julio  siguiente; 
por  lo  que  resulta  inverosimil,  y  contradictorio  el  hecho 
que  funda  su  contrademanda. 

Por  estas  consideraciones  fallo :  ordenando  que  los  se- 
ñores Haycrofí  estiendan  dentro  de  tercero  dia  la  escritu- 
ración de  venta  del  vapor  c Rosario»  á  favor  de  los  Sres. 
Marciano  Molina  y  C*,  y  absuelvo  á  estos  últimos  de  la  con- 
trademanda interpuesta  por  HaycrofiP,  con  las  costas  del  jm- 
cio  á  estos  últimos.  Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con 
el  original. 

Isidoro  Albarracin. 

T.  vu  15 
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.  Habiendo  apalado  los  demandados  se  dictó  éste  : 

Fiillo  de  lii  Siiprenm  Corte. 

Buenos  Aires,  Jonio  26  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  veinte  y  una;  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*'  del  Carril. —  Josií 
Barros  Pazos. — J.  B.  Coros- 
TIA6A.— J.  Domínguez. 


CülI^TSA  X^L.IV. 


Criminal  contra  D.  Carlos  González  por  rebelión.  —Incidente 

sobre  prisión. 


Sumario.  — «lo  El  ofício  ñscal  tiene  por  su  naturaleza  el 
esclusivo  objeto  de  pedir  la  observancia  y  aplicación  de  la 
ley,  al  caso  que  se  controvierte. 
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2o  No  goza  de  mayores  privilegios  y  prerogativas  que  los 
demás  interesados  en  el  juicio. 

3<^  Para  ordenar  la  prisión  de  un  ciudadano  por  causa 
criminal,  se  requiere  declaración  jurada  ú  otra  prueba  semi 
plena  de  criminalidad. 

Caso.  —  El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Mendoza, 
pidió  ante  el  Juez  de  Sección,  la  prisión  inmediata  é  in- 
comunicación rigorosa  de  D.  Garlos  González,  y  que  se  le 
formase  causa  criminal  por  rebelión,  fundándose :  1<>  En  que 
dicho  González  era  el  gefe  del  partido  llamado  gonza lista, 
de  oposición,  que  habia  ayudado  á  la  rebelión  del  General 
Arredondo  en  1874; — io  En  que  González  y  sus  parientes 
y  amigos  habian  mantenido  relaciones  políticas  con  dicho 
General,  desde  antes  de  rebelarse;  3o  En  que  los  conni- 
ventes de  la  rebelión  en  Mendoza  habian  sido  los  gafes  del 
partido  gonzalista,  según  era  notoriq  y  se  desprendia  de  la 
correspondencia  interceptada  por  el  Gobierno  de  la  Provin- 
cia ;  — ifi  En  que  el  Gobernador  puesto  por  la  rebelión  era 
un  socio  de  González  y  varios  empleados  sus  arrendatarios  ó 
dependientes  ;  —  5"^  En  que,  según  una  información  suma^ 
ria  levantada  por  las  autoridades  de  Provincia  y  cuyos  tes- 
tigos podian  ver  llamados  á  ratificarse,  González  estuvo  de 
acuerdo  y  en  comunicación  con  los  rebeldes.—  6o  En  que 
según  creencia  general,  González  facilitó  elementos  de  mo- 
vilidad á  Arredondo  en  su  invasión  sobre  Mendoza,  y  en  que 
tropas  de  carros  de  González  habian  sido  protegidas  por  el 
ejército  rebelde.  —  I""  En  que  en  un  parte  pasado  por  el 
jefe  de  la  oficina  telegráfica  al  Gobierno,  constaba  que  Gon- 
zález habia  dicho  que  habia  oido  que  el  Rejipaiento  No  lo 
de  Caballería  se  habia  pasado  del  Coronel  Roca  á  las  fuerzas 
de  Arredondo. 

El  Juzgado  mandó  levantar  el  correspondiente  sumario, 


212  PILLOS   DE   LA   SUPREMA   CORTE 

reservándose  proveer,   según  su  mérito,  sobre  la  prisión 
solicitada. 

Notificado  el  Procurador  Fiscal,  interpuso  revocatoria  ó 
apelación  en  subsidiu,  en  cuanto  no  se  hacia  lugar  á  la 
prisión  inmediata  del  denunciado.  Dijo,  que  para  decretar 
la  detención  de  un  procesado,  bastaban  indicios  de  crimi- 
nalidad aunque  no  fueran  vehementes,  y  que  esos  indicios 
existían  en  el  proceso. 


nato  4el  Jues  de  0ecel«a. 


Mendoza,  Enero  27  de  1875. 

Por  presentado  con  el  documento  acompañado  que  se 
agregará  con  las  formalidades  de  ley.  A  lo  principal  — con- 
siderando: que  el  oficio  fiscal,  teniendo  por  su  naturaleza 
el  esdusivo  objeto  de  pedir  la  observancia  y  aplicación  de 
a  ley  al  caso  que  se  controvierte,  no  goza  en  juicios  de 
mas  derechos  y  prerogativas  que  los  demás  interesados,  y 
que  el  Juzgado  por  otra  parle  no  ha  negado  absolutamente 
la  prisión  solicitada,  espresando  solo  que  se  reservaba  pro- 
veer sobre  ella  según  el  mérito  de  la  información  mandada 
instruir.  Que  los  documentos  presentados  no  fundan  en  esta 
causa  bastantemente  por  ahora  á  juicio  del  juez,  la  prisión 
solicitada,  por  cuanto  no  existe  una  sola  declaración  jurada, 
ni  otra  prueba  semiplena  de  criminalidad  que  se  requiere 
siempre,  para  ordenar  la  prisión  de  un  ciudadano,  según 
los  principios  consignados  en  la  mayor  parte  de  las  cons- 
tituciones vigentes  en  las  provincias  de  la  República  y 
opinión  de  diversos  espc^sitores  en  materia  constitucional 
y  tratadistas  de  derecho  penal  como  Story  c  Comentario 
Abreviado  >,  lib.  3%  cap.  5"",  núm.  i046;  González  cLecciones 
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de  derecho  constitucional»  seo.  7%  pág.  60;  Tejedor,  S* 
parte,  núm.  233  y  34;  Gregorio  López,  gt.  1*  á  la  ley  1*, 
tit.  29,  parte  ?&,  y  otros :  se  declara,  no  haber  lugar  á 
la  reconsideración  solicitada,  y  se  concede  en  relación  el 
recurso  de  apelación  interpuesto,  con  citación  y  emplazamiento 
de  cuarenta  dias  para  presentarse  ante  el  Superior,  en  cuya 
virtud  se  elevarán  estos  autos,  dejándose  copia  testimoniada 
de  ellos.  Al  otro  s( :  informe  el  actuario  respecto  de  las 
ocasiones  en  que  el  acusado  haya  comparecido  al  juzgado 
en  estos  últimos  tiempos  y  del  objeto  de  su  asistencia. 

Calisto  S.  de  la  Torre. 

Elevados  los  autos  se  dio  vista  al  Sr.  Procurador  General, 
quien  la  evacuó  diciendo : 


Suprema  Corte  de  Jmtieia: 

Buenos  Aires,  25  de  Junio  de  i  875. 

El  Procurador  General  en  la  instancia  promovida  por  el 
Fiscal  de  Mendoza  para  que  se  reduzca  á  prisión  á  Ü.  Garlos 
González  por  autor  y  principal  promotor  de  la  última  rebelión, 
dice :  Que  el  Juez  de  Sección  ha  obrado  con  perfecta  razón 
y  justicia,  diciendo  que  mientras  no  haya  pruebas  del  delito, 
no  se  puede  librar  auto  de  prisión. 

La  libertad  del  hombre  es  la  primera  de  las  garantías 
individuales  para  que  pueda  violarse  por  lijeros  protestos, 
ó  por  razón  tan  vagas  é  insuficientes  como  las  alegadas  por 
el  Fiscal.  El  no  solamente  no  ha  dado  prueba  alguna  de  que 
González  sea  criminal,  sino  que  los  hechos  que  alega,  aun 
probados,  no  serian  bastante  para  establecer  su  criminalidad. 
Que  él  sea  el  gefe  del  partido  gonzalista  que  se  dice  hay 
en  Mendoza,  nada  tiene  que  hacer  con  la  rebelión;  ni  el 
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haber  votado  en  las  elecciones  por  la  candidatura  Mitre,  es 
un  delito  que  deba  perseguirse.  Si  sus  hermanos  y  parientes 
trabajaron  porque  fuera  elegido  D.  Eliseo  Marenco,  Gober* 
nador  de  Mendoza^  cuando  huyó  su  Gobernador  propietario, 
esto  ni  es  un  delito,  ni  aun  cuando  lo  fuera,  podría  am- 
putarse á  D.  Garlos  González,  que  no  se  dice  que  tuviera 
participación  en  ese  nombramiento. 

El  cargo  mas  directo  que  se  hace  contra  él  es  lo  que 
dice  el  gefe  de  la  oficina  telegráfica  en  su  parte  al  Gobierno, 
á  saber:  que  en  la  oficina  dijo  González  que  habia  oido 
decir  que  el  Rejimiento  núm.  1°  de  Caballería,  se  habia 
pasado  del  Coronel  Roca  á  las  fuerzas  de  Arredondo. 

Pero  esta  falsa  noticia,  que  no  se.  afirmaba,  sino  que 
se  referia  á  oida$  ¿puede  acaso  constituir  el  delito  de  rebe- 
lión ?  Aunque  González  deseara  realmente  que  la  rebelión 
triunfara,  sí  él  no  habia  tomado  parte  en  ella,  como  parece 
que  no  la  tomó,  no  pueden  hacerle  cargos  criminales  por 
estériles  deseos. 

Por  consiguiente  pido  á  V.  E.  que  se  sirva  confirmar  el 

auto  apelado. 

Francisco  Pico. 


Vfillo  de  1»  Suprem»  €ovtm, 


Buenos  Aires,  Junio  26  de  1875. 

Vistos :   por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con   lo 

pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  en  su  precedente 

vista,  se  confirma  el   auto  apelado   de  foja  quince   vuelta, 

y  devuélvanse. 

José  Barros  Pazos.  —  J.  B. 

GoROSTiAGA.— J.  Domínguez 
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CÜ.USA    3LL.V. 


D.  Miguel  Ratnayan  contra  D.  Octavio  Posadas  por  cobro  de 
pesos^  procedentes  de  suministros  al  Bergantín 

€  Rio  Negro  > . 


Sumario.  —  1^  La  falta  de  contradiccioD  á  un  hecho  ale* 
gado  por  la  contraparte  importa  reconocerlo» 

2o  Debe  ser  probado  todo  privilegio,  y  la  protesta  que 
la  ley  prescribe  para  conservarlo. 

3^  Los  derechos  y  privilegios  sobre  el  buque  se  estin- 
guen después  de  sesenta  dias  de  la  venta ,  no  mediando 
protesta. 

4o  Esos  derechos  son  tales  cuando  los  ejercita  un  solo 
acreedor  contra  el  deudor,  y  asumen  la  calidad  de  privi- 
legios cuando  hay  concurso  de  acreedores. 

5^  Sobre  los  buques  no  existen  créditos  reales.  Los  pri- 
vilegios son  garantías  coneedidas  por  la  ley  á  los  derechos 
de  ciertos  acreedores,  y  cesan  cesando  estos. 

6""  Las  resoluciones  de  la  Suprema  Corte  en  casos  dis- 
tintos,  estableciendo  que  la  demanda  ejecutiva   debe  en-  ' 
tenderse  con  los  nuevos  propietarios,  no  desconocen  los 
principios  anteriores. 
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Caso.  —  D.  Miguel  Ramayon  presentó  una  cuenta  de 
suministros  hechos  al  Bergantín  « Rio  Negro  >  hasta  Marzo 
de  1873,  con  el  conforme  del  Capitán. 

Reconocido  el  conforme,  entabló  demanda  ejecutiva  contra 
D.  Octavio  Posadas,  quien  en  la  estación  oportuna  se  es- 
cepcionó  diciendo  que  él  habia  comprado  el  buque  en 
Octubre  de  1873,  y  la  demanda  habia  sido  deducida  mucho 
después  de  los  sesenta  dias  prescritos  por  el  art.  1024 
del  Cód.  de  Com.,  y  que  por  consiguiente  el  título  de 
la  ejeciucioa  era  inhábil  contra  él,  puesto  que  el  crédito 
de  Ramayon  no  estaba  ya  comprendido  entre  los  enume- 
rados por  los  arts.  1021  y  1023,  únicos  á  los  que  se 
acuerda  el  privilegio  del  art.  1020  en  caso  de  venta  vo- 
luntaria del  buque. 

Ramayon  contestó  que  el  dueño  del  buque  estaba  obli- 
gado á  pagarle  el  importe  de  la  cuenta  gestionada  con 
arreglo  al  art.  1137,  inc.  2^ ;  que  no  se  trataba  de  privi- 
legios, sino  del  cobro  de  una  deuda,  que  según  el  articulo 
1020  pesaba  sobre  el  comprador  del  buque  por  compra 
voluntaria ;  y  que  la  Suprema  Corte  en  el  caso  del  mismo 
Ramayon  contra  los  Sres.  Riostra  y  Rojas  por  cobro  de 
pesos  por  provisiones  al  vapor  c  Emilia  >  habia  ya  deci- 
dido el  caso  en  contra  de  las  pretensiones  alegadas  en 
este  por  el  Sr.  Posadas. 


Fililí  del  Jnes  de  ñemmkmm. 


Buenos  Aires,  Marzo  31  de  1875. 

Vistos  estos  autos  ejecutivos  iniciados  por  D.  Miguel 
Ramayon  contra  D.  Octavio  Posadas,  por  cobro  de  provi- 
siones suministradas  al  bergantín  nacional  c  Rio  Negro  > , 
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de  propiedad  de  este  áUimo;  y  especialmente  en  el  in- 
cidente de  oposición  á  la  ejecución  de  que  resulta  : 

I""  Que  hasta  Marzo  de  1878  el  Sr.  Ramayon  tenia  su- 
ministrado en  provisiones  al  c  Rio  Negro  »  la  cantidad  de 
15052  pesos  moneda  corriente,  como  resulta  reconocido 
por  el  capitán  Hojelad  f.  A. 

2^  Que  trabado  el  embargo  en  el  mencionado  c  Rio  Ne- 
gro »,  D.  Octavio  Posadas  se  presentó  escepcionándose  de 
la  deuda,  alegando  inhabilidad  del  titulo  por  haber  com- 
prado el  ya  dicho  c  Rio  Negro  »  en  Octubre  de  1873  y 
haberlo  hecho  navegar  después  de  la  venta,  en  su  propio 
nombre  y  por  mucho  mas  de  los  sesenta  dias  que  deter- 
mina el  art.  1024  del  Código  de  Comercio,  como  nece- 
sarios para  que  se  pierdan  los  privilegios  que  se  acuerdan 
por  el  Código  á  ciertos  acreedores. 

3o  Que  corrido  traslado  de  la  escepcion,  el  representante 
de  Ramayon  contestó  :  1^  Que  es  el  buque  quien  debe, 
sea  cual  fuere  su  dueño,  pues  las  provisiones  se  dieron 
al  buque  y  en  él  se  invirtieron.  2^  Que  no  pretende  pri- 
vilegios ni  ha  llegado  el  caso,  porque  no  hay  otros  acree- 
dores que  aleguen  iguales  ni  mejor  derecho.  Y  3^  que  la 
propiedad  de  los  buques  no  se  trasmite  por  venta  sino 
con  todos  sus  cargos. 

Y  considerando :  1^  Que  no  habiéndose  negado  por  la 
parte  ejecutante  el  hecho  de  la  compra  del  c  Rio  Negro » 
por  el  ejecutado  3omo  el  de  que  lo  ha  hecho  navegar  á 
nombre  propio  por  un  periodo  mayor  qué  el  que  exija  el 
art.  1024  del  Cód.  de  Gom.  para  que  se  estingan  los  pri- 
vilegios que  acuerda  en  caso  de  venta  voluntaria,  importa 
una  confesión  (art.  86,  ley  de  enjuiciamiento),  que  hace 
innecesaria  toda  otra  prueba,  cuando  por  el  ejecutante  no 
se  ha  alegado  que  haya  habido  proUsia  contra  la  venta  sin 
la  que  no  se  conservan  los  derechos  de  los  acreedofts 
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privilegiados  sino  por  el  término  antes  fijado  (árt.  citado) 
y  ha  debido  alegarse  porque  como  todo  privilegio  debe 
ser  probado. 

2^  Que  aunque  por  el  art.  1020,  Código  de  Comercio, 
si  la  propiedad  de  los  buques  se  trasmite  á  los  compra* 
dores  con  todos  sus  cargos  y  salvo  los  derechos  y  privi-» 
legios  á  los  acreedores,  de  los  arlicuios  1021,  1022  y 
1023,  Cód.  de  Com.,  estos  derechos  y  privilegios  que  son 
una  limitación  á  la  propiedad  y  á  los  derechos  del  com- 
prador, solo  duran  lo  que  permite  la  ley  que  los  ha  creado; 
y  por  el  art.  1024  citado,  quedan  estinguidos  después  de 
sesenta  dias  ;   pues  de   otro  modo  seria  ilusoria  la  venta. 

3e  Que  aunque  por  el  art.  1020  mencionado  se  haga 
referencia  á  derechos  y  privilegios,  con  separación,  estando 
subordinados  unos  y  otros  por  lo  prescrito  en  los  artí- 
culos siguientes, ;  y  siendo  unos  y  otros  esoepcionales  á 
la  naturaleza  de  la  compra-venta,  son  derec)ios  privilegia- 
dos ó  do  esoepcion  y  debe  entenderse  que  á  unos  y  otros 
se  refiere  la  disposición  del  art.  1024,  haciendo  que  haya 
privilegio  cuando  haya  concurso  de  derechos,  y  simple- 
mente derecho  cuando  solo  se  presentan  como  ^n  este 
caso,  uno  solo  de  los  acreedores. 

4°  Que  no  es  verdad  que  haya  créditos  reales  sobre  el 
buque,  sino  que  los  privilegios  que  sobre  ellos  se  acuer- 
dan por  los  hechos  ó  contratos  del  capitán  ó  del  armador, 
son  garantías  concedidas  á  esas  obligaciones  y  cesan  con 
el  derecho  de  las  personas  ;  y  en  el  caso  ocurrente  con 
el  de  los  acreedores  privilegiados  que  .solo  subsiste  hasta 
los  sesenta  dias  contra  el  nuevo  duefio,  si  no  media  pro- 
testa, como  no  ha  mediado,  siendo  por  eso  estimado  ese 
privilegio  como  una  mera   hipoteca  legal. 

5o  Que  la  Suprema  Corte  lejos  de  haber  declarado  lo 
cditrario,  en  el  fallo  citado  (Causa  98,  de  la  2»  serie) 
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ba  resuelto  únicamente  en  causa  del  noisnoo  Ramayon  que 
la  demanda  ejecutiva  debia  entenderse  por  estas  y  otras 
razones  contra  los  nuevos  propietarios  del  buque  apro- 
visionado ;  pero  no  que  estos  créditos  no  caducasen  por  la 
prescripción  alegada  del  art.  1024;  y  mucho  menos  que 
fuesen  reales  y  hubiesen  de  seguir  á  los  sucesores  de  la 
propiedad  en  cualquier  grado. 

6o  Que  en  la  misma  causa  de  los  mismos  Sres.  Ra- 
mayon contra  los  Sres.  Riostra  y  Rojas,  lejos  de  escep- 
cionar  estos  que  habian  caducado  los  derechos  de  los 
primeros  por  haber  consentido  en  la  venta  sin  la  protesta 
del  arl.  1024,  solo  se  alegó  novación  y  constaba  que  los 
Sres.  Rojas  habian  sido  condóminos,  antes  de  la  venta  y 
en  el  cobro  no  babia  mediado  el  plazo  fijado  en  el  artículo ; 
lo  que  constituye  diferencias  notables  con  el  caso  en  cuestión. 

Por  estas  consideraciones  fallo :  que  D.  Miguel  Rama- 
yon  no  es  acreedor  á  D.  Octavio  Posadas  por  la  cantidad 
que  cobra  á  f .  1  por  inhabilidad  del  titulo  y  en  su  con- 
secuencia, ordeno  suspender  la  ejecución  y  levantar  el  em- 
bargo, con' costas  al  ejecutante.    Repónganse  los  sellos  y 

notifiqnese  con  el  orijinal. 

IHdtno  Albarraán. 

Fiilto  éle.lii  Suprenm  Corte. 

Buenos  Aires,  Julip  3  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  cuarenta  y  uno ;  satisfechas  las 
de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M"  del  Carril.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.  B.  Gorostiaga.  —  J.  Do^ 

MINGUEZ.  ^ 
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CAU^A    HLLiVl. 


D..  Luis  Rueda  con  D.  Carlos  Seguí  sobre  reclamo  de  haciendas. 


Sumario. — Si  el  apelante  no  espresa  agravios  en  el  tér- 
mino de  la  ley,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primer 
rebeldía  que  acusa  el  apelado. 


Caso. — En  los  autos  seguidos  ante  el  Juez  Nacional  de 
Entre-Rios  por  D.  Luis  Rueda  contra  D.  Garlos  B.  Segui 
sobre  reclamo  de  haciendas,  á  escrito  presentado  porD.  Lu- 
ciano J.  Aveleira  apoderado  de  Segui  acusando  rebeldía  por 
no  babor  Rueda  espresado  agravios  dentro  del  término  legal, 
se  dictó  este 


Fallo  de  lii  floprenuí  Oorie 


Buenos  Aires,  Julio  3  de  1875. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispaesto  en  el  articulo  doscientos  diez  y  siete  de  la 
ley ^e  procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación;  de- 


I 
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vuélvanse  en  coosecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas 
y  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  M^  del  Carril.  — José 
Barros  Pazos.— J.  Domínguez. 


CAu»ii.  :kl.vii. 


D.  Juan  Curutehet  y  D.  Domingo  Molner  contra  el  adminü^ 
dor  de  ReniaC  Nacionales  del  Rosario  por  cobro  de  pesos. 

Sobre  personería. 


Sumario. — La  aduana,  en  lo  relativo  ásus  funciones  es- 
peciales, no  tiene  personería  jurídica,  para  ser  demandada  en 
la  persona  de  sus  administradores. 


Caso. — D.  Ignacio  Gomas,  vendió  al  Gobierno  Nacional 
una  casa  en  la  ciudad  del  Rosario,  donde  se*  encuentran 
actualmente  las  oficinas  de  la  aduana  de  ese  puerto. 

El  administrador  de  rentas  por  comisión  del  Gobierno  en- 
cargó á  los  peritos  Curutehet  y  Molner  para  q^ue  se  recibie- 
sen de  la  casa  coii  sugecion  á  los  planos,  dimensiones  y 
distribuciones  presentadas  por  el  vendedor. 
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Los  peritos  cumplieron  el  encargo,  y  pasaron  la  cuenta  de 
sus  honorarios  al  Administrador  de  Rentas,  quien  se  resistió 
á  abojaarla,  y  aun  á  elevarla  al  Gobierno,  alegando  que  él 
habia  obrado  por  mandato  de  éste,  y  que  los  peritos  se  ha- 
llaban en  el  deber  de  pasar  la  cuenta  directamente  al  Gobiero. 

En  vista  de  esta  negativa,  los  Sres.  Curutchet  y  Molner 
demandaron  al  Administrador  de  Rentas  para  que  fuera  con- 
denado al  pago  de  la  cuenta. 

Este,  haciendo  mención  de  lo  elevado  de  la  cuenta,  opuso 
que  él  no  estaba  obligado  á  pagar  su  importe,  ni  á  respon- 
der en  juicio  por  no  tener  personería  jurídica  como  tal  ad- 
ministrador de  Rentas. 


Fallo  del   Jíues  d«  Sceclon. 


Rosario,  Abril  15  de  1875. 

Vistos :  de  ellos  resuUa :  que  el  Administrador  de  Aduana, 
en  virtud  de  encargo  recibido  del  Gobierno  Nacional,  corrien- 
te á  f.  1,  para  recibir  la  casa  comprada  á  D.  Ignacio  Gomas,  á 
fin  de  llenar  su  cometido,  nombró  peritos  á  D.  Juan  Gurutchet 
y  D.  Domingo  Molner,  para  que  viesen  si  ella  estaba  cono 
forme  con  el  inventario  que  habia  servido  de  base  al  contra-^ 
to  de  compraventa :  que  dichos  peritos  efectivamente  hicie- 
ron con  buen  éxito  el  trabajo  que  les  fué  encomendado, 
pasando  después  de  algún  tiempo  al  Administrador  para  su 
pago  la  cuenta  de  f.  2,  importante  novecientos  veinte  pe- 
sos fuertes,  en  que  estimaban  su  trabajo.  Mas  el  Adminis- 
dor  creyendo  que  nó  le  correspondía  su  pago  por  proceder 
tan  solo  como  Agente  del  Gobierno  Nacional,  se  resistió  á 
hacerlo,  como  también  á  elevarla  al  conocimiento  superior, 
por  creerla  sumamente  exagerada;  y  fué  en  esta  virtud  que 
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los  peritos  se  presentaron  demandando  por  su  pago  á  dicho 
funcionario  público. 

Y  considerando :  1^  Que  siendo  la  Aduana  simplemente 
una  repartición  del  Poder  Ejecutivo  en  lo  relativo  á  sus  fun- 
ciones especiales,  sin  tener  por  sí  personería  jurídica,  por 
cuanto  no  está  esa  repartición  comprendida  entre  las  per- 
sonas jurídicas  designadas  por  el  Código  Civil,  lib.  lo  tít.  I"", 
art.  4^,  que  pueden  contraer  á  nombre  propio  derechos  y 
obligaciones  ;  como  lo  están  las  oficinas  telegráficas,  de 
correos  y  demás  de  la  Administración  ;  las  cuales,  cuando 
sus  superiores  no  se  obligan  personalmente,  proceden  siem- 
pre, ya  en  juicio,  ó  tuera  de  él,  á  nombre  ó  como  mandata- 
rios del  R  E.;  razón  por  la  cual,  son  siempre  representados 
judicialmente  por  el  Ministerio  fiscal ;  principios  estableci- 
dos ya  por  la  Suprema  Corte,  en  diferentes  fallos. 

2^  Que  por  tanto  el  Administrador  de  Rentas,  no  puede 
ser  demandado  por  el  cobro  que  se  persigue,  por  mas  enca- 
ses que  puedan  ser  los  derechos  de  los  demandantes  contra  el 
P.  E.  Nacional. 

3^  Que  esto  no  obstante,  hay  conveniencia,  sin  impedi- 
mento alguno,  ni  pugna  con  estos  principios,  que  el  mis- 
mo Administrador,  para  facilitar  el  cobro  que  hacen  las 
personas  que  emplea  en  servicio  de  su  repartición,  eleve 
sus  cuentas  y  solicitudes  al  Gobierno  de  la  Nación,  acom- 
pañándolas con  los  informes  que  en  justicia  crea  convenien- 
tes; pues  de  lo  contrario,  él  mismo  hallaría  dificultades  para 
encontrar  hombres  á  su  servicio,  por  los  que  estos  espbri- 
mentarian  al  obtener  el  precio  de  su  trabajo,  con  reclamos 
directos  al  E.  N.  por  pequeñas  sumas.  Por  estos  funda- 
mentos, no  se  hace  lugar  al  cobro  que  se  interpone  contra 
el  Administrador  de  Rentas,  dejando  á  salvo  los  derechos  de 
los  demandantes  para  ocurrir  á  donde  corresponda ;  y  de- 
biendo dicho  Administrador  elevar  la  cuenta  que  se  le  pre- 
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senta  ó  la  que  se  le  presentase  modiflcáodola,  con  los  infor- 
mes que  estime  convenientes.  Repóngase  los  sellos  y  satis- 
fechas las  costas,  archívese. 

Fenelon  Zuviria. 


Fallo  d«  1»  fluprenaii  €orte» 

Buenos  Aires,  Julio  6  de  1875. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado,  de  foja  veinte  y  siete,  y  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  H*  del  Carril. — J.  B. 
GoROSTiAGA.^-J.  Domínguez. 


CUSUSA     XL.V111 


El  Fisco  Nacional,  contra  D.  Salvador   Mendy,  por   cobro 

ejecutivo  de  pesos. 


Sumario. —  La  disposición  de  iUevar  adelante  la  ejecución 
por  el  importe  total  de  los  derechos  reclamados  >    dictada 
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eo  una  demanda  ejecutiva,  debe  referirse  al  importe  com« 
prendido  en  el  auto  de  solvendo,  y  no  al  comprendido 
en  el  escrito  de   demanda. 


Caso.  —  El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Buenos 
Aires,  entabló  demanda  ejecutiva  contra  D.  Salvador  Mendy 
por  cobro  de  13,667  pesos  24  centavos  fuertes,  procedentes 
en  parte  de  letras  firmadas,  y  en  parte  de  un  error  reco- 
nocido en  una  de  las  mismas  letras,  cuyo  error  producia  . 
una  diferencia  á  favor  del  fisco  de  1597  ps.  50  es.  fuertes. 

El  Juez  de  Sección  dictó  el  auto  de  solvendo  por  toda 
la  suma  demandada,  revocándolo  en  seguida  y  quedando 
reducida  la  intimación  de  pago  al  valor  de  las  letras,  con 
esclusion  del  cargo  fundado  en  el  error  indicado. 

Gitadi)  de  remate  el  deudor  opuso  la  escepcion  de  pago 
respecto  de  unas  letras,  y  de  inhabilidad  del  titulo  res- 
pecto de  otras. 

El  Juez  de  Sección  admitió  la  segunda  escepcion  y  rechazó 
la  primera. 

La  Suprema  Corte  revocó  la  sentencia  en  su  primera  parte, 
declarando  que  debía  llevarse  adelante  la  ejecución  por  el 
importe  total  de  los  derechos  reclamados. 

Vueltos  los  autos  al  Juez  de  Sección,  el  Procurador  Fiscal 
pidió  y  obtuvo  que  se  ampliara  el  embargo,  por  el  resto 
de  la  suma  contenida  en  su  demanda. 

Citado  de  remate,  Mendy  opuso  escepcion  de  inhabi- 
lidad y  nulidad,  diciendo  que  el  Procurador  Fiscal  enten- 
dia  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  por  una  suma  mayor  de 
la  comprendida  por  él;  que  la  palabra  total  empleada  en 
dicho  fallo  se  refería  al  total  de  los  derechos  reclamados 
con  la  acción  ejecutiva,  y  no  de  los  reclamados  con  la  de- 
demanda, puesto  que  la  jurisdicción  de  la  Suprema  Corte  esta- 
ba naturalmente  limitada  á  recaer  sobre  la  sentencia  de  remate 
T.  vn  16 
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en  la  que  no  estaba  comprendida  la  parte  de  la  deuda 
relativa  al  cargo  por  error  sufrido  en  una  de  las  letras 
cobradas. 

El  Procurador  Fiscal  contestó  que  la  nulidad  no  era  de 
las  escepciones  admitidas  en  juicio  ejecutivo,  y  que  la  in- 
habilidad se  fundaba  en  la  interpretación  del  fallo  de  la 
Suprema  Corte  que  mandó  pagar  la  totalidad  de  los  derechos 
reclamados  y  no  parte  de  ellos. 


nulo  del  JíuME  de  Seeelo» 


Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1875. 

Por  los  fundamentos  espuestos  por  el  Procurador^  Fiscal , 
no  ha  lugar  con  costas  á  las  escepciones  deducidas,  lle- 
vándose en  su  consecuencia,  adelante  la  ejecución,  hacién- 
doselo saber  á  las  partes,  nombren  peritos  tasadores  dentro 
del  término  de  tercero  dia,  de  acuerdo  al  articulo  285  de  la 
ley  de  procedimientos,  bajo  apercibimiento  de  hacerlo  de 
oficio.  Repóngase  el  sello. 

ügarriza. 

Mendy  apeló  y  se  le  concedió  el'  recurso  en  relación. 


Fallo  de  lo  •aprenm  Oorie 


Buenos  Aires,  Julio  11  de  1875. 

Vistos:  considerando  que  después  de  haberse  librado 
auto  de  solvendo  á  foja  diez  por  el  importe  total  de  la 
liquidación  de  foja  cuarta,  fué  medicado  aquel  auto  por  el  de 
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foja  diez  y  seis,  quedando  escluido  de  la  ejecución  el  cargo 
fundado  en  error  y  reducida  al  importe  de  las  letras :  que 
en  la  sentencia  de  remate  á  foja  noventa  y  nueve  fué  absuelto 
el  ejecutado  con  respecto  á  una  parte  de  esas  letras :  que 
la  sentencia  de  la  Corte  revocó  la  del  Juez  de  Sección  en 
esta  parte,  mandando  llegar  adelante  la  ejecución  por  el  im- 
porte total  de  los  derechos  reclamados:  que  de  estos  antece- 
dentes se  deduce  que  esta  clausura,  por  general  que  pa- 
rezca, debe  limitarse  al  importe  total  de  lo  comprendido 
en  el  juicio  ejecutivo,  y  no  á  la  suma  que  por  resolución 
espresa  habia  quedado  fuera  de  él,  y  fuera  por  consiguiente 
del  recurso  entablado.  Se  revoca  por  estos  fundamentos 
el  auto  apelado,  y  se  declara  que  debe  separarse  de  la  eje- 
cución, y  reservarse  para  el  juicio  correspondiente,  el  cargo 
procedente  de  error  en  una  délas  liqujdaciones  de  la  aduana, 
llevándose  adelante  por  todo  lo  demás.  Satisfechas  las  costas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Garkil. —  José  Bar- 
ros Pazos.—].  B.  Gorostiaga. — 
J.  Domínguez. 
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CA.USA   I^IX 


D^  Isabel  Hernández  contra  D.  Cárloi  Yanini^  tabre  cumpli- 
miento de  un  contrato  de  compra. 


Sumario.  —  lo  Verificada  la  compra-venta  de  un  inmue- 
ble sin  cláusula  alguna,  con  la  simple  oferta  y  aceptación 
de  la  cosa  y  precio,  debe  aquella  ser  llevada  á  debido 
cumplimiento. 

2o  La  afirmación  del  martiliero  en  el  acto  del  remate 
de  ser  buenos  ios  titules,  no  perjudica  la  subsistencia  de 
la  venta  y  solo  podría  producir  responsabilidades  á  cargo 
de  aquel. 

3^  La  nota  impresa  en  el  boleto  del  remate,  diciendo : 
€  en  caso  que  las  escrituras  no  estén  bien^  la  venta  quedará 
nula  » ,  no  altera  las  conclusiones  anteriores,  si  dicha  nota 
no  fué  suscrita  por  las  partes,  y  la  compra  se  efectuó  en 
el  acto  del  remate  sin  condición. 

A^  La  subsistencia  de  una  cláusula  semejante  afecta  el 
título  del  vendedor,  y  para  que  ella  sea  eficaz  es  nece* 
sario  alegar  y  demostrar  los  vicios  legales  de  aquel. 

5o  Por  la  legislación  anterior,  la  donación  entre  vivos 
ó  cesión  gratuita  con  la  subsiguiente  tradición  era  título 
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hábil  para  trasferir  el  dominio,  y  para  proscribir  sia  nece- 
sidad de  escritura  pública. 

6o  Perfeccionada  la  compra,  el  comprador  no  puede 
resistir  el  pago  del  precio  sino  en  el  caso  de  tener  mo- 
tivos fundados  de  ser  molestado  por  reivindicación  de  la  cosa. 

Caso.  —  D*  Idabel  Hernández  vendió  por  intermedio  del 
martiliero  Baizan  dos  lotes  de  terreno  á  D.  Garlos  Vanini 
por  la  suma  de  93250  $. 

Los  títulos  que  acreditaban  la  propiedad  de  la  vende- 
dora eran,  un  testimonio  de  venta  celebrado,  por  D^^  Haría 
Francisca  Obrego  á  su  favor  en  19  de  Marzo  de  1855 
ante  el  escribano  Geballos,  y  una  información  sumaria 
aprobada  judicialmente  en  Junio  28  de  1872,  acreditando 
la  cesión  gratuita  del  mismo,  hecha  por  la  mencionada  Sra. 
Obrego  á  su  favor  por  un  documento  simple  que  se  habia 
estraviado. 

En  el  boleto  espedido  por  el  martiliero  y  Armado  por 
las  partes,  existia  á  su  pié  una  nota  impresa  de  este  tenor; 
ten  caso  que  las  escrituras  no  estén  bien,  la  venta  que- 
dará nula  » . 

La  Sra.  Hernández,  argentina,  demandó  á  Don  Garlos 
Vanini,  estranjero,  ante  el  Juez  de  1»  Instancia  en  lo  Givil 
primeramente,  y  después  ante  el  de  Sección  de  Buenos 
Aires,  por  haber  Vanini  declinado  de  jurisdicción,  para 
que  fuera  condenado  á  cumplir  el  contrato  de  compra- 
venta ó  sea  á  recibir  la  escritura  y  á  pagar  el  precio. 

Vanini  contestó,  que  habia  comprado  con  la  condición 
de  que  los  títulos  de  propiedad  debían  estar  en  la  forma 
legal ;  que  esta  condición  era  implícita  en  todo  contrato 
de  compra-venta  de  inmuebles  ;  y  que  ademas  se  hallaba 
esplicita  en  la  nota  impresa  existente  en  el  boleto  de 
compra. 
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Que  los  títulos  de  propiedad  de  la  Sra.  Hernández  no 
estaban  en  forma,  porque  la  información  sumaria  es  un 
suplemento  de  título  y  no  un  título,  y  ella  se  fundaba  en 
una  escritura  privada,  siendo  asi  que  para  la  trasferencia 
de  bienes  inmuebles  es  neoesaria  la  esoritura  pública. 

Que  no  podia  argüirse  en  contra,  cpn  la  prescripción, 
porque  se  ignoraban  las  interrupciones  que  hubiese  podido 
tener  la  actora  ;  y-  que  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales 
de  Buenos  ^ires  al  respecto,  es,  que  el  que  compra  pro- 
piedades raices,  no  está  obligado  á  recibir  títulos  deficientes. 

El  Juez  de  Sección  para  mejor  proveer  hizo  absolver  al 
comprador  las  siguientes  preguntas : 

c  Si  hizo  la  compra  en  remate  sin  condición  »• 

f  Si  otras  personas  habían  pretendido  tener  n^ejores  tí- 
tulos sobre  el  terreno  en  cuestión  ». 

Y  á  la  vendedora  estas  otras: 

c  Si  el  terreno  vendido  es  el  que  obtuvo  por  compra  á 
la  Sra.  Obrego  >. 

El  comprador  contestó  é  la  !«,  que  al  haoar  el  remate 
el  martiliero  dijo,  que  los  títulos  eran  buenos,  ¿  la  2*  que 
ignoraba. 

La  vendedora  contestó  que  todo  pertenecía  al  titulo  de 
la  compra,  con  escepcion  de  cinco  varas  en  el  fondo,  que 
pertenecían  b1  de  la  cesión. 

Fallo  de  Jíues  de  Seeelon. 

Buenos  Aires,  Hayo  7  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D*  Isabel  Hernández 
contra  D.  Garlos  Vaniní  por  cobro  del  precio  de  la  venta 
de  un  terreno  situado  entre  las  calles  de  San  Juan  y  de 
Entre-Ríos,  deque  resulta; 


lo  Que  en  26  de  Abril  de  1874,  D.  Gárloi  Vftnini  oom- 
pro  por  intermedio  del  martiliero  D.  Herminijildo  UMlmni 
á  D*  babel  Hernández  dos  lotes  de  terreno  situados  entre 
las  calles  de  San  Juan  y  Entre-Rios,  por  la  suma  de  DUHid 
pesos  moneda  corriente,  según  oonsta  de  los  boUlos  oor- 
rientes  á  fs.  11  y  12. 

2o  Que  al  pié  de  la  boleta  de  compra  Armada  por  el 
comprador  se  baila  una  nota  impresa ^  la  que  dice «  <  en 
caso  que  las  escrituras  no  estén  bicDi  la  venta  quedará 
nula  t . 

3^  Que  en  virtud  de  los  becboe  espuestos  en  el  primer 
resultando,  se  deinande  por  la  Sra,  Hermndei^  el  ««impli- 
míenlo  del  contrato  da  teste  j  por  tanto  el  precio  d#  vente 
y  se  reeiatepor  loe  demendadof,  elofiodo  qiio  lee  oserí- 
turas  no  ostia  lúa  por  eoneter  use  do  ollee  (lo  4o  f/  4; 
do  infbmsaeíooos  somanas  400  tíoooo  por  ootoeodooto  $m 
títaiú  4b  maitttm  privada. 

T  fOMÍdffaBJo:  1^  (^  b  voata  do  ^M  iO  l/olo  ko 

saipkflMiio  I  SNi  t\ímnfAM  elfMO^  éí^fm^f 

tccn  m  se  uCy^^^imB  #>vo4^.^MVooe  en  ^  m^ 

4ei  fcflolef  roBfrsta,  si  ^táo^v-v^v  p^«fM4ít4,  ^>4  o( 

ei  sHuSo^  H  saart.*.4M  £yv,  f  vir  ao  C«mvo  4#i# 

]a  riiO  Mr  joLvu^  SMiií^  ei  yv;i«^>v  4  4f,A4A#  M 

jara  «syiaormiii^  i  oüv^  V::^^  M  ifjp«uv  4fi4 

osa  fin—'^'V^    jBieoiJH  |  ^o^#i4K 
^  4«a  aa  uM»  i  ^  VMi«e¿ivM#  ^i^ji^mti^  t$^  ^^%^}^^ 
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do  precedente  sin  condición  alguna;  y  una  vez  hecha  la 
venta  no  podia  el  martiliero  modificar  las  condiciones  de 
la  venta  que  habia  quedado  completa,  con  la  oferta  y  acep- 
tacion  á  los  efectos  de  demandar  la  escrituración  y  en- 
trega, como  el  precio  de  la  cosa  vendida. 

3""  Que  aun  suponiendo  subsistente  la  cláusula  mencio- 
nada, ella  no  afectaría  sino  al  título  del  vendedor  sobre 
la  cosa  vendida,  y  este  titulo  no  ha  sido  válidamente 
objetado,  pues  no  se  han  negado  ni  la  cesión  en  virtud 
de  la  cual  se  obtuvo  la  parte  de  terreno  vendida,  ni  la 
posesión  inmemorial  del  mismo  por  la  vendedora  y  su 
causante,  ni  la  forma  en  que  se  hacen  constar  estos  actos,  una 
vez  estraviados  ó  perdidos  los  títulos  originales,  por  informa- 
ción judicial,  que  puede  ser  impugnada;  pero  que  no  siéndolo, 
hace  presumir  su  verdad,  y  no  lo  ha  sido  en  el  caso  actual. 

4"  Que  la  donación  entre  vivos,  ó  cesión  gratuita,  era 
un  título  hábil  para  trasferir  el  dominio  con  la  subsiguiente 
tradición,  en  la  legislación  vigente  en  que  tuvo  lugar  la 
que  hoy  se  objeta,  como  entre  otros  espositores,  lo  sienta 
el  Dr.  Alvarez  ( Institucioaes  de  derecho  real,  adicionadas 
por  el  Dr.  Yelez  Sarsfleld,  párrafo  483);  y  por  tanto  lo 
era  para  la  prescripción  que  hacen  inaplicables  al  caso  las 
doctrinas  sobre  la  escrituración  requerida  en  el  contrato 
de  compra-venta  de  inmuebles. 

5^  Que  perfeccionada  la  compra  como  queda  espuesto, 
el  comprador  no  puede  resistir  la  entrega  del  precio,  sino 
cuando  tuviese  motivos  fundados  de  ser  molestado  por 
reivindicación  de  la  cosa  (art.  104,  tit.  3^,  lib.  2^,  Código 
Civil),  y  á  las  consideraciones  legales  espuestas,  hay  que 
agregar  la  confesión  de  parte  absolviendo  preguntas,  que 
declara  ignorar  que  haya  tercero  ó  terceros  que  aleguen 
derecho  á  los  bienes  vendidos,  por  lo  que  de  hecho  y 
de  derecho  han  podido  ser  enagenados. 
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Por  estas  oonsideraoiones,  h\\o\  qu«  D.  CArlon  Vanini 
pague  á  D*  Isabel  Hernandei,  á  los  dios  dias  da  noimoado, 
la  cantidad  de  noventa  y  tres  mil  do$ei$HtM  eint^uiíitu  f»#iii| 
moneda  eorriente^  debiendo  estendérsala  prAvIainanla  la  mn 
critura  correspondiente,  con  mai  las  ooilai  da  asta  Jiilaiii, 
Repónganse  los  sellos  y  noiifiquaso  con  al  origlnsl. 

hidnro  Alharrañlñ^ 


Falto  ém  to  iii»p»imi  VmH0> 


Boaooi  Aira*,  Mh  V)  d#  SWti 

Vistos :  for  tas  foodamaotoi  m  Mnñtmn  ^m  e/#aUi«^  #1 
aoto  apebdo  ét  foja  eiiareota  y  4m,  y  aa tiafe^af  Mtaa  y 
repuMlM  laa  adoa,  dtroéhraMa. 


SaiarüapM  )M  mw.  f :a4MMi^ 
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Ci^UftA.  L. 


D.  Federico  Moreno  contra  D.  Tristan  y  D.  Domingo  Valaguer^ 
por  indemnización  de  daños  y  perjuicios ^  sobre   término 

probatorio. 


Sumario.  —  Declarado  en  suspenso,  el  término  de  prueba, 
vuelve  á  correr  desde  la  última  noUQoacíon  del  auto  que  de- 
roga la  suspensión,  y  no  desde  la  espiración  del  término 
dentro  del  cual  pudo  apelarse  de  este  auto. 


Caso. — D.  Federico  Moreno,  demandó  á  los  señores  Vala- 
guer  por  cobro  de  15055  ps.  55  cts.  bolivianos,  importe  de 
unos  animales  de  su  propiedad,  tomados  por  los  señores  Ya- 
laguer  para  el  servicio  déla  rebelión  de  1874  en  las  Provin- 
cias dé  Cuyo,  y  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Los  demandados  negafon  los  becbos,  y  el  Juez  de  Sección 
abrió  la  causa  á  prueba  por  15dias  el  2  de  Marzo  de  1875. 

Durante  estos  quince  dias,  D.  Domingo  Valaguer  pidió  se 
suspendiera  el  juicio,  por  haber  sido  iniciada  contra  él  una 
causa  criminal  por  complicidad  en  la  rebelión. 

El  Juez  de  Sección  en  18  de  Marzo  ordenó  se  suspendiera 
el  término  probatorio  basta  la  resolución  del  incidente. 
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En  5  de  Abril  no  hizo  lugar  á  la  suspensión  del  juicio, 
siendo  notificados  todos  los  interesados  el  dia  6. 

El  escribano,  en  13  de  Abril  certificó  haberse  vencido  el 
término  probatorio,  y  D.  Federico  Moreno  al  dia  siguiente 
pidió  se  declarara  sin  efecto  el  certificado,  y  se  prorogase  el 
término,  de  los  quince  dias  por' todo  él  de  la  Iny. 

Sostuvo  que  los  quince  dias  concedidos  para  la  prueba 
empezaron  con  el  i  de  Marzo,  por  ser  del  3  la  última  noti- 
ficación del  auto  de  prueba,  y  debían  concluir  el  20  de  dicho 
mes :  que  el  i8  fué  suspendido  el  término,  cuando  faltaban 
tres  dias  para  su  conclusión,  ó  sea,  el  18,  19  y  20;  que 
derogada  la  suspensión  el  5  de  Abpil  y  notificado  el  auto  el 
6,  el  término  no  podia  volver  á  correr  sino  después  de 
ejecutoriado  este;  y  que  por  consiguiente,  calculando  los 
cinco  dias  útiles  para  que  quedara  ejecutoriado  el  auto,  y  los 
tres  dias  que  faltaban  para  los  quince,  el  término  no  habia 
vencido  ni  el  13,  niel  14  de  Abril. 


Vall9  del  Swtmm  de  Seeeliiii 


San  Juan,  Abril  24  de  1875. 

Vistos :  y  considerando  especialmente  :  1^  Que  la  cues- 
tión incidental  promovida  por  el  demandado  D.  Domingo  Va- 
laquer  á  f.  20,  y  que  dio  lugar  á  la  suspensión  del  término 
probatorio  en  esta  causa,  es  de  aquellas  que  por  su  natura- 
leza traen  ó  pueden  traer  gravamen  irreparable,  y  por  lo  tanto 
apelables  ante  el  superior;  (articulo  206  de  la  ley  de  Proce- 
dimientos.) 

2o  Que  en  este  concepto  el  t^riAino  probatorio  suspendi- 
do en  18  de  Marzo,  no  ha  continuado  corriendo,  sino  des- 
pués de  ^ecutariada  la  tesolueion  de  fecha  5  de  Abril,  que 
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decidió  la  cuestión,  según  se  deduce  de  los  términos  del 
articulo  i  7  de  la  ley  citada,  pero  el  término  para  apelar  corrió 
desde  el  dia  siguiente,  seis  de  Abrilj  sin  que  deba  suponer- 
se que  el  de  prueba  corría  conjuntamente  con  aquel. 

d"*  Que  en  el  caso  de  solicitarse  término  estraordinario  de 
prueba,  la  misma  ley  en  su  artículo  99,  exije  que  la  pro* 
videncia  que  lo  acuerda  esté  ejecutoriada  para  librarse  los 
despachos  respectivos,  y  por  analogía  con  el  presente  caso, 
no  debe  entenderse  que  continúa  el  término  probatorio,  sin 
estar  antes  ejecutoriada  la  sentencia  que  levantó  su  suspen- 
sión. Fallo  declarando  que  la  solicitud  de  próroga  de  foja 
40  se  encuentra  dentro  del  término  probatorio,  teniéndose  por 
lo  tanto,  prorogado  desde  la  ejecutoriacion  del  presente  auto. 

iV.  Morcillo, 


Fallo  de  la  ñupwmmuk  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  22  de  1875. 

Vistos :  habiéndose  ordenado  por  el  decreto  de  foja  veinte 
vuelta,  la  suspencion  del  término  de  prueba  hasta  la  resolu- 
ción del  incidente  promovido;  y  habiéndose  dejado  sin  efec- 
to esta  suspensión,  al  fallarse  dicho  incidente  por  el  auto  de 
foja  veinte  y  seis,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  cua- 
renta vuelta,  declarándose  que  el  término  de  prueba  debió 
correr  desde  la  última  notiflcacion  del  auto  que  derroga  su 
suspensión,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el  articulo 
diez  y  siete  de  la  ley  de  procedimientos.  Satisfechas  las 
costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

Salvador  M*  del  Carril. — José  Bar- 
ros Pazos —J.  B.  GOROSnAGA, — J. 
Domínguez.    • 


DK  JUSTICIA  NACIONAL  S8' 


CAUSA  L.I. 


Criminal^  contra  D.  Felipe  Camargo^  por  violaeion  i$  la 

correspondencia  pública. 


Sumario.  —  La  reunión  de  muchoi  anteeedenteif  cada 
uno  de  los  cuales  establece  una  presunción  vehemente,  contra 
el  acusado,  constituye  prueba  plena  y  suflciente  para  apli- 
car la  pena  del  delitOi  no  siendo  la  de  muerte* 


Como. — El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Buenos 
Aires,  acusó  á  D.  Felipe  Camargo  empleado  del  correo,  por 
haber  éa  Julio  de  1872,  sustraído  de  la  valija  que  le  bebía 
entregado  el  Administrador  de  Correotde  los  «Tres  Arroyos» 
U  correspondencia  pública,  con  el  objeto  de  heeer  oso  del 
dinero  que  se  conteoia  en  elb. 

Esposo  qoa  aonque  el  acosado  negaba  el  delito,  su  faga 
des poea  dd  bedio  y  ba  deelaraeíones  de  los  testigos  M 
proceso,  le  eoo vencían  de  su  ei^lpabílídad. 

Pidió  cootra  ét  U  apíicacíott  de  la  ftuM  estaUeeida  f^^r 
d  arL  53  de  b  ley  mcíomI  peiMd. 

D  iettmam^  wotümu  qoe  b  eofreefpMdeMÍa  au»  bebía  síd^^ 
wmtnii^,  sÍAó  feriA^  per  d  estada  de  ebfí^^dad  e»  q«e 
se  bauaba  el  asMadt. 

Segnydfr  a  pfoceee  per  ledees&s  kimáUtéf  se  prM«iiM^  el 
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Fallo  del  Suem  de  Seeelen. 


Buenos  Aires,  Hayo  8  de  1875. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  Felipe  GamargOi  por 
violación  de  la  correspondencia  que  conducia  como  correlata 
y  considerando : 

\o  Que  el  conductor  de  la  correspondencia  de  la  Ad- 
mistracion  de  «Tres  Arroyos i  habiéndola  recibido  para  lle- 
varla á  esta  Capital,  ^n  vez  de  cumplir  fielmente  su  misión 
se  quedó  en  el  mismo  pueblo  de  su  residencia,  hasta  el  dia 
siguiente,  yéndose  á  embriagar  en  el  café  de  D.  Domingo 
Oddoné,  declaración  del  mismo  procesado  y  de  los  testigos 
D.  León  Vereziarte,  D.  Guillermo  Ibreman  y  D.  Pedro  Cejas. 

2^  Que  en  el  referido  café,  se  le  vio  hacer  gastos  supe- 
ríores  á  sus  facultades,  no  habiendo  podido  esplicar  satis- 
factoriamente la  procedencia  del  dinero  que  gastó  allí,  siendo 
completamente  ínverosimil  la  venta  de  caballos  que  es- 
presa en  sus  deolaracioneSi 

3o  Que  en  el  mismo  café  donde  estuvo  embriagándose, 
se  encontraron  al  dia  siguiente  esparcidas  en  el  suelo  algunas 
cartas  pertenecientes  á  la  correspondencia  de  que  estaba 
encargado,  declaración  del  tesfigo  Veriziarte,  foja  dos. 

4^  Que  no  es  aceptable  la  defensa  que  presenta  de  su 
conducta,  diciendo  que  la  correspondencia  le  fué  sustraída, 
pues  ademas  de  lo  inverosímil  de  tal  defensa  dado  los  an- 
tecedentes que  dejamos  consignados,  no  solo  no  dio  cuenta 
á  la  Administración  de  su  procedencia,  sino  que  trató  de 
sustraerse  por  medio  de  la  fuga,  de  la  responsabilidad  de 
sus  actos. 

5°  Que  cada  uno  de  estos  antecedentes  estableciendo 
una  presunción  vehementes  contra  el  acusado,  la  reunión  de 
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» 

ellos  68  una  prueba  concluyente,  suficiente  en  concepto  de 
los  espositores  del  derecho  criminal»  para  la  aplicación  de 
cualquiera  pena  inferior  á  la  de  muerte. 

6ó  Que  habiendo  Camar^^o  faltado  notablemente  á  los 
deberes  de  su  cargo,  quedándose  en  el  pueblo  de  su  pro- 
cedencia óuando  estaba  encargado  de  conducir  la  corres- 
pondencia pública,  ha  empesado  por  un  acto  ilícito  que  lo 
hace  resiponsable  de  todas  sus  consecuencias;  y 

7^  Que  lo  principal  y  mas  inmediato  de  estos  actos 
ha  iido  la  pérdida  de  la  correspondencia  y  su  violación, 
encontrándose  entre  esta  un  paquete  que  contenia  1150 
pesos  6  reales  m/c.  remitidos  por  la  Administracioa  de  c  Tres 
Arroyos»  á  la  Central,  según  consta  de  la  declaración  de 
D.  José  Jiménez  de  f.  4. 

Por  estos  fundamentos,  declaro  al  acusado  Felipe  Gamargo 
convicto  del  delito  de  violación  de  la  correspondencia  pú- 
blica, de  que  estaba  encargado  como  empleado,  y  de  acuerdo 
al  art.  53  de  la  ley  penal,  lo  condeno  á  la  inhabilidad  para 
obtener  cargos  públicos  y  cinco  años  de  trabajos  forzados, 
en  cuyo  término  deberá  computarse  la  mitad  del  que  lleva 
sufrido  de  prisión,  costas  del  juicio  y  restitución  de  los 
1150  pesos  6  reales  m/c.  sustraídos,  de  acuerdo  al  art.  91. 
Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  bgarriza. 

Apelada  la  sentencia  anterior  por  el  defensor  del  acusado, 
pidió  aquel  se  diera  por  compurgada  con  la  prisión  sufrida 
la  culpa  de  Gamargo. 

Dijo  que  el  art.  53  de  la  ley  Nacional  Penal  se  refería 
al  empleado  que  comete  el  delito  á  sabiendas,  y  no  al  que 
está  en  estado  de  ebriedad,  como  se  habia  probado  que 
estaba  Gamargo. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL. 

Buenos  Aires»  Juitio  17  de  1875. 

El  Procurador  General,  respondiendo  á  la  espresion  de 
agravios  del  defensor  de  Felipe  Gamargo,  acusado  de  vio- 
lación de  correspondencia  pública  de  que  era  portador,  y 
sustracción  de  valores»  dice;  que  el  delito  está  plenamente 
probado,  pues  la  violación  consta  del  hecho  de  haber  dejado 
caer  el  acusado  en  la  fonda  en  que  cenó»  cartas  abiertas 
de  las  que  conducía»  y  la  sustracion  de  valores  de  los  gastos 
que  hizo  en  la  fonda»  así  como  de  tener  entre  el  dinero 
que  mostró  un  papel  de  cuatro  pesos  fuertes,  lo  que  declaran 
varios  testigos  que  lo  vieron»  el  cual  papel  iba  entre  el 
dinero  que  conducia,  según  informo  del  Administrador  de 
Gorreos»  á  lo  cual  se  agrega  que  el  acusado  niega  haber 
tenido  un«  papel  metálico. 

En  consecuencia  la  sentencia  del  Juez  de  Sección  está  arre- 
glada á  la  ley,  y  pido  á  Y.  E.  se  sirva  confirmarla  con  costas. 

Francisco  Pico. 


Fallo  de  to  Suprema  Oorle. 

Buenos  Aires»  Julio  27  de  1875. 

Vistos  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  cincuenta,  y  devuélvanse. 

Salvador    M*  del  Carril.  —  José 
Barros  Pazos. — J.  B.  Gorostiaga. 
Domínguez. 


DE  JUSTIGU  NACIONAL  2ái 


CAUSA  I^II 


Criminalj  contra  Luis  Swres  por  tíomie¡dio. 


Sumario, — lo  En  el  dilito  de  homicidio,  cuando  la  muer- 
te sigue  inmediatamente  á  las  heridas,  la  ley  supone  la  in- 
tención de  matar,  á  menos  que  de  las  circunstancias  que 
rodean  al  hecho,  resulte  lo  contrario,  cuya  prueba  corres- 
ponde al  reo. 

2^  La  pena  de  muerte  impuesta  por  la  ley  al  que  comete 
homicidio  injusto,  está  reservada  en  la  práctica  para  el 
homicidio  premeditado  ó  á  traición  ó  aleve. 

3o  El  homicidio  alevoso  presupone  premeditación. 

4o  No  puede  condenarse  á  presidio  perpetuo  sino  por  el 
término  de  diez  años,  cuya  pena  se  impone  en  los  casos  que 
la  práctica  ha  modificado  el  rigor  de  la  pena  capital. 


Caío. — La  sustanciacion  de  esta  causa  está  detallada  en 
el  siguiente  : 

T.  VII.  n. 
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Fall9  del  Swwm  de  Seeetoii. 


Corrientes^  Abril  7  de  1875. , 

Y  vistos:  esta  causa  criminal,  seguida  contra  Luis  Sua- 
rez  por  homicidio  perpetrado  en  la  persona  de  José  Haría 
Pucheta,  de  la  que  resultan  los  hechos  siguientes : 

i  o  Que  Suarezy  el  finado  t^ucheta,  trabajaban  como  peo- 
nes en  uno  de  los  obrages  de  madera  que  hay  en  el  Chaco, 
y  el  dia  veinte  y  seis  de  Mayo  del  año  pasado,  se  ocupaban 
en  unión  con  algunos  indios  salvages,  en  acarrear  madera 
desde  las  casas  hasta  las  c  Barranqueras  » ,  que  dista  como 
tres  leguas;  y  como  el  capataz,  Ventura  Quintana,  notase 
que  se  demoraban  y  supo  que  estaban  tomando  licor,  se  pre- 
paraba para  ir  á  traerlos ;  pero  al  salir  vio  que  llegaron  al 
puerto,  y  preguntándoles  el  motivo  de  la  demora  se  culpaban 
recíprocamente,  lo  que  originó  una  disputa  entre  ellos,  que 
dio  por  resultado  que  Pucheta  pegase  á  Suarez  un  garrotazo 
con  una  picanilla,  y  como  este  quisiese  acometer  á  aquel 
los  separó  y  ordenó  que  llevasen  los  aparejos  al  rancho, 
como  lo  hicieron  en  efecto  ;  y  luego  que  los  acomodaron  y 
salieron  fi\  patio  corrió  Suarez  y  tomó  un  compaz  con  ef 
que  infirió  á  Pucheta  dos  heridas  con  un  solo  golpe,  la  una 
en  el  sesto  espacio  intercostal,  y  la  otra  una  pulgada  del 
arco  de  las  costillas  falsas  á  la  región  hipocondríaca,  de  cu- 
yas heridas  murió  en  el  acto ;  todo  lo  que  resulta  de  las 
declaraciones  del  procesado,  de  la  del  capataz,  Ventura  de  la 
de  Quintana  y  su  hermano  Gregorio  Quintana,  únicos  tes- 
tigos del  hecho  y  también  del  informe  médico  corriente 
á  f.  5. 

2o  Que,  aunque  los  testigos  están  conformes  con  respec- 
'  to  al  hecho  principal,   resultando  por  lo  tanto   plenamente 
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comprobado  el  delito  de  homicidio  cometido  por  Suarez,  se 
nota  alguna  deficiencia  respecto  á  algunas  circunstancias 
que  servirían  para  graduar  su  mayor  ó  menor  gravedad ; 
asi  Gregorio  Quintana,  á  f.  17  dice:  que  no  precedió  dis- 
puta alguna  al  acto  de  la  herida,  mientras  que  su  hernuino 
afirmó  á  f.  15  que  cuando  trajeron  los  aparejos  venian  dis- 
putando y  querian  acometerse,  lo  que  él  evitó,  en  tanto  que  el 
procesado,  en  su  declaración  de  f.  13,  contradecia  esta  asevera- 
ción, pues  decia  que  él  habia  venido  primero  que  Pucheta,  lo 
que  en  cierto  modo  ha  rectificado  en  su  confesión  á  f.  21  al 
contestar  los  cargos  que  se  le  hicieron.  Y  considerando: 
1"*  Que  está  plenamente  probado  que  Suarez  ha  cometido 
un  homioidio  voluntario,  lo  que  resulta  Je  la  clase  de  ins- 
trumento de  que  se  valió  para  herir  al  finado  Pucheta,  de  la 
parte  del  cuerpo  ha  donde  fué  dirigido  el  golpe,  y  finalmente, 
de  que  seguida  la  muerte,  la  ley  supone  siempre  la  inten* 
cioD  de  matar,  á  menos  que  de  las  circunstancias  que 
rodean  al  hecho  resulte  lo  contrario,  cuya  prueba  corres* 
ponda  al  reo.  2o  Que  las  leyes  2«,  tít  8,  lib.  7,  }  2%  tít.  2i, 
lib.  12,  N.  R.  imponen  la  pena  de  muerte  á  todo  el  que 
comete  homicidio  injusto,  cuya  pena  está  sin  embalo  reser* 
yada  en  la  práctica  para  el  homicidio  cometido  con  preme* 
ditacioo  ó  á  traición  ó  aleve,  debiendo  bstas  cireunstanciaa 
resultar  comprobadas  independientemente,  de  la  voluntad  de 
Adatar  que  puede  existir  sin  que  haya  premeditación  ó  ale- 
vosía. 3*  Que  si  bien  puede  calificarse  este  caso  de  bemící- 
dio  alevoso,  por  cuanto  Suareí  acometió  súbitamente  á  Pu- 
cheta después  que  pasó  la  pelea  que  tuvieron  ea  el  puerto, 
sin  que  precediesen  palabras  injuriosas  y  cuando  la  víctima 
estaba  quisa  desprevenida,  eoo  la  eireuostaocia  de  que  oo 
aparece  si  ibé  acometido  de  frente  ó  por  b  espalda  ;  sia  em^ 
baifo,  resalta  que  momiMitos  antes  tuvo  hg^r  eotris  ellos 
una  rioa  ea  que  PudiHa  deseaifó  uo  golpe  á  Soams,  eoa 
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una  pieana,  que  este  no  pudo  vengar  por  la  intervención  del 
patrón,  pero  que  desde  el  puerto  hasta  que  colocaron  loa 
aparejos  en  las  casas,  siguieron  disputando  y  querían  aco- 
meterse, lo  que  evitaba  el  capataz  Ventura  Quintana;  pero 
luego  que  salieron  tomó  Suarez  un  compaz  que  encontró 
en  el  patio,  con  el  que  acometió  é  hirió  á  Pucheta,  de  todo 
lo  que  se  deduce,  que  aunque  baya  habido  en  Suarez  in- 
tención de  matar  á  su  adversario,  no  lo  hizo  con  premedi- 
tación, pues  que  se  encontraba  aun  bajo  el  calor  de  la  riña. 
Farinacio,  citado  por  Ghauveau  Adolphe,  tomo  3o,  núm  1082, 
dice:  guando  prima  rixa  fuit  inopinata  e  secunda  $ueces$it  du- 
rante  eodem  calore^  licit  bene  crederem  exgerminatione  rixat 
pretumi  animan  occidendi^  sed  non  deliberatum  et  premedita- 
lum,  siendo  este  autor  de  la  misma  opinión,  debiendo  en 
este  caso  considerarse  que  la  primera  riña  surgió  por  moti- 
vos del  momento,  pues  aunque  Suarez  afirma  que  Pucheta 
era  con  él  muy  impertinente,  no  aparece  del  proceso  que 
hubiese  grave  enemistad  entre  ellos  sino  ligeras  divergen- 
cias que  pasaban,  quedando  luego  en  armonía.  4o  Que  el 
homicidio  alevoso  presupone  que  haya  habido  premedita- 
ción, de  modo  que  si  las  circunstancias  del  caso  demuestran 
que  no  la  ha  habido  no  puede  ser  calificado  de  tal.  Gutiér- 
rez, tomo  3*,  pag.  50,  núm  3o,  dice:  también  son  homicidios 
calificados  los  que  se  cometen  premeditadamente  6  de  caso 
pensado,  bien  cara  á  cara,  dando  lugar  al  contrario  para  que 
se  defienda ,  bien  á  traición  6  alevosía  asechando  en  algún 
parage  á  su  enemigo,  disparándose  ó  valiéndose  de  alguna 
otra  industria,  ó  en  fin  cogiéndole  desprevenido.  Y  Ghau- 
veau, tomo  3^,  núm  1081,  dice:  que  la  guet-apens,  que  con- 
siste en  esperar  mas  ó  míenos  tiempo  en  uno  ó  diversos  luga- 
res un  individuo,  sea  para  darle  la  muerte,  sea  para  ejercer 
sobre  él  actos  de  violencia  » ,  no  puede  cometerse  sin  pre- 
meditación y  así  16  ha  deducido  la  Corte  de  Gasacíon  ;  sien* 
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do  de  notar  que  el  Código  Francés  llama  asesinato  al  come- 
tido con  premeditación  ólilevosta  (guet-apens )  art.  296,  Có- 
digo Francés.  5o  Que  según  la  ley  7,  til.  4°,  libro.  12,  N. 
R.  no  puede  condenarse  á  presidio  perpetuo,  sino  por  el 
término  de  diez  años,  cuya  pena  se  impone  en  los  casos  que 
la  práctica  ha  modificado  el  rigor  de  la  pena  capital  que  las 
leyes  imponen  con  demasiada  frecuencia.  Por  estos  funda- 
mentos, definitivamente  juzgando,  fallo  que  debo  declarar  á 
Luis  Suarez  reo  de  homicidio  simple,  en  la  persona  de  José 
María  Puoheta  y  como  tal,  lo  condeno  á  la  pena  de  presidio 
con  trabajos  forzados  por  diezaños  en  el  lugar  donde  desig- 
ne el  Poder  Ejecutivo,  computándose  el  tiempo  dé  prisión 
sufrido,  mientras  se  ha  seguido  la  causa ;  con  costas.  llá- 
gase saber. ' 

Carlos  Luna. 

Ante  la  Suprema  Corte,  el  defensor  del  reo  pidió  se  re- 
vocara la  sentencia  del  inferior,  y  se  diera  por  compurga- 
do el  delito  con  la  prisión  sufrida. 

Dijo,  que  el  homicidio  habia  sido  casual  no  resultan- 
do del  proceso  la  intensión  de  matar,  que  la  culpa  mayor 
la  tuvo  Pucheta  que  dio  un  golpe  á  Suarez  y  siguió  inju- 
riándolo, lo  que  produjo  en  este  la  consiguiente  irritación. 

El  Sr.  Procurador  Jeneral  contestó  : 


Suprema  Corte  de  Justicu. 


Buenos  Aires,  17  de  Junio  de  1875. 

El  Procurador  General,  respondiendo  á  la  espresion 
de  agravios  del  defensor  de  Luis  Suarez,  acusado  de  homi- 
cidio, dice  :    Que  V.  E.  se  ha  de  servir  confirmar  con- 


246       FALLO$  DE  U  SDPUBIIi  CORTE 

costas  la  sentencia  apelada,  por  estar  conforme  á  los  méri- 
tos del  proceso,  y  á  la  práctica  legal.  « 

El  homicidio  cometido  por  Suarez  no  fue  casual,  sino  vo* 
luntario  y  deliberado  ;  pues  por  el  lugar  en  que  estaban 
las  heridas  se  conoce  que  fueron  inferidas  con  ánimo  deli- 
berado de  matar. 

El  Juez  de  Sección  se  ha  mostrado  demasiado  benigno 
en  no  aplicar  la  pena  de  muerte  á  un  asesino  alevoso,  que 
dio  una  muerte  segura,  sin  riña  ni  defensa  por  parte  del 
agredido. 

Y  por  consiguiente  pido  que  V.  E.  se  sirva  resolver  como 
pedí  en  el  exordio. 

Ftaneiteo  Pico. 


de  I»  ñupwmmu^  C?«rSe. 


Buenos  Aires,  Jalia29  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  treinta  y  cuatro  vuelta ;  y  devuél- 
vanse, librándose  previamente  el  correspondiente  oñcio  al 
Poder  Ejecutivo. 

Salvador  Ms  del  Carril.  —  Josa  Bar- 
ros Pazos.  — J.  B.  Gorostiaga.— 
J.  Domínguez. 
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VAUAA   I^III. 


D.  Joié  Pagano  contra  D.  Fedaiieo  Mcrmot  por  cobro  depesoi. 


Sumaria.  —  lo  Aceptada  una  cuenta  con  la  reserva. de 
no  oponerse  á  otra  que  debe  presentarse,  no  presentándose 
esta,  la  primera  se  tiene  por  exacta. 

2^  Un  contrato  de  locación  de  servicios,  por  miles  de 
pesos,  debe  hacerse  por  escrito  y  no  puede  probarse  por 
testigos. 

3o  No  determinándose  con  claridad  el  objeto  sobre  que 
versa  un  contrato  de  locación,  no  puede  sostenerse  la 
existencia  de  este. 

io  Hechas  las  obras  y  no  exhibiéndose  contrato,  debe 
entenderse  que  estas  se  han  ejecutado  por  su  justo  precio, 
que  debe  ser  designado  por  peritos. 


Coio.  — La  demanda,  contestación  y  pruebas  producidas 
en  esta  causa,  se  hallan  detalladas  en  el  siguiente: 


San  Juan»  Octubre  6  de  1874. 

Vistos :  estos  autos  entre  D.  José  Pagano  y  D.  ^Federico 
Moreno  por  cobro  de  pesos,  procedentes  de  locación  de  ser- 
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vicioB  de  albañileria  en  la  refacción  de  una  casa  del  segundo, 
construcción  de  un  mausoleo  y  otras  obras  de  mano,  con 
lo  alegado  y  probado  por  las  partes,  y  mérito  de  los  autos. 

Y  considerando:  1^  Que  el  arquitecto  Pagano,  entabla 
demanda  contra  Moreno,  por  la  cantidad  de  catorce  mil 
trescientos  treinta  y  siete  pesos^  cincuenta  y  tres  centavos 
bolivianos,  como  precio  de  las  obras  de  mano  que  detalla 
en  la  cuenta  de  f.  1>,  mediante  un  contrato  verbal  de 
una  parte  de  ellas,  y  justa  estimación  de  las  restantes, 
reconociendo  haber  recibido  á  «cuenta  algunas  cantidades 
de  dinero  que  no  determina,  para  descontarlas  de  la  suma 
total,   según  los  recibos  que  presente  el  demandado. 

2^  Que  éste  por  su  parte,  contestando  á  la  demanda, 
niega  la  verdad  de  algunas  de  las  partidas,  muy  especial- 
mente la  última  procedente  del  contrato  verbal,  invocado 
por  el  actor,  en  la  que  este  fija  el  precio  de  cuatro  mil 
quinientos  pesos  por  las  obras  de  refacción  de  la  casa  y 
construcción  de  un  inausoleo,  reconociendo  únicamente 
como  precio  de  las  mismas  la  suma  de  tres  mü  pesos^ 
según  consta  del  recibo  que  corre  á  f.  13  firmado  por  el 
actor.  Que  en  cuanto  á  las  demás  obras  detalladas  en  la 
cuenta  de  Pagano,  solo  reconoce  estar  fuera  del  contrato 
las  que  figuran  en  la  minuta  de  f.  24,  confeccionada  por 
D.  Pedro  V.  GarafTa  de  común  acuerdo  entre  las  partes, 
para  abonarla  en  su  justa  y  lejitima  estimación,  debiendo 
por  tanto  reformarse  en  este  sentido  la  cuenta  del  actor. 

3"^  Que  en  cuanto  á  las  cantidades  entregadas  á  cuenta 
por  el  demandado,  este  presenta  dos  minutas,  la  primera 
de  f.  14,  detallando  las  entregas  en  dinero,  y  la  segunda 
de  f.  18,  procedente  de  maderas  entregadas  por  él  mismo 
á  Pagano  por  los  precios  allí  fijados,  los  cuales'  ascienden 
á  la  suma  total  de  nueve  mil  cuatrocientos  cuarenta  y  dnco 
pesos  ochenta  y  cinco  centavos^  como  dinero  recibido   por 
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el  actor  á  cuenta  de  las  obras,  sin  mas  descuento  que  el 
valor  de  las  maderas  invertidas  en  las  obras  contratadas. 

4o  Que'  el  actor  en  presencia  de  estas  cuentas  y  mi« 
nutas,  no  desconoce  su  verdad,  aceptándolas  en  lo  que  no 
se  opongan  con  la  minuta  que  dice  existir  en  poder  de  su 
defensor,  sacada  de  sus  propios  libros,  la  cual  no  ha  sido 
presentada,  importando  esta  omisión  por  parte  de  Pagano 
un  reconocimiento  implícito  de  las  mismas. 

5o  Que  confesada  por  el  actor  la  verdad  de  la  minuta 
de  f.  24,  como  las  únicas  obras  á  tasar  fuera  del  contra- 
to, según  aparece  de  la  absolución  de  posiciones  de  f.  3i. 
cuya  consistencia  legal  no  admite  la  escepcion  insinuada 
de  falta  de  conocimiento  del  idioma  por  su  parte,  queda 
solamente  como  única  cuestión  á  resolver  cual  sea  el 
precio  convenido  de  las  demás  obras  comprendidas  en  el 
contrato  á  que  ambas  partes  se  refieren,  en  cuyo  punto 
no  están  de  acuerdo,  por  cuanto  el  actor  fija  la  suma  de 
cuatro  mil  quinientos  pesos  y  el  demandado  de  tres  mil. 

6o  Que  establecida  la  cuestión  conforme  á  los  hechos 
alegados,  probados  ó  confesados,  ella  debe  ser  regida  en 
cuanto  al  derecho  por  las  disposiciones  del  Código  Civil 
vigente,  en  los  contratos  y  obligaciones  de  esta  natura- 
leza. 

7o  Que  tratándose  de  un  contrato  de  locación  de  servia 
eto«,  por  miles  de  pesos^  debe  hacerse  por  escrito,  y  no 
puede  probarse  por  testigos,  de  conformidad  al  artículo 
cincuenta  y  siete,  título  primero  ^  sección  tercera  ^  libro  segun- 
do] del  Código  Civil,  y  no  existiendo  en  autos  otra  cons- 
tancia escrita  que  el  recibo  de  f.  43,  debe  investigarse  si 
él  reviste  las  condiciones  de  un  contrato  de  locación  al  que 
deban  someterse  los  contratantes  como  ley  de  sus  respec- 
tivas obligaciones. 

S""  Que  el  mencionado  recibo,  sin  mas  carácter  que  el 

T.  VII.  18. 


í 
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de  una  constancia  de  la  entrega  del  dinero  que  espresa, 
solo  hace  reierencia  á  un  contrato  anterior  sobre  la  obra 
de  la  plaza  y  un  mausoleo^  no  determinándose  en  él  los 
Jrabajos  sujetos  á  ese  contrato,  y  estando  de  acuerdo  las 
partes  en  que  las  obras  ejecutadas  en  la  casa  de  la  plaza, 
no  están  todas  contratadas^  resulta  que  la  cosa  objeto  de 
la  locación  es  indeterminada,  por  lo  tanto,  sin  valor  al- 
guno, el  recibo  como  contrato,  pues  la  locación  sigue  las 
reglas  de  la  compra-venta  y  no  hay  compra  si  la  cosa 
no  ha  sido  cierta  y  determinada  (Articulo  2o,  Título  G"",  Sec- 
ción 3a,  Libro  2%  y  12,  Título  3%  Sección  3',  Libro  2^  Có- 
digo Civil). 

9®  Que  no  pudiendo  admitirse  el  recibo  en  el  carácter 
de  un  contrato,  y  tratándose  de  obligaciones  contraidas 
de  buena  fé,  como  la  presente,  debe  entenderse  que  las 
obras  de  la  casa  y  el  mausoleo,  han  sido  ejecutadas  por 
su  jmto  precio^  sin  estar  este  determinado,  y  sujetarse 
para  su  fijación  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  ciento  treinta 
y  cinco,  titulo  sesto^  sección  tercera^  libro  segundo^  Código 
Civil,  mediante  el  nombramiento  de  arbitros. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  deñnitivamente  juzgando 
y  declaro,  que  las  obras  ejecutadas  por  el  actor  en  la 
casa  del  demandado,  y  el  mausoleo  en  el  cementerio,  de- 
ben ser  todas  estimadas  por  peritos  arbitradores,  [nombra- 
dos por  las  partes  con  arreglo  á  derecho,  comprendiéndose 
en  la  estimación  el  valor  de  las  maderas  empleadas,  fata 
descontarse  de  los  valores  recibidos  á  cuenta  que  ha 
presentado  el  demandado,  y  corren  de  fojas  catorce  hasta 
diez  y  ocho,  sin  adimtirse  justiprecio  por  los  trabajos  ini- 
ciados y  destruidos,  para  hacerlos  nuevos:  se  declaran 
además  por  de  lejítimo  cobro  las  partidas  presentadas  por 
el  actor  sobre  trabajos  en  la  barraca  del  demandado,  y 
ladrillo  prestado  para  la  obra  del  mausoleo.    Sin  especial 
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condenación  en  costas.  Hágase  saber,  pudiendo  el  actua- 
rio notificar  esta  sentencia  original  fuera  de  la  oficina, 
debiendo  reponerse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 
Habiendo  apelado  la  parte  de  Moreno,  se  dictó  este 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1875. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  noventa  y  siete;  satisfechas  las 
de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril. — José 
Barros  Pazos.  — J.  B.  Goros- 
TIA0A..—  J.  Domínguez. 
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CAUSA    L.I¥. 


Terccria  de  mqor  derecho  deducida  por  Badaraco  i  hijos  en  la 
ejecución  seguida  por  Pini  y  Roncormi  contra 

D.  Vicente  DavaJá. 


Sumario. — lo  Al  que  demanda  incumbe  la  prueba. 

2^  La  confesión  sin  juramento  y  fuera  de  juicio  no  bace 
plena  prueba. 

3^  La  confesión  hecha  por  un  ejecutado  insolvente  y  en 
perjuicio  de  terceros,  no  puede  perjudicar  á  estos. 

4o  Una  declaración  singular  no  hace  prueba  en  juicio. 

5o  Las  acciones  por  suma  de  mayor  cuantía,  no  pueden 
ser  probadas  por  testigos. 

6o  Para  que  una  cuenta  de  materiales  de  construcción  de 
buques,  sea  preferente  en  juicio  á  un  crédito  hipotecario  del 
buquCí  es  necesario  que  se  pruebe  que  aquellos  se  emplea- 
ron en  su  construcción. 

7o  Una  escritura  pública  de  obligación  ñrmada  por  quien 
pudo  obligarse  y  no  argüida  de  falsa,  hace  fé  en  juicio. 


Caso. — La  demanda,  contestación  y  prueba  en  esta  causa 
están  detalladas  en  el  siguiente  : 
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Pulí*  del  Juea  de   ñmmmkmm. 


Buenos  Aires,  Mano  19  de  1875. 

• 

Vistos  estos  autos  de  tercería  de  mejor  derecho,  iniciados 
por  Badaraco  é  hijos,  contra  Pini  yRoncoroni,  en  la  ejecución 
que  sigue  contra  D.  Vicente  Davala  y  de  que  resulta : 

lo  Que  iniciado  juicio  ejecutivo  por  los  señores  Pini  y 
Roncoroni  contra  D.  Vicente  Davala  y  embargados  y  vendi- 
dos ios  buques  c Arturo»  y  «Africano»  hipotecados  á  eso 
crédito,  se  presentó  Badaraco  y  H^^os,  alegando  mejor  derecho 
por  el  cobro  de  las  cuentas  que  corren  de  fs.  171  á  175  por 
valor  de  82,225  $  A  rls.  m/c,  diciendo  haber  sido  suminis« 
trados  esos  artículos  para  la  construcción  de  los  buques 
vendidos  y  alegando  el  privilegio  correspondiente. . 

2o  Que  corrido  traslado  al  ejecutado  y  ejecutante,  el  apo- 
derado del  primero,  dice  ignorar  la  verdad  de  la  cuenta  é 
inversión  de  los  materiales  y  pide  la  prueba ;  y  el  ejecutante 
sostiene  ser  falsa  la  inversión  de  las  partidas  de  la  cuenta 
letra  B,  que  corre  de  f.  21  á  23,  en  la  construcción  de  los 
boques  vendidos,  y  pide  que  Badaraco  justifique  la  cuenta 
en  todas  sus  partes. 

3o  Que  el  Juzgado  abrió  la  causa  á  prueba,  á  f.  29  sobre 
la  verdad  de  la  cuenta  de  f.  117,  y  siguientes :  y  sobre  la 
inversión  que  se  hubiera  dado  á  los  artículos  en  esta  con  te- 
nidos. 

4**  Que  sobre  el  primer  punto  se  ha  rendido :  1®  el  reco- 
nocimiento del  apoderado  de  Davala  á  f.  128 ;  2''  el  recono- 
cimiento de  éste  á  f.  178  con  la  limitación  de  5.506  j  m/c. 
f.  175;  3®  la  declaración  de  Jaime  Jauri,  áf.  59,  á  quien 
dice  constarle  la  verdad  de  la  cuenta,  como  sacada  de  libros 
de  Badaraco,  que  llevaba  entonces; 
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5°  Sobre  el  segundo  punto  ó  sea  la  inversión  dé  las  merca- 
derías de  la  cuenta  en  el « Artiiro»  j  cAfricano«  se  ha  rendido: 

lo  El  informe  pericial  de  f.  204,  que  reconoce  que  solo 
han  podido  emplearse  en  la  construcción  de  los  buques 
dichos,  las  ciento  ochenta  y  cinco  partidas  con  el  signo  $. 

2®  El  informe  del  perito  Aderigo  que  es  el  mismo  de  los 
tres  peritos  ya  enumerados.  El  informe  de  los  testigos  Juan 
Sire  y  Pablo  Gonsiglio  que  hablan  solo  de  20  vigas  que  les 
consta  haber  sido  empleadas  en  dichos  buques. 

Y  considerando:  I""  Que  al  que  demanda  incumbe  la  prue- 
ba, y  por  tanto  que  Badaraco  é  hijos  han  debido  probar  la 
verdad  de  la  cuenta  f.  i  17  y  siguientes,  y  la  inversión  de 
los  materiales  en  ella  especiñcados  en  la  construcción  de 
los  buques  c Arturo»  y  cAfricano». 

2o  Que  el  reconocimiento  de  la  cuenta  de  Badaraco  por 
parte  del  apoderado  á  f .  128,  no  tiene  mas  mérito  que  el 
del  poderdante  á  f.  178,  que  es  nulo  como  se  verá,  no  se 
halla  justificado  por  juramento  sin  lo  que  no  importa  la  con- 
fesión que  hace  prueba  plena  (ley  2,  tit.  18,  part.  3&)  y  es  contra- 
dictorio con  su  escrito  de  í.  27,  que  importa  una  negación 
de  la  verdad  de  la  cuenta,  desde  que  se  pide  que  se  ratifique 
y  es  esta  la  única  confesión  que  hace  plena  fé  (ley  7,  tít.  13, 
part.  citada).  ' 

3o  Que  no  es  cierto  que  la  parte  de  Pini  y  Roncoroni, 
haya  reconocido  la  verdad  de  la  cuenta  de  Badaraco  por  ha- 
ber dicho  que  le  consta  la  falsedad  de  las  partidas  de  la  cuen-^ 
ta  B,  f.  21  ;  pues  en  el  párrafo  3o,  piden  la  prueba  de  toda 
la  cuenta,  lo  que  importa  negarla  absolutamente,  como  lo 
comprendió  el  Juzgado  a),  ordenar  su  justificación  completa 
por  su  auto  de  foja  9. 

4^  Que  el  reconocimiento  del  ejecutado  Davala,  hecho  con 
posterioridad  á  la  ejecución  y  en  perjuicio  de  tercero, 
cuando  se  hallaba  insolvente,  solo  puede  perjudicar  al  mis- 


DE  JU8TIGU  NACIONAL  255 

mo  y  en  los  bienes  libres  que  pueda  tener;  y  no  á  los  terce- 
ros y  en  su  daño,  según  se  deduce  de  la  ley  citada,  que  dando 
á  la  confesión  fuerza  probatoria,  la  limita  á  los  que  pueden 
obligarse :  y  no  lo  puede  el  que  tiene  embargados  sus  bienes, 
sobre  las  cosas  embargadas. 

5o  Que  no  prueba  tampoco  la  verdad  de  la  cuenta  la  decla- 
ración del  testigo  Jauri  á  f.  59,  tanto  por  ser  este  singular, 
cuanto  porque  refiriéndose  á  la  conformidad  de  las  cuentas 
con  los  libros  de  la  casa  deBadaraco  é  hijos,  no  se  ha  pedido 
ni  se  ha  hecho  la  confrontación  correspondiente  con  los 
dichos  libros ;  lo  que  se  ha  hecho  necesario  por  ser  el  cobro 
ó  negocio  de  mayor  cuantía  que  lo  que  se  permite  probar 
por  testigos  por  el  art.  193  del  Código  de  Comercio,  y  por 
tanto  ser  necesario  un  principio  de  prueba  por  escrito. 

6**  Que  aun  probada  la  verdad  de  la  cuenta,  no  correspon- 
dería el  privilegio  de  ser  pagada  con  antelación  el  crédito  de 
Roncoroni,  si  al  misipo  tiempo  no  se  hubiese  probado  que 
los  materiales  en  ella  especificados,  habian  sido  empleados 
en  la  construcción  de  los  buques  vendidos  (inc.  9,  art,  1021, 
y  3^  del  art.  1035  del  Código  de  Comercio)  y  esta  inversión  no 
se  ha  probado . 

V  Que  no  puede  estimarse  como  prueba  de  haberse  em- 
pleado en  la  construcción  de  los  buques  vendidos,  la  confe- 
sión del  ejecutado  Davala,  por  las. razones  espuestas  en  el  4^ 
considerando,  y  por  cuanto,  debiendo  su  confesión  crear 
privilegios  es  mas  estricta  la  obligación  de  hacerla  válida, 
solo  en  cuanto  no  pueda  perjudicar  á  un  tercero ;  pues  los 
privilegios,  como  tales,  han  de  ser  probados  estrictamente. 
8"^  Que  tampoco  puede  estimarse  como  prueba  el  infor- 
me pericial  de  f.  204, « hecho  conjuntamente  y  el  particular 
del  perito  Oderigo  f.  108,  tanto  aporque  solo  acreditan  la 
posibilidad  de  haber  sido  empleadas  las  ciento  ochenta  y 
cinco  partidas  que  indican,  en  la  construcción  de  los  buques 
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vendidos  y  de  posiibüe  ad  fatum  non  valet  cmelumo  ni  lógica 
ni  legalmente,  cuanto  que  esta  posibilidad  se  hajla  contra- 
dicha por  el  hecho  de  haber  Parodi  suministrado  igual- 
mente materiales  análogos  de  construcción,  acreditado  su- 
fícientemente  en  el  espediente  agregado  contra  Davala ;  y 
el  mas  notable  de  que  entre  las  partidas  posibles  se  en- 
cuentran algunas  suministradas  con  posterioridad  á  la  cons- 
trucción de  los  buques  mencionados;  si  se  tiene  en 
cuenta  el  alegato  de  Badaraco  á  f.  77,  que  dice  que 
generalmente  solo  se  pide  el  permiso  de  construcción  al 
tiempo  de  echar  al  agua  el  buque,  afirmado  por  la  Ga- 
pitania  á  f.  9i,  y  de  que  resulta  que  parte*  de  esos  mate- 
riales reconocidos,  han  sido  suministrados  después  de 
construidos  los  buques  vendidos ;  pues  debe  estimarse  se- 
gún esto  que  el  c  Africano  •  y  el  c  Arturo  » ,  han  sido  con- 
cluidos el  primero  en  28  de  Febrero  de  1870  y  el  segundo 
en  27  de  Marzo  de  1871,  desde  que  nada  se  ha  alegado 
para  probar  que  se  ha  escluido  de  la  costumbre  dicha  ;  y 
las  cuentas  dichas,  manifiestan  que  una  gran  parle  de  los 
materiales,  reconocidos  por  los  peritos  han  sido  suministra- 
dos con  posterioridad  á  estas  fechas. 

9°  Que  las  declaraciones  de  los  testigos  Sire  y  Gonsiglio, 
deponiendo  constarles  de  haberse  empleado  de  20  á  22  vi- 
gas de  Badaraco,  en  construcciones  navales  de  Davala,  la 
de  Picón  á  f .  61,  que  refiere  haber  oido  á  Davalé  que  la 
mayor  parte  de  la  deuda  era  á  Badaracco  por  el  buque 
t  Grande  » ,  son  indeterminadas  y  singulares  ;  por  cuanto 
consta  que  Davala  ha  construido  mas  embarcaciones  que 
las  vendidas  y  por  tanto  ineficaces  para  la  justificación  dicha. 

10  Que  entre  bs  mercaderias  dichas  de  c&nstruccion  na- 
val, se  encuentran  instrumentos  de  trabajo  y  vituallas  de 
boca,  que  evidentemente  no  se  consumen  y  quedan  en  for- 
mar parte  del  valor  de  los, buques,  por  lo  que  se  les  dá  pri- 
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vilegio,  lo  que  hace  presumir  que  ni  ae  dabaii  ni  «e  moibÍAn 
para  construcción  de  buques  determinados  ;  y  por  tanto  con 
el  privilegio  de  esos  créditos ;  y  lo  comprueban  las  cuentas 
presentadas  por  Badaraco  y  hermanos,  en  que  no  se  baca 
mención  de  esos  buques  y  se  presentan  como  deuda  paran- 
nal  de  D.  Vicente  Davalé. 

11.  Que  no  ha  sido  objetada  ni  argUida  de  ralsa  la  osorltura 
dePini  yRoncoronide  f.  1,  donde  consta  la  verdad  de  su 
crédito,  reconocido  antes  de  la  fuga  de  Davalé,  y  cuando 
pudo  vélidaroente  obligarse. 

Por  estas  consideraciones  fallo*  no  haciendo  lugar  é  la 
tereería,  deducida  por  Badaraco  y  Hermanos,  alegando 
privilegio  sobre  el  crédito  de  Pioí  y  Roncoroni,  en  el  valor 
de  los  baques  vendidos  «Arturo»  y  «Africano*  de  Don  Ví« 
cente  Davala,  y  eo  so  cooseeoeoeíe,  orduoaiido  mío  Uf$f' 
dos  por  acreedores  personales  del  ejecutede^  áíi^ho  Devela, 
sin  costas  y  si  oo  fuese  apelada  esta  fe§éA$mon  iftmS^u  p§fÉ$ 
imnreer  sobre  lo  demás.  Repóogaose  Im  §^íU/ñ  y  f$M4tí^^*$éh 
se  ecMi  el  origisal. 

De  esta  seaten^ia  ape!o  b  parte  de  Ktedara/». 


bekas  Jas  fe   ja   jwíiírtit-;»  1  f*r^*u^Aft    ne  t^^'^/t    i^vh^ 
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CAtjm/iL  LiV. 


D.  Nicanor  Flores^  contra  D.  Fernando  Córdoba^  sobre  in- 
demnizadon  de  daños  y  perjuicios  procedentes  de  abusos 
de  autoridad. 


Sumario. — lo  Las  aguas  del  rio  de  los  Valles  en  la  Pro- 
vincia de  Salta   están  en  la  clase  de  bienes   públipos. 

S""  Ninguno  de  los  propietarios  ribereños  tiene  el  uso 
esclusivo  de  ellas,  ni  un  derechd  absoluto  de  propiedad 
sobre  el  rio. 

3o  £1  uso  y  goce  común  de  las  aguas  está  sujeto  á 
las  restricciones  que  establezcan  las  ordenanzas  generales 
ó  locales  de  la  administración. 

4®  La  ley  orgánica  de  las  Municipalidades  de  la  Pro- 
vincia de  Salta,  confiere  á  estas  la  facultad  de  arreglar  el 
uso  de  las  aguas  de  regadío  en  su  municipio  respectivo. 

5^  La  reglamentación  del  uso  de  las  aguas  hecha  por 
la  autoridad  administrativa  en  uso  de  una  atribución  propia, 
y  que  priva  á  cada  propietario  de  alguna  parte  de  las  ma- 
yores utilidades  que  obtendría  de  su  uso  esclusivo,  no  es 
inconstitucional,  ni  atentatoria  de  la  propiedad,  porque  no 
hiere  un  derecho  perfecto. 
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6^  Mientras  no  se  ataque  un  derecho  perfecto,  los  re- 
clamos del  interés  particular  para  cumplirlos  actos  y  decretos 
administrativos  no  dan  mérito  á  una  acción  judicial.  Ellos 
deben  resolverse  por  la  misma  autoridad  administrativa  á 
quien  incumbe  su  conocimiento. 

7^  El  cumplimiento  de  una  obligación  legal  no  puede 
constituir  como  iliciti)  ningún  acto. 

S"*  El  hecho  que  causa  daño  por  una  falta  imputable 
á  la'^persona  perjudicada,  no  impone  relsponsabilidad  alguna. 

9o  La  misión  del  Juez  de  aguas  en  los  Municipios  de 
la  Provincia  de  Salta  se  reduce  á  hacer  observar  los  turnos 
del  agua,  establecidos  por  las  ordenanzas,  procediendo  ad- 
ministrativamente, y   como  ejecutor  de  dichas  ordenanzas. 

10.  El  ejecutor  de  una  disposición  superior  es  acusa- 
ble si  ultrapasa  ó  cumple  mal  su  mandato,  pero  no  es 
recusable. 

Coio. — D.  Nicanor  Flores,  boliviano  ocurrió  ante  el  Juz- 
gado de  Sección  de  la  Provincia  de  Salta^  esponiendo,  que 
desde  algún  tiempo  se  hallaba  establecido  en  cSan  Garlos  • 
ocupado  en  el  laboreo  de  la  finca  c Carmen»  de  su  propiedad; 
que  casi  todos  los  años  había  encontrado  dificultades 
en  el  uso  de  las  aguas  que  á  titulo  de  propiedad  y  posesión 
inmemorial  riegan  las  tierras  de  su  finca  por  el  abuso 
de  la  autoridad  municipal  y  del  Juez  de  aguas;  que  hacia 
como  dos  años  que  D.  Fernando  Córdoba,  argentino,  nom- 
brado Juez  de  aguas,  le  citó  para  responder  del  uso  que 
habia  hecho  de  sus  aguas,  y  previendo  sus  vejámenes  se 
negó  á  comparecer  ante  él  recusándode,  y  recusando  también 
á  la  autoridad  municipal  por  la  razón  de  que  tanto  el  Juez 
de  aguas,  como  los  miembros  de  la  Municipalidad,  eran 
propietarios  de  fincas  limítrofes  é  interesados  directamente 
en  la  cuestión;  que  sin  embargo  de  la  recusación,  el  Juez 
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Córdoba  le  puso  preso  y  le  mandó  pagar  una  multa  de 
cien  pesos  bolivianos;  que  en  seguida  el  mismo  Juez  Córdoba 
hizo  romper  las  bocatomas  de  sus  acequias,  vejando  y  ha- 
ciendo poner  presos  á  sus  empleados  y  dependientes;  que 
en  11  de  Octubre  de  1874  su  mayordomo,  sin  ser  citado 
ni  oido,  fué  preso  á  las  doce  de  la  noche  allanándose  su 
domicilio  y  conducido  á  presencia  del  mismo  Sr.  Córdoba, 
quien  le  obligó  á  pagar  una  multa  de  setenta  pesos  bo- 
livianos. 

Que  por  estos  hechos,  entablaba  contra  el  Sr.  Córdoba 
demanda  ordinaria  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios, 
que  estimaba  en  la  suma  diez  mil  pesos  bolivianos,  fun- 
dado en  los  articules  S""  y  G"",  tit.  cDe  las  Obligaciones  que 
nacen  de  los  hechos  ilicitos»   Código  Civil. 

El  demandado  contestó  que  lejos  de  haber  abusado  de 
su  autoridad,  habia  cumplido  los  reglamentos  y  acuerdos 
municipales,  perfectamente  arreglados  á  las  leyes  y  á  la 
Constitución  de  la  Provincia;  y  que  por  consiguiente  debia 
ser  rechazada  con  costas  la  demanda. 

Abierta  la  causa  á  prueba,  y  producida  esta,  se  dictó  el 


Falto  del  Suwm  de  Secelen. 


Salta,  Abril  21  de  1875.      . 

Vistos  los  autos  iniciados  por  D.  Nicanor  Flores,  ciu- 
dadano boliviano,  contra  D.  Fernando  Córdoba,  ciudadano 
argentino,  por  daños  y  perjuicios  causados  por  abuso  de 
autoridad  que  este  ha  cometido  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones como  Juez  de  agua,  resulta  lo  siguiente  : 
El  Sr.  Flores  denuncia  como  actos  abusivos  de  autoridad: 
1®    La  prisión  de  siete  dias  y  la  multa  de  cien  pesos 
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bolivianos,  que  se  le  hizo  sufrir  por  orden  del  Juez  de  aguas 
en  Octubre  de  1872. 

2o  La  multa  de  setenta  y  tres  pesos  que  en  Octubre 
de  1874  se  le  impuso  á  su  mayordomo,  después  de  haberlo 
llevado  preso  con  una  partida  armada  al  pueblo  de  San 
Carlos  y  vejándolo  con  injurias  y  amenazas  de  condenarlo 
á  trabajos  en  las  obras  públicas;  y 

3""  Haber  hecho  abrir  las  bocatomas  de  sus  acequias 
y  obligádole  á  soltar  un  turno  de  agua  cada  siete  dias 
para  los  vecinos  de  San  Garlos. 

Estos  hechos,  dice,  le  han  causado  un  perjuicio,  que 
fija  en  la  suma  de  diez  mil  pesos  bolivianos,  contando  en 
esta  suma,  no  solo  las  multas  y  gastos  hechos  con  motivo 
de  la  prisión,  sino  también  la  disminución  de  rendimiento 
de  la  finca  del  Carmen  á  consecuencia  de  la  privación  del 
agua  durante  los  turnos  á  que  se  le  sujetó  arbitrariamente 
(escritos  de  f.  7  y   13). 

Funda  sus  derechos  en  haber  tenido  desde  tiempo  in- 
memorial en  propiedad  y  posesión  no  contradicha,  el  goce 
de  las  aguas  de  regadío  de  que  hoy  se  le  priva,  y  clasifica 
de  abusivos  los  procederes  del  Juez  de  agua,  no  solo  por 
ser  atentatorios  de  su  propiedad,  sino  también  por  haber 
sido  ejecutados  no  obstante  la  recusación  interpuesta  contra 
él  y  contra  la  Municipalidad,  cuyas  órdenes  se  invocaban. 

El  demandado  no  niega  la  prisión  ni  las  multas  de  que 

se  le  acusa.   No   niega  tampoco  haber  hecho   efectivos  los 

turnos  del  agua  cada  siete  dias ;  pero  sostiene  que  en  todo 

ello  no  ha  hecho  sino  cumplir  con  su  deber,  ajustando  sus 

procedimientos  á  las  ordenanzas  y  reglamentos  municipales, 

cuya  infracción  reiterada  dio  lugar  á  la  imposición  de  aquellas 

penas. 

En   el  interrogatorio  de  f.   72,  consigna  el  demandante 

esta  pregunta:    ¿si  la  finca  del  Carmen  ha  gozado  desde 
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tiempo  inmemorial  en  propiedad  y  'posesión  no  contradicha 
las  aguas  del  rio  '  de  los  Valles  para   molino  é  irrigación  ? 

De  las  contestaciones  dadas  áf.  98  vta.,  107,  159  y  162 
vuelta,  resulta:  que  el  Carmen  ha  usado  y  tiene  derecho 
á  usar  de  esas  aguas  para  los  objetos  indicados.  Resulta 
también  de  las  mismas,  la  existencia  de  los  turnos  estable- 
cidos de  siete  en  siete  dias  con  los  vecinos  de  San  Garlos 
en  los  meses  de  Octubre  y  Noviembre. 

Pero  las  declaraciones  de  los  testigos  sobre  este  punto 
cualesquiera  que  ellas  sean,  carecen  de  importancia  ante  la 
existencia  de  un  hecho  que  caracteriza  los  derechos  del 
demandante  y  resuelve  la  cuestión  sobre  el  uso  de  las  aguas. 
Este  hecho  es   el  siguiente : 

£1  rio  de  los  Valles,  á  que  se  reñere  la  pregunta,  pasa 
por  los  departamentos  de  la  Poma,  Cachi,  Molinos  y  San 
Carlos  y  sirve  á  las  labranzas  de  todos  los  propietarios  ri- 
bereños, en  una  ostensión  de  mas  de  cincuenta  leguas.  Sus 
aguas  están,  pues,  en  la  clase  de  bienes  públicos  del  Estado, 
según  el  inciso  3<>,  art.  30,  lib.  3o,  del  Código  Civil,  título 
cDe  las  cosas  consideradas  en  si  mismas  ó  en  relación  á 
los  derechoSi  >  concordante  con  la  última  parte  del  art.  35 
del  mismo  libro, .  titulo  c  De  las  restricciones  y  limites  del 
dominio». 

De   aqui  se  sigue  : 

lo  Que  los  propietarios  ribereños  tienen  derecho  al  uso 
y  goces  de  esas  aguas  (  art.  31,  del  titulo  primeramente 
citado). 

2o  Que  ninguno  tiene  el  uso  esclusivo  de  ellas,  ni  un 
derecho  perfecto  y  absoluto  de  propiedad  sobre  las  mismas. 

3o  Que  ese  uso  y  goce  comunes,  están  sujetos  á  las 
restricciones  y  limitaciones  que  establezcan  las  ordenanzas 
generales  ó  locales  de  la  administración  (art.  31  citado). 

La  ley  orgánica  de  las  Municipalidades  de  la  Provincia 
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de  13  de  Diciembre  de  1856,  confiere  á  estas  la  facultad 
de  arreglar  el  uso  de  las  aguas  de  regadío  en  su  municipio 
respectivo  (atribución  9').  En  uso  de  esta  atribución,  la 
Municipalidad  de  San  Garlos  dictó  la  ordenanza '  de  22  de 
Febrero  de  1859,  cuyo  testimonio  corre  á  f.  138,  esta- 
bleciendo que  el  agua  del  rio  de  los  Valles  se  distribuya 
en  tumos  de  siete  en  siete  dias  entre  los  labradores  del 
departamento.  El  4  de  Agosto  de  1865  dictó  el  reglamento 
de  f.  32,  fijando  los  deberes  del  Juez  de  aguas  y  la  res- 
ponsabilidad de  los  que  infrinjan  las  disposiciones  relativas 
al  arreglo  y  distribución  de  las  mismas. 

Los  documentos  que  corren  de  fs,  214  á  228,  cuya  auten- 
ticidad no  se  ha  negado,  demuestran  igualmente  que  aun 
en  los  años  de  1857  á  58,  cuando  el  Carmen  era  un  de- 
partamento independiente  del  de  San  Garlos,  se  arregló  por 
turnos  el  uso  de  las  aguas  entre  uno  y  otro  departamento, 
y  que  este  arreglo  fué  hecho,  no  por  los  propietarios  en 
particular  ó  por  concesiones  que  estos  hicieron,  sino  por 
acuerdo  de  las  Municipalidades  respectivas.  Consta  también 
de  los  mismos  documentos  y  de  las  declaraciones  de  fs.  156, 
176  y  179  vta.,  181,  186  y  186  vta.,  que  los  turnos  solian 
darse  desde  la  Poma,  que  se  halla  en  las  cabeceras  del 
rio  de  los  Valles,  y  que  en  aquella  época  formaba  parte 
del  departamento  de  Cachi.  Y  consta,  en  fin,  por  los  tes- 
tigos de  fs.  176,  177  vta.,  178  vta.  179 y  181,  que  el  mismo 
demandante,  cuando  ha  sentido  la  escasez  del  agua,  ha  solici- 
tado y  obtenido  de  la  autoridad,  se  compela  á  los  propietarios 
de  la  parte  superior  del  rio  á  dar  los  turnos  á  que  estaban 
obligados  por  las  ordenanzas  municipales. 

Esta  reglamentación  del  uso  de  las  aguas,  hecha  por  la 
autoridad  administrativa  de  cada  localidad  en  uso  de  una 
atribución  que  le  es  propia,  priva,  sin  duda  alguna  á  cada 
propietario  en  particular  de  alguna  parte  de  las  mayores  uti- 
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lidades  que  habría  de  obtener  con  el  uso  esclusivo  de  aquellas, 
pero  DO  por  eso  es  inconstilucional  oi  atentatoria  de  la  pro- 
piedad desde  que  no  hiere  un  derecho  perfecto,  y,  mientras 
esto  no  suceda,  las  reclamaciones  que  se  susciten  con  mo- 
tivo de  la  privación  de  mayores  ventajas,  no  dan  mérito 
á  una  acción  judicial,  y  deben  decidirse  y  resolverse  por 
la  misma  autoridad  administrativa  á  quien  incumbe  su  co- 
nocimiento. 

c  No  basta,  dice  Golmeiro,  tratando  de  lo  contencioso 
administrativo,  que  la  reclamación  se  funde  en  un  agravio 
causado  al  derecho  particular  con  ocasión  de  un  acto  ad- 
ministrativo, porque  como  el  poder  discrecional  alcanza  á 
todas  las  personas  y  á  todas  las  cosas  de  la  sociedad, 
puede  modificar  por  medio  de  reglamentes  ó  providencias 
la  libertad  ó  la  propiedad  de  los  administradores.  Lo  con- 
tencioso administrativo  supone  siempre  la  lemn  de  un  derecho 
perfecto  y  absoluto,  un  derecho  de  aquellos  que  la  admi- 
nistración está  obligada  á  respetar;  mientras  no  pise  estos 
linderos,  obra  dentro  de  la  Constitución  el  Poder  Ejecutivo  •. 
(Derecho  administrativo,  tom.  ^^'j  lib.  5®,  cap.  3o). 

De  donde  deduce,  que  aunque  haya  reclamos  y  resis- 
tencias del  interés  particular  para  cumplir  los  actos  y  de- 
cretos administrativos,  los  asuntos  no  adquieren  un  carácter 
contencioso  judicial,  sino  cuando  se  hiere  una  ley  ó  un 
derecho  perfecto  :  y  que  no  siendo  asi,  hay  una  contención 
puramente  administrativa  que  se  decide  por  la  misma  admi- 
nistración (Ferreira,  Derecho  administrativo  general  y  argen- 
tino, pág,  281). 

Sigúese  de  aquí  que  la  reclamación  deducida  por  el  señor 
Flores  para  que  se  le  indemnice  la  disminución  de  ren- 
dimiento que  ha  sufrido  en  su  finca  del  Carmen  á  con- 
secuencia de  habérsele  obligado  á  los  turnos  del  agua, 
establecidos  por  ordenanzas  municapales,  no   puede  tener 
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logar  en  juicio  porque  no  hay  lesión  de  un  derecho  per- 
fecto. El  uso  de  esas  aguas  es  común  y  está  por  consi- 
guiente sujeto  á  las  restricciones  y  limitaciones  que  esta- 
blezcan las  ordenanzas  generales  ó  locales  (art.  30,  inc.  B^ 
y  art.  31  ya  citados). 

En  cuanto  á  la  prisión  y  á  las  multas,  cuya  devolución 
se  reclama  como  parte  de  perjuicios,  resulta  de  autos  lo 
siguiente : 

El  demandante  ha  producido  desde  f.  64  á  70  para 
probar  los  abusos  del  Juez  de  aguas,  las  notas  que  este  le 
dirijió  en  los  años  70,  71  y  72,  y  desde  f  3  á  7  las  copias 
de  las  que  contestó,  tanto  al  Juez  de  aguas,  como  al  Gefe 
Político  de  San  Garlos. 

Por  estas  notas,  por  las  declaraciones  de  f.  95  vta., 
107,  157  vta.  y  158  absolviendo  la  6*  y  7'  pregunta  del 
interrogatorio  de  f.  72  presentado  por  el  mismo  deman- 
dante, por  las  de  fs.  176,  178,  179,  179  vta.  181,  186 
y  186  vuelta  y  por  los  informes  de  fs.  192  y  93  reco- 
nocidos á  fs.  201  y  202  vta.,  consta  :  que  el  demandante 
se  ha  negado  reiteradamente  á  dar  los  turnos  de  agua 
establecidos  y  que  ha  resistido  al  cumplimento  de  las  or- 
denanzas municipales  y  á  las  repetidas  órdenes  é  intimacio- 
nes del  Jaez  de  aguas,  so  pretesto  de  no  reconocer  juris- 
diccioo  en    estas  autoridades. 

Por  los  documentos  de  fs.  121  á  126  consta  tanbien : 
qoe  el  Joez  de  aguas  dio  cuenta  de  la  resistencia  al  com- 
pUmiento  de  sos  órdenes  á  la  Municipalidad  de  San  Carlos^ 
la  cual  consoltó  á  la  Municipalidad  Central  y  esta  declaró 
privatiTO  de  aquella  hacer  cumplir  sus  "disposiciones  con 
arreglo  al  r^ameoto  de  irrigacioo.  Y  consta,  en  fin,  por 
los  informes  de  f.  137,  qoe  la  infracción  reiterada  de  las 
ordenanzas  monicipales  y  la  resistencia  á  cumplir  bs  ór- 
denes del  Joez  de  agoas,  dieron  logar  á  b  prisión  dd 
T.  n  19 
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Sr.  Flores  y  á  la  de  su  mayordonfio,  hasta  que  pagaron,  el 
primero  una  mulla  de  98  pesos  y  el  segundo  de  70,  incluyén- 
dose en  estas  multas  las  de  varios  turnos  que  retuvieron, 
los  perjuicios  causados  con  esta  retención  y  las  costas :  todo 
con    conocimiento    y   aprobación  de  la   Municipalidad. 

De  todo  lo  cual  resulta  :  1^  Que  el  proceder  del  Juez 
de  aguas  exijiendo  y  haciendo  efectivo  el  cumplimiento  de 
las  ordenanzas  y  disposiciones  municipales  de  las  que  es 
mero  ejecutor,  no  es  abusivo  ni  arbitrario;  porque  el  cum- 
plimiento de  un  deber  ó  de  una  obligación  legal,  no  puede 
constituir  como  ilicito  ningún  acto  (art.  6^,  lib.  2®,  del  Código 
Civil,  titulo  tDe  los  actos   ilicitos  > );   y 

2o  Que  siendo  la  prisión  y  las  militas  motivadas  por 
las  faltas  del  demandante  y  de  su  mayordomo,  los  per- 
juicios causados  por  aquellos  no  pueden  hacerse  pesar  sobre 
la  autoridad  que  las  impuso :  porque  el  hecho  que  no 
causa  daño  á  la  persona  que  lo  sufre,  sino  por  una  falta 
imputable  á  ella,  no  impone  responsabilidad  alguna  (art.  5"*, 
lib.  2^,  título  c  De  las  obligaciones  que  nacen  de  los  hechos 
ilícitos   que    no  son  delitos»). 

La  recusación  interpuesta  contra  el  Juez  de  aguas  por  el 
demandante,  no  atenúa  las  faltas  de  este  ni  agrava  la  res- 
ponsabilidad de  aquel.  El  Juez  de  aguas  no  es  un  Juez 
propiamente  dicho.  No  conoce  ni  decide  derechos  contro- 
vertibles ó  dudosos.  Su  misión  se  reduce  á  hacer  observar 
con  regularidad  y  exactitud  los  turnos  del  agua  estable- 
cidos, procediendo  en  todo  esto'  administrativamente.  Es, 
mas  bien  que  Juez,  un  mero  ejecutor  de  las  ordenanzas 
municipales  sobre  irrigación,  y,  por  consecuencia,  la  re- 
cusación interpuesta  contra  él  en  este  carácter,  no  es  pro- 
cedente. Al  simple  ejecutor  de  orden  ó  de  disposición  superior 
no  se  le  recusa :  se  le  acusa  cuando  ultrapasa  ó  cumple 
de  una  manera  irregular  su  mandato. 
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Por  estas  consideraciones,  y  de  conformidad  á  las  leyes 
citadas,  fallo:  absolviendo  á  D.  Fernando  Córdoba  de  la 
demanda  interpuesta  contra  él  por  el  General  D.  Nicanor 
Flores  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios  causados 
por  abusos  de  autoridad  cometidos  por  aquel  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  de  Juez  de  aguas,  con  costas.  Repónganse 
los  sellos  y  oportunamente  archívese. 

Federico  Ibargúrcn. 

Flores  apeló  de  la  sentencia  anterior  en  relación,  y  se 
le  concedió  el  recurso  en  esta  forma/ 


Fallo  de  lii  Suprenm  Corte. 

/ 

Buenos  Aires^  Agosto  9  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  doscientos  sesenta  y  cinco ;  sa- 
tisfechas las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Salvador  M*  del  Carril. —  José 
Barros  Pazos. — J.  B.  Goros- 
TiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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Criminal  f  contra  ¿).  Francisco  Videla  y  D.  Fidel  Balmacedaj 

por  delito  de  rebelim. 


Sumario. — Después  de  promulgada  la  ley  general  de 
amnistía  por  lodo  delito  político,  debe  sobreseerse  en  los 
procesos  relativos  y  ponerse  en  libertad  á  los  acusados. 


Caso. —  Antes  de  dictarse  la  ley  general  de  amnistía  da 
26  de  Julio  de  1875,  se  siguió  causa  criminal  por  compli- 
cidad en  la  rebelión  de  1874  contra  D.  Francisco  Videla  y 
D.  Fidel  Balmaceda,  de  San  Juan,  y  se  pronunció  el  si- 
guiente : 


Fallo  del  Juea  de  0eee|fBii. 

San  Juan,  Mayo  90  de  1875. 

Vista  la  presente  causa  criminal  contra  el  Administrador 
de  Correos  D.  Francisco  Videla  y  el  Interventor  D.  Fidel 
Balmaceda,  por  participación  ó  complicidad  en  el  delito  de 
rebelión   nacional,   con    lo  espuesto  por  el  Sr.  Procurador 
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Fiscal,  alegado  y  probado  por  los  defensores  de  los  reos, 
y  considerando  por  el  mérito  de  los  autos : 

i^  Que  la  acusación  fiscal  contra  los  procesados  se  funda 
en  el  hecho  de  haber  continuado  ambos  ejerciendo  sus 
cargos  públicos,  bajo  el  imperio  de  la  rebelión  nacional 
iniciada  el  24  de  Setiembre,  cuyas  fuerzas  ocuparon  esta 
ciudad  y  dominaron  la  Provincia  desdé  el  cuatro  de  No- 
vieAabre  próximo  pasado,  poniéndose  ambos  en  su  respec- 
tivo carácter  al  servicio  de  la  misma  ; 

2®  Que  con  relación  al  procesado  Videla,  su  defensor  en 
su  descargo  alega:  lo  el  hecho  de  haber  continuado  fun- 
cionando como  tal  administrador  de  correos,  por  consejo 
de  personas  respetables  que  fueron  consultadas  al  respecto ; 
2"*  los  servicios  prestados  á  la  causa  nacional  después  de 
estallada  la  rebelión,  y  antes  de  ocupada  la  Provincia  por 
fuerzas  rebeldes ;  3®  y  último,  el  miedo  y  terror  que  in- 
fundian  los  actos  de  violencia  ejercidos  por  los  rebeldes, 
contra  los  ciudadanos  que  resistian  ó  desobedecian  sus  ór- 
denes, sobretodo,  lo  que  ha  intentado  la  prueba  en  el 
tiempo  competente  del  juicio  ; 

3^  Que  en  cuanto  al  primer  punto,  el  hecho  simple  de 
continuar  en  las  funciones  de  su  cargo  durante  el  dominio  de 
la  rebelión,  no  determina  por  sí  solo  el  delito,  si  no  va 
acompañado  de  la  intensión  del  ájente  y  sus  actos  en  su 
carácter  público  ó  privado,  no  concurren  á  apoyar,  prote- 
jer  6  auxiliar  los  propósitos  de  los  rebeldes,  siendo  por  lo 
tanto  inútil  la  prueba  rendida  por  el  defensor  sobre  el  he- 
cho de  la  consulta  ; 

4o  Que  consta  del  sumario,  y  de  la  propia  declaración 
del  reo  Videla,  que  en  sus  funciones  de  Administrador  de 
Correos  se  puso  al  servicio  directo  del  gefe  de  la  rebelión 
y  del  gobierno  creado  y  nombrado  por  esta,  despachando 
á  Mendoza  donde  imperaban  sus  fuerzas,  sillas  de  postas  de 
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cuenta  y  cargo  del  mismo,  y  entregando  al  Gobierno  rebelde 
toda  la  correpondencia  pública  y  privada  que  se  recibía  en 
la  oficina  ó  se  despachaba  para  ser  abierta  y  examinada 
antes  de  su  envío  ó  entrega  ; 

5o  Que  estos  actos,  tendentes  á  prestar  apoyo  y  auxilio 
á  los  rebeldes,  ejecutados  por  el  Administrador  Videla.  sin 
resistencia  por  su  parte,  pues  no  consta  de  autos  ni  se  ha 
probado,  que  al  confiarse  de  su  ejecución,  hubiera  prece- 
dido violencias  ó  amenazas  directas  contra  su  persona,  lo 
constituyen  en  cómplice  voluntario  de  ios  rebeldes  principa- 
les, siendo  inadmisible  la  escusa  de  haber  requerido  y  ob- 
tenido fondos  del  gefe  de  la  rebelión  para  el  despacho  de  las 
sillas,  con  todo  su  tren,  la  oficina  á  su  cargo  y  el  servicio 
personal  de  todos  sus  empleados ; 

6^  Que  tampoco  debe  admitirse  ni  tomarse  en  cuenta  el 
hecho  alegado  por  el  defensor  del  reo  Videla,  de  no  haber 
enviado  personalmente  al  despacho  de  Gobierno  la  corres- 
pondencia y  valijas  de  correo  para  su  apertura  y  examen, 
esperando  fuese  estraida  de  la  oficina  por  agentes  de  aquella 
autoridad,  pues  consta  de  la  propia  declaración  del  proce- 
sado, que  esto  se  hacia  mediante  un  acuerdo  entre  él  y  el 
Gobierno,  después  de  negarse  por  primera  vez  á  cumplir 
sus  órdenes  en  este  sentido  (declaración  del  reo  á  f.  17). 

7""  Que  este  acuerdo  ó  convenio  confesado  por  el  reo, 
aleja  de  sí  toda  idea  de  violencia  y  peligro  de  su  persona, 
en  el  supuesto  de  no  haberse  prestado  á  ejecutar  las  órde- 
nes del  Gobierno,  desvirtuando  por  completo  la  escepcion 
alegada  en  tal  sentido,  lo  cual  por  otra  parte  no  ha  sido 
probado,  como  debió  hacerse  en  la  estación  competente  del 
juicio ; 

8"*  Que  los  servicios  á  la  causa  nacional,  prestados  por 
el  reo,  antes  de  la  ocupación  de  la  ciudad  por  los  rebeldes, 
desempeñando  comisiones  y  cumpliendo  encargos  del  Go- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  271 

biertío  legal  de  Mendoza  y  de  otras  personas  y  que  constan 
de  autos,  no  bastan  á  eximir  de  responsabilidad  por  los 
actos  de  complicidad  del  procesado  posteriores  á  aquellos, 
de  que  se  ha  hecho  mérito,  pudiendo  en  todo  caso  servir 
como  circunstancias  atenuantes. 

9""  Que  en  cuanto  al  procesado  Balmaceda,  no  aparece  de 
los  autos,  ni  el  sumario  arroja  mérito   bastante  para  cali- 
ficar de  criminal  su  conducta  pasiva  en  las  funciones  de  su 
empleo,  subordinado  al   primero,  limitándose  en  lo  que  se 
relaciona  con  la  rebelión,  á  cumplir  órdenes  directas  de  su 
superior,  sin  que  su  intervención  personal  influyera  en  sen- 
tido alguno  para  que  aquellas  pudieran  ó  nó  llevarse  á  ca- 
bo, ni  deducirse  de  sus  actos  la  intención  de  favorecer  los 
propósitos  de  la  rebelión. 
Por  estas  consideraciones  y  otras  que  omito : 
Fallo  definitivamente  esta  causa  y    declaro :   1*^  que  el 
procesado  D.  Francisco  Yidela,  Administrador  de  Correos 
de  esta  ciudad,  es  reo  de  complicidad  en  el  delito  de  rebelión, 
en  el  rol  de  mero  ejecutor  y  de  conformidad  á  los  artíoulos 
diez  y  siete  y  veinte  y  nueve  de  la  ley  penal  del  catorce  de 
Setiembre  del  sesenta  y  tres,  lo  condeno  á   la  pena  de  dos 
años  de  servicio  militar  en  la  frontera  ó  una  multa  de  tres- 
denlos  pesos  fuertes  en  favor  del  Tesoro,    á   su  elección, 
declarando  al  mismo   tiempo  definitivamente  destituido  de 
su  cargo  é   inhabilitado  por  cinco  años  para  obtener  otros 
de   carácter  nacional,   con  las   costas  del  juicio  ;    2o  que 
absuelvo  de  la  acusación  y  de  toda  culpa  y  cargo  al  pro- 
cesado D.   Fidel  Balmaceda.    Hágase    saber,    pudiendo   el 
actuario  notificar  esta  sentencia  original,  fuera  de  la  oficina 
y  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo, 
Apelada  esta  sentencia,  se  promulgó  la  ley  citada  de  26 
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de  Julio  de   1875  y   el  representante   de  Vídela  pidió  á  la 
Suprema  Corte  el  sobreseimiento  en  la  causa. 


Vista  del  Sr.  Procurador  General: 

Suprema  Corte  de  Jmlicia. 

Buenos  Aires,  11  de  Agosto  de  1875. 

El  Procurado  General  en  vista  de  esta  causa  seguida  con- 
tra D.  Francisco  Vídela,  por  complicidad  con  la  rebelión, 
en  virtud  de  haber  permanecido  en  su  puesto  de  Adminis- 
trador de  Correos  de  San  Juan,  mientras  aquella  provincia 
fué  dominada  por  los  rebeldes,  y  haber  transmitido  la  cor- 
respondencia de  estos,  dice  :  Que  el  dicho  Videla,  en  caso 
de  haber  cometido  una  falta,  estaría  amparado  por  la  ley 
de  amnistié,  últimamente  sancionada  por  el  Congreso. 

Por  tanto,  pido  á  V.  E.  se  sirva  mandar  sobreseer  en  esta 
causa  y  chancelar  la  fianza  dada  por  el  acusado. 

Francisco  Pico. 


Ffillo  de  Ifi  Suprema  CTorie. 

Buenos  Aires,  Agosto  12  de  1875. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por 
el  Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  sobre- 
séase en  esta  causa  y  devuélvase, 

Salvador  M»  del  Carril:  —  José 
Barros  Pazos. — J.  B.  Gorostia- 
GA. — J.  Domínguez. 
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CAUS.%  L.VII. 


Criminal^  contra  D.  Ensebio  Blanco,  Administrador  de  Rentas 
Nacionales  en  Mendoza^  por  rebelión  y  entrega 

de  fondos  nacionales. 


Sumario. — i""  Dictada  por  el  Congreso  una  ley  de  am- 
nistía por  los  delitos  politices,  debe  mandarse  sobreseer 
en  las  causas  por  r^ebelion. 

2o  Si  á  mas  del  delito  de  rebelión  se  imputase  al  pro- 
cesado, como  empleado  nacional,  el  haber  servido  á  la 
rebelión  con  dineros  del  Tesoro,  este  cargo  debe  hacerlo 
la  Contaduría  General. 


Caso. — D.  Ensebio  Blanco,  Administrador  de  Rentas 
Nacionales  en  Mendoza,  fué  demandado  por  el  Procurador 
Fiscal  como  cómplice  en  la  rebelión  de  1874,  y  de  ha- 
berse prestado  á  entregar  y  entregado  al  General  Arredondo, 
13,000  ps.  bol.  perteneciei>tes  ai  Tesoro  Nacional,  los  que 
se  emplearon  en  contra  de  la  seguridad  de  la  Nación. 

Estando  la  causa  en  sumario,  Blanco  declinó  la  juris- 
dicción del  juez,  sosteniendo  que  el  delito  principal  que  se 
le  imputaba  era  el  referente  al  modo  como  habia  desem- 


/ 
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peñado  su  cargo  de  Administrador,  lo  que,  según  la  ley 
de  Contabilidad,  era  del  resorte  administrativo  puramente. 
El  Juez  rechazó  la  declinatoria,  por  fallo  de  18  de  Fe- 
brero de  1875,  y  los  autos  se  elevaron  en  apelación  ante 
la  Suprema  Corte.  Pasados  en  vista  al  Sr.  Procurador' 
General,  se  espidió  diciendo : 

Suprema  Corte  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  11  de  Agosto  de  1875. 

El  Procurador  General  en  vista  de  esta  causa ,  dice : 
Que  en  cuanto  á  su  responsabilidad  criminal  como  cóm- 
plice de  la  rebelión,  el  Administrador  de  Rentas  D.  Ense- 
bio Blanco  está  amparado  por  la  ley  de  amnistía,  sancio- 
nada por  el  Congreso  ;  quedando  solo  la  responsabilidad 
por  la  entrega  de  fondos  públicos, '  de  que  deberá  hacerle 
cargo  la  Contaduría  General. 

Por  lo  cual,  pido  á  Y.  E.    se  sirva  mandar  sobreseer 

en   la   presente  causa,   devolviéndola    al  Juez  de  Sección 

para  que  se  archive. 

Franciífeo  Pico. 


Ffillo  de  I»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  12  de  4875. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General,  en  su  precedente  vista,  sobre- 
séase en  esta  causa  y  devuélvase. 

Salvador  M*  del  Carril. —  José  Bar- 
ros Pazos.— J.  B.  Gorostiaga. — 
J.  Domínguez. 
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CÜ^USA     LVIII 


D.  Pedro  Rodríguez  contra  D.  Ramón  Cabezas,  por  cobro  de 
pesos.    Incidente  sobre  condenación  en  costas. 


Sumario.  —  No  resultando  temerario  el  proceder  del  de- 
mandante, no  puede  ser  condenado  en  costas. 


Caso.  —  D.  Pedro  Rodríguez,  estranjero,  demandó  ante 
el  Juzgado  Federal  en  Buenos  Aires,  al  presbítero  D.  Ra- 
món Cabezas,  como  Provincial  de  los  Padres  Escolapios,  por 
cantidad  de  pesos  que  decia  adeudarle  por  sueldos  deven- 
gados como  profesor  en  el  Colegio  que  dichos  padres  te- 
nian  en  el  pueblo  de  San  Martin. 

D.  Gregorio  Casal,  en  representación  del  Padre  Cabezas, 
promovió  artículo  de  incompetencia,  diciendo  :  que  si  la 
demanda  se  dirijia  contra  su  poderdante  personalmente,  el 
Juez  era  incompetente,  porque  demandante  y  demandado 
eran  estranjeros;  que  si  se  dirijia  contra  él  como  Provin- 
cial de  los  Padres  Escolapios,  también  el  Juez  era  incom- 
petente porque  todos  los  padres  eran  estranjeros;  Anal- 
mente, que  si  el  Colegio  se  tomaba  como  una  persona 
jurídica  existente  en  la  Provincia,  debia  hacer  presente 
que  tal  persona  jurídica  no   existia,   porque  hasta  ahora 
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habían  obtenido  los  Padres  Escolapios  la  autorización  ne- 
cesaria para  tener  la  existencia  de  persona  jurídica,  con 
arreglo  al  articulo  16,  del  titulo  i"",  del  Código  Civil. 

Pidió  al  Juzgado  que  se  declarase  incompetente,  y  que 
condenase  en  costas  al  actor ;  esto  último,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  la  Ley  6,  Titulo  10,  Libro  2o,  Fuero  Real. 

Corrido  traslado,  el  demandante  contestó  que  el  Colegio 
por  su  situación,  tenia  que  ser  considerado  como  argentino, 
que  aun  cuando  la  orden  no  haya  tenido  la  autorización 
con  que  se  escepciona,  los  Padres  Escolapios  tienen  que 
ser  considerados  como  argentinos  en  los  negocios  civiles 
en  que  sean  parte  ellos  ó  sus  establecimientos,  á  lo  cual 
debia  agregar  que  el  Colegio  no  era  conocido  con  el  nom- 
bre del  Presbitero  Cabezas,  sino  con  el  de  San  Martin  ó 
de  San  José  Calazan. 

Pidió  se  rechazara  el  articulo  con  espresa  condenación 
en  costas. 

El  Juez  de  Sección  hizo  lugar  al  articulo,  pero  no  á 
la  condenación  en  costas  solicitada  contra  el  demandante, 
por  lo  que  el  demandado  apeló  en  relación. 

Fallo  de  la  Suprema  Cmrim 

Buenos  Aires,  Agosto  12  de  1875. 

Vistos :  no  resultando  temerario  el  proceder  del  deman- 
dante en  el  articulo  sobre  declinatoria  de  jurisdicción,  se 
confirma  el  auto  de  foja  diez  y  nueve  en  la  parte  apelada ; 
satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.  —  José 
Barros  Pazos. — J.  B.  Gorostiaga. 
— J.  Domínguez. 
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CAUSA    LIX. 


Criminal^  contra  D.  Guillermo  de  Oro  Yidela,  D.  Juan  Tejada, 
D.  Narciso  Bravo,  y  D,  José  Puebla^  por  delito  de  rebelión. 


Sumario. —  1""  Amistiado  ei  delito,  debe  sobreseerse  en 
la  causa  y  quedar  sin  efecto  la  condenación  en  costas,  dictada 
en  la  sentencia  de  1*  Instancia. 

2o  La  reserva  de  las  acciones  civiles  contenida  en  la 
misma  sentencia,   queda  subsistente. 


\ 

« 


Caso, — Ante  el  Juzgado  de  Sección  de  San  Juan,  se  siguió 
contra  los  Sres.  D.  Guillermo  de  Oro  Yidela,  Juan  Tejada, 
Narciso  Bravo  y  José  Puebla,  causa  criminal  por  compli- 
cidad en  la  rebelión  de  1874,  y  se  dictó  el  siguiente 

Fallo  del   Jues  de  0eeeleM. 

m 

San  Juan,  Hayo  19  de  1875. 

Viata  la  presente  causa  criminal  contra  D.  Guillermo  de 
Oro  Yidela,  Juan  Tejada,  Narciso  Bravo  y  José  Puebla,  por 
participación  ó  complicidad  en  el  delito  de  rebelión  nació- 
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nal,  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Sr.  Procurador  Fiscal, 
alegado  y  probado  por  los  defensores  de  los  reos,  y  con- 
siderando por  el  mérito  de  autos  : 

I''  Que  es  inñindada  la  doctrina  espuesta  por  el  defen- 
sor de  Oro  Videla,  respecto  á  la  nulidad  del  sumario,^*  de 
las  declaraciones  tomadas  por  el  Juez  incompetente,  cuando 
como  sucede  en  este  caso,  las  declaraciones  son  tomadas 
por  comUion  de  Juez  competente ^  á  testigos  residentes 
fuera  del  lugar  del  juicio,  ;  ratificados  en  el  plenario,  con 
citación  de  partes,  aquellos  que  han  podido  ser  habidos^  todo 
lo  que  consta  de  los  autos. 

2o  Que  consta  de  los  autos,  que  el  procesado  Oro  Videla, 
con  fecha  9  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado,  y  cuatro 
dias  después  de  hallarse  la  Provincia  bajo  el  imperio  de 
la  rebelión,  fué  nombrado  por  el  Gobierno  rebelde.  Subde- 
legado del  departamento  de  Pocito,  funcionando  en  este 
carácter  hasta  los  primeros  dias  de  Diciembre  en  que  la  re- 
belión fué  vencida,  por  las  armas,  en  la  Provincia  de  Men- 
doza, y  disuelta  en  esta  por  la  fuga  de  sus  cabecillas. 

3^  Que  consta  asi  mismo,  que  el  procesado  Oro  Videla, 
en  posesión  del  cargo  conferido  por  los  rebeldes,  organizó 
un  cuerpo  de  milicias,  del  cual  desprendió  diversas  par- 
tidas armadas,  con  el  objeto  de  recolectar  hacienda  de  los 
vecinos  del  deparlamento,  las  que  se  destinaban  ai  consumo 
de  las  fuerzas  al  servicio  de  la  rebelión,  figurando  á  la  cabeza 
de  esas  partidas  ó  como  subalternos  los  procesados  :  Bravo, 
Tejada  y  Puebla. 

4®  Que  la  recolección  de  hacienda  practicada  por  el 
primero,  se  hacia  en  virtud  de  órdenes,  cuya  ejecución 
le  era  encomendada  por  el  Gobierno  rebelde,  y  aceptada  por 
el  procesado,  sin  oponer  resistencia  alguna,  ni  estorbar  en 
sentido   alguno  su  realización. 

5o     Que  si  bien  es  cierto  que  el  nombramiento  y  acep- 
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tacion  del  car^o  de  Subdelegado,  no  conilituyon  por  •(  el 
delito  de  rebelión,  como  lo  sostiene  el  defensor,  Inmbien  c^i 
cierto  que,  el  desempeño  de  aquellas  comisionüs,  ttepnrAdni 
por  su  naturaleza  de  las  funciones  del  cargo,  y  tendentes  A 
mantener  y  conservar  su  imperio,  importa  un  servinio  dirento 
y  un  apoyo  eficaz  en  favor  de  aquella,  colocándose  su  agente 
en  cómplice  de  sus  principales  perpetradores. 

6o  Que  la  escusa  alegada  por  el  reo  Oro  Videla  y  su  l)d- 
feosorde  haber  aceptado  el  cargo,  y  desempeñado  aquellas 
cooiisiones,  para  garantir  su  persona  y  los  intereses  á  su  eartjo^ 
ni  ha  sido  probada  en  tiempo,  ni  es  bastante  á  salvar  la 
responsabilidad  de  sus  actos,  apareciendo  por  al  contrario 
que  el  procesado,  gozaba  de  algún  ascendiente  en  la  per- 
sona del  Gobernador  rebelde  D.  San^alío  KchevarríS;  ante 
quien,  aeguo  el  dicho  de  uoo  de  sus  testigos^  interpuso 
80  ínflueocia  con  buen  éxito^  para  que  le  faeran  devueltos 
loa  aninüalea  vacoooa  qoe  habia  entregado  por  vía  de  mU' 
tribucíoo  ^  dectaraeioD  de  D.  Beojaoiio  Batea;  k  foja  8tf 
vuelta  ;  87 ;. 

7*  Qoe  biDpoeo  lo  esime  de  res pooaabíUdj^  la  éfmu%' 
taocia  alegada  por  d  miamo  reo  y  M  defeoeor^  de  Unípéíf 
llenado  y  euasplido  bf  ¿rdeoe«  del  CoUeroo  témWu  *^'^ 
Tio'eaeia  m  haeer  tnf^  de  b  ftí*frUf  po^a  aoo  ^ápO' 
cierto  d  Wetii^f  i\iMt  ao!'/  ^fUtU  ^/o  féA^tí$m4  k 
tres  é  eoal»  eostnUiyestef ,  a«goft  %t$%  fío^$  d^^^r^ivo^, 
esa  círtí^rüitmrÍM  «>]»'>   a<^.r;a   |^ara  :tí4m*^f  la  pn^k4ií4 

ét  ia  f«!Í«aiMS. 

9^  (pne  ia  tf»}i(>V,s  4a  st>y¿',  ir'^'^#  JimAn^M  ¥A^i^t4í$ 
per  <i  éfieaR^',^.  x>v  ia  %Mf  yt^Af'^%^  *m  Mlys,  ^t>i^»eto»4» 
pvr  41  »3iiiv»rj; .    IV»;  a  le-ueaia  «)iseb4«^  >>vr  ^  «u^a^^MV  A4íi«ít9r 
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persecución  ú  hostilidad  de  parte  de  aquel,  eomo  debia 
esperarlo  por  su  desobediencia,  á  ser  cierta  la  escepcion. 

9o  Que  con  relación  á  los  demás  procesados,  su  de- 
fensor se  ha  limitado  á  oponer  la  escepcion  de  ignorancia^ 
la  cual  no  escusa  la  responsabilidad  del  delito,  constando 
ademas,  haber  cometido  actos  de  bandalaje,  apoderándose 
de  objetos  ajenos,  por  la  fuerza  de  que  disponian  en  las 
comisiones  armadas  de  que  formaban   parte. 

iO.  Que  los  procesados  no  han  ejercido  mando  subal- 
terno en  la  rebelión,  sino  practicado  actos  que  los  hace 
cómplices  de  este  delito  y  deben  por  lo  tanto  fígurar  en 
el  rol  de  meros  ejecutores. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  defínitivamente  juzgando  y 
declaro:  que  los  procesados  D.  Guillermo  Oro  Videla,  Juan 
Tejada,  Narciso  Bravo  y  José  Puebla,  son  reos  respon- 
sables de  complicidad  en  el  delito  de  rebelión  nacional, 
en  la  condición  de  meros  ejecutores,  y  de  conformidad  al 
artículo  diez  y  siete  de  la  ley  penal  del  catorce  de  Se- 
tiembre del  sesenta  y  tres,  los  condeno  al  primero  á  dos 
años  de  servicio  militar  en  la  frontera,  ó  á  una  multa  de 
trescientos  penús  fuertes^  y  á  los  tres  restantes  á  cuatro  año$, 
ó  mulla  de  seiscientos  fuertes^  con  mas  las  costas  del  juicio 
de  maneomuñ  et  insolidum,  y  dejando  á  salvo  las  acciones 
civiles  que  provengan  del  delito.  Hágase  saber,  pudiendo 
el  actuario  notificar  esta  sentencia  original  fuera  de  la  oficina 

y  repónganse   los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

Apelada  esta  sentencia  por  los  defensores  de  los  proce- 
sados, se  promulgó  la  ley  de  amnistia  de  Julio  26  de  i  875, 
y  aquellos  pidieron  á  la  Suprema  Corte  se  diera  en  su 
virtud  por  terminada   la   causa. 

La  Suprema  Corte,  dio  vista  al  Sr.  Procurador  General, 
quien  la  evacuó  en  los  términos  siguientes  : 
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CAlJB;t    LVII. 


Criminal,  contra  D.  Eusebio  Blanco,  Adminütradpr  fU  lienta» 
Nacionales  en  Mendoza,  por  rebelión  y  entrega 

ie  fondoi  naeionaU». 


Sumario. — i*  Dictada  por  el  Congreto  una  l#y  d«  »fn^ 
DÍsUa  por  los  deütoa  polítícoi*  detpo  fuaodarik»  aobf#iH»#f 
en  bs  cansas  por  Tfhelioü. 

2*  Si  á  mas  del  delito  de  rebelión  se  i$nfi$íiím  al  pr^/' 
cesado,  como  empleado  naeíonal,  el  baber  s^rvid^/  ií  Iüi 
rebdíon  coa  diaeras  dd  Tesoro,  este  earfo  d^W  U^é^jt^p 
la  Caatadoría  GeaeraL 
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CAUSA    I^IL. 


El  Fuco  Nacional  contra  D.  Mariano  Cabalf  por  cobro  de 

pesos^  sobre  liquidación. 


Sumario.  —  1^  Los  intereses  se  deben  desde  la  fecha 
en  que  consta  haberse  exijido  al  deudor  el  pago  del  ca- 
pital. 

2^  El  deudor  moroso  debe  resarcir  los  daños  y  perjui- 
cios  procedentes  de  la  demora. 

3o  Se  cae  en  mora  no  solo  por  el  cobro  judicial, 
sino  también  por  el  privado  que  es  un  acto  equivalente, 
cuando  no  hay  motivo  legal  que  justifique  la  morosidad 
ó  no  exista  convención  en  contrario. 

4o  Es  conforme  al  estilo  de  plaza  el  abono  del  interés 
igual  y  recíproco  en  las  cuentas  corrientes. 


Caso.  —  Condenado  D.  Mariano  Cabal  á  pagar  al  Fisco 
Nacional  la  suma  de  25,000  ps.  ftes.'  con  sus  intereses 
á  estilo  de  plaza^  desde  la  fecha  en  que  fué  requerido  el 
pago,  se  procedió  á  la  liquidación  de  los  intereses,  que 
fijó  la  fecha  de  ellos  desde  el  i  de  Marzo  de  1870  en  que 
por  carta  del  mismo  Cabal  resultaba  haber  sido  requerido 
por  el  pago,  y  su  tasa  á  razón  de  12  o/^  anual  por  ser  la 
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constante  en  el  Rosario  y  U  medía  entre  9  y  15  ^/f^  oo- 
brados  por  los  Bancos  de  aquella  localidad* 

Cabal  objetó  que  la  fecha  de  los  mtcreies  dt^bin  orn* 
pezar  desde  i8  ^de  Junio  de  1873^  dia  de  la  di^mnnda  A 
requirimiento  judicial,  y  la  tasa  debia  sor  do  7  ^/^  nindin 
entre  5  y  9  ^/o  pagados  por  los  Bancos,  por  los  snhins 
en  su  contra,  por  cuanto  se  trataba  en  el  caso  do  unn 
operación  hecha  por  el  Gobierno  Nacional  con  ol  lliuioo 
de  Comercio  de  Cabal. 


WmMm  ú9l  JíisM  ém  ••••toa. 

Rosario,  Mayo  I""  do  1117^ 

Vistos  y  considerando:  lo  Que  este  iocidont^  solo  ytir§4 
sobre  si  la  liquidación  de  t  448,  efectuada  por  la  ÍUtni»' 
duHa,  esti  ó  no  eooforine  eon  la  senteneia  th  (/  110, 
ejecutoriada  por  eonfirmacion  de  la  Buprr'roi  (Ufrí«  ^u  Up 
refereole  al  pago  de  los  tiinU  y  aneo  mil  pM0§  fuiftn  y 
stu  wUretn  á  que  se  refiere;  feeolocioi»  que  m  eelá  ye 
eo  la  faeolla^  del  Joez  poder  alterar. 

2a  Q'je  las  partee  eetio  eor(>rToee  eo  M^uUf  i  ííp  hpn^ 

toap-zce  «>elrad.MÚ>0  ••  t^í^Up  el  mí^fAfMíñ  y  n\  mi 
m'mmm,  6tx  tf o  ¿t  y^  Í£.!i(rMee ^*>^  b;M  uA^it^t  |/rf  V^h^ 
COS.  dbrsute  ¡a  ¿^^><a  \,^.  nPttA^  ttm^^h^ít^  \n  nétf^Ah^t^. 

por  csia^i  S5tf>  iUo'vaí^  i^  ^^m^.-;^^^^  4^  kv#  »fVtA#^vv«^ 
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no  obstante  de  que  dos  años  antes  (on  Marzo  de  1869 
f.  52).  habia  ya  recibido  ei  libramiento  por  esa  suma  ; 
aprovechándose  así  desde  entonces  de  ella,  sin  que  se  le 
hayan  cargado  los  intereses  por  ese  tiempo. 

4fO  Que  además  al  deudor  moroso  está  obligado  á  re- 
sarcir los  daños  por  su  mora  imputables;  en  la  cual  se 
cae,  no  solo  desde  el  cobro  judicial,  sino  desde  el  privado, 
que  es  un  acto  equivalente,  cuando  no  hay  motivo  legal 
que  justifique  la  morosidad,  ó  no  hay  convención  en  con- 
trario; como  se  dispone  ya  esplicita,  ya  implícitamente, 
por  el  art.  213  y  los  ocho  siguientes  del  Código  de  Co- 
mercio en  su  sec.  3^  sobre  daños  y  perjuicios^  en  con- 
cordancia con  las  demás  disposiciones  del  derecho  común. 

5o  Que  el  tipo  medio  fijado  por  la  Contaduría  entre  ol 
mdximun  y  el  minimun  de  los  intereses  que  el  comercio 
ha  pagado  á  los  Bancos  en  esa  época,  es  justamente  lo 
que  debe  llamarse  á  estilo  de  plaza^  como  dice  la  sen- 
tencia ;  por  cuanto  los  Bancos,  que  son  en  lo  general  los 
suministradores  de  dinero  á  los  comerciantes,  *son  en  ver- 
dad los  naturales  reguladores  de  esos  intereses  que  se 
pagan  en  plaza ;  no  debiepdo  atenderse  á  los  que  pagan 
los  Bancos  por  sus  depósitos  ú  operaciones  semejantes, 
por  cuanto  ese  pago  es  solo  el  efecto  de  un  negocio  par- 
ticular y  privado  de  una  que  otra  casa  bancaria;  que  no 
constituye  por  su  reducido  número,  la  masa  general  de 
comerciantes,  cuyos  negocios  y  múltiples  transacciones 
forman  la  plaza  mercantil]  siendo  indispensable  para  la 
subsistencia  de  los  Bancos,  que  abonan  siempre  intereses 
mucho  menores  que  los  que  cobran;  lo  que  no  sucede 
en  las  transacciones  de  los  comerciantes. 

Por  estos  fundamentos,  se  aprueba  la  liquidación  prac- 
cada  por  la  Contaduría  á  f.  198.    Repóngase  el  sello. 

Fenelon  Zuviria. 
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Cabal  apeló,  y  ante  la  Suprema  Corte  alegó  que  no  po- 
día atribuirse  á  las  cartas  la  misma  fuerza  que  la  ley 
atribuye  á  las  reclamaciones  judiciales;  que  la  disposición 
del  art.  225  del  Cód.  de  Com.  prescribe  que  los  intere- 
ses se  cobren  desde  la  fecha  de  la  demanda,  y  ese  artículo 
es  igual  al  del  Código  Francés  cuya  historia  refiere  Massé 
en  el  cap.  3,  sec.  4f,  §  3,  tit.  1,  lib.  5o,  resultando  que 
no  puede  decirse  caido  en  mora  el  que  tiene  una  causa 
justa  de  no  creerse  deudor. 

Que  en  cuanto  al  tipo  de  ellos,  debia  tenerse  presente: 
i  o  que  la  materia  de  intereses  era  odiosa  y  de  inter- 
pretación restrictiva  ;  2o  que  la  práctica  legal  era  fijarlo 
según  el  que  pagaban  los  Bancos ;  y  3o  que  la  cédula  de 
Carlos  IV,  de  i 6  de  Julio  de  1790  contenida  en  la  ley 
12,  tiU  il,  lib.  10,  N.  R.,  fijaba  el  6  o/o  anual. 


Vista  del  Señor  Procurador  General. 


Suprema  Corte  de  Justicia  : 

El  Procurador  General  se  adhiere  á  la  apelación  y  pide 
se  reforme  la  sentencia  apelada,  declarándose  que  Cabal 
debe  los  intereses  al  tipo  de  13  oj^  y  desde  el  dia  23  de 
Junio  de  1869. 

Según  resulta  á  f.  69  de  los  autos,  la  cantidad  de  25,000 
ps.  ñes.  fué  entregada  en  ese  dia  por  el  Gobierno  Na- 
cional á  Cabal  en  cuenta  corriente, 

El  Gobierno  en  esta  cuenta,  cargaba  el  interés  del 
13  o/o. 

Debiendo  arreglarse  los  intereses  á  estilo  de  plaza,  como 
lo  manda  la  sentencia,   es  indudable  que  ellos  deben  ser 


/ 


t 
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peñado  su  cargo  de  Administrador,  lo  que,  según  la  ley 
de  Contabilidad,  era  del  resorte  administrativo  puramente. 
El  Juez  rechazó  la  declinatoria,  por  fallo  de  18  de  Fe- 
brero de  1875,  y  los  autos  se  elevaron  en  apelación  ante 
la  Suprema  Corte.  Pasados  en  vista  al  Sr.  Procurador' 
General,  se  espidió  diciendo  : 

Suprema  Corte  de  Jtutieia. 

Buenos  Aires,  11  de  Agosto  de  1875. 

El  Procurador  General  en  vista  de  esta  causa,  dice: 
Que  en  cuanto  á  su  responsabilidad  criminal  como  cóm- 
plice de  la  rebelión,  el  Administrador  de  Rentas  D.  Ense- 
bio Blanco  está  amparado  por  la  ley  de  amnistía,  sancio- 
nada por  el  Congreso  ;  quedando  solo  la  responsabilidad 
por  la  entrega  de  fondos  públicos, '  de  que  deberá  hacerle 
cargo  la  Contaduría  General. 

Por  lo  cual,  pido  á  V.  E.    se  sirva  mandar  sobreseer 

en   la   presente  causa,  devolviéndola   al  Juez  de  Sección 

para  que  se  archive. 

Francisco  Pico. 


WmSUm  de  te  S«pi 

Buenos  Aires,  Agosto  12  de  1875. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General,  en  su  precedente  vista,  sobre- 
séase en  esta  causa  y  devuélvase. 

Salvador  M*  del  Garhu.. —  Josi  Bar- 
ros Pazos. — J .  B.  Gorostiaga.  — 
J.  Domínguez. 
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CjPkWJ»A     LiVlII 


D,  Pedro  Rodríguez  contra  D.  Ramón  Cabezas^  por  cobro  de 
pesos.    Incidente  sobre  condenación  en  costas. 


Sumario.  —  No  resultando  temerario  el  proceder  del  de- 
mandante, no  puede  ser  condenado  en  costas. 


Caso.  —  D.  Pedro  Rodríguez,  estranjero,  demandó  ante 
el  Juzgado  Federal  en  Buenos  Aires,  al  presbítero  D.  Ra- 
món Cabezas,  como  Provincial  de  los  Padres  Escolapios,  por 
cantidad  de  pesos  que  decia  adeudarle  por  sueldos  deven- 
gados como  profesor  en  el  Colegio  que  dichos  padres  te- 
nían en  el  pueblo  de  San  Martin. 

D.  Gregorio  Casal,  en  representación  del  Padre  Cabezas, 
promovió  articulo  de  incompetencia,  diciendo  :  que  si  la 
demanda  se  dirijia  contra  su  poderdante  personalmente,  el 
Juez  era  incompetente,  porque  demandante  y  demandado 
eran  estranjeros;  que  si  se  dirijia  contra  él  como  Provin- 
cial de  los  Padres  Escolapios,  también  el  Juez  era  incom- 
petente porque  todos  los  padres  eran  estranjeros;  Anal- 
mente, que  si  el  Colegio  se  tomaba  como  una  persona 
jurídica  existente  en  la  Provincia,  debiá  hacer  presente 
que  tal   persona  jurídica  no   existia,   porque  hasta  ahora 
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lidades  que  habría  de  obtener  con  el  uso  esclusivo  de  aquellas, 
pero  DO  por  eso  es  inconstitucional  ni  atentatoria  de  la  pro- 
piedad desde  que  no  hiere  un  derecho  perfecto ,  y,  mientras 
esto  no  suceda,  las  reclamaciones  que  se  susciten  con  mo- 
tivo de  la  privación  de  mayores  ventajas,  no  dan  mérito 
á  una  acción  judicial,  y  deben  decidirse  y  resolverse  por 
la  misma  autoridad  administrativa  á  quien  incumbe  su  co- 
nocimiento. 

c  No  basta,  dice  Golmeiro,  tratando  de  lo  contencioso 
administrativo,  que  la  reclamación  se  funde  en  un  agravio 
causado  al  derecho  particular  con  ocasión  de  un  acto  ad- 
ministrativo, porque  como  el  poder  discrecional  alcanza  á 
todas  las  personas  y  á  todas  las  cosas  de  la  sociedad, 
puede  niodifícar  por  medio  de  reglamentos  ó  providencias 
la  libertad  ó  la  propiedad  de  los  administradores.  Lo  con- 
tencioso administrativo  supone  siempre  la  ksion  de  un  derecho 
perfecto  y  absoluto^  un  derecho  de  aquellos  que  la  admi- 
nistración está  obligada  á  respetar;  mientras  no  pise  estos 
linderos,  obra  dentro  de  la  Constitución  el  Poder  Ejecutivos 
(Derecho  administrativo,  tom.  S"",  lib.  5"",  cap.  3o). 

De  donde  deduce,  que  aunque  haya  reclamos  y  resis- 
tencias del  interés  particular  para  cumplir  los  actos  y  de- 
cretos administrativos,  los  asuntos  no  adquieren  un  carácter 
contencioso  judicial,  sino  cuando  se  hiere  una  ley  ó  un 
derecho  perfecto  :  y  que  no  siendo  asi,  hay  una  contención 
puramente  administrativa  que  se  decide  por  la  misma  admi- 
nistración (Ferreira,  Derecho  administrativo  general  y  argen- 
tino, pág,  281). 

Sigúese  de  aquí  que  la  reclamación  deducida  por  el  señor 
Flores  para  que  se  le  indemnice  la  disminución  de  ren- 
dimiento que  ha  sufrido  en  su  finca  del  Carmen  á  con- 
secuencia de  habérsele  obligado  á  los  turnos  del  agua  i 
establecidos  por  ordenanzas  municapales,  no   puede  tener 
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lugar  en  juicio  porque  no  hay  lesión  de  un  derecho  per- 
fecto. El  uso  de  esas  aguas  es  común  y  está  por  consi- 
guiente sujeto  á  las  restricciones  y  limitaciones  que  esta- 
blezcan las  ordenanzas  generales  ó  locales  (art.  30,  inc.  3o 
y  art.  31  ya  citados). 

En  cuanto  á  la  prisión  y  á  las  multas,  cuya  devolución 
se  reclama  como  parte  de  perjuicios,  resulta  de  autos  lo 
siguiente : 

El  demandante  ha  producido  desde  f.  64  á  70  para 
probar  los  abusos  del  Juez  de  aguas,  las  notas  que  este  le 
dirijió  en  los  años  70,  71  y  72,  y  desde  f  3  á  7  las  copias 
de  las  que  contestó,  tanto  al  Juez  de  aguas,  como  al  Gefe 
Político  de  San  Garlos. 

Por  estas  notas,  por  las  declaraciones  de  f.  95  vta., 
107,  157  vta.  y  158  absolviendo  la  6*  y  7*  pregunta  del 
interrogatorio  de  f.  72  presentado  por  el  mismo  deman- 
dante, por  las  de  fs.  176,  178,  179,  179  vta.  181,  186 
y  186  vuelta  y  por  los  informes  de  fs.  192  y  93  reco- 
nocidos á  fs.  201  y  202  vta.,  consta  :  que  el  demandante 
se  ha  negado  reiteradamente  á  dar  los  turnos  de  agua 
establecidos  y  que  ha  resistido  al  cumplimento  de  las  or- 
denanzas municipales  y  á  las  repetidas  órdenes  é  intimacio- 
nes del  Juez  de  aguas,  so  protesto  de  no  reconocer  juris- 
dicción en    estas  autoridades. 

Por  los  documentos  de  fs.  121  á  126  consta  tanbien  : 
que  el  Juez  de  aguas  dio  cuenta  de  la  resistencia  al  cum- 
plimiento de  sus  órdenes  á  la  Municipalidad  de  San  Garlos, 
la  cual  consultó  á  la  Municipalidad  Gentral  y  esta  declaró 
privativo  de  aquella  hacer  cumplir  sus  ^disposiciones  con 
arreglo  al  reglamento  de  irrigación.  Y  consta,  en  fín,  por 
los  informes  de  f.  137,  que  la  infracción  reiterada  de  las 
ordenanzas  municipales  y  la  resistencia  á  cumplir  las  ór- 
denes del  Juez  de  aguas,  dieron  lugar  á  la  prisión  del 
T.  va  19 


í 
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de  una  constancia  de  la  entrega  del  dinero  que  espresa, 
solo  hace  referencia  á  un  contrato  anterior  sobre  la  obra 
de  la  plaza  y  un  mausoleo^  no  determinándose  en  él  los 
Jrabajos  sujetos  á  ese  contrato,  y  estando  de  acuerdo  las 
partes  en  que  las  obras  ejecutadas  en  la  casa  de  la  plaza, 
no  están  todas  conlratadas^  resulta  que  la  cosa  objeto  de 
la  locación  es  indeterminada,  por  lo  tanto,  sin  valor  al- 
guno, el  recibo  como  contrato,  pues  la  locación  sigue  las 
reglas  de  la  compra-venta  y  no  hay  compra  si  la  cosa 
no  ha  sido  cierta  y  determinada  (Articulo  2o,  Título  6"",  Sec- 
ción 3a,  Libro  2%  y  12,  Título  3%  Sección  3',  Libro  2^  Có- 
digo Civil). 

9®  Que  no  pudiendo  admitirse  el  recibo  en  el  carácter 
de  un  contrato,  y  tratándose  de  obligaciones  contraidas 
de  buena  fé,  como  la  presente,  debe  entenderse  que  las 
obras  de  la  casa  y  el  mausoleo,  han  sido  ejecutadas  por 
su  jmto  precio,  sin  estar  este  determinado,  y  sujetarse 
para  su  fijación  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  ciento  treinta 
y  dnco,  titulo  sesto^  sección  tercera^  libro  segundo,  Código 
Civil,  mediante  el  nombramiento  de  arbitros. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  defínitivamente  juzgando 
y  declaro,  que  las  obras  ejecutadas  por  el  actor  en  la 
casa  del  demandado,  y  el  mausoleo  en  el  cementerio,  de- 
ben ser  todas  estimadas  por  peritos  arbitradores,  [nombra- 
dos por  las  partes  con  arreglo  á  derecho,  comprendiéndose 
en  la  estimación  el  valor  de  las  maderas  empleadas,  ^ara 
descontarse  de  los  valores  recibidos  á  cuenta  que  ha 
presentado  el  demandado,  y  corren  de  fojas  catorce  hasta 
diez  y  ochoj  sin  adimtirse  justiprecio  por  los  trabajos  ini- 
ciados y  destruidos,  para  hacerlos  nuevos:  se  declaran 
además  por  de  lejitimo  cobro  las  partidas  presentadas  por 
el  actor  sobre  trabajos  en  la  barraca  del  demandado,  y 
ladrillo  prestado  para  la  obra  del  mausoleo.    Sin  especial 
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condenación  en  costas.  Hágase  saber,  podiendo  el  actua- 
rio notificar  esta  sentencia  original  fuera  de  la  oficina, 
debiendo  reponerse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 
Habiendo  apelado  la  parte  de  Moreno,  se  dictó  este 


WmMm  de  l«  Aupreai*  C?aFte. 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  noventa  y  siete;  satisfechas  las 
de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril. — José 
Barros  Pazos. — J.  B.  Goros- 
TiAGA..— J.  Domínguez. 
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Córdoba  le  puso  preso  y  le  mandó  pagar  una  multa  de 
cien  pesos  bolivianos;  que  en  seguida  el  mismo  Juez  Córdoba 
hizo  romper  las  bocatomas  de  sus  acequias,  vejando  y  ha- 
ciendo poner  presos  á  sus  empleados  y  dependientes;  que 
en  i  i  de  Octubre  de  1874  su  mayordomo,  sin  ser  citado 
ni  oidO|  fué  preso  á  las  doce  de  la  noche  allanándose  su 
domicilio  y  conducido  á  presencia  del  mismo  Sr.  Córdoba, 
quien  le  obligó  á  pagar  una  multa  de  setenta  pesos  bo- 
livianos. 

Que  por  estos  hechos,  entablaba  contra  el  Sr.  Córdoba 
demanda  ordinaria  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios, 
que  estimaba  en  la  suma  diez  mil  pesos  bolivianos,  fun- 
dado en  los  artículos  2""  y  6^  tít.  cDe  las  Obligaciones  que 
nacen  de  los  hechos  ilicitos»   Código  Civil. 

El  demandado  contestó  que  lejos  de  haber  abusado  de 
su  autoridad,  habia  cumplido  los  reglamentos  y  acuerdos 
municipales,  perfectamente  arreglados  á  las  leyes  y  á  la 
Constitución  de  la  Provincia;  y  que  por  consiguiente  debia 
ser  rechazada  con  costas  la  demanda. 

Abierta  la  causa  á  prueba,  y  producida  esta,  se  dictó  el 


Falto  del  Jíues  de  Seeeieii. 


Salta,  Abril  21  de  1875.     . 

Vistos  los  autos  iniciados  por  D.  Nicanor  Flores,  ciu- 
dadano boliviano,  contra  D.  Fernando  Córdoba,  ciudadano 
ai^entino,  por  daños  y  perjuicios  causados  por  abuso  de 
autoridad  que  este  ha  cometido  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones como  Juez  de  agua,  resulta  lo  siguiente  : 
El  Sr.  Flores  denuncia  como  actos  abusivos  de  autoridad: 
i^    La  prisión  de  siete  dias  y  la  mulla   de  cien  pesos 
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bolivianos,  que  se  le  hizo  sufrir  por  orden  del  Juez  de  aguas 
en  Octubre  de  1872. 

2o  La  multa  de  seleuta  y  tres  pesos  que  en  Octubre 
de  i 874  se  le  impuso  á  su  mayordomo,  después  de  haberlo 
llevado  preso  con  una  partida  armada  al  pueblo  de  San 
Garlos  y  vejándolo  con  injurias  y  amenazas  de  condenarlo 
á  trabajos  en  las  obras  públicas;  y 

3®  Haber  hecho  abrir  las  bocatomas  de  sus  acequias 
y  obligádole  á  soltar  un  turno  de  agua  cada  siete  dias 
para  los  vecinos  de  San  Carlos. 

Estos  hechos,  dice,  le  han  causado  un  perjuicio,  que 
fija  en  la  suma  de  diez  mil  pesos  bolivianos,  contando  en 
esta  suma,  no  solo  las  multas  y  gastos  hechos  con  motivo 
de  la  prisión,  sino  también  la  disminución  de  rendimiento 
de  la  finca  del  Carmen  á  consecuencia  de  la  privación  del 
agua  durante  los  turnos  á  que  se  le  sujetó  arbitrariamente 
(escritos  de  f.  7  y   13). 

Funda  sus  derechos  en  haber  tenido  desde  tiempo  in- 
memorial en  propiedad  y  posesión  no  contradicha,  el  goce 
de  las  aguas  de  regadío  de  que  hoy  se  le  priva,  y  clasifica 
de  abusivos  los  procederes  del  Juez  de  agua,  no  solo  por 
ser  atentatorios  de  su  propiedad,  sino  también  por  haber 
sido  ejecutados  no  obstante  la  recusación  interpuesta  contra 
él  y  contra  la  Municipalidad,  cuyas  órdenes  se  invocaban. 

El  demandado  no  niega  la  prisión  ni  las  multas  de  que 

se  le  acusa.   No   niega  tampoco  haber  hecho  efectivos  los 

turnos  del  agua  cada  siete  dias ;  pero  sostiene  que  en  todo 

ello  no  ha  hecho  sino  cumplir  con  su  deber,  ajustando  sus 

procedimientos  á  las  ordenanzas  y  reglamentos  municipales, 

cuya  infracción  reiterada  dio  lugar  á  la  imposición  de  aquellas 

penas. 
En  el  interrogatorio  de  f.  72,  consigna  el  demandante 

esta  pregunta:    ¿si  la  finca  del  Carmen  ha  gozado  desde 
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lidades  que  habría  de  obtener  con  el  uso  esclusivo  de  aquellas, 
pero  no  por  eso  es  inconstitucional  ni  atentatoria  de  la  pro- 
piedad desde  que  no  hiere  un  derecho  perfecto,  y,  mientras 
esto  no  suceda,  las  reclamaciones  que  se  susciten  con  mo- 
tivo de  la  privación  de  mayores  ventajas,  no  dan  mérito 
á  una  acción  judicial,  y  deben  decidirse  y  resolverse  por 
la  misma  autoridad  administrativa  á  quien  incumbe  su  co- 
nocimiento! 

c  No  basta,  dice  Golmeiro,  tratando  de  lo  contencioso 
administrativo,  que  la  reclamación  se  funde  en  un  agravio 
causado  al  derecho  particular  con  ocasión  de  un  acto  ad- 
ministrativo, porque  como  el  poder  discrecional  alcanza  á 
todas  las  personas  y  á  todas  las  cosas  de  la  sociedad, 
puede  niodifícar  por  medio  de  reglamentos  ó  providencias 
la  libertad  ó  la  propiedad  de  los  administradores.  Lo  con- 
tencioso administrativo  supone  siempre  la  ksion  de  un  derecho 
perfecto  y  absoluto^  un  derecho  de  aquellos  que  la  admi- 
nistración está  obligada  á  respetar;  mientras  no  pise  estos 
linderos,  obra  dentro  de  la  Constitución  el  Poder  Ejecutivos 
(Derecho  administrativo,  tom.  2"",  lib.  5"",  cap.  3o). 

De  donde  deduce,  que  aunque  haya  reclamos  y  resis- 
tencias del  interés  particular  para  cumplir  los  actos  y  de- 
cretos administrativos,  los  asuntos  no  adquieren  un  carácter 
contencioso  judicial,  sino  cuando  se  hiere  una  ley  ó  un 
derecho  perfecto  :  y  que  no  siendo  asi,  hay  una  contención 
puramente  administrativa  que  se  decide  por  la  misma  admi- 
nistración (Ferreira,  Derecho  administrativo  general  y  argen- 
tino, pág,  281). 

Sigúese  de  aqui  que  la  reclamación  deducida  por  el  señor 
Flores  para  que  se  le  indemnice  la  disminución  de  ren- 
dimiento que  ha  sufrido  en  su  fínca  del  Carmen  á  con- 
secuencia de  habérsele  obligado  á  los  turnos  del  agua, 
establecidos  por  ordenanzas  municapales,  no   puede  tener 
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lugar  en  juicio  porque  no  hay  lesión  de  un  derecho  per- 
fecto. El  uso  de  esas  aguas  es  común  y  está  por  consi- 
guiente sujeto  á  las  restricciones  y  limitaciones  que  esta- 
blezcan las  ordenanzas  generales  ó  locales  (art.  30,  inc.  3o 
y  art.  31  ya  citados). 

En  cuanto  á  la  prisión  y  á  las  multas,  cuya  devolución 
se  reclama  como  parte  de  perjuicios,  resulta  de  autos  lo 
siguiente : 

£1  demandante  ha  producido  desde  f.  64  á  70  para 
probar  los  abusos  del  Juez  de  aguas,  las  notas  que  este  le 
dirijió  en  los  años  70,  71  y  72,  y  desde  f  3  á  7  las  copias 
de  las  que  contestó,  tanto  al  Juez  de  aguas,  como  al  Gefe 
Político  de  San  Garlos. 

Por  estas  notas,  por  las  declaraciones  de  T.  95  vta., 
107,  157  vta.  y  158  absolviendo  la  6'  y  7'  pregunta  del 
interrogatorio  de  f.  72  presentado  por  el  mismo  deman- 
dante, por  las  de  fs.  176,  178,  179,  179  vta.  181,  186 
y  186  vuelta  y  por  los  informes  de  fs.  192  y  93  reco- 
nocidos á  fs.  201  y  202  vta.,  consta  :  que  el  demandante 
se  ha  negado  reiteradamente  á  dar  los  turnos  de  agua 
establecidos  y  que  ha  resistido  al  cumplimento  de  las  or- 
denanzas municipales  y  á  las  repetidas  órdenes  é  intimacio- 
nes del  Juez  de  aguas,  so  preteslo  de  no  reconocer  juris- 
dicción en    estas  autoridades. 

Por  los  documentos  de  fs.  121  á  126  consta  tanbien  : 
que  el  Juez  de  aguas  dio  cuenta  de  la  resistencia  al  cum- 
plimiento de  sus  órdenes  á  la  Municipalidad  de  San  Carlos, 
la  cual  consultó  á  la  Municipalidad  Central  y  esta  declaró 
privativo  de  aquella  hacer  cumplir  sus  ^disposiciones  con 
arreglo  al  reglamento  de  irrigación.  Y  consta,  en  fín,  por 
los  informes  de  f.  137,  que  la  infracción  reiterada  de  las 
ordenanzas  municipales  y  la  resistencia  á  cumplir  las  ór- 
denes del  Juez  de  aguas,  dieron  lugar   á    la   prisión  del 

T.  Vü  19 
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Sr.  Flores  y  á  la  de  su  mayordomo,  hasta  que  pagaron,  el 
primero  una  multa  de  98  pesos  y  el  segundo  de  70,  incluyén- 
dose en  estas  multas  las  de  varios  turnos  que  retuvieron, 
los  perjuicios  causados  con  esta  retención  y  las  costas :  todo 
con    conocimiento    y   aprobación  de  la   Municipalidad. 

De  todo  lo  cual  resulta  :  1^  Que  el  proceder  del  Juez 
de  aguas  exijiendo  y  haciendo  efectivo  el  cumplimiento  de 
las  ordenanzas  y  disposiciones  municipales  de  las  que  es 
mero  ejecutor,  no  es  abusivo  ni  arbitrario;  porque  el  cum- 
plimiento de  un  deber  ó  de  una  obligación  legal,  no  puede 
constituir  como  ilicito  ningún  acto  (art.  6^,  lib.  2^,  del  Código 
Civil,  titulo  tDe  los  actos   ilicitos  > );  y 

2o  Que  siendo  la  prisión  y  las  militas  motivadas  por 
las  faltas  del  demandante  y  de  su  mayordomo,  los  per- 
juicios causados  por  aquellos  no  pueden  hacerse  pesar  sobre 
la  autoridad  que  las  impuso :  porque  el  hecho  que  no 
causa  daño  á  la  persona  que  lo  sufre,  sino  por  una  falta 
imputable  á  ella,  no  impone  responsabilidad  alguna  (art.  B"*, 
lib.  2^,  título  c  De  las  obligaciones  que  nacen  de  los  hechos 
ilicitos   que    no  son  delitos»). 

La  recusación  interpuesta  contra  el  Juez  de  aguas  por  el 
demandante,  no  atenúa  las  faltas  de  este  ni  agrava  la  res- 
ponsabilidad de  aquel.  El  Juez  de  aguas  no  es  un  Juez 
propiamente  dicho.  No  conoce  ni  decide  derechos  contro- 
vertibles ó  dudosos.  Su  misión  se  reduce  é  hacer  observar 
con  regularidad  y  exactitud  los  turnos  del  agua  estable- 
cidos, procediendo  en  todo  esto'  administrativamente.  Es, 
mas  bien  que  Juez,  un  mero  ejecutor  de  las  ordenanzas 
municipales  sobre  irrigación,  y,  por  consecuencia,  la  re- 
cusación interpuesta  contra  él  en  este  carácter,  no  es  pro- 
cedente. Al  simple  ejecutor  de  orden  ó  de  disposición  superior 
no  se  le  recusa :  se  le  acusa  cuando  ultrapasa  ó  cumple 
de  une  manera  irregular  su  mandato. 
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Por  estas  consideraciones,  y  de  conformidad  á  las  leyes 
citadas,  fallo:  absolviendo  á  D.  Fernando  Córdoba  de  la 
demanda  interpuesta  contra  él  por  el  General  D.  Nicanor 
Flores  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios  causados 
por  abusos  de  autoridad  cometidos  por  aquel  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  de  Juez  de  aguas,  con  costas.  Repónganse 
los  sellos  y  oportunamente  archívese. 

Federico  Ibargúren. 

Flores  apeló  de  la  sentencia  anterior  en  relación,  y  se 
le  concedió  el  recurso  en  esta  forma/ 


Fallo  de  Im  Suprema  Corte. 

/ 

Buenos  Aires^  Agosto  9  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  doscientos  sesenta  y  cinco ;  sa- 
tisfechas las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Salvador  M'  del  Carril. —  José 
Barros  Pazos. — J.  B.  Goros- 
TiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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CJÜlkUSA    L.VI. 


Criminal^  contra  Z).  Francisco  Videla  y  D.  Fidd  Balmaceda^ 

por  delito  de  rebelión. 


Sumario. — Después  de  promulgada  la  ley  general  de 
amnistía  por  todo  delito  político,  debe  sobreseerse  en  los 
procesos  relativos  y  ponerse  en  libertad  á  los  acusados. 


Caso. —  Antes  de  dictarse  la  ley  general  de  amnistía  da 
26  de  Julio  de  1875,  se  siguió  causa  criminal  por  compli- 
cidad en  la  rebelión  de  1874  contra  D.  Francisco  Videla  y 
D.  Fidel  Balmaceda,  de  San  Juan,  y  se  pronunció  el  si- 
guiente : 


Fallo  del  Juea  de  Be^w^fut. 

San  Juan,  Mayo  20  de  1875. 

Vista  la  presente  causa  criminal  contra  el  Administrador 
de  Correos  D.  Francisco  Videla  y  el  Interventor  D.  Fidel 
Balmaceda,  por  participación  ó  complicidad  en  el  delito  de 
rebelión  nacional,   con   lo  espuesto  por  el  Sr.  Procurador 
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Fiscal,  alegado  y  probado  por  los  defensores  de  los  reos, 
y  considerando  por  el  mérito  de  los  autos : 

I""  Que  la  acusación  fiscal  contra  los  procesados  se  funda 
en  el  hecho  de  haber  continuado  ambos  ejerciendo  sus 
cargos  públicos,  bajo  el  imperio  de  la  rebelión  nacional 
iniciada  el  24  de  Setiembre,  cuyas  fuerzas  ocuparon  esta 
ciudad  y  dominaron  la  Provincia  desde  el  cuatro  de  No- 
viefaibre  próximo  pasado,  poniéndose  ambos  en  su  respec- 
tivo carácter  al  servicio  de  la  misma  ; 

i^  Que  con  relación  al  procesado  Videla,  su  defensor  en 
su  descargo  alega :  lo  el  hecho  de  haber  continuado  fun- 
cionando como  tal  administrador  de  correos,  por  consejo 
de  personas  respetables  que  fueron  consultadas  al  respecto ; 
2^  los  servicios  prestados  á  la  causa  nacional  después  de 
estallada  la  rebelión,  y  antes  de  ocupada  la  Provincia  por 
fuerzas  rebeldes ;  S""  y  último,  el  miedo  y  terror  que  in- 
fundian  los  actos  de  violencia  ejercidos  por  los  rebeldes, 
contra  los  ciudadanos  que  resistían  ó  desobedecian  sus  ór- 
denes, sobretodo,  lo  que  ha  intentado  la  prueba  en  el 
tiempo  competente  del  juicio  ; 

3^  Que  en  cuanto  al  primer  punto,  el  hecho  simple  de 
contínuar  en  las  funciones  de  su  cargo  durante  el  dominio  de 
la  rebelión,  no  determina  por  sí  solo  el  delito,  si  no  va 
acompañado  de  la  intensión  del  ájente  y  sus  actos  en  su 
carácter  público  ó  privado,  no  concurren  á  apoyar,  prote- 
jer  ó  auxiliar  los  propósitos  de  los  rebeldes,  siendo  por  lo 
tanto  inútil  la  prueba  rendida  por  el  defensor  sobre  el  he- 
cho de  la  consulta  ; 

4o  Que  consta  del  sumario,  y  de  la  propia  declaración 
del  reo  Videla,  que  en  sus  funciones  de  Administrador  de 
Correos  se  puso  al  servicio  directo  del  gefe  de  la  rebelión 
y  del  gobierno  creado  y  nombrado  por  esta,  despachando 
á  Mendoza  donde  imperaban  sus  fuerzas,  sillas  de  postas  de 
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cuenta  y  cargo  del  mismo,  y  entregando  al  Gobierno  rebelde 
toda  la  correpondencia  pública  y  privada  que  se  recibía  en 
la  oficina  ó  se  despachaba  para  ser  abierta  y  examinada 
antes  de  su  envío  ó  entrega  ; 

bo  Que  estos  actos,  tendentes  á  prestar  apoyo  y  auxilio 
á  los  rebeldes,  ejecutados  por  el  Administrador  Videla.  sin 
resistencia  por  su  parte,  pues  no  consta  de  autos  ni  se  ha 
probado,  que  al  confiarse  de  su  ejecución,  hubiera  prece- 
dido violencias  ó  amenazas  directas  contra  su  persona,  lo 
constituyen  en  cómplice  voluntario  de  los  rebeldes  principa- 
les, siendo  inadmisible  la  escusa  de  haber  requerido  y  ob- 
tenido fondos  del  gefe  de  la  rebelión  para  el  despacho  de  las 
sillas,  con  todo  su  tren,  la  oficina  á  su  cargo  y  el  servicio 
personal  de  todos  sus  empleados  ; 

6^  Que  tampoco  debe  admitirse  ni  tomarse  en  cuenta  el 
hecho  alegado  por  el  defensor  del  reo  Videla,  de  no  haber 
enviado  personalmente  al  despacho  de  Gobierno  la  corres- 
pondencia y  valijas  de  correo  para  su  apertura  y  examen, 
esperando  fuese  esiraida  de  la  oficina  por  agentes  de  aquella 
autoridad,  pues  consta  de  la  propia  declaración  del  proce- 
sado, que  esto  se  hacia  mediante  un  acuerdo  entre  él  y  el 
Gobierno,  después  de  negarse  por  primera  vez  á  cumplir 
sus  órdenes  en  este  sentido  (declaración  del  reo  á  f.  17). 

7^  Que  este  acuerdo  ó  convenio  confesado  por  el  reo, 
aleja  de  sí  toda  idea  de  violencia  y  peligro  de  su  persona, 
en  el  supuesto  de  no  haberse  prestado  á  ejecutar  las  órde- 
nes del  Gobierno,  desvirtuando  por  completo  la  escepcion 
alegada  en  tal  sentido,  lo  cual  por  otra  parte  no  ha  sido 
probado,  como  debió  hacerse  en  la  estación  competente  del 

juicio ; 

8"  Que  los  servicios  á  la  causa  nacional,  prestados  por 
el  reo,  antes  de  la  ocupación  de  la  ciudad  por  los  rebeldes, 
desempeñando  comisiones  y  cumpliendo  encargos  del  Go- 
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bierúo  legal  de  Mendoza  y  de  otras  personas  y  que  constan 
de  autos,  no  bastan  á  eximir  de  responsabilidad  por  los 
actos  de  complicidad  del  procesado  posteriores  á  aquellos, 
de  que  se  ha  hecho  mérito,  podiendo  en  todo  caso  servir 
como  circunstancias  atenuantes. 

9"^  Que  en  cuanto  al  procesado  Balmaceda,  no  aparece  de 
los  autos,  ni  el  sumario  arroja  mérito   bastante  para  cali- 
ficar de  criminal  su  conducta  pasiva  en  las  funciones  de  su 
empleo,  subordinado  al   primero,  limitándose  en  lo  que  se 
relaciona  con  la  rebelión,  á  cumplir  órdenes  directas  de  su 
superior,  sin  que  su  intervención  personal  influyera  en  sen- 
tido alguno  para  que  aquellas  pudieran  ó  nó  llevarse  á  ca- 
bo, ni  deducirse  de  sus  actos  la  intención  de  favorecer  los 
propósitos  de  la  rebelión. 
Por  estas  consideraciones  y  otras  que  omito : 
Fallo  definitivamente  esta  causa  y    declaro :   1®  que  el 
procesado  D.  Frantisco  Videla,  Administrador  de  Correos 
de  esta  ciudad,  es  reo  de  complicidad  en  el  delito  de  rebelión, 
en  el  rol  de  mero  ejecutor  y  de  conformidad  á  los  artículos 
diez  y  siete  y  veinte  y  nueve  de  la  ley  penal  del  catorce  de 
Setiembre  del  sesenta  y  tres,  lo  condeno  á  la  pena  de  dos 
años  de  servicio  militar  en  la  frontera  ó  una  multa  de  tres- 
cientos  pesos  fuertes  en  favor  del  Tesoro,    á   su  elección, 
declarando  al  mismo   tiempo  definitivamente  destituido  de 
su   cargo   é   inhabilitado  por  cinco  años  para  obtener  otros 
de   carácter  nacional,   con  las   costas  del  juicio  ;    2o  que 
absuelvo  de  la  acusación  y  de  toda  culpa  y  cargo  al  pro- 
cesado D.   Fidel   Balmaceda.    Hágase    saber,    pudiendo   el 
actuario  notificar  esta  sentencia  original,  fuera  de  la  oficina 
y  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 
Apelada  esta  sentencia,  se  promulgó  la  ley  citada   de  26 
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de  Julio  de  1875  y   el  representante   de  Videla  pidió  á  la 
Suprema  Corte  el  sobreseimiento  en  la  causa. 


Vista  del  Sr.  Procurador  General: 
Suprema  Corte  de  Juslieia. 

* 

Buenos  Aires,  11  de  Agosto  de  1875. 

El  Procurado  General  en  vista  de  esta  causa  seguida  con- 
tra D.  Francisco  Videla,  por  complicidad  con  la  rebelión, 
en  virtud  de  haber  permanecido  en  su  puesto  de  Adminis- 
trador de  Correos  de  San  Juan,  mientras  aquella  provincia 
fué  dominada  por  los  rebeldes,  j  haber  transmitido  la  cor- 
respondencia de  estos,  dice :  Que  el  dicho  Videla,  en  caso 
de  haber  cometido  una  falta,  estaría  amparado  por  la  ley 
de  amnistia,  últimamente  sancionada  por  el  Congreso. 

Por  tanto,  pido  á  V.  E.  se  sirva  mandar  sobreseer  en  esta 
causa  y  chancelar  la  fianza  dada  por  el  acusado. 

Francisco  Pico. 


Fallo  de  1»  Suprema  C^rte. 

Buenos  Aires,  Agosto  12  de  1875. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por 
el  Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  sobre- 
séase en  esta  causa  y  devuélvase, 

Salvador  M»  del  Carril;  —  José 
Barros  Pazos. — J.  B.  Gorostia- 
GA. — J.  Domínguez. 
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CAUS.1l   L.VII. 


Criminal,  contra  D,  Ensebio  Blanco,  Administrador  de  Rentas 
PiaeionaUs  en  Mendoza,  por  rebelión  y  entrega 

de  fondos  nacionales. 


Sumario. — I""  Dictada  por  el  Congreso  una  ley  de  am- 
nistía por  los  delitos  politicos,  debe  mandarse  sobreseer 
en  las  causas  por  r.ebelion. 

2o  Si  á  roas  del  delito  de  rebelión  se  imputase  al  pro- 
cesado, como  empleado  nacional,  el  haber  servido  á  la 
rebelión  con  dineros  del  Tesoro,  este  cargo  debe  hacerlo 
la  Contaduría  General. 


Caso. — D.  Ensebio  Blanco,  Administrador  de  Rentas 
Nacionales  en  Mendoza,  fué  demandado  por  el  Procurador 
Fiscal  como  cómplice  en  la  rebelión  de  1874,  y  de  ha- 
berse prestado  á  entregar  y  entregado  al  General  Arredondo, 
13,000  ps.  bol.  pertenecientes  al  Tesoro  Nacional,  los  que 
se  emplearon  en  contra  de  la  seguridad  de  la  Nación. 

Estando  la  causa  en  sumario,  Blanco  declinó  la  juris- 
dicción del  juez,  sosteniendo  que  el  delito  principal  que  se 
le  imputaba  era  el  referente  al  modo  como  habia  desem- 
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peñado  su  cargo  de  Administrador,  lo  que,  según  la  ley 
de  Contabilidad,  era  del  resorte  administrativo  puramente. 
El  Juez  rechazó  la  declinatoria,  por  Tallo  de  18  de  Fe- 
brero de  1875,  y  los  autos  se  elevaron  en  apelación  ante 
la  Suprema  Corte.  Pasados  en  vista  al  Sr.  Procurador' 
General,  se  espidió  diciendo  : 

Suprema  Corte  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  11  de  Agosto  de  1875. 

El  Procurador  General  en  vista  de  esta  causa,  dice  : 
Que  en  cuanto  á  su  responsabilidad  criminal  como  cóm- 
plice de  la  rebelión,  el  Administrador  de  Rentas  D.  Euse- 
bío  Blanco  está  amparado  por  la  ley  de  amnistía,  sancio- 
nada por  el  Congreso  ;  quedando  solo  la  responsabilidad 
por  la  entrega  de  fondos  públicos, '  de  que  deberá  hacerle 
cargo  la  Contaduría  General. 

Por  lo  cual,  pido  á  Y.  E.    se  sirva  mandar  sobreseer 

en   la   presente  causa,  devolviéndola   al  Juez  de  Sección 

para  que  se  archive. 

Franmco  Pico. 


Fallo  de  Im  Suprevi»  C^rie. 

Buenos  Aires,  Agosto  12  de  1875. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General,  en  su  precedente  vista,  sobre- 
séase en  esta  causa  y  devuélvase. 

Salvador  M"  del  Carhil. —  José  Bar- 
ROS  Pazos.—].  B.  Gorostiaga. — 
J.  Domínguez. 
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CÍ1.USA     LiVIIl 


D,  Pedro  Rodríguez  contra  D.  Ramón  Cabezas^  por  cobro  de 
pesos.    Incidente  sobre  condenación  en  costas. 


Sumario.  —  No  resultando  temerario  el  proceder  del  de- 
mandante, no  puede  ser  condenado  en  costas. 


Caso.  —  D.  Pedro  Rodríguez,  estranjero,  demandó  ante 
el  Juzgado  Federal  en  Buenos  Aires,  al  presbítero  D.  Ra- 
món Cabezas,  como  Provincial  de  los  Padres  Escolapios,  por 
cantidad  de  pesos  que  decia  adeudarle  por  sueldos  deven- 
gados como  profesor  en  el  Colegio  que  dichos  padres  te- 
nian  en  el  pueblo  de  San  Martin. 

D.  Gregorio  Casal,  en  representación  del  Padre  Cabezas, 
promovió  articulo  de  incompetencia,  diciendo :  que  si  la 
demanda  se  dirijia  contra  su  poderdante  personalmente,  el 
Juez  era  incompetente,  porque  demandante  y  demandado 
eran  estranjeros;  que  si  se  dirijia  contra  él  como  Provin> 
cial  de  los  Padres  Escolapios,  también  el  Juez  era  incom- 
petente porque  todos  los  padres  eran  estranjeros;  final- 
mente, que  si  el  Colegio  se  tomaba  como  una  persona 
jurídica  existente  en  la  Provincia,  debía  hacer  presente 
que   tal   persona  jurídica  no   existia,   porque  hasta  ahora 
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gravar  con  impuestos  la  esportacion  ni  la  importación  de 
frutos  ó  efectos,  porque  la  creación  y  el  establecimiento 
de  semejantes  impuestos  es  del  resorte  esclusivo  de  las  auto- 
ridades nacionales.  Que  los  arts.  9  y  10  déla  Constitución 
Nacional  son  terminantes  al  respeclo,  al  declarar  que  en  todo 
el  territorio  de  la  República  no  haya  mas  aduanas  que  las 
nacionales  ni  otras  tarifas  que  las  qué  sancione  el  Congreso; 
que  en  el  interior  de  la  República  es  libre  de  derechos 
la  circulación  de  los  efectos  de  producción  ó  fabricación 
nacional,  asi  como  todas  las  mercaderías  despachadas  en 
las  aduanas  esteriores.   Que  según  el  art.  31  de  la  misma  ¡ 

Constitución,   cualquier  ley  ó  disposición    provincial  con-  ' 

trarias  á  estos    principios,  son  nulas  y  de  ningún    valor. 

Pidió  que  declarándose  inconstitucional  la  referída  ley,  se 
condenara  á  la  Provincia  á  devolver  la  suma  indebidamente 
pagada  con  sus  intereses  y  las  costas  del  juicio. 

El  Dr.  D.  Emilio  D.  Cabral  por  la* Provincia  de  Corrientes 
dijo :  Que  la  resolución  de  que  se  reclama  es  de  la  mu- 
nicipalidad de  La  valle  y  no  de  un  acto  del  Gobierno  de  la 
Provincia,  según  el  mismo  demandante  lo  reconoció  al  ocurrir 
al  Podei^  Ejecutivo  quejándose  de  aquella.  Que  siendo  esto 
asi,  no  es  el  demandable  el  Gobierno,  sino  la  municipalidad, 
en  cuyo  caso  la  Suprema  Corte  es  incompetente  para  co- 
nocer en  1'  instancia  de  la  causa  que  ha  debido  llevarse 
ante  el  Juez  de  Sección. 

Que  el  actor  habia  cometido  un  grave  error  al  someter 
á  la  resolución  del  Ejecutivo  su  queja  contra  la  corporación 
municipal,  pues  que  es  el  Poder  Lejíslativo  el  único  com- 
petente para  interpretar  las  leyes.  Que  úo  debe  decirse  que 
la  municipalidad  de  Lavalle  ha  obrado  como  recaudadora 
del  Gobierno  y  no  por  facultades  propias,  porque  tal  afir* 
macion  importaría  el  desconocimiento  de  las  nociones  mas 
ligeras  del  sistema  municipaK  Que  en  los  documentos  acom- 
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panados  á  la  demanda  resulta  que  quien  ha  cobrado  el 
impuesto  reclamado  es  la  municipalidad,  obrando  como 
persona  jurídica,  y  demandable  por  lo  tanto,  como  cualquier 
particular.  Que  el  Poder  Ejecutivo  de  Corrientes  nada 
ha  resuelto  en  el  reclamo  del  demandante,  sino  que  se 
declaró  incompetente  para  atender  la  queja,  como  era  de 
su  deber. 

Que  por  otra  parte,  en  ninguna  parte  del  espediente 
consta  que  el  impuesto  cobrado  por  la  municipalidad  de 
Lavalle  sea  un  derecho  de  esportacion. 

Que  son  inoportunas  las  citas  que  se  hacen  de  los  ar- 
tículos 9  y  10  de  la  Constitución  Nacional;  1^  Porque 
no  se  ha  demostrado  que  en  Corrientes  existan  aduanas  es- 
tablecidas por  el  Gobierno  Provincial;  y  2*^  Porque  en  Cor- 
rientes no  se  recargan  los  efectos  esportados  y  despachados 
en  las  aduanas    esteriores. 

Pidió  que  se  rechazara  la  demanda  con  espresa  conde- 
nación en  costas. 

Después  de  vista  la  causa  se  dio  vista  al  Sr.  Procu- 
rador General,  quien  la  evacuó  en  los  términos  siguien- 
tes : 


SupretM  Corte  de  Justicia: 


Buenos  Aires,  1  de  Hayo  de  1875. 

El  Procurador  Geheral  evacuando  ^la  vista  que  se  le  ha 
conferido  en  la  demanda  entablada  por  D.  Federico  de  las 
Carreras,  contra  la  Provincia  de  Corrientes,  dice :  que 
según  se  afírma  por  las  partes  en  esta  Provincia  hay  una 
ley  que  establece  un  impuesto  de  seis  centavos  fuertes 
sobre  cada  cabeza  de  ganado  que  entra  á  los  corrales  de 
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un  saladero,  y  ademas  otro  impuesto  igualmente  pesado 
sobre  los  cueros  y  el  sebo  de  estos  animales  siempre  que 
se  estraen  del  deparlamento  en  que  se  benefician. 

En  virtud  de  esta  ley  se  ha  hecho  pagar  á  D.  Fede- 
rico de  las  Carreras  la  cantidad  de  2,678-28  ^ftes.  por  haber 
estraido  de  su  saladero  en  el  Rincón  de  Solo  una  cantidad 
de  cueros  procedentes  de  sus  faenas,  que  remitió  por  la 
via  fluvial.  Tales  gabelas  son  enormemente  escesivas  é  in- 
justas, capaces  de  impedir  la  producción  y  destruir  el  co- 
mercio en  esa  provincia,  y  al  menos  la  última  es  abierta- 
mente contraria  á  lo  dispuesto  en  la  Constitución  Nacional 
sobre  tránsito  de  los  productos  del  pafs  y  derechos  de 
esportacion. 

En  efecto,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  10,  en  el  in- 
terior de  la  Repúbica  es  libre  de  derechos  la  circulación 
de  los  efectos  de  producción  ó  fabricación  nacional.  Por 
consiguiente,  no  puede  imponerse  derechos  sobre  los  cueros 
que  se  llevan  de  un  punto  á  otro  de  la  provincia.  Por  el 
art.  9^  no  hay  en  toda  la  República  otras  aduanas  que  las 
nacionales,  y  por  consiguiente  no  ha  podido  la  provincia 
de  Corrientes  gravar  con  un  impuesto  los  cueros  que  se 
estraian  por  el  rio  de  el  Rincón  de  Soto,  porque  estos  de- 
rechos de  verdadera  esportacion  solo  pueden  ser  impuestos 
por  el  Congreso. 

Es  por  tanto  evidente  que  este  derecho  de  esportacion 
ha  sido  indebidamente  cobrado  por  la  provincia  de  Cor- 
rientes y  debe  devolverse. 

La  defensa  del  apoderado  de  la  provincia  de  Corrientes 
no  se  contrae  al  fondo  del  asunto,  que  en  realidad  no 
puede  defenderse.  Ella  se  ha  limitado  á  decir  que  el 
impuesto  fué  cobrado  por  la  municipalidad  de  Santa  Lucia, 
y  que  por  'Consiguiente  no  ha  debido  demandarse  á  la  pro- 
vincia sino  á  la  municipalidad  ante  el  Juez  de  Sección. 


DE  JUSTICU  NACIONAL  301 

Pero  68  que  no  es  esa  municipalidad  la  verdadera  autora 
del  alentado :  es  la  Legislatura  de  la  Provincia  que  san- 
cionó la  ley  de  impuestos :  es  el  gobernador  que  autorizó 
espresamente  á  la  municipalidad  á  cobrar  ese  impuesto  in- 
constitucional, y  que  rehusó  ponerla  en  buen  camino,  cuando 
Carreras  ocurrió  á  él  quejándose  del  atentado.  Son,  pues, 
las  altas  autoridades  de  la  provincia  las  que  han  originado  el 
conflicto,  y  son  ellas  las  únicas  responsables  de  sus  .con- 
secuencias. 

En  esta  virtud,  pido  V.  E.  se  sirva  ordenar  que  el  go- 
bierno de  Corrientes  haga  devolver  ó  devuelva  inmediatamente 
á  D.  Federico  de  las  Carreras  los  pesos  fuertes  2,678-28, 
cobrados  indebidamente  por  la  estraccion  de  cueros,  con 
sus  intereses  y  costas. 

Francisco  Pico. 


Fallo  de  1»  SupreviA  C^rie. 

Buenos  Aires,  Agosto  14  de  1875. 

Vistos  los  presentes  autos,- seguidos  ante  esta  Suprema 
Corte,  contra  la  Provincia  de  Corrientes,  por  Don  Ernesto 
de  las  Carreras,  en  representación  de  su  hermano  Don  Fe- 
derico de  las  Carreras,  vecino  de  dicha  provincia  y  de  na- 
cionalidad Oriental,  sobre  devolución  de  cantidad  de  ^esos 
que  fué  obligado  á  pagar,  como  contribución  por  frutos 
del  país,  extraidos  con  destino  á  Buenos  Aires  y  otros  mer- 
cados, del  Saladero  c  Rincón  de  Soto»,  establecido  en  el 
Departamento  de  Lavalle  de  aquella  provincia  y  de  los  cua- 
les resulta: 

Que  la  Municipalidad  del  Departamento  de  Lavalle,  exigió 


302  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

de  Don  Federico  de  las  Carreras,  el  pago  de  la  cantidad 
de  *dos  mil  seicientos  setenta  y  ocho  pesos  fuertes  y  veinte 
y  ocho  centavos,  como  valor  de  impuestos  adeudados,  en 
virtud  de  lo  dispuesU)  por  el  articulo  cuarenta  y  cuatro  de 
la  ley  sobre  contribución  directa  de  la  Provincia  de  Cor- 
rientes, fecha  diez  y  siete  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
setenta  y  dos,  por  frutos  del  país  extraidos  por  la  via  flu- 
vial, del  Saladero   c  Rincón  de  Soto  >. 

Que  habiéndose  negado  Don  Federico  de  las  Carreras  al 
pago  de  dicha  cantidad,  por  considerar  el  impuesto  de  que 
provenia,  contrario  á  la  misma  ley,  y  á  la  Constitución 
Nacional,  se  le  acordó  el  t4rmino  de  veinte  dias,  para  que 
obtuviese  del  Poder  Ejecutivo  de  Corrientes,  una  declaración 
de  no  hallarse  el  caso  comprendido  en  las  disposiciones  de 
la  precitada  ley  sobre  impuestos  provinciales. 

Que  en  el  término  del  emplazamiento,  Don  Federico  de 
las  Carreras  se  presentó  con  ese  objeto  al  Poder  Ejecutivo 
y  aún  cuando  este,  por  el  acto  de  mandar  tener  por  reso- 
lución el  dictamen  del  Fiscal,  decidió  que  no  debia  enten- 
der en  esa  consulta,  declaró  sin  embargo  también  que  n 
derecho  municipal  el  que  deben  pagar  los  cueros  que  se  extrai- 
gan de  los  Departamentos j  sin  determinación  para  donde,  si 
para  el  exlrangero,  para  la  misma  Provincia  ó  para  otra  de  la 
República. 

Que  fundado  en  esta  resolución  del  Gobierno,  el  Procurador 
Municipal  del  Departamento  de  Lavalle,  exigió  de  Don  Mau- 
ricio Schuth,  como  fiador  de  Don  Federico  de  las  Carreras, 
y  obtuvo  el  pago  de  la  cantidad  reclamada,  por  valor  de  los 
derechos  de  frutos  del  país  extraidos  de  ese  Departamento,  se- 
gún consta  del  documento  de  foja  veinte  y  siete. 

Considerando,  que  el  impuesto  sancionado  por  el  artícu- 
lo cuarenta  y  cuatro  de  la  precitada  ley  de  la  Provincia  de 
Corrientes,  fecha  diez  y  siete  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
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tos  setenta  y  dos,  y  que  en  testimonio  auténtico  corre  á 
foja  setenta  y  dos,  no  es  aplicable,  según  su  tenor  literal,  á 
la  extracción  de  frutos  del  país  para  el  exlrangero  ó  para 
otros  puertos  de  la  República,  sino  solamente  á  los  que  se 
conducen  de  un  Departamento  á  otro  de  la  Provincia,  ó 
que  n^rehan  de  uno  á  otro  pueblo^  como  dice  el  articulo  cua- 
renta y  tres  de  la  misma  ley. 

Que  en  caso  opuesto,  ese  impuesto  seri»  contrario  á  las 
prescripciones  de  la  Constitución  Nacional,  que  confieren 
al  Gobierno  Federal  la  facultad  esclusiva  de  imponer  de- 
rechos de  importación  y  exportación,  y  prohiben  espresa- 
mente  á  las  Provincias  el  establecimiento  de  aduanas  pro- 
vinciales. 

Que  debiendo  en  la  Provincia  de  Corrientes  hacerse  el 
cobro  de  los  impuestos  administrativamente,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  por  el  articulo  ochenta  y  tres  de  la  ley  regla- 
mentaria que  en  copia  |fehac¡ente  se  registra  á  foja  setenta 
y  una,  y  habiéndose  obligado  á  Don  Ft^derico  de  las  Carre- 
ras á  pagar  la  cantidad  de  pesos  cuya  restitución  demanda, 
en  virtud  de  la  resolución  del  Gobierno  de  fecha  cuatro  de  Mar- 
zo  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro,  según  se  contiene  en 
el  documento  de  foja  veinte  y  siete,  es  la  Provincia  de  Cor- 
rientes, y  no  la  Municipalidad  de  Lavalle,  la  responsable 
de  los  actos  de  sus  poderes  públicos. 

Por  estos  motivos  y  los  concordantes  de  la  vista  del 
Señor  Procurador  General,  fallamos  condenando  á  la  Provin- 
cia de  Corrientes  á  devolver  á  Don  Federico  de  las  Carreras, 
la  cantidad  de  dos  mil  seiscientos  setenta  y  ocho  pesos  fuen- 
tes y  veinte  y  ocho  centavos,  que  pagó  indebidamente,  con 
sus  intereses  desde  el  dia  del  pago  hasta  el  de  su  restitución 
y  bajo  la  cuota  mensual  que  cobra  el  Banco  de  esta  Pro- 
vincia en  sus  descuentos,  por  ser  esta  el  qMe  mas  se  apro- 
xima al  precio  corriente  en  pUza ;  satisfechas  en  consecuen- 
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cia  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  archívense  los  autos. 
Notiñquese  con  el  original. 

Salvador   M*  del  Carril.  —  José 
Barros  Pazos. — J.  B.  Gorostiaga. 


CAUSA    L.XI¥< 


/)•  Sebastian  Carrion  contra  D.  Carlos  Walrrond^  sobre 
pago  de  mejoras  en  un  fundo  reivindicado. 


Sumario.  —  io  En  el  caso  de  reivindicación,  reconocido 
á  favor  del  poseedor  de  buena  fé  el  derecho  á  cobrar  las 
éspenaas  y  mejoras  hechas  en  el  fundo,  la  cuestión  queda 
limitada  á  la  avaluación  de  ellas. 

2^  El  poseedor  de  buena  fé  solo  es  responsable  de  loa 
deterioros  de  la  cosa  reivindicada  en  tanto  cuanto  sea  el 
provecho  que  haya  obtenido. 
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Caso. — D.  Andrés  Astargo,  en  representación  de  D.  Se- 
bastian Garrion,  argentino,  se  presentó  ante  el  Juez  Fe- 
deral en  San  Juan,  esponiendo:  Que  D.  Garlos  Walrrond, 
estrangero,  habia  seguido  ante  el  mismo  juzgado  un  juicio 
sobre  reivindicación  de  unos  terrenos  ubicados  en  e)  departa- 
mento de  Gaucete,  que  muchos  años  antes  le  liabian  sido  ven- 
didos al  esponente  por  D.  Trifon  Gutiérrez.  Que  habiendo 
concluido  ose  pleito,  ordenándose  la  entrega  á  Walrrond  de 
los  terrenos,  era  llegado  el  caso  de  que  se  abonaran  á 
su  representado  las  mejoras  útiles  y  necesarias  que  habia 
hecho  en  ellos. 

Que  trece  años  antes,  cuando  compró  Garrion  esos  terrenos 
eran  completamente  incultos,  quebrados  y  medanosos,  ha- 
biendo hecho  de  ellos  á  fuer7«a  de  un  trabajo  constante 
una  finca  provista  de  agua,  en  una  planicie  completa- 
mente llana,    alfalfada   productiva  y  plantada  de  álamos. 

Invocando  los  arts.  78  y  81  tit.  cDe  los  derechos  reales» 
y  83  c  Del  dominio  de  las  Gosas  > ,  entabló  demanda  contra 
Walrrond,  pidiendo  fuera  condenado  al  pago  de  las  es- 
presadas mejoras  á  tasación  de  espertes  nombrados  por  las 
partes,  con  inclusión  de  los  gastos  y  pensiones  pagadas 
por  Garrion. 

Corrido  traslado,  Watrrond  contestó  que  era  cierto  que 
Garrion  habia  hecho  algunas  mejoras  en  el  fundo  reivin- 
dicado, cuyo  justo  valor  estaba  dispuesto  á  pagar.  Que 
esas  mejoras  eran  :  un  rastrojo  alfalfado  de  30  cuadras, 
el  cercado  del  terreno  con  el  mismo  monte  que  habia 
en  él,  y  algunas  plantas  de  álamo  muy  pequeñas  y  de 
valor  insignificante. 

Que  en  cuanto  al  riego,  Garrion  no  ha  hecho  mas  que 
denunciar  cuarenta  cuadras  de  agua  de  las  cien  que  tiene 
el  fundo,  y  pagar  por  ellas  la  pensión  correspondiente  do 
10  pesos  por  año,  los  cuales  no  son  oMMiq^ue  un  impuesto 
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á  la  producción  mediante  el  cual  Cerrión  ha  usufructado 
la   tierra. 

Ademas  reconvino  á  Garrion  por  el  pago  del  usufructo 
del  fundo,  desde  el  dia  de  la  notiñcacion  de  la  demanda 
sobre  reivindicación,  á  razón  de  400  pesos  anuales,  y 
ademas  500  pesos  por  el  valor  del  monte  que  tenia  el 
fundo,  el  cual  habia  cortado  y  aprovechado  Garrion. 

Pidió  que  tomando  en  consideración  su  contra-demanda 
se   nombrasen   peritos. 

Gorrido  traslado  de  la  reconvención,  Astargo  contestó 
que  era  infundado  el  cargo  por  montes  en  el  terreno, 
pues  cuando  compró  Garrion  lo  único  que  habia  eran  10 
ó  12  matagusanos,  que  ni  para  combustible  sirven.  Que 
en  cuanto  al  arrendamiento,  no  tiene  el  deber  de  pagarlo 
porque  el  pleito  sobre  reivindicación  no  lo  siguió  Garrion 
sino  el  vendedor  Gutiérrez  á  quien  citó  al  saneamiento;  y 
que  de  todos  modos  lo  que  se  cobra  es  exagerado,  y  debe 
también  ser  incluido  en  la  pericia. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  sobre  la  existen- 
cia del  monte  alegado,  y  se  nombraron  peritos,  los  cuales 
avaluaron  en  422  pesos  las  mejoras  hechas  en  el  fundo, 
y  en  445  los  arriendos  y  desmejoras. 


Fallo  del  Su^  de   Seeeloii. 


San  Juan,  Marzo  20  de  1874. 

Vistos:  entre  D.  Andrés  Astargo,  como  apoderado  de  D. 
Sebastian  Garrion,  y  D.  Garlos  Walrrond,  sobre  pago  de 
mejoras  de  un  fundo  que  este  último  ha  reivindicado  por 
sentencia  ejecutoriada;  ooo  lo  alegado  y  probado  en  autos 
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y  mérito  de  la  avaluación  practicada  por  los  peritos  nom- 
brados por  las  partes. 

Y  considerando  especialmente:  te  Que  lá  parte  de  Car- 
rion  como  poseedor  del  fundo  reivindicado  por  Walrrond, 
en  representación  de  los  herederos  de  D.  Juan  Guilles, 
antes  de  hacer  la  entrega  ordenada  por  la  sentencia,  pide 
se  le  abonen  las  mejoras  y  el  mayor  valor  del  terreno 
cuestio^iado,  mediante  la  dotación  del  agua  de  riego  con 
sus  cainales,  acequias,  compuertas  y  demás  trabajos  ne- 
cesarios para  su  cultivo. 

2o  Que  corrido  traslado  á  Walrrond,  contesta  aceptando 
la  demanda,  y  pidiendo  en  consecuencia  el  avalúo  de 
dichas  mejoras  por  medio  de  peritos,  comprendiéndose  en 
la  operación  la  desmejora  que  haya  sufrido  el  fundo  con 
el  corte  del  bosque  que  se  le  ha  hecho  en  parte  por  el 
poseedor  Garrion. 

3o  Que  sobre  este  último  punto,  el  actor  sin  negar  el 
hecho  de  existir  algún  bosque  que  fué  cortado,  se  opuso 
al  precio  fijado  por  Walrrond,  por  considerar  de  ínfimo 
precio  los  árboles  cortados,  y  en  esta  virtud  se  abrió  á 
prueba  la  causa  sobre  este  punto,  sin  que  las  partes  la 
hayan  producido  en  el  tiempo  competente. 

4o  Que  nombrados  los  peritos  por  las  partes,  conforme 
á  la  ley,  estos  por  unanimidad  han  Ajado  el  valor  de  las 
mejoras  y  el  mayor  precio  del  terreno^  con  descuento  de 
la  desmejora  del  mismo,  por  la  cortada  del  bosque,  según 
datos  adquiridos  por  vecinoSf  y  el  valor  del  arrendamiento 
en  cien  pesos  anuales  (informe  de  f.  18). 

5o  Que  son  infundadas  las  razones  espuestas  por  la 
parte  de  Garrion,  para  pedir  la  nulidad  de  la  operación 
de  los  peritos,  pues  la  circunstancia  de  no  haber  con- 
currido uno  de  ellos  al  acto  del  reconocimiento  que  es  la 
mas  importante  6  lo  mas  atendible,  está  esplicada  por  los 
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demás  peritos  en  el  acta  de  F.  20  vta.,  resultando  que  el 
perito  D.  Santos  Diez,  como  vecino  antiguo  de  Caucete 
donde  está  ubicado  el  fundo,  era  conocedor  del  terreno 
en  todos  sus  detalles,  no  siendo  necesaria  su  asistencia 
material  para  formar  su  juicio,  de  acuerdo  con  sus  colegas 
como  lo  hizo,  siendo  por  lo  mismo,  infundada  la  última 
observación  de  Garrion  sobre  el  honorario  que  le  corres- 
ponda á  dioho  perito. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  definitivamente  juzgando, 
y  declaro:  de  conformidad  al  avaluó  pericial  de  f.  18, 
que  D.  Garlos  Walrrond  solo  es  deudor  á  Garrion  del 
saldo  que  arrojan  las  partidas  (ijadas  por  los  peritos,  por  ra- 
zón de  mejoras,  entendiéndose  que  la  partida  sobre  arren- 
damiento, como  frutos  percibidos  por  Garrion,  debe  cal- 
cularse desde  el  dia  en  que  se  hizo  saber  á  este  la  deman- 
da ordinaria  de  Walrrond  basta  el  dia  de  la  entrega  del  fun- 
do, que  se  verificara  á  los  diez  dias  de  la  notificación,  pre- 
vio abono  del  saldo  mencionado,  conforme  á  los  arts.  78 
y  83,  tit.  2o,  lib.  3"",  G.  Givil.  Hágase  saber  y  cada  parte 
pague  sus  costas  y  las  comunes  por  mitad,  pudiendo  el 
actuario  notificar  esta  sentencia  original  fuera  de  la  ofi- 
cina. Agregúense  estos  autos  al  espediente  principal,  pre- 
via reposición  de  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

Habiéndose  elevado  los  autos  por  apelación  de  Garrion, 
la  Suprema  Gorte,  para  mejor  proveer,  ordenó  se  agre- 
gasen los  autos  seguidos  por  D.  Garlos  Walrrond,  contra  D. 
Trifon  Gutiérrez,  sobre  reivindicación  del  fundo  cuyas  me- 
joras cobra  Garrion,  y  no  creyéndose  suficientemente  ilustrada 
con  el  reconocimiento  y  dictamen  pericial  de  primera  ins- 
tancia, mandó  practicar  otro  reconocimiento  y  tasación  de 
todas    las  obras  y  mejoras  hechas  en    la  finca   poseida 
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por  Garrion,   nombrando  al  efecto  á  los  Señores  que  coni' 
ponian  la  Junta  Municipal  del  deparlamento   de  Caucóte. 
El  informe  de  la  Junta  Municipal  tasó  las  mejoras  he- 
chas en  el  fundo  en  seis  mil  diez  pesos  bolivianos. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  17  1875. 

Vistos  y  considerando :  Primero.  Que  reconocido  por  Don 
Garlos  Walrrond,  en  representación  délos  herederos  del  Doctor 
Don  Juan  Guilles,  el  derecho  de  Don  Sebastian  Garrion,  co- 
mo poseedor  de  buena  fé,  al  abono  de  las  expensas  y  me- 
joras cuya  indemnización  reclama,  la  cuestión  que  se  agita 
en  esta  causa  queda  reducida  á  la  avaluación  de  ellas. 

Segundo.  Que  el  nuevo  reconocimiento  y  tasación  que  la 
Junta  Municipal  del  Departamento  de  Gaucéte  ha  hecho,  por 
nombramiento  de  oficio,  contiene  detalladamente  todas  las 
espensas  y  mejoras  que  han  dado  mayor  valor  al  fundo 
reivindicado,  y  el  precio  equitativo  de  cada  una  de  ellas, 
ofreciendo  mas  garantías  de  esactitud  que  la  primera  ava- 
luación, por  esta  razón,  y  por  la  integridad  é  independen- 
cia de  las  personas  que  la  han  practicado. 

Tercero.  Que  no  resultando  probado  en  autos  el  provecho 
que  Don  Sebastian  Garrion  hubiese  obtenido  del  corte  del 
bosque  ^ue  tenia  el  terreno,  no  está  obligado  á  indemnizar- 
lo, porque  solo  en  ese  caso  es  responsable  el  poseedor  de 
buena  fé  de  los  deterioros  que  por  su  hecho  ó  culpa  haya 
sufrido  la  cosa,  conforme  á  lo  dispuesto  por  el  articulo 
ochenta  y  uno,  titulo  de  la  Posesión,  del  Gódigo  Givil. 

Por  estos  motivos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
foja  treinta  vuelta,  y  se  condena  á  Don  Garlos  Walrrond 
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al  pago  á  Don  Sebastian  Garrion,  de  la  cantidad  de  seis 
mil  diez  pesos  bolivianos  á  que  asciende  la  tasación  á  fo- 
ja setenta  y  tres  vuelta,  de  todas  las  espensas  y  mejoras  he- 
chas por  él  en  el  fundo  reivindicado,  con  deducción  del  im- 
porte de  ios  arrendamientos  debidos,  á  razón  de  cien  pesos 
anuales  en  que  fueron  avaluados  por  los  primeros  peritos, 
y  cuya  avaluación  no  ha  sido  reclamada,  contados  desde 
la  fecha  en  que  se  hizo  saber  á  Cerrión  la  demanda  de  rei- 
vindicación, hasta  el  dia  en  que  se  verifíque  la  entrega  del 
fundo.  Satisfechas  en  consecuencia  las  costas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse  los  autos  con  los  traidos  para  mejor 
proveer. 

Salvador  M*  del  Carril. —  José  Bar- 
ros Pazos.— J.  B.  Gorostiaga. — 
J.  Domínguez. 


CÍ1.U8A     L.X.V 


D.  Vicente  Rodríguez,  contra  D.  Andrés  Astargo,  por  entrega 

de  un  fundo^  sobre  liquidación. 

Sumario.  —  Ordenado  por  sentencia  que  el   importe  de 
salarios,    gastos  y  >  productos  de  una  administración    sea 
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determinado  por  peritos  arbitradores,  estos  deben  proceder 
como  tales,   y  no  como  simples  avaluadores. 


Caso.  —  Eq  la  causa  que  D.  Vicente  Rodríguez  siguió 
contra  D.  Andrés  Astargo,  sobre  entrega  de  un  fundo  que 
este  administró,  la  Suprema  Corte  por  fallo  de  4  de  Di- 
ciembre de  1873  mandó  que  tanto  el  salario  del  admi«» 
nistrador,  como  los  gastos  de  administración  y  el  importe  de 
los  productes  del  fundo  fuera  determinado  por  peritos  ar- 
bitradores. 

Las  partes  nombraron  como  tales  á  los  Sres.  D.  Juan 
Valaguer,  D.  Juan  Quineo  y  D.  Instan  Sambrano. 

Quineo  y  Sambrano  avaluaron  los  salarios  y  gastos  en 
1534  pesos  58 1  es.  bolivianos,  y  Balaguer  en  900  pesos, 
presentando  al  Juzgado  sus  operaciones  por  separado. 

Rodríguez  hizo  observaciones  en  contra  de  las  avalua- 
ciones, Astargo  dijo  que  los  peritos  eran  arbitradores,  y 
el  laudo  arbitral  era  el  de  la  mayoría. 


FaUo  del  #ueB  de  fteceion. 


San  Juan,  Mayo  13  de  1874. 

Vistos:  y  considerando  especialmente:  lo  Que  es  in- 
fundada la  oposición  de  Rodríguez  á  que  se  compute  el 
tiempo  corrido  hasta  hoy  en  la  administración  de  la  finca 
por  Astargo,  con  relación  á  sus  honorarios  de  tal,  pues  la 
sentencia  de  la  Corte  Suprema  le  acuerda  implícitamente 
al  último  el  derecho  de  retension,  hasta  que  se  haga  el  pago 
de  su  honorario  y  gastos. 

io  Que  en  cuanto  á  las  demás  partidas  de  la  cuenta  de 
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ios  peritos,  Sambrano  y  Quineo,  es  evidentemeote  excesiva 
tanto  en  los  precios  fijados  en  algunos  articules,  como  en 
el  bajo  precio  de  los  producidos,  no  obstante  estar  pagado 
en  los  autos,  por  el  mismo  Astargo,  precios  diferentias. 
3®  Que  no  es  admisible  la  doctrina  de  Astargo  de  que 
en  este  caso  se  trata  de  un  laudo  arbitral,  porque  si  así 
fuera,  se  habria  sacado  esta  causa  de  su  juez  natural, 
sin  el  espreso  consentimiento  de  las  partes,  lo  que  es  con- 
trario á  la  ley  y  la  Constitución,  y  además  no  puede  en- 
tenderse un  juicio  arbitral  donde  no  han  precedido  las  for- 
malidades exijidas  por  la  ley  de  procedimientos  que  invoca 
esta  parte,  debiendo  entenderse  un  simple  examen  pericial : 
fallo,  de  conformidad  al  art.  152  de  la  ley  de  procedimien- 
tos, declarando  ineñcáz  é  insuficiente  el  dictamen  que  pre- 
cede de  los  peritos  nombrados,  debiendo  las  partes  nombrar 
otros  dentro  de  tercero  dia  para  que  procedan  conforme  á 
derecho.  • 

Morcillo. 


Fallo  de  Ia  Supremfi  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  21  de  1875. 

Vistos  :  considerando  que  con  arreglo  á  la  sentencia  de- 
finitiva pronunciada  en  esta  causa,  tanto  el  salario  del 
administrador,  como  los  gastos  de  adminstracion,  y  el  im- 
porte de  los  productos  de  la  finca  deben  ser  determinados 
por  peritos  arbitradores ;  y  que  contra  la  autoridad  de  la 
cosa  juzgada  puesta  en  ejecución  por  las  partes  en  las 
actas  de  foja  ciento  treinta  y  siete  y  ciento  treinta  y  ocho, 
en  que  nombraron,  según  alli  se  espresa,  peritos  arbitra- 
dores, el  Juez  de  Sección  y  los  peritos    nombrados  han 
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entendido  que  solo  se  trataba  de  una  simple  avaluación 
ó  ^diligencia  pericial,  y  han  procedido  en  este  concepto, 
omitiendo  dichos  peritos  pronunciar  resolución  en  la  for* 
ma  correspondiente;  se  confirma  el  auto  apelado  en  cuanto 
declara  ineficaz  el  dictamen  de  aquellos,  y  devuélvanse  para 
une  se  proceda  al  nombramiento  de  nuevos  peritos  con 
el  carácter  de  arbitradores,  los  que  pronunciarán  su  laudo 
dentro  del  término  que  el  Juez  les  asigne,  y  observando 
las  formas  que  para  tales  juicios  prescriben  las  leyes,  sa- 
tisfáganse las  costas  y  repónganse  los  sellos. 

Salvador  Ms  del  Carril.  —  José  Bar- 
ros Pazos,  — J.  B.  Gorostuga.— 
J.  Domínguez. 


CLAlUSA    L.1LVI. 


D.  Calisto  SosayCon  losSres.  Unzué  ¿  hijos^  sobre  tercería, 


Sumario. — No  mejorándose  la  apelación  dentro  del  tér- 
mino del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso 
á  la  primera  rebeldía  que  acusa  el  apelado. 

T.  vn  22 
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Caso. —  En  los  autos  seguidos  ante  el  Juzgado  Federal 
de  Knire  Rios  por  D,  Galisto  Sosa  interponiendo  tercería 
de  dominio  en  la  cuestión  seguida  por  los  Sres.  Saturnino 
Unzué  é  hijos  contra  D.  Ignacio  A.  Crespo,  habiendo  dicho 
Sres.  Unzué  acusado  rebeldía  por  no  haberse  mejorado  el 
recurso  por  la  parte  de  Sosa,  se  dictó  este 


FaUo  de  lA  Siipremii  €orte< 


Buenos  Aires,  Agosto  26  de  1875. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  catorce  de  la  ley 
de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación,  devuél- 
vanse en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y 
reposición  de   sellos,  por   el  apelante. 

Salvador  M*  del  Carril.—  José 
Barros  Pazos. — J.  B.  Goros- 
TiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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CAUSA   L.X.VII 


D.  Leandro  Matlaldi  con  D.  Enrique  Green  sobre  entrega  de 

mercaderías. 


Sumario. — 1^  Ei  endoso  de  un  conocimiento  que  no  con- 
tiene  la  enunciación  de  valor  recibido  no  transfiere  la  propie- 
dad de  los  efectos. 

2o  Hecha  una  venta  á  plazo,  y  vendidos  á  su  vez  los  efectos 
por  los  compradores,  el  tercero  que  no  les  haya  pagado  el 
precio,  no  tiene  derecho  á  la  entrega,  si  se  opone  el  primer 
vendedor,  máxime  si  los  compradores  han  caido  en  insol- 
vencia. 

3o  El  tercero  se  halla  obligado  á  pagar  el  precio  al  pri- 
mer vendedor,  ó  á  añanzar  su  pago  en  oportunidad. 

4°  El  parentezco  del  Juez  con  los  abogados  de  los  litigantes 
no  es  un  impedimento,  ni  causa  de  recusación  de  las  enume- 
radas en  el  artículo  43  de  la  ley  nacional  de  Procedimientos. 


Caso. — Los  Sres.  Field  y  G^.  vendieron  á  plazo  unos  efec- 
tos á  los  Sres.  Belo  Poulsen  y  G*.  Estando  los  efectos  en 
la  Aduana,  Belo  Poulsen  y  G\  vendieron  por  medio  del 
corredor  Monsegur  los  indicados  efectos  en  16  de  Noviem- 
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bre  de  iSli,  firmando  pagaré  á  seis  meses  desde  lo  de 
Diciembre  de  1874  después  de  la  total  entrega. 

Mattaldi  se  presentó  para  recibir  los  efectos  de  la  Aduana; 
pero  halló  que  estos  estaban  detenidos  por  D.  Enrique  A. 
Green  representante  de  Field  y  G*.  en  razón  de  no  haber 
los  compradores  Belo,  Ponlsen  y  C\  pagado  el  precio  y  ha- 
llarse insolventes. 

Mattaldi  ocurrió  en  27  de  Noviembre  de  1874  al  Juzgado 
de  Sección  pidiendo  la  entrega  de  los  efectos,  y  protestan- 
do contra  Green,  alegó  que  los  efectos  eran  suyos  porque 
el  conocimiento  de  ellos  le  habia  sido  endosado  por  sus  te- 
nedores los  Sres.  Belo,  Poulsen  y  G*.  y  que  él  habia  ya  pa- 
gado el  precio  entregando  los  pagarés  firmados  al  Sr.  Belo. 

Green  se  opuso  á  la  entrega  si  no  se  le  pagaba  ó  se  le 
afianzaba  el  precio,  alegando  que  la  venta  de  Belo  Paulsen 
y  C^.  á  Mattaldi  era  simulada  y  fraudulenta. 


Fallo  del  #aea  de  ftecelon 


Buenos  Aires,  Hayo  13  de  1875. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  U.  Leandro  Mattaldi 
contra  los  Sres.  Green  y  G*.  por  cobro  de  mercaderías  en 
Aduana,  do  que  resulta  : 

lo  Que  los  Sres.  Alfredo  Fíehl  y  G&.  de  Berminghans 
vendieron  y  cargaron  para  los  Srs.  Belo,  Paulsen  y  G*.  de 
esta  ciudad,  las  mercaderías  á  que  se  refiere  el  conoci- 
miento de  f.  1,  estendido  á  favor  de  estos  últimos. 

2^  Qae  en  virtud  de  este  conocimiento,  Belo,  Pausen  y 
G».  vendieron  á  su  vez  á  Mattaldi  por  intermedio  del  Sr. 
Monsegur,  las  mercaderías  dichas,  haciéndoles  el  endoso 
correspondiente  del  conocimiento. 
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S""  Que  al  ir  Mattaldi  á  pedir  su  despacho  en  la  Adua- 
na*, Green  y  Ck  por  los  vendedores  en  Birmigham,  se  opo- 
nen al  despacho,  pretendiendo  que  habiendo  sido  vendida 
á  crédito  la  mercadería  y  no  encontrándose  pagada  y  los 
compradores  en  insolvencia,  no  estaban  obligados  á  la  en- 
trega si  no  se  les  daba  fianza,  ó  sé  pagaba  al  contado. 

Y  considerando :  1^  Que  la  compra-venta  do  la  merca- 
dería á  que  se  refiere  el  conocimiento  se  perfecciona  en  el 
lugar  en  que  fueron  vendidas,  en  Ambers ;  y  se  hizo  alli 
la  entrega  de  las  (mercaderías)  mismas  al  firmarse  y  remitir- 
se el  conocimiento  á  favor  de  Belo,  Paulsen  y  G\  de  con- 
formidad al  inciso  4o,  art.  529  del  Código  de  Comercio;  y 
por  tanto  no  es  el  caso  invocado  de  poderse  resistir  la  en- 
trega al  fiado  por  haber  mudado  notoriamente  la  solvencia 
del  comprador. 

2"^  Que  los  conocimientos  á  la  orden  transfieren  á  la  per- 
sona á  cuyo  favor  se  hacen  los  derechos  y  acciones  que  dá 
el  mismo  (art.  1201 )  entre  los  que  se  encuentra  el  de  pe- 
dir la  prueba  de  la  carga  (artículo  siguiente,  Código  cita- 
do )  y  esta  se  verifica  por  la  descarga  en  Aduana  á  la  orden 
del  portador  del  conocimiento;  y  por  consiguiente,  aun  su- 
poniendo que  no  se  hubiese  hecho  la  entrega  en  Ambers, 
resultaría  verificada  en  esta  ciudad ;  y  por  lo  mismo  ina- 
plicable al  caso  el  artículo  526  del  Código  ya  ^citado  en 
cuanto  habla  de  retener  las  mercaderías,  solo  si  no"se  ofrece 
fianza  por  el  pago. 

Por  estas  consideraciones  fallo  que  se  oficie  á  la  Admi- 
nistración de  Aduana,  ordenando  la  entrega  de  las  merca- 
derías del  conocimiento  de  f.  1.  al  Sr.  D.  Leandro  Mattaldi. 
Repónganse  los  sellos  y  notífiquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarraein. 
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Apelada  por  Green  la  sentencia,  se  suscitó  ante  la  Supre- 
ma Corte  un  incidente  sobre  recusación  de  uno  de  sus 
miembros  por  parentezco  ^on  el  abogado  de  la  parle.  Este 
incidente  fué  resuelto  por  el  siguiente  : 


AUTO  DE  LA  SUPREMA  CORTE. 


Buenos  Aires,  Agosto  28  de  1875. 

Vistos  en  el  acuerdo  para  proveer  á  la  petición  con- 
tenida en  el  otrosi  del  escrito  de  foja  sesenta  y  cuatro,  y 
considerando  que  el  parentezco  del  Juez  con  los  abogados 
de  los  litigantes  no  es  un  impedimento  ni  causa  de  re- 
cusación de  los  enumerados  en  el  articulo  cuarenta  y  tres 
de  la  ley  de  Procedimientos,  no  ha  lugar  á  lo  solicitado. 

Salvador  M.  del  Carril. — José 
Barros  Pazos.  — J.  B.  Goros- 

TIAGA. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  31  de  1875. 

Vistos :  y  resultando :  Primero.  Que  el  conocimiento  de 
foja  primera  aparece  transferido  á  favor  de  Mattaldi  con  fe- 
cha diez  y  seis  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y 
cuatro,  por  medio  de  un  endoso  que  no  contiene  la  enun* 
ciacion  de  valor  recibido.  Segundo,  'Que  esta  misma  fecha 
llevan  los  boletos  de  venta  de  foja  cuatro  y  cinco ;  espre- 
sándose en  ellos  que  la  venta  es  á  seis  meses  de  plazo  des- 
de el  primero  de  Diciembre,  firmando  pagarés  el  compra- 
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^fal  entrega.     Tercero.  Que  la  demanda  de 
fa  en  veinte  y  siete  de   Noviembre  del 
detenidos 'los  efectos  en  la  aduana, 
'^^  de  los  cargadores  Alfredo  Field 
Diciembre  tuvo  lugar  el  compa- 
ro   convocó  á  las  partes  por 
^10  :  que  según  la  cuenta 
Mi,  con   dos  recibos  al 
)mpañia,  en  el  mismo 
.locientos   setenta  y  cuatro 
^  igarés  por  importe  del  precio;  y 
dudoso  del  conocimiento,  no  basta  por 
j  para  trasferir  la  propiedad  de  los  efectos, 
^r  al  tenedor  otro  carácter  que  el  de  mandatario 
.iUosante;  que,  aun  cuando  se  considere  como  verda- 
dera y  eficaz   la  venta,  que  ha  sido  tachada  de  simulada  y 
fraudulenta,  la  consumación    del   contrato  dependia  de  la 
total  entrega  de  los  efectos,  y  esta  no  habia  tenido  lugar 
antes  del  veinte  y  siete  de  Noviembre,  ni  ha-  podido  verifi- 
carse después,   en  razón  del  pleito :  que  sin  entrar  á  con- 
siderar la  legalidad  y  consecuencias  del  hecho  de  firmar  el 
comprador  de  las  mercaderías,  los  pagarés  antes  de  la  total 
entrega^  y  pendiente  una  gestión  judicial  que  la  hacia  dudo- 
sa ;  es  de  tener  presente  que  en  el  juicio  verbal  antes  men- 
cionado, Mattaldi   ofreció'  entregar  los  pagarés  á  la  parte 
de  los  cargadores,  según  se  afirma  sin  contradicción  á  foja 
treinta  vuelta ;  que  en  su  último  escrito  ha  dicho  el  mis- 
mo Mattaldi  con  fecha  cuatro  del  corriente,  que  Don  José 
Belo  es  actual  tenedor  de  aquellos  documentos;  y  que  este 
no  ha  podido  ni  puede  negociarlos  válidamente,  por  las  ra- 
zones espuestas  en  la   última  parte  de  dicho  escrito  para 
negar  á  uno  de  los  socios  el  poder  de  obrar  por  si  solo  á 
uombre  de  la  sociedad  después  de  su  disolución.    Por  estas 
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razones,  y  teniendo  presente  el  estado  actual  de  la  socie- 
dad deudora,  y  la  disposición  del  artículo  veinte  y  cinco,  tí- 
tulo cDe  las  Acciones  Reares9,  Código  Civil,  se  revoca  la  sen- 
tencia apelada,  y  se  declara  que  no  deben  ser  entregados 
los  efectos  de  la  cuestión  á  Mattaldi,  sin  que  previamente 
consigne  el  precio  á  la  disposición  del  Juzgado,  ó  garanta 
suñcientemente  el  pago  en  la  oportunidad  que  el  mismo 
Juzgado  determine.     Satisfechas  las  costas,  y  repuestos  los 

sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M»  del  Carril.  —  José 

Barros  Pazos. — J.  B.  Gorostia- 

6A. — J.  Domínguez. 


CilLueil.  i^iLviii., 


D.  Saturnino  Unzué  é  hijos  con  D.  Ignacio  Crespo^  sobre 

tercería. 


Sumario  —  No  mejorándose  la  apelación  dentro  del  tér- 
mino del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á 
la  primera  rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Caso. — En  la  causa  seguida  ante  el  Juez  Nacional  de 
Entre-Rios,  por  D.  Antonio  Crespo,  interponiendo  tercería 
coadyuvante  en  la  ejecución  seguida  por  los  Sres.  Satur- 
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niño  Unzué  é  hijos  contra  D.  Ignacio  A.  Crespo,  á  escrito 
de  dichos  Sres.  Unzué,  acusando  rebeldía  á  la  parte  de 
Crespo,  por  no  haber  mejorado  el  recurso,  se  dictó  este 


Pullo  4e  la  Suprenm  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  28  de  1875. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  catorce  de  la  ley 
de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación  ;  devuél- 
vanse en  consecuencia  los  autos  previo  pago  de  costas  y 
reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  M'  del  Carril.  —  José  Barro- 
Pazos.  —  J.  B.  GoRosTiAGA.  —  J.  Do- 
mínguez. 
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CülUBül    L.3ILIX. 


D.  Marcelino  Palacios  con  el  Dr.  D,  Ángel  Floro  Costa,  sobre 

cumplimiento  de  un  contrato. 


Sumario.  —  No  acreditándose  una  causal  justa  debe  re- 
chazarse  la  recusación  del  Juez. 


Caso.  —  D.  Marcelino  Palacios  siguió  un  juicio  contra 
el  Dr.  D.  Ángel  Floro  Costa,  sobre  cumplimientu  de  un 
contrato,  juicio  que  fué  fallado  á  favor  del  demandante 
por  el  Juez  de  Sección,  cuya  sentencia  confirmó  con  cos- 
tas la  Suprema  Corte. 

Devueltos  los  autos,  D.  Manuel  de  la  Fuente  apoderado 
de  Palacios,  pidió  y  obtuvo  que  se  mandaran  regular  sus 
honorarios. 

El  Dr.  D.  Salustiano  Zavalía,  nombrado  regulador,  esti- 
mó el  honorario  del  Sr.  de  la  Fuente,  incluso  el  del  letrado 
que  lo  hubiese  dirijido  en  250  fls. 

Hecha  saber  la  regulación,  el  Dr.  Costa,  espuso,  que  no 
se  esplicaba  la  ofíciocidad  del  regulador  al  estimar  el  ho- 
norario de  la  Fuente  y  además  el  del  abogado  que  lo  haya 
dirijido,  cuando  en  los  autos  no  constaba  la  existencia  de 
tal  abogado ;  que  además,  tampoco  estaba  obligado  á  pagar 


DB  aüSTlGU  NACIONAL  3S3 

los  honorarios  del  procurador,  porque  ellos  no  oonsUtuyen 
un  gasto  necesario  sino  de  mera  comodidad ,  y  la  ley  no  lo 
obliga  á  pagar  sino  los  gastos  necesarios  del  proceso,  como 
son  las  costas.  Pidió  al  Juez  que  declarase  que  no  esta- 
ba obligado  á  pagar  los  honorarios  regulados ;  y  que  so 
les  covocase  á  juicio  verbal,  para  arreglar  deflnitivamonto 
este  asunto. 

El  juicio  verbal  tuvo  lugar  en  los  términos  que  consta 
de  la  acta  siguiente : 

c  En  Buenos  Aires,  á  trece  de  Julio  de  mil  ochocientos 
setenta  y  cinco,  comparecieron  ante  su  Señoría,  el  l)r.  I). 
Ángel  Floro  Costa  y  D.  Manuel  de  la  Fuente ;  asi  reunidos 
y  no  pudiendo  arrivar  á  arreglo  posible,  el  Dr.  Costa  re- 
produjo su  escrito,  á  lo  que  contestó  el  Procurador,  que 
creia  justa  la  regulación  y  que  él  mismo  había  sido  abo« 
gado  en  la  ejecución  y  se  creia  acreedor  al  importe  do  asa 
regulación  en  su  doble  carácter  de  procurador  y  autor  de 
los  escritos  que  se  hablan  regulado.  El  Dr.  Costa  recus^i 
in  totum  al  Sr.  Juez  por  haber  prejuzgado  en  los  inciden- 
tes á  resolver,  haciendo  ostensiva  la  recusación  en  ki  prin* 
cipal.  Su  Señoría  no  hizo  lugar  á  la  recusación,  tanto 
porque  no  ha  hecho  afirmación  alguna  sino  una  mera  pre- 
gunta, como  porque  procedía  en  juicio  y  no  fuera  de  juicio 
y  llamó  autos ;  doy  fé  como  da  que  aa  manda  refoner  el 

sello. 

/.  Albarraeín.^A.  Floro  Cúita,-^ 

M.  F.áeU  FimU. 
Ante  mí,        /km  K$$o. 

Notificado  el  Dr.  Gwta,  esposo,  que  el  Juzfsdo  oo  babia 
podido  rechazar  de  piano  la  re^;usa¿íoo,  fK^rque  b  ley  oo 
se  lo  pemltla  toando  se  al^faba  una  eanaal^  de  be  eot^ 
tm  U  ]ej  ¿t  Pfvee^  fi;íef»tof  )  qoe  el  kJkr  al^;^- 
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Caso. —  En  ]os  autos  seguidos  ante  el  Juzgado  Federal 
de  Kntre  Rios  por  D,  Galislo  Sosa  interponiendo  tercería 
de  dominio  en  la  cuestión  seguida  por  los  Sres.  Saturnino 
Unzué  é  hijos  contra  D.  Ignacio  A.  Crespo,  habiendo  dicho 
Sres.  Unzué  acusado  rebeldía  por  no  haberse  mejorado  el 
recurso  por  la  parte  de  Sosa,  se  dictó  este 


Fililí»  4e  1»  Suprema  Corte* 


Buenos  Aires,  Agosto  26  de  1875. 

Por  lo  que  resulla  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  catorce  de  la  ley 
de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación,  devuél- 
vanse en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y 
reposición  de   sellos,  por   el  apelante. 

Salvador  M*  del  Carril. —  Josa 
Barros  Pazos. — J.  B.  Goros- 
TiAGA.  ^  J.  Domínguez. 
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cavbjl  r<x.vii 


D.  Lsandro  Mattaldi  con  D.  Enrique  Green  sobre  entrega  de 

mercaderías. 


Sumario. — 1^  El  endoso  de  un  conocimiento  que  no  con- 
tiene la  enunciación  de  valor  recibido  no  transfiere  la  propie- 
dad de  los  efectos. 

2o  Hecha  una  venta  á  plazo,  y  vendidos  á  su  vez  los  efectos 
por  los  compradores,  el  tercero  que  no  les  haya  pagado  el 
precio,  no  tiene  derecho  á  la  entrega,  si  se  opone  el  primer 
vendedor,  máxime  si  los  compradores  han  caido  en  insol- 
vencia. 

3o  El  tercero  se  halla  obligado  á  pagar  el  precio  al  pri- 
mer vendedor,  ó  á  afianzar  su  pago  en  oportunidad. 

i^  El  parentezco  del  Juez  con  los  abogados  de  los  litigantes 
no  es  un  impedimento,  ni  causa  de  recusación  de  las  enume- 
radas en  el  articulo  43  de  la  ley  nacional  de  Procedimientos. 


Caso. — Los  Sres.  Field  y  G^.  vendieron  á  plazo  unos  efec- 
tos á  los  Sres.  Belo  Poulsen  y  G^  Estando  los  efectos  en 
la  Aduana,  Belo  Poulsen  y  C\  vendieron  por  medio  del 
corredor  Monsegur  los  indicados  efectos  en  16  de  Noviem- 
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El  último  de  ellos  es  una  cuenta  corriente  entre  Lezica 
y  Lanús  y  el  General  D.  Dionisio  Puch,  con  un  saldo  á 
favor  de  éste  para  el  31  dé  Mayo  de  1873  de  45,000 
libras  esterlinas. 

Al  practicar  el  reconocimiento,  el  Sr.  D.  Ambrosio  P. 
Lezica,  espuso  :  que  al  General  Puch  habia  entregado  un 
pagaré  que  vencia  en  Diciembre  de  1875,  por  el  valor 
de  la  cuenta  corriente ;  y  por  el  cual  habia  recibido  12,000 
pesos  fuertes  el  albacea  de  dicho  General  por  intermedio 
del  Sr.  Ministro  Dr.  Pardo. 

Con  este  reconocimiento,  D.  Carlos  Montes  por  D.  Fe- 
derico Puch,  espuso:  Que  entre  los  documentos  recono- 
cidos ñguraba  una  cuenta  corriente,  de  la  que  resultaba 
que  Lezica  y  Lanús  adeudaban  á  su  poderdante,  45,000 
libras  esterlinas,  por  cuya  suma  pidió  se  dictara  auto  de 
solvendo. 

Pullo  úéí  Juem  de   Secelim. 

Buenos  Aires,  Junio  20  de  1875. 
Como  se  pide. 

Álbarracin. 

Notificados  los  deudores,  D.  Juan  Lanús  se  presentó 
esponiendo  que  se  veia  en  el  caso  de  apelar  del  auto  de 
solvendo  por  las  siguientes  razones: 

1&  Porque  habian  obtenido  moratorias  del  Juzgado  de 
Comercioi  como  antes  lo  habia  significado  al  Juzgado,  y 
dado  este  antecedente  no  podian  continuarse  el  juicio  eje- 
cutivo. 

2a  Porque  el  reconocimiento  de  la  firma  puesto  en  la 
cuenta  corriente,  no  le  daba  un  carácter  ejecutivo  puesto 

que  habian  manifestado  que,  por  esos  valores  habian  entre- 

> 


K 
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gado  un  pagaré  qne  no  estaba  vencido  y  ademas  habiaa 
dado  una  suma  de  dinero  á«  cuenta. 

En  un  otrosí  dijo  que,  no  pudiendo  en  ese  momento 
acompañar  el  poder,  pedia,  por  la  urgencia  del  casoí  que 
el  escribano  Lagos  certificase  sobre  su  existencia. 

El  juzgado  ordenó  que  se  espidiera  el  certificado  pedido 
y  fecho  volviera  para  proveer  en  lo  princial. 

Al  dia  siguiente  el  mismo  D.  Juan  Lanús  espuso,  que 
en  su  escrito  anterior  habia  pedido  al  juzgado  que  se  de- 
clarase incompetente  para  seguir  conociendo  en  la  causa, 
por  existir  formado  el  juicio  de  concurso  ante  la  jurisdic- 
ción provincial,  en  el  que  se  habian  acordado  á  Lezica  y 
Lanas,  moratorias  para  el  pago  de  sus  deudas.  Que  ahora 
acompañaba  un  certificado  que  atestiguaba  el  hecho  de  las 
moratorias,  y  podia  en  su  virtud  y  en  cumplimiento  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  12,  inc.  1^  de  la  ley  sobre  jurisdicción 
y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  se  resolviese 
conforme  á  lo  solicitado  en  el  escrito  anterior. 

El  juzgado  ordenó  se  reservase  hasta  que  se  produjera 
la  certificación    sobre   el    poder,  ordenada  anteriormente. - 

Habiendo  vencido  el  término  de  tres  días  acordado  para 
el  pago  en  el  auto  de  solvendo,  el  apoderado  de  Puch  pi- 
dió se  librara  mandamiento  en   forma. 

£1  juzgado  proveyó  de  conformidad,  fecha  diez  de  Julio. 

Con  fecha  13  del  mismo  D.  Juan  Lanús  presentó  el  po- 
der que  habia  invocado  anteriormente,  el  cual  pidió  se  le 
devolviera  por  ser  general  y  necesitarlo  para  otros  asuntos. 

El  juzgado  resolvió  lo  siguiente  : 

Buenos  Aires,  Julio  14  de  1875. 

Téngasele  por  parte  en  mérito  del  poder  exhibido,  que  se 
devolverá  previo  certificado  de  sus  cláusulas,  debiendo  esta 
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parte  constituir  domicilio  legal  en  el  acto  de  la  notifica- 
ción. Respecto  al  recurso  de  apelación,  no  siendo  apelable  el 
auto  de  sol  vendo,  no  ha  lugar :  y  respecto  á  las  moratorias 
concedidas  no  siendo  la  oportunidad  de  ser  oido  el  ejecu- 
tado, no  ha  lugar. 

Albarracin. 

Con  fecha  16  del  mismo  mes,  Lanús  se  presentó  ante 
la  Suprema  Corte  en  recurso  directo,  por  la  apelación  de- 
negada. Dijo  que  el  juez  para  negar  la  apelación  se  habia 
fundado  en  que  el  auto  de  solvendo  no  era  apelable,  y  en 
que  no  habia  llegado  la  oportunidad  de  oponer  excepciones. 
Que  en  este  caso  no  se  trataba  de  una  escepcion  especial 
al  juicio  ejecutivo,  que  solo  podría  oponerse  después  de  la 
citación  de  remate,  sino  de  un  punto  sobre  jurisdicción  y 
competencia  que  no  obedecia  á  las  reglas  del  procedimiento 
sino  que  estaba  establecido  por  una  ley  especial.  Que  esta 
era  una  cuestión  que  debia  resolverse  inmediatamente  des- 
pués de  deducida,  porque  fundándose  en  nuestras  leyes 
fundamentales  que  establecen  la  organización  de  los  dife- 
rentes Tribunales,  aquellas  quedan  afectadas  por  el  mero 
hecho  de  que  un  Juez  Nacional  siga  entendiendo  en  un 
asunto  cuya  jurisdicción  las  leyes  jenerales  confieren  á  los 
Tribunales  de  Provincia. 

Pidió  que  se  librase  oficio  del  Juez  de  Sección  para 
que  informara  con  remisión  de  los  autos,  y  encontrándose 
fundado  el  recurso,  revocara  el  auto  del  Juez  de  Sección 
y  ordenara  remitir  el  espediente  al  Juzgado  de  1&  Instancia 
en  que  estaba  radicado  el  juicio  principal  de   moratorias. 

Con  el  informe  del  Juez  de  Sección,  la  Suprema  Corte 
declaró  procedente  el  recurso  y  pidió  los  autos. 
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Fiill«  4e  1»  SnpreHuí  Carie. 


Buenos  Aires,  Agosto  31  de  1875. 

Vistos :  considerando  que  el  efecto  de  la  moratoria  es,  se- 
gún el  artículo  mil  setecientos  cuarenta  y  tres  Código  de  Co- 
mercio swpendér  todas  las  ejecuciones  iniciadas,  así  como  la 
obligación  de  pagar  las  deudas  puramente  personales  del 
que  la  ha  obtenido ;  que  la  suspensión  debe  tener  lugar  en 
en  el  estado  en  que  las  ejecuciones  se  encuentren,  y  se 
procedería  contra  esta  disposición,  si  se  continuasen  los 
trámites^  como  se  pretende,  hasta  la  citación  de  remate; 
que  conste  por  el  certificado  de  foja  noventa  y  cinco  que 
los  ejecutados  Lezica  y  Lanús  han  obtenido  moratorias  por 
un  término  que  aun  no  ha  vencido;  que  el  crédito  es  pura- 
mente personal  y  no  se  halla  comprendido  entre  los  escep- 
tuados  por  la  ley,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  ciento  una 
vuelta,  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Salvador  M*  del  Carril. — José  Bar- 
ROS  Pazos. — J.  B.  Gorostiaga. — J. 
Domínguez. 


T.  VIL  23. 
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CAUSA     LXILI. 


D.  Juan  Marmonget  contra  D.  Manuel  Fernandez^  sobre 

cobro  de  pesos. 


Sumario. —  Las  partidas  de  una  cuenta   reconocidas  al 
absolver  posiciones,  deben  declararse  de  le^timo  abono. 


Caso. — D.  Juan  Marmonget,  extranjero,  se  presentó  ante 
el  Juzgado  Nacional  de  la  Rloja,  esponiendo  que  D.  Ma- 
nuel Fernandez,  argentino,  le  era  deudor  de  827  ps.  %  real 
boliviano  por  saldo  de  la  cuenta  que  presenta,  cuya  deu- 
da procedia  en  parte  de  beneficio  de  metales  que  por  con- 
venio verbal  le  había  hecho  en  los  años  1872  y  1873,  de- 
l)iendo  Fernandez  abonarle  dos  pesos  por  cada  marco' de 
barra  ó  pina  de  plata  que  le  entregase  beneficiada,  parte  de 
algunos  objetos  que  le  habia  facilitado,  y  parte  de  su  trabajo 
personal  desde  el  9  de  Diciembre  de  1873  hasta  el  25  de 
Marzo  de  1874,  á  razón  de  50  ps.  mensuales.  Que  no  ha- 
biendo podido  obtener  extrajudicialment^  el  pago  del  refe- 
rido saldo,  se  veia  en  la  necesidad  de  demandarlo.  Pidió 
que  el  referido  Fernandez  fuera  condenado  á  pagar  la  suma 
espresada,  con  mas  las  costas,  costos,  daños  y  perjuicios. 
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Acompañó  á  la  demanda  la  cuenta  á  que  se  hace  refe- 
rencia. 

Corrido  traillado,  D.  Manuel  Fernandez  contestó  que  la 
cuenta  presentada  por  el  demandante  era  falsa  en  todas  sus 
partes;  que  negaba  la  suma  que  se  le  cobraba,  porque  no 
la  debía.  Pidió  se  rechazara  la  demanda  con  espresa  con- 
denación en  costas. 

Con  la  prueba  producida,  se  dictó  este  : 


Vall«  4cl  Juea  d«  •••eioii. 


Rioja^  Hayo  11  de  1875. 

autos  y  vistoSf  los  seguidos  entre  D.  Juan  Marmonget  y 
D.  £nrique  Barros,  como  apoderado  de  D.  Manuel  Fernan- 
dez sobre  cobro  de  pesos ;  con  el  mérito  que  ellos  sumi- 
nistran y  considerando :  I""  Que  de  la  confesión  del  deman- 
dado en  las  posiciones  de  f.  27  en  la  tercera  y  sesta  pregunta, 
y  de  la  cuenta  que  este  ha  presentado  corriente  á  f.  18 
hasta  21 ,  resulta  plenamente  comprobada  la  existencia  y  le- 
gitimidad de  las  partidas  de  data  de  la  cuenta  de  f.  4  que 
figuran  bajo  los  números  1,  2,  3,  4,  5  y  17  ;  2''  Que  de  di- 
chos documentos  resulta  igualmente  justificada  la  existen- 
cia del  órédito,procedente  de  las  partidas  de  data  de  la  cuenta 
enunciada,  en  los  números  14,  16  y  18,  con  la  diferencia 
de  valor  en  cada  una  de  ellas  que  le  ha  sido  reconocido  por 
el  demandado ;  3''  Que  el  demandante  ha  desconocido  en 
las  posiciones  de  f.  28  la  partida  de  cargo,  valor  de  cuarenta 
y  dos  pesos  que  aparece  sentada  á  su  favor  en  la  cuenta  de 
f.  18,  con  fecha  13  de  Diciembre  de  1871 ;  por  cuya  razón 
no  se  ha  de  computar  su  valor  en  la  liquidación  general  que 
se  practique ;   4""  Que  consta  legalmente  por  confesión  de 


332  FALLOS  DE  LA   SUPREMA  CORTE 

Fernandez  en  la  pregunta  quinta  de  las  posiciones  de  f.  27, 
(a  entrega  de  la  cantidad  de  marcos  de  plata  en  barra  y  pina, 
beneficiados  por  el  demandante  que  figuran  bajo  las  parti- 
das 7,  8,  9,  10  y  12  de  la  espresada  cuenta  de  f.  4;  5» 
Que  habiendo  reconocido  el  Sr.  Fernandez,  contestando  á 
la  tercera  y  cuarta  pregunta  de  las  espresadas  posicioneSi 
que  habia  celebrado  un  convenio  con  el  demandante  Mar- 
monget,  de  abonarle  dos  pesos  por  cada  marco  de  plata  que 
le  entregara  beneficiado,  es  responsable  del  valor  del  trabajo 
que  representa  dicha  entrega  (arts.  135  y  136,  tít.  G"*, 
sec.  3>,  lib.  2^,  G.  G. )  por  no  haber  justificado  la  escepcion 
que  opuso  de  que  ella  tuvo  lugar,  después  de  haberse  hecho 
novación  de  dicho  contrato  por  acuerdo  mutuo  de  ambos,  ó 
lo  que  es  lo  mismo,  que  cuando  se  beneficiaron  los  metales 
y  se  hizo  su  entrega,  habia  tomado  á  su  servicio  al  deman- 
dante, abonándole  la  cantidad  de  dneuenta  pesos  mensuales, 
arto.  2  y  12¿  tft.  2o,  sec.  la,  lib.  2o,  C.  G. ;  G"»  Qué  el  de- 
mandado ha  reconocido  tener  á  su  servicio  personal  al  de- 
mandante, el  número  de  dias  en  los  meses  de  Diciembre 
de  1873  y  Febrero  de  1874  que  figuran  en  las  partidas  20 
y  21  de  la  cuenta  del  demandante  á  razón  de  cincuenta  pe- 
sos mensuales ;  7^  Que  el  demandante  Marmonget ,  no  ha 
justificado  las  demás  partidas  de  la  data ;  8^  y  consideran- 
do por  otra  parte :  Que  el  demandante  ha  reconocido  en  las 
diligencias  de  fs.  28  y  29  todas  las  partidas  de  data  de  la 
cuenta  de  fs.  18, 19,  20  y  21,  presentadas  por  el  demandado 
Fernandez  con  escepcion  délas  partidas  siguientes :  1872, 
Febrero  14,  á  Victoriano  Espinosa,  abonado  diez  pesos  {\0f); 
Hayo,  dos  varas  tela  alambre,  3  pesos.  (Esta  partida  se  ha- 
lla descargada  en  la  misma  cuenta);  Hayo,  cuatro  onzas 
litargirio,  4  reales;  Julio  9,  veinte  y  cinco  libras  cobre,  18 
pesos  6  reales.  1873,  Setiembre  3,  por  tiradillos,  8  pesos. 
( Esta  partida  queda  reducida  á  4  pesos  por  haberse  deseo- 
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nocido  la  mitad  de  su  valor);  Diciembre  13,  dos  pañue- 
los de  algodón,  4  reales  (se  ha  descargado  el  valor  de  uno 
por  falta  de  entrega);  Diciembre  13,  un  sombrero,  3  pesos 
4  reales  (se  encuentra  igualmente  descargado  por  la  misma 
causa  que  se  espresa  en  la  partida  anterior).  Por  estos  fun- 
damentos, definitivamente  juzgando,  fallo  y  declaro :  que 
condeno  á  D.  Manuel  Fernandez  al  pago  del  saldo  liquido  que 
resulte  en  su  contra  de  la  liquidación  que  debe  practicarse 
con  arreglo  á  las  bases  consignadas  en  los  considerandos 
que  preceden,  sin  especial  condenación  en  costas  y  hágase 
saber. 

Mardoqueo  Molina. 
Habiendo  apelado  las  dos  partes,  se  dictó  el  siguiente : 

falto  de  ta  Saprcm»  Corto. 

Boenos  Aires,  Setiembre  2  de  i875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado 
de  fojas  treinta  y  siete  vuelta  ;  satisfechas  las  costas  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril. — José 
Barros  Pazos.  — J.  B.  Goros- 

TIAGA.— J.   DOMINGÜZEZ. 
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CAUSüi  L.'JK.XII. 


D.  Juan  Fajardo^  contra  D.  Tomás  Cavieces^  por  cobro  de 

puo$i  sobre  condenación  en  costas. 


Sumario.  —  lo  No  procede  la  condenación  en  costas, 
cuando  ha  habido  justa  causa  ¡para  oponerse  á  la  demanda. 

%o  La  justa  causa  de  oposición  existe  desde  que  la 
suma  acordada  por  la  sentencia  al  actor  es  menor  que  la 
demanda. 


Caso. — D.  Juan  Fajardo  demandó  á  D.  Tomás  Cavieces 
para  que  fuera  condenado  á  pagarle  la  suma  de  40,825 
pesos  por  salvatajé  del  buque  c  Armonía  del  Tuyú  >  de  pro- 
piedad del  segundo,  que  habia  naufragado  á  inmediaciones 
de  la  Ensenada. 

La  cuenta  presentada  por  Fajardo  se  componia  de  varias 
partidas  por  la  prima  convenida,  tercera  parte  del  dinero 
salvado,  gastos  de  tripulación,  daños  y  perjuicios  y  estadías. 
El  actor  advirtió  que  del  importe  de  esta  cuenta,  ó  sea 
de  los  40.825  pesos  pedidos,  debia  deducirse  la  suma  de 
3000  pesos  recibidos  ya  de  Cavieces. 
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Falto  del  Jlvea  de  0eeeloii. 

Buenos  Aires,  Julio  23  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  Fajardo,  contra 
D/  Tomás  Gavieces,  por  cobro  del  premio  de  salvataje 
del  buque  c Armenia  del  Tuyú»  y  su  carga,  de  que  resulta: 

I""  Que  habiendo  naufragado  el  buque  c Armonía  del 
Tuyú»  en  las  inmediaciones  de  la  Ensenada,  en  viaje  del 
Sud  á  esta  capital,  en  Elnero  del  corriente  año,  se  convino 
por  su  propietario  y  dueño  D.  Tomás  de  Gavieces  su 
salvamento  con  D.  Juan  Fajardo,  estipulándose  que  por 
premio  de  salvamento  pagaría  su  propietario  9000  $  m/c. 
por  el  buque,  20  por  cada  bolsa  de  lana,  5  por  cada 
cuero  vacuno  y  1  p.  m.  por  cada  cuero  iiftiar  (documento 
foja  1). 

2®  Que  en  ejecución  de  ese  contrato.  Fajardo  se  tras- 
ladó con  su  buque  al  lugar  del  siniestro  y  después  de  al-< 
gunos  dias  de  trabajo  consiguió  poner  á  flote  el  buque 
sumerjido  y  con  él  la  carga  que  traía  consistente  en  las 
partidas  1^  á  la  quinta  inclusive  de  la  cuenta  de  f.  i  y 
el  dinero  y  equipaje  de  un  marinero  á  que  se  refieren  la 
6*,  7*  y  8a  de   la  misma  cuenta. 

3^  Que  en  vista  de  esto  y  de  no  haberlo  pagado  una 
vez  reclamado  el  importe,  Fajardo  lo  demandó  judicialmente 
con  mas  los  perjuicios  que  estima  en  las  partidas  9*  y  lOs. 

4^  Que  corrido  trar^ado  de  la  demanda,  Gavieces  negó 
la  cantidad  de  la  carga  salvada,  y  alegó  ademas,  que 
habiendo  sido  salvado  el  buque  con  auxilio  del  c Jorge», 
su  capitán  Molinari  tiene  mejor  derecho  que  Fajardo,  y 
que  no  le  pagaría  sino  cuando  ofreciera  responsabilizarse 
por  el  salvataje  que  pudiera  cobrar  Molinari. 
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5<»  Que  el  Jugado  mandó  recibir  á  prueba  la  causa 
sobre  justificación  de  las  partidas  de  f.  1 ,  desde  la  pri- 
mera hasta  la  sesta  inclusive,  y  sobre  esta  «e  ha  producido 
la  de  los  testigos  Enrique  Laski  á  f.  43,  Antonio  Kavichi 
á  f.  4r8  y  Guillermo  Hunter  á  f.  49;  que  contestando  á  la 
2*  pregunta  del  interrogatorio  de  f.  42,  contestan  unifor- 
memente que  las  partidas  contenidas  en  la  cuenta  de  f.  1, 
fueron  salvadas  y  entregadas  á  Molinari  para  traerlas  á 
la  Boca,  sosteniendo  dos  de  ellos  que  los  cueros  lanares 
eran  en  mayor  cantidad.  Que  los  mismos  testigos  depo- 
nen que  les  consta  el  salvamento  del  dinero  y  de  una 
caja  de  marinero  conteniendo  libras  esterlinas  y. que  de 
oídas  saben  que  el  monto  del  valor  de  los  billetes  era  de 
19.000  $  m/c,  al  absolver  las  preguntas  3^  y  4^  del  in- 
terrogatorio de  f,  46. 

Y  considerando:  1°  Que  nadie  puede  proceder  válida- 
mente á  hacer  el  salvataje  de  un  buque,  sino  el  que  tenga 
el  consentimiento  espreso  del  capitán  ó  el  que  haga  sus 
veces  (art.  1443,  Código  de  Comercio),  y  no  habiéndose  afir- 
mado por  Cavieces  que  el  capitán  del  cJorge»  Molinari, 
lo  tuviese,  debe  concluirse  que  solo  Fajardo  lo  tenia  como 
consta  del  contrato,  y  podia  por  tanto  únicamente  obligar 
al  dueño  por  el  premio  de  salvamento. 

2o  Que  de  las  declaraciones  de  los  testigos  Enrique  Sacki 
f.  47,  Antonio  Cavíche  f.  48  y  Guillermo,  Hunter  f.  49, 
contestando  uniformemente  á  la  2*  pregunta,  consta  que 
Molinari  con  el  c Jorge»  fueron  enviados  por  el  mismo  Cavie- 
ces para  ausiliar  el  salvataje  confiado  á  Fajardo  y  por  tanto 
no  puede  este  pretender  premio  ó  salario  de  salvamento. 

3"^  Que  el  salvataje  se  verifica  y  nace  el  derecho  al 
salario  de  asistencia  tan  luego  como  el  buque  y  carga 
conjunta  ó  separadamente  son  repuestas  en  aUa  ímt  con- 
ducidos á   buen  puerto  (art.  1463  Código  Gom.)  es  decir 
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en  estado  de  continuar  la  navegación,  y  consta  por  lá 
prueba  testimonial  que  la  c  Armenia  del  tuyúi  como  su 
cargamento  fueron  entregados  en  ese  estado  á  Molinari 
para  que  los  llevase  como  los  llevó  á  la  Boca  del  Riachuelo. 

4o  Que  procediendo  Molinari  al  recibo  del  buque  y 
carga  salvada,  como  encargado  por  Gavieces,  y  habiéndose 
ratificado  este  en  el  encargo,  por  el  hecho  de  aceptar  el 
depósito  de  la  carga  averiada  y  no  haber  negado  esle  ca- 
rácter en  su  contestación  á  la  demanda,  se  debe  por  salva- 
taje,  de  conformidad  al  contrato  de  f.  f  y  art.  4463  citado, 
lo  que  resulte  salvado  en  el  momento  de  poner  el  buque 
en  alta  mar  ó  en  estado  de  continuar  su  navegación. 

5o  Que  aunque  la  parte  de  Gavieces  niega  haber  re- 
cibido mas  efectos  que  los  que  se  espresan  en  el  recibo 
de  los  barraqueros  Rivera  é  hijos  de  f.  10  y  este  recibo  se 
halla  conforme  con  los  asientos  de  los  libros  de  dichos 
barraqueros  á  f.  74,  según  la  verificación  practicada  por  el 
actuario,  no  habiéndose  alegado  ni  probado,  que  no  se  habia 
descargado  en  otra  barraca  ó  buques,  ni  menos  que  eso 
fuera  lo  únicamente  recibido  en  el  niomento  del  salvataje, 
ha  de  estarse  á  la  prueba  testimonial  á  falta  de  otra  po- 
sible en  esas  circunstancias. 

6o  Que  por  esto  se  justifica  como  consta  del  5o  resul- 
tando las  partidas  desde  la  primera  hasta  la  '  quinta  in- 
clusive, que  arregladas  á  los  precios  de  salvamento'  del 
contrato  hacen  un  total  de  11.000  t  m/c. 

7o  Que  no  estando  especificado  en  el  contrato  que  se 
baria  gratis  el  salvamento  de  los  demás  valores  que  pudieran 
haber  á  bordo,  y  no  habiéndose  negado  por  otra  parte  el 
premio  de  salvamento  por  el  dinero  en  billetes  encontra- 
dos, se  debe  por  este  el  que  sea  usual,  que  lo  es  en  este 
puerto  de  una  tercera  parte  del  valor  que  en  el  caso 
ocurrente  seria  el  de  6383  $  m/c.  por  cuanto  los  testigos 
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dichos  comprueban  ese  salvamento  y  la  cantidad  no  ha  sido 
negada  y  antes  por  el  contrario  está  certiñcado  por  las 
declaraciones  de  los  tres  testigos  mencionados. 

8o  Que  tratándose  por  parte  de  Gavieces  de  pagar  una 
suma  de  dinero  por  salvamento,  solo  puede  ser  compelido 
al  pago  de  los  intereses  ( art.  225  Gód.  Gom. )  pero  no 
á  indemnizar  como  lo  pretende  Fajardo  estadías  por  el 
pontón  y  sueldos  y  gastos  de  tripulación  y  salario  de  buzos. 

Por  estas  consideraciones  :  fallo  que  D.  Tomás  Gavieces 

pague  á  D.  Juan  Fajardo  á  los  diez  dias  de  notificado  la  suma 

de  14.333  ^  m/c.    deducidos  como  quedan  los  3000  que 

confiesa  haber  recibido  Fajardo  y  sus  intereses  legales  desde 

el  dia  de  la  demanda.  Repónganse  los  sellos  y  notifíquese 

con  el  orijinal. 

Isidoro  Albarracin^ 

« 

Fajardo  apeló  de  esta  sentencia,  por  no  haberse  conde- 
nado á  Gavieces  en  las  costas    del  juicio. 


Fulto  de  lii  Saprema  Cmwtm 

Buenos  Aires,  Setiembre  4  de  1875. 

Vistos :   resultando    que  la  demanda  fué   deducida   por 

una  suma   mucho  mayor  que  la  que  acuerda  la  sentencia, 

y  que  por  consiguiente  el  demandado  ha  tenido  razón  para 

oponerse  en  parte,  se  confirma  la  mencionada  sentencia  cor-> 

respondiente  á  foja  setenta  y  cinco,  en  cuanto  no  condena 

en  costas  al  demandante-,  satisfechas  estas  y  repuestos  los 

sellos,  devuélvanse. 

Salvador    M*  del  Garril.  —  Josa 

Barros  Pazos. — J.  B.  Gorostiaga. 

— ^J.  Domínguez. 
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GAUSJl   I^1L3L1II. 


D,  Andrés  Ástargo^  contra  D.  Eleuterio  Fernandez^  sobre  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios. 


Sumario, — lo  En  las  cansas  por  indemnización  de  daños 
y  perjuicios  debe  primeramente  inquirirse  la  existencia  real 
de  estos,  y  en  seguida  apreciarse  la  naturaleza  de  los  hechos 
que  los  causaron,  y  la  responsabilidad  legal  de  sus  autores, 

2^  El  arrendatario  ó  subarrendatario  de  un. inmueble  no 
tiene  derecho  para  retenerlo  un  solo  dia  después  de  ven- 
cido el  contrato  de  arriendo,  y  por  consiguiente  no  puede 
reclamar  como  perjuicio  ó  daño  propio  el  valor  de  los  frutos 
posteriores. 

3o  El  depositario  de  caballos  ajenos  sacados  de  su  cus- 
todia, no  puede  cobrar  el  valor  de  aquellas,  como  suyo, 
ni  sin  poder  bastante  de  los  dueños. 

4o  No  procede  el  reclamo  del  valor  de  unos  muebles 
si  no  consta  que  hayan  sido  negados  por  el  que  los  tiene  6 
hayan  sido   devueltos  con  faltas  y  deterioros. 


Caso.— El  caso  que  motivó  este  juicio  se  halla  suficien- 
tente  esplicado  en  el 
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Falle  del  Jlaem  de  Seecieii. 


San  Juan,  Mayo  28  de  1875. 

Vistos  :  entre  D.  Andrés  Astargo  y  D.  Eleuterio  Fernandez 
por  daños  y  perjuicios  procedentes  del  despojo  violento 
ejecutado  por  el  segundo  durante  el  dominio  de  la  rebelión^ 
de  un  fundo  ocupado  por  el  primero  y  de  otros  objetos 
muebles  de  su  propiedad,  con  lo  alegado  y  probado  por 
ambas  partes  y  considerando  por  el  mérito  de  los  autos: 

1^  Que  el  hecho  principal  en  que  Astargo  funda  su 
demanda  consiste  en  que  Fernandez  siendo  subdelegado 
del  departamento  de  Desamparados,  al  servicio  de  la  rebelión  . 
que  imperaba  en  Noviembre  último  en  la  Provincia,  se 
presentó  el  dia  25  del  mismo  mes,  en  el  fundo  que  como 
subarrendatario  ocupaba  entonces,  y  le  intimó  orden  del 
Gobierno  rebelde  para  salir  inmediatamente  de  alH,  como 
lo  hizOi  apoderándose  de  sus  muebles  propios  después  de 
falsear  las  puertas,  llevándose  seis  caballos  qua  tenia  en 
pastos  en  la  finca;:  por  todo  16  que  y  mediante  la  estimación 
que  hace  de  los  perjuicios  causados,  le  cobra  la  suma  de 
mil  ciento  diez  y  teis  pesos  bolivianos  con  las  costas  del  juicio. 

2®  Que  por  su  parte  el  demandado  esplicando  los  hechos 
contesta :  que  siendo  subdelegado  de  Desamparados,  cuando 
en  Noviembre  tué  dominada  la  Provincia  por  las  fuerzas 
rebeldes,  continuó  en  el  desempeño  de  su  puesto  sin  po- 
nerse al  servicio  de  la  misma;  y  solo  con  el  propósito  de 
salvar  con  su  presencia  y  carácter  ^1  departamento,  de 
los  males  que  le  traería  la  situación.  Que  recibió  orden 
directa  del  Gobierno  rebelde  para  intimar  á  Astargo  el  de- 
salojo del  fundo  que  ocupaba  de  propiedad  de  un  Morales, 
y  que  este  retenia  indebidamente,  cuya  orden  fué  espedida 
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á  petición  de  los  dueños  del  fundo  y  que  él  1«  cumplió 
yendo  personalmente  acompañado  de  un  oficial  y  dos  solda- 
dos que  quedaron  en  la  calle:  que  á  solicitud  de  Astargo 
le  dio  dos  dias  de  término  para  el  desalojo,  y  á  su  ven- 
cimiento fué  el  secretario  quien  dio  posesión  de  la  finca 
á  sus  dueños,  quienes  se  hicieron  cargo  de*  los  muebles 
de  A8tai|;o,  encerrados  desde  el  28  de  Noviembre  en  una 
pieza  de  las  habitaciones,  cuya  llave  se  entregó  á  una  per- 
sona que  vivia  con  Astargo,  Que  por  orden  del  mencionado 
Gobierno  tomó  los  caballos  que  existían  en  pastos,  los  cuales 
no  eran  de  propiedad  de  Astargo,  habiéndolos  devuelto  pos- 
teriormente á  sus   dueños. 

S""  Que  en  casos  como  el  presente  debe  inquirirse  antes 
que  todo,  de  las  constancias  de  autos  y  de  la  prueba 
rendida,  la  existencia  real  del  daño  ó  perjuicio,  objeto 
de  la  demanda,  para  en  seguida  apreciar  la  naturaleza  de 
los  hechos  que  la  motivaron,  y  la  responsabilidad  legal 
de  sus  ajentes. 

4''  Que  para  investigar  la  existencia  de  los  perjuicios 
reclamados  por  Astargo  hay  que  examinar  su  procedencia 
que  es  de  dos  clases :  unos  que  provienen  del  valor  del 
fundo,  objeto  del  despojo,  y  otro  del  valor  de  los  muebles 
y  caballos  que  se  dicen  tomados  por  el  depojante. 

B''  Que  en  relación  á  los  primeros  (los  frutos)  consta  de 
autos,  que  el  dia  25  de  Noviembre  último,  feoha  del  despojo 
estaba  ya  vencido  el  contrato  de  arrendamiento  celebrado  en- 
tre los  dueños  del  fundo  y  D.  Vicente  Rodríguez,  cuyos  dere- 
chos representaba  Astargo  como  sub-administrador  ó  sub- 
arrendatario (contrato  de  f.  82). 

6o  Que  en  cualquier  carácter  que  se  considere  á  As- 
targo, ya  sea  sub-administrador  de  Rodríguez  ó  sub-arrenda- 
tario  confesado  por  él  al  absolver  posiciones,  á  f .  71 ,  no 
ha  tenido  derecho  para  retener  el  fundo  un  solo   dia  des- 
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pues  de  vencido  el  contrato,  según  la  terminante  dispo» 
sicion  del  articulo  ciento  catorce^  titulo  seis^  sección  tercera^ 
libro  segundo  del  Código  Civil,  siendo  un  deber  suyo  en- 
tregarlo á  8U6  dueños  desde  el  momento  en  que  estos  lo 
redamaron,  como  lo  hicieron. 

7"*  Que  Careciendo  del  derecho  de  conservar  el  fundo 
en  su  poder,  vencido  el  contrato,  no  puede  reclamar  como 
perjuicio  ó  daño  propio  el  valor  de  los  frutos  ó  productos : 
que  no  eran  suyos  ni  le  pertenecían  en  sentido  alguno,  pues 
el  derecho  de  retención  que  le  fué  acordado  por  la  Supre- 
ma Corte  en  el  juicio  á  que  se  reñere,  debia  necesariamente 
subordinarse  al  tiempo  en  que  su  contratante  Rodrigues 
ocupaba  la  finca  en  clase  de  locatario.. 

8o  Que  ocupada  la  finca  por  sus  propios  dueños,  únicos 
poseedores  legales  en  el  caso  de  arriendo,  no  puede  decir- 
se que  el  desalojo  hecho  á  Astargo  importase  un  despojo  vio- 
lento, para  lo  que  es  necesario  tener  la  posesión  de  la  cosa. 

9""  Que  con  relación  á  los  caballos,  consta  por  la  propia 
confesión  de  Astargo  haber  sido  ajenos  y  puestos  á  pasto 
por  sus  dueños,  en  cuyo  caso  carece  de  personería  para 
demandar  su  valor  sin  presentar  poder  bastante  de  los  mismos 
para  el  objetOi  notándose  ademas  la  mala  fé  del  actor  al 
incluirlos  como  suyos  en  la  demanda,  y  confesiir  después 
lo  contrario  con  la  noticia  de  que  algunos  fueron  devueltos 
á  sus  dueños. 

iO.  Que  en  cuanto  á  los  muebles  de  propiedad  de  As- 
targo, consta  que  se  tomó  inventario  de  ellos  al  tiempo  de 
la  ocupación  de  la  finca  por  sus  propios  dueños,  y  que 
encerrados  en  una  pieza  quedaron  al  cargo  de  los  mismos 
para  entregarse  á  Astargo  cuando  ocurriera  por  ellos,  de 
donde  se  deduce,  que  este  no  tiene  derecho  á  reclamar 
su  valor,  mientras  no  proceda  la  reclamación  de  los  mismos 
del  poder  donde  se  encuentran  y  se  hagan  constar  las  faltas 
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Ó  deterioros   que   hayan  sufrido  por  causa  de  bs  hechos 
que  dieron  lugar  á  su   desalojo. 

Por  estas  consideraciones :  fallo  definitivamente  esta 
causa,  absolviendo  de  la  presente  demanda  á  D.  Eleuterio 
Fernandez,  y  dejando  á  salvo  los  derechos  y  acciones  que 
afecten  á  la  presente  cuestión  por  quienes  y  ante  quien 
corresponda,  con  costas  al  actor.  Hágase  saber  pudiendo 
el  actuario  notificar  esta  sentencia  original  fuera  de  la 
oficina  y  repónganse  los  sellos* 

Natanael  Morcillo. 


VMki  ém  ím  ÍMpr«HMi  Cmwim, 


Buenos  Aires,  Setiembre  1  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  ochenta  y  tres  ;  satisfechas  las 
de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M>  del  Carril. — José 
José  Barros  Pazos.  —  J.  B. 
GoROSTiAOA.*— J.  Domínguez. 
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CAUSA    L«1LX1V. 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juzgada  de  Secdon  de  la 
Provincia  de  Córdoba  y  él  de  la  Provincia  de  San  Juan  en 
la  causa  de  D.  Emeterio  Garda  contra  los  Sres.  Gigena  y 
Será,  sobre  reivindicación  de  una  tropa  de  carros. 


Sumario.  — ^  En  las  acciones  reales  es  competente  el  juez 
del  lugar  donde  se  halla  la  cosa  demandada,  prescindiendo 
del  domicilio  de  los  demandados. 


Caso. — D.  Emeterio  García,  oriental,  vecino  de  Santa- 
Fé,  compró  en  Mendoza  en  21  de  Noviembre  de  1874,  una 
tropa  de  carros  y  muías.  En  su  tránsito  á  San  Juan,  los 
Sres.  Gigena  y  Serú,  argentinos,  se  apoderaron  de  la  tropa 
y  la  mandaron  al  Rio  Cuarto. 

García  consiguió  que  el  Juez  de  letras  del  Rio  Cuarto 
embargara  la  tropa,  y  luego  en  18  de  Marzo  de  1875  en- 
tabló demanda  de  reivindicación  de  la  tropa,  contra  Gigena 
y  Serú,  ^nte  el  Juez  de  Sección  de  Córdoba,  quien  con- 
firió traslado. 

Los  Sres.  Gigena  y  Seni,  se  presentaron  en  19  de  Mar- 
zo al  Juez  de  Sección  de  San  Juan,  para  formar  compe- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  345 

tencia  al  Juez  de  letras  del  Rio  Cuarto,  y  sucesivamente 
al  de  Sección  de  Córdoba. 

El  Juez  de  Sección  de  San  Juan  se  declaró  competente 
y  libró  exhorto  al  de  Sección  de  Córdoba  para  la  remisión 
de  los  autos. 

Se  dio  traslado  á  García,  y  vista  al  Procurador  Fiscal 
del  exhorto,  y  sostuvieron  ambos  la  competencia,  fundán- 
dose en  que  se  trataba  de  una  acción  real,  y  era  aplicable 
al  caso,  (ley  32,  tít.  2,  Part.  3.) 


Auto  del  Juez  de  Sección  de  Córdoba. 

Córdoba,  Junio  9  de  1875. 

Vistos:  en  virtud  de  lo  alegado  por  el  demandante  en  su 
escrito  de  f.  38,  y  lo  espuesto  por  el  Procurador  Fiscal  á 
f.  43,  no  ha  lugar  á  la  inhibitoria  solicitada.  En  conse- 
cuencia comuniqúese  esta  resolución  al  Sr.  Juez  Nacional 
de  Sección  de  San  Juan,  con  el  testimonio  de  los  escritos 
antes  mencionados,  asi  como  del  de  demanda  y  documen- 
tos que  la  acompañan,  pidiéndole  se  sirva  contestar,  para 
continuar  actuando  si  desistiese  de  la  competencia,  ó  si 
remite  sus  autos  á  la  Suprema  Corte,  para  que  este  Juz- 
gado remita  también  los  suyos  á  objeto  que  determine  lo 

que  corresponda. 

S:  M.   Laspiur. 

El  Juez  de  Sección  de  San  Juan  comunicó  la  resolución 
anterior  á  los-  interesados  y  al  Procurador  Fiscal. 

Los  Sres.  Gigena  y  Serú,  dijeron  que  la  ley  32,  tit.  2o, 

Part.  3*^,  estaba  derogada  por  el  art.  22,  tít.  preliminar  del 

Código  Civil ;  y  que  los  Juzgados  Nacionales   no  ejercen 

jurisdicción  sino  en  razón  de  las  personas  y  materia  de«* 

T.  vil.  84 
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terminada  por  la  ley,  debiendo  ser  el  de  San  Juan  el 
competente  en  la  cuestión  por  ser  vecinos  de  este  punto 
los  demandados. 

El  Procurador  Fiscal  reprodujo  las  mismas  razones,  agre- 
gando que  la  aplicable  no  era  la  ley  32  citada,  sino  el 
art.  12,  tít.  Del  Domicilio,  Gód.  Giv.y-que  establece  el 
domicilio  real  de  las  personas  para  determinar  la  compe- 
tencia de  loa  Tribunales. 


Auto  del  Juez  de  Sección  de  San  Juan. 

San  Juan,  Julio  i2  de  1875.      , 

Vistos :  por  los  fundamentos  espuestos  por  el  Sr.  Pro- 
curador Fiscal  en  su  precedente  vista.  Este  Juzgado  in* 
siste  en  declararse  competente  para  conocer  en  esta  causa 
y  en  la  inhibitoria  del  Sr.  Juez  Nacional  de  Córdoba.  En 
su  consecuencia,  comuniqúese  á  este  j>or  oficio  la  presente 
resolución  trascribiéndole  la  copia  de  la  vista  fiscal,  y 
haciéndole  saber  que  por  el  próximo  correo,  se  remiten 
estos  autos  originales  á  la  Suprema  Corte,  á  objeto  de  que 

se  resuelva  la  presente  competencia. 

Morcillo. 

Remitidos  h)s  dos  espedientes,  se  dictó  el 

Falle  de  la  Siaprema  Cmwim. 

« 

Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1875. 

Vistos  :  por  los  fundamentos  á  que  se  refiere  el  auto  del 
Juez  de  Sección  en  Córdoba,  corriente  á  foja  cuarenta  y 
tres  vuelta,  del  espediente  seguido  ante  él,  se  declara  que 
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este  es  el. competente  para  conocer  de  la  causa,  remítan- 
sele en  consecuencia  estas  actuaciones,  previo  pago  de 
costas  y  reposición  de  sellos,  y  avísese  por  oficio,  al  Juez 
de  Sección  de  San  Juan. 

SAI.VADOR   M*  DEL  GaRRIL. —  Josá 

Barros  Pazos. — J.  B.  Goros- 
TiAGA.  —  J.  Domínguez. 


CAUSA   LiULlLV. 


D,  Ciro  Anzoátegui  cmtra  D*  Ventura  López  de  Anzoáíegui 

9obre  acción  posesoria  de  despojo. 


Sumario. — lo.  No  es  necesaria  la  tradición  de  la  cosa 
para  adquirir  la  posesión,  cuando  él  que  la  posee  á  nombre 
del  propietario  principia  á  poseerle  á  nombre  de  otro. 

2^  Tampoco  es  necesaria,  cuando  el  poseedor  desiste  de 
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la  posesión  que  tenia,  y  el  adquirente  ejerce  actos  poseso- 
rios en  el  inmueble  en  presencia  de  él  y  sin  oposición 
alguna. 

S""  La  posesión  se  presume  haber  principiado  desde  la 
fecha  del  título  traslativo  de  dominio,  si  no  se  probase  lo 
contrario. 

4^  Para  establecer  la  posesión  anual  puede  unirse  la  po- 
sesión del  actual  poseedor  á  la  de  la  persona  de  quien  la 
hubo  por  titulo  traslativo  de  dominio. 

5^  No  es  necesario  que  la  posesión  sea  anual,  cuando  es 
turbada  por  quien  no  tiene  sobre  la  cosa  ningún  derecho 
de  posesión. 

6o  Siendo  dudoso  el  último  estado  de  la  posesión,  debe 
juzgarse  que  la  tenia  él  que  tiene  derecho  de  poseerla. 


Caso. — D*.  Ventura  López  viuda  de  D.  Ramón  Anzoáte- 
gui  por  sí  y  por  su  hija  menor  D&.  Honoria  Anzoátegui  ob- 
tuvo en  SI  de  Noviembre  de  1872  del  Juzgado  de  Letras  de 
Salta  el  decreto  de  misión  en  posesión  de  los  bienes  del  fl- 
nado  D.  Ramón  Anzoátegui. 

Entre  dichos  bienes  existia  una  chacra  situada  sobre  la 
banda  sur  del  rio  Arias,  ocupada  por  D&  Concepción  Diaz 
de  Gatica,  como  arrendataria,  de  la  cual  tomó  posesión  ju- 
dicial D.  Héctor  López,  apoderado  de  D*  Ventura  López  en 
18  de  Diciembre  de  1872. 

Por  auto  judicial  de  21  de  Marzo  de  1873  se  aprobó  una 
transacción  por  lo  que  D^  Ventura  López  por  sí  y  por  su 
hija  D*  Honoria  Anzoátegui,  cedió  y  transfirió  á  D.  Giro 
Anzoátegui,  todos  los  derechos  y  acciones  que  les  corres- 
pondían en  la  Testamentaria  de  D.  Ramón  Anzoátegui  por 
el  precio  de  20,000  ps.  bolivianos,  pagaderos  á  plazos,  y  por 
la  transferencia  de  la  propiedad  de  una  cosa ;  y  se  declaró 
que  desde  su  otorgamiento  D.  Giro   Anzoátegui  entraba  en 
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posesión  de  los  referidos  derechos  y  acciones  hereditarias. 

D*  Ventura  López  entró  en  posesión  de  la  casa  cedida, 
y  recibió  el  pago  de  2,000  ps.  importe  del  primer  plazo. 

Después  de  ocho  meses  de  celebrada  la  transacción,  D. 
Héctor  López,  por  su  hermana  D*  Ventura,  pidió  nueva- 
mente al  juez  de  Letras  la  posesión  real  de  la  chacra  ocu- 
pada por  la  señora  Diaz  de  Gatica,  y  por  auto  de  17  de  No- 
viembre de  1873  se  accedió  á  esta  petición  sin  citación  de 
D.  Giro  Anzoátegui,  ni  de  D*  Goncepcion  Diez ;  y  en  su 
consecuencia  fué  espulsada  esta  de  la  chacra. 

D.  Ciro  Anzoátegui,  vecino  de  la  Provincia  de  Jujuy  en 
vista  de  estos  antecedentes  entabló  contra  D*  Ventura  Ló- 
pez, vecina  de  Salta,  la  acción  posesoria  de  despojo,  pidiendo 
la  restitución  de  la  chacra,  y  la  indemnización  de  perjuicios 
y  gastos  del  juicio. 

Sustanciada  la  acción  con  arreglo  á  la  ley  nacional  de 
procedimientos,  se  dictó  el 


Falla  úm%  Jues  de   ScceiaM. 


Salta,  Setiembre  2  de  1874. 

Vistos :  D.  Martin  Romero,  en  representación  de  D.  Ciro- 
Anzoátegui,  vecino  de  la  Provincia  de  Jujuy,  deduce  la  ac- 
ción posesoria  de  despojo  contra  D*  Ventura  López  de  An- 
zoátegui, alegando,  como  fundamentos  de  su  acción,  los  he- 
chos siguientes: 

lo  Haber  estado  en  quieta  y  pacifica  posesión  de  la  cha- 
carilla  conocida  por  de  D.  Ramón  Anzoátegui,  situada  en 
la  banda  del  rio  de  Arias,  al  sud  de  esta  ciudad,  desde  el  13 
de  Mayo  de  1873,  fecha  del  contrato  de  f.  10,  hasta  el 
mes  de  Noviembre  del  mismo  año  en  que  fué  despojado. 
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2o  Haberse  posesionado  de  dicha  chacarilla  D*  Ventura 
López  de  Anzoátegui,  espulgando  con  violencia  á  la  arren- 
dataria D"  Concepción  Diaz  de   Gatica,  que   en  ella  tenia. 

3o  Haber  la  misma  señora  mandado  sacar  los  animales, 
loa  útiles  de  casa  y  de  labranza  allí,  existentes  y  apodera* 
dose  de  todas  las  frutas  de  la  fínca,  intimando  con  ame- 
nazas de  fuerza  salir  de  la  casa  á  los  peones  y  dependientes 
que  no  quisieran  servirla. 

Alega  además-que  la  Sra.  López,  prevalida  de  un  auto 
espedido  antes  del  contrato  de  f.  10,  mandando  darle  pose- 
sión pro  indiviso  de  los  bienes  de  su  finado  esposo,  entre  los 
que  estaba  comprendida  la  chacarilla,  obtuvo  por  obrepción 
y  subrepción,  después  del  citado  contrato  y  cuando  no  tenía 
derecho  ni  representación  alguna  en  la  testamentaria  de  su 
esposo,  un  otro  auto  de  posesión  de  dicha  chacra,  en  el 
que  ha  basado  su  proceder  atentatorio,  sin  tener  en  vista  la 
citada  escritura  de  f.  10,  ni  la  posesión  que  en  virtud  de 
ella  tenia  ya  D.  Giro  Anzoátegui,  como  lo  comprobaba  el 
art.  1""  que  dice :  c  D^  Ventura  López,  viuda  del  finado  D. 
Ramón  Anzoátegui,  por  sí  y  por  su  hija  menor  Honoria 
Anzoátegui,  cede  y  transfiere  todos  los  derechos  y  acciones 
que  como  á  viuda  la  una  y  á  hija  la  otra  les  corresponden 
en  la  testamentaria  del  referido  D.  Ramón  Anzoátegui,  en 
favor  de  D.  Giro  Anzoátegui,  quien  desde  el  otorgamiento  de 
esta  escritura  entra  en  posesión  de  dichos  derechos  y  accio- 
nes; y  que,  enfin,  habia  sido  reconocido  como  propietario 
por  la  arrendataria,  y  como  tal  mandado  á  la  chacarilla 
animales  desde  su  finca  de  la  Reducción  para  que  inverna- 
sen en  ^Ua. 

La  demandada  niega  los  hechos  que  se  le  imputan  en 
la  demanda  y  afirma  que  ella  y  su  hija  han  estado  en  po- 
sesión de  dicha  chacra  desde  que  murió  su  esposo  á  quien 
sucedieron ;  que   D.  Giro  no  ha  tenido  la  posesión  ni  un 
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solo  dia,  ni  derecho  alj^uno  sobre  ella,  porque  la  transacción 
de  r.  10,  celebrada  para  cortar  las  cuestiones  suscitadas 
contra  la  testamentaria,  no  habia  recaido  ni  podia  recaer 
sobre  la  ohacarilla,  que  estaba  fuera  de  toda  cuestión  y  que 
esa  transacción,  concebida  en  términos  vagos  y  absolutos, 
era  nula  y  sin- valor  alguno. 

El  actor  ha  presentado  como  prueba  de  los  hechos  que 
añrma  la  escritura  de  f.  10  y  las  declaraciones  de  f.  31  á 
44  y  la  parte  demanda  las  que  corren  de  f.  41  vta.  á  47  y 
las  piezas  en  testimonio  de  f.  53  á  72. 

Considerando :  que  la  posesión  que  el  demandante  afir- 
ma haber  tenido  de  la  chacra  á  que  se  refiere  su  demanda 
no  está  comprobada  por  los  documentos  que  ha  producido 
en  autos. 

No  lo  está  por  la  escritura  de  f.  10,  porque  esta  solo 
prueba  la  existencia  de  un  contrato  en  virtud  del  cual  ha 
podido  adquirirse  el  derecho  de  poseer;  pero  no  prueba  el 
hecho  de  la  posesión  ni  la  transferencia  que  se  hubiese 
efectuado  de  ella. 

La  posesión,  ya  sea  que  se  considere  como  un  hecho  ó 
como  el  ejercicio  de  los  poderes  comprendidos  en  el  derecho 
de  propiedad,  no  se  adquiere  sino  mediante  un  acto  mate- 
rial y  visible  que  cuando  menos  ponga  al  adquirente  de  la 
cosa  en  la  posibilidad  flsica  de  tomarla  (arts.  Sl3,  24,  27  y 
29,  cap.  lo,  tit.  2,  lib.  3o  del  G.  Civil)  lo  cual  solo  se  efec- 
túa por  la  aprehensión  ó  por  la  tradición  de  la  cosa  he- 
cha en  alguna  de  las  formas  autorizadas  en  el  libro  y  ca- 
pitulo citado  del  mismo  Código.  En  la  escritura  de  f.  10 
no  consta  ninguno  de  estos  hechos,  pues  la  cesión  que 
por  la  cláusula  1*  hace  D&  Ventura  López  de  Anzoátegui 
de  todos  sus  derechos  y  acciones  en  favor  de  D.  Ciro, 
declarando  que  desde  su  otorgamiento  entra  en  posesión 
de  dichos  derechos  y  acciones,  no  importa  la  tradición,  ni 
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basta  para  adquirir  la  posesión  que  se  pretende;  porque 
según  el  art.  28  del  cap.  y  tit.  citados^  <  la  sola  declara- 
ción del  tradente  de  darse  por  desposeído  ó  de  dar  al  ad- 
quirente  la  posesión  de  la  cosa  no  suple  las  formas  legales». 

Por  otra  parte,  la  posesión,  según  nuestro  Código,  es 
un  derecho  real,  y  los  derechos  reales  no  se  transfieren  por 
la  sola  intención  do  las  partes  ni  por  el  hecho  de  existir 
un  contrato,  sean  cuales  fuesen  los  términos  ó  las  deno- 
minaciones de  este.  Para  su  adquisición  es  requisito  in- 
dispensable la  tradición  de  la  cosa,  pues  asi  lo  dispoqen 
los  arts.  4,  cap.  I'',  tit.  7,  sec.  1%  lib  2  del  Código  Ci- 
vil y  4o  titulo  preliminar  del  mismo  que  establece :  c  que 
todos  los  derechos  que  una  persona  trasmita  por  con- 
trato á  otra  persona,  solo  pasan  al  adquirente  de  esos 
derechos  por  la  tradición,  como  escepcion  de  lo  que  se 
dispone  respecto  á  las  sucesiones  »  Resultando  de  aquí  que 
la  escritura  de  f.  10  no  basta  por  si  sola  para  dar  la  pose- 
sión, ni  para  probar  el  hecho  de  la  existencia  de  esta  en 
favor  del  que  la  pretende. 

Tampoco  está  probada  perlas  declaraciones  de  f.  31  á41. 
Los  testigos  que  alli  deponen  ó  ignoran  el  hecho,  como  los 
de  81,  32  vta.  y  35,  ó  si  lo  afirman,  como  los  de  f.  36  y 
38  vta,  es  refiriéndose  al  contrato  de  f.  10.  Así  el  testigo 
de  f.  36  dice  que  sabe  el  hecho  porque  el  mismo  D.  Giro, 
D.  Vicente  Anzoátegui  y  D.  Martin  Torino  le  leyeron  una 
escritura  (la  de  f.  10)  para  que  reconociera  á  aquel  como 
dueño.  El  de  f.  38  vta.  dice  también  que  lo  sabe  por  el 
mismo  documento  y  por  haberle  oido  á  la  arrendataria  que 
desde  la  fecha  de  esto  se  entendería  coh'D.  Ciro  para  el 
pago  de  los  arriendos.  El  dicho  de  estos  testigos  de  sim- 
ple referencia  no  tiene  mas  valor  que  el  documento  á  que 
se  refieren  y  según  las  reglas  de  derecho  <  nm  creditur  re- 
farenti  nin  comtet  de  relato  » ,  nada  valen  para  probar  la  po- 


I  • 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  353 

sesión  desde  que  el  documento  no  la  prueba ;  fuera  de  que 
el  testimonio  de  la  arrendataria  de  f.  36  es  sospechoso  de 
parcialidad;  pues,  consta  de  autos  la  resistencia  que  opuso 
á  la  posesión  mandada  dar  judicialmente  á  Da  Ventura  Ló- 
pez, y  pende  ante  los  Juzgados  de  Provincia  el  juicio  de  des- 
pojo que  con  motivo  de  esa  posesión  promovió  contra  esta. 

El  haber  dicha  arrendataria  reconocido  como  propietario 
de  la  chacra  á  D.  Giro  Anzoátegui,  haberse  entendido  con 
este,  para  el  pago  del  arrendamiento  y  haberle  recibido  los 
animales  que  mandaba  para  que  los  tuviera  en  ella,  son  da« 
tos  que  no  tienen  ningún  valor  jurídico  para  los  efectos  de 
la  posesión : 

1^  Porque,  según  la  declaración  de  la  misma  arrendata- 
ria de  f.  36.  vta.  y  la  de  f.  32,  esos  actos  tuvieron  lugar 
desde  la  muerte  de  D.  Ramón  Anzoátegui,  acaecida  en  el 
mes  de  Noviembre  de  1872,  y  en  esa  época  el  mismo  de- 
mandante no  se  consideraba  dueño  ni  poseedor,  puesto  que, 
según  consta  por  su  escrito  de  demanda,  sus  derechos  na- 
cen desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  f.  ,10,  esto  es 
desde  el  13  de  Mayo  de  1873;  resultando  de  aqui  que  si 
aquellos  hechos  tuvieron  en  efecto  lugar  antes  de  esta 
fecha,  se  practicaron  con  la  conciencia  de  que  no  se  tenia 
derecho  y  sin  la  intención  de  tener  ni  de  poseer  la  cosa 
como  suya,  como  era  necesario  para  que  la  posesión  pro- 
dujera sus  efectos  legales,  pues,  seguñ  la  ley  1*,  tít.  3o  p. 
3* :  €  posesión  es  tenencia  derecha  que  homme  ha  en  las  co- 
sas corporales  con  ayuda  del  cuerpo  é  del  entendimiento  » 
y  según  el  art.  23,  cap.  lo,  tit.  2o,  lib.  3o  del  G.  Givil,  c  la 
posesión  se  adquiere  por  la  aprehensión  de  la  cosa  con  la 
intención  de  tenerla  como  suya,  salvólo  dispuesto  sobre 
la  adquisición  de  las  cosas  por  sucesión ;  y 

%o  Porque  si  se  practicaron  después,  han  debido  tener, 
para  que  pudieran  sentir  los  efectos  de  la  tradición,  el 
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asentimiento  del  que  debia  entregar  la  cosa  (.  arts.  29  y  30 
tit.  y  cap.  citados)  y,  lejos  de  constar  en  autos  este  asenti- 
miento, se  ve  por  los  documentos  de  f.  53  á  57  que  D*. 
Ventura  López  de  Anzoátegui  no  ha  dejado  de  reclamar 
como  suya  la  posesión  de  la  referida  chacra  antes  y  des- 
pués de  la  escritura  de  f.  10,  sosteniendo  una  constante 
lucha  con  la  arrendataria,  quien,  invocando,  no  los  derechos 
de  D.  Giro,  sino  un  contrato  de  arrendamiento  que  tenia 
celebrado  con  D.  Ramón  Anzoátegui,  resistió  á  la  posesión 
mandada  dar  á  aquella  por  repetidas  providencias  judi- 
ciales; aparte  de  que  el  haber  dicha  arrendataria  por  sí 
y  ante  sí  reconocido  á  D.  Giro  como  dueño  y  recibídole  en 
guarda  los  animales  que  le  mandaba  á  la  chacra  desde  la 
Reducción,  son  actos  de  un  tercero,  ágenos  á  la  voluntad 
del  verdadero  propietario,  y  por  lo  mismo  no  han  podido 
comprometer  los  derechos  legítimos  de  este  ni  crear  nin- 
gún derecho  en  favor  de  aquel  á  que  no  se  quizo  beneficiar 
con  ellos. 

Considerando:  que  el  despojo  violento  de  que  se  queja 
el  demandante  tampoco  esta  comprobado  en  autos. 

De  la  declaración  de  la  misma  arrendataria  en  cuya  per- 
sona se  dice  cometido,  resulta  :  que  esta  al  llegar  la  Se- 
ñora López  á  la  chacra  con  el  Juez  comisionado  y  saber  que 
se  le  iba  á  dar  posesión  judicial,  salió  de  la  casa  y  se  fué 
á  la  del  Sr.  D.  Vicente  Anzoátegui.  No  dice  que  hubiese 
precedido  ningún  acto  violento  contra  ella  que  motivara  su 
salida,  ni  qué  se  le  hubiera  intimado  el  desalojo.  Gonsta, 
por  el  contrario,  f.  42  vta.,  44,  45  y  46,  que  la  posesión 
judicial  se  efectuó  tranquila  y  pacificamente  y  que  lejos  de 
haberse  espulsados  á  los  peones  que  estaban  allí,  se  les 
manifiesto  por  el  Juez  comisionado  y  por  el  apoderado  de 
la  señora  López,  que  podian  continuar  en  la  chacra  ga- 
nando un  peso  mas  por  sus  servicios  (f.  46  vuelta)*  y  consta 
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también  á  f.  66  vuelta  que  en  la  diligencia  de  posesión  se 
salvaron  los  derechos  que  la  arrendataria  pudiera  tener 
tanto  para  retener  la  chacarilla,  como  sobre  los  objetos  de 
su  pertenencia  que  en  ella  existiesen. 

La  posesión  judicial  dada  en  estos  términos  no  constituye 
despojo  y  mucho  menos  despojo  violento.  D*  Ventura  López 
de  Anzoátegui  como  madre  y  tutora  lejitima  de  su  hija  menor 
Honoria  Anzoátegui ,  representa  todos  los  derechos  y  accio- 
nes de  esta  en  la  sucesión  de  su  finado  padre  Don  Ramón 
Anzoátegui.  En  esa  calidad  y  por  el  hecho  de  la  muerta  de 
este,  entró  en  la  posesión  de  la  herencia  desde  el  dia  de  su 
fallecimiento,  c  Porque  cuando  la  sucesión  tiene  lugar  entre 
ascendientes  y  descendientes  legítimos,,  el  heredero  entra  en 
la  posesión  de  la  herencia  desde  el  dia  de  la  muerte  del  autor 
de  la  sucesión,  sin  ninguna  formalidad  ó  intervención  de  los 
jueces,  aunque  ignorase  la  apertura  de  la  sucesión  y  su  lla- 
mamiento á  la  herencia  (art.  1^,  cap.  lo,  tít.  i"",  lib.  4o  del 
G.  Civil).  Esta  posesión  suministrada  por  el  ministerio 
de  la  ley,  que  en  nada  afecta  los  derechos  del  arrendata- 
rio, no  puede  constituir  despojo  ni  clasificarse  de  clandes- 
tina ó  violenta  por  el  hecho  de  haber  sido  confirmada  por 
el  Juez: 

1^  Porque  no  consta  que  los  legítimos  poseedores  se 
hubiesen  desnudado  de  ella  transfiriéndola  á  un  tercero  en 
alguna  de  las  formas  autorizadas  por  derecho. 

2°  Porque  nadie  retenia  la  posesión  de  la  cosa  con  mejor 
título  que  ellas. 

3o  Porque  aún  en  el  caso  de  venta  de  los  derechos  que 
como  á  esposa  correspondieran  á  la  Sra.  López,  la  posesión 
judicial  era  legítima  y  necesaria  para  que  esta  á  su  vez  pu- 
diera transmitirla  al  comprador,  con  arreglo  á  lo  que  el  de- 
recho prescribe,  y 

4o  Porque  hasta  los  derechos  del  arrendatario  que  no' 
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posee  por  sí,  sino  á  nombre  del  arrendador  ó  de  sus  legi- 
timos  sucesores,  se  salvaron  por  el  auto  de  posesión  de  f. 
65  vta.  y  por  la  diligencia  de  f.  66  vta.  en  que  consta  su 
cumplimiento. 

Considerando  :  que  aun  en  el  supuesto  de  que  el  deman- 
dante hubiese  probado  la  posesión  y  el  despojo  violento,  no 
podría,  sin  embai^Oi  deducir  en  el  presente  caso  el  inter- 
dicto de  despojo,  porque  no  ha  probado  el  tiempo  de  po- 
sesión que  la  ley  requiere  para  que  puedan  tener  lugar  las 
acciones  posesorias. 

El  art.  6"",  tit.  3,  lib.  3,  Gód.  Giv.  establece  :  que  c  el  po- 
seedor de  la  cosa  no  puede  establecer  acciones  posesorias  si 
su  posesión  no  tuviera  á  lo  menos  el  tiempo  de  un  año  sin 
los  vicios  de  ser  precaria,  violenta  ó  clandestina  ».  En  el 
caso  actual,  la  posesión  que  dice  haber  tenido  el  deman- 
dante no  pasa  de  siete  meses ;  pues,  según  afirma  en  su 
escrito  de  demanda,  entró  á  poseer  la  chacra  desde  la  fecha 
del  otorgamiento  de  la  escritura  de  f.  10,  es  decir,  desde 
el  13  de  Mayo  de  1873,  y  fué  desalojado  de  ello  en  el  mes 
de  Noviembre  del  mismo  año,  resultando  por  consiguiente 
que  el  tiempo  de  su  posesión  no  es  el  que  la  ley  señala 
como  indispensable  para  poder  usar  del  interdicto  pose- 
sorio. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  á  las  leyes 
citadas,  fallo  absolviendo  de  la  demanda  de  despojo  á  D* 
Ventura  Ldpez  de  Anzoátegui  y  condenando  en  las  costas  del 
juicio  al  demandante.  Repónganse  los  sellos  y,  ejecutoriada 
que  sea  esta^sentencia,  archivense  los  autos. 

Federico  Ibarguren. 
Apelada  por  Anzoátegui  esta  sentencia  fué  revocada  por  el 
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FaUa  de  Ia  Suprenuí  Carie. 

Buenos  Aires,  Setiembre  9  de  1875 

Vistos  los  presentes  autos  iseguidos  por  Don  Giro  Anzoá- 
tegui,  contra  Doña  Ventura  López,  viuda  de  Don  Ramón  An- 
zoátegui,  sobre  interdicto  de  recobrar  la  posesión  de  una 
chacra,  situada  sobre  la  banda  sud  del  rio  de  Arias,  en  la 
ciudad  de  Salta,  y  de  los  cuales  resulta  : 

Primero.  Que  habiendo  Doña  Ventura  López,  por  sí  y  por 
su  hija  menor  Doña  Honoria  Anzoátegui  acudido  aU Juzgado 
de  Letras  en  lo  Civil  de  la  ciudad  de  Salta,  pidiendo  como 
herederas  legitimas  de  su  marido  Don  Ramón  Anzoátegui  la 
posesión  judicial  de  los  bienes  quedados  por  su  muerte,  se 
dictó  auto  en  veintiuno  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
setenta  y  dos,  foja  cincuenta  y  cuatro,  mandando  darles 
dicha  posesión. 

Segundo.  Que  entre  estos  bienes  se  encontraba  la  Chacra, 
objeto  de  esta  cuestión,  de  la  cual  tomó  posesión  judicial  Don 
Héctor  López  como  apoderado  de  su  hermana  Doña  Ven- 
tura  López,  en  diez  y  ocho  de  Diciembre  de* mil  ochocien- 
tos setenta  y  dos,  siendo  reeonacido  el  derecho  de  ella  por  los 
habitantes  de  la  indicada  cliacra^  según  consta  á  foja  cin- 
cuenta y  siete  vuelta  de  las  actuaciones  agregadas  en  testi- 
monio. 

Tercero.  Que  habiéndose  suscitado  en  la  testamentaria  do 
Don  Ramón  Anzoátegui,  los  diversos  pleitos  que  se  enume- 
ran á  foja  trece  vuelta,  y  entre  los  cuales  se  cuenta  la  sub- 
sistencia del  contrato  de  foja  cincuenta,  sobre  arrendamiento 
de  dicha  chacra,  se  celebró  entre  Doña  Ventura  López  por 
si  y  á  nombre  de  su  hija  legitima  Doña  Honoria  Anzoáte- 
gui, y  Don  Ciro  Anzoátegui  la  transacción  inserta  en  la  es- 
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hubiese  tenido  lugar  desde  la  muerte  de  Don  Ramón  An- 
zoátegui,  pues  que  á  foja  treinta  y  seis  vuelta  consta  que 
ella  declaró  sobre  este  punto,  contestando  á  la  segunda  pre- 
gunta que  ese  acto  se  veriñcó  en  el  mes  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  setenta  y  tres^  es  decir  en  la  fecha  de  la  transac- 
ción. 

Tercero.  Que  no  es  necesaria  la  tradición  de  la  cosa, 
sea  mueble  ó  inmueble^  para  adquirir  la  posesión,  cuando 
el  que  la  poseia  á  nombre  del  propietario,  principia  é 
poseerla  á  nombre  de  otro,  según  lo  dispuesto  por  el  arti- 
culo treinta  y  siete  del  título  De  la  posesión  y  de  la  tradición 
para  adquirirla^  del  Código  Civil. 

Cuarto.  Que  tampoco  es  necesaria,  según  la  prescripción 
del  artículo  treinta  del  mismo  título  y  Código,  cuando  el 
poseedor  desiste  de  la  posesión  que  tenia,  y  ¡el  adquirente 
ejerce  actos  posesorios  en  el  inmueble,  en  presencia  de  él 
y  sin  oposición  alguna. 

Quinto.  Que  habiendo  Don  Ciro  Anzoátegui  presentado 
en  apoyo  de  su  posesión,  la  escritura  pyblica  de  foja  diez, 
por  la  que  consta  que  compró  todos  los  derechos  y  acciones 
hereditarias  de  la  testamentaria  de  Don  Ramón  Anzoátegui,  y 
fué  autorizado  á  entrar  en  posesión  de  ellas  desde  su  otor- 
gamiento, se  presume  que  ha  poseido  todos  los  bienes 
comprados,  y  entre  ellos  la  chacra,  desde  la  fecha  de  ese 
titulo  traslativo  de  dominio,  si  no  se  probase  lo  contrario, 
como  no  se  ha  probado ;  con  arreglo  á  lo  establecido  por  el 
articulo  cincuenta  y  siete  del  titulo  De  la  prescripción  de  las 
cosas  y  de  las  acciones  en  general,  del  Códigp  Civil. 

Sexto.  Que  aun  cuando  la  posesión  de  la  chacra  por  Don 
Ciro  Anzoátegui,  no  tenga  el  tiempo  de  un  año,  sin  em- 
bargo él  puede  para  establecer  la  posesión  anual,  unir  su 
posesión  á  la  de  la  persona  de  quien  la  tuvo  á  titulo  de 
compra ;  ademas  de  que  la  posesión  no  tiene  necesidad  de 
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ser  anual,  .cuando  es  turbada  por  él  que  no  tiene  sobre  la 
cosa  ningún  derecho  de  posesión,  conforme  á  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  siete  y  diez  del  titulo  de  las  Accio- 
nes Posesorias  del  Código  Civil.     . 

Séptimo.  Por  último  que  aun  suponiendo  dudoso  el  último 
estado  de  la  posesión  de  la  chacra  entre  Don  Ciro  Anzoáte- 
gui  y  Doña  Ventura  López,  debe  juzgarse  según  el  articulo 
cuatro  del  mismo  título  antes  citado,  que  la  tenía  Don  Ciro, 
porque  según  la  escritura  pública  de  compra  que  ha  pre- 
"  sentado,  él  tenia  derecho  de  poseerla. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
foja  setenta  y  seis,  y  sin  perjuicio  del  derecho  de  los  intere- 
sados en  juicio  petitorio,  se  condena  á  Doña  Ventura  López  de  ' 
Anzoátegui  á  la  restitución  á  Don  Ciro  Anzoátegui,  de  la  chacra 
que  poseia,  situada  sobre  la  banda  del  rio  de  Arias  en  la 
ciudad  de  Salta  ;  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos 
devuélvanse  los  autos  y  notifiquese  con  el  original. 

Salvador  M'  del  Carril.  —  José  Barros 
Pazos. —  J.  B.  Gorostuga— J.  Domín- 
guez. 


T.  vu 
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€lALlJ»it    L.1L1LVI. 


9 

El  Fuco  Nacional  contra  D.  Domingo  Garvino  y  C^  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario. —  1"*  Un  cargo  formado  por  la  Contaduría  Na- 
cional contra  un  comerciante  por  error  en  el  aforo  y  liqui- 
dación de  derechos,  tiene  fuerza  ejecutiva  y  áebh  cobrarse 
por  la  vía  de  apremio ; 

2o  Guando  aparece  un  error  contra  la  Aduana,  después 
de  chancelado  un  documento,  esta  tiene  el  derecho  da  re- 
damar del  comerciante  el  daño  causado  por  el  error,  den- 
tro de  cinco  años  de  la  fecha  de  la  chancelación  del  do- 
cumento equivocado ; 

3°  Las  copias  legalizadas  sacadas  de  las  oficinas  públicas 
de  la  Nación,  tienen  fuerza  de  escrituras  públicas  ; 

4o  Guando  el  acreedor  por  error  libra  de  la  obligación 
al  deudor  que  también  por  error  acepta,  este  queda  obli- 
gado. 


Caso. — Los  antecedentes   de  hecho   y  derecho  en  esta 
causa,  se  encuentran  esplicados  en  el  siguiente: 
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WmMM»  del  Jaes  de  Secelmt 


Parani,  Mayo  3  de  1875. 

Vistos  y  resultando :  que  por  acción  ejecutivamente  in- 
terpuesta por  el  Procurador  Fiscal  se  reclama,  contra  los 
Sres.  Domingo  Garvino  y  G*  del  comercio  de  Gualeguaychúi 
ei  pago  de  einco  mil  quinientos  sesenta  y  siete  pesos  fuertes  y 
setenta  y  seis  centavos  que  adeudan  al  Fisco  por  error  pa- 
decido en  el  aforo  de  los  cueros  salados  que  esportaron  por 
la  Aduana  del  Puerto  de  aquella  localidad,  en  el  mes  de 
Setiembre  del  año  1872|  según  lo  que  aparece  de  la  liqui- 
dación puesta  al  pié  del  permiso  que  en  copia  legalizada 
corre  á  f.  21  como  del  informe  de  f.  27  v.  á  28  y  de  los 
demás  documentos  subsiguientes  á '  la  nota  que  encabeza  el 
espediente  y  que  corren  también  en  copia  de  f.  4  á  22, 
con  mas  la  nota  original  de  f.  33 ;  que  seguido  el  juicio  por 
los  trámites  correspondientes,  se  dictaron  los  autos  que 
aparecen  á  fs.  33,  39  y  43 ) ;  que  en  tal  estado,  por  medio 
de  apoderado  constituido  en  legal  forma  f.  46,  se  presentó 
por  el  escrito  de  fs.  54  á  60  deduciendo  las  escepciones  de 
inhabilidad  de  titulo  y  de  fago  hecho  y  alegando  ademas  de  nu- 
lidad en  el  auto  de  citación  de  remate ;  á  todo  lo  que  ha 
contestado  el  Procurador  Fiscal,  escrito  ^e  fs.  61  á  64;  y 
considerando:  lo  Que  los  documentos  que  han  motivado 
la  ejecución,  por  la  cantidad  demandada  consistente  en  co- 
pias legalizadas  sacadas  de  oficinas  públicas ;  y  que  como 
lo  espone  el  fiscal  ejecutante,  tienen  el  valor  de  escrituras 
públicas,  por  lo  que  se  dispone  en  los  incisos  lo  y  5*^  del 
arL  1%  tit.  3o,  sec.  2a,  lib.  2<>  del  Gódigo  ijlivil ;  siendo 
conformes,  por  esto  mismo,  con  la  clase  de  instrumentos 
requeridos  para  la  ejecución,  por  el  art.  249  de  la  ley  na- 
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cional  de  procedimientos ;  2^  Que  en  corroboración  de  este 
fundamento,  la  Exma.  Corte  de  Justicia  tiene  hecha  juris- 
prudencia en  ia  causa  86  tom.  4'',  serie  2";  declarando  por 
instrumentos  públicos^de  fuerza  ejecutiva  las  copias  y  aún 
los  estractos  sacados  de  los  Libros  de' Aduana;  lo  que  im- 
porta lo  mismo,  por  razón  análoga,  para  los  sacados  de 
los  documentos  ó  libros  llevados  por  la  Contaduría  General 
de  la  Nación;  3*  Que  por  estas  disposiciones  no  puede  con- 
siderarse, ni  darse  por  fundada  la  escepcion  de  inhabilidad 
del  titulo  ;  4o  Que  en  cuanto  á  la  de  pago  hecho,  ademas 
.  de  no  presentar  documento  que  acredite  el  hecho  de  la  can- 
tidad reclamada,  la  razón  qué  se  espone,  c  de  haberse  pagado 
los  derechos  de  la  esportacion  de  los  cueros  salados,  según 
la  liquidación  hecha  por  la  Aduana,  en  conformidad  sobre 
el  aforo  de  la  tarifa  que  tuvo  en  vista  al  despacharse  el 
permiso»;  resulta  igualmente  infundada  por  el  error  pade- 
cido en  la  tarifa  de  aforos,  que  no  fué  tampoco  la  que  se 
pasó  ofícialmente  por  la  Contaduría  General  á  las  Adminis- 
traciones de  Rentas,  informe  que  corre  de  f.  5  v.  á  8  ;  5o 
Que  por  un  principio  jurídico  el  error  no  exime  una  obli- 
gación, razón  por  la  que  cuando  el  acreedor,  por  error,  li- 
bra al  deudor  que  acepta,  por  error  también,  este  queda 
obligado  á  reconocerle  por  la  misma  deuda  y  por  la  misma 
naturaleza  de  los  documentos.  Código  Civil,  art.  74  del 
cap.  8%  tít.  1®,  sec.  1%  part.  2%  iib.  2o ;  y  6«  Que  en 
cuanto  á  la  nulidad  alegada  sobre  el  auto  de  citación  de  re- 
mate, del  espediente  consta  lo  infundado  del  cargo,  según 
lo  que  aparece  de  f.  50  á  52.  Por  estas  consideraciones, 
llévese  adelante  la  ejecución  por  la  citada  cantidad  de  cinco 
mil  quinientos  sesenta  y  siete  pesos  fuertes  setenta  y  siete 
centavos,  con  mas  las  costas  causadas.   Hágase  saber. 

Antonio  Zarco. 
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Habiendo  apelado  la  parte  de  Garvino,  en  la  sustanciaoion 
de  la  segunda  instancia,  se  dio  vista  al  Sr.  Procurador  Ge- 
neral, para  mejor  proveer  y  este  iuncionario  espresó : 

Suprema  Corte  de  Justicia, 

» 

Buenos  Aires,  31  de  Julio  de  1875. 

El  Procurador  General,  en  vista  de  la  ejecución  seguida 
contra  D.  Domingo  Garvino,  dice :  Que  no  encuentra  justi- 
ficada la  acción  fiscal  contra  Garbino. 

El  hecho  es,  que  habiendo  exportado  Garbino  varias  par- 
tidas de  cueros  salados  en  el  año  de  1872,  el  Vista  de  la 
Aduana  los  aforó  á  ps.  fls.  3,25,  porque  éste  era  el  precio 
asignado  en  una  tarifa  de  avalúos,  publicada  en  el  Boletín 
Oficial. 

Pagados  los  derechos  y  concluida  la  operación,  la  Con- 
taduría General  observó,  después  de  dos  años,  que  en  aque- 
lla tarifa  se  habia  cometido  un  error  de  imprenta,  y  que 
el  verdadero  aforo,  de  los  cueros  salados  era  de  ps.  fts.  4,75 
y  por  esta  razón  se  ejecuta  á  Garvino  por  la  diferencia. 

Pero  las  leyes  deben  ser  ejecutadas  según  el  texto  de  su 
promulgación,  y  el  Gobierno  debe  tener  cuidado  de  que  no 
se  promulguen  oficialmente  con  errores  de  imprenta,  ó  su- 
frir el  perjuicio  que  estos  errores  le  causen. 

Una  vez  concluida  una  operación  en  la  Aduana,  no  se . 
admite  reclamo  alguno  sobro  el  aforo,  según  lo  dispuesto 
en  el  artículo  158  de  las  Ordenanzas,  y  si  esto  es  verdad, 
cuando  el  aforo  es  alto,  debe  serlo  con  mayor  razón  cuando 
es  bajo ;  porque  el  comerciante  arregla  sus  operaciones  y 
establece  sus  precios  según  el  importe  de  los  derechos  que 
ha  pagado. 

Si  hubo  error  en  el  aforo,  es  culpa  esclusiva  de  la  Aduana 
ó  del  que  corria  con  la  corrección  del  Boletín  Oficial,  pero 
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en  ningún  caso  del  comerciante  que  se  sujetó  al  aforo  que 
le  impusieron,  y  que,  según  la  ley,  no  puede  ser  reclamada 
á  título  de  errónea,  después  de  dos  años  de  pagados  los 
derechos. 

Por  estas  razones,  pido  á  V.  E.  se  sirva  revocar  la  sen- 
tencia de  remate  apelada,  declarando  que  Garvino  nada  debe 
al  fisco  por  esta  razón. 

Francisco  Pico. 


FaUo  de  to  Suprema  Oerie. 

Buenos  Aires.  Setiembre  11  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  y  considerando :  1®  Que 
el  cargo  formado  por  la  Contaduría  Nacional  á  Don  Domingo 
Garvino  y  G&  por  error  en  el  aforo  y  liquidación  de  los 
permisos  de  foja  diez  y  siete  á  veinte  y  dos,  tiene  fuerza 
ejecutiva  y. debe  cobrarse  por  la  via  de  apremio,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  por  los  artículos  setenta  y  cuatro  y  setenta 
y  cinco  de  la  ley  de  contabilidad  de  trece  de  Octubre  de 
mil  ochocientos  setenta  ;  2o  Que  cuando  aparece  un  error 
contra  la  Aduana,  después  de  chancelado  un  documento, 
esta  tiene  el  derecho  de  reclamar  del  comerciante  el  daño 
causado  por  el  error,  dentro  de  cinco  años  de  la  fecha  de  la 
chancelación  del  documento  equivocado,  según  la  prescrip- 
ción del  artículo  cuatrocientos  cuarenta  y  nueve  de  las  Or- 
denanzas de  Aduana.  Se  confirma  con  costas. la  sentencia 
apelada  de  foja  sesenta  y  siete  vuelta,  satisfechas  las  cuales 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

Salvador  M.  del  Carril. —  losé 
Barros  Pazos  —J.  B  Goros- 
TUGA. — J.  Domínguez. 
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CilLUSA  L.S.1LVII 


2>.  José  deí  PinOf  contra  D.  Francisco  LiUo^  por  cobro 

de  pesos. 


Sumario. — No  mejorándose  la  apelación  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  pri- 
mera rebeldia  que  acuse  el  apelado. 

• 

Caso.-^En  los  autos  seguidos  ante  el  Juzgado  Federal 
de  San  Juan  por  D.  José  del  Pino,  contra  D.  Francisco  Lillo, 
por  cobro  de  pesos,  habiendo  D.  Pedro  Agote,  en  represenr 
tacioQ  del  primero,  acusado  rebeldía  á  Lillo  por  nu  h£\ber 
mejorado  el  recurso  de  apelación t  se  dictó  el  siguiente 

Fallo  de  te  Supremii  Corte. 

«^ 

Buenos  Aires,  Setiembre  14  de  1875. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  declárase 
desierto  el  recurso,  y  devuélvanse  ios  autos,  previo  pago 
de  costas  y  reposición,  de  sellos, 

Salvador  M'  del  Carril.  ~  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Goros- 

TIAGA.  —  J.    DOHINGUBZ. 


I 
368       FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


CAVILA  mJLJL'VMME. 


D.  Ensebio  Gareia^  contra  D.  José  Paz^  agente  de  Mensa- 
jerías en  Catamarca^  por  cobro  de  paos. 


Sumario. — Un  recurso  de  nulidad  que  no  está  fundado 
en  razón  alguna  legal,  debe  ser  rechazado  con  costas. 


Caso. — D;  Ensebio  García,  vecino  de  Santiago  del  Estero, 
demandó  ante  el  Juez  Federal  de  Gatamarca  á  D.  José 
Paz,  agente  de  Mensajerías  en  dicha  ciudad  la'  devolución 
de  cantidad  de  pesos  que  le  habian  cobrado  de  mas  se- 
gún las  tarifas  oficiales.  El  demandado  se  escepcionó  con 
que  él  no  era  mas  que  un  agente  y  que  el  responsable  era 
el  director,  residente  fuera  de  la  Provincia. 

El  Juez  condenó  á.Paz  á  la  devolución  de  lo  indebi- 
damente pagado  por  auto   de  fecha  17  de  Junio  de  1875. 

El  demandado  interpuso  recurso  de  nulidad  fundado  en 
que  la  sentencia  era  contraria  á  ías  órdenes  terminantes 
de  su  principal. 


•  ▼-  ^ 
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FjiUo  de  1»  Supreaui  €mrim 


Buenos  Aires,  Setiembre  16  de  1875. 

Vistos  :  no  fandándose  en  razou  alguna  legal  el  recurso 
de  nulidad  deducidoi  no  ha  lugar  con  costas,  y  satisfechas 
las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  José 
Barros  Pazos.  — J.  B.  Goros- 

T1AGA.--J.   DOHINGUZEZ. 


CAUSilL  L.S.1LIX 


El  Banco  Nacional  contra  D.  Felipe  Payró^  por  cobro  de 

pesoSf  sobre  moratorias. 


Sumario.  —  El  Banco  Nacional  no  se  halla  sugeto  á  las 
moratorias  concedidas  á  su  deudor,  si  este  lo  es  también 
del  Banco  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 
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CiMo. — El  Banco  Nacional  demandó  ejecutivaroei^te  ante 
el  Juez  de  Comercio  d$  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  á  D. 
Felipe  Payró,  por  cobro  de  una  letra. 

El  Juez  de  Comercio  no  hizo  lugar  á  la  ejecución,  por 
hallarse  pendiente  el  juicio  de  moratorias  pedidas  por  Payró. 

El  Banco  Nacional  pidió  revocatoria  y  apeló  in  suifsi" 
dium^  diciendo  .que  por  el  art.  30  de  la  ley  orgánica  se 
halla  colocado  en  condiciones  que  no  deben  ser  inFeriores 
á  las  de  los  IBancos  mas  favorecidos  de  las  Provincias ;  y 
que  siendo  Payró  deudor  del  Banco  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  y  gozando  éste  en  virtud  de  las  leyes  de  26 
de  Junio  de  1822  y  4  de  Julio  de  1856  de  la  hipoteca  tá- 
cita legal,  sobre  los  bienes  de  su  deudor,  el  Banco  Nacio- 
nal no  estaba  obligado  á  respetar  las  moratorias  del  mismo 
modo  que  no  lo  estaba  el  Banco  de  la  Provincia  con  ar- 
reglo al  art.  1744  del  Cód.  de  Com. 

El  Juez  de  Comercio  no  hizo  lugar  á  la  revocatoria  y 
concedió  el  recurso  de  apelación. 


Sentencia  de  lá  Cámara  de  Apelación  en  lo  Comercial 

• 

En  Buenos  Aires  á  12  de  Junio  de  1875,  reunidos  los 
señores  Vocales  en  la  Sala  de  Acuerdos,  y  traidos  á  la 
vista  los  autos  seguidos  por  D.  Eduardo  A.  Argerich  en 
representación  del  Banco  Nacional  contra  D.  Felipe  Payró, 
por  cobro  de  pesos,  á  efecto  de  resolver  la  apelación  in- 
terpuesta, se  practicó  la  insaculación  ordenada  por  la  Cons- 
titución, resultando  de  ella  que  debian  votar  los  señores 
Vocales  en  el  orden  siguiente :  Pica,  Bunga,  Isla.  El  Sr. 
Vocal  conjuez,  Dr.  Pica,  dijo :  que  la  cuestión  de  derecho 
á  resolver  en  esta  causa  es  la  siguiente :  si  el  Banco  Na- 
cional, por  su  ley  orgánica,  sancionada  por  el  Congreso 
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Ai^entino  en  23  de  Octubre  de  1872,  está  ó  no  obligado 
á  conceder  moratoria  á  los  deudores  de  la  letra  f.  1^.  El 
representante  del  Banco,  sostiene,  que  este  no  tiene  tal 
obligación,  por  cuanto  goza  de  los  privilegios  de  Bancos 
de  Provincias,  acogiéndose  á  los  que  las  leyes  han  conce- 
dido al  de  esta  Provincia  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
30  de  la  citada  ley  orgánica.  Que  efectivamente,  á  juicio 
del  que  habla,  el  Banco  de  la  Provincia,  por  sus  privile- 
gios, no  está  obligado  á  concederla  á  sus  deudores;  por 
la  ley  de  22  de  Junio  de  1822,  tiene  acción  hipotecaria  ó 
pignoraticia  sobre  los  bienes  de  aquellos  (artículo  5o);  el 
decreto  de  30  de  Mayo  de  1836,  le  acordó  el  privilegio 
fiscal  (art.  7**),  el  cual  le  fué  últimamente  concedido  por  ley 
de  25  de  Octubre  de  1854  (art.  11);  de  modo  que  tenien- 
do hipoteca  legal  ó  acción  pignoraticia  en  los  bienes,  la 
ley  lo  declara  esceptuado  de  aquella  obligación  (Gód.  de 
Gpm.,  art.  1744).  ¿Pero  podrá  decirse  lo  mismo  respecto 
al  privilegio,  que  la  ley  del  Congreso  concedió  al  Banco 
Nacional?  Opino  por  la  negativa,  y  para  ello  me  fundo 
en  el  mismo  articulo  30  de  la  ley  orgánica,  invocado  por 
el  representante  del  Banco  Nacional.  Ese  articulo,  dice: 
c  El  Banco  no  gozará  de  privilegio  fiscal  en  la  República ; 
pero  sus  créditos  no  podrán  ser'  inferiores  en  prelacion  á 
los  de  cualquier  otro  Establecimiento  de  Banco,  autoriza- 
do por  leyes  provinciales  >.  Gomo  se  vé,  este  articulo 
encierra  dos  partes:  por  la  primera  se  le  niega  al  Banco 
el  privilegio  fiscal,  y  esto  en  mi  concepto  habría  bastado 
para  resolver  la  cuestión ;  puesto  que,  careciendo  de  aquel 
privilegio  no  puede  ampararse  del  *art.  1744  del  Gódigo  de 
Gomercio,  y  por  consiguiente^  no  se  encuentra  en  iguales 
condiciones  con  el  Banco  de  la  Provincia,  no  es  acreedor 
prendario,  no  tiene  el  titulo  de  hipotecario :  por  la  segun- 
da, sus  créditos  no  podrán  ser  inferiores  en  prelacion  á 
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los  de  otros  establecimientos  bancarios  autorizados  por 
leyes  provinciales,  pero  esta  prelacion,  término  jurídico, 
solo  puede  ejercitarse  y  producir  efectos  legales  en*  los 
concursos ;  porque  solo  en  ellos  se  abre  el  juicio  de  grados 
y  preferidos,  en  que  se  establece  la  graduación  de  prefe- 
rencia de  créditos,  y  alli  es  donde  el  Banco  Nacional  po- 
drá pedir  la  prelacion  que  le  declara  el  citado  articulo  30, 
sin  que  le  sea  licito  estender  á  otros  casos  su  privilegio,  • 
y  si  alguna  duda  hubiese  sobre  la  interpretación  de  dicho  I 

articulo  debe  resolverse  en  contra  de  las  pretensiones  del 
Banco,  por  cuanto  el  privilegio  es  materia  odiosa,  y  cuan- 
do afecta  derechos  de  tercero,  debe  interpretarse  estrecha- 
mente según  la  común  doctrina.  Por  estas  razones,  mi 
votó  es  porque  no  se  haga  lugar  á  lo  pedido  por  el  re- 
presentante del  Banco  Nacional.  El  Sr.  Vocal,  Dr.  Isla, 
dijo:  Establecido  como  lo  sostiene  el  Sr.  Vocal,  Dr.  Pica, 
y  está  resuelto  por  esta  Cámara,  que  el  Banco  de  la  Pro- 
vincia go7.a  por  sus  créditos  del  derecho  real  hipotecario, 
pienso  que  el  Banco  Nacional  concurriendo  con  aquel,  se 
encuentra  en  igualdad  de  circunstancias  en  virtud  del  art. 
30  de  la  ley  de  su  institución.  La  ley  .nacional,  es  clara. 
Establece  por  regla  general,  es  cierto,  que  el  Banco  no 
goza  de  privilegio  fiscal,  pero  la  escepcion  contenida  en 
su  segunda  parte,  implica  que  lo  tiene  si  concurre  con 
otro  Banco  que  goce  de  ese  privilegio.  No  se  puede' 
comprender  de  otra  manera  la  igualdad  en  prelacion.  Se 
pretende  que  esta  prelacion  se  refiere  al  caso  de  liquida- 
ción definitiva,  y  no  al  presente,  de  las  moratorias.  A 
parte  de  jue  la  ley  no*  distingue,  y  por  el  contrario,  pre- 
ceptúa de  un  modo  absoluto,  es  evidente  que  no  puede 
hacerse  tal  distinción  sin  violar  la  disposición  de  la  ley 
nacional.  Lo  que  esta  establece  es  la  igualdad  de  derechos, 
la  uniformidad  para  el  pago.    No  existiría  una  ni  otra  cosa. 
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8i  el  Baaco  Provincial,  á  cuyo  favor  está  declarado  el  de- 
^  recho  hipotecario,  cobra  sus  créditos  no  obstante  las  es- 
peras concedidas  al  deudor,  y  el  Nacional  no  puede  ejer- 
citar idéntico  derecho.  Es  mas  palpable  lo  infundado  de 
aquella  distinción,  si  se  tiene  presente  que  todos  los  cré- 
ditos enumerados  en  el  articulo  1744,  Código  de  Comercio, 
son  exigibles  á  pesar  de  las  moratorias,  y  que  aún  los 
acreedores  personales  pueden  ser  pagados  proporcionalmenle 
segunr  el  articulo  1742.  Entonces,  no  solo  no  existiría  la 
igualdad  de  prelacion  respecto  del  Banco  de  la  Provincia, 
que  es  el  caso  de  la  ley  en  este  espediente,  sino  que  el 
Banco  Nacional  vendría  á  ser  postergado  á  los  acreedores 
del  artículo  1744,  y  para  percibir  alguna  cuota  por  su 
crédito  tendría  que  ser  en  el  carácter  de  mero  personal, 
puesto  que,  según  se  pretende,  no  tratándose  de  una  li- 
quidación deflnitiya,  no  podría  hacer  valer  cfurante  la  mo- 
ratoria la  prelacion  que  le  acuerda  la  ley  de  su  institución. 
Es  decir,  lejos  de  tener  garantido  su  crédito  con  la  igual- 
dad de  prelacion  ya  referida,  el  Banco  Nacional  quedaría 
sujeto  á  la  eventualidad  del  resultado  de  las  moratorias, 
que  si  bien  suele  ser  favorable,  puede  también  ser  ruinoso, 
según  las  circunstancias  prósperas  ó  adversas  para  la  li- 
quidación. Por  todo  esto,  y  concurriendo  el  Banco  Nacio- 
nal con  el  de  la  Provincia,  soy  de  opinión  que  se  en- 
cuentra comprendido  en  las  escepciones  del  artículo  1744 
del  Código  de  Comercio,  y  que  en  consecuencia  debe  re- 
vocarse la  sentencia  apelada. 

El  Sr.  Vocal,  Dr.  Bunge,  dijo :  las  moratorias  restríngen 
el  derecho  de  propiedad,  desde  que  se  conceden  aún  cuando 
alguno  de  los  acreedores  se  oponga  á  ello,  y  son,  por  lo 
tanto,  un  privilegio  odioso,  pues  perjudican  á  tercero.  El 
Banco  Nacional  quiere  hacer  valer  este  privilegio,  odioso 
también,  para  obtener  el  pago  de  sus  créditos,  perjudicando 
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al  acreedor,  desd^  que  declarado  este  otro  privileg^ío  se  co- 
loca al  deudor  que  ha  obtenido  moratorias  en  situación  mas 
difícil  para  aprovecharse  de  ellas  ó  tal  vez  se  hace  imposible 
la  continuación  de  sus  negocios,  llevándolo  precisamente  á 
la  quiebra  que  quería  evitar.  £1  Banco  Nacional  funda  su 
pretensión  en  el  articulo  30  de  la  ley  de  su  creación,  soste- 
niendo que  reconocido  el  privilegio  á  otro  Establecimiento 
de  Banco  se  le  debe  reconocer  también  á'  él.  El  único  Es- 
tablecimiento que  goza  del  privilegio  en  cuestión  es  el  Banco 
de  la  Provincia,  por  cuanto  se  han  dictado  leyes  que  se  lo 
conceden  espresamente,  pero  las  prescripciones  de  estas 
leyes  no  pueden  estenderse  por  via  de  analogía,  tratándose 
de  privilegios  que  perjudican  á  tercero,  odiosos  por  lo  tanto 
y  que  deben  ser  interpretadas  estrictamente. 

El  artículo  citado  dice  :  que  el  Banco  no  gozará  de  privi- 
legio fiscal  en  la  República;  prescripción  clara  y  precisa  que 
no  necesita  comentario  y  corresponde  al  espíritu  liberal  y 
progresista  que  caracteriza  nuestra  legislación.  Al  mismo 
tiempo  establece,  dicho  articulo,  que  sus  créditos  no  podrán 
ser  inferiores  en  prejaciou  á  los  de  cualquiera  otro  Estable- 
cimiento de  Banco  autorizado  por  leyes  provinciales.  Estas 
palabras  son  también  claras  y  terminantes. 

Los  créditos  del  Banco  no  serán  inferiores  en  prelacion  á 
los  de  otro  Establecimiento  análogo,  autorizado  por  leyes 
provinciales.  La  oportunidad  de  discutir  esa  prelacion  llega 
cuando  se  trata  de  liquidar  los  bienes  del  deudor,  cuando 
se  bponen  y  verifican  los  créditos  y  se  decide  su  valor,  pero 
no  mientras  dure  el  estado  de  moratoria,  porque  estas  se 
conceden  precisamente  para  que  el  deudor  pueda  cumplir 
todos  sus  compromisos  sin  perjudicarse,  habiendo  demostra- 
do á  sus  acreedores  y  al  Juzgado  de  lo  Comercial  que  tiene 
fondos  bastantes  para  pagar  integramente  sus  deudas,  evitando 
la  liquidación,  que  es  precisamente  lo  que  se  ha  deseado  con- 
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seguir.  El  Banco  podrá  oponerse  á  la  concesión  de  las  mo- 
ratorias, pero  una  ves  concedidas,  está  obligado  á  respetarlas 
como  todos  los  demás  acreedores,  siendo  las  únicas  escep- 
ciones  los  créditos  que  gocen  de  privilegio  fiscal  y  los  enu- 
merados en  el  articulo  1744  del  Código  de  Comercio.  Voto 
por  lo  tanto,  por  la  confirmación  de  la  sentencia  apelada. 
Con  lo  que  terminó  este  acuerdo  que  firmaron  los  Sres. 
Vocales. — Isla. —  Bunge. —  Pica. — Ante  mi.—  Rafael  Jorge' 
Ctnialan. 


Baenos  Aires,  Judío  14  de  1875. 

Y  yistos :  por  los  fundamentos  consignados  en  el  prece- 
dente acuerdo,  se  confirma,  con  costas,  la  sentecia  apelada, 
corriente  á  f .  3  vuelta  y  devuélvanse,  reponiéndose  los 
sellos. 


Tomás  Isla.— Octavio  Bunge. — 
Domingo  Pica. 


El  Banco  Nacional  ocurrió  á  la  Suprema  Corte  de  Justi- 
cia Nacional,  diciendo  que  la  sentencia  anterior  violaba  la 
ley  del  Congreso  que  dictó  los  Estatutos  del  Banco  Nacio- 
nal, á  la  vez  que  estaba  en  contradicción  con  otra  sentencia 
de  la  mism£i  Cámara  de  apelación  que  en  el  caso  de  José 
Mosquera  y  C*  habia  declarado  que  el  Banco  Nacional  en 
concurrencia  con  el  de  la  Provincia  no  se  hallaba  obligado 
á  respetar  las  moratorias. 
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Falle  d«  la  Supreaui  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  16  de  1875.  > 

Vistos :  considerando  que  la  mente  de  la  ley  de  creación 
del  Banco  Nacional  en  la  segunda  parte  del  artfculo  treinta, 
"ha  sido  igualar  la  condición  de  este  establecimiento  con  la 
de  todo  otro  Banco  privilegiado,  á  fm  de  ponerlo  á  cubierto 
de  los  perjuicios  que  estos  pudieran  ocasionarle  con  el 
ejercicio  de  sus  privilegios ;  que  este  objeto  no  se  consegui- 
ria  si  se  admitiese  que,  en  caso  de  concurrir  el  Banco  de  la 
Provincia  con  el  Nacional,  puede  el  primero,  sin  sujetarse 
i  las  moratorias  concedidas  al  deudor  común,  perseguir  el 
cobro  íntegro  de  su  crédito  en  virtud  de  sus  privilegios ; 
mientras  el  segundo  estuviese  obligado  á  esperar  el  venci** 
miento  del  término  concedido,  entrando  entonces  en  la 
categoría  de  mero  acreedor  personal :  que  por  consiguiente, 
la  verdadera  doctrina  es  la  espuesta  en  la  opinión  fundada 
de  la  minoría  de  la  Cámara  de  apelación,  concordante  con 
la  resolución  de  la  misma  Cámara  en  el  caso  de  Don 
José  Mosquera  y  C* :  por  estos  fundamentos  y  los  de  la 
mencionada  opinión,  se  declara  que  la  resolución  recurrida 
es  contraria  á  la  ley  nacional  y  debe  por  lo  tanto  quedar 
sin  efecto;  y  devuélvanse  á  los  fines  del  articulo  diez  y  seis 
de  la  ley  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  sobre  jurisdic- 
ción y  competencia,  satisfechas  que  sean  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos. 

Salvador  M*  del  Carril. —  Josi 
Barros  Pazos. — J.  B.  Goros- 
TUGA.— J.  Domínguez. 


f 
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CAUSA    LiS.S.3L. 


D,  Juan  Badgalúpe^  contra  D.  Juan  íiunez^ 

por  cobro  de  p$so8. 


Sumario.— L^  Suprema  Corte  no  conoce  en  apelaciones 
referentes  á  asuntos,  de  menor  cuantía. 


Caso. — D.  Juan  Bacigalupe,  estranjero,  siguió  un  juicio 
de  jactancia  contra  D.  Melíton  Nuñez,  el  cual  concluyó  por 
sentencia  definitiva  en  que  el  juzgado,  no  habiéndose  dedu- 
cido acción  alguna  de  las  enunciadas  en  la  demanda '  de 
jactancia,  declaró  decaido  el  derecho  de  Nuñez  á  ejercitarlo, 
de   conformidad  á  la  ley  46,  tit.  2\  Part.  3\ 

Ejecutoriado  este  auto  Bacigalupe  espuso :  que  como  Nuñez 
estaba  virlualmente  condenado  en  las  costas,  pedia  se  man- 
dase practicar  la  regulación  de  los  honorarios  de  su  letrado 
y  se  hiciera  la  planilla  de  costas  correspondiente. 

Regulados  los  honorarios  y  hecha  la  planilla  de  costas, 
Bacigalupe  pidió  se  condenase  á  Nuñez  á  pagar  la  suma 
de  52  pesos  fuertes  54  centavos  que  importaba,  debiendo 
hacer  dicho  pago  dentro  de  tercero  día,  bajo  apercibimiento 
de  ejecución  y  embargo.  En  un  otrosí  pidió  se  desglosara 
T.  VII.  26. 
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y  se  devolviera  su  papeleta  de  ciudadanía  estranjero    que 
habia  presentado. 


Fallo  del  Jues  de   Seeclen. 


Buenos  Aires^  Julio  23  de  1815. 

No  habiéndose  pronunciado  condenación  en  costas  con- 
tra el  demandado,  ni  debiéndose  estas  sino  en  el  caso  de 
esta  condenación,  no  ha  lugar  en  lo  principal ;  al  otrosí 
como  se  pide. 

Albarradn . 

De  este  auto  apeló  Bacigalupe  y  el  recurso  se  le  otorgó 
en  relación. 


Falle  de  to  SHprean»  Cerie 


Buenos  Aires,  Setiembre  18  de  1875. 

* 

Vistos :  siendo  esta  causa  de  menor  cuantía,  devuélvase 
previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos  por  el  ape- 
lante. 

Salvador  M'  del  Carril. — José 

Barros  Pazos.  —  J.  B.  GoROS- 

TIAGA. — J.   DOHINGUEZ. 
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C^US^    IL.1IL1LXI 


Criminal  contra  D.  David  Agüero  por  rebelión. 


Sumario. — Una  ley  general  de  amnistía  hace  dejar  sin  efec- 
to una  sentencia  condenatoria  sobre  delito  de  rebelión. 


Caso. — En  causa  criminal  por  rebelión  seguida  ante  el 
Juez  Federal  de  San  Juan  contra  D.  David  Agüero,  este  fué 
condenado  á  pagar  trescientos  pesos  fuerces  de  multa  á  favor 
del  Tesoro  Nacional,  por  sentencia  de  11  de  Agosto  de  1875. 

Habiendo  apelado  el  procesado,  el  defensor  ante  la  Supre- 
ma Corte  pidió  se  dejara  sin  efecto  dicha  sentencia,  en  cum- 
plimiento de  la  ley  de  amnistía  de  fecha  26  de  Julio  del 
mismo  año. 


Fallo  de  1»  0iipi>eiiMi  CTorle* 

Buenos  Aires,  Setiembre  18  de  187S. 

Vistos  en  el  acuerdo,  y  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  ley 
de  amnistía  de  veinte  y  seis  de  Julio  del  corriente  año,  dé- 
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jase  sin  efecto  la  sentencia  apelada  de  foja  doscientas  dos 
y  devuélvanse. 

Salvador  M*  DEL  Carril. — José  Bar- 
ros Pazos. — J.  B.  Gorostiaga.— J. 
Domínguez. 


GAUBA.  IL.:K.1L3LII. 


D.  Antonio  de  Santa  María,  contra  la  Provincia  de  Corrientes, 
sobre  inconstitucionalidad  de  un  impuesto.  Incidente  sobre 

competencia. 


Sumario,  ^-l^  Es  bastante  para  que  la  Suprema  Corte 
sea  competente,  que  una  Provincia  sea  demandada  por  un 
estrangero  ó  por  un  vecino  de  otra. 

2o  Las  defensas  referentes  al  fondo  de  la  causa  no  se  pue- 
den alegar  como  escepciones  dilatorias. 


Caso. — D.  Antonio  Santa  María  vecino  de  Buenos  Aires, 
se  presentó  ante  la  Suprema  Corte  esponiendo :  que  habien- 
do sido  obligada  la  gerencia  que  tenia  en  el  Saladero  Rincón 
de  Soto,  Provincia  de  Corrientes  á  un  abono  indebido  á 
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titulo  de  derechos  de  esportacion  de  frutos  faenados,  se 
veia  en  la  necesidad  de  entablar  formal  demanda  contra  la 
mencionada  Provincia,  pidiendo  se  declarase  inaplicable  al 
caso  la  ley  de  impuestos  generales  que  para  tal  fin  se  babia 
invocado,  y  se  le  obligase  en  consecuencia  á  devolver  los 
2887  pesos  fuertes  96  centavos  que  habia  pagado,  con  in- 
tereses y  costas. 

Corrido  traslado  de  la  demanda,  el  Dr.  D.  Emilio  D. 
Gabral,  por  el  Gobierno  de  Corrientes,  pidió  á  la  Suprema 
Corte  se  inhibiera  del  conocimiento  de  la  causa  y  ordenase 
al  demandante  ocurrir  donde  correspondiera,  formando  sobre 
este  articulo  de  previo  y  especial  pronunciamiento. 

Dijo  :  que  la  recaudación  y  percepcionde  los  impuestos 
municipales  está  encomendada  esclusivamente  á  las  mu- 
nicipalidades, quienes  los  perciben  de  acuerdo  con  lo  que 
dispone  la  ley.  Que  el  Poder  Ejecutivo  no  puede  enten- 
der en  los  reclamos  que  se  entablen  por  aplicaciones  in- 
debidas de  la  ley  de  impuestos.  Que  de  esos  reclamos 
conocen  los  Tribunales  de  Provincia  demandando  á  las 
municipalidades  como  personas  jurídicas. 

Que  fundado  en  estos  principios  el  Gobierno  de  Cor- 
rientes se  ha  declarado  incompetente  para  conocer  en  esta 
causa. 

Que  la  ley  orgánica  de  las  municipalidades  de  campaña 
de  la  Provincia  de  Corrientes  manda  cobrar  por  la  via  de 
apremios  sus  impuestos. 

Que  por  consiguiente  no  es  cierto  que  el  Gobierno  de 
Corrientes  haya  obligado  al  Gerente  de  Santa  María,  al 
abono  de  que  se  queja  sino  la  municipalidad  de  Lavalle, 
por  cuya  razón  el  Gobierno  no  puede  ser  demandado,  ni 
la  Suprema  Corte  es  competente  para  conocer  de  la  causa. 

Que  el  artículo  de  la  ley  general  de  impuestos  aplicado 
en  el  caso  en  cuestión,  no  establece  un  derecho  de  es- 
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la  Provincia  de  San  Luis  estableció  recaudadores  depen- 
dientes del  Poder  Ejecutivo,  y  en  la  Provincia  de  Corrientes^ 
la  percepción  del  impuesto  está  encomendada  á  la  munici- 
palidad, lo  que  revela  que  no  es  un  impuesto  de  esporta- 
cion,  sino  recaudable  solo  por  las  autoridades  locales. 

Que  no  tratándose  en  esta  causa  de  ningún  acto  del  Poder 
Ejecutivo  de  la  Provincia,  sino  de  un  cobro  hecho  por 
una  Municipalidad,  de  un  dereho  municipal,  la  Suprema 
Corte  no  es  competente  para  conocer  de  la  causa. 

Corrido  traslado  del  articulo,  ,D.  Antonio  Santa  María. con- 
testó, que  este  articulo  habia  sido  fallado  ya  en  la  causa 
idéntica  seguida  por  D.  Federico  de  las  Carreras  contra  la 
misma  Provincia ;  que  habiendo  hecho  jurisprudencia  el 
caso  mencionado,  repetirlo  la  misma  persona  es  temeridad, 
por  cuya  razón  debe  ser  condenado  en  las  costas. 

Que  no  es  verdad  que  sea  á  la  municipalidad  de  Lavalle 
á  quien  deba  demandarse,  sino  á  la  Provincia  de  Corrientes; 
que  la  municipalidad  se  ha  limitado  á  ejercer  un  derecho 
que  le  fué  conferido  por  una  ley  especial,  y  para  hacerlo 
efectivo  contra  el  Saladero  Rincón  de  Soto,  ocurrió  á  un 
Juzgado  de  Paz  y  obtuvo  contra  su  Gerente  los  apremios 
y  ejecuciones  que  obran  en  autos.  Que  el  abuso  está  en 
la  ley  misma,  y  no  simplemente  en  la  municipalidad  que 
la  ha  puesto  en  práctica ;  de  manera  que  la  responsable 
es  la  Provincia,  porque  esa  ley  inconstitucional  ha  sido 
sancionada  por  sus  representantes  legales,  su  Poder  Eje- 
cutivo la  promulgó  y  mandó  cumplir,  y  el  judicial  la  aplica 
y  hace  obligatoria.  Que  después  de  la  vista  producida  por 
*  el  Sr.  Procurador  General  en  el  asunto  promovido  por  de 
las  Carreras,  es  inútil  discutir  la  demandabilidad  déla  Pro- 
vincia y  la  competencia  de  la  Suprema  Corte.  Que  en  pre- 
sencia de  las  cuentas  que  corren  en  autos,  pasadas  por  la 
municipalidad    de  Lavalle,  no  puede  ponerse  en  duda  el 
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verdedero  carácter  de  los  derechos  cobrados.  Que  en  su 
encabezamiento  se  habla  de  derechos  por  la  estraccion  de 
frutos  y  en  su  detalloi  se  designan  los  buques  en  que  se  hizo 
su  transporte  marítimo  para  el  eslranjero. 

Que  no  son  ciertas  las  diferencias  que  establece  el  re- 
presentante de  la  provincia,  entre  la  ley  de  San  Luis,  de- 
clarada inconstitucional  por  la  Suprema  Corte,  y  la  de  Cor- 
rientes materia  del  pleito.  Que  en  esta  última  también  se 
crea  un  derecho  de  esportacíon  á  todo  fruto  que  se  estraiga 
aun  cuando  sea  para  el  estranjero,  según  las  palabras  del 
Fiscal  de  la  Provincia  en  el  dictamen  que  produjo.  Que 
si  no  fuera  cierto  que  la  citada  ley  comprende  los  derechos 
de  esportacion,  no  se  habrían  cobrado  los  que  se  recla- 
man al  saladero  Rincón  de  Soto,  por  el  hecho  de  enviar 
á  Europa  frutos  faenados. 

Que  teniendo  por  objeto  esta  demanda  que  se  declare  in- 
constitucional la  mencionada  ley  y  que  se  ordene  la  de- 
volución de  lo  pagado  indebidamente  en  virtud  de  ella,  es 
evidente  que  el  caso  cae  bajo  la  jurisdicción  esclusíva  de  la 
Suprema  Corte,  por  razón  de  la  materia  y  por  razón  de  las 
personas  desde  que  son  parte  en  el  juicio,  una  Provincia  y 
un  vecino  de  otra.  , 

Que  la  facultad  de  lejislar  que  compete  á  las  Provincias  i 
no  es  absoluta,  pues  tiene  por  límite  las  atribuciones  con- 
feridas al  Gobierno  General  por  el  pueblo  de  la  República » 
entre  las  cuales  se  encuentran  como  de  su  esclusiva  com- 
petencia, las  de  establecer  Aduanas  é  imponer  derechos 
á  la  importación  y  esportacion,  facultades  que  han  sido 
espresamente  negadas  á  los  Gobiernos  de  P^ovincia. 
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Fallo  de  1»  Saprenm  C?opte 


Buenos  Aires,  Setiembre  21  de  1875. 

Vistos :   siendo  bastante  para  que  la  Suprema  Corte  sea 

competente,  que  una  Provincia  sea  demandada  por  un  es- 

trangero,  ó  por  un  vecino  de  otra,  y  no  constituyendo   es- 

cepciones  dilatorias  lo  demás  que  se  alega,  sino  cuestiones 

que  tocan  al  fondo,  y  que  no  pueden  decidirse  sino  en  la 

sentencia  definitiva,  no  ha  lugar  al  articulo  y  el  represen- 

tanta  de  la  Provincia  de  Corrientes  conteste  directamente  la 

demanda. 

Salvador  M«  del   Carril.  — 

José  Barros  Pazos. — J.  B. 

GoROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 


CAUSA   I^ILILXIII. 


D.  Franciieo  Piola  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires 
por  cobro  de  pesos^  incidente  sobre  honorarios. 


Sumario. — El  honorario  correspondiente  á  un  escrito  pro- 
veído después  de  haberse  hecho  saber  al  Juez  de  Sección 
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la  orden  de  suspender  todo   procedimiento,   no   puede  ser 
pagado  por  el  ejecutado,  que  habla  sido  condenado  en  costas. 


Caso. — El  Procurador  Frugoni  en  representación  de  D. 
Francisco  Piola,  inició  una  ejecución  ante  el  Juzgado  Fede- 
ral en  Buenos  Aires,  contra  la  Municipalidad  de  la  ciudad 
por  cobro  de  una  letra  importante   31,730  ps.  m/c. 

Ejecutoriado  el  auto  de  solvendo,  se  dictó  mandamiento 
de  ejecución  contra  los  muebles  de  un  salón  de  la  Munici- 
palidad, cuyo  salón  no  era  ocupado  en  las  funciones  ordina- 
rias de  la  Corporación,  y  á  la  vez  se  mandó  librar  oficio 
al  Ministerio  de  la  Guerra  para  que  pusiera  á  disposición  del 
oficial  de  Justicia  un  piquete  de  veinte  y  cinco  hombres 
para  hacer  cumplir  el  mandamiento. 

En  este  estado,  y  con  fecha  Julio  1^  de  1875,  la  Suprema 
Corte,  proveyendo  un  recurso  de  queja  de  la  Corporación 
Municipal,  mandó  que  informase  el  Juez,  suspendiendo  todo 
procedimiento. 

En  el  mismo  di  a  se  libró  el  oficio  al  Juez  de  Sección. 

Con  fecha  3,  el  Juez  de  Sección  produjo  el  informe  y 
remitió  los  autos.. 

Con  fecha  5,  habiendo  el  Procurador  de  la  Municipalidad 
oblado  el  importe  del  crédito  reclamado,  la  Suprema  Corte 
mandó  devolver  el  espediente,  dejando  sin  efecto  el  manda- 
miento de  embargo,  y  con  fecha  12  en  que  se  repusieron 
los  sellos,  se  devolvió  el  espediente  al  Juez  de  Sección. 

Habiendo  el  Ministerio  de  la  Guerra  contestado,  de  acuer- 
do con  el  dictamen  del  Sr.  Procurador  General,  que  no  po- 
día acceder  á  la  petición  del  Juez  de  poner  á  su  disposi- 
ción un  piquete  de  tropa  para  hacer  cumplir  la  orden  de 
embargo,  el  Juez  de  Sección  con  fecha  10  de  Julio  dio  vista 
al  ejecutante. 

Con  fecha  18  del  inÍ3mo«  el  ejeoutante  pidi^  se  reitera- 
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86  el  oficio  al  Ministerio  de  la  Guerra,  ¡osistieDdo  en  que 
se  prestase  el  auxilio  de  la  fuerza  pública  y  el  Juez  proveyó 
con  fecha  13  de  Julio,  sin  perjuicio  del  estado  de  la 
causa,  mandando  reiterar  el  oficio  ordenado  anteriormente. 

Con  fecha  14  de  Julio,  el  Juez  mandó  'saber  al  ejecutan- 
te  el  desistimiento  de  la  queja  interpuesta  ante  la  Suprema 
Corte,  y  la  oblación  hecha  por  medio  de  un  cheque,  para 
que  pidiera  lo^que  correspondiese. 

Con  fecha  16,  el  ejecutante  pidió  se  cobrase  y  se  le  en- 
tregara el  importe  del  cheque,  y  proveido  de  conformidad, 
el  Procurador  Frugoni  recibió  con  fecha  21  los  33,000  ps. 
m/c.  importe  del  cheque  oblado,  con  cuyo  motivo  el  Juez 
con  fecha  22  de  Julio  mandó  suspender  el  oficio  al  Minis- 
terio tie  la  Guerra,  por  ser  ya  innecesario  el  embargo  y  el 
empleo  dé  la  fuerza. 

Con  la  misma  fecha,  22  de  Julio,  el  Procurador  Frugoni 
espuso,  que  habiendo  la  Municipalidad  pagado  el  capital, 
correspondia  y  pedia  se  mandase  practicar  la  liquidación  de 
los  intereses  y  las  costas,  y  se  mandasen  regular  sus  ho- 
norarios y  los  de  su  letrado. 

El  Juez  nombró  regulador  y  que  en  seguida  se  hiciera 
la  correspondiente  planilla  de  costas  é  intereses. 

Habiendo  el  regulador  estimado  en  600  ps.  fls.  el  ho- 
norario del  abogado  Dr.  Calderón  y  en  150  el  del  Procu- 
rador Frugoni,  el  actuario  hizo  la  correspondiente  planilla 
con  un  saldo  en  contra  de  la  Municipalidad  de  20,867  ps. 
m/c,  cuya  liquidación  se  hizo  saber  á  las  partes  el  dia  3  de 
Agosto. 

Con  fecha  5  del  mismo,  el  Procurador  Municipal,  se  pre- 
sentó pidiendo  que  el  Juzgado  declarase  que  los  honorarios 
y  costas  causadas  en  el  escrito  en  que  el  ejecutante  pidió 
se  reiterase  oficio  al  Ministerio  de  la  Guerra,  no  eran  á  cargo 
de  la  Qorporacionf  y  en  caso  omiso  ó  denegado  se  le  con- 
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cediera  apelación  para  ante  la  Suprema  Corte*  Dijo :  que 
habiendo  la  Suprema  Corte  ordenado  al  Juez  que  suspen- 
diera todo  procedimiento  con  fecha  anterior  á  la  de  ese 
escrito  y  su  providencia,  y  habiendo  el  superior  mandado 
dejar  sin  efecto  él  embargo  ordenado  de  los  muebles,  era 
claro  que  la  Corporación  no  debia  pagar  mas  gastos  poste- 
riores que  los  indispensables  para  la  regulación  y  liquida- 
ción de  las  costas  causadas  antes.  ^ 

Que  si  el  Juez  tuvo  á  bien  recibir  el  escrito  del  ejecu- 
tante en  que  trató  de  probar  que  debia  acordarse  é  insis- 
tirse  en  el  pedido  de  la  fuerza  pública,  esos  gastos  debian 
ser  de  su  cuenta  puesto  que  el  asunto  estaba  ya  concluido 
con  la  oblación  hecha  y  aceptada  por  la  Suprema  Corte. 

FaUo  del  Suem  de  fltoeeloii. 

Buenos  Aires,  Agosto  7  de  1875. 

Hallándose  vencido  el  término  que  se  acuerda  por  el  in- 
ciso 3"",  art.  6,  lit.  3o  de  la  ley  sobre  c  Arancel »  para 
el  pago  de  derecho  procesales  nacional,  para  observar  la 
cuenta  de  honorarios,  no  ha  lugar  á  la  reforma  que  se  soli- 

citani  á  la  apelación  deducida. 

Albarracin. 

Notificado  el  Procurador  Municipal  ocurrió  directamente 
ante  la  Suprema  Corte,  en  recurso  de  queja. 

Falla  de  la  Suprema  Corle. 

Buenos  Aires,  Setiembre  30  de  1875. 

Vistos  :  Resultando  de  autos  que  el  escrito  de  foja  veinte 
y  una,  de  cuya  regulación  se  reclama  por  el  representante 
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de  la  Municipalidad,  fué  presentado  por  la  parte  y  proveído 
indebidamente  por  el  Juez  de  Sección  diez  dias  después  de 
haber  dado  el  informe  que  se  le  pidió,  y  de  conocer  la  or- 
den de  suspender  todo  procedimiento  en  esta  causa,  se  re- 
voca la  resolución  apelada  de  foja  noventa  y  una  vuelta,  y 
se  devuelve  al  Juez  de  Sección  para  que  mande  practicar 
nueva  regulación  de  los  honorarios  del  Abogado  y  procu- 
rador  del  ejecutante,  con  esclusíon  de  la  que  corresponde 
por  dicho  escrito,  y  se  proceda  en  seguida  conforme  á  lo 
dispuesto  por  el  artículo  segundo  del  título  segundo  de  la 
ley  sobre  arancel  para  el  pago  de  derechos  procesales. 
Satisfáganse  las  costas  y,  repónganse  los  sellos. 

Salvador    M*  del  Carril.  —  Josa 
Barros  Pazos. — J.  B.  Goroshaga. 
Domínguez. 


CAUSA   I^lLlLmV. 


D.  José  M^  Sosa^  contra  D.  Enrique  Massot^  por  rendición  de 

cuentas  y  cobro  de  pesos. 


Sumario. — lo  El  pago  del  saldo  hecho  por  el  comisio- 
nado  constituye  una  escepcion  perentoria  contra  la  acción 
del  comitente  por  rendición  de  cuentas  y  cobro  de  pesos. 
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2»  El  pago  cuya  importancia  es  mayor  de  200  pesos 
no  puede  probarse  por  testigos  si  no  existe  principio  de 
prueba  por  escrito. 

3^    La  plus  petition  es  causal  de  condenación  en  costas. 


Caso.—H.  José  M.  Sosa  sustituyó  á  favor  de  D.  Enrique 
Massot  el  poder  de  los  oñciales  del  ejército,  ayudante  mayor 
Barrios  y  teniente  Insaurralde,  para  cobrar  sus  haberes  que 
fueron  liquidados  en  la  suma  2581  pesos  fuertes. 

Sosa,  vecino  de  la  Provincia  de  Corrientes  demandó  á 
D.  Enrique  Massot,  vecino  de  Buenos  Aires  ante  la  Justicia 
Nacional,  por  rendición  de  cuentas  de  la  suma  menciona- 
da y  pago  de  2181  pesos  fuertes  por  haber  recibido  ya  la 
suma  de  400  pesos. 

Massot  contestó  que  había  recibido  los  2581  pesos,  pero 
que  ya  habia  entregado  á  Sosa  en  dos  fechas  la  suma  de 
1894  pesos  y  la  de  300  pesos  fuertes,  habiendo  retenido 
el  15  p.  7o  convenido  como  comisión  ;  y  que  esta  escepcion 
fundada  en  el  pago,  escluia  toda  acciQn  de  rendición  de 
cuentas  y  cobro  del  saldo. 

Durante  el  término  de  prueba,  Sosa  confesó  que  era  cierto 
el  convenio  de  la  concisión  del  15  ^/o,  y  que  era  de  su  puño 
y  letra  una  liquidación  hecha  de  los  haberes  de  Barrios  é  In- 
saurralde con  el  fin  de  percibir  la  parte  liquida  que  le  corres- 
pondia.  Estas  y  las  demás  pruebas  están  relacionadas  en  el 
siguiente 

FaUo  del  Jueas  de  Secelon. 

Buenos  Aires,  Julio  16  de  1875. 

Y  vistos,  estos  autos  iniciados  por  demanda  del  coronel 
D.  José  Maria  Sosa,  contra  D.  Enrique  Massot,  por  cobro 
de  pesos  procedentes  de  una  cantidad  de  dinero  percibida 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  S9f 

por  el  demandado  en  la  Tesorería  Nacional  como  apoderado 
del  demandante  y  resultando : 

1^  Que  la  demanda  es  dirijida  á  obtener  la  devolución 
de  la  cantidad  de  2581  pesos  fuertes  de  cuyo  cobro  y  ges 
tienes  necesarias  fué  encargado  Sosa  por  el  ayudante  ma^ 
yor  D.  Pilar  Barrios  y  teniente  D.  Aniceto  Insaurralde  susti- 
tuyendo aqu^l  sus  poderes  á  favor  de  Massot,  fundado  este 
reclamo  en  que  este  último  percibió  dicha  suma  negándose 
en  seguida  á  dar  cuenta  y  satisfacción  á  su  poderdante. 

2o  Que  el  demandado  al  contestar  la  demanda  reconoce 
la  comisión  recibida  de*  Sosa  y  el  percibo  de  la  suma  es- 
presada, negando  los  demás  hechos  aseverados  por  la  demanda 
con  relación  á  su  negativa  á  dar  cuenta  á  su  poderdantCi 
contra  quien  opone  la  escepcion  perentoria  de  pago,  el  que 
dice  haber  tenido  lugar  en  dos  partidas  diferentes  en  la  foFma 
que  se  detalla  en  el  escrito  de  f.  20,  y 

3o  Que  recibida  la  causa  á  prueba  por  el  auto  de  f.  34 
la  parte  demandante  ha  presentado  la  declaración  de  Sal- 
vador Mechierif.  42,  el  informe  de  la  Comisaria  de  Guerra 
f.  45,  declaración  del  coronel  D.  Desiderio  Sosa  f.  49 
y  las  posiciones  absueltas  por  Massot  á  fojas  56  y  84 
vta.  para  probar  su  acción,  y  el  demandado  en  el  pro- 
pósito de  justificar  su  escepcion  ha  producido  la  declara- 
ción de  Federico  Sagari  f.  67  vta.,  de  Lorenzo  Dejeant 
f.  70  y  posiciones  absueltas  por  Sosa  á  f.  72  vta.  y  126,  y 

Considerando  :  l'^  Que  establecida  la  cuestión  en  los  tér- 
minos que  la  presentan  los  precedentes  de  autos,  á  que  se 
hace  referencia,  es  una  cuestión  meramente  de  hecho,  buya 
resolución  depende  de  la  importancia  de  la  prueba  pro- 
ducida por  el  demandado  sobre  la  escepcion  de  pago  que 
ha  deducido. 

2^    Que  el  pago  alegado  sostiene  el  demandado  haberlo 
hecho  en  la  forma  siguiente :  entregándole  á  Sosa  el  mismo 
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dia  del  cobro  en  la  Comisaría  1894  pesos  fuertes,  387  pesos 
fuertes  que  retuvo  por  la  comisión  de  cobro  que  le  cor* 
respondía  al  15  ^o  y  300  pesos  fuertes  que  retenidos  al 
principio  para  garantía,  se  los  devolvió  después  con  fecha 
20  de  Mayo,  quedando  en  esa  fecha  definitivamente  chan- 
celados  los  negocios. 

3'  .Que  no  obstante  que  en  el  presente  caso,  tratándose 
de  un  pago  cuya  importancia  es  mayor  de  200  pesos  debia 
haberse  constatado  por  escrito  según  lo  previene  el  art.  17 , 
sec,  3*,  tít.  lo.  Código  Civil,  pero  importando  el  documento 
de  f.  74  un  principio  de  prueba  por  escrito,  mucho  mas 
cuando  habiendo  sido  presentado  por  el  demandado  ha  sido 
reconocido  por  el  demandante  en  las  posiciones  absueltas 
á  f;  74  vta.  es  admisible  la  prueba  de  testigos  de  acuerdo 
al  art.  55,  inc.  4^  ;  que  respecto  de  la  primera  partida  de 
la  entrega,  las  declaraciones  de  los  testigos  Federico  Sagari 
y  Lorenzo  Dejeant  son  contestes  sobre  el  hecho  de  haberse 
entregado  por  Massot  á  Sosa  una  cantidad  de  dinero  en  los 
primeros  dias  del  mes  de  Mayo,  después  de  haberse  prac- 
ticado una  liquidación  entre  ambos  eú  el  escritorio  de  MassoL 

5o  Que  si  bien  no  resulta  de  dichas  declaraciones  el 
monto  de  la  cantidad  entregada,  y  su  procedencia  solo  se 
indica  vagamente,  diciendo  que  por  la  conversación  de  los 
interesados  se  dejaba  ver  que  trataban  de  cobros  ante  el 
Gobierno  Nacional,  estas  circunstancias  resultan  claramente 
espresadas  en  la  liquidación  de  f.  74. 

6o  Que  en  el  documento  mencionado  escrito  de  puño 
y  letra  de  Sosa,  según  su  propia  confesión,  se  espresa  con 
separación  los  haberes  y  deducciones  respectivas  de  los 
oficiales  Barrios  é  Insaurralde  que  son  precisamente  los 
mismos  de  donde  procede  el  cargo  establecido  en  la  demanda, 
lo  que  al  mismo  tiempo  robustece  y  amplia  las  declara- 
ciones de  los  testigos  Sagari  y  Dejeant  y  á  su  vez  se  es- 
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plica  y  aclara  por  las  declaraciones  de  estoSi  en  cuanto  á 
la  fecha  y  objeto  de  la  liquidación. 

7o  Que  respecto  á  la  segunda  partida  de  descargOt  ella 
está  plenamente  justiflcada  por  confesión  del  demandante 
absolviendo  posiciones  á  f.  72  vta.  donde  esplicitamente 
consigna  que  convino  con  Hassot  abonarle  un  i  5  ''¡o  de 
lo  que  cobrase. 

8^  Que  respecto  á  la  tercera  partida  ó  sea  la  devolución 
de  los  300  pesos  se  desprende  también  de  la  confesión 
de  Sosa  mismo  quien  en  su  interrogatorio  de  f,  42  reco- 
noce haber  recibidd  una  suma  mayor,  es  decir,  400  pesos. 

9''  Que  la  fuerza  probatoria  de  los  antecedentes  que 
dejamos  consignados  no  ha  sido  desvirtuada  por  la  prueba 
producida  por  el  actor :  Salvador  Michieri  en  su  declaración 
solo  dicCi  sin  fijar  época  alguna,  que.  oyó  á  Massot  que  daba 
satisfacción  á  Sosa  por  desavenenciaa  anteriores  prometién- 
dole que  en  adelante  iría  mejor.  £1  informe  de  la  Comi- 
saría de  Guerra  se  refiere  al  cobro  que  hizo  Massot  como 
apoderado  de  Sosa,  punto  sobre  el  que  están  de  acuerdo 
ambas  partes:  la  declaración  del  coronel  D.  Desidero  Sosa 
es  mas  esplicita  en  cuanto  fija  la  fecha  18  de  Junio,  como 
la  en  que  fué  comisionado  por  Sosa  para  cobrar  á  Massot, 
pero  es  singular  en  su  declaración  y  las  posiciones  absuel- 
tas  por  este  último  á  f.  84  vta.  son  referentes  evidentemente 
á  otro  negoció  como  lo  demuestra  la  fecha  del  recibo  de 
foja  86  que  es  anterior  á  la  entrega  de  los  haberes  de 
Barrios  é  Insaurralde  objetos  de  este  litijio,  y 

10.  Que  el  demandante  al  comprender  en  su  demanda 
toda  la  cantidad  percibida  por  Massot  en  la  Comisaria  de 
Guerra,  sin  deducir  la  comisión  que  él  mismo  reconoce 
haber  ofrecido  al  demandado,  ha  incurrido  en  plun  petitimf 
lo  que  si  bien  no  importa  la  pérdida  de  su  derecho,  por 
haber  caido  en  desuso  las  leyes  que  así  lo  disponen,  es 
T.  vn.  27 
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causal  áe  condeDacíon  en  oosta  según  el  sentir  de  los 
autores  prácticos;  por  estos  fundamentos ;  fallo  declarando 
que  el  coronel  D.  José  María  Sosa  no  ha  probado  su  acción, 
habiéndole  hecho  el  demandado  D.  Enrique  Massot  con  la 
escepcion  de  pago  opuesta,  en  su  consecuencia  absuél- 
vesele de  dicha  demanda,  siendo  á  cargo  del  demandante 
las  costas  del  juicio.  Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ug arriza. 


Vulto  ém  lA  ikwprcmn  €)orie 


Buenos  Aires,  Octubre  i  de  1875. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  ciento  veinte  y  siete,  y  satisfechas 
las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.  —  José 
Barros  Pazos.— J.  B.  Goros- 
tiaga.— j.  dominouez. 
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CAUSA  iiX.aLx.v< 


El  Capitán  dd  vapor  c  Washington  >  contra  los  consignatarios 
de  la  carga  ^  por  cobijo  de  fletes ^  indemnización  de  daños 

y  perjuicios.    Sobre  recusación. 


Sutaario.-^^o  puede  recusarse  al  Juea  de  Seceioa  para 
que  se  impida  de  cooocer  en  un  incidente  sobre  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios,  antes  de  ser  entablado  este 
en  forma,  y  de  haberse  fallado  la  cuestión  principal  sobre 
cobro  de  fletes. 


Caso, — El  Capitán  del  vapor  c  Washingtm  t,  demandó  á 
los  consignatarios  de  la  carga  por  cobro  de  fletes,  y  pidió 
y  obtuvo  el  embargo  de  ella  en  la  Aduana. 

Los  consignatarios,  alegando  haber  sido  pagados  los  fletes 
en  Europa,  demandaron  al  Capitán  por  retención  indebida 
de  la  carga,  y  bajo  su  responsabilidad  pidieron  y  obtuvie- 
ron el  decreto  de  embargo  de  viage  del  Capitán  si  no  arrai- 
gase el  juicio. 

El  Capitán  pidió  revocatoria  de  este  decreto,  y  pen- 
diente este  reclamo,  el  Juez  de  Sección,  á  instancia  de  los 
consignatarios,  mandó  llevar  adelante  el  decreto  mencio- 
nado. 
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El  Capitán  apeló;  se  le  negó  la  apelación,  é  interpuesto 
recurso  de  queja,  se  ordenó  que  el  Juez  llevase  adelante 
sus  procedimientos. 

Librado  oficio  á  la  Capitanía  del  Puerto  para  el  embargo 
del  viage,  se  rechazó  la  revocatoria  pendiente  por  el  si- 
guiente 

Auto  del  Juez  de  Sección. 


Buenos  Aires,  Abril  17  de  1875. 

Vistos :  en  los  autos  seguidos  por  los  consignatarios  de 
la  carga  traida  por  el  vapor  c  Washington  >,  contra  el  Ca- 
pitán del  mismo,  por  daños  y  perjuicios  provenientes  de  re- 
tardo en  el  viage  y  falta  de  la  entrega  y  averias  de  la 
carga ;  y  especialmente  en  los  incidentes  sobre  revocatoria 
del  arraigo  ordenado  en  dicha  demanda  y  la  del  auto  de 
detención  del  Capitán  y  del  vapor  en  su  defecto.  Consi- 
derando en  cuanto  á  la  revocatoria  de  arraigo  : 

1^  Que  aunque  por  derecho  común  (ley  66  de  Toro),  el 
arraigo  solo  procede  por  deuda  constante  en  escritura  pú- 
blica, ó  por  información  de  testigos ;  admitiéndose  por  el 
inc.  S"*  del  art.  83  de  la  ley  de  Procedimientos,  que  puede 
acordarse  también  por  otra  prueba  fehaciente,  se  ha  dejado 
á  la  apreciación  del  Juez  la  determinación  de  las  que  lo 
sean. 

2o  Que  los  demadantes  han  instaurado  su  acción  por  la 
entrega  de  la  carga  y  retardo  del  viage,  acompañando  los 
conocimientos  en  que  constaba  el  pago  del  flete,  por  el 
que  eran  retenidos,  y  oblándolo,  por  si  no  fuera  recono- 
cido ese  pago;  y  acompañando  al  mismo  tiempo  copia  de 
la  sentencia  del  Tribunal  de  Genova  en  que  fué  condenado 
el  Capitán  á  no  resistir  la  entrega  por  la  causa  que  lo 
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ba  pedido  aquí,  y  espeeialmeate  á  no  resistirla  á  los  car- 
gadores de  esta  plaza ;  y  que  si  faltaba  á  los  conocimientos 
el  reconocimiento  del  Capitán  y  á  la  sentencia  la  legali- 
zación del  caso,  no  puede  negarse  que  no  habiendo  sido 
negados  por  el  Capitán  son  una  prueba  digna  de  fé,  y  por 
tanto  bastante  para  autorizar  el  arraigo. 

S"*  Que  estableciéndose  por  el  inc.  3^  ya  citado  de  la  ley 
de  enjuiciamiento,  que  el  arraigo  pueda  pedirse  bajo  la 
responsabilidad  de  los  solicitantes  como  se  ha  hecho,  no 
se  hace  necesaria  la  prueba  fehaciente  que  era  requerida 
en  el  concepto  de  ordenarse  el  arraigo  bajo  la  responsa- 
bilidad del  Juez,  que  en  este  caso  desaparece;  siempre 
que  el  demandado  no  tenga  domicilio  fijo  ni  bienes  cono- 
cidos, y  se  tema  su  ausencia,  según  se  halla  establecido 
en  la  Causa  i 66,  tomo  3'',  Fallos  de  la  Suprema  Corte; 
y  tales  son  las  circunstancias  que  se  han  de  suponer  en 
el  Capitán  de  un  paquete  estranjero,  desde  que  no  cuenta, 
como  no  tiene  el  t  Washington  » ,  agentes  ni  consigna- 
tarios en  esta  plaza. 

4o  Que  al  solicitarse  la  prohibición  de  ausentarse  el 
Capitán  de  esta  ciudad  hasta  que  no  diera  fianza  de  ar- 
raigo, no  se  ha  pretendido  tomar  una  precaución  para 
radicar  y-  proseguir  el  juicio  con  parte  legítima,  sino  ase- 
gurar el  resultado  del  mismo  con  fíanza  de  juzgado  y  sen- 
tenciado, como  se  deduce  de  que  para  pedir  el  arraigo  ios 
demandantes  invocan  el  hecho  de  que  si  no  se  arraiga  esta 
demanda  van  á  quedar  burlados  ^n  su  derecho  y  es  á  esto 
que  se  ha  atendido,  no  siendo  la  inhibición  de  la  salida 
del  Capitán  sino  un  medio  de  obtener  el  arraigo  que  no 
escluia  otro  ú  otros  análogos,  á  que  el  Juzgado  puede 
deferir. 

5a  Que  como  se  deduce  de  los  anteriores  consideran- 
dos y  exposición,    no  ha  sido  el  arresto   como   pena  el 
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qae  ba  sido  impuesto  al  Capitaa,  por  tanto  bo  estaba  com- 
prendido 60  la  prohibicioa  de  la  prisión  por  deudas;  pues 
deede  que  bubiera  prestado  la  fianza  de  arraigo  se  ha- 
bría levantado  la  interdicoion  de  su  salida :  y  en  todo  caso 
es  él  medio  mas  usual  y  práctico  como  se  comprueba  por 
la  jurisprudencia  constante,  y  necesaria  desde  que  existe  el 
derecbo  de  pedir  el  arraigo. 

Y  en  cuanto  al  auto  de  detención  del  vapor  c  Wasbing- 
toa  9 ,  considerando : 

1^  Que  la  acción  por  entrega  de  la  carga  y  averias,  en* 
tablada  por  los  consignatarios  no  es  personal  contra  el 
Capitán  I  sino  en  su  calidad  de  representante  del  dueño  ó 
armador  del  buque,  que  responde  coa  este  y  los  fletes  á 
los  danos  causados  á  la  carga  por  dolo  ó  culpa  del  Capitán 
(art  1070,  Cód.  de  Com.),  y  por  uno  de  los  créditos  pri- 
vilegiados y  enumerados  en  el  inc.  12,  art.  1021,  Código 
citado,  por  los  que  puede  ser  embargado  el  buque  en 
cualquier  puerto  del  Estado  y  aún  precederse  á  su  venta 
con  citación  del  Capitán,  en  ausencia  del  dueño  ó  armador, 
art.  1028 ;  y  con  mayoría  de  razón  detenerlo  hasta  que 
dé  la  fianza  de  arraigo  que  es  el  caso  ocurrente. 

2o  Que  siendo  correlativos  los  arts.  1030  y  1010  del 
Código,  que  prohibe  la  detención  del  buque  ó  del  Capitán 
en  caso  de  estar  el  buque  <  cargado  y  pronto  para  hacer 
viage»,  por  la  causal  de  escepcion  deben  esplicarse  y  com- 
pletarse el  uno  con  el  otro  ó  interpretarse  de  manera  á 
armonizarlos  con  las  demás  disposiciones  del  mismo  Có- 
digo ;  y  estando  dispuesto  por  el  art.  1080  que  la  prohi- 
bición de  detención  se  entiende  solo  por  c  deudas  civiles  • 
del  Capitán,  debe  comprenderse  que  en  el  art.  1030  se 
prohibe  la  detención  del  buque  por  la  misma  clase  dj^ 
deudas  de  parte  de  los  armadores,  es  decir,  por  sus  deudas 
civiles,  en  contraposición  de  sus  deudas  marítimas  á   la 
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que  perteieoe  ia  demanda,  según  el  precedente  ooneide* 
rando;  y  solo  así  se  espliea  sin  oontradicoion  el  art«  i098 
citado,  que  permite  el  embargo  y  venta  y  con  mas  rasen 
la  detención  del  buque  por  deudas  privilegiadas  de  earácter 
marítimo:  de  que  se  deduce  claramente  que  la  prohibición 
de  embargo  ó  detención  no  es  absoluta,  como  lo  pretende 
la  parte  del  Capitán,  ni  es  única  la  escepcion  de  previ** 
siones  para  el  viage«  sino  en  el  caso  de  deudas  civiles. 

3o  Qué  tal  es  la  interpretación  y  aplicación  que  estos 
artículos  han  tenido  en  el  derecho  español,  que  los  consiga 
na  en  los  mismos  términos,  con  la  úinica  difereneia  de  pa- 
labras  i|ue  en  vez  de  decir  €  pronto  para  hacer  viage  » , 
espresa  c  deapachado  > ;  y  asi  lo  sienta  entre  otros  espo- 
sitores.  Huebra,  Derecho  Mercantil,  tomo  S%  núm.  18  y 
i 9,  donde  dice:  cpor  las  deudas  del  propietario  ó  naviero 
cualquiera  que  sea  su  qúmero  y  clase,  escepto  las  enu- 
meradas en  el  párrafo  anterior,  solo  puede  ser  detenido, 
embargado  y  vendido  en  el  puerto  de  su  matrícula,  con 
tal  que  no  se  halle  cargado  y  despachado  para  hacer  viage; 
pues  si  se  halla  en  ese  estado,  tampoco  podrá  serlo  hasta 
que  vuelva,  pdra  no  perjudicar  á  los  cargadores  *,  y  entre 
esos  esceptuados  se  comprenden  los  créditos  privilegiados 
del  art.  1021  de  nuestro  Código,  que  son  los  que  se  per- 
siguen por  los   cargadores  demandantes. 

io  Que  en  vista  de  estas  consideraciones,  como  que  de 
otra  manera  quedarían  burlados  los  derechos  de  los  car- 
gadores (pues  el  Capitán  no  tiene  responsabilidad  personal, 
ni  quiere  comprometer  los  fletes,  como  se  desprende  del 
acta  del  juicio  verbal)  y  de  que  se  halla  autorizado  el  ar- 
raigo, está  declarado  por  la  Suprema  Corte  que  un  buque 
matriculado  en  país  estranjero,  puede  ser  detenido  hasta 
que  sus  propietarios  afiancen  las  resultas  del  juicio  (Causa 
66,  tomo  8^,  Fallos  de  la  Suprema  Corte)   y  con  mayor 
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razón  cuando  se  trata  del  Capitán  como  representante  de 
aquellos,  que  no  tienen  domicilio  ni  bienes  en  el  país. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la 
revocatoria  de  los  autos  en  que  se  acuerda  el  arraigo  de 
este  juicio  y  en  el  que  se  ordena  la  detención  del  vapor 
«  Washington  •  hasta  que  se  haya  cumplido  con  aquella 
disposición  y  no  haciéndose  lugar,  á  los  recursos  de  ape- 
lación interpuertos  por  parte  del  Capitán,  por  cuanto  se 
trata  de  un  auto  confirmatorio  del  que  se  pretende  re- 
formar y  que  no  es  apelable  según  el  art.  204  de  la  ley 
de  Procedimientos ;  pues  á  serlo,  resultarla  que  para  un 
auto  interlocutorio  se  concederían  mas  recursos  que  para 
una  sentencia  definitiva  que  no  tiene  mas  que  dos  ins- 
tancias. Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el  ori- 
ginal. 

Isidoro  Albarracin. 

El  Capitán  interpuso  recurso  de  queja,  y  elevados  los 
autos,  se  celebró  ante  la  Suprema  Corte  un  convenio  por 
el  cual  el  Capitán  dio  una  fianza  de  8,000  $  Fts.  por  las 
resultas  del  juicio,  y  los  consignatarios  la  dieron  por  el 
valor  de  las  mercaderías  según  el  aforo  de  la  Aduana,  or- 
denándose el  desembargo,  y  reservándose  el  Capitán  sus 
acciones  para  reclamar  los  daños  y  perjuicios  causados. 

Devueltos  los  autos  al  Juez  de  Sección,  el  Capitán  es- 
puso que  quería  hacer  uso  de  las  acciones  reservadas,  y 
pidió  que  en  vista  de  haber  el  Juez  manifestado  ya  su 
opinión  sobre  el  embargo  de  viage  y  detención  del  buque, 
se  diera  por  impedido  y  pasaran  los  autos  al  otro  Sr.  Juez 
de  Sección. 
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Ffilto  del  Jilea  #•  Sección. 

Buenos  Aires,  Julio  10  de  1875. 

Refiriéndose  el  inoiso  7o  del  artícuto  43.  de  la  Ley  de 
Procedimientos,  á  opiniones  emitidas  fuera  del  juicio,  y  no 
á  resoluciones  constantes  de  autos,  no  ha  lug^ar  á  la  recu- 
sación deducida. 

Albarraeiii. 


Ffill*  de  1»  Suprenm  Cmetm. 

Buenos  Airas»  Octubre  2  de  1875. 

Vistos :  no  habiendo  aún  sido  fallada  la  cuestión  prin- 
cipal sobre  cobro  de  fletes,  ni  habiéndose  tampoco  enta- 
blado en  forma  la  demanda  que  se  anuncia  sobre  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios  por  la  detención  del  vapor 
c  Washington  » ,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  tres- 
cientos veintiocho  vuelta,  en  cuanto  importa  no  hacer  lugar 
á  la  solicitud  deducida  para  que  el  Juez  de  Sección  se 
declare  impedido.  Satisfechas  que  sean  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

Salvador  M'  del  Carril.  —  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  <Síoros- 
TiAGA.  —  J.  Domínguez. 


4d3  FáLLQ$  M  la   81IPUSA  GORTE 


CAUSA    I:íX.3IL3IL¥I. 


D.  Leonardo  Nicolorich,  contra  Malbrán  y  Chayla,  sobre 

mejor  derecho  á  un  campo. 


Sumario.  —  No*  espreeando  ag;ravio8  el  apelante  dentro 
del  término  de  la  ley,  se  declara  desierta  la  apelación  á 
la  pfimera  rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Caso.--  En  los  autos  seguidos  ante  el  Juzgado  Federal 
de  Santa  Fé  por  D.  Leonardo  Nicolorich,  contra  Malbrán 
y  Ghayla  sobre  mejor  derecho  á  un  campo,  á  escrito  presen- 
tado por  el  apoderado  del  primero  Dr.  D.  Juan  José  Ur- 
dinarraip,  acusando  rebeldía  á  Malbrán  y  Ghayla  por  no  haber 
espresado   agravios,    se  dictó  eiste 

Ffillo  #•  1»  SupreHM  Corte 

Buenos  Aires,  Octubre  i  de  1875. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  diez  y  siete  de 
la  ley  de  procedimientos,    declárase  desierta  la  apelación; 
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satisfechas  que  sean  las  eostas  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse los  autos. 

Salvador  M.  dbl  Carril. — José 
Barros  Pazos.  — J.  B.  Goros- 

T1A6A.— J.    DOHINGUBEZ. 


C/kUSü.   LilLm^lLVII. 


D  Julián  de  Btistinza^  contra  el  Dr.  D.  Nicanbr  6.  del  Solar 
sobre  interdicto  de  obra  nueva.  Incidente  sobre  eviccion. 


Sumario. — io  La  citación  de  evicion,  que  el  comprador 
á  quien  se  demanda  la  cosa  vendida,  hace  al  vendedor,  para 
que  le  ampare  en  el  dominio  y  posesión  de  ella,  no  es  una 
escepcion  que  pueda  objetarse  á  la  demanda,  sino  un  caso 
incidental   del  juicio. 

S"*  La  citación  de  evicion  es  distinta  de  la  demanda  de 
saneamiento :  la  primera  es  una  diligencia  indispensable 
para  en  caso  de  ser  evicta  la  cosa,  poder  hacer  efectiva  la 
responsabilidad  del  vendedor,  usando  de  la  acción  de  sa- 
neamiento, la  que  no  puede  entablarse  sin  que  primero 
se  baya  dado  y  aun  ejecutado  la  sentencia  que  condena  al 
comprador  á  la  restitución  de  la  cosa. 


I 
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3""  El  deber  que  tiene  el  enajenante  de  salir  á  la  defensa 
del  adquirente  no  importa  precisamente  la  obligación  de 
litigar  ó  de  hacerse  parte  en  el  pleito  en  que  ha  sido  citado 
de  eviccion,  sino  lá  de  responder  al  comprador  en  caso 
que  fuese  vencido^en  juicio,  no  solo  del  precio  sino  también  de 
todos  los  daños  y  menoscabos  que  le  vinieran  por  esta  razón. 

4*^  Es  voluntario  en  el  vendedor,  citado  de  eviccion,  to- 
mar ó  no  á  su  cargo  el  pleito. 

5°  Los  Jueces  de  Sección  no  pueden  declararse  in- 
competentes en  una  causa  entre  un  argentino  y  un  estran- 
gero,  por  el  mero  hecho  de  ser  citada  dé  eviccion  una 
Provincia. 

Caso. — Por  una  ley  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  fecha 
15  de  Setiembre  de  1869,  se  autorizó  la  venta  de  los 
terrenos  ñscales  que  existían  en  la  ciudad  del  Rosario, 
aplicando  su  producto  en  parte  á  la  construcción  del  Colegio 
Nacional,  y  por  decreto  posterior  se  mandó  entregar  á  la 
Comisión  Nacional,  encargada  de  la  obra  del  Colegio,  varios 
terrenos  como  fiscales,  entre  los  que  se  comprendia  uno 
ubicado  entre  las  calles  Rioja,  Corrientes,  San  Luis  y  Entre- 
Rios. 

La  Comisión  vendió  este  terreno  á  D.  Ángel  de  Garcia, 
quien  á  su  vez  lo  vendió  á  la  señora  esposa  del  Dr.  D.  Nica- 
nor G.  del  Solar. 

Del  Solar  comenzó  á  abrir  cimientos  y  á  acumular  ma- 
teriales en  dicho  terreno,  en  cuyo  estado  D.  Julián  de  Bus- 
tinza,  estrangero,  acompañando  titules  de  propiedad  ante^ 
rieres  á  las  ventas  referidas,  dedujo  interdicto  de  obra 
neuva  ante  el  Juez  de  Sección.  Notificado  del  Solar,  este 
citó  de  eviccion  á  García  quien  á  su  vez  pidió  se  citara  al 
Gobierno  de  la  Provincia,  si  el  Juzgado  se  consideraba 
competente  para  conocer  de  la  causa. 
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Fulto  #el  #!!•■  de  flecel^H 


Rosario^  Julio  17  de  1875. 

Vistos  y  considerando :  !<>  Que  por  la  escritura  de  f.  i  4 
presentada  por  el  Dr.  D.  Nicanor  6.  del  Solar,  represen- 
tante de  los  derechos  de  su  esposa  D^  Pastora  Moniagurria, 
consta  'que  el  Rector  del  Colegio  Nacional,  á  nombre  del 
Gobierno  de  la  Nación  y  de  la  Provincia,  hizo  la  enage- 
nacion  del  terreno  de  que  se  trata  en  este  juicio,  obligándolos 
á  la  eviccion  y  saneamiento   de  él. 

2o  Que  en  consecuencia  dichos  Gobiernos  deben  evincir 
y  sanear  el  terreno,  si  en  efecto  confirieron,  bien  ó  mal, 
la  autorización  de  vender:  lo  que  no  es  del  caso  ave- 
riguar en  esta  ocasión,  sino  cuando  ellos  sean  citados  á 
juicio. 

3«  Que  por  el  art.  20,  tít.  43,  sec.  3»,  lib.  2<»  del  06- 
digo  Civil,  el  enajenante  debe  salir  á  la  defensa  del  adqui. 
rente  citado  por  este,  en  el  caso  en  que  un  tercero  le 
demandase  la  propiedad  ó  posesión  de  la  cosa  ó  cualquiera 
otro  derecho  comprendido  en  la  adquisición,  ó  lo  turbase 
en  el  uso  de  la  propiedad,  goce  ó  posesión  de  la  cosa, 
lo  que  precisamente  ocurre  en  este  caso;  sin  que  esta  ley 
ponga  escepcion  alguna  respecto  á  la  naturaleza  del  juicio 
que  se  entabla  y  que  produzca  una  turbación;  no  pudiendo 
por  tanto  el  Juez  distinguir  en  la  naturaleza  de  los  juicios 
cuando  la  ley  no  distingue,  ni  hacer  escepciones  que  la 
ley  no  ha  hecho. 

A""  Que  la  obligación  que  produce  la  eviccion  es  indi- 
visible, y  puede  por  consiguiente  demandarse  y  oponerse  á 
cualquiera  de  los  enagenantes,  entre  los  cuales  está  el 
Gobierno  de  la  Provincia. 
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5o  Que  dicho  Gobierno  por  todos  los  documenlos  agre- 
gados en  autos  y  antecendenles,  parece  mas  obligado  á  la 
eviccion  que  el  Gobierno  Nacional,  á  quien  antes  se  le  citó 
á  evincir. 

6o  Que  tanto  el  Procurador  Fiscal  como  la  parte  de 
D.  Ángel  R.  García,  de  común  consentimieato,  convien  en 
en   que  se   cite  de  eviccion  al  Gobierno  de  la  Provincia. 

V    Que  habiendo  procedido  este  al  autorizar  esas  enage* 

naciones  de  acuerdo  con  las  disposiciones  de  la  lagistatura, 

sean  ellas  justas  ó  no,  respecto  de  los    terrenos  que   se 

facultaba  vender  como    Fiscales  en   esle  Municipio,   debe 

reputarse  como  una  parte    la   Provincia;  en  cuyo    caso  el 

Juzgado  Federal  as  incompetente  para  conocer  en  la  causa, 

según  el  art.   7o,  de  la  ley  de  16   de  Octubre  de  1862  y 

art.  101  de  la  Constitución  Nacional.  Por  estos  fundamentos 

citeae  de  eviccion  al  Gobierno  de  ia  Provincia-,  declaráiidose 

incompetente  este  Juzgado  para  seguir  conociendo  de  la  causa. 

Repóngase. 

Fenelon  Zuviria. 

Habiendo  apelado  la    parte    de  Bustinza  se  dictó   este 


Falto  de  te  fluprem»  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  2  de  18'}5. 

Vistos  y  considerando:  Primero,  Que  la  citación  de  eviccion 
que  el  comprador  á  quien  se  demanda  la  cosa  vendida,  hace  al 
vendedor,  parsi  que  le  ampare  en  el  dominio  y  posesión  de  ella, 
no  es  una  escepcion  que  puede  objetarse  á  la  demanda,  sino 
un  caso  incidental  del  juicio;  por  ser  distinto  de  la  cuestión 
principal,  tener  que  promoverse  para  que  produzca  sus 
efectosi  durante  la  sustanciacion  de  la  causa  y  antes  de  gue 
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espire  el  término  ée  praeba,  y  necesitar  de  una  previa  res- 
eolucion  judieial  para  practicarla. 

Segundo.  Que  la  cUaeion  de  evicmn  es  distinta  y  no  debe 
confundirse  con  la  demanda  de  saneamiento]  porque  si  bien 
la  primera  es  una  diligencia  indispensable,  para  en  caso 
de  ser  evicta  la  cosa,  poder  hacer  efectiva  la  responsa- 
bilidad de)  vendedor,  usando  de  la  acción  de  saneamiento; 
esta  no  puede  entablarse  por  'nuestro  derecho,  sin  que 
primero  se  haya  dado  y  aun  ejecutado  la  sentencia  que 
condene  al  comprador  ó  demandado  á  la  restitución  de  la 
cosa,  pues  mientras  este  la  conserve  en  su  poder  no  tiene 
derecho  al  saneamiento;  dando  lugar  las  mas  veces,  á  un 
nuevo  juicio,  en  que  ninguna  intervención  debe  tener  el 
primer  demandante. 

Tercero.  Que  el  deber  que  por  el  artículo  veinte,  titulo 
De  la  Eviemn^  del  Código  Civil,  tiene  el  enagenante  de  salir 
á  la  defensa  del  adquirente,  no  importa  precisamente  la 
obligación  de  litigar  ó  de  hacerse  parte  en  el  pleito  en  que 
ha  sido  citado  de  eviccion  sino  la  de  responder  al  com- 
prador, si  fuere  vencido  en  juicio,  no  solo  del  precio,  sino 
también  de  todos  los  daños  y  menoscat^os  que  le  vineren 
por  esta  razón. 

Cnarto.  Que  según  las  leyes  treinta  y  dos  y  treinta  y  tres, 
titulo  quinto.  Partida  quinta,  citadas  en  apoyo  de  dicho  ar- 
ticulo, por  el  Redactor  del  Código  Civil,  es  voluntario  en 
el  vendedor  citado  de  eviccion,  tomar  ó  no  á  su  cargo  el 
pleito.  «  Mas  si  gelo  fiziesse  saber,  é  non  quissiese  el  ven- 
dedor amparar  al  comprador  *... .  dice  la  primera  de  dichas 
leyes.  €  Pero  si  el  comprador  dixere  á  aquel  que  gela  ven- 
dió (dice  la  segunda),  que  le  venga  a  defender  en  juyzio 
aquella  cosa  que  le  vendió,  é  a  responder  sobre  ella  al  que 
la  demanda;  si  el  vendedor  quiiiere  entrar  con  el  demandador 
en  juyzio  para   ampararla ......    entonce    el  demandador 
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no  ha  razón  de  la  demanda  al  comprador,  ante  decimos, 
que  la  debe  demandar  al  que  la  vendió,  é  dexar  estar  en 
paz  al  que  la  compró.  E  si  el  vendedor  non  quisiere  entrar 
en  pleyto  con  el  demandador  sobre  la  cosa,  entonce  puede 
la  demandar  al  comprador». 

Quinto.  Que  ante  leyes  tan  terminantes,  queda  fuera  de 
duda,  que  al  vendedor  citado  de  eviccion,  no  se  le  puede 
obligar  á  litigar,  ni  á  que  entre  en  el  pleyto,  y  que  es 
absolutamente  potestativo  en  él,  tomar  ó  no  á  su  cargo, 
la  defensa  del  comprador  demandado. 

Sesto.  Que  no  pudiendo  por  consiguiente,  ser  considerada 
la  Provincia  de  Santa  Fé  como  parte  en  este  asunto,  por 
el  meru  hecho  de  ser  citada  de  eviccion,  no  hay  razón  al- 
guna en  que  se  funde  la  incompetencia  del  Juez  de  Sección 
para  continuar   conociendo  en    él. 

Por  estos  motivos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
cuarenta  y  trc^s,  en  la  parte  en  que  «^1  Juez  de  Sección  se 
declara  incompetente,  y  se  conñrma  en  lo  demás  que  con- 
tiene, por  sus  fundamentos.  Satisfechas  que  sean  las  costas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

Salvador  M»  del  Carril.  — 
José  Barros  Pazos. — J.  B. 
GoRosTiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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CAUSÜL     L.]LHVIII< 


D.  Francisco  Callea  contra  D.  Santos  Funes  ^  sobrevenía  de 

una  casa. 


Sumario. — No  mejorándose  la  apelación  dentro  el  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 
rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Caso. — ^En  los  autos  seguidos  por  D.  Francisco  Galle 
contra  D.  Santos  Funes  sobre  venta  de  una  casa,  ante  el 
Juzgado  Nacional  de  Mendoza,  á  escrito  presentado  por  D. 
Fabriciano  P.  Torres  apoderado  de  Funes,  pidiendo  se  le 
tuviera  por  parte  y  acusando  rebeldía  á  Galle  por  no  haber 
mejorado  el  recurso,  se  dicto  este: 

FaUo  úm  Im  Mmprmmm  Cmseim 


Buenos  Aires,  Octubre  5  Ae  1875. 

Téngasele;  y  por  lo  que  resulta  d^l  precedente  certiflcado 

y  á  mérito  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  catorce  de 

T.  vu. 
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la  ley  de  prooedimientos,  declárase  desierta  la  apelación; 
devuélvanse  en  consecuencia  los  autos,  previa  pago  de  cos- 
tas y  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

■ 

Salvador  M*  del  Carril. — José 
Barros  Pazos.— J.  Domínguez. 


*«9^b4*'^ 


CAUSA  LiXULlLllL. 


Doña  Paulina  Ferro  contra  Blekcl^er  y  C^.  por  cobro  de  ptsos. 


Sumorio. — La  obligación  que  puede  resultar  dé  un  endo- 
so que  se  tacha  dé  ilegal,  no  tiene  fuerza  ejecutiva. 

Caso. — En  Febrero  de  4872  D.  Eduardo  Gasalí  en  repre- 
sentación de  D*.  Paulina  Ferro,  se  presentó  ante  el  Juzgado 
de  1*  Instancia  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  cobrando  á 
la  testamenteria  de  D.  Pedro  Capellini  dos  pagarés  firmados 
por  dicho  Capellini  á  la  orden  de  los  Sres.  Blekcher  y  C^. 
uno  por  la  suma  de  6720  ps.  m/c.  fecha  5  de  Noviembre 
de  1860  á  pagarse  el  81  de  Diciembre  de  ese  mismo  año; 
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el  otro  fecha  Octubre  15  del  mismo  año  á  pagarse  el  28 
de  Febrero  de  4861  por  la  suma  de  7900  pa.  m/c. 

Estos  pagarés  eatan  endosados  por  Blokeher  y  G*.  á  la 
orden  de  Ds.  Paulina  Ferro,  encontrándose  enmendado  el 
nombre  rie  esta  señora. 

El  endoso  contiene  la  clausula  siguiente :  <  Hacemos  este 
endoso  al  Sr.  Ferro  bajo  la  espresa  condición,  la  cual  acep* 
ta  llanamente  que  nunca  podrá  volver  sobre  nosotros  por  el 
pago  de  la  suma  que  espresa  este  documento  >. 

El  Juzgado  de  i'  Instancia,  apercibido  de  la  enmendatura 
que  contiene  el  endoso  ordenó  que  los  endosantes  se  rati- 
ficaran en  forma  en  esa  parte. 

Hecha  la  ratifícacion,  y  contestada  la  demanda  por  el  al- 
bacea  de  la  testamenteria  y  por  el  Ministerio  de  menores  que 
exijieron  la  justificación    del  crédito,  se  puso  la  causa  á 

■ 

prueba. 

En  este  estado  y  con  fecha  31  de  Julio  de  1872,  D'.  Pau- 
lina Ferro  pidió  vista  del  espediente  para  solicitar  lo  que 
correspondiera,  á  lo  que  se  proveyó  de  conformidad. 

Con  estos  antecedentes,  y  una  partida  d^  bautismo  es- 
pedida por  el  Cura  de  Arrecifes  y  legalizada  por  el  Juez  de 
Paz,  en  que  se  espresa  que  D*.  Paulina  Ferro  nació  en  2 
de  Enero  de  1858,  D.  Francisco  Amadeo  por  dicha  Sra.  se 
presentó  al  Juzgado  de  Sección  eaponiendo :  que  la  ratiflca- 
eion  hecha  por  Blekcher  y  C>.  importando  el  reconocí mieii* 
to  de  la  deuda,  dé  el  carácter  de  ejecutivo  al  crédito  contra 
dichos  Sres.  Esplicando  el  orijen  de  los  pagarés  dice :  que 
en  1860  Blekcher  y  G'.  en  pago  de  un  crédito  que  tenia 
contra  ellos  la  sucesión  Ferro,  le  endosaron  á  D^.  Paulina 
única  heredera  los  pagarés  mencionados.  Que  ese  endoso 
fué  nulo  porque  se  hizo  á  favor  de  una  menor,  como  se 
comprueba  por  la  partida  de  bautismo  acompañada.  Que 
en  consecuencia  la  acción  no  debió  diríjtrse  contra  la  su- 
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cesión  Gapellini,  sino  contra  los  falsos  endosantes  Biekcher 
y  CV 

Pidió  que,  dando  por  interpuesta  la  acción  ejecutiva,  se 
dictara  auto  de  solvendo  contra  Biekcher  y  G^.  exlrangeros, 
por  la  suma  de  14620  ps.  m/c.  importe  de  los  pagarés,  sus 
interés  y  costas. 


Fallo  del  ^nea  úm  He— toa. 


Baenos  Aires,  Setiembre  7  de  1875. 

No  siendo  ejecutivos  los  documentos  que  se  ofrecen  en  este 
juicio,  no  ha  lugar  al  mandamiento  solicitado. 

Albarradn. 

De  este  auto  apeló  el  ejecutante  y  el  recurso  se  le  otorgó 
en  relación. 


Folio  úp  lo  Saproino  CforSe 

Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1875. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  conQrma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  veintiséis  vuelta ;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.  — Josi 
Barros  Pazos. — J.  Domínguez. 
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C/^JjmJL    ILC. 


Tercería  ie  D.  Andrómico  Ca$tro,  en  ejecueim  de  D.  Antonio 

Cafnogli  contra  D.  Bartolomé  Solari. 


Sumario.-^ l"^  Es  título  de  propiedad  una  escritura  de 
venta  no  tachada  ni  en  su  (orma  ni  en  su  contenido. 

2o  En  la  escritura  de  venta  de  una  casa,  aún  cuando 
el  edificio  sea  de  noadera,  se  supone  vendido  también  el 
terreno  en  que  está  construida,  salvo  la  prueba  en  coU'- 
trario. 

3o  Mucho  mas,  si  en  el  titulo  se  especifica  el  origen  de 
la  adquisición  del  terreno. 


Ca$o.  —  D.  Antonio  Gamogli,  inició  una  ejecución  ante  el 
Juzgado  Federal  en  Buenos  Aires,  contra  D.  Bartolomé  So- 
lari. En  esta  ejecución  se  embargó  á  solicitud  del  ejecu- 
tante, una  casa  situada  en  el  pueblo  de  la  Boca,  como 
propiedad  del  ejecutado. 

En  este  estado,  D.  Andrómico  Castro,  se  presentó  de- 
duciendo tercería  de  dominio.  Para  Fundarla  exhibió  una 
escritura  pública  de  (echa  27  de  Enero  de  1875|  en  que 
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Habiendo  apelado  el  ejecutante,  se  dictó  este 


Falto  de  te  SnpreBia  C^orfe 


Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  veintidós ;  satisfechas  las  de  la  ins- 
tancia y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


#        I 


Salvador  M*  del   Carril. — Josa  Bar- 
ros Pazos. ---J.  Domínguez. 
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CAUSA  ILCI 


Criminal  contra  Juan  B.  Navamuel.— Contienda  de  competen- 
da  entre  los  jueces  de  Sección  "de  Salta  y  de  Jujuy. 


Sumario.  —  lo  La  jurisdicción  privativa  escluye  á  los  jue- 
ces de  provincia,  pero  no  á  los  jueces  seccionales  entibe  sí. 

2o  Para  estos  la  prevención  puede  y  debe  ser  una  causa 
de  preferencia. 

3o  La  disposición  relativa  á  los  límites  jurisdiccionales 
no  es  aplicable  en  el  caso  en  que  el  procesado  hubiese 
cometido  un  delito  separado  en  dos  provincias,  aunque 
sea  del  mismo  génerol 


Caso. — En  29  de  Julio  de  1874,  el  Director  General  de 
Telégrafos,  hizo  un  despacho  al  Juez  Federal  en  Salta,  pi- 
diéndole la  prisión  del  telegrafista  de  Jujuy,  Juan  B.  Na- 
vamuel, que  estaba  en  Salta,  por  la  sustracción  de  280  ;$f  fs. 
de  lo  recaudado  por  él  en  Jujuy,  y  el  embargo  del  sueldo 
por  el  mes  de  Julio. 

Con  fecha  30,  el  Juez  puso  preso  al  indiciado  y  pasó 
los  antecedentes  al  Procurador  Fiscal,  quien  haciéndose 
parte  pidió  se  levantara  el  proceso  correspondiente. 
T.  va  29 


418       FALLOS  DE  LA  SUPREHA  CORTE 

De  la  confesión  del  procesado  y  de  un  informe  espedido 
por  el  Inspector  de  Telégrafos  en  Salta  y  otro  del  Inspector 
en  Jujuy,  resulta:  que  Navamuel  habia  desempeñado  pri- 
mero el  empleo  de  telegrafista  de  3'  clase  en  Salta,  y  en 
seguida  el  de  1^  clase  en  Jujuy.  Que  de  la  oficina  de  Salla 
habia  empleado  para  usos  propios,  sin  autorización  alguna, 
230  pesos  fuertes  y  de  la  de  Jujuy  280  pesos  fuertes. 

Cerrado  el  sumario,  hecha  la  acusación  por  parte  del 
Procurador  Fiscal  y  corrido  traslado  al  defensor,  el  Juez 
Nacional  en  Salta  recibió  del  de  Jujuy  un  exhorto  en 
que  le  pedia  se  declase  inhibido  de  conocer  en  el  asunto 
y  que  pusiera  al  presunto  culpable  á  disposición  de  aquel 
Juzgado. 

Acompañó  al  exhorto  las  piezas  siguientes :  lo  Copia  de 
una  nota  del  Director  General  de  Telégrafos  al  Ministerio 
del  Interior,  dando  cuenta  de  la  sustracción  hecha  por  Na- 
vamuel  en  la  oficina  de  Jujuy  y  de  la  prisión  pedida  al 
Juez  Federal  en  Salta  en  donde  se  encontraba  eV  acusado. 

2o  Copia  de  un  decreto  del  Departamento  del  Interior, 
fecha  Julio  31 ,  mandando  remitir  los  antecedentes  al  Juez 
Federal  en  Jujuy  á  ñn  de  que  el  Tesoro  fuese  reintegrado, 
y  castigado  el  delito,  y  mandando  oñciar  al  Gobierno  de 
Salta  para  que  entregase  el  procesado  al  Juez  Federal  en 
Jujuy,  y 

3^  Copia  de  la  vista  del  Procurador  Fiscal  en  Jujuy  sos- 
teniendo la  competencia  de  ese  Juzgado  y  pidiendo  se 
exhortara  al  de  Salta  para  que  se  abstuviera  de  conocer  en 
la  causa. 

Recibido  este  exhorto  por]el  Juez  Nacional  en  Salta,  se 
mandó  suspender  todo  procedimiento  y  correr  vista  al 
Procurador  Fiscal,  quien  espuso :  que  de  los  antecedentes 
de  la  causa  resultaba  que  el  delito  de  defraudación  de 
rentas  nacionales,  previsto  en  la  ley  nacional  penal,  habia 
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sido  cometido  en  la  Provincia  de  Salta,  en  donde  debia 
ser  juzgado,  según  el  art.  3o  de  la  misma  ley.  Que  además 
el  domicilio  del  acusacjo  era  en  Salta,  de  manera  que  tanto 
por  el  farum  dimieilii  cuanto  por  el  farum  delicü  cúmmisri 
correspondia  el  conocimiento  de  la  causa  á  ese  Juzgado. 


Fiino  4el  Jíaea  IVAeloniil  en  Biiltii, 


Salta,  Setiembre  28  de  1874. 

Vistos :  del  decreto  de  S.  S.  el  Juez  Nacional  de  Jujuy, 
y  de  la  vista  fiscal  que  lo  motiva,  resulta :  que  al  desco- 
nocer S.  S.  la  competencia  de  este  Juzgado  para  conocer 
de  la  causa  contra  el  telegrafista  D.  Juan  Bautista  Nava- 
muel,  por  sustracción  de  fondos  nacionales,  se  funda  en 
haber  este  sustraido  una  cantidad  de  dinero  de  la  oficina 
telegráfica  de  Jujuy,  deduciendo  de  aqui  que  el  juzgamien- 
to de  tal  hecho  es  de  su  jurisdicción  y  competencia  privativa 
conforme  á  la  disposición  terminantemente  del  ino.  3o, 
art '  3o,  de  la  Ley  sobre  jurisdicción  de  los  Tribunales 
Nacionales. 

Y  considerando :  que  esta  misma  ley  demuestra  igual- 
mente la  competencia  de  este  Juzgado  puesto  que  el  men- 
cionado telegrafista  ha  sustraido  también  de  esta  oficina 
algunos  fondos  nacionales,  según  él  mismo  lo  confiesa  á 
fs.  6  y  35,  y  lo  comprueba  el  informe  de  f.  15  del  Gefe 
de  la  oficina  telegráfica  de  esta  ciudad. 

Que  la  circunstancia  de  haber  estado  el  acusado  de- 

* 

sempeñando  interinamente  en  la  oficina  de  Jujuy  las  fun- 
ciones de  telegrafista  de  1*  dase  y  en  la  de  Salta  las  de 
tercera,  cuando  tuvo  lugar  la  sustracción,  en  nada  altera 
la  naturaleza  del  delito,  asi  como  no  la  altera  tampoco  el 
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que  la  cantidad  suslraida  en  la  oficina  de  Jujuy  haya  sido 
de  doscientos  ochenta  pesos  y  en  la  de  Salta  de  doseienUa 
treinta.  Que  siendo  esto  asi,  resulta :  que  tan  competente 
para  conocer  de  la  causa  es  el  Juez  Nacional  de  Jujuy 
por  razón  de  los  doscientos  ochenta  pesos,  como  el  de  Salta 
por  razón  de  los  doscientos  treinta^  en  cuyo  caso  y  no 
pudiendo  conocerse  sepai adámente  de  cada  una  de  esas 
sumas  en  dos  Juzgados  diversos  sin  dividirse  la  contención 
de  la  causa ;  pues  es  uno  mismo  el  delito,  una  la  acusa- 
ción deducida  y  uno  mismo  también  el  delincuente,  debe 
conocer  de  ella  y  resolverla  aquel  de  los  dos  jueces  ante 
quien  se  haya  iniciado  primeramente  el  juicio. 

Que  á  requisición  del  Director  General  de  Telégrafos  Na- 
cionales, según  consta  del  telegrama  de  f.  1*,  este  Juzgado 
ordenó  la  captura  y  detención  del  telegrafista  nacionali  re« 
sidente  y  domiciliado  en  esta  Ciudad,  y  á  requisición  del 
Fiscal  Nacional  de  esta  Sección  procedió  á  levantar  el  su- 
mario, cosa  que  este  Juzgado,  como  cualquier  otro  Juz- 
gado de  Provincia,  ha  podido  hacer  aunque  mas  no  fuese 
que  para  justificar  la  prisión  y  poner  el  presunto  reo  á 
disposición  del  Juez  correspondiente,  según  espresamente  lo 
dispone  el  inc.  3"",  art.  12  de  la  Ley  Nacional  de  14  de 
Setiembre  de  1873. 

Que  del  sumario  resulta  suficientemente  comprobada  la 
sustracción  de  fondos  nacionales  de  esta  oficina,  siendo^ 
desde  entonces  indiscutible,    según  el  inc.  3^,  art.  3^  de 
la  Ley  Nacional  antes  citada,  la  competencia  de  este  Juz- . 
gado  para  conocer  del  hecho. 

Que  en  esta  virtud  entró  á  conocer  ^e  la  causa,  no  de 
oficio,  sino  á  instancia  del  Fiscal  Nacional  de  esta  Sección, 
que  es  la  parte  legítima  en  este  juicio,  hasta  llegar  al 
estado  de  sentencia  en  que  este  se  encuentra  actual- 
mente. 
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Por  estas  consideraciones,  de  acuerdo  con  lo  espuesto 
por  el  Procurador  Fiscal  en  la  vista  de  f.....y  de  confor- 
midad á  las  leyes  citadas,  no  ha  lugar  á  la  inhibición  so- 
licitada por  su  S.  S.  el  Sr.  Juez  Nacional  de  Jujuy;  y 
declaro  competente  á  este  Juzgado  para  conocer  de  la  causa  * 
iniciada  ante  él,  por  sustracción  de  fondos  nacionales,  con- 
tra el  telegrafista  D.  Juan  B.  Navamuel,  residente  en  esta 
ciudad :  en  su  consecuencia  diríjase  el  correspondiente  ofi- 
cio á  S.  S.  el  Juez  Nacional  de  Jujuy,  acompañándole  tes- 
timonio de  la  precedente  vista  fiscal  y  de  este  decreto,  de 
la  confesión  del  acusado  de  f.  55,  en  la.  parte  relativa  á  Ja 
sustracción  de  fondos  de  esta  oficina  y  del  informe  de  f. 
15,  del  Gefe  de  la  Oficina  Telegráfica  de  esta  Ciudad,  á  fin 
de  que,  en  su  vista  se  sirva  desistir  de  la  inhibición  soli- 
citada y  dejar  á  este  Juzgado  en  libertad  para  continuar 
actuando. 

Federico  Ibarguren. 

Librado  el  oficio  correspondiente  al  Juez  de  Jujuy,  este 
dio  vista  al  Procurador  Fiscal,  quien  espuso :  que  el  Juz- 
gado debia  sostener  su  competencia  para  conocer  del  asun- 
to. Que  el  telegrama  del  Director  de  Telégrafos  al  Juez 
Federal  en  Salta,  no  tiene  mas  alcance  que  pedirle  tomara 
con  el  sustractor  una  medida  preventiva  mientras  conocia 
del  hecho  la  autoridad  competente..  Que  sí  el  Juez  de 
Salta  no  hubiese  ultrapasado  su  cometido,  iniciando  causa 
sobre  un  delito  que  en  su  origen  solo  se  referia  á  la  sus- 
tracción en  Jujuy,  no  habría  podido  descubrir  la  sustrac- 
ción cometida  en  Salta,  la  que  de  ningún  modo  le  proroga 
jurisdicción  sino  que  es  una  circunstancia  agravante,  una 
responsabilidad  mas,  que  debe  hacerse  efectiva  por  el  Juez 
del  delito  principal.  Que  además,  el  procesado  era  en 
Salta,  telegrafista  de  tercera  clase,  y  por  consiguiente  no 
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era  el  responsable  de  los  fondos  sino  el  Gefe,  de  manera 
que  era  dudoso  que  el  delito  cometido  en  Salta  fuese  de  la 
competencia  del  Juez  de  Sección.  Que  aún  en  la  duda,  el 
competente  seria  el  Juez  de  Jujuy  por  ser  mas  grave  el  de- 
lito cometido  en  esta  sección. 

Pidió  al  Juez  que  insistiendo  en  su  competencia,  remi- 
tiera los  autos  á  la  Suprema  Corte,  é  invitase  al  de  Salta 
á  remitir  los  actuados  ante  él.  * 


Fallo  del  JínoB  ele  Jíafay* 

Jujuy^  Noviembre  20  de  1874 

Vistos :  que  S.  S.  el  Juez  Nacional  de  Salta,  por  su  auto 
de  28  de  Setiembre  pasado,  ha  tenido  á  bien  no  hacer 
lugar  al  requirimiento  que  se  le  dirijió  con  fecha  12  del 
mismo  mes  para  que  se  sirviera  suspender  sus  procedi- 
mientos contra  el  telegrafista  D.  Juan  B.  Navamuelí  indi- 
ciado del  delito  de  sustracción  de  fondos  nacionales  de  la 
oficina  telegráfica  de  esta  ciudad,  ;  lo  pusiera  á  disposi- 
ción de  este  Tribunal  de  Sección ;  y  que  insiste  en  llevar 
adelante  hasta  su  definición  la  causa  que  por  el  referido 
hecho  le  sigue,  fundándose  en  que  el  art.  3o  de  la  Ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacio- 
nales, establece  la  competencia  de  aquel  Juzgado  para  el 
juzgamiento  del  telegrafista  Navamuel,  puesto  que  este  ha 
sustraído  también  de  la  oficina  de  Salta  algunos  fondos 
nacionales ;  de  que  resulta  que  siendo  tan  competente  el 
Juzgado  de  Jujuy  para  conocer  de  la  causa  por  razón  de 
los  fondos  nacionales  sustraídos  en  esta  provincia,  como 
el  de  Salta,  por  razón  de  los  sustraidos  allí,  y  no  pudiendo 
conocerse  separadamente  de  cada  uno  de  estos  hechos  por 
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dos  Juzgados  diversos  sin  dividirse  la  continencia  de  la 
causa,  pues  es  uno  mismo  el  delitOi  una  la  acción  dedu- 
cida, y  uno  mismo  también  el  delincuente,  debe  conocer 
de  ella  y  resolverla  aquel  de  los  dos  Jueces  ante  quien  se 
haya  iniciado  primeramente  el  juicio. 

Y  considerando:  I""  Que  la  jurisdicción  que  las  leyes 
atribuyen  y  demarcan  á  los  Tribunales  de  Justicia,  no  solo 
implica  la  autoridad  para  juzgar,  sino  tambian  el  deber  de 
hacerlo  en  los  casos  que  ellas  determinan. 

2^  Que  ningún  Tribunal  Nacional  puede  quedar  dispen- 
sado de  este  deber  en  una  causa  ó  negocio  de  su  com- 
petencia por  el  hecho  de  que  otro  se  hubiese  anticipado 
en  el  conocimiento  de  ella,  desde  que  las  mismas  leyes 
declaran  improrogable  la  jurisdicción  federal. 

3o  Que  en  cumplimiento  de  ese  deber,  y  solo  por  deber, 
este  Juzgado  de  Sección  disputa  al  de  Salta  el  conocimien- 
to de  la  causa  contra  el  telegrafista  Navamuel,  por  la 
sustracción  de  dineros  de  la  Nación,  en  la  Oficina  Tele- 
gráfica de  esta  Ciudad;  causa  que,  como  se  vé  á  f.  4  del 
espediente,  ha  sido  con  arreglo  á  la  ley  sometida  por  el 
Gobierno  Nacional  al  juzgamiento  de  este  Juzgado,    t 

4o  Que  este  Juzgado  no  ha  disputado  al  de  Salta,  ni 
puesto  en  duda  su  perfecta  jurisdicción  para  el  juzgamiento 
del  prevenido  Navamuel,  por  el  hecho  cometido  en  aquella 
provincia;  ni  habría  podido  hacerla  sin  ser  inconsecuente 
y  sin  contrariar  los  mismos  principios  y  leyes  con  que 
sostiene^  la  que  le  corresponde  sobre  aquel  mismo  indivi- 
duo, por  el  delito  cometido  en  esta  Provincia. 

5o  Que  aunque  el  inculpado  sea  el  mismo  en  Salta  y 
Jujoy,  y  de  la  misma  naturaleza  los  hechos  culpables  que 
se  le  imputan,  desde  que  estos  hechos  son  distintos,  eje- 
cutados en  diferentes  tiempos,  en  lugares  y  bajo  jurisdic- 
ciones diferentes,  y  sin  relación  pi  dependencia  entre  sí. 
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DO  pueden  ser  considerados  como  un  solo  delito  sujeto  á 
una  sola  jurisdicción. 

6o  Que  si  bien  pudiera  tener  algún  apoyo  en  las  leyes 
comunes  ó  las  prácticas  de  los  Tribunales  de  Provincia  la 
doctrina  invocada  por  el  Sr.  Juez  Federal  de  Salta,  de  que, 
en  caso  como  el  presente  el  Juez  ante  quien  se  hubiese 
iniciado  primero  el  juicio  es  el  que  debe  seguirlo  y  resol- 
verlo, no  lo  tiene  de  ningún  modo  en  la  ley  nacional,* 
única  aplicable  en  esta  materia,  pues  ella  establece  juris- 
dicción preventiva  entre  los  Jueces  Nacionales,  solo  para 
el  juzgamiento  de  crímenes  cometidos  en  los  rios,  islas  ó 
fuertes  Argentinas,  á  donde  no  se  estienden  las  respectivas 
circunscripciones  judiciales. 

lo  Que  tampoco  puede  considerarse  como  iniciado  con 
prioridad  el  juicio  contra  el  telegrafista  Navamuel,  ante  el 
Juzgado  Nacional  de  Salta,  ni  por  el  hecho  de  haber  este 
ordenado  la  prisión  de  dicho  telegrafista  á  mérito  de  la  re- 
quisición del  Director  General  de  -Telégrafos,  la  que  en 
concepto  de  este  Juzgada,  conforme  con  )a  opinión  del 
Señor  Procurador  Fiscal,  no  ha  podido  ser  dirijido  á  un 
Juzgado  Nacional  en  la  forma  y  términos  en  que  aparece 
á  f .  1^  ¡  ni  tampoco  por  el  requirimiento  del  Sr.  Fiscal 
Nacional  de  Salta,  para  la  organización  de  la  sumaría,  la 
que,  como  lo  dice  el  mismo  Sr.  Juez  de  aquella  Sección 
ha  podido  hacerla  para  justificar  la  prisión  ordenada  y  po- 
ner al  presunto  reo  á  disposición  del  Juez  correspondiente, 
según  se  dispone  por  el  inc.  3^,  art.  12  de  la  Ley  Na- 
cional de  14  de  Setiembre  de  1863. 

Y  considerando  finalmente,  y  sobre  todo ;  que  á  mas  de 
la  disposición  del  art.  30  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  Tribunales  Nacionales  de  que  ya  se  ha  he- 
cho mérito  en  esta  cuestión,  y  por  la  quo  tías  crímenes  e(h 
metidos  en  tos  territorios  de  las  Provincias  en  violación  de 


DB  lUSTICrA  NACIONAL  425 

las  leyes  Nacionales^  deben  ser  juzgados  en  la  Sección  Judi- 
cial en  que  se  cometieron  » ,  tenemos  también  el  precepto 
claro  y  esplfcito  de  la  Constitución,  en  su  articulo  102, 
para  que  la  actuación  de  todos  los  juicios  criminales  ordina- 
rios que  no  se  deriven  del  derecliú  de  acusación  concedida  d 
la  Cámara  de  Diputados^  se  haga  en  la  mismo  Provincia 
donde  se  hubiese  cometido  el  delito;  precepto  tan  religiosa- 
mente observados  hasta  hoy  por  la  justicia  nacionali  que 
hemos  visto  por  varias  veces  á  Juez  de  Sección  cerrar 
temporalmente  su  despacho,  y  trasladarse  á  la  Provincia 
vecina  donde  á  causa  de  acefalia  ó  de  impedimento  legal 
del  Juez  de  la  Sección,  era  llamado  por  la  ley  á  actuar 
en  el  juicio  de  un  delincuente,  allí  mismo  donde  habia 
cometido  el  delito.  Resuelve  por  tanto  este  Juzgado,  de 
acuerdo  con  lo  pedido  por  el  Sr.  Fiscal  ad  hoc^  sostener 
su  jurisdicción  j^ara  el  juzgamiento  del  telegrafista  D.  Juan 
B.  Navamuel,  por  el  delito  qne  se  le  imputa  de  sustrac- 
ción de  fondos  nacionales,  de  la  Oficina  Telegráfica  de 
esta  ciudad,  que  estuvo  á  su  cargo,  é  insistir  en  la  inhi- 
bición reclamada  del  Sr.  Juez  Nacional  de  Salta  para  for- 
mar causa  y  pronunciar  juicio  sobre  el  hecho  espresado. 
En  consecuencia,  dispone  sean  remitidos  estos  autos  ori- 
ginales á  la  Exma.  Suprema  Corle,  á  efecto  de  que  re- 
suelva en  este  incidente  lo  que  fuere  de  justicia ;  comuni- 
cándose este  auto  con  el  oficio  correspondiente  á  S«  S. 
el  Juez  Nacional  de  Salta,  á  los  efectos  del  art.  52  de  la 
Lej  Nacional  de  Procedimientos. 

Saravia. 

Elevados  los  autos,  la  Suprema  Corte  dio  vista  al  Señor 
Procurador  General,  quien  espuso : 
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Suprema  Q^rte  de  Justicia  Nacional. 

Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1875. 

Un  telegrafista  dispone  en  uso  propio,  de  los  fondos  de 
las  oficinas  de  Salta  y  Jojuy. 

Ignorándose  al  principio  la  sustracción  en  Salta,  ae  dá 
orden  de  prisión,  que  se  ejecuta  en  esta  ciudad. 

El  sumario  que  se  levanta  revela  la  sustracción  de  Salta, 
y  el  Juez  Seccional  sumariante,  sigue  el  proceso. 

De  aqui  la  competencia  entre  los  jueces  de  Salta  y  Jujuy, 

El  de  Jujuy  alega  que  el  preso  debió  serle  remitido  sin 
protesto  alguno:  que  por  la  cantidad  sustraida,  y  el  mayor 
empleo,  el  delito  principal  se  cometió  alU:  que  el  hecho 
de  Salta  serviria  para  la  agravación  ó  acrecentacion :  que 
la  prevención,  en  fin,  no  era  admisible  en  jurisdicción  cir- 
cunscripta por  la  ley. 

El  de  Salta,  responde:  que  la  sustracción  en  esta  ciu- 
dad habia  sido  anterior,  y  el  mayor  empleo  en  Jujuy  aob 
interino. 

Nada  de  esto  es  serio. 

La  jurisdicción  privativa  esduye  á  los  jueces  de  provin- 
cia, pero  no  á  ios  jueces  seccionales  entre  si;  y  para  estos 
la  prevención  puede  y  debe  ser  una  causa  de  preferencia. 

La  disposición  relativa  á  los  limites  jurisdiccionales,  no 
es  aplicable;  porque  dentro  de  cada  Juzgado  se  ha  come- 
tido un  delito  separado,  aunque  del  mismo  género. 

La  acumulación,  si  se  considerase  necesaria,  y  la  agra- 
vación consiguiente,  tendría  mej.or  lugar  después  de  con- 
cluido en  cualquiera  de  los  Juzgados  el  proceso. 

Para  la  buena  administración  de  justicia,  además,  y 
recobro  del  tesoro,  lo  mismo  tiene  que  el  delincuente  sea 
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juzgado  primero  en  Salta  que  en  Jujuy,  ó  en  Jujuy  que  en 
Salta. 

El  Procurador  cree  pues,  que  debe  dejarse  al  Juez  Seccio- 
nal de  Salta  continuar  sus  procedimientos,  sin  perjuicio 
de  poner  oportunamente  el  reo  á  disposición  del  de  Jujuy. 

C.  Tejedor. 


Falla  úe  la  Suprema  Covim, 


Buenos  Aires,  Octubre  14  de  1875. 

Vistos:  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se  de- 
clara que  el  Juez  Federal  en  Salta,  debe  conocer  y  resolver 
en  este  asunto,  sin  perjuicio  de  poner  oportunamente  el 
reo  á  disposición  del  de  Jujuy;  devuélvanse  los  autos  al 
Juez  de  Salta  y  hágase  saber  por  oficio  al  de  Jujuy. 

Salvador  M*  del  Carril.  -«  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Goros- 

TIAGA.— J.    DOMINGUBZ. 
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CAUSA   ILCII. 


D.  Pedro  Velasco  contra  D.  Luis  Molina^    sobre  autenticación 

de  documentos. 


Sumario. — La  Justicia  Nacional  no  es  competente  para 
conocer  de  quejas  contra  empleados  militares  de  la  Na- 
ción ó  de  las  Provincia3y  deducidas  por  falta  de  cumpli- 
miento de  sus  deberes. 


Caso.—  D.  Pedro  Velasco,  chileno,  se  presentó  al  Juea 
Federal  de  Mendoza,  demandando  al  Jefe  del  Detall  de  las 
fuerzas  levantadas  en  la  Provincia  con  motivo  de  la  rebe- 
lión de  1874,  para  que  fuese  condenado  á  poner  una  lega- 
li^sacion  en  cinco  recibos  de  espropiacion. 

Con  la  vista  del  Procurador  fiscal,  se  dictó  este: 


Falto  del  Jíuea  úe  Seeetoü. 

Mendoza^  Abril  22  de  1875. 

Vista  la  presente  solicitud,  con  lo  espuesto  por  el  Pro- 
curador  Fiscal  ad  hoe^  y  considerando : 
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Que  tratándose,  según  la  propia  esposicion  del  deman- 
dante, de  actos  administrativos  de  un  gefe  militar  con  ca- 
rácter público  emanado  del  Gobierno  de  la  Provincia^  por 
cuya  orden  y  autorización  obra  al  espedir  visaciones  como 
las  que  se  solicitan  en  los  documentos  presentados,  sus 
hechos  son  capaces  de  producir  obligaciones,  y  las  producen 
efectivamente,  para  la  Provincia,  y  en  tal  caso  es  insosteni- 
ble la  competencia  del  Juzgado  de  Sección  para  conocer 
de  ellos. 

Que  no  se  trata  tampoco  al  presente,  como  equivocada- 
mente se  pretende,  de  un  caso  especialmente  regido  por 
tratados  celebrados  con  la  Nación,  según  es  menester  para 
establecer  la  jurisdicción  Federal,  sino  puramente,  como 
arriba  se  dice,  de  actos  administrativos  de  un  empleado  pro- 
vincial, respecto  de  los  cuales  depende  él  solamente  del 
Gobierno  de  la  Provincia,  sin  deber  dar  cuenta  alguna  á  la 
justicia  Nacional,  ni  poder  ser  demandado  ante  la  misma 
para  responder  de  las  faltas  que  cometa  procediendo  en  ellos. 

Que  los  Jueces  de  Sección  no  tienen  mas  jurisdicción  que 
la  que  la  Constitución  y  leyes  nacionales  espresamente  les 
hayan  dado,  y  que  ni  en  aquella  ni  en  estas  se  encuentra 
que  les  haya  sido  conferido  atribución  alguna  para  conocer 
de  los  actos  administrativos  de  empleados  ó  reparticiones 
dependientes  de  los  poderes  públicos  provinciales ;  debiendo 
asi  ocurrir  los  que  se  crean  con  derecho  á  reclamar  de 
cualquier  íalta  en  el  procedimiento  oficial  de  aquellos  á  sus 
superiores  respectivos. 

Por  estas  consideraciones  y  las  concordantes  de  la  vista 
Fiscal ;  sin  mas  actuaciones,  de  conformidad  al  art.  3^  de 
la  Ley  Nacional  de  Procedimientos.  El  Juzgado  de  Sección 
se  declara  incompetente  para  entender  y  resolver  en  la  pre- 
sente demanda.    Repóngase. 

C.  S.  delaTtnrc. 
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Concedida  la  apelacioa  en  relación,  interpuesta  por  Ve- 
laacoi  se  dio  viata  al  Sr.  Procurador  General ,  quien  es< 
puso: 


Suprema  Corte  de  Justitía  íiacionaL 

Buenos  Aires.  Octubre  12  de  1875. 

El  Sr.  Velasco  se  presentó  al  Juez  Seccional  de  Mendoza , 
pidiendo  que  el  jefe  del  detall  pusiese  una  legalizacim  en 
cinco  recibos  de  expropiación ;  y  por  la  negativa  de  aquel 
vienen  los  autos  por  el  recurso  de  apelación  en  relación. 

Cumple  que  V.  E.  rcQhaze  igualmente  el  pedido,  aunque 
por  otras  razones  que  las  invocadas  en  el  auto  de  la  Ins- 
tancia. 

Las  actuaciones  rebitidas  no  envuelven  cuestión  de  Cons* 
titucion  ni  de  tratados,  sino  de  simple  procedimiento. 

Con  esos  recibos,  tales  como  están,  puede  el  interesado 
ocurrir,  según  los  casos,  á  las  autoridades  provincial  ó  na-» 
cional,  las  cuales  después  de  los  trámites  de  estilo,  entre 
ellos  la  certificación  de  verdad  por  los  SuperioreSi  llamada 
impropiamente  legalización,  proveerán  el  abono. 

Esa  certificación  de  verdad,  ó  visto  bueno,  no  es  siempre 
el  del  jefe  del  detall,  sino  de  los  jefes  inmediatos ;  j  cuando 
él  es  negado,  ó  no  ha  podido  obtenerse  por  cualquier  mo- 
tivo, se  allana  por  los  respectivos  gobiernos,  á  quienes  se 
eleva  la  queja  con  la  demanda  de  pago,  por  medio  de  los 
informes  convenientes  que  hacen  sus  veces. 

C.    Tejedor. 
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Falto  ám  I*  giipf  ia  C^atto 

Buenos  Aires,  Octubre  14  de  1875. 

Vistos  :  de  conformidad  coa  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General  en  su  precedente^ vista,  se  con-* 
firma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  catorce  vuelta ; 
satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuéU 
vanse  los  autos  • 

Salvador  M*  del  Carril.  —  Josa 
Barros  Pazos. — J .  B .  Gorostiaga. 
— J.  Domínguez. 


CAUSAL  XCIII. 


Den  Darío  Datíd  contra  el  Gobierno  ie  la  Provinm  de  San 

Lui$  tabre  dañoe  y  perjuidos. 


Sumario. -*En  estado  de  sitio,  los  ciudadanos  y  estran- 
C^ros  pueden  ser  removidos  disorecionalmente,  sin  que  por 
ello  se  deban  daños  y  perjuicios,  por  la  autoridad  nacio- 
nal ó  provincial. 
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Caso.  —  Don  Darío  David,  estrangero,  se  presentó  ante 
la  Suprema  Corte  esponiendo:  Que  en  17  de  Noviembre 
de  1874  por  orden  del  Gobierno  de  San  Luis,  fué  preso 
en  la  Provincia  y  trasportado  á  la  ciudad  del  Rosario  en 
donde  estuvo  detenido  hasta  el  28  de  Noviembre. —^  Que 
con  estas  medidas  arbitrarias  se  le  habia  inferido  un  per- 
juicio que  estimaba  en  4,460  pesos  fuertes,  cuya  suma 
habia  reclamado  del  Gobierno  Nacional,  quien  lo  habia 
mandado  ocurrir  donde  correspondiera.  —  Que  siendo  la 
Provincia  la  responsable,  entablaba  contra  ella  demanda 
en  forma,  á  ñn  de  que  .fuese  condenado  á  abonarle  la 
suma  espresada. 

Se  corrió  vista  al  Señor  Procurador  General,  quien  es- 
puso. 


Suprema  Corte  de  Justicia  : 


Buenos  Aires,  Octabre  11  de  1875. 

En  estado  de  sitio,  los  ciudadanos  y  estrangeros  pueden 
ser  removidos  discrecionalmente,  sin  que  por  ello  se  de- 
ban áañOB  y  perjuicios,  por  la  autoridad  nacional  ó  provin- 
cial. 

La  demanda  presentada  al  Gobierno  Nacional,  y  repro- 
ducida ante  esta  Corte,  tiende  á  obtener  del  Gobierno  de 
San  Luis  los  perjuicios  sufridos  por  la  orden  de  f.  1. 

Corresponde  pues,  rechazarla  in  limiM. 

C.  Tejedor. 
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Buenos  Aires,  Octubre  14  de  1875. 

De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Sr.  Pro- 
curador General  en  su  precedente  vista ,  no  ha  lugar  á  la 
demanda  interpuesta ,  y  archívese  el  esipediente  previo  pa- 
go de  costas  y  reposición  de  sellos. 

Salvador  M*  del  Carril.— José 
Barros  Pazos.— J.  B.  Goros- 
TUGA.— J.  Domínguez. 


CA.USA    XCIV. 


Criminal  contra  Faustino  Pérez  y  otros.  Contienda  de  compe- 
tencia  entre  el  Juez  del  Crimen  y  el  de  Sección  de  Cor- 
rimtes. 


Sumario. —  lo  En  caso  de  jurisdicción  privativa  no  puede 
haber  lugar  á  prevención,  y  el  reo  aprehendido  ó  procesado 
por  otro  debe  ser  remitido  al  Juez  competente. 

T.  vu.  90 
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2^  Guando  los  delitos  comunes  se  cometen  durante  la  se- 
dición ó  con  motivo  de  ella,  la  verdadera  jarisdiccion  es  la 
de  los  Tribunales  Nacionales. 

3o  Guando  los  jueces  provinciales  procesan  Á  un  reo  por 
delitos  comunes  anteriores  y  posteriores  al  de  sedición  por 
el  que  se  siguen  autos  ante  el  Juez  de  Sección  contra  el 
mismo  reo,  aprehendido  por  el  Juez  de  Provincia,  este  debe 
segoir  conociendo  en  la  causa,  con  -la  obligación  de  dar 
cuenta  al  de  Sección  del  resultado  condenatorio  ó  absolu- 
torio. 

Caso.  —  En  16  de  Marzo  de  1874,  el  Gefe  del  Regimiento 
de  Gaá-Gati  puso  á  la  disposición  del  Juez  de  Paz  á  los  indi- 
viduos Faustino  Pérez  (alias  Gato  Moro),  Juan  Estovan  Pé- 
rez, Atanacio  Alfonso,  Raymundo  Pérez,  y  Bibiano  Pérez 
que  habian  sido  tomados  en  el  rincón  de  Vences  por  una 
partida  destacada  en  su  persecución. 

De  la  sumaria  levantada  por  el  Juez  de  Paz  de  Gaá-Gatí  y 
continuada  después  por  el  Juez  del  Grimen  de  la  Provincia, 
resultó  que  se  imputaba  á  los  procesados  los  siguientes  he- 
chos. 

I  o  Haber  vivido  en  los  montes  durante  mas  de  dos  años 
sin  obedecer  á  ninguna  autoridad  y  saqueando  en  ese  tiem- 
po varias  casas  de  vecinos. 

2^  Haberse  plegado  ¿  la  sublevación  que  en  1873  enca- 
bezaron Juan  Ayala  y  el  Goronel  Monzón,  la  que  fué  á  to- 
mar el  pueblo  de  Gaá-Gatí,  y  no.  haber  depuesto  las  armas 
cuando  este  jefe  se  presentó  al  Gobierno  de  la  Provincia. 

3®  Haber  cuereado  cantidad  de  haciendas  de  los  vecinos 
mientras  han  vivido  amontados,  y 

4^  Haber  asesinado  cerca  del  Puesto  de  Esquivel  al  hijo 
de  Don  José  E.  González  y  en  Caá-^Gati  á  un  soldado  de  guar- 
dias nacionales. 
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Antes  de  cerrarse  el  sumario  el  Juez  del  Griroen  recibió 
del  de  Sección  un  oficio  en  que  le  decia  que  tenia  noticia 
que  Faustino  Pérez  y  otros  que  tomaron  parte  en  la  suble- 
vación de  Gaá-Gati  se  hallaban  en  la  Gárcol  Pública  á  su 
disposición.  — Que  como  el  Juzgado  de  Sección  era  el  único 
competente  para  entender  del  delito  de  sedición  que  habian 
cometi4o,  pretendiendo  impedir  la  marcha  de  los  contin- 
i;enle8  que  debian  ser  remitidos  al  Ejército  Nacional  que 
combatía  contra  López  Jordán  y  de  los  crímenes  comunes 
que  hubiesen  perpetrado  durante  Ja  sedición  de  conformi^ 
dad  al  articulo  24  de  la  Ley  Penal  Nacional,  pedia  que  di- 
chos procesados  fuesen  puestos  á  su  disposición,  remitiendo 
los  antecedentes  y  sumario  correspondiente. 

El  Juez  del  Crimen  dio  vista  al  Fiscal  quien  dijo  :  que  el 
Juzgado  de  Sección  creia  equivocadamente  que  el  de  Pro- 
vincia procesaba  á  Pérez  por  el  delito  de  sedición. 

Que  de  autos  constaba  que  el  proceso  era  por  hechos 
anteriores  é  independientes  de  la  causa  que  se  instruía  en 
la  Justicia  Federal . 

Que  por  lo  demás,  es  sabido  que  la  prevención  suele 
dar  origen  á  la  jurisdicción  en  cuyo  caso  cuando  concur- 
ren dos  jueces  iguales  en  jurisdicciona  cumulativa,  previene 
en  la  causa  el  que  conoce  primero.  —  pidió  al  Juzgado  que 
mantuviera  su  jurisdicción  para  entender  en  la  causa. 
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Corrientes,  Noviembre  6  de  1874. 

Atento  lo  espuesto  por  el  FiscaLy  á  lo  que  resulta  del 
sumario  que  sé  instruye  contra  Faustino  Pérez  (alias  Gato 
Moro)  y  compañeros,  del  que  aparece  haber  sido  autor  y 
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cómplice  de  delitos  comunes  perpetrados  con  anterioridad 
y  posterioridad  al  de  sedición  á  -  que  hace  referencia  el 
Señor  Juez  de  Sección  en  su  nota  feeha  28  de  Julio  del 
presente  aíío,  con  el  que  ninguna  relación  tienen  y  por  lo 
mismo  seria  de  lodo  punto  incompetente  para  conocer  en 
ellos,  pues  tanto  el  articulo  24  de  la  Ley  Penal  que  cita 
en  su  nota,  como  el  18  de  la  misma,  que  le  atribuye  juris- 
dicción y  competencia  para  conocer  de  los  delitos  comunes, 
cometidos  en  territorio  sujeto  á  la  jurisdicción  lopal,  solo 
se  refieren  á  delitos  comunes  cometidos  durante  la  rebelión 
ó  sedición  ó  con  ocasión  de  estos  crímenes  de  su  esclu- 
siva  competencia,  mas  no  de  los  anteriores  ó  posteriores 
que  solo  correspofiden  á  este  Juzgado,  á  quien  compete  el 
conocimiento  de  todo  delito  que  no  esté  espreso  y  espe- 
cialmente sometido  por  la  ley  á  la  jurisdicción  nacional, 
siendo  esta  escepcional  y  limitada  en  este  género  de  delitos 
á  los  términos  en  que  ja  ley  se  espresa.  Por  lo  que,  y  de 
acuerdo  con  la  esposicion  Fiscal  y  doctrinas  que  cita  con 
respecto  á  los  delitos  que  pueden  ser  de  jurisdicción  con- 
currentes declárase  competente  este  Juzgado  para  conocer 
y  decidir  en  el  proceso  que  se  instruye  contra  Faustimo 
Pérez  y  cómplices  por  delitos  comunes  perpetrados  en 
el  territorio  de  la  Provincia :  remítase  copia  del  espedien- 
te al  Juzgado  de  Sección,  de  las  piezas  que  forman  el  su- 
mario con  trascripción  de  la  vista  Fiscal,  de  este  auto  y 

con  el  oficio  correspondiente. 

Gtnaro  Figueroa. 

FaUo  del  JTaes  de  f^eeelon. 

Corrientes,  Noviembre  25  de  1874. 
Visto  el  testimonio  del  sumario  seguido  contra  Faustino 
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Pere2  y  cómplices  remitidos  por  el  Señor  Juez  del  Crimen 
de  la  Provincia,  con  motivo  de  haber  solicitado  este  Juz- 
gado que  dichos  procesados  sean  puestos  á  su  disposición 
para  ser  juzgados  por  resultar  de  los  autos  que  se  siguen 
contra  el  Coronel  Monzón  por  delito  de  sedición,  que  fueron 
los  principales  autores  de  dicho  delito,  y  el  auto  por  el  que 
dicho  Señor  Juez  se  declara  competente  para  entender  en 
los  delitos  comunes  porque  se  procesa  á  Faustino  Pé- 
rez y  cómplices.  Y  considerando :  —  Que  es  un  principio 
de  práctica  criminal  que  cuando  se  siguen' procesos  en  di- 
terentes  Juzgados  contra  uno  ó  varios  reos  por  diferentes 
delitos,  deben  acumularse  los  autos  á  fin  de  facilitar  el  jui« 
cío  y  de  que  no  se  divida  la  continencia  de  la  causa ;  y 
por  esta  razón  los  artículos  18  y  23  de  la  Ley  Penal  Nacional 
disponen  que  ios  crímenes  comunes  cometidos  en  la  rebelión 
ó  sedición  sean  castigados  con  la  mayor  pena  de  dichos  de- 
litos, cuyos- artículos  tienen  dos  objetos:  lo  Atribuir  juris- 
dicción á  los  Juzgados  Nacionales  para  conocer  de  delitos 
comunes,  cuando  resulta  que  los  reos  de  rebelión  ó  sedi- 
ción Nacional  son  á  la  vez  reos  de  otros  delitos  comunes, 
sean  ellos  cometidos  antes  de  dicha  sedición  ó  durante  ella; 
pues  la  razón  es  la  misma  en  uno  y  otro  caso,  cual  es  evi- 
tar la  confusión  |de  los  procesos,  tanto  mas  en  este  género 
de  delito  en  que  toman  parte  muchas  personas  y  en  que 
por  lo  complicado  de*  ios  procesos  es  conveniente  que  un 
solo  Juez  entienda  aunque  aparezcan  algunos  complicados 
en  delitos  comunes:  2o  El  otro  objeto  es  determinar  la  pe- 
na que  ha  de  sufrir  el  que  comete  crímenes  comunes  du- 
rante la  sedición  ó  con  motivo  de  ella;  pero  de  esto  no 
se  sigue  que  el  Juzgado  Nacional  no  sea  competente  para 
entender  también  de  los  anteriores,  pues  su  jurisdicción  se 
ha  ampliado  por  la  ley  para  facilitar  la  prosecución  de  es- 
tos juicios ;  y  si  no  ha  hablado  espresamente  de  los  cometí- 


438  FALLOS  DE  LA   SUPREMA  CORTE 

dos  anteriormente  es  porque  nada  ha  dispuesto  con  relación 
á  la  pena  y  no  porque  quisiese  escluirla  de  su  jurisdicción. 
—  2°  Que  siendo  el  Juzgado  de  Provincia  imcompetente  pa- 
ra conocer  del  delito  de  sedición,  resultaría  que  solo  vá  á 
conocer  de  los  delitos  cometidos  con  anterioridad  al  delito 
de  sedición,  dejando  libre  á  este  Juzgado  para  entender  de 
esta  y  de. los  delitos  comunes  cometidos  durante  ella,  de  lo 
que  resultaría  gran  confusión  y  dificultad  en  el  procedi- 
miento, que  es  lo  que  ha  querido  evitar  la  ley,  dando  á  los 
Juzgados  Nacionales  jurisdicción  sobre  delitos  comunes,  á 
pesar  de  ser  Tribunales  de  escepcion  que  no  la  tienen  regu- 
larmente sino  cuando  la  ley  se  las  dá  por  razones  de  utili- 
dad pública.  —  3o  Que  no  es  exacto  que  el  Juzgado  de  Pro- 
vincia haya  prevenido  en  la  causa,  pues,  en  este  Juzgado 
se  siguen  autos  contra  el  Coronel  Monzón  y  cómplices  por 
delitos  de  sedición,  de  los  cuales  aparecen  que  Faustino 
Pérez  tomó  parte  en  dicha  sedición  y  otros  delitos,  como 
aparece  del  sumario  remitido  en  copia,  y  si  según  los 
principios  de  derecho  deben  acumularse  los  autos,  es 
mas  natural  que  esa  acumulación  se  haga  en  este  Juzgado 
que  conoce  de  dicho  delito  de  sedición,  contra  otros  varios 
que  no  aparecen  autores  de  delitos  comunes,  que  no  en 
el  Juzgado  Provincial  que  ya  se  ha  declarado  incompetente 
para  conocer  del  delito  de  sedición  contra  el  Coronel  Mon- 
zón, á  lo  que  se  agrega  que  la  jurisdicción  de  los  Tribuna- 
les Nacionales  es  privativa  y  escluyente  de  la  de  los  pro- 
vinciales, articulo  12  de  la  ley  de  competencia.  — Por  estos 
fundamentos  se  declisira  que  este  Juzgado  es  competente 
para  entender  en  la  causa  que  se  sigue  contra  Faustino 
Pérez  y  cómplices,  por  delito  de  sedición  y  los  demás  que 
hayan  cometido,  sea  antes  ó  durante  la  sedición;  en  su 
consecuencia  diríjase  oficio  al  Señor  Juez  del  Crimen  con 
copia  de  este  auto  para  que  en  .caso  de  encoatrario  íun- 
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dado,  remita  el  sumarlo  original,  absteniéndose  de  enten- 
der en  la  causa  que  se  sigue  contra  Faustino  Pérez  y  cóm- 
plices, ó  de  lo  contrario  remita  los  autos  á  la  Suprema 
Corte  para  que  decida  la  competencia ;  y  mediante  á  que  el 
Juzgado  de  Provincia  no  sostiene  su  competencia  para  en- 
tender del  delito  de  sedición  y  de.  los  comunes  que  puedan 
aquellos  haber  cometido  durante  ella  y  á  que  no  traería 
perjuicio  alguno  adelantar  el  sumario,  comparezcan  los  pro- 
cesados á  prestar  su  declaración  aún  en  el  caso  que  dicho 
Juzgado  insista  en  sostener  su  competencia. 

^Cárloi  Luna. 

Llevado  los  antecedentes  á  la  Suprenjia  Corte,  se  dio  ^visla 
al  señor  Procurador  General  quien  espuso  : 


Corte  Suprema  de  Justicia  : 


Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1875. 

Cuando  tiene  lugar  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  primitiva, 
no  hay  prevenoion  que  valga,  y  el  reo  aprehendido  ó  pro- 
cesado por  otro,  debe  ser  remitido  sin  escusa  al  competente. 

Es  igualmente  indudable,  y  lo  reconocen  así  los  dos  jue- 
ces, que  cuando  los  4^1itos  comunes  se  cometen  durante  la 
sedición,  ó  con  motivo  de  ella,  la  verdadera  jurisdicción  es 
la  de  los  tribunales  nacionales. 

La  presente  cuestión  no  ha  nacido  sino  porque  los  deli- 
tos comunes,  de  que  se  trata,  aparecen  perpetrados  con 
anterioridad  y  posterioridad  al  de  sedición. 

El  Juez  Seccional  invoca  en  su  favor : 

Que  los  delitos  coipunes  son  de  su  competencia,  sean 
ellos  cometidos  antes  de  la  sedición,  ó  durante  ella,  porque 
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en  uno  y  otro  caso  existe  la  misma  razón  de  evitar  la  con- 
fusión de  los  procesos. 

Que  no  era  exacto  haber  prevenido  en  la  causa  el  Juez 
de  la  Provincia,  pues  en  el  Juzgado  Nacional  se  seguian 
autos  contra  el  delito  de  sedición,  olvidando  determinar  la 
fecha  de  su  iniciación,  lo  que  era  esencial. 

El  Juez  de  la  Provincia  alega  por  su  parte  : 

Que  algunos  de  los  delitos  procesados  por  él  fueron  co- 
metidos durante  .la  revolución  que  depuso  al  Dr.  Justo,  el  17 
de  Enero  de  1872,  mientras  que  la  sedición  de  que  entendía 
el  Juez  Nacional  fué  1|  de  Gaá-Gatí,  que  pretendió  impedir  la 
marcha  de  loa  contingentes  contra  López  Jordán. 

Que  otros  lo  fueron  después  de  sometidos  los  Gefes,  eva- 
diéndose los  reos  actuales,  que  continuaron  sus  actos  de 
bandalaje,  no  ya  por  motivos  de  la  sedición  sino  por  sus 
instintos  depravados. 

En  opinión  del  Procurador,  si  el  Juez  Federal  hubiese 
aprehendido  á  los  reos,  antes  de  serlo  por  la  justicia  ordi- 
naria, no  tendría  obligación  de  entregarlos  para  su  juzga- 
miento por  delitos  comunes  anteriores  ó  posteriores  á  la 
sedición,  sino  después  de  terminado  el  proceso  nacional. 

Pero  no  habiendo  sido  asi,  la^ razón  alegada  de  la  confu- 
sión, común  á  las  dos  justicias,  no  le  parece  bastante  para 
desapoderar  del  conocimiento  á  quien  lo  tiene  de  derecho 
por  delitos  comunes  antes  y  después  de  la  sedición,  debien- 
do mas  bien  la  justicia  federal,  para  continuar  sus  proce- 
dimientos, esperar  á  que  termine  los  suyos  la  provincial. 

El  Juez  Seccional  por  ío  demás  está  en  el  derecho  de 
prevenirlo  asi  al  de  la  provincia,  y  este  en  el  deber  de  co- 
municar en  tiempo  oportuno  el  resultado  condenatorio  ó 
absolutorio. 

C.  Tejedor. 
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FaUo  de  la  Saprema  Corte 

Buenos  Aires,  Octabre  14  de  1875. 

Vistos  :  de  conforrnidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se  declara 
que  el  Juez  del  Crimen  de  Corrientes  es  el  competente  para 
seguir  conociendo  y  resolver  en  esta  causa,  sin  perjuicio 
de  comunicar  oportunamente  al  Juez  de  Sección  el  resul- 
tado condenatorio  ó  absolutorio ;  remítanse  en  consecuencia 
los  autos  al  Juez  de  Provincia,  y  hágase  saber  por  oñcio 
al  de  Sección. 

Salvador  M"  del  Carril.  —  José  Barros 
Pazos. —  J.  B.  Gorostiaga.— J.  Domín- 
guez. 
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CAUSA    S.CV. 


La  Municipalidad  del  Rosario  de  Santa-Fé  contra  D.  Agustin 
Mazza  y  G^^  por  eobrg  de  impuestos.  Sobre  recurso  de  sen-* 
tencia  de  los  Tribunales  Provinciales. 


Sumario. — No  puede  apelarse  á  la  Suprema  Gortei  de 
las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  los  Tribunales 
Superiores  de  Provincia,  sino  en  los  casos  enumerados  por 
el  art.  14  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
los  Tribunales  Nacionales. 


Caso. — El  Procurador  de  la  Municipalidad  del  Rosario 
de  Santa-Fé  demandó  ejecutivamente  ante  los  Tribunales 
de  Provincia  á  los  señores  Agustin  Mazza  y  G^,  por  cobro 
de  589  pesos  fuertes,  procedentes  de  impuesto  de  corrales 
de  abasto. 

Los  demandados  opusieron  primero  la  falta  de  perso- 
nería en  el  Procurador  de  la  Municipalidad  y  la  inhabilidad 
del  título  ejecutivo ;  y,  ^  después  áer  resuelto  el  incidente 
de  personería,  opusieron  la  incompetencia  del  Juzgado  por 
ser  ellos  mandatarios  de  D.  Pedro  E.  Funes,  vecino  de 
Córdoba,  y  la  no  aplicabilidad  del  impuesto  en  el  caso 
presente,  por  proceder  de  resea  carneadas  para  el  consumo 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  443 

de  las  fuerzas  nacionales,  de  las  que  so  mandante  Funes 
era  proveedor. 

El  Juez  de  1^  Instancia  del  Rosario  no  hizo  lugar  á  estas 
escepciones  y  mandó  llevar  adelante  la  ejecución;  y  su 
sentencia  fué  confirmada  por  el  Tribunal  Superior  de  la 
Provincia. 

Los  señores  Mazza  y  C*,  ocurrieron  á  lá  Suprema  Corte 
de  Justicia  Nacional  en  uso  del  artículo  23  de  la  Ley  de 
16  de  Octubre  de  1862,  alegando  que  habian  declinado 
en  la  estación  oportuna  de  la  jurisdicción  provincial,  y  la 
causa  correspondía  á  la  Nacional,  y  que  era  arbitrario  el 
impuesto  cobrado  por  la  Municipalidad,  por  el  carneo  de 
reses  destinadas  al  consumo  del  Ejército. 

La  Suprema  Corte,  pidió  informe  y  en  seguida  confirió 
vista  al  Sr.  Procurador  General. 

Vista  del  Señor  Procurador  General. 

Suprema  Corle  de  Justicia  : 

Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1875. 

Del  informe  pedido,  resultan  que  los  Tribunales  de  San- 
ta*Fé,  en  una  demanda  ejecutiva  de  la  Municipalidad  contra 
los  señores  Mazza  y  C*,  por  cobro  de  derechos  de  abasto, 
resolvieron  en  favor  de  aquella. 

Invocando  ahora  el  art.  23  de  la  Ley  de  16  de  Octubre 
de  1862  se  interpuso  recurso  de  apelación  directa,  y  se 
pide  que  V.  E.  mande  traer  los  autos,  para  resolver  lo 
que  corresponda* 

Alégase  con  este  objeto :  que  los  señores  Mazza  y  C*  de- 
cHnáron  la  jurisdicción  en  estación  oportuna. 

Qué  obrando  la  Municipalidad,  como  poder  admÍBÍátrali- 
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vo,  corresponde  k  la  justicia  nacional  el  conocioiiento  de 
la  demanda. 

Que  los  señores  Mazza  y  G^  habian  hecho  la  provisión 
como  encargados  del  proveedor  Funes,  vecino  de  Córdoba, 
lo  que  hacia  el  asunto  con  mas  razón,  de  la  competencia 
nacional. 

Que  era  aríntratio  el  impuesto  cobrado  por  la  Munici- 
palidad por  el  carneo  de  reses  destinadas  al  Ejército. 

Lo  primero  no  es  exacto,  porque  los  demandados  no 
opusieron  in  limine  la  declinatoria,  sino  como  escepcion 
común  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  á  la  citación  de 
remate,  agregando  la  falta  de  personería,  que  tampoco  era 
de  la  estación,  y  la  insuficiencia  del  título. 

Lo  segundo  importaría  sugetar  á  la  competencia  de  los 
Juzgados  Nacionales,  la  cobranza  de  impuestos  municipales, 
lo  que  no  puede  admitirse. 

Lo  tercero  tampoco  es  de  tenerse  en  cuenta,  por  ha- 
berse en  todo  caso  prorogado  la  jurisdicción,  según  lo 
dispuesto  por  el  inc.  4""  del  art.  12  de  lá  ley  del  62. 

Lo  cuarto,  necesitaría  para  resolverse  por  Y.  E.,  que  los 
obligados  á  pagar  dichos  impuestos  probasen  su  incons- 
titucionalidad,  demandando  ante  los  Tribunales  Federales  á 
las  autoridades  que  los  decretaron,  ó  los  perciben. 

Por  todo  esto  el  Procurador  pide  á  Y.  E.  que  no  baga 

lugar  al  recurso  deducido. 

C.  raedor. 

Fallo  de  la  Suprema  €?orfe 

Buenos  Aires,  Octubre  14  de  1875. 

Yistos :  de  conformidad  con  lo  pedido  por  el  Señor  Pro- 
curador General  en  su  precedente  vista,  y  no  hallándose  el 
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presente  caso  en  ninguno  de  los  que  enumera  el  artículo 
catorce  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales,  para  poderse  apelar  á  la  Suprema 
Corte,  de  las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  los 
Tribunales  Superiores  de  Provincia,  no  ha  lugar  al  recurso 
interpuesto  y  archívese  el  espediente,  previo  pago  de  costas 
y  reposi/^ion  de  sellos. 

Salvadoii  M^  del  Carril.  — 
José  Barros  Pazos. — J.  B. 
GoROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 


CAUSA  IkCVI. 


D.  Antonio  Battilana^  contra  D.  Francisco  Castiglione, 
«  por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario.—  lo  El  convenio  hecho  entre  dos  contrayentes 
de  pagar  una  multa  si  se  falta  al  contrato,  es  una  obli- 
gación condicional  que  no  trae  aparejada  ejecución. 

2o    Un  juicio  ordinario  no  puede  empezar  por  embargo. 
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CaM.— D.  Francisco  Gastiglione  y  D.  Antomo  Baitilana 
celebraron  un  contrato  en  escritura  pública,  por  el  cual  el 
primero  se  obligó  á  vender  al  segundl)  una  casa  por  la 
suma  de  370,000  pesos  m/o.  debiendo  escriturarse  á  los 
diez  dias,  bajo  la  multa  al  que  faltase,  de  50,000  $  m/c. 
por  daños  y  perjuicios,  cuya  mulla  podria  cobrarse  ejecu- 
tivamente. 

Trascurridos  los  diez  dias,  Battilana  ocurrió  al  Juez  de 
Sección  iniciando  juicio  ejecutivo  contra  Castiglione  por  cobro 
de  los  50,000  ^  y  en  un  otrosí  pidió  se  embargaran  los  títulos 
de  la  finca. 


FüUo  del  Jíiies  de  Sección 

Buenos  Aires,  Agosto  24  de  1875. 

Siendo  condicional  la  obligación  que  se  contiene  en  el 

artículo    4^  del  testimonio    de  escrituras  de   fs.    i  y  2, 

traslado;  al  otrosí,  no  pudiendo  iniciarse  un  juicio  ordinario 

con  embargos  preventivos,  no  ha  lugar.    Téngase  presente 

el  domicilio  y  repóngase  el   sello. 

Albarracin. 

Habiendo  apelado  Battilana,    se  dictó  este 
.Fulto  de  ln  Suprenm  C^rte. 

Baenos  Aires,  Octubre  16  de  1875. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  seis  vuelta;  satisfechas  las  de  la  ins- 
tancia y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.  --Josa 
Babeos  Pazos. — J.  Domínguez. 
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CAUSA   S.CVII. 


D.  Juan  Uelis  contra  D.  Ricardo  BUssing  sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario, — 1^  El  demandante  está  obligado  á  confesar  6 
negar  los  hechos  establecidos  en  la  demanda, 

2o  Alegar  que  ignora  el  precio  y  cantidad  de  lo  que  con- 
fiesa haber  recibido  importa  confesar  lo  que  el  actor  esta- 
blece en  la  demanda. 

8^  Guando  esta  confesión  implícita  se  halla  corroborada 
en  cuanto  á  la  cantidad  por  el  dicho  singular  de  los  tes- 
tigos, y  en  cuanto  al  precio  por  no  haber  sido  tachado  de 
excesivo  y  haberse  asignado  por  el  demandado  uno  mayor, 
debe  decirse  comprobado  uno  y  otra. 


Caso. — D.  Juan  Melis  demandó  á  D.  Ricardo  Blessing  por 
el  pago  de  11760  ps.  importe  de  70  toneladas  de  piedra  y 
155  de  arena  suministradas  por  cuenta  de  Blessing  en  1874 
para  lastre  de  buques. 

Blessing  contestó  que  era  cierto  que  habia  recibido  al- 
gunas toneladas  de  piedra  y  arena  con  posterioridad  al  mes 
de  Marzo  de  1874,  pero  que  ignoraba  el  precio  y  la  can- 
tidad. Acompañó  una  cuenta  corriente  entre  él  y  Melis 
hasta  Marzo  de  1^874  con  un  saldo  á  su  favor  de  13,665 
ps.  y  le  icontrademandó  por  su  pago. 
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Melis  replicó  que  la  cuenta  corriente  era  una  falsedad, 
y  que  lo  único  que  habia  de  cierto  en  ello  era  una  partida 
de  175  toneladas  de  arena  que  recibió  de  Blessing  en  pago 
de  lo  que  le  habia  quedado  debiendo  por  saldo  de  lastre 
desde  1871. 


FaUo  del  Jaes  de  0e€elon. 

Buenos  Aires,  Julio  22  de  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  Melis  contra  D. 
Ricardo  Blessing  por  cobro  de  lastre  y  de  que  resulta. 

lo  Que  Melis  diciendo  haber  suministrado  á  buques  ma- 
yores en  el  año  pasado  lastre  de  su  pertenencia  y  porvius 
lanchas,  por  orden  de  Blessing  y  á  su  favor,  cobra  la  can- 
tidad de  la  cuenta  de  f.  1*  á  los  precios  que  en  ella  se 
estipulan. 

2o  Que  corrido  traslado  de  la  demanda  Blessing  confie- 
sa la  entrega  y  recibo  pero  dice  ignorar  la  cantidad  y  no 
ser  cierto  el  precio ;  y  contrademanda  por  el  saldo  de  la 
cuenta  corriente  de  f.  7,  protestando  admitir  en  pago  lo 
que  resulte  probado  del  cobro  que  le  hace  Melis. 

3°  Que  contestando  á  la  demanda,  Melis  niega  la  cuenta 
corriente  y  en  mérito  de  ello  el  Juzgado  ordenó  la  justifi- 
cación de  las  partidas  de  la  cuenta  del  demandante  como 
de  las  del  demandado. 

4t^  Que  como  prueba,  se  ha  producido  únicamente  por 
Melis,  el  testimonio  del  lanchero  Juan  Gaibiso  f.  23,  que 
dice  que  de  lastre  de  arena  de  Melis,  entregó  sesenta  to- 
neladas  y  su  recibo  á  Melis,  el  de  Ejicio  Liciardo  á  f.  29 
vta.  que  dice  que  en  las  mismas  condiciones  entregó  sesenta 
toneladas  de  lastre  en  Punta  de  Lara  y  diez  en  la  canal 
sin  especificar  de  que  constaba  el  lastre  y  el  de  Pedro  En- 
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tonich  que  xlice  que  coa  l^s  mismas  circunstancias  entregó 
al  buque  ingles  c  One »  noventa  y  cinco  toneladas  de  arena 
todo,  sin  que  la  parte  de  Blessing  haya  producidp  prueba 
alguna  y 

Considerando:  1**  Que  habiendo  confesado  Blessing  en 
su  escrito  de  contestación  á  la  demanda  la  verdad  de  la 
entrega  del  lastre  por  Melis  y  haber  recibido  en  valor  ó 
recibos'  por  él,  su  lastre  de  arena  y  piedra ;  la  justifica- 
ción de  las  partidas  de  la  cuenta  demandada  quedaba  redu- 
cfda  á  su  cantidad  y  precio. 

2o  Que  estando  el  demandado  obligado  á  confesar  6  ne- 
gar los  hechos  establecido»  en  la  demanda  y  siendo  la  can* 
tidad  y  precio  del  lastre  los  que  principalmente  se  disentían , 
bajo  la  sanción,  en  caso  de  no  hacerlo,  ó  evadirlo,  de  darlo 
por  confeso,  el  hecho  de  ignorar  esa  cantidad  y  precio  im- 
porta la  coniesion  de  los*"  que  determina  la  demanda  ( art. 
86  de  la  ley  de  enjuiciamiento.) 

3o  Que  aunque  la  declaración  del  testigo  único,  es  de 
ningún  valor,  y  la  testimonial  del  demandante,  bajo  este 
punto  de  vista  es  toda  singuVar,  como  se  vé  por  el  4°  resul- 
tando, contribuye  á  ratíficar  la  confesión  implícita  antece- 
dente y  de  ella  resulta  además  que  fueron  entregadas  á  be- 
neficio de  Blessing  las  partidas  de  arooa  á  que  se  refieren 
los  testígos  Gaibiso  y  Gustonvich  que  hacen  un  total  de 
155  toneladas  de  arena,  total  que  por  otra  parte  es  el  que 
se  cobra. 

4o  Que  de  la  declaración  de  Ejicio  Lisiardo,  consta 
igualmente  que  descargó  á  beneficio  de  Blessing  setenta 
toneladas  lastre  que  no  especifica  de  que  se  componía,  pero 
que  habiendo  confesado  el  demandado  Blessing  que  habia 
recibido  en  el  año  1874  una  parUda  de  Melis  de  lastre  de 
piedra,  debe  suponerse  que  fuera  esta,  suposición  ó  presun- 
ción legal,  que  á  mas  de  lo  expuesto  sobre  ser  esta  la  con- 
T.  vn  31. 
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fesion  implícita,  tiene  en  su  favor  que  se  conforma  con  ias 
partidas  de  la  cuenta  de  f.  1*. 

5""  Que  en  cuanto  al  precio  del  lastre,  corrobora  el  valor 
asignado  por  confesión  implícita,  el  hecho  de  asignar  el 
demandado  y  contrademandante  piessing  cuarenta  y  tres 
pesos  m/c.  por  tonelada  de  arena  en  el  ano  1874  lo  que 
es  mas  que  lo  cobrado  y  el  no  menos  notable  de  no  haber- 
los argiíidos  de  excesivos,  cuando  es  práctica  que  se  fije 
en  los  recibos  que  se  dan  por  los  buques  que  los  reciben 
y  ha  tenido  Blessing  en  su  poder,  por  lo  que  no  ha  podi- 
do alegar  equivocación  y  alegada  produciría  el  efecto  de 
una  posición  á  que  no  se  quisiera  responder,  es  decir  de 
una  confesión  de  la  verdad  de  la  pregunta  (art.  110  ley 
de  Enjuiciamiento.) 

Por  estas  consideraciones,  fallo  que  D.  Ricardo  Blessing 
pague  á  los  diez  dias  Je  notiñcado  él  valor  de  la  cuenta 
de  f.  1*  con  sus  intereses  legales  desde  la  demanda  y  cos- 
tas del  juicio.  Repónganse  los  sellos  y  notiHquese  con  el 
original. 

Isidoro  Attarracin. 


1MI0  Ae  1»  Stnpream  €mw$m. 

r 

Buenos  Aires,  Octubre  16  de  1875. 

Vistos:  por  sus  fundamentos»  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  seis ;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  dbl  Garhil. —  Josa 
Barros  Pazos.— J.  B  Goros- 
TiAGA. — J^  Domínguez. 
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0*  Antcnia  A.  d^Ortiz,  emtn  D*  Mercedes  C.  de  BtutoSf 

por  cobro  de  pesos. 


Sutnario. — No  mejorándose  la  apelación  dentro  del  tér- 
mino del  emp1azamientO|  se  declara  desierto  el  recurso  á 
la  primera  rebeldía  que  acusa  el  apelado. 


Caso, — En  los  autos  seguidos  ante  el  Juzgado  Nacional  de 
Mendoza  por  I>  Antonia  Aguirre  de  Ortiz,  contra  D*  Mer- 
cedes Gorvalan  de  Bustos'  por  cobro  de  pesos,  á*  escrito 
presentado  por  el  Dr.  D.  Nicanor  Larrain  apoderado  de  la 
primera  acusando  rebeldía  por  no  haberse  mejorado  el 
recurso  de  apelación ,  se  dictó  el  siguiente 

Buenos  Aires,  Octubre  16  de  1875. 

Vistos  en  el  acuerdo :  no  iiabiéndose  mejorado  el  recurso 
pon  apoderado  legalaenle  constittúdOf  y  habiendo  vencido  el 
tósmino  del  emplassamieutOy  .deolifaee  desierta  la  apelacioui 
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de  acuerdo  con  lo  dipuesto  en  el  artículo  doscientos  catorce 
de  la  ley  de  procedimientos ;  devuélvanse  én  consecuencia 
los  autos,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos  por 
el  apelante. 

Salvador  M.  dbl  Carril. — José 
Barros  Pazos. —J.  B.  Goros- 
*  TiAGA.— J.  Domínguez. 


CAJÜ»Jk   ILGIX. 


D.  Uiandro  d$.  la  Türr$  contra  D.  Lm  M.  Arzac  por  cobro 

de  pe$o$. 


Sumario. — lo  En  los  asuntos  de  mayor  cuantía  la  prueba 
testimonial  carece  de  valori  no  habiendo  un  principio  de 
prueba  por  escrito. 

2o  La  existencia  de  una  sociedad  puede  probarse  por 
testigos ;  pero  estos  han  de  carecer  de  toda  tacha  legal.  • 

Caso. — D.  Lisandro  de  la  Torre,  vecino  de  la  Provincia 
de  Santa-Fé,  se  presentó  ante  ei  Juzgado  Federal  en  Buenoe 


n 
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Aires,  espóniendo;  qae  teniendo  una  Sociedad  mercantil 
en  la  Ciudad  del  RosariOi  con  D.  Luis  M^  Arzac,  y  ha- 
biendo este  habilitado  á  D.  Torcuato  González,  con  un 
almacén  de  comestibles  y  bebidas,  recibió  encarg;o  de  Ar- 
zac  para  proveer  á  dicho  almacén,  de  las  mercancías  ne- 
cesarias para  su  mantenimiento.  Que  con  este  motivo,  se 
abrió  en  los  libros  del  esponente,  la  cuenta  corriente  res* 
pectiva  con  el  habilitador  Arzac,  en  la  cual  constan  todas 
las  operaciones  hechas,  y  de  la  que  resulta  un  saldo  á  su 
favor  de  2505  ^boK  98  ct$.  Que  babia  empleado  todos 
los  medios  conducentes  á  obtener  de  Arzac  el  pago  de  esta 
deuda,  pefo  qo^  este  se  había  negado  pretendiendo  que  era 
González  y  no  él  quien  debia  responder  á  su  pago.  Que 
no  pudiendo  aceptar  este  protesto,  por  cnanto  Arzac  era  el 
verdadero  obligado,  desde  que  fué  por  su  orden,  con  sus 
instrucciones,  y  bajo  su  responsabilidad  que  el  esponente 
proveyó  al  negocio  de  González,  entablaba  formal  demanda 
contra  Arzac,  por  el  importe  de  la  cuenta  con  sus  intere- 
ses y  costas,  á  lo  que  pidió  se  le  condenara,  previo  los 
trámites  legales. 

Corrido  traslado,  D.  Tesandro  Santa  Ana,  en  representa- 
ción de  Arzac,  vecino  de  Buenos  Aires,  pidió  se  rechazara 
la  demanda  con  espresa  condenación  en  costas. 

Dijo  que  D.  Lisandro  de  la  Torre  tenia  en  el  Rosario 
de  ^nta*Fé,  una  casa  de  remates  y  consignaciones  que 
jiraba  bajo  su  solo  nombre  y  por  su  sola  cuenta.  Que  ja- 
más había  existido  ninguna  sociedad  mercantil  entre  el 
demandante  y  Arzac,  puesto  que  no  podían  considerarse  tales 
varias  prestaciones  de  dinero,  y  algunas  negociaciones  acci- 
dentales, que  detalla,  las  cuales  no  habian  pasado  de  ser 
actos  aislados.  Que  el  demandante  ha  debido  presentar  si  los 
tenia,  los  justificativas  de  la  sociedad  que  invoca.  Que  fué 
solo  por  su  cuenta  y  porque  así  lo  halló  conveniente,  que 
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de  la  Torre  vendió  ó  proveeyó  de  mercaderías  á  Gonsales, 
haciendo  con  esto  lo  que  como  comisionista  hacia  oon  otros, 
no  teniendo  necesidad  ni  de  la  recomendación,  ni  de  la  ga- 
rantía de  Arzac,  por  la  relación  intima  que  existia  y  existe 
entre  de  la  Torre,  González  y  su  Tamilia.  Que  el  deman- 
dante no  presentará  ninguna  carta  ni  documento,  que  acre- 
dite lo  que  afirma  al  respecto.  Que  la  declaración  al  pié 
de  la  cuenta  presentada,  hecha  por  el  deudor  González,  que 
no  saber  leer  ni  escribir,  no  prueba  nada  contra  Arzac  ni 
lo  responsahíliza.  Que  solo  prueba  que  íiomúez  es  deudor 
del  saldo  de  la  cuenta,  una  vez  reconocida  lefalmente ;  y  que 
por  consiguiente  que  contra  este  y  no  contra  Araac,  es  que 
de  la  Torre  debiera  diríjir  su  acción,  pues  seria  monstruoso 
que  la  deelaraoion  del  deudor  fallido  obligara  á  un  tercero 
por  la  cantidad  adeudada.  Que  lo  que  de  la  Torfe  llama  habi- 
litación es  lo  siguiente :  que  D.  Torcuato  González  era  uno 
de  los  domésticos  que  Arzac  habiiei  tenido  en  su  oasa  por 
muchos  años ;  que  teniendo  que  despedirlo  le  ofreció  .  mil 
pesos  fuertes  para  emprender  cualquier  negocio,  como  un 
regalo  que  le  hacia  por  sus  servicios.  Que  á  fines  del  año 
&1  é  principios  del  68,  habiendo  formado  sociedad  con  otro 
sirviente  de  D.  José  II*  GuUen,  con  esa  suma  y  una  garan- 
tía mas  ó  menos  igual  que  les  prestó  Arzac  por  varias 
compras  que  hicieron  á  plazo  y  que  fueron  pagadas  por  el 
garante,  establecieron  el  negocio  de  almacén  á  que  se  re- 
fiere la  demanda,  bajo  la  firma  de  Torcuato  González.  Que 
poco  tiempo  después,  el  sirviente  de  Cullen  se  retiró,  con- 
tinuando el  negocio  por  cuenta  solo  de  González,  por  algún 
tiempo,  y  asociándose  á  principios  del  año  69,  ó  su  her- 
mano Juan  Baduna,  criado  por  de  la  Torre.  Que  habién- 
dose separada  posteriormente  Baduna^  en  el  año  71,  Gon- 
zajles  formó  otra  sociedad  con  un  tal  Linza,  la  que  coneluyó 
por  una  total  bancafrpta,  rematan^dp   Gouzalez  las  pocas 
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nisteDCias  que  quedaban  y  disponieodo  de  su  importe  por  si 
y  ante  si,  á  pesar  de  deber  á  Arzac  otras  cantidades,  á  más 
de  las  espresadas,  procedentes  de  nuevas,  garantías  presta- 
das. Que  además  desde  el  año  i868|  y  con  motivos  de  la 
negociación  de  la  Torre  y  C\  de  que  Arzac,  formaba  par- 
te, de  la  Torre  se  constituyó  propiamente  en  cajero  de  Ar- 
zac, llevándole  la  correspondiente  cuenta  corriente.  Que 
en  esta  cuenta  están  comprendidas  todas  las  operaciones 
que  por  orden  de  Arzac  practicaba,  teniendo  siempre  en  su 
poder  un  saldo  de  consideración  á  favor  de  Arzac.  Que 
siendo,  esto  así,  ni  aun  es  verosimil  que  al  pagar  el  deman- 
dante las  mercaderías  que  se  compraban  á  plazo  por  orden 
de  Arsac,  lo  hiciera  con  sus  fondos  particulares*  Que  lo 
único  hecho  por  de  la  Torre  ha  sido,  que  con  motivo  de 
la  liquidación  de  de  la  Torre  y  G^.  al  presentar  á  loa  li- 
quidadores su  cuenta  corriente  con  Arzac,  incluyó  á  últi- 
ma hora  y  englobada  una  cantidad  de  1200  á  1300  ps, 
bol.  por  saldo  que  decia  deberle  González,  lo  que  fué  recha- 
zado por  Arzac.  Que  bastaba  el  rechazo  hecho  de  la  cuenta 
presentada,  que  no  queria  caliñcar  ni  clasificar  por  enton- 
ces, acogiéndose  á  las  prescripciones  del  Código,  pues  que 
las  flcmzas,  no  mediando  confesión  de  parte,  solo  pueden 
probarse  por  escrito,  articulo  605,  y  no  por  testigos,  ni  por 
las  afirmaciones  del  que  se  titula  acreedor  del  deudor  fa- 
llido; que  aun  existiendo  la  fianza  escrita,  seria  necesario 
que  esta  determinase  el  máximun  del  crédito  garantido  piara 
que  se  considerase  tal,  sin  cuya  constancia  solo  represen- 
taría una  simple  recomendación,  artículos  625  y  632. 

En  seguida  el  Juzgado  puso  la  causa  á  prueba,  debiendo 
versarlo  testimonial  sobre  los  puntos  siguientes:  1^  sobre 
si  Torouato  González  sabe  leer,  escribir  y  contar ;  2^  sobre 
si  estaba  quebrado  y  la  época  de  la  quiebra..  3^  La  orden 
de  Arzac  ó  habilitación  á  González  paca.baceF  la^.  (^ippras 
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á  que  86  refiere  la  cuenta.    4o  La  chancelación  de  cuentas 
entre  Arzac  y  de  la  Torre  y  época  en  que  se  verificó. 
Con  la  prueba  producida ,  se  dictó  este 


Fa11#  del  Summ  ú^  Seseton. 

Buenos  Aires,  Junio  25  do  1875. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Lisandro  de  la  Torre, 
contra  D.  Luis  ArzaCí  por  cobro  de  una  cuenta,  de  que 
resulta : 

lo  Que  habiendo  existido  una  sociedad  de  comercio  en- 
tre los  litigantes,  y  acordado  su  liquidación  por  arbitra- 
dores,  al  laudar  estos  sobre  el  valor  de  la  cuenta  que  se 
cobra  y  que  se  habia  abonado  á  de  la  Torre,  no  hicieron 
lugar  al  abono  y  dejaron  á  este  á  salvo  su  derecho  para  re- 
petir su  importe  contra  D.  Luis  M.  Arzao  ó  contra  quien 
corresponda  (documento  de  f.  42). 

2^  Que  en  vista  de  esto,  de  la  Torre,  acompañando  la 
cuenta  de  fs.  1  á  4,  con  el  conforme  de  Torcuafo  González, 
demanda  su  pago  á  Arzac,  diciendo  haber  hecho  los  sumi- 
nistros á  dicho  González,  habian  sido  hechos  por  orden  de 
Arzac,  con  sus  instrucciones  y  bajo  su  responsabilidad, 
siendo  además,  Arzac,  habilitador  de  González. 

3o  Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  Arzac  niega  ha- 
ber sido  habilitador  ni  el  haber  dado  orden  ó  constitufdbse 
responsable  por  las  deudas  ó  fiados  que  contrajera  González, 
y  objeta  la  verdad  y  validez  del  conforme  puesto  por  Gonzá- 
lez, alegando  que  este  no  sabe  leer,  escribir  ni  contar ;  y 
finalmente,  qoe  habiendo  habido  negociaciones'' posteriores 
en  que  se  han  dado  finiquitos  con  de  la  Torre ;  deben  aque- 
llas suponerse  pagas. 
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4®  Que  recibida  eeta  causa  á  prueba»  sobre  la  orden  de 
Arzac  6  habilitación  de  González,  sobre  si  este  sabe  leer, 
escribir  y  contar,  y  sobre  la  chancelación  de  cuentas  entre 
Arzac  y  de  la  Torre,  se  han  producido  las  cartas  de  ios 
testigos  Rezia,  Baduna,  Rodríguez,  González  y  Guzman,  de 
fs.  60  á  64  inclusive,  reconocidas  y  ratiñcadas,  de  fs.  66 
á  70,  por  las  que  se  constata  uniformemente,  que  González 
fué  habilikido  por  Arzac,  que  este  tenia  encargado  á  de  la 
Torre  de  pagar  cuanto  González  comprara  en  plaza,  y  que 
González  sabia  firmar,  aunque  no  sabe  leer,  escribir  ni 
contar,  y  por  ultimo,  que  González,  no  habia  quebrado. 

5^  Por  parte  del  demandado  se  ha  producido  el  recono- 
cimiento  pericial  de  f.  il  en  que  consta  que  González,  aun- 
que DO  sabe  leer,  escribir  ni  contar,  sabe  poner  su  nombre 
y  firmar;  y  la  copia  de  f.  iil  en  que  consta  la  escritura  de 
compromiso  para  la  liquidación  de  la  Sociedad  #  Lisandro 
de  la  Torre  y  G&  >  con  D.  Luis  Arzac  y  su  señora,  como  la 
carta  de  crédito  que  en  virtud  del  arreglo  se  otorga  á  favor 
de  estos  últimos. 

Y  considerando :  1<>  Que  aunque  por  el  art.  393  del  Gód. 
de  Gom.,  invocado  por  el  demandado,  el  contrato  de  Socie* 
dad  debe  ser  redactado  por  escrito  siempre  que  el  valor  de 
esta  esceda  de  mil  pesos  fuertes,  y  que  en  el  presente  caso 
no  se  ha  deducido  prueba  escritural,  este  defecto  solo 
puede  afecter  á  las  acciones  que  deduzcan  los  socios  entre 
sf  y  contra  terceras  personas  ó  los  de  estos  contra  la  So- 
ciedad y  los  socios,  siendo  admisible  en  este  caso  la  prueba 
testimonial  (art.  400,  Gód.  de  Gom.). 

2o  Que  de  esto  resulta,  como  queda  espuesto  en  el  4^ 
resultanído,  que  González  fué  habilitado  por  Arzac  para  es- 
tablecer un  almacén  de  menudeo,  y  se  corrobora  por  el 
hecho  confesado  por  el  demandado  de  haber  dado  á  Gon- 
zález on  capital  de  mil  pesos  para  establecer  ese  negocio  y 


458       PALL08  DB  lA  SUPRIMA  CORTE 

■ 

haber  garantido  sus  compras  en  la  plaza,  por  un  valor  igual 
( f.  70  vta. )  que  tuvo  que  pagar,  cuya  operacioRy  importa 
una  presunción  de  Sociedad,  según  el  inc.  1^,  del  art.  401, 
desde  que  no  consta,  ni  se  ha  alegado  que  esta  garantía  le 
fuese  reconocida  ó  pagada  por  González. 

3**  Que  esta  presunción  legal  se  corrobora  por  lo  que 
resulta  de  la  información  testimonial  de  que  de  la  Tonre  estaba 
encargado  por  Arzac  de  las  compras»  y  pagos  por  compras 
para  el  almacén  de  González,  lo  que  importa  tener  un  comi- 
sionista común,  lo  que  hace  presunción  legal  de  sociedad. 

4^  Que  aunque  es  verdad  que  por  la  copia  de  compro^ 
miso  de  f..lll,  los  arbitradores  para  dirimir  las  cuestiones 
entre  de  la  Torre  y  Cs,  Arzac  y  su  mujer,  estaban  habilita- 
dos para  entender  en  sus  reclamaciones  particulares  y  eje- 
cutar su  cometido  en  la  forma  allí  espuesta,  ordenando 
pagos  á  Arzac  y  su  señora,  con  posterioridad  al  cobro  que 
este  hizo  á  Arzac  por  González,  no  es  menos  cierto  que 
didhos  arbitros  habian  especialmente  dejado  á  salvo  en  su 
laudo  esta  reclamación  y  no  la  habian  comprendido  entre 
las  que  motivaron  el  pago  antedicho^  como  se  desprende  del 
laudo  corriente  á  f.  35,  y  por  tanto,  ese  pago  ó  finiquito 
no  importa  pago  ni  compensación  en  el  crédito  que  se  co- 
bra que  no  se  tuvo  en  vista  al  ordenarlo. 

5o  Que  si  bien  se«ha  probado,  que  González  no  sabia  leer, 
escribir  ni  contar,  se  ha  justiñcado  igualmente  que  sabe 
firmar  y  habia  firmado  las  cuentas  de  f.  i ,  por  el  reconoci- 
miento en  juicio,  lo  que  las  hacia  ejecutivas  contra  61,  y 
por  tanto,  contra  la  Sociedad. 

6o  Que  no  habiendo  sido  por  otra  parte,  negadas  las  par- 
tidas de  dicha  cuenta,  sino  (iJbjetado  el  carácter  de  González 
qvie  las  contrajera,  el  demandado  Arzac  ha  confesado  implí- 
citamente ser  ciertas  (art.  86,  Ley  de  enjuiciamiento)  sin 
que  por  tanto  fuese  necesaria  mas  justificación  con^q  se  ^ije. 


6o  Que  no  se  ha  probado  la  quiebra  ó  faUocia  4p  Qon* 
zalez,  y  aotea  por  el  ooatrario,  resulta  establecido  que  c^r- 
ró  su  almacén  y  dio  remato  de  las  existencias  de  propio 
tnoíuoy  sin  deelaraoion  judicial  que  lo  constituyera  quebrado 
y  por  consiguiente  era  hábil  para  poner  el  conforme  y  hacer 
el  reoonocimiento  de  las  cuantas  que  se  cobran. 

7p  Que  confesado  por  el  demandante  que  Censales  no 
tuvo  mas  capital  que  el  que  le.  dio  y  demás  ant^c^dentcis 
copsiderados,  queda  legalmente  establecido  que  Arzac  fué 
el  socio  capitalista  y  por  tanto  responsable  activa  y  pasi- 
vanien(e¡de  las  operaciones  sociales  (art.  i 33  God.  Comer- 
cio). 

Por  estas  consid0racienes,  fallo  que  D.  Luis  M.  Arzac 
dé  y  pague  ¿  D.  Lisandro  de  la  Torre  á  los  diez  dias 
de  notiflcadoi  el  saldo  que  arroja  la  cuenta  de  f.  i  y  sus 
intereses  á  estilo  de  banco  desde  el  dia  de  la  demanda.  Re- 
póngase los  sellos  y  notifiquese  con  el  original. 

Isidoro  Añarraein. 
Apelada  esta  sentencia,  se  pronunció  este: 


i        \ 


WmU9  lie  la  ñuprtmm  Ciarte. 


Buenos  Aires,  Octubre  16  de  1875. 

Vistos  :  considerando  que  la  ajDcion  deducida  por  de  la  Tor- 
re contra  Arzac.  se  funda  en  los  dos  hechos  siguientes : 
Haber  hecho  el  primero  las  compras  para  el  almacén  de 
González»  por  orden  y  bajo  la  responsabilidad  del  deman^^ 
dado  ;  y  haber  sido  este  último  socio  habilitador  del  mismo 
Goinzalez  en  el  negocio  4  que  se  refieren  las  cuentas  recla- 
madas :   que  la  pr\¡ieba  producidif  acprca  de  pstps  hechos 
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consiste  en  las  cartas  que  corren  de  foja  sesenta  á  sesenta 
y  cuatro  y  en  las  declaraciones  correlativas  de  foja  sesenta  y 
seis  á  setenta ;  que  con  respecto  á  la  orden  para  hacer  las 
compras  y  á  la  responsabilidad  conlraida  por  Arzac,  esa 
prueba  no  tiene  valor  con  arreglo  á  los  artículos  ciento  no- 
venta y  tres,  trescientos  uno  y  seiscientos  cinco]del  Código 
de  Comercio,  por  no  haber  ni  aun  principio  de  prueba 
por  escrito:  que  aunque  es  admisible  la  prueba  de  tes- 
tigos á  efecto  de  justiñcar  la  existencia  de  la  sociedad 
entre  Arzac  y  González,  no  puede  estimarse  bastante  la 
que  se  ha  producido;  frimero^  porque  de  los  testigos 
presentados,  es  preciso  separar  á  Gaspar  Rezia,  por  no 
declarar  de  ciencia  propia,  sino  con  referencia  á  Gonzá- 
lez, que  es  interesado  en  el  asunto;  á  Juan  Baduna,  por 
parentesco  inmediato  con  el  mismo  González;  y  á  Gui- 
llermo  Rodríguez,  por  tener  enemistad  con  irzac  al  tiem- 
po de  prestar  su  declaración  de  foja  sesenta  y  nueve, 
que  es  á  la  que  debe  estarse,  no  teniendo  valor  alguno 
ni  fecha  cierta  antes  de  ella,  la  carta  á  que  se  refiere; 
segundo  porque  estos  mismos  testigos,  asi  como  los  dos 
restantes,  socio  el  uno  por  algún  tiempo  y  dependien- 
te el  otro  de  González,  declaran  vagamente,  empleando 
las  palabras  habUitador  y  habilitado^  que  tienen  una  do- 
ble significación,  sin  manifestar  en  particular  ninguna  de 
las  condiciones  que  constituyen  la  sociedad.  Considerando: 
que  las  circunstancias  espresadas  en  el  segundo  y  tercer 
fundamento  de  la  sentencia-,  no  son  de  las  que  constitu- 
yen presunción  de  sociedad  con  arreglo  al  inciso  segundo 
artículo  cuatrocientos  uno  del  dicho  Código:  que  por  el  con- 
trario, si  algo  prueba  el  hecho  de  haber  garantido  Arzac  com- 
pras de' González,  es  que  no  era  tenido  por  socio;  pues 
bastaba  que  lo  fuese  para  que  respondiera  del  pago  con  to- 
dos sus  bienesi  sin  necesidad  de  obligarse  en  otra  forma: 
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qua  otro  argüíanlo  contra  la  existencia  de  la  saciedad 
ofrece  la  circunstancia  de  haber  asociado  Gonsales  otro  ú 
otros  individuos  á  su  negocio,  lo  que  codstituiria  i  Ár« 
zac  en  socio  también  y  responsable  de  las  operaciones 
de  esa  sociedad,  sin  que  haya  constancia  ninguna  de  ha« 
berlo  él  consentido  :  que  no  hay  por  consiguiente  la 
prueba  legal  necesaria  ^ara  imponer  á  una  persona  res«- 
ponsabilidades  ilimitadas,  como  son  los  de  mietnbro  de 
una  sociedad  mercantil:  por  estas  rasonesi  se  revoca  la 
sentencia  apelada,  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse  los  autos,  notifiquese  con  el  orijinal. 

Salvador   M*  del  Carril.  —  José 
Barros  Pazos. — J.  B.  Gorostiaga. 
Domínguez. 


CAUSA   C 


D.  Tadeo  Rojo  contra  /).  Famndo  Maradona,  sobre 

pago  indebido. 


Sumario. —  I""  La  responsabilidad  en  los  delitos  es  per- 
sonal y  alcsmzH  gradualmente  á  los  participes  de  toda  clase, 
sean  agente^  oficiales  ó  no. 
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8^  No  sQcede  afi(  con  la  ejecucian  de  una  ley,  aunque 
sea  incon6titueit)naL  Loa  qecutofes  de  ella  no  incurren  en 
responsabilidad. 
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Caio.  —  D.  Tadeo  Rojo  demandó  por  devolución  de  pago 
indebido  á  D.  Facondo  Maradona,  Contador  General  del 
Ministerio  ée  Hacienda  de  la  Provincia  de  San  Juan,  por 
haberle  hecho  pagar  y  entregar  en  Tesorería  la  suma  do 
676  ps.  87  cts.  bolivianos,  por  el  impuesto  provincial  de 
peaje  sobre  la  hacienda,  al  pisar  la  ñ*ontera  de  la  Provincia, 
sea  que  entra  6  saiga  de  dia. 

Dijo  que  este  impuesto  era  inconstitucional,  pues  im- 
porta el  establecimiento  de  una  verdadera  aduana  interpro- 
vincial con  violación  del  art.  64,  inc.  i2  de  la  Consti- 
tución. 

Conferido  traslado,  Maradona  dijo  que  el  impuesto  de 
peaje  no  gravaba  el  tránsito  de  animales  de  una  provincia 
á  otra,  sino  los  animales  que  se  introducen  á  ella  ó  salian 
de  la  misma. 

Que  ademas  él  no  tuvo  participación  alguna  en  el  percibo 
del  impuesto,  limitándose  su  intervención  á  fiscalizar  los 
ingresos  y  egresos  del  tesoro  provincial. 


IM1«  úéí  JíOMi  4e   Be60l«B. 


San  Juan,  Junio  2  de  1875. 

Vistos :  entre  D.  Tadeo  Rojo  y  el  Contador  General  de 
la  Provincia  D.  Facundo  Maradona,  sobre  devolución  de  las 
cantidades  percibidas  indebidamente  pbr  este,  en  virtud  de 
los  derechos  de  peaje  que  proceden  de  la  ley  provincial  de 
impuestos  de  8  de  Octubre  de  1872,  impugnada  por  el  actor 
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Roja,  como  contraria  á  la  Goaatitueion  Naeional,  coit  lo 
alegado  por  las  partes,  y  considerando  especialmente  : 

i  o  Que  la  demanda  de  RojO|  comprende  la  devolneion, 
por  pago  indebido  de  todas  las  cantidades  abonadas  á  la 
Contaduría  de  la  Provincia  desde  dS4  de  Ditíemhre  de  1872^ 
en  que  formuló  una  protesta  contra  el  cobro  de  los  derechos 
de  peaje,  en  virtud  de  la  ley  citada,  hasta  la  fecha  de  la 
demai^,  ampliada  en  .9  de  Junio  de  i 87 4  á  f .  21 ,  ascen«* 
diendo  el  valor  de  todas  las  partidas»  á  la  suma  de  676  peeon 
87  7t  ^'  bolmanoBf  que  constan  de  b  planilla  formada  por 
el  recaudador  del  ramo  D.  Ezeqniel  Barrera,  corriente  i 
f .  32  de  los  autos ; 

2o  Que  el  actor  funda  su  demanda  en  que  el  impuesto 
ñjado  á  la  importación  y  exportación  de  las  haciendas  que 
se  introducen  ó  jBxtraen  del  territorio  de  la  Provincia,  por 
los  incisos  i^,  2^  y  3^  del  art.  i®  de  la  ley  de  peaje,  ataca 
directamente  á  la  Constitución  Nacional  en  sus  artículos  10 
y  1 1 ,  por  cuanto  impone  derechos  y  gravámenes  á  los  ob- 
jetos de  comercio  interprovincial,  cuya  reglamentación  es 
reservada  al  Congreso,  y  establece  una  verdadera  Aduana 
Provincial,  que  impide  el  tránsito  libre  de  objetos  comer- 
ciales en  circulación  en  las  Provincias  y  de  animales  aspe* 
cialmente  esceptuados  por  el  art.  1 1  citado; 

3^  Que  Maradona  contestando  á  la  demanda,  espone  en 
su  primer  escrito  de  f.  27  en  los  núm.  5  y  6  que  como 
autoridad  provincial  no  puede  ser  demandado  ante  los  Tri- 
bunales Nacionales  por  violación  de  derechos  garantidos 
en  la  Contitucion  Nacional,  según  lo  tiene  resuelto  la  Su- 
prema Corte  en  el  caso  de  Blanco  y  Nq^ar,  agregando  que 
la  ley  de  peaje  no  grava  con  impuestos  el  tránsito  de  ani* 
males  por  el  territorio  de  la  Provincia  espresamente  es* 
ceptuado  en  el  art.  4^  de  la  misma  ley,  y  lo  comprueban 
los  documentos  del  actor  que  solo  se  refieren  á  haciendas 
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introducidas  y  uportüdasi  y  en  el  2""  escrito  def.  108,  de- 
clina de  toda  participación  en  el  percibo  del  impuesto  por 
cuanto  no  interviene  en  sentido  alguno  la  persona  del  con- 
tador para  el  cobro  y  percibo  del  niismo,  según  se  de- 
muestra por  los  mismos  documentos  presentados  por  el 
actor ; 

4"*  Que  para  resolver  con  oportunidad  sobre  la  inconsti- 
tucionabdad  de  la  ley  de  peaje,  debe  el  Juez  examinar  pre- 
viamente la  eñcacia  de  la  acción  intentada  con  relación  á 
la  persona  del  demandado  y  el  grade  de  responsabilidad 
personal  que  pudiera  caberle  en  caso  de  ordenarse  la  de- 
volución de  los  impuestos  redamados  por  el  actor. 

5o  Que  intentada  la  acción  contra  D.  Facundo  Maradona, 
como  perceptor  del  impuesto  en  su  carácter  público  de  Con- 
tador General  de  la  Provincia,  del  que  no  puede  ser  despo- 
jado en  el  presente  litis,  no  hay  disposición  alguna  de  ley, 
principio  de  derecho  ó  doctrina  que  lo  haga  responsable 
á  la  devolución  de  impuestos  indebidamente  pagados,  en 
cuyo  cobro  y  percibo  no  ha  intervenido  en  sentido  alguno  como 
consta  de  los  documentos  presehtados  ; 

6e  Que  la  acción  de  pago  indebido  por  error  de  hecho  ó  de 
derecho  i  acordada  por  el  art.  64,  tit.  4  o,  seo.  1*,  lib.  2% 
Código  Civil,  que  es  la  que  aparece  deducida  por  Rojo, 
debe  dirigirse  contra  el  que  recUrió  loe  valoree  en  pago^  que 
en  el  presente  caso  es  el  Tesorero  de  la  Provincia,  donde 
ingresaron  los  valores  no  reclamados,  ó  sea  el  Gobierno 
de  la  Provincia,  único  administrador  de  los  dineros  públi- 
cos de  que  aquel  es  formado ;  y  no  un  simple  contador  que 
obrando  en  nombre  y  por  orden  de  aquel,  se  limita  á  dar 
dirección  á  los  valores  ya  percibidos  de  antemano ;  porque 
estando  fundada  aquella  acción  en  el  principio  de  que  na- 
die debe  enriquecerse  con  daño  de  otro,  como  lo  espresa  el 
comentario  del  artículo  citado,  no  puede  en  sentido  alguno 
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aplicarse  al  que  nada  percibe  para  sí  ó  procede  ea  nombre 
de  otro. 

7o  Que  la  teoría  sobre  la  responsabilidad  personal  de  los 
agentes  de  una  autoridad  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
solo  es  aplicable  á  los  casos  de  redamación  de  daños  y 
perjuicios  prcfcedentes  de  actos  ilícitos  ó  delitos  cometidos 
en  nombre  y  por  orden  de  la  autoridad  superior,  según 
se  manifiesta  en  la  causa  de  Blanco  y  Nlazar,  recordada 
por  el  demandado ;  mas  no  por  meros  hechos  civiles  que 
un  funcionario  practica ;  á  no  ser  que  proceda  con  irre- 
gularidad en  el  desempeño  de  su  cargo  (art.  6o,  tit.  9o, 
Sec.  2*,  lib.  ^  del  Gód.  Giv.),  lo  que  no  se  ha  alegado 
en  el  caso  presente,  ni  consta  de  autos. 

8^  Que  teniendo  al  actor  como  tiene  sus  acciones  espe- 
ditas,  contra  el  verdadero  receptor  de  los  impuestos,  cuya 
devolución  demanda,  no  hay  razón  ni  justicia  para  hacer- 
los valer  contra  un  tercero  sin  participación  ni  interven- 
ción alguna  en  los  actos  que  sirven  de  base  á  su  reclama- 
ción. 

Por  estas  consideraciones  : 

Fallo  definitivamente  y  declaro  :  que  absuelvo  de  la  pre- 
sente demanda  á  Don  Facundo  Maradona,  dejando  salvos 
los  derechos  del  actor  para  hacerlos  valer  contra  quien 
corresponda,  con  costas  al  mismo. —  Hágase  saber,  pu- 
diendo  el  actuario  notificar  esta  sentencia  original  fuera 
de  la  oficina  y  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

Apelada  esta  sentencia  por  Rojo,  la  Suprema  Corte, 
después  de  vista  la  causa,  la  pasó  para  mejor  proveer  al 
Sr.  Procurador  General. 

T.  vn.  82 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR 


Suprema  Corte : 


Baenos  Aires,  Octubre  13  de  1875 


En  los  delitos,  la  responsabilidad  es  personal  y  alcanza 
gradualmente  no  solo  á  los  que  los  ordenan,  sino  á  los 
participes  do  toda  clase ,  ya  sea  agentes  oficiales  ó  no ; 
pero  la  ejecución  de  una  ley,  por  incunslitucional  que  sea, 
nunca  puede  responsabilizar  á  los  meros  ejecutores.  —  La 
demanda,  pues,  contra  Don  Facundo  Maradona,  como  con- 
tador, ó  como  particular,  ha  sido  mal  dirijida  y  cumple< 
absolverlo  de  ella,  confirmando  en  su  parte  dispositiva  la 
sentencia  apelada. 

C.  Tejedor 


Fallo  ém  tm  Suprentn  Cowim 


Baenos  Aires,  Octubre  21  de  1875 

Vistos  :  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Sr.  Procurador  General  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  once  vuelta,  y  satisfechas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M*  del  Carril.  -^  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Goros- 
TiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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CAU8JI    €3. 


D.  Tadeo  Rojo^  contra  D.  Facundo  Maraima^  por  '^devolúchú 
de  pagos  indebidos,  sobre  absteneUm  de  cobros  ulteriores. 


Sumario.  ^—1  ^  El  caso  no  comprendido  en  la  demanda  no 
corresponde  al  conocimiento  del  juea  de  esta,  sin  que  pro- 
ceda una  demanda  nueva. 

2o  Pendiente  la  apelacioni  el  juez  apelado  no  puede 
conocer  en  lo  que  es  materia  del  juiciOi  ni  en  sus  incidentes. 


Caso. — Pendiente  la  apelación  de  .la  sentencia  de  2  de 
Junio  de  1875  de  que  trata  la  causa  anterior,  D.  Tadeo 
Rojo  fué  requerida  por  D.  Facundo  Maradona  por  el  pago 
del  peaje  de  hacienda  introducida  posteriormente  á  la  aludida 
en  dicha  causa. 

D.  Tadeo  Rojo  protestó  contra  el  cobro  por  inconstitucio- 
nal, y  ocurrió  al  Juez  de  Sección  para  que  ordenara  á  Ma- 
radona se  abstuviera  de  todo  cobro  ulterior  de  la  misma 
clase  que  los  anteriores,  mientras  la  Suprema  Corte  no  re- 
solviese el  punto  apelado. 
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Fallo  del  Jumm  4e  BeeHmi. 


San  Joan,  Julio  20  de  1875. 

Tratándose  en  la  presente  solicitud  de  un  caso  nuevo»  no 
comprendido  en  la  demanda  y  juicio  á  que  esta  parte  se 
refiere»  no  pudiendo  por  lo  tanto  subordinarse  á  la  jurisdic- 
ción del  Juzgado,  sin  que  preceda  nueva  demanda  y  se  es- 
tablezca nuevo  juicio  á  su  respecto,  por  cuanto  la  jurisdic- 
ción de  los  Tribunales  está  limitada  á  los  cclsos  ocurrentes^ 
y  considerando  ademas,  en  el  supuesto  de  que  el  hecho  que 
motiva  esta  reclamación  pudiera  subordinarse  al  juicio  an- 
terior, estando  este  en  apelación  ante  la  Suprema  Corle, 
este  Juzgado  no  tendría  jurisdicción  para  conocer  en  el  mismo 
ó  sus  incidentes,  pendiente  la  segunda  instancia . 

Por  estas  razones :  no  ha  lugar  á  lo  solicitado  en  el  pre- 
sente escrito,  con  costas. 

McrciUo. 

Apelada  este  auto  se  dio  vista  al  Sr.  Procurador  General. 


VISTA  DEL  PROCURADOR  GENERAL 


Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Octubre  13  de  1875. 
El  Procurador  General  reproduce  la  vista  en  lo  principal. 

C.  Tqedor. 
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Falto  de  la  Snpreimi  Corte 


Buenos  Aires,  Octubre  21  de  187&. 

Vistos :  De  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  se- 
ñor Procurador  General  y  por  sus  fuadamentos,  se  oonñrma 
con  costas  el  auto  apelado  de  foja  cinco ,  y  satisfechas  y 
repuesto^  sellos,  devuélvanse. 

SUVADOR  M*  DEL  CarRIL. —  JOSÍ 

Barros  Pazos.— J.  B.  Goros- 
TiAGA.— í.  Domínguez; 


cülUSül  caí. 


D(m  Pedro  Bertora  contra  Due  y  CasagrandCf  por  cobro 

de  pesos. 


Sumario. — No  mejorándose  la  apelación  en  el  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  pri- 
mera  rebeldía  que  acusa  el  apelado. 
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Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  Don  Pedro  Bertora 
contra  Duc  y  Gasagrande,  por  cobro  de  pesos,  llevados  en 
apelación  ante  la  Suprema  Corte,  no  habiendo  los  segundos 
mejorado  el  recurso  que  se  les  concedió  y  á  escrito  presen- 
tado por  Bertora  acusándoles  rebeldía,  se  dictó  el  siguiente: 


FaUo  ém  1»  Sapr^nss»  Cowim 


Buenos  Aires,  Octubre  21  de  1875. 


Por  lo  que  resulta  del  precedente  certiñcado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  eUartfculo  214  de  la  Ley  de  Procedi- 
mientos, declárase  desierta  la  apelación,  devuélvanse  en 
consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y  reposi- 
ción de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  M*  del  Carril. — José 
Barros  Pazos. —J.  Domínguez. 
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CAUSÜL  can. 


Ckmanello  y  C*  contra  D.  Domingo  Garbino  por   cobro  de 

pesos.  — Incidente  sobre  competeneia. 


Sumario. — 1^  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Naciona- 
les por  razón  de  las  calidades  personales  de  los  litigantes, 
solo  comprende  las  causas  en  que  un  estrangero  es  parte 
cuando  litiga  con  ciudadanos  argentinos. 

2o  La  razón  de  vecindad  en  diferentes  Provincias  se  re- 
fiere solamente  á  los  nacionales  y  no  á  los  estrangeros 
cuando  litigan  entre  si. 

3o  Esta  ha  sido  la  doctrina  adoptada  por  la  Suprema  Cor- 
te desde  los  primeros  tiempos  de  su  instalación. 

Caso. — Gassanello  if  G*,  comerciantes  de  la  ciudad  de 
Buenos  Aires,  se  presentaron  ante  el  Juzgado  de  Comercio 
de  esta  ciudad  con  los  siguientes  documentos : 

1^  Una  declaración  firmada  y  ratificada  por  el  capitán 
Pascual  Onetto  de  la  barca  italiana  c Favorita»  en  que  dice: 
que  después  de  salido  para  Gualeguaychú  con  un  carga- 
mento de  sal  vendido  por  Gassanello  y  C*  á  D.  Domingo 
Garbino  por  intermedio  de  D.  Bernardo  Delfino  y  C*»  recibió 
aviso  de  aquellos  que  estos  se  hallaban  eq  falencia,  y  orden 
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de  comunicar  á  Garbino  que  tenia  que  entenderse  directa- 
mente con  ellosi  prescindiendo  de  Delfino,  lo  que  comunicó 
á  Garbino  á  quien  entregó  la  sal,  concluyendo  la  operación 
el  26  de  Marzo  de  1874.  Que  después  de  entregada  la  sal, 
al  exigir  á  Garbino  el  recibo  correspondiente  á  nombre  de 
Cassanello  y  C&,  aquel  se  negó  á  hacerlo,  pretendiendo 
darlo  á  favor  de  Delfino  y  con  fecha  atrazada ;  que  urgido 
por  la  demora  y  no  queriendo  salir  de  Gualeguayohú  sin 
tener  comprobante  de  la  entrega,  se  vio  obligado  á  tomar 
el  recibo  tal  como  se  lo  dio  con  fecha  28  de  Marzo,  no  ha- 
biendo podido  prot^tar  ante  el  consulado  italiano  por  ser 
Garbino  el  Agente  consular  en  ese  punto.  Todo  lo  que  de- 
claraba en  descargo  de  su  conducta  á  solicitud  de  Cas- 
sanello y  C«, 

2o  Una  compulsa  del  libro  de  á  bordo  del  mencionado 
buque  en  que  se  espresa  haberse  hecho  la  entrega  del  car- 
gamento de  sal|  3,436  fanegas  á  D.  Domingo  Garbino. 

3^  Copia  de  un  boleto  en  que  con  intervención  de  los 
corredores  Gowlan  Kock  y  C',  Cassanello  y  C^  venden  á  D. 
Bernardo  Delfino  y  G*  el  cargamento  de  sal  antes  referido. 
El  boleto  tiene  la  fecha  de  Enero  8  de  1874. 

Con  estos  documentos,  Cassanello  y  C*  espusieron :  que 
de  ellos  resultaba  que  el  comprador  de  la  sal  habia  sido 
Garbino  por  intermedio  de  D.  Bernardo  Delfino  y  C«,  como 
apoderado ;  pero  que  Garbino  se  negaba  hacer  el  abono, 
pretendiendo  quedarse  con  la  sal  sin  pagarla  á  favor  de 
la  quiebra  de  sus  apoderados.  Pidió,  entablando  formal 
demanda,  que  D.  Domingo  Garbino  fuese  condenado  al  pago 
de  7.301  pesos  50  centavos  fuertes. 

Corrido  traslado,  D.  Domingo  Garbino  pidió  al  Juzgado 
de  Comercio  que  rechazara  in  limine  la  demanda  inter- 
puesta : 

10  Porque  del  mismo  boleto  de  venta  presentadoi  resul- 
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taba  que  el  comprador  de  la  sal  no  habia  sido  el  esponente 
sino  D.  Bernardo  Delfíno  y  G*  actualmente  concursados. 

2o  Porque,  aún  cuando  el  esponente  fuera  el  comprador, 
él  no  era  vecino  de  Buenos  Aires  sino  de  Gualeguaychú 
en  donde  ejerce  el  Vice-Gonsulado  de  Italia,  por  lo  que 
estaba  sujeto  ¿  la  jurisdicción  de  Entre-Rios,  Nacional  ó 
Provincial  según  viere  convenirle,  por  tratarse  de  un  vecino 
de  Buenos  Aires  contha  uno  de  Entre-Rios. 

Corrido  traslado  del  articulo,  el  Procurador  Fiori  por  Gas- 
sanello  y  G^,  contestó :  que  aun  cuando  Garbino  no  hace 
un  argumento  fundado  en  ser  Vice-Gónsul  Italiano  en  Gua- 
leguaychú,  debe  sin  embargo  rectiñcar  esa  añrmacion, 
pues  que  es  falso  que  sea  Vice-Gónsul  de  Italia,  sino  un 
mero  agente  consular  nombrado  por  el  Gónsul  de  Buenos 
Aires  y  no  por  el  Gobierno  Italiano,  y  por  consiguiente  no 
tiene  derecho  para  ocurrir  á  los  Tribunales  Nacionales  por 
sus  pleitos  civiles.  Que  la  distinta  vecindad  de  las  partes  no 
hace  surtir  el  fuero  nacional,  cuando  los  dos  litigantes  son 
estrangeros,  según  lo  tiene  declarado  la  Suprema  Corte  en 
repetidos  fallos.  Que  aun  cuando  los  Tribunales  de  Guale- 
guaychú,  donde  Garbino  tiene  su  domicilio  principal,  serian 
competentes  para  conocer  en  la  causa,  no  por  esto  deja  de 
serlo  también  el  Tribunal  de  Comercio  de  esta  ciudad.  Que 
para  conocer  de  una  causa  que  versa  sobre  intereses  parti- 
culares/ no  solo  es  competente  el  Juez  del  lugar  donde  el 
demandado  tiene  su  domicilio,  sino  también  el  del  lugar  del 
contrato,  ó  en  el  caso  de  no  haberse  esta  espresado,  el  del 
lugar  donde  se  celebró,  con  tal  que  el  demandado  se  encuen- 
tre allí  cuando  se  intente  la  acción.  Que  además,  cuando 
Gassanello  y  C  vendieron  la  sal,  que  debió  abonarse  en  pa» 
garés,  no  tuvieron  la  intención  de  tener  que  ir  á  Guale- 
guaychú,  para  demandar  el  cumplimiento  del  contrato  por 
parte  de  Garbino. 
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Pidió  se  rechazara  el  artículo. 


PALLO  DEL  JUEZ  DE  COMERCIO 


Setiembre  10  de  1874. 

Y  vistos :  El  punto  que  el  Juzgada  debe  al  presente  re- 
solver, es  el  de  su  competencia  para  entender  en  este  asun- 
to, atenta  la  declinatoria  de  jurisdicción  CQntenida  en  el 
escrito  de  f.  17.  Y  considerando,  primero:  que  esa  decli- 
natoria de  jurisdicción  se  basa  en  la  circunstancia  de  tener 
el  demandado  su  domicilio  en  Gualeguaychú,  Provincia  de 
Entre-Rios ;  lo  cual  se  halla  reconocido  por  el  demandante 
en  su  escrito  precedente,  si  bien  alegando  que  este  Juzgado 
es  competente  en  este  caso  por  ser  Buenos  Aires  el  lugar 
del  contrato,  según  resulta  del  documento  corriente  á  f.  11 ; 
S'^  que  este  documento  en  nada  puede  favorecer  la  intención 
del  actor  para  establecer  la  competencia  que  se  discute,  por 
cuanto  en  él  se  trata  de  una  venta  hecha  por  el  demandante 
á  Delñno  y  G*;  sin  que  intervenga  para  nada  el  nombre  del 
demandado,  lo  cual  pondría  al  actor  en  la  necesidad  de  jus- 
tificar la  obligación  que  tenga  derecho  á  reclamar  de  Garbino 
por  aquella  venta  hecha  á  Delfin  y  G*,  sin  que  á  tal  jus- 
ficacion  pueda  procederse  ante  otra  jurisdicción  que  la 
competente  del  reo ;  3®  que  sentados  estos  antecedentes, 
el  Juzgado  debe  abstenerse  de  conocer  en  la  causa  que  está 
demostrado  ser  de  un  vecino  de  una  provincia  contra  un 
vecino  de  otra,  cuyo  conocimiento  compete  á  la  Justicia 
Nacional  según  el  inciso  2o  del  artículo  2o  de  la  ley  de  14 
de  Setiembre  del  63,  con  esclusion  de  la  Justicia  Provincial 
como  lo  establece  el  articulo  12  de  la  misma  ley,  sin  ser  el 
presente  alguno  de  los  casos  de  escepoion  que  tal  articulo 
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determina.  Por  estas  consideraciones  resuelvo  declarándome 
incompetente  para  conocer  en  estos  autos,  mandando  entre- 
gar al  actor  todos  ios  antecedentes  para  que  ocurra  donde 
corresponda,  previo  pago  de  costas  que  son  ásu  cargo, 

reponiéndose  el  sello. 

Martínez. 

De  este  auto  apeló  Cassanello  y  Gs,  alegando  qpe  el 
articulo  2o,  inciso  2o  de  la  Ley  Nacional  cuando  habla  de 
vecinos  de  distintas  Provincias,  se  refiere  á  vecinos  que 
sean  ciudadanos  y  no  estrangeros,  según  la  jurisprudencia 
establecida  por  la  Suprema  Corte ;  de  manera  que  el  fun- 
damento del  Juez,  dado  el  hecho  de  ser  estrangeros  las  dos 
partes,  es  contrario  á  la  misma  ley  que  invoca. 

El  Juez  de  Comercio  concedió  en  relación  el  recurso  in- 
terpuesto, no  obstante  estar  fundado  su  fallo  en  la  jurispru- 
dencia establecida  en  el  caso  de  Lamas,  Regúnega  y  G*  contra 
D.  Alejandro  Paz,  por  cobro  ejecutivo  de  una  letra. 

FALLO  DE  LA  EXCELENTÍSIMA  SALA  EN  LO  MERCANTIL* 

Basaos  Aires,  iU)ril  13  de  i  875. 

Y  vistos :  por  los  fundamentos  consignados  en  el  acta 
anterior,  se  confirma  el  auto  apelado  corriente  á  foja 
veintiséis,  con  costas ;  y  satisfechas  las  de  esta  instancia , 
devuélvanse  y  repóngase  los  sellos. 

Isla.  —  Barra.  — -  Bunge. 

El  acta  á  que  se  refiere  el  fallo,  es  del  tenor  siguiente : 
En  Buenos  Aires,  á  trece  de  Abril  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  cinco,  reunidos  los  señores  Vocales  en  la  Sala  de 
acuerdos  y  traídos  á  la  vista  los  autos  seguidos  por  Cassa- 
nello y  Ca  con  D.  Domingo  Garbino  por  cobro  de  pesosi 
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provenientes  de  la  venta  de  una  cantidad  de  sal,  á  efecto  de 
resolver  la  apelación  interpuesta,  se  practicó  la  insaculación 
ordenada  por  la  Constitución,  resultando  de  ella  que  debian 
'votar  los  señores  Vocales  en  el  orden  siguiente:  Bunge, 
Isla,  Barra.  —  El  señor  vocal,  Dr.  Bunge,  dijo:  á  mi  juicio 
el  articulo  de  le  Ley  Nacional  ha  sido  debidamente  interpre- 
tado por  el  Juez  á  quo  y  existiendo  por  otra  parte  la  reso- 
lución á  que  se  hace  referencia  en  el  auto  corriente  á  foja 
treinta  vuelta,  aun  cuando  se  hayan  dictado  también  otras 
resoluciones  en  que  se  establece  una  doctrina  contraria, 
estas  no  pueden  prevalecer  sobre  aquella,  porque  queda 
demostrado,  que  no  existe  establecida  una  verdadera  juris- 
prudencia sobre  este  punto  ;  y  siendo  igualmente  arregla- 
das á  derecho  las  otras  consideraciones  aducidas  en  el  auto 
foja  veintiséis,  soy  de  opinión  que  debe  confirmarse  coa 
costas  por  sus  fundamentos. 

Los  señores  Vocales  Dres.  Isla  y  Barra,  votaron  igualmente 
por  la  confirmación  del  auto  apelado,  adhiriéndose  á  la 
primera  razón  del  voto  anterior,  espresando  que  no  creian 
deber  ocuparse,  por  ahora  de  los  demás  fundamentos  del 
auto  apelado. 

Con  lo  que  terminó  este  acuerdo  que  firmaron  los  seño- 
res Vocales : 

Isla.  —Barra, — Bunge. 

Ante  mi :  Rafael  Jorge  Corvalan. 

Notificados  Gassanello  y  C*  ocurrieron  ante  la  Suprema 
Corte,  esponiendo :  que  la  resolución  de  los  Tribunales  de 
la  Provincia  les  ponia  en  el  caso  de  no  tener  Juez  ante  quien 
ocurrir,  porque  si  la  justicia  provincial  se  desentiende  de 
la  causa,  la  justicia  nacional  no  puede  tampoco  conocer  ni 
aún  por  prorogacion  como  lo  establece  el  articulo  I""  de  la 
Ley  de  Procedimientos.  Que  versando  la  causía  entre  dos 
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estrangeros,  la  justicia  nacional  es  incompetente  porque 
el  articulo  100  de  la  Constitución  no  le  confiere  juris- 
dicción. Que  poco  importa  que  sean  vecinos  de  distintas 
Provincias,  porque,  la  distinta  vecindad  solo  hace  surtir 
el  fuero  nacional  entre  dos  ciudadanos.  Que  el  caso  citado 
por  los  Tribunales  de  la  Provincia  ha  sido  mal  entendido, 
pues  Paz  era  evidentemente  ciudadano  argentino  y  vecino 
de  distinta  Provincia  que  Regúnega.  Que  la  jurisprudencia 
uniforme  de  la  Suprema  Corte  es,  declarando  la  incompe- 
tencia de  los  Tribunales  Nacionales  en  las  causas  entre  dos 
estrangerosi  siempre  que  no  exista  la  razón  de  la  materia.  Citó 
en  su  apoyo  las  causas  33,  tomo  lo,  2*  serie,  pág.  115,  tomo 
S'^i  y  101  tomo  G"",  2*  serie.  Que  no  pudiendo  quedar  despo- 
jados de  sus  jueces  naturales  por  la  errónea  inteligencia 
del  artículo  2"*  de  la  Ley  Nacional,  y  no  pudiendo  tampoco 
quedar  sin  Juez  en  la  causa,  é  invocando  los  artículos  14, 
15  y  16  de  la  mencionada  ley,  pidieron  á  la  Suprema 
Corte  que  declarase  que  el  conocimiento  de  la  causa  cor- 
respondía á  la  justicia  de  Provincia  y  no  á  la  Nacional. 


WmMÉm  de  ím  Suprenm  Corte. 


Buenos  Aires,  Octubre  23  de  1875. 

Vistos :  considerando,  que  según  el  artículo  cien  de  la 
Constitución  y  el  inciso  segundo  articulo  segundo  de  la 
ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  tres,  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  por 
razón  de  las  calidades  personales  de  los  litigantes,  solo 
comprende  las  causas  en  que  un  estrangero  es  parte, 
cuando  litiga   con  ciudadanos  argentinos:    que  la  razón 
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de  vecindad  en  diferentes  provincias  se  refiere  solamente 
á  los  nacionales  y  no  á  los  estrangeros  cuando  litigan 
entre  sí,  en  cuyo  caso  no  militan  los  motivos  de  la  dis*- 
posicion :  que  esta  ha  sido  la  doctrina  adoptada  por 
esta  Corte  desde  los  primeros  tiempos  de  su  instalación, 
como  resulta  de  las  causas  veinte  y  nueve,  sesenta  y 
dos,  y  sesenta  y  seis,  tomo  primero  de  los  fallos,  pri- 
mera serie  y  de  la  treinta  y  tres,  tomo  primero  cien- 
to quince,  tomo  tercero,  y  ciento  uno  tomo  sesto  de  la 
segunda  serie:  que  en  el  caso  de  Lamas,  Regúne  y 
Compañía  contra  Paz,  citado  en  apoyo  de  la  resolución 
recurrida  no  se  trató  directamente  ni  se  decidió  la  mis- 
ma cuestión ;  los  demandantes  no  se  habian  presentado 
como  estrangeros,  ni  aparecia  que  lo  fuesen,  sino  como 
vecinos  del  Rosario ;  j  constando  que  Paz  era  vecino  de 
esta  ciudad  pudo  decirse  con  exactitud  como  se  dijo, 
que  eft  ese  caso  era  innecesaria  la  prueba  de  la  nacio- 
nalidad del  demandado;  porque  no  siendo  estrangeros 
los  demandantes^  bastaba  que  ambas  partes  fuesen  v^ 
cinos  de  diferentes  provincias ;  á  lo  que  se  agregaba 
ser  notorio  el  hecho  de  que  Paz  era  argentino :  que  aun- 
que se  hubiera  decidido  la  misma  cuestión  en  sentido 
contrario,  no  podria  invocarse  ese  caso,  que  seria  ais- 
lado con  preferencia  á  tantos  otros  anteriores  y  poste- 
riores, fallados  uniformemente:  por  estos  fundamentos, 
se  declara  que  la  cuestión  á  que  se  reñere  el  presente 
recurso  no  corresponde  á  la  jurisdicción  nacional,  y  de- 
vuélvanse á  los  efectos  del  articulo  diez  y  seis  de  la  ley 
de  jurisdicción  y  competencia,  previo  pago  de  costas  y 
reposición  de  sellos. 

Salvador  M^  del  Carril.— 
José  Barros  Pazos. — I.  B. 
GoROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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cülUSül  cav. 


El  Banco  Provincial  de  Santa-Fé  contra  D.  Lorenzo  Mir^  por 

cobro  ejecutivo  de  pesos. 


I^mario.  —  Firmada  una  letra  de  cambio  con  la  condi* 

cien  hecha  en  documento  separado  de  que  al  vencimiento 

-  sería  renovada  por  la  mitad,  pagando  la  otra  mitad ,  si  el 

deudor  no  paga  lo   convenido,  el  acreedor  lo  puede  eje* 

cutar  por  el  todo.  , 


Coio.— Los  antecedentes  de  hecho  j  de  derecho  en  esta 
causa  están  esplicados  en  él 


VmUmúéí  Jíaea  ám  Seccton. 


Rosario,  Agosto  16  de  1875. 

Vistos  estos  autos  ejecutivos  seguidos  entre  el  Banco 
Provincial  de  Santa-Fé  y  Don  Lorenzo  Mir,  por  cobro  de 
pesos;  resulta  de  ello  lo  siguiente: 
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En  23  de  Marzo  del  presente  año  Mir  elevó  al  Banto 
una  solicitud  en  que  proponia :  que  se  le  descontara  un  pa- 
garé á  tres  meses^  siempre  que  al  vencimiento  se  le  renovase 
pagando  la  mitad.  A  lo  que  el  Banco  proveyó  en  la  misma 
fecha  la  siguiente :  Concedido  á  boliviano  con  pagaré  á  tío* 
venta  dios  y  en  la  forma  que  se  propone. 

En  tal  concepto,  al  dia  siguiente,  el  24  de  Marzo,  Mir 
firmó  á  favor  del  Banco  á  90  dias,  el  pagaré  de  foja  1*, 
valor  de  13.000  pesos  bolivianos,  el  cual  vencia  en  22  de 
Junio. 

En  23  del  mismo  Junio  fué  protestado  foja  2,  por  falta 
de  pago,  esponiendo  Mir:  que  no  lo  pagaba  por  carecer  de 
fondos^  y  que  en  caso  se  le  Secutara  deduciria  las  escepciones 
competentes. 

Después  de  librado  el  mandamiento  de  solvendo,  el  eje- 
cutado á  foja  8,  espone:  c  que  no  tiene  por  su  parte  in- 
oonveniente  ninguno  para  cubrir  el  pagaré  que  se  le  cobra ; 
pero  que  en  defensa  de  sus  derechos  debe  hacer  presente 
que  cuando  lo  firmó  fué  con  la  condición  de  que  á  su  ven- 
cimiento pagaria  la  mitad  y  renovaría  lo  restante  por  tres 
meses  >. 

AI  practicarse  el  embargo  decretado,  foja  13,  en  8  de 
Julio,  el  ejecutado  espuso :  que  pagaba  (como  pagó)  6.500 
pesos  bolivianos^  importe  de  la  mitad  del  documento  que  se  le 
cobra  f  ofreciendo  otros  bienes  al  embargo  por  el  resto. 

Llegada  la  estación  oportuna  se  opone  á  la  ejecución,  foja 
2á,  deduciendo  las  escepciones  de  espera  6  pacto  de  no  lo  pe^ 
dir  ó  inluibilidad  del  título. 

Y  considerando :  1  ^  Que  la  propuesta  hecha  por  Mir  al 
Banco  y  aceptada  por. éste,' para  firmar  el  pagaré  impor- 
taba un  verdadero  contrato  bilateral  que  debia  ser  respeta- 
do por  ambas  partes,  implicando  obligaciones  y  derechos 
respectivos  ;  siendo  la  obligación  referente  á  Mir  la  de  pa- 
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i'far  ib  ipited  i  su  veneiinteDto  y. la  del  Banco  la  de  reao^^ 
vario  á  otro  plazo  por  la  mitad  irestaote ;  ain  que  aquel  Uf- 
ivifse  dereoho  á  dioha  renovación,  desde  ^ue  no  oumpUeae 
da  eoodioion  del  abono  por  mitad;  debiendo  en  caao  cod<- 
iiarío  quedar  en  todo  au  v¡g:or  é  loa  ol^jelos  de  derecho  el 
pagaré  firmado,  die  plazo  vencido  y  protestado. 

9"  Que  siendo  esto  indudable  es  obligatorio  para  el  tesr 
cepcionante  Mir  la  prueba  de  habar  pagado  dicha  mitad  al 
«pMsiado  vdneimiento,  como  único  medio  para  pretender 
«A  juatioia  enervar  la  ejacucioB  por  A  todo. 

^^  Que  no  ha  üendido  tal  pruc^,;  pues  que  no  «ha  prp- 
todo  babor  Uevado  al  Banco  el  día  del  vencimiento  la  mi- 
tad que  debía  aboqar,  ni  la  ha  entregfido  cuando  fué  el 
aafijrieaAo  «del  Banco  á  cobrarle,  fuese  el  todo  ó  la  mitad ; 
ni>lo  ha  iflsanifbstado  ni  acreditado  que  lo  tenia  al  escribano 
que  filé  á  htieerie  el  protesto  al  día  siguiente  del  vencimien* 
to ;  ni  lo  >ha  depositado  judicij^lmeote  como  debía  para 
Wet  eiuiMar  su  voluntad  ^.pmbíUdad  de  efectuar  el  abono 
á  que  estaba  obligado ;  lo  qae  induce  á  creer  que,  ó  n^ 
tuvo  el  dinero  disponible  al  tiempo  del  vencimiento,  ó  que, 
ieniéadolo,  no  quiso  entregarlo  al  Banco  ó  depositarlo  ;  lo 
que  ajs  pudo  eseusar,  si  había  de  pretender  derecho  á  la 
renavac»on  «onveDÍda  $olú  fara  el  caso  del  pago  por  mitad. 

A^  dup  ;por  el  oontrario,  es  de  suponer  que  no  1mvo 
el  dinero  disponible,  desde  que  no  .practicó  cualquiera  de 
esos  aotos  ¿ndiapenaabljBs  para  mantener  sus  derechos  de 
raiu^vaeipn  por  mitad,  pues  que  entregó  esa  cantidad  17 
diae  deífmeit  en  10  de  Julio,  cuimdo  ae  decretó  el  em- 
bMge  por  toda  la  suma ;  efectuando  asi  ua  pago  tardío 
para  iM»aervar  sus  det eobos  á  la  renovacipn* 

5?  Qtte  aúbn^n  el  caso  de  que  el  Banco  al  vencimiento 
del  pagaré,  queriendo  faltar  4  su  compromiso,  le  hi^biese 
9eliredo  ni  todp  y  jqo  la  ffútadt  W  wa  un  motivo  ^para 

T.  VB  33 
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que  Mir  escusase  alguno  de  esos  actos  salvadores,  y  éí  mas 
bien  un  nuevo  estimulo  para  que  lo  hiciera,  haciendo 
constar  asi  su  voluntad  y  posibilidad  de  hacer  el  pago  por 
mitad  á  que  estaba  obligado ;  lo  que  no  habiendo  verificado 
por  omisión  ó  imposibilidad,  ha  perdido  el  derecho  corre^ 
lativo  de  esa  obligación  para  impeler  ai  Banco  á  la  renovación 
estipulada,  dejando  por  consiguiente  espeditos  sus  dere- 
chos al  cobro  total  del  pagaré  vencido. 

69  Que  la  misma  carta  de  Mir,  corriente  á  f.'25,  dirigida 
al  Banco  tres  días  antes  del  vencimiento,  en  que  le  pro* 
ponia  una  manera  distinta  de  pago  de  la  convenidd  (Re- 
puesta que  no  fué  aceptada)  y  en  la  cual  confiesa  carecía' de 
fondos  para  abonar  la  mitad  convenida,  y  que  solo  cuenta 
con  pesos  3,000  en  efectivo,  necesitando  6,500,  comprueba 
también  que  al  vencimiento  estuvo  en  imposibilidad  de  cum- 
plir con  su  obligación  d»  pagar  dichos  pesos  6,500 ;  como 
también  lo  corrobora  el  ejecutado  al  reconer  la  carta  de  f. 
25 ;  pues  allí  espone,  que  quedaba  en  todo  su  vigor  d  con-^ 
trato  anterior^  desde  que  no  habia  sido  contestada  su  carta 
por  el  Banco. 

1^  Que  el  informe  del  escribano  espedido  á  solicitud  de 
Mir  á  f .  32,  en  él  cual  es  pone  el  actuario  que  aquel  le 
dijo :  que  estaba  pronto  á  pagar  la  mitad  del  valor  del  docu- 
mento, no  tiene  valor  alguno ;  pues  al  mismo  tiempo  infor- 
ma el  escribano  que  después  de  esa  conversación,  Mir  le 
añadió  que  solo  pusiera  lo  que  ^e  puso  en  el  protesto,  es 
decir,  qué  no  pagaba  por  carecer  de  fondos ;  siendo  por  con- 
siguiente esta  la  única  esposicion  atendible,  'pues  seria  oosa 
bien  incomprensible  que  si  efectivamente  hubiese  tenido 
el  dinero  no  lo  entregase,  ó  al  menos  no  lo  mostrase  al 
escribano ;  siendo  por  tanto  de  creerse  lo  que  hizo  asen- 
tar en  la  protesta,  que  no  lo  tenia. 

8o  Que  por  la    misma  ^confesión  del   ejecutado    f.  38^ 
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consta  que  llamado  por  el  Directorio  del  Banco  para  ir 
á  arreglar  ó  pagar  el  documento,  se  rehusó  hacerlo,  para 
lo  cual  da  razones  de  un  carácter  personal  que  nada  alte* 
ran  los  derechos,  ni  oscurecen  la  verdad. 

Por  estos  fundamentos,  y  no  habiendo  probado  las  es- 
cepciones  deducidas  y  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art. 
277  de  la  ley  nacional  de  procedimientos,  llévese  adelante 
la  ejecución,  con  costas  al  ejecutado.  Repóngase  los  sellos, 

Fenelon  Zuviría. 

Habiendo  apelado  Mir  y  concedidósele  el  recurso  en  reta* 
cioQ,  se  dictó  este 


Falto  de  I»  Snprenm  Corte 


Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1&75. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos,  ''se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  dos,  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  Mr  del  Carril. — José  Bar- 
ros Pazos.  —  J.  B,  Gorostiaga.  — 
J.  Domínguez. 
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CülUSJL   cv. 


D.  Juan  Arguello^  contra   \\falff   Wisiner  y  O^  for  cobro 

de  pesa. 


Sumario. —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 
rebeldia  que  acusa  el  apelado. 


Caso» — En  los  autos  seguidos  por  D.  Juan  Arguello,  contra 
Walíf  Wissner  y  G*,  por  cobro  de  pesos,  ante  el  Juzgado 
Nacional  de  Buenos  Aires,  no  habiendo  el  primero  me- 
jorade  el  recurso,  á  escrito  dé  rebeldia  presentado  por  los 
segundos,  se  dictó  este 


Vall«  de  la  Suprenia  Corte 


Buenos  Aires,  Octabre  30  de  1875. 


Por  lo  que  resulta  del  presente  certiQcado  y  á  mérito  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  catorce  de  la  ley  de 


RrocediíaiaDtbMfdéeléram destdfkalh aipelMMi>,  éitnéHáke 
en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y*  féfi^ 
sicion  de  sellos  por  el  apelante. 

9ALV31MFA  M^  Vtíi  CARRIL.— J.   B. 
GOROSTIAGA. —  J.  DomNGUBZ. 


CA.t3mM'  a^t: 


i  > 


Dé  Mú¥imo  H.  deMMó»i  contra  D.  Bonifa^'liAo, 

por  cobró'  ejtcutiwáe  púa. 


Sumario. —  1^  Los  pagarés  á  la  orden  están  sujetos  á'la 
furtsdíccion ,  reglamentos. y .  legislaccion  comercial» 

2®    Su  propiedad  se  trasmite  por  el  simple  endoso  de 
lá  misma  manera  que  las  letras  de.  cambio. 

3^    Las  disposiciones  del  título  cDelá  sesión  de  crédites» 
Código  civil  solo  son  aplicables  á  los  créditos  no  endosaí)íes. 

46    La  escepcion  de  compensación  por  pago  heéhoaV. 
endosante  después  del  endoso  no   puede  hacerle  váíéir  al 
ehd^osaiarió. 

1 1  üí\m*  ■■•ij; 
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1  GoM.r-^La  ;discusion  de  está  causa  está  e^pli^ada.  en  el 
sifijiontej 


milo  del  Jiie»  de  tUeeeloii. 


Salta,  Julio  2  de  1875. 

Y  vístoSi  resulta:  que  D.  Mariano  H.  de  Mendoza,  en- 
dosatario de  D.  Domingo  Villagran,  ciudadano  argentinOi 
se  presentó  con  el  pagaré  de  f.  1%  declarado  reconocido 
á  f.  12  vta.,  demandando  ejecutivamente  á  D.  Bonifacio  Lobo 
por  la  cantidad  de  $h.  1000,  sus  intereses  y  costas. 

El  ejecutadoi  notificado  que  fué  del  auto  de  solvendo  y 
sin  esperar  la  citación  de  remate,  se  opuso  á  la  ejecución, 
alegando  las  escepciones  siguientes : 

1*  Nulidad  de  la  cesión  del  documento  de  í.  1^  por  no 
haber  sido  notificado  al  deudor,  como  lo  disponen  los  arts.  26, 
27  y  28,  tít.  4%  sec.  3%  lib.  2o  del  Código  Civil. 

2®  Compensación  por  la  cantidad  de  ^b.  300  que*  re- 
sultan del  pagaré.que  presentó  á  f.  42,  suscrito  por  Don 
Domingo  Yillagran  á  favor  de  D.  Rosa  Apaza  y  endosado 
por  este  al  ejecutado,  que  afirma  haberlo  pagado  por  orden 
de  dicho  . Yillagran. 

'El  documento  de  f.  1*  con. que  se  ha  instaurado  la  eje- 
cución es  ün  pagaré  girado  á  la  orden  y  está  por  lo  mismo 
sugeto  ala  jurisdicción,  reglamentos  y  legislación  comercial 
(arts..  5  y  7,  inc.  t""  del  Código  de  Comercio).  Su  pro- 
piedad se  trasmite  por  el  simple  endoso  de  la  misma  ma- 
nera que  las  letras  de  cambio  (arts.  916  y  917  de  dicho 
Código)  y  por  consiguiente  no  le  son  aplicables  los  artí- 
culos del  título  4*0.  c  De  la  cesión  de  créditos,  c  sec.  3^, 
c  tít.  2''  del  Código  Civil,  que  cita  el  ejecutado;  porque  según 
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c  .6liart..6%  las  disposiciones  da  dicho  titulo 'QO  ae  aplióáó 
c  á  las  letras  de  cambio,  pagarés  á  la  órdaOi  accimes'  -al 
<  portador,. ni  acciones  y  derechos  que  eñ  aa  conatitucion 
<i  teD|;an. designado  ua  moáp  especial  de  trwaferettcie.^ 

Las  disposiciones  de  dicho  titulo,  como  laa4el  Ijít.  5^  del 
Gódigo  dé  Comercio,  solo  se  aplican,  pues,  á  la  ceaíon  de 
créditos  no  endosables,  resultando  de  aguí  quelaiesc^pt 
cion  fundada  en  no  haberse  notiflcado  al  deudor  la  cesión 
ó  endoso  del' documento  de  f.  1',  siendo,  como  esta  es, 
concebida  á  la  orden  y  por  consiguiente  endosablei.es  in- 
admisible, i  ' 

La  escepcion  de  compensación  es  inadmisible  también: 

lo  Porque  ik>  se  Ka. probado  que  el,p«gQ  del  documento 
de  f.  42,  endosado  á  favor  del  ejecutado  se  hubiese  hecho 
por  orden  del  deudor  Villagran;  y 

2o  Porque  aun  en'd  caso  de  haberse  hecho  por  orden 
.de  esta,  seria  ineficaz  reapecto  del  endosatario  del  docun^^nto 
de  f.  1*;  puesto  que  dicho  pago  aparece  hecho  después  del 
endoso  de  este  documento,  esto  es,  cuando  el  endoaaqte 
Villagran  habia  dejado  de  ser  acreedor  del  ejecutado  Lobo. 

Por  otra  parte,  el  documento  que  se  opone  á  la  com- 
pensaciojí  no  está  suscrito  á  la  orden*  y  por  lo  mismo  no 
es  endosable.  La  cesión  hecha  de  él  en  forma  de  un  en- 
doso, no  tiene  pues,  los  efectos  especíales  designados  en 
el  Gódigo  de  Comercio  para  los  títulos  de  créditos  pagaderos 
á  la  orden  (art.  23,  tít.  t  De  la  cesión  de  créditos  >  del 
Gódigo  Civil).  De  donde  resulta  que  el  endoso  de  él,  que 
por  otra  parte  no  reúne  las  condiciones  requeridas  por  el 
art.  803  del  Código  de  Comercio,  solo  puede  valer  según  el 
art.  805  del  mismo,  como  simple  mandato,  al  efecto  de 
autorizar  al  tenedor  para  exigir  su  pago.  Luego  el  ejecutado 
Lobo  no  puede  oponer  compensación  al  ejecutante  Mendoza 
con    un  crédito  que   solo  puede  cobrar  de  D.  Domingo 
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<VHIa|faa,.Qaino  (mandatario  de  D.Bosa  ápaca,  i^uyo^  favor 
leatá  jorfoGgadoi. 

íPor  Mtaa  aonstdeeaoioaes  y  de  coofotmidad  á  los  artÍ€«doB 
citadas  /dfllfiédi|;o  do  iGom^rcio,  iallo^iiio  ¡hapieodoilufar  á 
Jbto  ^capciftfits  opuestasi  y  aa  su  aonsecoenoia,  Uéwse 
tfoiania  la  6j,ecttfi}qn«  según  lo  dispone  el  arl.  877  de^Iá 
i^y  iKacáonal  >  de  jiroeedimíeatoa.  Repénpnse  los  sellos. 

Federico  Ibargúrer^. 
'Habiendo  apelado  él  ejecutado  se  dictó  este 


W9Ulm  ^^  M  'SuffveMii  *«orte 


*V{tftos  :  por  sas  fundamentos  se  confirma  con  cocitasla 
irentencia  apelada  de  foja  cincuenta  y  tres,  satisfecbas  las 
ie  1a  iívrtancia  y  repuestos  los  sellos^  devuélvanse. 

Salvador  flf*  del  Carril.  -^Jos¿  Barros 
Pazos.  —  J.  B.  Gorostiaga.— J.  Dohin- 

GUEZ. 
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De  las  causas  7  materias  contenidas  en  este  Sétimo  tomo. 


Acuerdo  nombrando  Conjueces  para  el  año  mil  ochocientos 
setenta  y  cinco • 5 

Acuerdo  de  la  Suprema  Corte,  referente  al  fallecimiento  del 
Dr.  D.  Francisco  Pico,  Procurador  General 6 

Acuerdo  da  la  Suprema  Corte,  referente  al  fallecimiento  del 
Dr.  D.  Francisco  Delgado,  miembro  de  la  misma 7 

C^nttniaactoii  del  afto  1994 

CAUSA  cxxni 

D.  Ernesto  de  las  Carreras,  oriental,  contra  la  Provincia  de 
Corrientes,  por  deyolucion  de  pesos  é  inconstitucionalidad  de  una 
ley  de  impuestos. 

Stiiiutrío.  —  Basta  el  solo  hecho  estrinseco  de  que  se  demande 
una  provincia  por  un  estrangero,  para  deducir  que  el  conocimiento 
de  la  causa  corresponde  á  la  Suprema  Corte 9 

CAUSA  CXXIV 

Los  Sres.  Uriburu  y  C*  contra  D.  Tomás  Pietranera,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  —  l^*  El  requisito  de  permanecer  el  buque  por  quince 
dias  en  el  puerto  en  que  se  contrajo  la  deuda  exigida  por  el 
inciso  Q^  del  articulo  1006  del  Código  de  Comercio  para  que  tenga 
lugar  la  prescripción  de  un  año  de  lo  suministros  hechos  á  un 
buque,  no  tiene  otro  objeto  sino  hacer  efectiva  la  acción  de  los 
acreedores  en  el  mismo  lugar  y  contra  el  buque  obligado. 

T.  vn  34. 
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2»  Por  consiguiente,  yendido  judicialmente  el  buque  y  hecho 
imposible  su  regreso,  y  cesando  de  ser  garantía  de  los  acreedores, 
no  pueden  estos  acogerse  á  la  Hisposicion  del  indicado  inciso  O^, 
no  pudiendo  perpetuarse  su  acción  contra  la  manifiesta  intensión 
de  la  ley. 

3^  En  tal  caso  y  tratándose  de  suministros  hechos  á  un  buque 
sin  documento^  la  prescripción  de  estos  queda  comprendida  en 
la  regla  general  del  articulo  1004  del  Código  de  Comercio. 

4<>  Un  documento  de  fecha  posterior  á  una  cuenta  objeto  de  la 
demanda  y  sin  ninguna  conexión  con  ella,  no  puede  alterar  ni 
modificar  su  carácter. ••. •• H 
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CAUSA  I 

D*  Petrona  González,  contra  D.  Fernando  Echeveste,  sobre  eje- 
cución de  un  contrato. 

Sumario.  —  No  espresando  agravios  el  apelante  en  el  término 
de  la  ley,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera  rebeldía 
que  acuse  el  apelado •  •  •  •    27 

CAUSA  n 

D.  Roberto  Lange,  contra  D.  Pablo  Romero,  sobre  cumpli- 
miento de  un  contrato. 

Sumario.  —  i^  Cuando  en  un  contrato  de  compra-yenta  de 
bienes  raices  el  comprador  se  reserva  objetar  las  escrituras  en 
plazo  fijo,  el  contrato  queda  irrevocablemente  celebrado,  si  vence 
el  plazo  sin  que  se  haga  objeción. 

2^  Tomada  por  el  comprador  la  posesión  de  la  cosa  vendida  y 
pagada  una  cuota  del  precio  conforme  á  lo  estipulado,  la  escritu- 
ración queda  en  el  caso  de  una  obligación  de  hacer  por  parte 
del  vendedor. 

3®  Los  hechos  establecidos  'por  el  demandante  y  no  contra- 
dichos por  el  demandado^  se  toman  cómo  confesados  por  este. 

4®  En  la  venta  de  inmuebles,  en  el  caso  de  resultar  menor 
área  que  la  vendida,  no  procede  la  resolución  del  contrato,  si  esa 
diferencia  no  escede  de  una  vigésima  del  área  total.  •••••••....    28 
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CAUSA  m 

E.  Juan  Yackson  con  López  y  Bodrígaez^  sobre  consignación. 

Sumario.  —  No  mejpr^dose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera  re- 
beldía que  acusa  el  apelado. 34 

CAUSA  IV 

D.  Luis  Carbono  contra  D.  Ángel  Caffarena,  sobre  nulidad  de 
un  laudo. 

Sumario.  —  1<>  Todo  asunto  que  no  sea  de  los  esceptuados  por 
la  ley  24,  Üt.  4<^,  p.  3%  puede  ser  comprometido  en  arbitros. 

2o  La  escritura  de  compromiso,  es  la  que  determina  la  calidad 
de  los  arbitros,  la  causa  sometida  á  su  resolución  y  la  forma  del 
procedimiento. 

3^  Los  arbitros  c  amigables  componedores  >  no  están  sujetos 
&  forma  alguna  y  solo  deben  laudar  dentro  del  término,  según  su 
haber  y  entender. 

4^  La  nulidad  de  un  laudo  puede  proceder  solo  de  vicio  en  la 
forma  y  no  de  injusticia  en  el  laudo. 

5^  No  constituye  vicio  en  la  forma,  la  falta*  de  aceptación  ju- 
rada del  cargo,  y  no  haber  los  arbitros  traido  &  la  vista  algunos 
antecedentes  para  laudar . . .  • 36 

CAUSA  V 

Criminal,  por  rebelión  contra  Alejo  M.  Abeleyra  y  Victor  Robert, 
incidente  sobre  escarcelacign  bajo  fianza. 

Sumario. —  I®  Los  delitos  penados  por  la  ley  con  destierro  y 
multa  dan  lugar  á  escarcelacion  bajo  fianza. 

ip  En  estos  casos  la  escarcelacion  puede  decretarse  aun  cuando 
la  causa  esté  en  sumario. 

3*  La  escarcelacion  debe  decretarse  con  audiencia  del  Procu- 
rador fiscal ••••. • 42 

CAUSA  VI 

El  capitán,  armadores  y  aseguradores  del  buque  c  Joven  Emi- 
lia» contra  Lavarello  H^,  por  choque.  Incidente  sobre  falta  de 
instrucciones  para  contestar. 
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Stimario.  — 1«  Los  términos  judiciales  no  pueden  alterarse 
cuando  no  hay  facultad  espresa  que  asi  lo  consigne. 

2®  La  escepcíon  de  falta  He  instrucciones  del  mandante,  no 
pueden  alegarse  como  dilatoria  por  el  mandatario .  •  •  • •  •    46 

CAUSA  vn 

• 

D*  Josefa  Galarraga  de  Avales  ;  D^  Encarnación  Avales  contra 
D.  Carlos  Avales,  sobre  rendición  de  cuentas  é  incompetencia. 

Sumario. «—  !<>  Los  incidentes  de  un  juicio  testamentario  de- 
ben ser  sometidos  al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  Pro- 
vincia. 

2»  Es  incidente  de  una  testamentaria  la  rendición  de  cuentas 
de  la  sociedad,  de  la  que  era  miembro  el  causante  de  aquella. 

3®  Presentada  en  la  testamentaria  del  socio  fallecido  la  liquida- 
ción social  por  los  dQfpás  socios,  no  pueden  estos  pedir  ante  Juez 
distinto  contra  el  socio  administrador  la  rendición  de  cuentas  de 
algunos  negocios  que  pertenecen  á  la  misma  sociedad ...    48 

CAUSA  vm 

D.  Juan  Baudacio  contra  Solari,  Girondo  y  C*,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.  —  !<>  El  porteador  solo  es  responsable  de  los  daños  y 
perjuicios  que  ocasione  cuando  la  demora  escede  un  doble  del 
tiempo  fijado  en  el  contrato. 

2o  Los  hechos  consignados  en  una  protesta  notificada  al  de- 
mandado y  repetidos  en  la  demanda  sin  que  sean  contradichos, 
sedan  por  reconocidos 53 

CAUSA  K 

Criminal,  contra  D.  Miguel  Cosentino,  por  desacato  y  resistencia 
á  la  autoridad. 

Sumario.  —  El  desacato  contra  la  autoridad  que  consiste  en 
insulto,  es  penado  con  prisión  de  dos  á  doce  meses,  ó  una  multa 
de  40  á  400  pesos  fuertes,  ó  una  y  otra  juntamente 57 

CAUSA  X 

Los  herederos  de  D.  José  B.  Molina  con  D.  Dionisio  Várela, 
sobre  daños  y  peijuidos. 
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Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del  em- 
plazamiento^ se  declara  desierto  el  recurso  i  la  primera  rebeldía 
que  acuse  el  apelado 59 

CAUSA  XI 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  del  Crimen  de  San 
Juan  y  el  Comandante  en  Gere  del  Ejército  del  Interior. 

Sumario.  — i'*  El  juzgamiento  de  los  crímenes  comunes  come- 
tidos por  individuos  particulares,  que  no  tienen  grado  militar  ni 
pertenecen  al  ejército,  aun  cuando  se  encuentren  desempeñando 
una  comisión  militar,  no  corresponde  al  consejo  de  guerra^  sino  á 
la  justicia  ordinaria  provincial. 

i*  Aunque  el  delicuente  sea  militar,  nu  habiéndose  cometido  el 
delito  dentro  de  cuartel  ni  en  campamento,  cae  bajo  la  jurisdic- 
ción ordinaria 61 

CAUSA  xn 

D.  Gregorio  Rodríguez  contra  D.  Rafael  Gallino  (hijo)  por  pri- 
sión ilegal  y  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  —  1°  Los  Tribunales  Nacionales  tienen  el  deber  de 
examinar  ante  todo,  si  el  asunto  que  se  les  presenta  es  de  su 
competencia,  é  inhibirse  de  entender  en  él,  en  caso  de  no  serlo 
aunque  las  partes  no  lo  soliciten. 

2^  En  materia  criminal,  la  competencia  de  los  Jueces  de  Sec- 
ción se  limita  á  los  casos  especificados  en  e\  articulo  3<>  de  la  ley  • 
sobre  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales. 

3o  Los  Jueces  competentes  para  conocer  de  la  acusación  contra 
un  ciudadano  por  actos  practicados  en  desempeño  de  un  empleo 
provincial  son  los  de  la  Provincia. 

i^  El  artículo  45  de  la  ley  nacional  penal,  comprende  solo  á  los 
que  libran  orden  de  prisión^  debiendo  ser  y  no  siendo  la  autoridad 
nacional  competente,  ó  que,  siéndolo,  omiten  en  pedirla  por 
escrito 64 

CAUSA  XUI 

Criminal,  contra  el  Gobernador  de  la  Provincia  de  Corrientes, 
su  Ministro  y  Gefe  Político^  por  delito  de  sedición,  sobre  compe*- 
tencia. 
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Sumario.  —  i^  Las  autoridades  provinciales  no  pueden  por  si 
escarcelar  á  los  que  se  hallen  presos  por  orden  de  los  Tribunales 
Federales,  aunque  se  trate  de  empleados  al  servicio  de  la  Pro- 
vincia. 

2<»  Producido  el  hecho  de  la  escarcelacion^  las  exigencias  de  la 
Administración  de  justicia  quedan  satisfechas  con  la  reposición 
de  las  cosas  á  su  estado  anterior. 

3^  Si  ese  hecho  ha  tenido  lugar  por  cuestión  de  jurisdicción  y 
no  por  hostilidad  á  la  autoridad  Nacional,  no  existe  delito  de  sedi- 
ción y  debe  desecharse  in  limine  la  acusación  que  se  deduzca  al 
respecto. 

i^  Los  juzgados  de  sección  no  tienen  jurisdicción  para  procesar 
criminalmente  á  las  personas  que  ejercen  el  Gobierno  de  una 
Provincia  por  hechos  practicados  en  su  carácter  oficial. 

5°  Equiparar  con  los  subalternos  del  juzgado  á  los  Gobernadores 
y  Ministros  de  las  Provincias  obrando  como  tales,  y  creerse  facul- 
tado un  juez  de  sección  para  corregirles  con  muüasy  es  una  con- 
fusión de  ideas  deplorable  é  insostenible  •  • .  • 70 

CAUSA  XIV 

D.  Nicolás  B.  Cerruti,  contra  la  compañía  de  Seguros  Mutuos 
Fluviales,  por  cobro  de  seguros  y  sobre  escepciones  dilatorias. 

Sumario. — Las  escepciones  dilatorias  no  pueden  oponerse 
fuera  del  término  del  articulo  72  de  la  ley  nacional  de  Procedi- 
mientos  • • 81 

CAUSA  XY 

D.  Juan  Dufour^  D.  Juan  Malcolm  y  D.  Carlos  Lumb,  albacea 
de  la  testamentería  de  D.  Eduardo  Lumb,  contra  el  Gobierno  de 
la  Provincia  de  Buenos  Aires,  sobre  pago  de  un  terreno  é  indem- 
nización de  perjuicios. 

Sumario.  —  Siendo  falsos  los  hechos  en  que  se  fonda  una  de- 
manda, esta  debe  ser  rechazada  con  costas 83 

'  CAUSA  XYI 

Criminal  contra  D.  Julián  Agmrre^  por  rebelión.  Incidente 
sobre  escarcelacion  bajo  fianuu 

Sumario.  —'Los  reos  do  delitos  que  no  se  castigan  con  pena 
cori»oral,  pueden  ser  escarceladosbajo  fianxa 88 
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CAUSA  XVII 

Acherobach  y  G«.  con  la  Htinicipalidad  de  la  ciudad  de  Buenos 
Aires,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario,  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera  rebel- 
día que  acusa  el  apelado • 91 

CAUSA  AVín 

El  Reyerendo  Fray  Lorenzo  Morales,  de  la  orden  de  la  Merced, 
contra  la  Provincia  de  Catamarca,  por  reivindicación.  Sobre  falta 
de  personería,  litispendencia  y  defectos  de  forma  en  la  demanda. 

Sumario,  —  1^  La  patente  de  Provincial  de  una  orden  religiosa 
tiene  que  ser  presentada  al  Gobierno  de  la  República  para  obte- 
ner el  pase. 

2?  Sin  este  requisito  no  puede  tener  valor  alguno  en  juicio,  ni 
acreditar  la  personería  legitima  de  la  persona  á  cuyo  favor  ba  sido 
espedida. 

30  Todo  convento  que  tenga  menos  de  ocho  frailes  queda  estin- 
guido  ipsojure. 

i^  Estinguido  un  convento,  nadie  puede  tomar  su  representa- 
ción para  reivindicar  sus  bienes. 

&>  £1  restablecimiento  de  un  convento  es  materia  reservada  al 
Congreso. 

6^  El  Gobierno  Nacional  no  puede  ser  privado  por  los  Tribuna- 
les, de  bienes  que  posee  sin  su  consentimiento  y  audiencia  en 
forma. 

70  No  corresponde  á  la  Suprema  Corte  el  conocimiento  origina- 
rio del  delito  cometido  por  haberse  asumido  el  titulo  de  Provincial 
de  una  orden  y  ejercido  sus  funciones  sin  el  pase  del  P.  E 92 

CAUSA  XK 

Criminal,  contra  D.  Jorge  Santander.  Incidente  sobre  escarcela- 
cion  bsQo  fianxa. 

Sumario.  —  No  imputándose  al  precesado  hechos  que  den  lugar 
á  la  imposición  de  pena  corporal,  debe  este  Évt  puesto  en  libertad 
bajo  iiana «.  .; , «••»..  t02 
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CAUSA  XX 

D.  Juan  JaksoQ  y  López  y  Rodríguez,  contra  los  capitanes  de 
los  buques  «Cristina 9  y  €Ferwag93  sobre  consignaeion. 

Sumario.  —  i^  El  hecho  de  presentar  un  individuo  en  el  puerto 
de  la  descarga  el  contrato  de  fletamento  de  un  buque,  no  es  bas- 
tante para  acreditar  que  le  está  consignado. 

V  No  presentándose  un  consignatario  debidamente  nombra- 
do, el  capitán  tiene  derecho  para  consignar  su  buque  á  quien  le 
parezca  mas  conveniente • i04 

CAUSA  XXI 

El  Dr.  D.  Ángel  Floro  Costa,  contra  D.  Federico  Valle  j  &.,  por 
cobro  de  honorarios. 

Sumario.  —  Las  causas  entre  dos  estranjeros  y  por  cobro  de 
servicios  profesionales,  no  corresponden  á  la  justicia  nacional. .  •  •  112 

CAUSA  XXII 

D.  Constantino  Costa,  contra  D.  Guillermo  Anderson,  por  abor- 
daje é  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Sumario. — i^  El  arriendo  y  fletamento  de  un  buque  debe  pro- 
barse por  escrito. 

2o  Entre  los  hechos  de  los  Capitanes  de  que  son  responsables 
los  armadores  y  dueños  del  buque^  se  comprenden  los  que 
envuelven  culpa  ó  negligencia  de  aquellos. 

3"*  Así  le  son  de  los  daños  resultantes  del  abordage  atribuido 
á  impericia  ó  negligencia  del  Capitán. 

A^  El  derecho  de.  dirigir  la  acción  de  un  tercero  contra  el 
buque,  ne  hace  cesar  las  responsabilidades  personales  del  deudor. 

5^  Solo  cesan  estas  con  el  abandono  del  buque  y  fletes 115 

CAUSA  xxin 

Criminal,  contra  D.  Guillermo  Olivar,  por  complicidad  en  el 
delito  de  rebelión;  sobre  fianza  de  juzgado  y  sentenciado  y 
desacato. 

Sumario.  -— 1^  La  igualdad  ante  la.  ley  consiste  en  que  no  se 
establezcan  escepdones  ó  privilegios  que  escluyan  á  unos,  de  lo 
que  se  conoede  i  otros  en  iguales  circunstancias. 

Í9  Es  admisible  la  fianza  de  juzgado  y  sentenciado  para  dejar 
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sin  efecto  la  prohibición  impuesta  al  procesado  de  salir  de  la 
ciudad. 

3^  Las  palabras  inconvenientes  consignadas  en  un  escrito  im- 
portan falta  de  respeto,  pero  no  delito  de  desacato 118 

CAUSA  XXIY 

Criminal  contra  D.  Joaquin  Gordoniz,  por  complicidad  en  hur- 
tos cometidos  por  los  rebeldes  y  sobre  fianza  carcelera. 

Sumario,  —  No  apareciendo  imputados  al  procesado  hechos 
que  merezcan  pena  corporal,,  es  admisible  la  ñanza  carcelera  y  de 
juzgado  y  sentenciado 121 

CAUSA  XXV 

D*  Juana  Prat  de  Echeverría,  contra  el  General  D.  Miguel  G. 
Galarza,  sobre  reivindicación  y  rendición  de  cuentas. 

Sumario.  —  I®  La  prueba  de  testigos  menores  en  número, 
pero  concordes  en  sus  declaraciones  y  dando  razón  satisfactoria, 
es  superior  á  la  de  mayor  número  de  ellos,  pero  que  no  concuer- 
dan  ó  no  dan  razón  satisfactoria  á  sus  dichos. 

i^  La  cosa  adquirida  durante  la  sociedad,  pero  cuya  causa  es 
anterior  al  matrimonio  y  lo  poseido  por  alguno  de  los  cónyuges 
antes  del  matrimonio,  por  titulo  vicioso  juzgado  durante  la  socie- 
dad conyugal,  no  pertenece  á  esta,  sino  al  que  la  adquirió  y 
poseyó. 

3o  Una  venta,  cuya  violencia  y  lesión  no  se  prueba,  debe  con- 
siderarse como  espontánea  y  justa. 

ífi  £1  silencio  del  marido  guardado  hasta  su  muerte,  á  pesar 
de  haber  estado  presenciando  la  ejecución  del  contrato  de  venta 
hecho  por  su  mujer,  debe  reputarse  como  una  confirmación  tácita 
del  consentimiento  que  en  la  escritura  no  firmada  por  él  se  dice 
que  prestó  á  la  venta 123 

CAUSA  XXVI 

El  Fisco  Nacional  contra  Martino  y  Vignales  por  cobro  de  de- 
rechos. 

Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  i  la  primera  rebel- 
día que  acuse  el  apelado 134 
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Sumario.^  Corresponde  á  la  jorisdiecion  müitar  el  juzgamiento 
de  los  cómplices  en  la  fuga  de  un  militar^  sugeto  i  un  Consejo  de 
Guerra ,.••  i97 

CAUSA  XLI 

Fels  y  C\  contra  el  capitán  del  yapor  cRio  de  la  Plata »^  por 
entrega  de  un  bulto  ó  pago  de  su  yalor. 

Sumario. —  !<>  Es  de  práctica  que  las  agencias  de  los  vapores 
espidan  recibos  de  la  carga  embarcada,  sin  que  el  capitán  firme 
conocimientos  en  otra  forma. 

2^  Dichos  recibos  obligan  al  capitán. 

90  La  declaración  sobre  el  contenido  de  un  bulto  reclamado  y 
su  valor,  hecha  por  el  cargador  y  no  contradicha  por  el  capitán  se 
considera  verdadera 200 

CAUSA  XLH 

D.  Vicente  Casares  ¿  hijos,  contra  la  Compañía  de  Tramwajs 
dé  la  Ciudad  de  Buenos  Aires»  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. —  El  lanchage  por  coches  de  tramways,  que  no  esce- 
dan de  una  y  media  tonelada  de  peso  es  de  dos  pesos  y  medio 
por  pié  cúbico. ••••• % ••• ••..  203 

CAUSA  XLin 

D.  Marciano  Holinaiy  C^,  contra  G.  y  S.  Haycroff,  sobre  escritu- 
ración de  un  buque. 

Sumario. — 1<>  Debe  estimarse  confeso  el  demandado  que  en 
la  contestación,  no  contradice  los  hechos  afirmados  en  la  de- 
manda. 

2^  Recibido  el  precio  por  el  vendedor,  el  comprador  adquiere 
acción  para  demandar  la  entrega  en  la  forma  que  lo  reclame  la 
naturaleza  del  objeto  vendido. 

30  Tratándose  de  un  buque  de  mas  de  seis  toneladas,  la  trans- 
ferencia debe  hacerse  con  documento  escrito  que  se  trascribirá 
en  el  Registro  de  Harina. 

4»  Tratándose  de  promesa  de  pagar  un  valor  que  esceda  200  jf 
no  es  admisible  la  prueba  testimonial,  sino  se  acompaña  un  pria- 
típio  de  prueba  por  escrito. ••••••••• •••« ••.«•  296 
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de  las  causas  relatívas  á  los  juicios  universales  de  concurso  do 
acreedores. 

2<>  La  Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  discernir  las 
competencias  que  se  suscitan  entre  los  Tribunales  de  Provincia. .  142 

CAUSA  XXX 

Criminal  contra  D.  Martin  Zapata  por  rebelión.  Incidente  sobre 
escarcelacion  bajo  fianza. 

Sumario. — Los  reos  de  delitos  que  no  merecen  pena  corporal 
pueden  ser  escarcelados  bajo  fianza,  ••..•••••••••••• ti6 

CAUSA  XXXI 

D.  Tomás  Garibo  contra  D.  Juan  Lloria  y  C«,  por  indemnización 
de  daños  y  perjuicios. 

Sumario. —  Quien  pide  un  embargo  ante  Juez  incompentente 
sin  alegar  razón  legal,  ni  funda  después  demanda  en  forma^  y  que 
además,  demandado  por  causa  de  ese  embargo,  no  contesta  la  de- 
manda é  incurre  en  rebeldía^  debe  ser  condenado  en  daños  y  per- 
juicios y  costos... • ••• 149 

CAUSA  XXXII 

D.  Ernesto  Tonsquist  y  C*  contra  Ochoa  y  &,  por  cobro  de 
averias. 

Sumario. — 1^  La  disposición  del  segundo  párrafo  del  articulo 
1246  del  Código  de  Comwcio  es  para  los  casos  en  que  los  efectos 
se  entregasen  sin  el  examen  ordenado  en  el  párrafo  precedente^  ó 
bajo  recibo  en  que  se  declare  el  robo,  daño  ó  disminución. 

i^  Si  se  fija  el  término  de  48  horas  para  el  examen  espreso  que 
debe  contarse  desdeja  descarga,  es  porque  es  regla  general  que 
esta  debe  hacerse  por  el  dueño  ó  consignatario,  precediendo  na- 
turalmente la  entrega,  y  no  se  refiere  por  consiguiente  al  caso  en 
que  la  descarga  se  haga  por  el  capitán,  conduciendo  los  efectos  i 
los  almacenes  de  Aduana. 

3o  Debe  ser  aceptado  un  examen  hecho  por  peritos  nombrados 
con  conocimiento  de  las  partes • •...•  154 

CAUSA  xxxrn 

D.  Juan  Dttfour,  D.  Juan  Hakolm  y  D*  Garlos  Lumb  eon^el  Go* 
blerno  de  Buenos  Aires.   Incidente  sobre  revisión. 
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Sumario. — i<^  El  recurso  de  revisión  solo  puede  tener  lugar 
en  los  casos  enumerados  en  el  articulo  241  de  la  ley  de  procedi- 
mientos. 

2o  No  se  encuentra  entre  esos  casos  el  de  una  equivocada  in- 
terpretacion,  según  el  recurrrente,  de  los  documentos  existentes 
en  el  proceso i60 

CAUSA  XXXIV 

D.  GuillerAio  Hatti  contra  D.  Mariano  Saavedra,  por  expropia- 
don.  Sobre  incompetencia,  falta  de  personería  y  defecto  en  la 
demanda. 

Sumario.—  i^  La  concesión  del  ferro-carril  á  Campana»  fué 
hecha  á  D.  Guillermo  Hatti  y  no  á  D.  Guillermo  Matti  y  &. 

2o  £1  no  acompañar  á  la  demanda  los  documentos  que  la  ins- 
truyen, no  da  lugar  á  una  escepeion  dilatoria, •  162 

CAUSA  XXXV 

D.  Estévan  Vila  contra  D.  Luis  García,  por  cobro  de  pesos  y  da- 
ños y  perjuicios. 

Sumario, —  1®  La  inexactitud  respecto  de  la  fecha,  no  hace  ta- 
chable la  declaración  del  testigo,  cuando  todas  las  demás  circuns- 
tancias, como  la  hora,  el  lugar,  personas  presenciales  y  otros  ac- 
cesorios son  exactos  y  concordantes  con  las  demás  declaraciones. 

2*  Hecho  un  trabajo  de  los  que  constituyen  los  de  la  propia 
profesión,  hay  acción  á  cobrar  su  precio  contra  el  beneficiado  por 
él. 

3o  Para  probar  la  mora  en  la  entrega  de  una  obra^  es  necesario 
probar  la  fecha  en  que  debió  concluirse,  y  la  resistencia  á  entre- 
garla- 

4o  Seguido  un  juicio  sobre  falta  de  cumplimiento  de  un  con- 
trato é  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  no  puede  dejarse 
para  otro  juicio  la  apreciación  de  estos. 

5o  Hay  derecho  de  retención  y  no  de  despojo,  cuando  el  loca- 
dor de  una  obra  la  retiene  por  una  deuda  del  propietario  prove- 
niente del  mismo  contrato  de  obra. 

6o  Puede  ejercitarse  el  derecho  de  retención  en  los  inmuebles 
cuando  concurre  la  posesión  por  contrato,  la  deuda  del  propietario 
resultante  de  este,  y  la  relación  entre  el  crédito  y  la  cosa  benefi- 
ciada por  aquel • '.  165 
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CAUSA  XXXVI 

Criminal  contra  D.  Haanel  Albino,  por  rebelión,  sobre  eicar- 
celacion. 

iStimario.— No  resultando  del  sumario  ni  de  la  acusación  fiscal 
mérito  para  imponer  pena  corporal,  debe  concederse  la  excarce- 
lación provisoria  bago  fianza •••.••• 171 

CAUSA  XXXVU 

* 

Ochoa  j  C*  contra  D.  Antonio  Constant  Santa  Haría,  por  inc|em- 
nizadon  de  daños  y  perjuicios,  sobre  falta  de  personería  y  defecto 
legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 

Sumario. — 1<>  Las  escepciones  de  falta  de  personalidad  y  de- 
fecto legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  son  dilatorias. 

2o  Fundada  la  demanda  en  el  hecho  de  detención  de  un  buque, 
el  actor  puede  úer  obligado  á  justificar  su  calidad  de  consignata- 
rio del  mismo. 

3*  El  demandado  que  debe  tener  un  ejemplar  del  contrato  de 
fletamento,  no  puede  extjir  que  el  actor  lo  acompañe  á  la  de- 
manda...  • • • 4  173 

CAUSA  xxx\ni 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Sección  de  Buenos 
Aires  y  el  Consejo  de  Guerraj  para  juzgar  á  los  procesados  Gene- 
ral D.  Ignacio  Rivas,  y  Coroneles  D.  Benjamín  Calvete,  D.  Emilio 
Vidal,  D.  Julián  Murga^  D.  Uartiniano  Charras,  D.  Jacinto  Gonzá- 
lez y  D.  Benito  Hachado. 

Sumario.—Jio  existiendo  causa  pendiente  en  otro  Tribunal, 
no  puede  haber  conflicto  de  jurisdicción,  ni  contienda  de  compe- 
tencia  •« 176 

CAUSA  XXXK 

Criminal  contra  D.  Ruperto  Recio,  por  complicidad  en  la  rebe- 
lión, sobre  excarcelación. 

Sumano.— No  precediendo  la  imposición  de  pena  corporal, 
puede  concederse  la  excarcelación  bajo  fianza.  •  • 195 

CAUSA  XL 
Criminal,  contra  los  presuntos  cómplices  en  la  fuga  del  presO| 
General  D.  José  H.  Arredondo. 
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Sumario.'^  Corresponde  á  la  jorisdiccion  mUitar  el  juzgamiento 
de  los  cóioplices  en  la  fuga  de  un  militarj  sugeto  á  un  Consejo  de 
Gnerra ,.  197 

CAUSA  XU 

Fels  y  C*y  conlra  el  capitán  del  vapor  cRio  de  la  Plata  »j  por 
entrega  de  un  bulto  6  pago  de  su  valor. 

Sumario. —  I»  Es  de  práctica  que  las  agencias  de  los  vapores 
espidan  recibos  de  la  carga  embarcada,  sin  que  el  capitán  firme 
conocimientos  en  otra  forma. 

Í9  Dichos  recibos  obligan  al  capitán. 

3^  La  declaración  sobre  el  contenido  de  un  bulto  reclamado  y 
su  valor,  hecha  por  el  cargador  y  no  contradicha  por  el  capitán  se 
considera  verdadera 200 

CAUSA  XLH 

D.  Vicente  Casares  é  hijos,  contra  la  Compañía  de  Tramwais 
de  la  Ciadad  de  Buenos  Aires,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario, —  El  lanchage  por  coches  de  tramways,  que  no  esce- 
dan de  una  y  media  tonelada  de  peso  es  de  dos  pesos  y  medio 
por  piécúbico...., • • •.••••..  203 

CAUSA  XLOI 

D.  Marciano  Holinaiy  C*,  contra  6.  y  S.  Haycroff,  sobre  escritu- 
ración de  un  buque. 

Sumario. —  l^  Debe  estimarse  confeso  el  demandado  que  en 
la  contestación,  no  contradice  los  hechos  afirmados  en  la  de- 
manda. 

2^  Recibido  el  precio  por  el  vendedor,  el  comprador  adquiere 
acción  para  demandar  la  entrega  en  la  forma  que  lo  reclame  la 
naturaleza  del  objeto  vendido. 

3o  Tratándose  de  un  buque  de  mas  de  seis  toneladas,  la  trans- 
ferencia debe  hacerse  con  documento  escrito  que  se  trascribirá 
en  el  Registro  de  Marina. 

ifi  Tratándose  de  promesa  de  pagar  un  valor  que  esceda  200  f 
no  es  admisible  la  prueba  testimonial,  sino  se  acompaña  nn  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito • •••.••¿«•••••••.••4  206 
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CAUSA  XLIV 

Criminal  conlra  D.  Carlos  González  por  rebelión.  —  Incidente 
sobre  prisión. 

Sumario.  —  1®  El  oficio  fiscal  tiene  por  sa  naturaleza  el  es* 
elusivo  objeto  de  pedir  la  observancia  y  aplicación  de  la  ley,  al 
caso  que  se  controvierte. 

2*  Ño  goza  de  mayores  privilegios  y  prerogativas  que  los  dé- 
m&s  interesados  en  el  juicio. 

3"  Para  ordenar  la  prisión  de  un  ciudadano  por  causa  criminal, 
se  requiere  declaración  jurada  ú  otra  prueba  semi  plena  de  cri- 
minalidad  « • • •;...  210 

CAUSA  XLV 

D.  Miguel  Ramayon  contra  D.  Octavio  Posadas  por  cobro  de 
pesos,  procedentes  de  suministros  al  bergantín  c  Rio  Negro  >. 

Sumario.  —  1^  La  falta  de  contradicion  á  un  hecho  alegado 
por  la  contraparte  importa  reconocerlo. 

Í9  Debe  ser  probado  todo  privilegio,  y  la  protesta  que  la  ley 
prescribe  para  conservarlo. 

3o  Los  derechos  y  privilegios  sobre  el  buque  se  estinguen  des- 
pués de  sesenta  días  de  la  venta,  no  mediando  protesta. 

4o  Esos  derechos  son  tales  cuando  los  ejercita  un  solo  acree- 
dor contra  el  deudor,  y  asumen  la  calidad  de  privilegios  cuando 
hay  concurso  de  acreedores. 

&>  Sobre  los  buques  no  existen  créditos  reales.  Los  privilegios 
son  garantías  concedidas  por  la  ley  á  los  derechos  de  ciertos 
acreedores,  y  cesan  cesando  estos. 

6^  Las  resoluciones  de  la  Suprema  Corte  en  casos  distintos, 
estableciendo  que  la  demanda  ejecutiva  debe  entenderse  con  los 
nuevos  propietarios^  no  desconocen  los  principios  anteriores 215 

CAUSA  XLVI 

D.  Luis  Rueda  contra  D.  Carlos  Seguí  sobre  reclamo  de  ha- 
ciendas. 

Sumario.  —  Si  el  apelante  no  espresa  agravios  en  el  término 
de  la  ley,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primer  rebeldía 
que  acusa  el  apelado  •••¿••••« •«•«••^ •••ih«.é4.  320 
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CAUSA   XLVn 

D.  Juan  Curntchet  y  D.  Domingo  Holner  contra  el  adminis- 
trador de  Rentas  Nacionales  del  Rosario  por  cobro  de  pesos. 
.  Sobre  personería. 

Sumario.  —  La  aduana,  en  lo  relativo  en  sns  funciones  espe- 
ciales, no  tiene  personería  jurídica,  para  ser  demandada  en  la 
persona  de  sus  administradores.  •••..« •.••.•«.•••••  221 

CAUSA  XLYín 

El  Fisco  Nacional,  contra  Salvador  Hendy,  por  cobro  ejecutivo 
de  pesos. 

Sumario.  —  La  disposición  de  <  llevar  adelante  la  ejecución  por 
el  importe  toíal  de  los  derechos  reclamados  >  dictada  en  una  de- 
manda ejecutiva,  debe  referirse  al  importe  comprendido  en  el 
auto  de  solvendo,  y  no  al  comprendido  en  el  escrito  de  demanda.  224 

CAUSA  LIX 

D*  Isabel  Hernández  contra  D.  Carlos  Yanini,  sobre  cumpli- 
miento de  un  contrato  de  compra. 

Sumario.  —  í^  Verificada  la  compra-venta  de  un  inmueble  sin 
cláusula  alguna,  con  la  simple  oferta  y  aceptación  de  la  cosa  y 
precio^  debe  aquella  ser  llevada  á  debido  cumplimiento. 

2^  La  afirmación  del  martiliero  en  el  acto  del  remate  de  ser 
buenos  los  títulos,  no  perjudica  la  subsistencia  de  la  venta  y  solo 
podría  producir  responsabilidades  á  cargo  de  aquel. 

3<»  La  nota  impresa  en  el  boleto  del  remate,  diciendo  :  c  m 
caso  que  las  escrituras  no  estén  bienj  la  venta  quedará  nula  »,  no 
altera  las  conclusiones  anteriores,  si  dicha  nota  no  fué  suscrita 
por  las  partes,  y  la  compra  se  efectuó  en  el  acto  del  remate  sin 
condición. 

4»  La  subsistencia  de  una  cláusula  semejante  afecta  el  título 
del  vendedor,  y  para  que  ella  sea  eficaz  es  necesario  alegar  y  de- 
mostrar los  vicios  legales  de  aquel. 

&»  Por  la  legislación  anterior,  la  donación  entre  vivos  ó  cesión 
gratuita  con  la  subsiguiente  tradición,  era  título  hábil  para  trasfe- 
rir  el  dominio,  y  para  prescribir  sin  necesidad  de  escritura  pú- 
blica. 

^  PerfeccioAada  la  compraj  el  comprador  no  puede  resistir  el 
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pago  del  precio  sino  en  el  caso  de  tener  motivos  fundados  de  ser 
molestado  por  reivindicación  de  la  cosa •••.••• 228 

CAUSAL 

D.  Federico  Moreno  contra  D.  Tristan  y  D.  Domingo  Yalaguer^ 
por  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  sobre  término  probatorio. 

Sumario.  —  Declarado  en  suspenso  el  término  de  prueba, 
vuelve  á  correr  desde  la  última  notificación  del  auto  que  deroga 
la  suspensión,  y  no  desde  la  espiración  del  término  dentro  del 
cual  pudo  apelarse  de  este  auto • ....  234 

CAUSA  LI 

Criminal,  contra  D.  Felipe  Gamargo,  por  violación  de  la  corres- 
pondencia pública. 

Sumario.  —  La  reunión  de  muchos  antecedentes,  cada  uno  de 
los  cuales  establece  una  presunción  vehemente,  contra  el  acusado 
constituye  prueba  plena  y  suficiente  para  aplicar  la  pena  del  de- 
lito, no  siendo  la  de  muerte « .  237 

CAUSA  LII 

Criminal,  contra  Luis  Suarez  por  homicidio. 

Sumario.  —  !<>  En  el  delito  de  homicidio,  cuando  la  muerte 
sigue  inmediatamente  á  las  heridas,  la  ley  supone  la  intención  de 
matar  k  menos  que*  de  las  circunstancias  que  rodean  al  hecho,  re- 
sulte lo  contrario,  cuya  prueba  corresponde  al  reo. 

2o  La  pena  de  muerte  impuesta  por  la  ley  al  que  comete  ho- 
micidio injusto,  está  reservada  en  la  práctica  para  el  homicidio 
premeditado  ó  á  ttaicion  ó  aleve. 

3*  El  homicidio  alevoso  presupone  premeditación. 

ifi  No  puede  condenarse  á  presidio  perpetuo  sino  por  el  tér- 
mino de  diez  años,  cuya  pena  se  impone  en  los  casos  que  la  prác- 
tica ha  modificado  el  rigor  de  la  pena  capital •...  241 

CAUSA  Lin 

D.  José  Pagano  contra  D.  Federico  Moreno,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  1®  Aceptada  una  cuenta  con  la  reserva  de  no  opo- 
nerse á  otra  que  debe  presentarse,  no  presentándose  esta^  la  pri- 
mera se  tiene  por  exacta. 

2o  Un  contrato  de  locación  de  servicios,  por  miles  de  pesos, 
debe  hacerse  por  escrito  y  no  puede  probarse  por  testigos* 
f.ra,  86 


^  o 
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29  No  determinándose  con  claridad  el  objeto  sobre  que  versa 
un  céntralo  de  locación^  no  puede  sostenerse  la  existencia  de  este. 

4»  Hechas  las  obras  y  no  exhibiéndose  contrato,  debe  enten- 
derse qae  estas  se  han  ejecutado  por  su  justo  precio,  que  debe  s^r 
designado  por  peritos ; • •«.,  247 

CAUSA  LIV 

Tercería  de  mejor  derecho  deducida  por  Badaraco  é  hijos  en  la 
ejecución  seguida  por  Pini  y  Roncoroni  contra  D.  Vicente  Davala. 

Sumario.  —  1^  Al  que  demanda  incumbe  la  prueba. 

2o  La  confesión  sin  juramento  y  fuera  de  juicio  no  hace  plena 
prueba. 

3^  La  confesión  hecha  por  un  ejecutado  insolvente  y  en  p^oi* 
cío  de  terceros,  no  puede  perjudicar  á  estos. 

4»  Una  declaración  singular  no  hace  prueba  en  juicio. 

5^  Las  acciones  por  suma  de  mayor  cuantía,  no  pueden  serprd^ 
badas  por  testigos., . .  ....  ^ 

6^  Para  que  una  cuenta  de  materiales  de  construcción  de  bu- 
ques, sea  preferente  en  juicio  á  un  crédito  hipotecario  del  buque, 
es  necesario  que  se  pruebe  que  aquellos  se  emplearon  en  su  cons- 
trucción. *'      .    ' 

1^  Una  escritura  pública  de  obligación  firmada  por  quiisn  ptídd 
obligarse  y  no  argüida  de  falsa,  hace  fé  en  juicio. ....'•  952 

CAUSA  LV        .    •      ,      '      '     ^ 

D.  Nicanor  Flores  contra  D.  Fernando  Córdoba,  sobre  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios  procedentes  de  abusos  de  lautbridad. 

Sumario,  —  1 9  Las  aguas  del  rio  de  los  Valles  en  la  Prbvin-' 
cia  de  Salta  están  en  la  clase  de  bienes  públicos. 

2o  Ninguno  de  los  propietarios  ribereños  tiene  el  uso  esclo- 
sivo.de  ellas;  ni  un  derecho  absoluto  de  propiedad  sobre  el  rio. 

30  El  uso  y  goce  común  de  las  aguas  está  sujeto  á  las  restric- 
ciones que  establezcan  las  ordenanzas  generales  ó  locales  de  la  ad- 
ministración. 

4''  La  ley  orgánica  de  las  Municipalidades  de  la  Provincia  de 
Salta,  confiere  á  estas  la  facultad  de  arreglar  el  uso  de  las  aguas 
de  regadío  en  su  municipio  respectivo. 

5*  La  reglamentación  del  uso  de  las  aguas  hecha  por  la  autori- 
dad administrativa  en  uso  de  una  atribución  propia, 7  que  pHva  & 
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2®  La  suspensión  debe  tener  lugar  en  el  estado  en  que  las  eje- 
cucionesse  encuentren. ••  • 325 

.     CAUSA  LXXI 

D.  Juan  Harmonget  contra.  D.  Manuel  Fernandez,  sobre  cobro 
de  pesos* 

Sumario.  —  Las  partidas  de  una  cuenta  reconocidas  al  absol- 
ver posiciones,  deben  declararse  de  legítimo  abono 330 

CAUSA  LXXÜ 

D.  Juan  Fajardo,  contra  D.  Tomás  Caviecea,  por  cobro  de  pe* 
sos,  sobre  condenación  en  costas. 

SumaiHo.  —  1<*  No  procede  la  condenación  en  costas,  cuando 
ha  habido  justa  causa  para  oponerse  á  la  demanda. 

i^  La  justa  eausu  de  oposición  existe  desde  que  la  suma  acor- 
dada por  la  sentencia  al  actor  es  menor  que  la  demanda • .  334 

CAUSA  LXXIII 

D.  Andrés  Ástargo,  contra  D.  Eleutorio  Fernandez^  sobre  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  —  1*  En  las  cansas  por  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  debe  primeramente  inquirirse  la  existencia  real  de  es- 
tos, y  en  seguida  apreciarse  la  naturaleza  de  los  hechos  que  los 
causaron,  y  la  responsabilidad  legal  de  sus  autores. 

2o  El  arrendatario  6  subarrendatario  de  un  inmueble  no  tiene 
derecho  para  retenerlo  un  solo  dia  después  de  vencido  el  contrato 
de  arriendo,  y  por  consiguiente  no  puede  reclamar  como  perjui- 
cio ó  daño  propio  el  valor  de  los  frutos  posteriores. 

3o  El  depositario  de  caballos  ajenos  sacados  de  su  custodia,  no 
puede  cobrar  el  valor  de  aquellas,  como  suyo,  ni  sin  poder  bas- 
tante de  los  dueños. 

4^  No  procede  el  reclamo  del  valor  de  unos  muebles  si  no 
consta  que  hayan  sido  negados  por  el  que  los  tiene  ó  hayan  sido 
devueltos  con  faltas  y  deterioros 339 

CAUSA  LXXIV 

Coftienda  de  competencia  entre  el  Juzgado  de  Sección  de  la 
Provincia  de  Córdoba  y  el  de  la  Provincia  de  San  Juan  ^n  la 
caus»  de  D;  Epieterio  Garcia  contra  los  Sres«  Gigeiía  y  Serú,  so- 
bre reivindicación  de  una  tropa  de  carros. 
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Sumario.  —  No  resultando  temerario  el  proceder  del  deman- 
dante^  no  puede  ser  condenado  en  costas , .  275 

CAUSA  LIX 

Criminal,  contra  D.  Guillermo  de  Oro  Videla,  D.  Juan  Tejadaj 
D.  Narciso  Bravo  y  D.  José  Puebla,  por  delito  de  rebelión. 

Sumario.  —  i»  Amnistiado  el  delito,  debe  sobreseerse  en  la 
causa  y  quedar  sin  efecto  la  condenación  en  costas,  dictada  en  la 
sentencia  de  i*  Instancia* 

2<>  La  reserva  de  las  acciones  civiles  contenida  en  la  misma 
sentencia,  queda  subsistente. ••.••  • •••••.••.•••••••• ..  277 

CAUSA  LX 

£1  Fisco  Nacional  contra  D.  Mariano  Cabal,  por  cobro  de  pesos, 
sobre  liquidación. 

Sumario.  —  1**  Los  intereses  se  deben  desde  la  fecha  en  que 
consta  haberse  exijido  al  deudor  el  pago  del  capital. 

2o  El  deudor  moroso  debe  resarcir  los  daños  y  perjuicios  pro- 
cedentes de  la  demora. 

3<>  Se  cae  en  mora  no  soío  por  el  cobro  judicial,  sino  también 
por  el  privado  que  es  ua  acto  equivalente,  cuando  no  hay  motivo 
legal  que  justiflque  la  morosidad  ó  no  exista  convención  en  con- 
trario 

4o  Es  conforme  al  estilo  de  plaza  el  abono  del  interés  igual  y . 
reciproco  en  las  .cuentas  corrientes ,..««•••.*  282 

CAUSA  LXI 

Bacqué  hermanos,  con  las  sociedades  a  La  Providad  >  y  t  La 
Alianza  >  por  cobro  de  seguros.  Incidente  sobre  recusación  del 
Juez. 

Sumario.  —  Cuando  se  fuuda  una  recusación  en  la  causal  5^ 
del  art.  43  de  la  ley  de  Procedimientos,  es  necesario  alegar  y  pro- 
bar odio  ó  resentimiento  del  Juez  contra  el  recusante 287 

CAUSA  LXII 

D.  Santiago  Pedemonte  contra  la  Municipalidad  de  San  Nicolás 
de  los  Arroyos,  sobre  reivindicación. 

Sumario.  —  Interpuesta  una  demanda  sobre  reivindicación  y  no 
excepcionándose  el  demandado  de  no  ser  parte  ó  no  estar  obligado 
'm  á  contestar,  debe  recibirse  la  causaáprueba ••••••  289 
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CAUSA  LXUI 

D.  Federico  de  ias  Carreras,  contra  la  Provincia  de  Corrien- 
tes, sobre  inconstitucionaltdad  de  una  ley  de  impuestos. 

Sumario.  —  !<>  El  impuesto  sancionado  por  el  art.  44  de  la  ley 
de  contribución  directa  de  la  Provincia  de  Corrientes,  fecha  17  de 
Diciembre  de  1872,  no  es  aplicable,  según  su  tenor  literal^  á  la 
estraccion  dQ  frutos  del  pais  para  el  estranjero  ó  para  otros  puer- 
tos de  la  República,  sino  solamente  de  los  que  la  conducen  de  un 
departamento  á  otro  de  la  Provincia  ó  que  marchan  de  uno  á  otro  ' 
pueblo. 

2o  En  caso  opuesto,  ese  impuesto  seria  contrario  i  las  pres- 
cripcibnes  de  la  Constitución  Nacional  que  confieren  al  Gobierno 
General  la  facultad  esclusiva  de  imponer  derechos  de  importación 
y  esportacion,  y  prohiben  espresamente  á  las  Provincias  el  esta- 
blecimiento de  aduanas  provinciales. 

3»  Debiendo  en  la  Provincia  de  Corrientes  hacerse  el  cobro  de 
impuestos  administrativamente,  es  la  Provincia  la  responsable  de 
los  actos  de  sus  poderes  públicos 296 

CAUSA  LXIV 

D.  Sebastian  Carrion  contra  D.  Garios  Walrrond,  sobre  pago  de 
mejoras  en  un  fundo  reivindicado. 

Sumario.  —  i^  En  el  caso  de  reivindicación,  reconocido  á  fa- 
vor del  poseedor  de  buena  fé  el  derecho  i  cobrar  las  espensas  y 
mejoras  hechas  en  el  fundo,  la  cuestión  queda  limitada  á  la  ava- 
luación de  ellas. 

2o  El  poseedor  de  buena  fé  solo  es  responsable  de  los  deterio- 
res de  la  cosa  reivindicada  en  tanto  cuanto  sea  el  provecho  que 
haya  obtenido • ^ ..•• v 304 

CAUSA  LXV 

D.  Vicente  Rodrigues,  contra  D.  Andrés  Asterga,  por  etitrega 
de  un  fundOi*  sobre  liquidaeioo\ f 

Sumario.  —  Ordenado  por  septencia  que  el  importe  de  sala-  t^ 

rios,  gastos  y  productos  de  una  administración  sea  determinado 
por  peritos  arbitradores,  estos  deben  proceder  como  tales,  y  no 
como  simples  avaluadores ; •..  310 

CAUSA  LXVI 

D.  Caliste  Sosa,  con  los  Sres.  Uozué  ¿  hijos^  sobre  tercería. 
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Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recursé  á  la  priment 
rebeldía  que  acusa  el  apelado • 313 

CAUSA  LXVII 

D.  Leandro  Mattaldi  con  D.  Enrique  Green^  sobre  entrega  de 
mercaderías. 

Sumario,  —  í^  El  endoso  de  un  conocimiento  que  no  con- 
tiene la  enunciación  de  vahr  recibido  no  transfiere  la  propiedad 
de  los  efectos. 

2o  Hecha  una  Tenta  á  plazo,  y  vendidos  á  su  toz  los  efectos  por 
los  compradores,  el  tercero  que  no  les  haya  pagado  el  precio,  no' 
tiene  deteeho  ¿  la  entrega,  si  se  opone  el  primer  vendedor,  máxi- 
me si  los  compradores  han  caido  en  insolvencia 

3^  El  tercero  se  halla  obligado  á  pagar  el  precio  al  primer  ven- 
dedor, ó  afianzar  su  pago  en  oportunidad. 

4»  El  pareotezco  del  Juez  con  los  abogados  de  los  litigantes  no 
es  un  impedimento,  ni  causa  de  recusación  de  las  enumeradas  en 
el  artículo  43  de  la  ley  nacional  de  Procedimientos •  315 

CAUSA  Lxvni 

D.  Saturnino  Unzué  é  hijos  con  D.  Ignacio  Crespo,  sobre  ter- 
cería 

Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 
rebeldía  que  acusa  el  apelado , ••.  320 

CAUSA  LXIX 

D.  Marcelino  Palacios  con  el  Dr.  D.  Ángel  Floro  Costa,  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato 

Sumario. —  No  acreditándose  una  causal  justa^  debe  rechazarsp 
la  recusación  del  Juez • 323 

CAUSA  LXX 

D.  Federico  Puch,  contra  Lezica  y  Lanús^  por  cobro  de  pesos» 
incidente  sobre  moratorias. 

Sumario.  —  1»  El  efecto  de  la  moratoria  es  suspender  todas  las 
ejecuciones  iniciadas,  así  como  la  obligación  de  pagar  las  deudas 
puramente  personales  del  que  la  ha  obtenido. 
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2°  La  suspensión  debe  tener  lugar  en  el  estado  en  que  las  eje- 
cuciones se  encuentren.  ••  • 325 

.     CAUSA  LXXI 

D.  Juan  Harmonget  contra  D.  Uannel  Fernandez,  sobre  cobro 
de  pesos^ 

Sumario.  —  Las  partidas  de  una  cuenta  recotiocidas  al  absol- 
ver posiciones,  deben  declararse  de  legitimo  abono 330 

CAUSA  LXXU 

D.  Juan  Fajardo,  contra  D.  Tomás  Cavieces,  por  cobro  de  pe- 
sos, sobre  condenación  en  costas. 

SumalHo.  —  1*  No  procede  la  condenación  en  costas,  cuando 
ba  habido  justa  causa  para  oponerse  á  la  demanda. 

i^  La  justa  causa  de  oposición  existe  desde  que  la  suma  acor- 
dada por  la  sentencia  al  actor  es  menor  que  la  demanda 334 

CAUSA  LXXIII 

D.  Andrés  Ástargo,  contra  D.  Eleutorío  Fernandez^  sobre  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  —  V  En  las  causas  por  indemnización  de  daños  y 
peijuicios  debe  primeramente  inquirirse  la  existencia  real  de  es- 
tos, y  en  seguida  apreciarse  la  naturaleza  de  los  hechos  que  los 
causaron,  y  la  responsabilidad  legal  de  sus  autores. 

2o  El  arrendatario  ó  subarrendatario  de  un  inmueble  no  tiene 
derecho  para  retenerlo  un  solo  dia  después  de  vencido  el  contrato 
de  arriendo,  y  por  consiguiente  no  puede  reclamar  como  perjui- 
cio ó  daño  propio  el  valor  de  los  frutos  posteriores. 

3o  El  depositario  de  caballos  ajenos  sacados  de  su  custodia,  no 
puede  cobrar  el  valor  de  aquellas,  como  suyo,  ni  sin  poder  bas- 
tante de  los  dueños. 

4^  No  procede  el  reclamo  del  valor  de  unos  muebles  si  no 
consta  que  hayan  sido  negados  por  el  que  los  tiene  ó  hayan  sido 
devueltos  con  faltas  y  deterioros 339 

CAUSA  LXXIV 

CQ^tianda  de  competencia  entre  el  Juzgado  de  Sección  de  la 
Provincia  de  Córdoba  y  el  de  la  Provincia  de  San  Juan  ^n  la 
causa  de  D;  Epieterio  García  contra  los  Sres.  Gigeiía  y  Serú,  so- 
bre reivindicación  de  una  tropa  de  carros. 
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Sumario,  —  En  las  acciones  reales  es  competente  el  jaez  del 
lugar  donde  se  halla  la  cosa  demandada,  prescindiendo  del  domi- 
cilio de  los  demandados.  •  •  • •••••• 344 

CAUSA  LXXV 

D.  Ciro  Anzoátegui  contra  D«  Ventura  López  de  Anzoátegui  so- 
bre acción  posesoria  de  despojo. 

Sumario.  —  !<>  No  es  necesaria  la  tradición  de  la  cosa  para 
adquirir  la  posesión,  cuando  el  que  la  posee  á  nombre  del 
propietario  príbcipia  á  poseerla  á  nombre  de  otro. 

ifi  Tampoco  es  necesaria,  cuando  el  poseedor-  desiste  de  la  po~ 
sesión  que  tenia,  y  el  adquirente  ejerce  actos  posesorios  ap  el 
inmueble  en  presencia  de  él  y  sin  oposición  alguna. 

3^  La  posesión  se  presume  haber  principiado  desde  la  fecha 
del  titulo  traslativo  de  dominio,  si  no  se  probase  lo  contrario. 

it^  Para  establecer  la  posesión  anual  puede  unirse  la  posesión 
del  actual  poseedor  á  la  de  la  persona  de  quien  la  hubo  por  título 
traslativo  de  dominio. 

5<>  No  es  necesario  que  la  posesión  sea  anual,  cuando  es  tur- 
bada por  quien  no  tiene  sobre  la  cosa  ningún  derecho  de  pose- 
sión. 

(fi  Siendo  dudoso  el  último  estado  de  la  posesión,  debe  juzgarse 
que  al  tenia  el  que  tiene  derecho  de  poseerla.  ..•.•.«•.'••••...  347 

CAUSA  LXXVI 

El  Fisco  Nacional  contra  D.  Domingo  Garvino  y  C*^  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  —  !<>  Un  cargo  formado  por  la  Contaduría  Nacional, 
contra  un  comerciante,  por  error  en  el  aforo  y  liquidación  de  de- 
rechos^ tiene  fuerza  ejecutiva  y  debe  cobrarse  por  la  vía  de  apre- 
mio. 

2o  Cuando  aparece  nn  error  contra  la  Aduana,  después  de 
chancelado  un  documento,  esta  tiene  el  derecho  de  reclamar  á%\ 
comerciante  el  daño  causado  por  el  error^  dentro  de  dnco  años 
de  la  fecha  de  la  chancelación  del  documento  equivocado. 

3»  Las  copias  legalizadas  sacadas  de  las  oficinas  públicas  de  h 
Nación,  tienen  fuerza  de  escrituras  públicas. 

4°  Cuando  el  acreedor,  por  error,  libra  de  la  obligación  al  deudor 
que  también  por  error  acepta,  este  queda  obligado • 
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CAUSA  Lxxvn 

D.  José  del  Pído,  contra  D.  Francisco  LHIo,  por  cobró  de  pesos. 

Sumario.  —  Mo  mejorándose  la  apelación  dentro  del  térmiao 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera  re» 
beldfa  que  acuse  el  apelado.... ••.••«•• •• 367 

CAUSA  LXXVffl 

D.  Ensebio  García,  contra  D.  José  Paz,  agente  de  Mensajerías 
en  Catamarca,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  -*  Un  recurso  de  nulidad  que  no  está  fundado  en 
razón  alguna  legal,  debe  ser  rechazado  con  costas 36S 

CAUSA  LXXIX 

El  Banco  Nacional  contra  D.  Felipe  Peyró  por  cobro  de  pesos, 
sobre  moratorias. 

Sumario.  —  El  Banco  Nacional  no  se  halla  sugeto  á  las  mora- 
torias concedidas  á  su  deudor,  si  este  lo  es  también  del  Banco  de 
la  Provincia  de  Buenos  Aires •  •  •  • 369 

CAUSA  LXXX 

D.  Juan  Bacigalupe,  contra  D.  Juan  Nuñez,  por  cobro  de  pesos. 
Sumario.  —  La  Suprema  Corte  no  conoce  en  apelaciones  refe- 
rentea  á  asuntos  de  menor  cuantía 377 

CAUSA  LXXXI 

Criminal  contra  D.  David  Agüero  por  rebelión. 
Sumario.  —  Una  ley  general  de  amnistía  hace  dejar  sin  efecto 
una  sentencia  condenatoria  sobre  delito  de  rebelión. . .  •  • 379 

CAUSA  Lxxxn 

D.  Antonio  de  Santa  Maria,  contra  la  Provincia  de  Conientes, 
sobre  inconstítucionalidad  de  un  impuesto.  Incidente  sobre  com*  * 

potencia. . 

Sumario.  —  1^  Es  bastante  para  que  la  Suprema  Corte  sea 
competente^  que  una  Provincia  sea  demandada  por  un  estranjero 
ó  por  un  vecino  de  otra. 

i^  Las  defensas  referentes  al  fondo  de  la  causa  no  se  pueden 
alegar  como  escepciones  dilatorias • .  •  380 


{ 


•  • 


^ 


514'  FALL03  m,  hK  SWMMk  GfiWtE 

Pájinaa 

CAUSA  LXXXIH 

D.  Francisco  Piob  cootra  la  HanicipaUdtd  de  Puenos  Aires  por 
cobro  de  pesos,  incidente  sobre  bünorarios. 
I  .  SiitMirio.  --^  El  booorarU  correspoadiente  á  un  escrito  proveído 

después  de  haberse  hecho  saber  al  Juez  de  Sección  la  órdea  de 
suspender  todo  procedimiento^  no  puede  ser  pagado  por  el  ejecu- 
tado, que  habia  sido  condenado  en  costas.  • 385 

CAUSA  LXXXIV 

D.  Jos¿  M*.  Sos^y  contra  D.  Enrique  Hassot,  por  rendición  de 
cuentas  y  cobro  de  pesos. 

humano/— 1^  El  pago  del  saldo  hecho  por  ef  comisionado 
contituye  una  escepcion  perentoria  contra  la  acción  del  comi- 
tente por  rendición  de  cuentas  y  cobro  de  pesos. 

2^  El  pago  cuya  importancia  es  mayor  de  200  pesos  no  puede 
probarse,  por  testigos  si  qo  existe.principio  de  prueba  por  escrito. 

3o  lia  plus  petition  es  causal  de  condenación  en  costas.  • 389 

CAUSA  LXXXV 

El  Capitán  del  vapor  c  WasUngtoa  >  contra  los  consignatarios 
de  la  carga,  por  cobro  de  fletes,  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios. Sobre  recusación. 

,  Sumario.  —  No  puede  recusarse  al  Juez  de  Sección  para  que 
"^  sé  iitipida  dé  conocer  en  un  incidente  sobre  indemnización  de 

daños  y  perjuicios,  antes  de  ser  entablado  este  en  forma,  y  de  ha- 
berse fallado  la  cuestión  principal  sobre  cobro  de  fletes •  • . .  395 

CAUSA  LXXXVI 

D.  Leonardo  Nicoloricb,  centra  Halbran  y  Chayla,  sobre  mejor 
derecho  á  un  campo. 

Suffiario.  —  No  espresando  agravios  el  apelante  dentro  del 
término  dé  la  ley,  ae  declara  desierta  la  apelación  á  la  primiara 
rebeldía  que  acuse  el  apelado « 402 

CAUSA  LXXXVII 

.  •  ■ 

D.  JnUan  de  Bustinza,  contra  el  Dr.  D.  Nicanor  G.  del  Solar,  so- 
bre interdicto  de  obra  nueva.  Incidente  sobre  eyiccion. 

SMmario.  —  !<>  La  citación  de  eviceion,  que  el  comprador  i, 
quien  ^e.  (IjBmande  la  cosa  vendida  hace  al  vendedor,  para  que  \^  . 
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ampare  en  el  dominio  y  posesión  de  ella,  no  es  nna  escepcion 
^8for  que  pueda  objetarse  á  la  demanda,  sino  un  caso  incidental  del 

juicio. 
yeido  ^^  La  citación  de  eviccion  es  distinta  de  la  demanda  de  sanéa- 

lo de  miento  :  la  primera  es  una  diligencia  indispensable  para  en  caso 

'ecü-  de  ser  evicta  la  cosa,  poder  bacer  efectiva  la  responsabilidad  del  . 

...  385  Tendedor,  usando  de  la  acción  de  saneamiento,  la  que  no  puede 

entablarse  sin  que  primero  se  haya  dado  y  aun  ejecutado  la  sen- 
tencia que  condena  al  comprador  á  la  restitución  de  la  cosa. 
de  3<>  £1  deber  que  tiene  el  enajenante  de  salir  á  la  defensa  del  ad- 

quirente  no  importa  precisamente  la  obligación  de  litigar  ó  de  ha- 
do cerse  parte  en  el  pleito  en  que  ha  sido  citado  de  eviccion,  sino  la 
li.  de  responder  al  comprador  en  caso  que  fuese  vencido  en  juicio, 
no  solo  del  precio  sino  también  de  lodos  los  dafios  y  menoscabos 
[g  que  le  vinieran  por  esta  razón. 

A^  Es  voluntario  en  el  vendedor,  citado  de  eviccion,  tomar  ó 
3gg  no  á  so  cargo  el  pleito. 

&>  Los  Jueces  de  Sección  no  pueden  declararse  incompetentes 
en  una  causa  entre  un  argentino  y  un  estrangero,  por  el  mero 
hecho  de  ser  citada  de  eviccion  una  Provincia.  •••••,•• •  •  •  403 

CAUSA  Lxxxvra 

D.  Francisco  Calle,  contra  Santos  Funes,  sobre  venta  de  una 
casa. 

Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  dentro  el  término  del 
le  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  k  la  primera  r^ 

beldia  que  acuse  el  apelado ,.«  409 

CAUSA  LXXXK 

Doña  Paulina  Ferro  contra  Blekcher  y  C*  por  cobro  de  pesos. 
Sumario.  —  La  obligación  que  puede  resultar  de  un  endoso 
que  se  tacha  de  ilegal,  no  tiene  fuerza  ejecutiva 4f  O 

CAUSA  XG 

Tercería  de  D.  Andrómico  Castro,  en  ejecución  de  D.  Antonio 
Camogli  contra  D.  B.  Bartolomé  Soiari. 

Sumario.  — 1<»  Es  título  de  propiedad  una  escritura  de  venta 
no  tachada  ni  en  su  forma  ni  en  su  contenido. 

2o  En  la  escritura  de  venta  de  una  casa,  aún  cuando  el  edificio 
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sea  de  madera,  se  supone  vendido  también  el  terreno  en  que  está 
construida,  salvo  la  prueba  en  contrario. 

3<>  Mucho  mas,  si  en  el  título  se  especifica  el  origen  de  la  ad- 
quisición del  terreno. 

CAUSA  XCI 

Criminal  contra  Juan  6.  Navamuel.  —  Contienda  de  competen- 
cia entre  los  jueces  de  Sección  de  Salta  y  de  Jujuy. 

Sumario.  —  1®  La  jurisdicción  privativa  escluye  á  los  jueces  de 
provincia,  pero  no  á  los  jueces  seccionales  entre  si. 

2^  Para  estos  la  prevención  puede  y  debe  ser  una  causa  de  pre- 
ferencia. 

S^  La  disposición  relativa  á  los  limites  jurisdiccionales  no  es 
aplicable  en  el  caso  en  que  el  procesado  hubiese  cometido  un  de- 
lito separado  en  dos  provincias,  aunque  sean  del  mismo  género.  417 

CAUSA  XCII 

D.  Pedro  Velasco  contra  D.  Luis  Molina,  sobre  autenticación  de 
documentos. 

Sumario. — La  Justicia  Nacional  no  es  competente  para  cono- 
cer de  quejas  contra  empleados  militares  de  la  Nación  ó  de  las 
Provincias,  deducidas  por  (alta  de  cumplimiento  de  sus  deberes .  428 

CAUSA  XCIII 

D.  Dario  David  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  San  Luí» 
sobre  daños  y  perjuicios. 

Sumario. — En  estado  de  sitio,  los  ciudadanos  y  estrangeros 
pueden  ser  removidos  discrecionalmente,  sin  que  por  ello  se  de- 
ban daños  y  perjuicios,  por  la  autoridad  nacional  ó  provincial. . «  431 

CAUSA  XCIV 

Criminal,  contra  Faustino  Pérez  y  otros.  Contienda  de  compe- 
tencia entre  el  Juez  del  Crimen  y  el  de  Sección  de  Corrientes. 

Sumario.  —  1°  En  caso  de  jurisdicción  privativa  no  puede 
haber  lugar  á  prevención,  y  el  reo  aprehendido  6  procesado  por 
otro  debe  ser  remitido  al  Juez  competente. 

2^  Cuando  los  delitos  comunes  «e  cometen  durante  la  sedición 
ó  con  motivo  de  ella,  la  verdadera  jurisdicción  es  la  4^  los  Tribu- 
nales Nacionales. 

3^  Cuando  los  jueces  provinciales  procesan  aun  reo  por  delitos 
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comunes  anteriores  y  posteriores  al  de  sedición  por  el  que  se 
siguen  autos  ante  el  Juez  de  Sección  contra  el  mismo  reo,  apre- 
hendido por  el  Juez  de  Provincia,  este  debe  seguir  conociendo 
en  la  causa,  coh  la  obligación  de  dar  cuenta  al  de  Sección  del  re- 
sultado condenatorio  6  absolutorio • • 433 

CAUSA  XCV 

La  Municipalidad  del  Rosario  de  Santa-Fé  contra  Don  Aguatin 
Mazza  y  C*,  por  cobro  de  impuestos.  Sobre  recurso  de  se&teneia 
de  los  Tribunales  Proyinciales. 

Sumario. — No  puede  apelarse  á  la  Suprema  Corte,  de  las  peni- 
tencias definitivas  pronunciadas  por  los  Tribunales  Superiores  da- 
Provincia,  sino  en  los  casos  enumerados  por  el  art.  14  de  la  ley« 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales. . .  44S 

CAUSA  XCVI 

D.  Antonio  Battilana,  contra  D.  Francisco  Castiglione,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sutiiario.  —  1®  El  convenio  hecho  entredós  contrayentes  de 
pagar  una  multa  si  se  falta  al  contrato,  es  una  obligación  condi- 
cional que  no  trae  aparejada  ejecución. 

2»  Un  juicio  ordinario  no  puede  empezar  por  embargo 445 

CAUSA  XCVli       . 

D.  Juan  Helis  contra  D.  Ricardo  Blessing  sobre  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  i^  El   demandante   está   obligado  á  confesar  ó 
negar  los  hechos  establecidos  en  la  demanda. 
'  V  Alegar  que  ignora  el  precio  y  cantidad  de  lo  que  confiesa 
haber  recibido  importa  confesar  lo  que  el  actor  establece  en  la 
demanda. 

3<^  Cuando  esta  confesión  implícita  se  halla  corroborada  en 
cuanto  á  la  cantidad  por  el  dicho  singular  de  los  testigos,  y  en 
cuanto  al  precio  por  no  haber  sido  tachado  de  excesivo  y  haberse 
asignado  por  el  demandado  uno  mayor,  debe  decirse  comprobado 
uno  y  otra.. ...•.•• 447 

CAUSA  xcvra 

D«  Antonia  A.  de  Ortiz,  contra  D^  Mercedes  C.  de  Bustos,  por 
cobro  de  pesos. 
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Sumario. — No  mejorándose  la 'apelación  dentro  del  término 

del  emplazamiento,  ^e  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 

rebeldía  que  acusa  el  apelado '..•••• • 451 

CAUSA  XCIX 

D.  Lisandro  de  la  Torre  contra  D.  Lnis  H.  Arzac.  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario. — 1»  fin  los  asuntos  de  mayor  cuantía  la  prueba  tesr 
timonial  carece  de  valor,  no  habiendo  un  principio  de  prueba  por 
escrito. 

9»  La  «iisleneia  de  ana  sociedad  puede  probarse  por  testigos; 
pero  estos  han  de  earecer  de  toda  tacha  legai*  •»••..•  •••••.••.  452 

CAUSA  C  i 

D.  Tadeo  Rojo  contra  J).  Facundo  Maradona,  sobre  pi^o  inde- 
bido. 

Sumario.  —  1®  La  responsabilidad  en  los  delitos  es  personal  y 
alcanza  gradualmente  á  los  partícipes  de  toda  clase,  sean  agentes 
oficiales  ó  no. 

« 

2*  No  sucede  asi  con  la  ejecución  de  una  ley,  aunque  sea  in- 
constitucional. Los  ejecutores  de  ella  uo  incurren  en  responsa- 
bilidad  461 

CAUSA  a 

■ 

D.  Tadeb  Rojo,  contra  D.  Facundo  Maradona,  por  devolución 
de  pagos  indebidos  sobre  abstención  de  cobros  ulteriores. 

Sumario.  —  í^  E\  caso  no  comprendido  en  la  demanda  no  cor^ 
responde  al  conocimiento  del  juez  de  esta,  sin  que  proceda  una 
demanda  nueva. 

2<>  Pendiente  la  apelación,  el  juez  apelado  no  puede  conocer 
en  lo  que  es  materia  del  juicio,  ni  en  sus  incidentes.  •  ••••••••.  467 

CAUSA  en 

D.  Pedro  Bertora  contra  Duc  y  Caságrande,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. '-'^0  mejnráudosf''  la  apelación  en  el  término,  del 
emplazamiento,  se  declara  áfi  'rto<i"'^  recurso  á  la  primera  rebel- 
día que  acusa  el  apelado.  .Z^'  ^\ .•••••••; 469 
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CAUSA  CIII 

Casanello  y  G^  contra  D.  Doaingo  Garbino  por  cobro  de  pesos. 
—  Incidente  sobre  competencia. 

Sumario,  — 1<»  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales 
por  razón  de  las  calidades  personales  de  los  litigantes,  solo  com-* 
prende  las  cansas  en  que  un  estrangero  es  parte  cuando  litiga  con 
ciudadanos  argentinos. 

2*  La  razón  de  vecindad  en  diferentes  Provincias  se  refiere 
solamente  á  los  nacionales  y  no  á  los  eslrangeros  cuando  litigan 
entre  sí. 

3'  Esta  ha  sido  la  doctrina  adoptada  por  la  Suprema  Corte 
desde  los  primeros  tiempos  de  su  instalación • . « 471 

CAUSA  CIV 

Ei  Banco  Provinvial  de  Santa-Fé  contra  D.  Lorenzo  Mir  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario.  —  Firmada  una  letra  de  cambio  con  la  condición 
hecha  en  documento  separado  de  que  al  vencimiento  seria  reno- 
vada por  la  mitad,  pagando  la  otra  mitad,  si  el  deudor  no  paga 
lo  convenido,  el  acreedor  lo  puede  ejecutar  por  el  todo •  • . .  479 

CAUSA  CV 

D.  Juan  Arguello,  contra  Walff  Wissner  y  G%  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera  rebel- 
dia  que  acusa  el  apelado  ....•...• « .. . .  484 

CAUSA  CVI 

D.  Mariano  H.  de  Mendoza,  contra  D.  Bonifacio  Lobo,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario.  —  l^*  Los  Pagarés  á  la  orden  están  sujetos  á  la  juris^ 
dicción,  raglamentos  y  legislación  comercial. 

i°  La  propiedad  se  trasmite  por  el  simple  endoso,  de  la  misma 
manera  que  los  hechos  de  cambio. 

3»  Las  disposiciones  del  titul )  <  De  la  sesión  de  créditos  > 
Código  Civil  solo  son  aplicables  á  los  crr^ditos  no  endosables. 

*t9  La  escepcion  de  comnesac^  ->  po '  lago  hecho  al  endosante 
después  del  endoso  no  pu^  al  endosatario*  ••••••  485 
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